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ABOGADOS. Ver: Ley de Sellos, 1. 

ABSOLUCION DE POSICIONES. Ver: Prueba, 1. 

ACCIDENTES DEL TRABAJO. 
Enfermedades. 

1. No resultando de nuíos ijuo la tuberculosis del obrero pueda 
ser atribuida exclusivamente al trabajo que desempeñaba o 
que éste haya concurrido en forma inequívoca y preponde- 
rante a acelerar su evolución, debe rechazarse la demanda 
sobre indemnización fundada en la ley 0688. Página 332. 

2. Acreditado el contagio de la tuberculosis que causó la muer- 
de a un sirviente del Instituto de Anatomía de la Facultad 
de Ciencias Mcdiea3 de Buenos Aires como consecuencia del 
genero de tareas propias de su empleo y de las condiciones 
en que debió renliznrtas, corresponde hacer lugar a la ac- 
ción por indemnización de accidente del trabajo deducida 
por sus hijog menotes contra la Nación. Página 307, 

ACCION DE REPETICION. Ver: Constitución Nacional, 22; Juris- 
dici ión y ompetenciu, 0, 11; Pago, 1, 2, 3; Beeurso extraordi- 
nario, 28. 

ACCION PENAL, Ver; 




ACTOS ADMINISTRATIVOS, Ver: Compra venta, 1, 2; Constitu- 
ción Nacional, 15; Pensiones Militares, 4. 

ACTOS PC BUCOS Y PROCEDIMIENTOS JUDICIALES. Ver: 
Recurso extraordinario, 7. 

ACUMULACION DE BENEFICIOS, Ver: Jubilación ele Emplea- 
dos de Empresas port ¡rularen, 1, 2. 

ADUANA 

Impertacúín. 

Libro de derechos. 

1. El art. -t de la I ■■ y 11.281 exime de derechos al bilo necesa- 
rio parn coser bolsas de arpillera tanto nuevas como usa- 
das. Página 349. 

Papel. 

2. La circunstancia de que el popel importado haya sido em- 
pleado en la impresión de un diario no hasta para liberarlo 
del pilco de derechos de importación si no reunía los requi- 
sitos cJiijndos por el art. 13, 2* parte, del decreto del 16 de 
diciembre de 1932, vidente en la e*poca de la introducción, 
o por el decreto del 18 de julio de 1925 a que aquél se re- 
fiere. Página 22. 

Tramito y removido, 

3. El mejoramiento de tos frutos llegados al país en tránsito 
al exterior en forma tal que equivalga, a exportar nn fruto 
de valor superior al que antes tenia, lo mismo que la sus- 
titución de aquéllos por otros de igual especie y calidad 
pero do mayor valor, no están prohibidos ni penados aun- 
que se haya pagad» en concepto de derechos de estadística 
una Mima menor que la correspondiente al aumento de va- 
lor. Página 121. 

Infrnceiont*. 

Manifestación inexacta. 

4. Es improcedente la aplicación de multa por falta aparente 
de cierta cantidad de piezas que por error aparecen como 
despachadas en el certificado de origpn. Página 98. 



O) Ver tamMín: Constitución Nacional, 14; Impuesto a los rédito*. 
2; Jurisdicción y Competencia, 17; Prescripción, 15, 16. 
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5. la manifestación exseta do la cantidad do piosas integran- 
tes de una jangada formulada ante las autoridades respec- 
tivas inmediatamente de arribar ésta a puerto, sin que haya 
mediado denuncia alguna ni procedimiento do la Aduana, 
importa rectificación oportuna de las constancias de la do- 
cumentación do origen en la que figura una cantidad ma- 
yor. Página 98. 

6. Es improcedente el comiso del exceso comprobado sobre la 
manifestación comprometida en la copia de depósito que 
no alcanza ul máxima de tolerancia permitido por el nrt- 128 
de las Ordenanzas de Aduana, como tampoco procede cuan- 
do la diferencia entre la cantidad real de ta mercadería y 
la manifestada bu obedecido a un error de calculo imposible 
de pasar desapercibido. Página 08. 

Penalidades. 

7. La pena de comiso prevista en el nrt. 908 de las Ordenan- 
zas de Aduana y aplicable al ca.«o do exportación de pro- 
ductos sin el correspondiente permiso de embarque, es sus- 
ceptible de la atenuación autorizada por el art. 1056 de 
dichas ordenonzns fundada en la falta de perjuicio fiscal 
y en la circunstancia de tratarse de mercadería que no afec- 
taban necesidades vitales de loa habitantes del país. Pá- 
gina 378. 

8. £1 principio establecido por el art. 171 de las Ordenanzas 
de Aduana sólo tiende a facilitar y asegurar Ja percepción 
de los impuestos, mas no autoriza a concluir que cometida 
una defraudación aduanera no pueda aplicarse la sanción 
respectivn n todos los que participaron en la infracción do 
acuerdo con las reglas de Ja participación criminal. Pá- 
gina 419. 

9. La excepción a la regla del art, 4'\ del C. Civil establecida 
por los nrts. 1027 y 1028 de las Ordenanzas de Aduana, 
que autorizan a dirigir contra las personas jurídicas la san- 
ción tendiente a imponer multas por infracciones n Jns dis- 
posiciones de aquellas, no rige en cuanto a la Nación, las 
provincias o municipalidades o los órganos de la adminis- 
tración pública, pues la responsabilidad de los funcionarios 
respectivos por las infracciones que cometieran es sólo per- 
sonal. Página 419. 

ADUANA INTEIUOrt. Ver: Constitución Nacional, 26. 
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BANCO HIPOTECARIO NACIONAL 



AFIRMADOS {>). 

1, la contribución de mejoras cuyo monto sólo alcanza al 
20 % del valor de la propiedad beneficiada no es por ello 
confiscatoria. Página 352. 

2. Al contribuyente que impugna la validez de una contribu- 
ción de mejoras por considerar qne no beneficia al inmue- 
ble afectado, corresponde demostrarlo fehaciente y acaba- 
damente. Página 352. 

ALUMBRADO, BARRIDO Y LIMPIEZA. Ver: Constitución Na- 
cional! 32. 

APREMIO. Ver: Recurso extraordinario, 36, 
ARRESTO. Ver: Constitución Nacional, 21. 

AUTENTICACION, 

Ea suficiente ta legalización de la firma del Escribano Ge- 
neral de Gobierno por el Subsecretario del Ministro de Jus- 
ticia e Instrucción Pública de la Nación. Página 332. 

B 

BANCO HIPOTECARIO NACIONAL ( a ). 
Régimen legal. 

1. Ea improcedente la defensa de falta de acción fundada en 
loa arta. M, 71 a 73 de su ley orgánica por el Banco IT i po- 
tra» rio Nacional que después de sacar a remate el inmueble 
de su deudora, hixo dar posesión del mismo al comprador 
con intervención de la fuerza pública no obstante la oposi- 
ción de terceros y otorgó la correspondiente escritura tras- 
lativa de dominio deducida contra el adquirente que, fun- 
dado en que dicha institución excedió sus facultades legales 
al proceder de esa manera, la demanda con motivo del des- 
medro que ha sufrido como consecuencia de los interdictos 
que dichos terceros le promovieron con éxito, siendo cuestión 



(l) V«r también: Constitución Nacional, 25, 31; Ferrocarriles; Ja* 
rlsdieeldn y competencia, 6; Pago, 3; Becario extraordinario, 19, 27. 

(3) Ver también: Constitución Nacional, 12; Prueba, 1; 
extraordinario, 9, 11. 
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ajena al recurso extraordinario la referente al alcance de la 
sentencia recaída en dichos juicios, lo mismo que la relativa 
u loa efectos de la disminución de la superficie entregada 
sobre la validez de la compraventa, monto del precio, mag- 
nitud de la hipoteca y demás puntos resueltos por la sen- 
tencia apelada regidos por el derecho común. Página 243. 
2. No está exento del pago de impuestos provinciales el in- 
mueble que, si bien futí comprado por el Banco Hipotecario 
Nacional para construir el edificio de una sucursal, está 
convertido en un inmueble de renta mientras aquélla con- 
tinúa funcionando en otro lugar. Página 121. 

BANCO PROVINCIAL DE SALTA. 

1. La ley 11.729 es inaplicable a los empleados del Banco Pro- 
vincial de Salta, cuyos derechos y obligaciones están regidos 
por la* respectivas leyes locales. Página 308. 

2. El Banco Provincial de Salta es un Banco de Estado. Pá- 
gina 308. 

c 

CADUCIDAD. Ver: Constitución Nacional, 5, 23; Recurso extra- 
ordinario, 41. 

CAMARA DE ALQUILERES. Ver: Jurisdicción y competencia, 13 j 
Recurso extraordinario, 2, 23. 

CIUDADANIA Y NATURALIZACION (% 

El decreto 6005, sobre suspensión de otorgamiento de cartas 
de ciudadanía, no obsta a la rectificación de los errores de 
nombre contenidos en una carta concedida con anterioridad 
a la fecha en que aquél fué dictado. Página 431. 

COMERCIO IN TERPRO VINC1AL ( s ). 

Con arreglo a los arts. 67, inc. 12. de la Constitución Na- 
cional y 3 de la ley 12.346, las reglamentaciones provin- 
ciales o municipales que no se refieran al ejercicio del poder 
de policía local, no son aplicables a las empresas que reali- 
zan et transporte interprovincial de pasajeros. Página 370. 



(i) Ver también: Recurso eitriordinario, 34. 
(3) Ver también; Constitución Nacional, 26. 
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COMISO, "»¿r: Aduana, 6, 7. 

COMPRA VENTA 

1, Es absolutamente nulo el contrato de suministro de desna- 
turalizante de alcohol aprobado pt.r decreto riel P. E. de 
la Nación en acuerdo general de ministros con prcscinden- 
cia del requisito establecido en el art. *12 de la ley 428, por 
entender que la circunstancia de tratarle de un producto 
patentado hartaba para considerarlo comprendido en la ex- 
cepción previa ta en el art. ine. 5' de la citada ley. desde 
que dicha circunstancia no significa que un hubiera podido 
adquirirse en plaza otros desnaturalizantes en condiciones 
de competir con aquél en calidad y precio. Página 310. 

2. Declarada judicialmente ln nulidad de un contrat i de su- 
ministro por haberse celebrado con violación del art. 32 de 
ta ley 428, procede restituir al vendedor que demandó su 
rescisión por culpo del Estado la suma depositada por él 
como garantía que por disposición adoptada por el P. E. 
al declarar anteriormente la rescisión por culpa del pro- 
veedor había sido transferido al Fisco J cuya devolución debe 
efectuar-e con los intereses legales a partir de la fecha de 
la notificación de la demanda. Página 310. 

CONCAUSA. Ver: Daños y perjuicios, -I. 

CONCESION (?). 
Efectos. 

No habiéndose reservado el gobierno dcnvhn alguno a Iíir 
chinchilla* que cazase el titular de una concesión de crías 
de dicho* animales, sino tan sólo a un porci»nto de las 
crías que se obtuvieren, y no resultando otra ca^a de los 
antecedentes de la concesión y de los hechos subsiguientes, 
debe reconocerse el derecho del concesionario n Ioh animales 
(pie ha cazado, sin que obste a ello ta prohibición de nego- 
ciarlas contenida en el decreto de concesión. Página 51. 

CONFESION. Ver: Prueba, 1. 



<1) Ver tamílica: Banco Hipotecario Nacional, I; Prescripción, I. 
(2) Ver también: Daños r perjuirinf, 3; Prescripción, 8; Recurso 
extraordinario, 31. 



CONSTITUCION' NACIONAL 



CONFISCACION. Ver: A firmados, 1; Constitución Nacional, % 25, 
27, 29, 30; Impuesto, 2; Jurisdicción y competencia, 6- Recurso 
extraordinario, 19. 

CONSTITUCION NACIONAL (*). 

Control ríe constitttcioitaJidati. 

1. La presunción de constitucionalidnd tic 1 las leven alcanza 
también a las dictadas por las provincias cuando no se trata 
de un conflicto de atribuciones federales y locales sino de 
la manera como ha sido ejercida una facultad indudable- 
mente provincial. Pagina 128. 

2. Cuando la invalidez constitucional de una ley depende de 
circunstancias de hecho, como el caso de un gravamen al 
que se atribuyo carácter confiscatorio, corresponde ai im- 
pugnante probar dichas circunstancias. Página 128, 

ínteres pura impugnar la constitucional ¡dad. 

3. El reconocimiento del importe total de la contribución para 
acogerse ni beneficio del decreto que condonaba las multas 
debidas por los deudores morosos, efectuado por el contri- 
huyen te que en esa oportunidad formuló protesta fundada 
en la invalidez constitucional del gravamen, no importa re* 
nuncia de su dereclio de alegar la inconstitucionalidad en el 
juicio sobre repetición. Página 392, 

Derechos y garantías. 
Generalidades. 

4. El Estado puede reglamentar el ejercicio de las industrias 
y actividades de los particulares en cuanto lo requieran la 
defensa y el afianzamiento de la salud, la moral, el bien- 
estar genera] y aun el interés económico de la comunidad, 
en la medida que resulte de la necesidad de respetar su 
sustancia y de adecuar las restricciones que se impongan 
a los fines públicos que las justifican, de manera que no 
aparezcan como infundadas o arbitrarias sino que sean ra- 
zonables, es decir proporcionadas a las circunstancias que 
las originan y a los fines que se procura alcanzar con ellas; 
facultad que en los momentos excepcionales de perturba- 



(i) Ver también: Afirmados, 1; Comercio intcrprovincial ; Estado 
dn sitio; Impuesto a los réditos, 2; Poder Ejecutivo; Recurso extraordi- 
nario, 41; Retroactividad, J, 2. 
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ción social y económica o en otras situaciones semejantes 
de emergencia y urgencia en atender la solución de Jos pro- 
blemas que crean, puede ser nina enérgicamente ek-rcida 
que en loa períodos de sosiego y normnlícJnd, con tul que 
se trato de medidas razonables, justas y de carácter tran- 
sitorio como Ja emergencia cuyos efectos que están destina- 
dos a atemperar. Página 450. 

Defensa en juicio. 
Ley anterior y jueces naturales. 

5. La víí nación de la jurisprudencia en cuanto al modo de 
contar el plazo para la promoción de la acción de incons- 
titucionalidnd creada por una ley provincial no comporta la 
violación del derecho de defensa en juicio. Página 485. 

Derecho de entrar, permanecer, transitar y salir, 

6. El derecho de la Nación a regular y condicionar la admi- 
sión de extranjeros en la forma y medida que, con arreglo 
a loa preceptos constitucionales, lo requiera el hieu común 
en cada circunstancia, no es incompatible con los derechos 
individuales consagrados por la Constitución. Página 99. 

7. ha autoridad competente para verificar y exigir el cumpli- 
miento de ]an requisitos legales a que está sometido el in- 
greso de los extranjeros al país Jo es, también, para obtener 
lo reconducción de quifmes ingresando clandestinamente hi- 
cieron con eUo imposible dicho contralor; facultad distinta 
de la que la ley 4144 acuerda al Presidente do la Nación 
para expulsar al extranjero que, por haber ingresado al paía 
en forma regular, ha venido a ser habitante de derecho del 
misma. Página 99. 

8. Es improcedente la reconducción al país de origen dispuesta 
por la Dirección «ener- ' de Migraciones respecto del ex- 
tranjero que, si bien ingresó subrepticiamente a la Repú- 
blica dos años antes de ser descubierto, no tiene antecedentes 
policiales ni otros que permitan atribuirle actividades anti- 
sociales ni n la «iones comprobadas con personas o institu- 
ciones dedicadas o dichas actividades, y, en cambio, cuenta 
con an tecedentes no indiscutidos que lo presentan como hom- 
bre de bien y de trnhajo, lo mismo que su padre radicado 
en el país desde hace treinta años. Página 99. 

9. Si bien la ley no establece plazo después del *ual quien 
ingresó al país subrepticiamente se convierta en habitante 
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de derecho y, en principio, la condición irregular de quien 
Be halla en aquella situación sólo puede ser reparada me- 
diante la demostración de que no son objetables los antece- 
dentes cnya comprobación aludió, es justo y conforme a! 
derecho natural considerar en cada caso si la rectitud del 
comportamiento en el país durante un tiempo capaz de po- 
nerlo a prueba y demostrar que responde a ana leal volun- 
tad de honrado arraigo, constituye una comprobación equi- 
valente, para los finca de selección de la inmigración, a la 
que debió hacerse mediante la documentación aludida, su- 
ficiente para acreditar una subordinación ta] a los princi- 
pios rectores de la vida nacional que habilite para invocar 
ta garantía constitucional de permanecer en el territorio. 
Ello sin perjuicio de la facultad de expulsión que pudiera 
ejercer el P. E. si se comprobaran antecedentes de tal na* 
turaleza que fuera imprudente y riesgoso para el orden 
público tenerlos por redimidos con el cumplimiento de loa 
mismos requisitos que so juzgan suficientes para reparar la 
violación de las normas reglamentarias del ingreso al país. 
Página 00. 

Derecho de propiedad. 

10. Los derechos declarados en una transacción son derechos 
adquiridos amparados por el art. 17 de la Constitución 
Nacional del mismo modo que los declarados por sentencia 
firme. Página 411. 

ConstitiicionaUtfad e incoustiíuciottalitiad. 
Leyes nacionales. 
Comunes. 

Hi El art. 22 de la ley 0014 es constituciannlmentc válido. Pá- 
gina 303. 

Administrativas. 

12. La exención establecida por el nrt. 16 de la ley 8172. en 
favor del Banco Hipotecario Nacional no comporta des- 
igualdad injusta. Página 140. 

13. La limitación temporaria de los precios establecida por la 
ley 12.501 para hacer frente a la crisis producida por U 
guerra es, en principio, constitucionalmente válida, a lo cual 
no obsta la falta de un término preciso de vigencia. Pá- 
gina 450. 



Decreten nacionales. 
Aduna. 

14. £1 decreto del 18 de julio de 1925 en cnanto fija Jas ca- 
racterísticas del papel común para diario exonerado de de- 
recho» de importación, no «a violatorio de] art. 80, inciso 2» 
de la Constitución Nacional. Página 22. 

Ejercito y Armada. 

15. No « violatorio de los art*, 17, 18 y 80 inc. 2», de la Cons- 
titución Nacional, el decreto que, por haberse comprobado 
Ja cesación de la incapacidad temporaria sufrida por un 
soldado a consecuencia de un accidente en neto de servicio, 
resuelve privar al mismo de la pensión que por uno ante- 
rior lo fué concedida con la condición de someterse a un 
nuevo reconocimiento módico tendiente a establecer la sub- 
sistencia o desaparición de la incapacidad. Página 98. 

Impuesto ii los réditos y a las transacciones. 

16. El nrt. 18, :ler. apartado del Reglamento Qeneral del Im- 
puesto a Jos Réditos del 2 de enero de 1939, en cnanto 
vamhía Ja exención cabal del impuesto que establecen los 
nrts, 5 y 6 de la ley 11,682 (t. o.) en una imposición 
proporcional, altera el espíritu de dicha ley y es violatoria 
del nrt. 86, inc. 2*, de la Constitución Nacional. Página 403. 

Jubilaciones y pensiones. 

17. El art. 27 del decreto reglamentario de la ley 11.110 no es 
contrario a ésta ni es violatorio del art. 86, inc. 2*, de la 
Constitución Nacional. Página 400 

Varios. 

18. El art. 7», ap. V, del decreto 41.5'iá, del 13 de septiembre 
de 1939, no es violatorio de la ley 12.591 ni, por consi- 
guiente, del art. 86, inc. T, de la Constitución Nacional. 
Página 194. 

19. El decreto del P. E. por el cual se confirma una resolu- 
ción del Depto. Nacional de Higiene que se limita a negar 
autorización para vender un producto do tocador sin pro- 
nunciarse acerca de la valides o nulidad de la marca que 
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lo amp; ra, fundándose tan sólo en que el nombre con el 
coa! se lo distingue expresa una indicación terapéutica e 
implica un engaño, se ajusta a lo dispuesto por el art. 9 
de la ley 4087 y no viola derecho alguno amparado por la 
ley 3975, Página 388. 

20. El art. 3 del decreto N* 15.516 no puede ser retroactiva- 
mente aplicado, sin violar el art. 17 de la Constitución Na- 
cional, al caso en que el propietario y el inquilino deman- 
dado por desalojamiento lian celebrado una transacción por 
la ennl el nombrado en último término se comprometió a 
abandonar «l inmueble en una fecba determinada. Pági- 
na 411. 

Leyes provinciales. 
Mendoza. 

21. El art. 38 de la ley 1370 de la Prov. de Mendoza, en cuanto 
autoriza al Depto. del Trabajo de la misma para imponer 
multa o arresto por infracciones al art. 150 del C. de Co- 
mercio reformado por In ley 11.729, es violntorio del art. 07, 
inc. 11 de la Constitución Nacional. Pinina 336. 

22. El art. 4» de la ley 728 de la Prov. de Mendoza aplicado 
por la sentencia definitiva recaída en nna demanda con- 
tenciosa administrativa sobre ntilidnd de un decreto y de- 
volución de las sumas pagadas indebidamente, de tal manera 
que declara caduca no sólo la acción contenciosa sino tam- 
bién la de repetición legislada por el Cód. Civil por no ha- 
berse deducido en el plazo fijado pnra la primera por la 
respectiva ley provincial, es violatoria de loa orts. 31, 07, 
inc. 11, y IOS de la Constitución Nacional. Página 444. 

23. La acción de inconstitucinnalidad creada por lns leyes de 
la Prov. de Mendoza pnra que se pueda requerir la decla- 
ración respectiva en amparo de derechos, exenciones y ga- 
rantías que estén acordados por alguna cláusula de la cons- 
titución provincial &in esperar a que ocurra la aplicación 
del respectivo precepto o de la correspandiente decisión 
administrativa es distinta de la defensa autorizada por el 
art. 31 de la Constitución Naeionrl y susceptible de ser 
sometida a un régimen procesal independiente que incluya 
un plazo de caducidad para la promi». ión de la misma, sin 
t{ne ello importe violación del Código Civil ni de la Cons- 
titución Nacional. Página 485. 
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Tucumán. 

24, Los arta. 50 y 52, ioc, 3*, de la ley de Montepío Civil de 
Taoumán núm. 1(303, interpreto dos en el sentido de que la 
hija soltera mayor de edad de una afiliada fallecida do- 
rante la vigencia de diclia ley carece de derecho a pensión 
y a la devolución de los aportes efectuados por su madre 
aun cuando la ley anterior acordara pensión a la hija sol- 
tera cualquiera fuere su edad, no la privan de un derecho 
adquirido ni comportan violación del art. 17 de la Consti- 
tución Nacional. 

Impuestos y contribuciones provinciales. 
Afirmados. 

25, La contribución cobrada en mérito de lo dispuesto por la 
ley 3900 de la I'rov. de Buenos Aires que absorbe por com- 
pleto ]n valorización producida por el pavimento y repre- 
senta el quíntuplo de dicho beneficio es con f beatona y 
eontrnria a los arls. H y 17 de la Constitución Nacional, 
Página 392. 

Consumo y producción. 
Buenos Aires, 

2(k El impuesto a Ta introducción de fas mercaderías cobrado 
por aplicación de! decreto reglamentario de la ley 3907 de 
la Provincia de Buenos Aires y declarado inconstitucional 
por la Corte Suprema no es el mismo que el gravamen al 
expendio de esas mercader í as que, por aplicación de una 
nueva reglamentación de dicha ley, *e intenta cobrar por 
la venta de aquéllas efectuada después que terminó su cir- 
culación territorial, sino que ambos difieren esencialmente 
por su razón de ser, de manera que la mencionada senten- 
cia de la Corte Suprema dictada en un juicio entro T aa 
mismas parlen y con motivo de las mismas mercaderías, no 
produce efecto de cosa juzgada respecto de la situación 
planteada con motivo del nuevo cobro y no resulta violada 
por el fallo del tribunal provincial que declara la valides 
del nuevo gravamen y la procedencia de su cobro. Pági- 
na 402. 

Territorial. 

27. Corresponde rechazar la demanda sobre inconstitucionalí- 
dad y repetición del impuesto territorial establecido por la 
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ley 3787 di la Prov. de Córdoba fundada en el carácter 
confiscatono del gravamen, si las conclusiones de la pericU 
de contabilidad realizada sobre la base de loa libros del 
contribuyente, que carece por sí sola de valor probatorio, 
resultan contradichas inequívocamente por la pericia del 
ingeniero agrónomo, eoincideute ron las declaraciones de 
varios testigos no desvirtuadas por utros, W!?ún la cual Jos 
establecimientos de campo de la actora dejan un margen 
de rendimiento que impido toda objeción do conatitueiona- 

Trunsmisión gratuita. 

28. La lev 4;tT)fl de In Prov. de Bs. Aires, en cuanto establece 
un recargo del 300 % sobre el impuesto a la transmisión 
gratuita respecto de Ion herederos, legatarios o donatarios 
domiciliados en el extranjero, no es violntoria del art. 16 
de la Constitución Nacional. Página 374. 

29. El interés del 1 mensual establecido por la ley 4350 
de la Prov. de Bs. Aires para el caso de retardo en el pago 
del impuesto a la transmisión gratuita no es confiscatorío. 
Página 374. 

30. No es con! ¡sea torio el impuesto a la transmisión gratuita 
cobrado con arres;]» a la ley 4350 de la Prov. de Bs. Aires 
que absorbe el 28 % del monto de los bienes sucesorios. 
Página :!74. 

Ordenanzas municipales. 

31. La circunstancia de que la ordenan*» 2005 de la Munici- 
palidad de Córdoba establezca como régimen ordinario para 
el pago del pavimenta la amortización periódica en cuotas 
semestrales durante diez años y el pago al contado como 
una excepción a la que puede acogerse el propietario, no 
importa modificar para el primer supuesto el régimen de 
prescripción establecido por el C. Civil ni, por lo tanto, 
contrariar los arts. 31 y 07, inc. 11, de la Constitución Na- 
cional. Página 352. 

32. Es contrario ni principio de igualdad que enuncia el art. 
10 de la Constitución Nacional, el art. 9 de las ordenanzas 
impositivas de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos 
Aires correspondientes a los años 1931, 1932 y 1933, en 
«ruunto por el inmueble en que se realizó una construcción 
en reemplazo de la que existía se cobra la tasa de alumbra- 
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do, barrido y limpieza durante la edificación, de acuerdo 
con una base más onerosa que la aplicada para el calcólo 
de la misma en iguales circunstancias cuando los terrenos 
donde se levantaban las construcciones eran baldíos. Pá- 
gina 424. 

Resoluciones administra! ivim. 

33. Es violatoria de los arta. 18 y 19 de la Constitución Na- 
cional Ja resolución pnr la cual, aplicando arbitrariamente 
el art. 34 de Ja ley 22H7 de ] a Prov. de Santa Fe ( se impone 
multa por la publicación sin previa autorización del Con- 
sejo TVonlológico de un aviso con el que no se trata de 
prestigiar nn medicamento sino un alimento que se vende 
en los almacenes y respecto del cunl no se pretende que 
conten^ sustancias peligrosas para el organismo. Pági- 
na 333. 

CONSUL EXTRANJERO. Ver: Jurisdicción y competencia, 12. 

CONTRABANDO. Ver: Jurisdicción y competencia, 17. 

CONTRATO DE ORRAS PUBLICAS. Ver: Jurisdicción v compe- 
tencia, 9. 

COSA JUZGADA. Ver: Constitución Nacional, 22, 26; Pago, % 
COSTAS. Ver: Daños y perjuicios. 1; Recurso extraordinario, 29. 

D 

DAÑOS Y PERJUICIOS ('). 

Responsabilidad tirf Estada. 

Registro de la propiedad. 

1, Aun cuando el Esfinlo es responsable por los daños que 
ocasione al acreedor la venta del inmueble del deudor qne 
éste pudo roali/jir merced a que en el respectivo informe 
expedido por el Registro de 1» Propiedad no se mencionó 
el embargo trabado a pedido del primero, procede recba- 



(') Ver también: Accidentes de] trabajo, 1; Expropiación, 1: Ja- 
nmlicciAa $ competencia, 5. 
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la demanda sobre indemnización si, durante el trans- 
curso del pleito, acreedor y deudor celebraron un conve- 
nio por el cual se lijó la sunin que este ultimo debía pagar 
y se dio una garantía a satisfacción de aquél para asegurar 
el debido cumplimiento de lo pactado, con lo < nal desapa- 
reció <?! diiño invocado como fundamento de la acción; no 
obstante lo cual corresponde disponer el pago tic las costas 
del juicio a la demandada que sostuvo su irresponsabilidad 
por la certif icación eqnivoeadn. Página 359, 

aa03 varios. 

2. El Estad i que- después de liaber desposeído ul dtiefiti del in- 
mueble sujeto a expropiación desistió de ésta y restituyó 
arjtu'1, debe pagar como indemnización, el importe de los 
impuestos abonados por el propietario correspondientes al 
tiempo que duró la des posesión, usí como los intereses sobre 
el precio que el dueño habría obtenido en el remate proyec- 
tado y anunciado, suspendido coma consecuencia de la pri- 
vación de la posesión, a partir de la fecha en que ésta se 
produjo hasta aquélla en cinc, restituido el inmueble, pudo 
efectuarse ta subasta; mas no corresponde acordar indemni- 
zación alguna por los perjuicios invocados eomo consecuen- 
cia de la venia de otras propiedades y de la constitución de 
una hipoteca para solventar las deudas que lia loa determi- 
nado piignr con el producto del remate suspendido, si no lia 
probado que la restricción del crédito que originó mi situa- 
ción se Ituyn debido a la imposibilidad de efectuar dicho 
remate, ni que la venta de tas otras propiedades le baya 
producido pérdida. Página -71. 

3. La Nación debe indemnizar al concesionario de un criadero 
de chinchillas los daños que aquél ha sufrido a consecuencia 
del inadecuado procedimiento utilizado, no obstante ln opo- 
sición del mismo, por los empleados del Ministerio de Agri- 
cultura para el señalamiento a tatuaje de los animales. Pá- 
gina Til. 

terminan tiu d* h tnttemnkadón. 



4. No resultando de ln prueba reunid» en autos que bi muerto 
de todfls las chinchilla* pnr cuya indemnización demanda el 
concesionario a la Noción baya ocurrido como consecuencia 
del procedimiento seguido por los empleados 
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ra tatuarlas, ni siendo de sana crítica excluir por completo 
como causa o concausa de las muertes producidas «1 largo 
viaje realizado para trasladarlas a fin de curarlas y los po- 
sibles ciertos del cambio de clima > de ambiente así como la 
improvisada instalación cu un hotel para su tratamiento, 
debe concluirse que el resarcimiento no dchc comprender el 
valor de la totalidad de las chinchillas muertas, y no po- 
diendo determinarse el número de animnlca cuya muerte so 
pueda atribuir ton suficiente fundamento al acto culpable 
del tatuaje, corresponde diferir la fijación del monto de la 
indemnización al juramento cstimatorio del actor. Página 51. 

DEBEN TUR KS. Ver: Jurisdicción y competencia, 1L 

DECRETOS NACIONALES. Ver: Constitución Nacional, 14, 16, 
18; Expropiación, 24; Poder Ejecutivo. 

DEFENSA EN JUICIO. Ver: Constitución Nacional, 5, 15; Re- 
curso extraordinario, 2. 

DEFRAUDACION '. Ver: Aduana, 8; Impuestos internos, 1, 3, 4, 5, 
6-, Jurisdicción y competencia, 15; Prescripción, 9; Recurso 
extraordinario, 24. 

DELITOS. Ver: Jurisdicción y competencia, 12, 14. 

DEMANDA. Ver: Jurisdicción y competencia, 4; Sentencia. 

DEMANDA CONTENCIOSA. Ver: Constitución Nacional, 22; Im- 
puestos internos, 2; Papo, 1; Provincias; Recurso extraordi- 
nario, 22, 35. 

DEMANDAS CONTRA LA NACION. 

1. La competencia de los tribunales federales en las causas en 
que es parte la Nación responde a una concepción del orden 
público que comporta la institución de una jurisdicción es- 
pecial para esos casos en benefició del Estado y de los par- 
ticulares a la vez y debe ser distinguida de los requisitos a 
que — como el previo reclamo administrativo — pueda estar 
sometido en tales caaos el ejercicio de la jurisdicción. Pá- 
gina 196. 
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2. El requisito del reclamo administrativo previo es un privi- 
legio establecido a favor de la administración pública para 
substraer a la Nación a la instancia judicial en una medida 
compatible con la integridad de todos los derechos; no puede 
ser objeto de convención modificatoria, mas su incumpli- 
miento no puede ser invocado por el Estado después de la 
contestación a la demanda, Página 19G. 

3, Los empleados nacionales pneden demandar al Estado por 
cobro de sus haberes sin necesidad de venia o permiso alguno 
del P. E. ( previo cumplimiento de los requisitos que esta- 
blece la ley 3952. Página 114. 

DEMANDAS DE INCONSTITUCIONAL/DAD. Ver: Constitución 
Nacional, 23; Recurso extraordinario, 41. 

DENUNCIA. Ver: Impuesto a los réditos, 2. ' 

DEPARTAMENTO DEL T HABA JO DE LA PROVINCIA DE 
MENDOZA. Ver: Constitución Nacional, 21. 

DERECHO DE PROPIEDAD. Ver: Constitución Nacional, 15. 

DERECHO DE TRABAJAR. Ver: Constitución Nacional, 4, 13. 

DERECHOS ADQUIRIDOS. Ver: Constitución Nacional, 10, 20, 
24; Jubilación y pensión, 1; Retroactividad, 1, 2. 

DERECHOS DE ESTADISTICA. Ver: Aduana, 3. 

DERECHOS Y GARANTIAS. Ver: Constitución Nacional, 4, 5, 13» 

DESALOJAMIENTO. Ver: Constitución Nacional, 20. 

DESPIDO. Ver: Banco Provincial de Salta, 1. 

DEVOLUCION DE APORTES. Ver: Constitución Nacional, 24. 

DOMICILIO (O- 

I* mujer casada separada de su marido por convenio entro 
ambos sin intervención de las autoridades competentes, con- 
serva el domicilio de aquél mientras el mismo viva, como así 

(l) Ver también: Jurisdicción y competencia, 3, 10, 
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ESTADO »E SITIO 

también después de muerto mi entras no lo camhie mediante 
la constitución de otro 



B 



EJERCITO (")- 



1. Es facultad privativa del P. E. destituir, previo sumario y 
por razones do disciplina, a los militares que uo sean ofi- 
ciales superiores!.. Página 2ÍM. 

2. La ley 2377 no contempla In situación del personal nsimilado 
a los grados tic tropa de la Sanidad Militar sino solamente 
a los grados de oficial. Página 1&U. 

EMERGENCIA. Ver: CousÜtueion Nacional, 4. 13; Precios má- 
x irnos. 

EMOCION VIOLENTA. Ver: Homicidio, 1. 

EMPLEADOS BASCAR 10 8. Ver: Tía neo Provincial de Salta, 1. 

EMPLEADOS DE COMERCIO. Ver: Constitución Nacional, 21, 

EMPLEADOS PROVINCIALES. Ver: Hamo Provincial de Salta, 1. 

EMPLEADOS PC RUCOS. Ver: Demandas contra la Nación, 3; 
Prescripción, 3. 

EMPRESTITO. Ver: Locación de servicios, 2. 

ERROR. Ver: Aduana, 4, 11. 

ESTADO DE SITIO ("). 

El P. E. no está facultado para lijar lugar de residencia en 
el extranjero til detenido ijue, en ejercicio del derecho esta- 
hleridn en el art. 2:1 de la Cmislilución Nacional, formula 



(1) Ver tainlwén: t'inwtituíirtn Nacuma!, I">; Jurisdicción y compe- 
toncia, IR, 17; IVíiüioncs militares, l, '2, 4. ■", 7. 

(2) Ver laminen: Recurso extraordinario, (J. 



EXPROPIACION SSS 

ante aquél la correspondiente opción para salir del país, por 
lo que procede el habeaé cotptts deducido a favor de quien, 
no obstante baher cumplido este requisito, fiólo ha obtenido 
una resolución denegatoria de su solicitud. Páginas 253y 2ÜM. 

EXPORTACION. Ver: Aduana, 7. 

EXPRESION DE AGRAVIOS. Ver: Recurso ordinario de apela- 
ción, 1. 

EXPROPIACION i 1 ). 
ProeetUmituto. 

Procedimiento extrnjudieial. 

1. El propietario que en repetidas presentaciones unta las au- 
toridades administrativas provinciales consintió con su si- 
lencio el procedimiento de expropiación por el cual fué 
privado de la posesión de *¡u inmueble sin previo pago o con- 
signación del precio ofrecido, no puede luciro hacer cuestión 
de ello por vía judicial, si bien tal circunstancia, no perju- 
dica su derecho al resarcimiento de los daños y perjuicios 
provenientes de la desposean y del ulterior desistimiento 
de la expropiación. Página 271. 

Procedimiento judicial. 

2. Es im pro rede rite la oposición formulada por el dueño del 
bien expropiado, así eomo todo pronunciamiento sobre la 
inconstitucionatídnd del decreto 17.20(1 en que se funda, con 
respecto a medidas probatorias pedidas por la parte con- 
traria con posterioridad al comparendo respectivo de acuer- 
do con lo dispuesto en dicho decreto, consistente unas en la 
reiteración de lo solicitado anteriormente sin oposición, y la 
otra en informes referentes al precio por el cual se hizo la 
última vento, del bien y a los antecedentes utilizados para 
tasarlo a los efectos del impuesto territorial; dea de que 
ambas medidas habrían podido «er ordenadas bajo el régi- 
men de la ley 180 y en último término, para mejor proveer. 
Página 180, 



O) Ver también: Paños y perjuicios, 2; Recurso extraordinario, 
% 33, 40; Reivindicación, 4: Bctnmctividad, 1. 



EXTRADICION 



El trámite de las causas de expropiación es. por regla ge- 
neral, el sumario y verbal consistente en la realización de 
un comparendo en el cual se oye a las partes y estas ofre- 
cen la prueba de que quieren valerse, sin designación de un 
término probntorío concreto. Página 180. 

El decreto 17.290, de reformas a la ley 189 sobre expropia- 
ción, no puede ser invocado para prescindir de la prueba 
pericial ofrecida y decretada con anterioridad a su vigen- 
cia, si bien es aplicable a las cansas en trámite en la me- 
dida compatible con la estabilidad de loa actos procesales 
concluidos. Página 180. 

Expropiación indirecta. 

6- La falta del decreto previsto en la ley que autorizó la ex- 
propiación como necesario para la aprobación de los planos 
y consiguiente determinación de los terrenos a ocuparse no 
puede impedir, una vez realizadas las obras que aquél debió 
preceder, la reclamación de la correspondiente indemniza- 
ción por el propietario desapoderado, desde que se han lle- 
nado los recaudos necesarios para la procedencia de la ex- 
propiación indirecta. Pagina 370. 



3. 



4. 



EXPULSION DE EXTRANJEROS. Ver: Constitución Nacional, 
fi, 7, 8, 0. 

EXTINCION DE LA ACCION PENAL. Ver: Multas. 
EXTRADICION, 

Extradición con paisa extranjeros. 
Prescripción. 

La circunstancia de que los recaudos enviados no indiquen 
la fecha de comisión del delito y no sea, pues, posible esta- 
blecer si la acción penal está o no prescripta. no obsta a la 
extradición solicitada por un país signatario del Trntado de 
Montevideo en el caso en que no se alega que se baya ope- 
rado diclia prescripción y en el que la fecha posible de! 
delito aparece con suficiente clarídnd de la exposición for- 
mulada ante las autoridades argentinas por la persona re- 
clamada. Página 304. 
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F 

FACULTADES PRIVATIVAS. Ver: Jubilación de Empleados Na- 
cic nales, 3. 

FALTA DE ACCION (*). 

Eg improcedente la falto de neción opuesta contra la Nación 
en el juicio reivindicatorío de un terreno situado en el perí- 
metro que le cedió la Prov, de Bs. Aires con el puerto de La 
Plata y fundada en que el terreno de qne los demandados se 
consideran dueños estaba comprendido en una extensión ma- 
yor transferida por dicha provincia a la empresa Muelles 
y Depósitos, extraña al juicio, si esa transferencia fué de- 
clarada nula por sentencia definitiva de la Corte Suprema 
en la causa seguida por la Nación contra dicha empresa. 
Página 219. 

FERROCARRILES (*). 

Contribuciones, impuestos ¡f tasas. 
Contribución de mejoras. 

De acuerdo a lo dispuesto ea el art. V de ] n ley 10.657 el 
término "estación" sólo comprende el edificio para pasaje- 
ros y las dependencias necesarias e indispensables para lle- 
nar su objetivo mas inmediato, y el pago del afirmado por 
las empresas ferroviarias debe limitarse al correspondiente 
al edifieio de la estación en la extensión de su andén, con 
exclusión de los anexos y talleres. Página 15. 

FERROCARRILES DEL ESTADO ( 3 ). 

1. A los efectos de la inscripción del dominio de un inmueble 
adquirido por los Ferrocarriles del Estado en el Registro 
de la Propiedad de Mendoza es improcedente y contraria al 
art. 18 de la ley (¡757 la exigencia de una nueva certifica- 
ción de la que resulte que no sn adeudan impuestos desde la 
fecha en que se otorgó la respectiva escritura hasta aquella 
en que fué pedida la inscripción. Págiun 332. 

(1) Ver también: Banco Hipotecario Nacional, 1. 

(2) Ver también: Jurisdicción y competencia, 5. 
(') Ver también: Recurso extraordinario, 10. 



HOMICIDIO 



2. Los Ferrocarriles riel Estado no están exentos del pago del 
impuesto do sellado y de los derechos correspondientes por 
la inscripción del dominio sobre un inmueble en el Regis- 
tro de la Propiedad de Ln Rio.ja. Página 329, 

3. Es iraprot-edenle subordinar la inscripción del dominio del 
inmueble comprado por Ferrocarriles del Estado, al pago 
del impuesto n las transferencias quc, según !n interpreta- 
ción irrevisible de la sentencio upe.'ada, ha 'udo establecido 
por el art. ti, ine. í* de la ley 435 de la Prov. de Mendoza 
a cargo del tran*sterente. Página 332. 



G 

GASTOS DE JUSTICIA. Ver: Intereses. 
GOBIERNO DE FACTO. Ver: Expropiación, % 4.. 



BABEAS CORPUS. Ver: Constitución Nacional, í¡, 7, 8, 9; Estado 
de sitio; Recurso extraordinario, 5, 6. 

HABITANTE. Ver: Constitución Nacional, 7, 8, 0. 



HOMICIDIO. 

Homicidio simple. 

1. No corresponde aplicar ln pena prevista en el art. 81, ine. 1*, 
sub-ine. a) sino la que establece el art. 79 del Código Penal 
a quien mi actuó en uno de esos ímpetus emocionóles durante 
los cuales se pierde el dominio de los frenos inhibitorios, 
sinn que obró enfurecido y con cierta deliberación, coordi- 
nando sus actos hacia un Un de venganza. Página 111. 

HomicUlio calificado. 

2. El delito cometido por la madre nue da muerte a un hijo 
de un me.« y días de edad es el de homicidio erilifiendo pre- 
visto por el art. 80, ine, 1*, del C. Penal y probado que 1* 
autora tenía 19 años cumplidos cuando ocurrió el hecho 
corresponde, aplicarle, en atención a la edad, huenos antece- 
dentes de la procesada y a las circunstancias en que cometió 



IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA 59 

ei delito, la pena de prisión perpetua de las que establece la 

disposición mencionada, ya que tratándose de penas fijas 
no cabe oí ra individualiza* -ión pasible que la de calidad 
cuando snu paralelas. Página 415. 

HONORARIOS. Ver; Intereses. 



IDENTIFICACION DE MERCADERIAS. Ver: Prescripción, 13; 
Recurso extraordinario, 8. 

IGUALDAD. Ver: Constitución Nacional, 12, 28, 32; Impuesto a 
los red ¡las 2. 

IMPORTACION, Ver: Aduana, 1, 2; Constitución Nncionnl, M; 
Prescripción, 1G. 

IMPUESTO (*). 
Confiscación. 

1. Para resolver si el impuesto a la transmisión gratuita es o 
no con fiara torio hay fine dedurir de su liquidación el im- 
porte de los intereses monitorios en que fia incurrido el con- 
tribuyente por un arto voluntario. Página 374. 

2. En los casos de gravámenes que inciden sobre la producción 
agrícola impugnados como confisca torios, la proporción en- 
tre la renta y el impuesto dota ser establecida computando 
el rendimiento normal medio de una correcta explotación 
de! fundo afectado, sin tener en cuenta la disminución o 
supresión de las utilidades por circunstancias eventuales ni 
lo que proviene de la innpropiadn administración del con- 



IMPUESTO A LA INTRODUCCION. Ver: Constitución Nacio- 
nal, 26. 

IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA, Ver: Constitu- 
ción Nacional, 2S, 29, .10; Impuesto, 1; Recurso extraordina- 



rio, 17. 



(i) Ver también: Afirmados, lj Constitución Nacional, ÉL 25. 29; 
Prwcripción, 12; Kc curso extraordinario, 19, 



■i 



IMPUESTO A LOS REDITOS 



IMPUESTO AL CONSUMO. Ver; Constitución Nacional, 26. 

IMPUESTO A LOS FERROCA It RILES. Ver: Ferrocarriles; Fe- 
rrocarriles del Estado, X, 2, 3. 

IMPUESTO A LOS REDITOS í 1 ). 
Deducciones. 
Comercio e industria. 

1. El socio de (ios sociedades, una colectiva v otra eu coman- 
dita, que obtiene en la primera una ganancia y en la se- 
gunda una perdida, tiene derecho a compensar esta última 
incluyendo en sus declaraciones juradas el monto respectivo 
como quebranto. Página 416. 

Réditos del trabajo personal en una relación de dependencia, 

2. Las sumas cobradas por los empleados aduanero» conforme 
a lo dispuesto en el art. 1030 de las Ordenanzas de Aduana 
a raíz de la* multas aplicadas con motivo de la» denuncias 
efectuada., por los mismos en cumplimiento de su obliga- 
ción, constituyen réditos sujetos al gravamen que establece 
el art. 29 de la ley 11.Í382 (t. o.), doctrina que no resulta 
viuhitoria del principio de la igualdad por la circunstancia 
de que esté exento de ese impuesto el denunciante particular. 
Página 437. 

Infracciones y penas. 

3. Procede aplicar la sanción prevista eu el nrt. 18 de la ley 
11.683 (t. o.) al contribuyente que mediante la omisión, en 
sus declaraciones jurados, de toda referencia a Ja existencia 
de ciertas mercaderías y bonificaciones pngó menos de la 
mitad del impuesto correspondiente y no ha producido prue- 
ba* que desvirtúen Ja presunción de dolo que resulta de laa 
circunstancias acreditadas en los autos. Página 378. 

4. So corresponde aplicar otra sanción que la del interés puni- 
torio establecido por el art. 20 de la ley 11.683 (t o.) al 
contribuyente a quien sólo se imputa no haber satisfecho el 
impuesto en el plazo establecido cou carácter general para 
todos los contribuyentes ni en el que le fué fijado particu- 
larmente como prórroga. Página 350. 



O) Ver también: Constitución Nacional, 16; Multas: Pago. 2- Pres- 
cripción, 0, 10, U; Recuruo extraordinario, 26, 32. 



IMPUESTOS INTER tf 03 



Procedimiento y recursos. 

6. La omisión del neta mencionada en el art. 28 do la ley 
11.683 (t. o.) así como oí transcurso del plazo fijado en el 
art. 31 de la misma no ocasiona la nulidad de las actuacio- 
nes administrativas seguidas contra el contribuyente cuya 
defensa no resultó perjudicada por aquellas circunstancias. 
Pagina 378. 

6. El pago del impuesto estimndo de oficio por las autoridades 
de la Dirección del Impuesto a tos H ¿di tos. efectuado con 
posterioridad a la sentencia del jaez fedcrnl que declaró 
improcedente la instancia judicial contra la estimación, no 
la torna procedente ni autoriza a revocar dicho fallo. Pá- 
gina 437. 

IMPUESTO TERRITORIAL. Ver: Constitución Nacional, 27. 

IMPUESTOS INTERNOS ('}• 
Régimen represivo. 
Poseedores. 

1. El urt. 20 del texto ordenado de las leyes de impuestos in- 
ternos no impide la absolución del poseedor de efectos en 
infracción cuando éste demostrara fu desconocimiento e ino- 
cencia respecto de la maniobra tendiente a defraudar el im- 
puesto interno cuando las constancias de autos autorizaran 
a considerarlo aje a la misma. Página 346. 

Procedimiento, 
Vía contenciosa. 

2. El contribuyente que en uso del derecho acordado por el 
art. 17 del T. O. de las leyes de impuestos interno» ocurrió 
oportunamente ante Ja justicia federal contra !a resolución 
del Administrador que le impuso multa, no tiene necesidad 
de ocurrir nuevamente ante aquélla con otra acción conten- 
ciosa por la circunstancia de que el Ministro de Hacienda 
haya aumentado dicha pena a raíz del recurso interpuesto 
por el denunciante. Página 401. 

Vinos. 

3. La circunstancia de que el vino en infracción a las disposi-' 
eiones sobre impuestos internos sea inapto para el consumo 

(i) Ver también: Prescripción, 14; Becario extraordinario, 12, 



— circunstancia que a su vez puedo constituir un* infrac- 
ción— no impide el fraude ni aminora la responsabüidüd 
por el mismo. Página 189. 

4. La falta de anotación en ios libro» de la bodega del vino 
inapto para el consumo hallado sin valorea fiscales en un 
galpón contiguo a Ja bodega, bace incurrir al dueño en la 
sanción establecida en el art. 27 del T. O. de las leves de 
Un puestos ¡otarnos. Página 180. 

fi. Aun cuando el vino para el consumo hallado sin valores 
fiscales en un galpón contiguo a te bodega li tibiera estado 
destinado ni consumo personal del dueño fie clin, procede 
imponer a e*ste la pena establecida en c| nrt 27, T. O. de 
las leyes de impuesta internos por aplicación del nrt. 60, 
Tít. VII, de la Reglamentación General de Impuestos In- 
ternos, cuya constitucional ¡dad no bu sido cuestionada ni 
procede considerar de oficio. Página 180. 

6. La integridad de los recipientes del vino hallado en poder 
del imputado, unida a ta circunstancia de no ba berso podido 
practicar el análisis del producto en la bodega do origen, 
autorizan a admitir la inocencia del poseedor contra quien 
no existen indicios do culpabilidad. Página 1M. 

IMPUESTOS PRO V i NC I ALES. Ver: Bnnco Hipotecario Nacio- 
nal, 2. 

1NFORM ACtOX POSESORIA. Ver: Reivindicación, 1, 2. 

INMIGRACION. Ver: Constitución Nacional, G, 7, 8, 0. 

WMÜNWADES. Ver: Ley, 1. 

INTERDICTOS ('). 
D* reten«r. 

1. Prnhn^os la posesión invocada por el actor y los actos do 
turbación ron I izados 'mr sus auto ros en su rariícter de agen* 
íes del gobierno de la provincia demandada, procede el in- 
terdicto de retener, bnyun o no actuado dichos «gentes en loa 
límites de su ministerio. Página 78. 

2. No obelante el desconocimiento de los hechos por la deman- 
dada corresponde, tener por neredítadn la posesión invocada 

<») Ver también: Banco HipoU-cario Nacional, 1; PíoacripaiÚn, 8. 



JUBILACION T PBÍiülUw 



por el actor en el interdicto de retener si la contraria no 
In cuestionó despuía de producida ta prueba testimonial 
tendiente a demostrarla ni formuló objeciones respecto do 
esta liltima ni lia pretendido que desde In feclm de nn fallo 
anterior quo reconoció dicha posesión se haya modificado 
la situación de que allí m trató. Paígina 78. 

3. La circunstancia de que por resolución ministerial poste- 
rior a los actos de turbación de la posesión so haya orde- 
nado a los respectivas autoridades que se abstuviesen de 
realizarlos no impide la procedencia del interdicto deducido 
ton el oh jeto de obtener judicialmente un amparo que en 
loa hecho* el poder administrador no acuerda a los netores 
no obstante lo dispuesto en dicha resolución y ta de un de- 
creto anterior a la misma no cumplidos por los agentes del 
gobierno. Pagina 73. 

Procpííimíenío. 

4. A fnltn de disposición tegnl que establezca un termino de 
prueba para loa interdictos, se lia arbitrado el procedimiento 
de postergar In audiencia del art. 333 de In ley 50 en loa 
casos en que no es posible truer a ella, como en principio 
corresponde, los elementos de juicio necesarios para resol- 
verlos. Página 180. 

INTERESES i 1 ), 
lifilación jurídica entre la* partes. 
Casos varios. 

1^1 regla según la cual no procede cobrar intereses sobre las 
sumas adeudadas en concepto de gastos y honorarios deven- 
gados en juicio sufre excepción cuando lia mediado formal 
intimación judicial por vía de mandara tentó de pngo. Pá- 
gina 62. 

J 

JOIi ILACION Y PENSION. 

1. Las personas que según la respectiva ley de jubilaciones 
tendríau derecho a determinados beneficios por fallecimien- 
to del afiliado üólo tienen, mientras tnnto, un simple derecho 
en expectativa susceptible de ser válidamente suprimido por 
una ley posterior. Página 283. 



(i) Ver tnmbión: Compraventa, 2; Daño» y perjuicioi, 2. 



JOB ILACION DI EMPLEADOS NACIONALES 



2. Las leyca de jubilaciones y pensiones pueden ronstítucional- 
mente determinar loa beneficiarios y loa requisitos que de- 
fieran reunir para serio con prescinden Ha del régimen esta- 
blecido por el C, Civil pura el orden de tea sucesiones, pues 
el derecho a los beneficios acordados por aquéllas no se 
tiene por título hereditario. Página 1283. 

JUBILA (ION DE EMPLEADOS DE EMPRESAS PARTICU- 
LARES 

Bene fictos ra ríos. 

1. El n t il indo a la Caja de la ley 11.110 que teniendo derecho 
a te jubilación por invalidez prevista en dicha ley optó por 
te mayor que ya disfrutaba como afiliado de un montepío 
provincial, no tiene derecho a obtener los beneficios estable- 
cidos en el art. 18 de la ley 11.110. Pagina 12. 

2. Pura ] j l procedencia de los beneficios previstos en el art. 18 
de te ley 11.110 no hasta que no se ejerza o usufructúo el 
derecho a un beneficio mayor sinn que ps necesario que no 

tenga o haya tenido derecho a obtenerlo. Página 12. 

JUBILACION DE EMPLEADOS DE LA MARINA MERCANTE 
NACIONAL. 

1. El personal asalariado afeitado a la dirección y al cuidado 
de los yates de turismo está comprendido en los beneficios 
de la ley 12.01 1. Pagina 105. 

2. El art. 2% inc. a) de te ley 11.812 se refiere a te marina 
mercante nacional de un modo genérico y por oposición & 
la marina de guerra, para excluir a ésta del régimen que 
establece, y emplea te palabra "turismo" para referirse a 
los barcos destinados al mismo para deporte o afición, sin 
ánimo de lucro, pues los destinados a te explotación comer- 
cial de aquél están comprendidos entre los barcos de co- 
mercio. Página 105. 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES. 

Jubilaciones. 

Determinación del monto. 

1. Para determinar el monto de te jubilación del inspector de 
sucursales del Banco do te Nación Argentina, procede corn- 



il) Ver también: Conutituciúa Nacional, 17. 
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putar como parte integrante de su sueldo las remuneracio- 
nes que durante loa diez años anteriores a su cesación da 
servicios percibió anualmente en compensación de trabajos 
extraordinarios, no así las «mitídade» qtu» mensualmente co- 
bró en concepto de viáticos. Página 165. 

Ordinaria, 

2, El empleado <h> Corrcus y Telégrafos jubilado de oficio 
durante ln vigencia di» ln ley 4341 y mientras tramitaba su 
pedido do jubilación ordinaria, que continuó prestando ser- 
vicios bosta que, vidente ya la ley 11.023, otro decreto fun- 
dado en los arte. 1!) de la ley 4:140, I' de la ley 11.023 y Cl 
del decreto reglamentario de la mUmn estableció eme la 
jubilación a acordarse era la extraordinaria, no tiene dere- 
cho n exigir que se le acuerde la jubilación ordinaria que 
anteriormente había solicitado. Página (¡3. 

3. El decreto 109.233 del 21 de jimio de 1037 sólo contempla 
la situación de los empleados jubilados de oficio con ante- 
rioridad a la promulgación de ln ley 11.023 que, no obstante, 
continuaban en nctiridad en la fecha de ese decreto, que 
no autoriza a los tribunales por; rectificar el criterio do 
conveniencia conformo al cual debe acordarlo o denegarlo 
et P, E. Página Ü3. 

JUBILACION DE EMPLEADOS PROVINCIALES, Ver: Consti- 
tución Nacional, 24; Recurso extraordinario, 10. 

JUBILACION DE MAGISTRADOS Y DIPLOMATICOS ('). 

1. El art. 3' de la ley 12,579 no creo un beneficio distinto del 
previsto en su art. 1* sino riue establece las condiciones en 
que este último podrá ser obtenido. Página 138, 

2. El diplomático en condiciones de obtener jubilación ordi- 
naria que ha desempeñado funciones de aquel carácter du- 
rante un término que no alcanza a iitiinee años, no tiene de- 
recho al beneficio creado por la ley 12.579. Página 88. 

JUECES. Ver: Jubilación de empleados nacionales, 3; Medidas 
disciplinarias. 

JURAMENTO ESTIM ATORIO. Ver: Daños y perjuicios, 4. 
(1) Ver tambiín: hr>J, l. 



tm JÜR1SDIC0IOK Y COMPETENCIA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA <'). 
Cuestionen de competencia. 
Inhibitoria: planteamiento y trámite. 

1' pesewtimuda ln inhibitorin por el tribunal nnte el eua] la 
inició ta pnrte demandada y transcurrida entonce» la opor- 
tunidad para plantearla no puede aquélla promoverla nue- 
vamente ante los IrihunuJes de otro lugar. Página 

2, La comunicación por ln cual el .jaez ante quien se ha ini- 
ciado una cuestión de competencia po* inhibitoria hace sa- 
ber esta cireiinstamm al juez que entiende en la cansa que 
le da origen no hasta pañi suspender el trámite de ésta. 
Página '2*23. 

Competencitt territorial. 

Tenencia di 1 hijos. 

'i. El juez del hipar en donde el marido tenía SO. domicilio en 
la época de su muerte es el competente para conocer en el 
juicio sobre suspensión de patria potestad sobre las hijas 
menores que vivían con aquél, promovido contra la viuda 
que si bien se hallaha separada conservaba dicho domicilio 
sin habertó caminado en la fecha en que fué presentada U 
demanda. Página 228. 

Compt'trmia Federal. 
Principios generales. 

4. Tara determinar la competencia federal es necesario ate- 
nerse a lo pedido en la demanda y a los hechos en que m 
fonda, ion abstracción de la justicia que pueda o no ampa- 
rarla. Página 44. 

Por la materia. 
Causas regidas por normas federales. 

5. Compete a la justicia Federal conocer en los juicio» sobre 
responsabilidad de las empresas ferroviaria» derivada do 
sus obligaciones relativas a los equipajes de los pasajeros. 
Pagina 156. 

6. Compete a la justicia federal conocer en la causa sobre re- 
petición de lo pagado en concepto de contribución de afir- 



(i) Ver laintiii'n: Demandan remira la Nación, 1; Recurso 
dinario, 20, 38; Recurso ordinario de apelación, 4; Sentencia. 
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ruados fundada por el actor en que es confisentoria y con- 
truna u los arls. 1(1 y 17 de la Constitución Nacional, con 
prcscindcncia de toda otra cuestión, aunque los términos de 
la contestación a la demmida hagan necesario examinar las 
consecuencias cíe la actitud observada por el actor i rento a 
]¡i determinación del monto de su contri unción por las auto- 
ridades municipales. Pútíinn 

Por Jan personas. 

7. La sociedad anónima domiciliada en la Capital Federal con 
sucursal i'staldecidu en el territorio do una provincia, tiene 
derecho a exigir que? la causa civil promovida contra ella 
por una municipalidad de dicha provincia tramite ante la 
justicia federal. Pagina 35. 

8. La circunstancia de ijuc no a Indos los integrantes de la 
SOCÍG&uI que invocó el fuero federal raiione personae co- 
rresponda el lucro federal por la misma causa, sino n unos 
por ser argentinos vecinos de distinta provincia y a otros 
por ser extraii ¡eros, no obsta a la procedencia de dicho 
fuero. Páginas 28 y 35. 

9. El juicio que versa sobre el cumplimiento de una obligación 
impuesta convencional [tiente a la demandada —como la re- 
ferente al depósito de la .suma pactada como garantía de 
la Imena ejecución de los trabajos — requerido después de 
contratada la obra pública que lia dado origen ni pleito, 
es decir después de haber pasado la oportunidad del ejer- 
cicio de loa facultades de imperio de la entidad pública 
coneedente, es una causa civil. Página 35. 

Distinta vecindad. 

10. La circunstancia de que mía compañía ten^a una sucursal 
on un lugar distinto del domicilio (pie le corresponde con 
arreglo al art. 1)0, inc. 3», del Cód, Civil no la priva de 
invocar su en ni éter de vecina de este último lugar a fin de 
ser juzgada por la justicia federal correspondiente a la sec- 
ción donde se baila establecida la sucursal. Página 150. 

Nación. 

H. No compete a la justicia federal sino a la ordinaria de lo 
Capital conocer en la causa sobre repetición de la suma que 
se pretendo haber pagado de más en concepto de impuesto 
do papel sellado por la emisión de debeutures realizada en 
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aquella ciudad por ana sociedad domiciliada en la misma. 
Página 143. 

Causas pénale». 
Cónsules. 

12. A los efectos del fuero com préndense entre Ion juicios ajne 
versan Milire negocios particulares de los cónsules (mil o 
los criminales corno loa civiles originados en actos privados 
de aquéllos. líjenos al ojén-icio de las junciones propias de 
su enrgo, sin que sea óhicp ln circunstancia de que en las 
<íiitsa« penales pueda corresponde la privación de la liber- 
tad del inculpado, pues ni de esa mono ra se vulnerase algún 
privilegio, rxenuón o derecho propio de la función consu- 
lar pndrín someterse el punto a ln decisión de la Corte Su- 
prema iHir medio del recurso extraordinario. Página 311. 

Casos varios. 

13. Con arreglo a lo dispuesto en Ion decretos 1580, 2715, 12,234, 
40.080 y 47.527, no iinpugn: los como inconstitucionales, 
compete a la justicia federal conocer en el juicio de apre- 
mio tendiente a cobrar las multas aplicadas por las cámaras 
de alquileres. Página 63. 

Competencia penal. 

Prevención en la causa. 

14. En caso de duda acerca de la jurisdicción sobre el lugar 
en que fueron comrt idos los hechos delictuosos, provenien- 
tes de la imprecisión de los limites provinciales, corres- 
ponde atrilmir la competencia al juez que previno en la 
causa. Página 234. 

• - 

Delitos en particular. 

Dcf-audnción. 

15. I-ce tiibunaJen dt! lugar donde el vendedor que se consti- 
tuyó en deposi(ario a nombre del comprador tenía y dis- 
puso de la mercadería en combinación con un tercero que 
ln ejecutó e hizo rematar aquélla y se cobró el importe de 
un paga*'' 1 que so supone simulado, son los competentes para 
conocer en la causa sohre defraudación promovida contra 
el depositario y el ejecutante. Página 434. 
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Competencia militar. 

16. A loa efectos de la competencia de la justicia militar no 
pueden ser considerados actos del servicio aquellos que or- 
dinariamente corresponden a funciones civiles y no a fun- 
ciones inherentes a! servicio militar. Página 237. 

17. No com]K>te a la justicia militar conocer en las canana so- 
bre pnrtieipación en otras tantas tentativa» de contrabando, 
atribuidas a un sargento del Ejercito que no procedió en 
acto del servicio ni en lugar su jeto exclusiva mente a la au- 
toridad militnr, sino al juez federal a quien fas autoridad** 
aduaneras dieron la intervención correspondiente. Pági- 
na 237. 

Sucesión. 
Fuero de atracción. 

Acciones personales de los acreedores. 

18. No competo a ¡a justicia federal sino a hi ordinaria del 
último domicilio del rausanic el conocimiento de la deman- 
da promovida sin haberse iniciado ei respectivo juicio su- 
cesorio, por un argentino contra la cónyuge supóratite y 
sus hijos menores, como sucesores de aquél y extranjeros, 
por cobro de servicios médicos prestados al difunto. Pá- 
gina 75. 

JURISPRUDENCIA. Ver: Constitución Nacional, & 



L 

LEGALIZACION. Ver: Autenticación. 

LEGISLACION COMUN. Ver: Constitución Nacional, 21. 

LET. 

Interpretación \j aplicación. 

1. Los disposiciones legales, como las de la ley 12.579, que 
establecen beneficios o privilegios no inherentes a la esen- 
cia de las normas fundamentales de la Constitución deben 
ser interpretadas con criterio estricto. Página 88. 

2. Las leyes deben ser interpretadas de la manera que mejor 
con cuerdo con las normas constitucionales, salvo que la in- 



LOCACION DE SERVICIOS 

teligem*¡a opuesta sea palmaria y el texto discutido tío pue- 
da ser Jcalniente interpretado cu aquella forma. Página 180. 
3. El fin primordial del intérprete es dar pleno efecto a la 
voluntad del legislador y la primera fucute de interpreta- 
ción ile la ley son sus palabras, que deben entenderse em- 
pleadns en su verdadero sentido, en el que tienen en la vida 
diario, partiendo de la base de que no aqií su per tinas sino 
que lian .sido empleadas ion algún propósito, su-a de ampliar, 
limitar u corregir loa concepto*. Página ll>5. 



LEY DE SELLOS 
Sellado aplicable. 

1. Lu.s abogados y procurad o re* no están obligado* a firmar 
con la i stam pilla correspondiente al impuesto de sellos las 
actas relativas a lúa audiencias de prueba aunque en ellos 
hayan Ion» alado peticione* referente» a la misma. Pági- 
na 343, 

2. La ennmcra<-¡ón contenida en el decreto ¡1432 sobre impuesto 
de sellos, un tiende a ampliar los supuestos del art 88, sino 
a precisar los de aplicación del gravamen general que prevá 
el lít. IV, cap. I, de dicho decreto. Página 343. 

LEYES PltO V1NCIALES, Xvr ; Constitución Jim-fonal, 1; Recurro 
extraordinario, 21. 

LICITACION (»). 

La excepc ión previsto en el art. 33, inc. 5', de la ley 428 
supone la imposibilidad de adquirir de otras personas que 
las allí mencionadas los artículos que el Kst-ndo necesita 
pura cumplir los fine* que se lia propuesto. Página 310. 

LIMITES INTEfíPltOl'lSCIALES. Ver: Jurisdicción v compe- 
tencia, 14. 

LITIS CONTESTACION. Ver: Sentencio. 

LOCACION DE SE UVICIOS. 

1. Tío hnlirndn probado la provincia que el tanto por ciento 
de comisión que se había ion ven ido p;:-nr a) demandado 



<*) Ver tnmhifri: Jurifldtfción v competencia, 11. 
(2) Vur taiubieo: Compraventa", 1. >¿. 
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como remuneración por sur servicios en la conversión de 
un empréstito se refería solamente a la cantidad de títulos 
Que llegaran n emitirse y no a la cantidad autorizarla, ni 
tampoco que el demandado haya obrado de mata fe o que 
el pago se haya hecho sin causa, corresponde rechazar la 
acción sobre devolución de lo qnn pretende hal>cr pagado 
erróneamente de más al demandado por el expresado con- 
cepto. Página 316. 
2. A los efectos de resolver acerca del derecho al cobro de 
la referida retribución convenida por los servicios pres- 
tados a una provincia, es indiferente la circunstancia de que 
quien celebró ese contrato con tas autoridades provinciales 
fuer- diputado nacional por la misma y pariente del go- 
bertmdor de ella, desde que no hay di-posieinn legal que 
cree sobro el particular una incapacidad de derecho. Pá- 
gina 31C. 

M 

MARCAS DE FABRICA (*)■ 
Nulidad, 

La sociedad constituida para dar audiciones musicales y 
repartir entre sus componentes Ins utilidades así obtenidas, 
que según lo resuelto por Ja sentencia objeto de recurso 
extraordinario, no reviste carácter comercial, no está am- 
parada por los orts. 42 y siguientes de la ley .1975 aun 
cuando liava obtenido el registro del nombre como marca. 
Página 283. 

MARINA UEUCANTB NACIONAL. Ver: Jubilación de Emplea- 
dos do la Mnrína Mercante Nacional, 1. 2. 

HEDIDAS DISCIPLINARIAS 

Debe apercibirse al juez letrado de un territorio nacional 
que, no obstante sostener en su fallo (pie es competente 
para conocer en una causa criminal, resuelve inhibirse de 
continuar actuando en ella, porque el procurador fiscal que 
así lo solicitó "actúa por instrucciones del P. E. de la Na- 
eión y teniendo en cuenta qiio es ln Suprema Corte Nacional 



(i) Ver también: Constitución Nacional, 1£>; Recurso eitraordina- 
rio, 15, 34. 
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el Tribunal que debe interpretar en definitiva el texto de 
la ley y establecer la competencia". Página 311. 

MENSURA. Ver: Prescripción, 1. 

MOKA. Ver: Intereses. 

3IVJER CASADA. Ver: Domicilio. 

MULTAS (»)• 

El fallecimiento del contribuyente infr ^tf>r al art. 18 de 
la ley 11.683 (T. O.) extingue la acción tendiente a impo- 
nerlo la multa prevista en dieha disposición. Pagina 495. 

N 

NOMBRES. Ver; Ciudadanía y naturalización; Constitución Na- 
cional, ID; Murcas de fábrica; Recurso extraordinario, 34. 

NOTIFICACION. Ver: Perención de instancia, 2. 

NULIDAD DE ACTOS ADMINISTRATIVOS. Ver: Compraven- 
ta, 1, 2. 

NULIDAD PROCESAL. 

Si bien Iaü leyes de procedimiento son de orden público, 
bay exigencias procesales cuyo incumplimiento no acarrea 
la nulidad insanable de lo actuado porque no desvirtúa la 
garantía del recurso a la justicia ni altera sustaiicialmcnte 
la organización de ella. Página 1Üü\ 



ORDEN PUBLICO. Ver: I>cmnndas contra ta Nación, 1; Nulidad 
pnue-5.il; líctruaclívidad, 2. 



(i) Vi-r tamliii'n: Ailuriri;*, í, !>; OnstiliiiHi'n Xficionn], 3, í'l; Im- 
puesto ¡i tu» r»'<liti>*, 2: Implícalo» I» U' moa, 3; J uriadiecióii y co apeten- 
cia, 13; IVescripcii'm, 12, 13, 15, 16. 
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FAGO, 

Pago indebido. 

ltepctieíún do lo pagado nn ciíhmi. 

1. La acción civil de repetición y 1n acción contencioso admi- 
nistrativa son do distinta naturaleza y In sentencia que &e 
dicta en esta ñ 1 1 i mu recluitando la demanda por haber sido 
interpuesta fuera del plazo fijado por la respectiva ley 
provincial no puede extender el alcance de su fuerza de cosa 
juzgada a la acción de repetición cuyo término de prescrip- 
ción « halla regido por el Cód. Civil. Página 444. 

Protesta. 
Generalidades. 

13. El requisito de la protesta es innecesario para (pie proceda 
la repetición de lo indebidamente pagado en concepto de 
impuesto a los réditos. Página 350. 

Pormíl. 

3. A los efectos de la repetición de la suma papada en con- 
cepto de contribución de mejoras es suficiente ]b reserva 
por la (pie se comunica a las autoridades respectivas que 
los pagos so lineen "bajo protesta por considerar inconsti- 
tucional, ilegal y cont lavatorio" el gravamen que afecta n la 
propiedad del reclamante. Página ¡102. 

4. Es eficaz la protesta concebida en términos que excluyen 
la posibilidad del desconocimiento por la Administración 
de la disconformidad del contribuyente y de las razones 
en que se funda, siendo innecesario especificar el bien o 
acto concreto sobre qnr recae el i;ravatiieii protestado ni el 
monto del mi-mo. Página 128, 

Prueba, 

5. Debe considerarse probada la protesta hecha mediante tres 
telegramas semejantes, autenticados los dos últimos mas no 
el primero por haber destruido el Corren la respectiva do- 
cumentación respecto del cual existen, en cambio, constan- 
cias en un expediente administrativo que permiten estable- 
cer su recepción por las niitoridades provinciales. Página 128. 
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PAPEL. Ver. Aduana, 2; Constitución Nacional, 14; Prescripción, 16. 
PATRIA POTESTAD. Ver; Jurisdicción y competencia, íl. 
PEN AS. Ver: Aduana, 7; Domicilio, 2; Pensione* militares, (i. 

PENSIONES MtUTMtES (*), 
Pensión** a los militare». 
tmiKliMc foD para la carrera militar. 
Ejército. 

1. El suboficial ikdo de hn.jn a consecuencia dp I» tuberculosis 
pulmonar inquirida en netos del servicio que le inutilizó 
liara continuar su carrera, tiene derecho a) beneficio pro- 
visto en el art. 17, tít. Til, de k ley 4707. Página 100. 

2. El conscripto del ejército fjue a consecuencia tío In herida 
recibida en una mano n| escapar* le un tiro de pistola en 
una práctica de tiro, ha quedado totalmente i tu 'n paritario 
para la carrera de las arma-:, y en tm 110 *", para la vida 
civil tiene derecho al beneficio previsto en los nrl.s. 13, 14 
y 17, til. 111, de la ley 47i>7 que ha reclamado, inclusive el 
prest. Página íiíí. 

3. El prado superior inmediato a que se refiere el art. 18, 
tít. IV, de la ley 4707 es e] que corresponde con arreglo 
a la jerarquía establecida en el ar!. 1* de Ja ley í)í¡75 o sea, 
en el caso rie un sargento 1* de Sanidad Militar el de sar- 
gento ayudante, h tinque en dicha repartición no existiera 
este último carao en la fecha del accidente que origina el 
heneticio del citado art, 18. I*ágina 151). 

4. Ln circunstancia dp que el hpnrficio previsto en el art 1S, 
tít. IV, de la ley 4707, acordado por el P. E., sustituí tío 
Juego de oficio por el del art, 17 y res tablee ¡do mas lardo 
por dicho poder, hayn sido liquidado por la Contadnría, 
al ser otorgado la primera vez, sobre la base de un grado 
superior al qui' correspondía — el de subteniente en lugar 
de sargento ayudante— no es óbice para que al liquidár- 
sele otra vez con motivo de habérsele acordado nuevamente, 
rectifique el error en que había incurrido y efectúe la li- 
quidación <on arreglo al prado que corresponde tomar en 
cuenta desde que tiimruno de Jos decreto* que lo concedie- 
ron especificaba el prado en retiro. Página 150. 



(i) Ver •timbtfn: Constitución Nacional, 15; Prescripción, 6- 
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5. Loa beneficios previstos en el tít. III, Je la ley 4707 para 
el caso de inutilización para continuar la carrera militar 
producida por acto» del servicio, deben ser ncordudos con 
prescindencia de toda idea de t ulpa o negligencia de la víc- 
tima. Página 09. 

0. La pena de un año de prisión menor impuesta a un cons- 
cripto del ejército como autor del detito de homicidio por 
imprudencia cometido en un ejercicio de tiro al blanco no 
le priva de la pensión que pueda coi responderlo por su 
incapacidad sobrevenida a consecuencia de la herida que 
recibió en ese acto. Página 00. 

7. El conscripto del ejército <juc a consecuencia de un occi- 
dente sufrido en acto del servicio ha sido declarado apto 
tan sólo para servicios auxiliares, aunque no tenga, inca- 
pacidad para el trabajo en la vida civil, .se halla amparado 
por el art. 10 del tft. III de Ja ley 4707 y tiene derecho a 
la pensión que el mismo establece. Página 9S. 

PERENCION DE INSTANCIA Í 1 ) 

1 . La perención de la instancia se opera por el transcurso del 
plazo legal sin que se haya notificado la demanda, aunque 
medien pedidos del actor tendientes a averiguar el domi- 
cilio del demandado. Página 07. 

2. La diligencia realizada por un empleado notifíeador que 
no dejó )a cédula respectiva en el domicilio fíi quB debía 
practicar la notificación, por habérsele informado que allí 
no vivía Ja persona a quien debía notificarse, no interrumpo 
el plazo de la perención de Ja instancia. Página 07. 

PERITOS. Ver: Prueba, 2. 

PERSONALIDAD DE LA LEW Ver: Constitución Nacional, 4. 

PODER BE POLICIA, Ver: Comercio interprovincial; Constitu- 
ción Nacional, 4, 13; Precios máximos. 

PODER EJECUTIVO (=). 

En el ejercicio de su facultad reglamentaria el P. E. puedo 
apartarse de los términos de Ja ley siembre que las dispo- 



(1) Ver también: Recurso ordinario de apelación, 3. 

(2) Ver también: Ejército, l; Kstatlo de sitio. 
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fiicionts que adopte no sean incompatihos con las de nqué- 
lla, propendan ni mejor cumplimiento de los finos de la 
misma o constituyan medios razonables para evitar ib vio- 
lación y gean ajustadas a su espíritu. Página 104. 

POSESION (*); 

Comportnn intención de poseer los actos de turbación rea- 
lizados por los asente* del gobierno como ejercicio del de- 
recho d* dominio que atribuían a la provincia sobre las 
tierras neupadns por el poseedor, a quien por lo mismo 
desconocían dicha calidad, Página 78. 

PRECIOS MAXIMOS (*). 

El art. D de la ley V2MI —ley de emergencia cuyas dispo- 
siciones no caben en el marro del derecho común, dictado 
para suplir lus deficiencias d« este último— establece una 
infracción formal en el .sentido de que la «frión e? sufi- 
ciente pnir sí sola para constituir la violación punible, sin 
que sean necesarios un resultado determinado ni In prueba 
de mm ganancia injustificada, artificial, o de Ja obtención 
dd un lucro desmedido. Página 450. 

PRENDA A (i PAR/ A. Ver: Constitución Nacional, 11; Recurso ex- 
traordinario, :t7. 

PRESCRIPCION 
Comineo. 

1. La prescripción decenal de In acción dirigida contra el Fisco 
Nacional para obtener bt intejírarión de la superficie del 
iuniuebb' comprado por el actor a quien lo había adquirido 
del Fisco, comienza a correr desde la fecha del título por 
el cual éste lo transmitió al vendedor de referencia y no 
desde la fecha en que fué «probada la mensura por la que 
el actuul dueño estableció la i alta do superficie. Página 340. 

2. Inlemuupidn la prescripción por el decreto que reconoció 
el derecho del actor, el término de aquélla comienza a co- 



{') Ver también: Interdicto*, 1, 2. 

(-> Ver también: CtiiiHíüiicWu Xneiniinl. 13, 18. 

(•i) Ver también; Cntistituciiln Nacinnul, ~>, *J'_', 2:1, 25, 31; Extra- 
dieb'w: Patío, 1; ít^curno i'Stranrfliiiíirío, f<, 12. lli, 41; Iferurso «irdinuno 
do apelación, 3j Reivindícacíún, 1, 2. 
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rrer nuevamente desde la fecha de aquél, y no desde la del 
derroto posterior que dcscoaoció el derecho de referencia* 
Página 114. 

3. Lti prescripción de ln acción correspondiente a los emplea- 
dos nacionales para obtener el p¡itrn de sus haberes comienza 
a correr desde que nació su derecho n ellos y no se suspende 
por la relación de dependencia en que se hallan eon res- 
pecto al P. E. Pagina 114. 

Interrupción. 

4. La den anda intentada contra la Universidad de Buenos 
Aires (lt la que He desistió para promoverla contra la Na- 
ción no interrumpe lo prescripción de la acción contra esta 
última, que debo declararse operada respecto de la viuda 
del causante por haber transcurrido el plazo legal. Pági- 
na 367. 

fr. Las gestiones administrativas no interrumpen la prescrip- 
ción. Página 114. 

Tiempo de Ja prescripción. 

Leyes especiales. 
Presiones militares. 

C. Prescribe a los cinco años el derecho para cobrar las euota3 
atrasadas de pensiones militares. Página fíí) 

Prescripción adquisitiva. 

7. Si bien corresponde a quien invoca la prescripción adqui- 
sitiva prohar lo* hechos en que la funda, esta regla sufre 
excepción cuando la parte contra la cunl se opuso aquella 
defensa guardó, al contestarla, tola] silencio sobre esos he- 
chos y omitió luego toda prueba contradictoria de los mis- 
mos, pues ello importa un reconocimiento que hacia innece- 
saria su prueba por quien los invocó. Página 19fi. 

8. Las leyes que se limitan a acordar una concesión y las ór- 
denes y resoluciones administrativas, aunqne envuelvan una 
pretensión a la propiedad o a la posesión y una amenaza 
a su libre ejercicio, no importan una perturbación real y 
efectiva de la posesión, no justifican la promoción de un 
interdicto de retener ni pueden ser invocadas como comienzo 
de la posesión requerida para la prescripción adquisitiva. 
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Prescripción tn materia penah 
Comienzo. 

9. La prescripción de la acción tendiente a reprimir una in- 
fracción consistente en utin defraudación del impuesto a los 
réditos <>om>--tÍLla mediante in presentación de declaraciones 
juradas i>ti t.m que se omitió cnnsiinuir en absoluto los in- 
presos provenientes de las actividades que constituían la 
principal fuente de recursos del contribuyente, a raíz de 
lo cual se procedió a estimar los réditos do oficio y se aplicó 
la malta establecida en el nrt. 18 de Tn ley 11.083, comienza 
n correr desde la feelin en que Ins declaraciones fueron pre- 
sentadas; por lo que careciendo de efecto interruptivo la 
presentación del fiscal qitr so limita a sostener la improce- 
dencia de la instancia respecto do la cstiir .ción de oficio, 
no habiéndose acreditado ni invocado en ñutos otras cireuna- 
tnneias que pudieran producirlo*, y habiendo transcurrido 
el plazo previsto en el nrt. 23. inc. b) de la ley 11.083 ft. o.) 
en la fecfin on que el fiscal conté- tó la demanda contenciosa 
solicitando la confirmación de la resolución administrativa 
qiH' impuso multe, corresponde declarar proscripta la ac- 
ción. Página 415, 

lu. La infracción en que incurrió el eom -'invento ipio omite 
indicar parte de sus roYitos en In respectiva declaración 
jurada se perfecciona con In presentación de ésta, a partir 
do la cual comienza a correr la prescripción de la acción 
tendiente o reprimirla. Páirinn ,178, 

Interrupción. 

11. Las nuevas infracciones al nrt. 18 de la ley 11.G81 (t. o.) 
interrumpen la prescripción de la noción tendiente a repri- 
mir las anteriores. Pñirina 378. 

12. Loa actos procesales que con arretrlo a la ley 11.585 inte- 
rrumpen la prescripción fie la acción son los actos directos 
contra la persona del infractor para la represión de la 
infracción, como la cim testación a la demanda contenciosa 
deducida de acuerdo a lo dispuesto por el nrt. 17 de la 
ley 3704 (t. o.) por lo que el fiscal solicita «u rechazo y 
el mantenimiento do la multa impuesta. Pagina 268. 

13. Las multas que reprimen las infracciones a la ley 11.275 
revisten carácter penal y la noción tendiente a imponerlas 
es interrumpida por las nuevas infracciones, conforme a lo 
dispuesto por el arí, 07, 2» parto, del C. Penal. 
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14. La prescripción de la acción tendiente a reprimir la infrac- 
ción del nrt. 82 inc. h) del texto ordenado de las leyes do 
impuestos internos se interrumpe por la comisión de otras 
posteriores; por lo que procede revocar la sentencia qne 
declara operada la prescripción sin tener en cuenca si exis- 
ten o no las nuevas infracciones cuyo existencia alega el 
fiscal y devolver los autos para qne se dicte ti pronuncia- 
miento que corresponda, p ágina 208. 

Tiempo. 
Aduano. 

15. El plazo de la prescripción de la« arciones tendientes a la 
imposición de los multas establecíais por las Ordenanzas 
de Adiinna, que aun siendo penales conservan cierto ca- 
rácter de indemnización, hú liase regido por el nrt. 433 de 
las mismas. Página 419. 



lü, La prescripción de la acción tendiente a impimcr multa al 
importador de papel lilirr de dereilms que int'rin-rió las dis- 
posiciones legales y rei:lfitncnhirins referentes al destino 
de! mismo, no está regida por el nrt. V de la ley 11.585 
¡dno por el nrt. 433 de l¡is Ordenanzas di- Aduana y se opera 
a los diez años contados desde la fecho en que fué cometida 
la infracción. Página 310. 

PROCURADORES. Ver: Ley de Sellos, 1. 

PROTESTA. Ver: Pago. 2, 3, 4, 5; Recurso extraordinario, 28. 

PROVINCIAS. 

Es fneultnd no delegada por las provincias ]a de organizar 
su régimen jurisdiccional tanto en ol orden judicial como 
— «TTcI do lo contencioso administrativo. Purina 444. 

PRUEBA t 1 )- 
Confesión. 

1. El ort. Id de ta ley 8172 impone al Presidente del Banco 
Hipotecario Kacional el deber de informar en substitución 
de la obligación de absolver posiciones, eximiéndole ton sólo 



(i) Ver también: Afirmado», 2; Constitución Nacional, 2, 27; Ka- 
propíaciún, 2, 3, 4; Interdictos, 2, -4; Pago, 5; Precios mínimos; Pres- 
cripción, 7; Recurso extraordinario, 25. 
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de concurrir ni Tribunal para responder a las interrogacio- 
nes que la contraria se proponga hacerle y de responder a 
ellas bajo juramento. Dicho- informes pueden serle reque- 
rido* en todas las oportunidades procésale* en que las par- 
tes pueden ponerse paciones, salvo que, formulados des- 
pués ríe clausurado el período de prueba, importaran la 
obtención extemporánea de elementos probatorios que de- 
bieron y pudieron obtenerse por otras vías durante el tér- 
mino pertinente. Página I4fi. 

Perito*. 

2. La midiencia del art. 151 de la le.v 51) e>tá destinada a ob- 
tencr lus explicaciones que el Tribunal encuentre oportuno 
requerir al |»crlto, y no constituye oportunidad para el ofre- 
cimiento ni producción de prueba. Página 282. 

FUE UTO DE LA PLATA (»). 

La trnmmiMón del dominio efectuada por la Prov. de B.s. 
Aires a favor de la Nación el 29 de agosto de 19(14 en opor- 
tunidad de la adquisición del puerto de La Plata, no com- 
prendía ni podía comprender los inmueble» que hubiesen 
salido del dominio eminente de la Provincia y sobre los 
cuales tuviesen tos pnrt i calares título legítimo de propie- 
dad. Página 219. 

R 

RECONOCIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES. Ver: Prescrip- 
ción, 2. 

RECURSO DE MUDAD. 

Debe desestima rae el recurso de nulidad que no ha sido 
mejorado en tercera instancia y ?e funda en razone* suí- 
cepliblcs de ser consideradas por vía de la apelación con- 
cedida. Página 346. 

RECURSO EX TliA RDIX A RÍO ( 2) . 
Rrr¡trixitos comunes,. 

Tribuna] de justicia. 
1. Pniccde el recurso extraordinario contra la resolución ina- 
pelable del Consejo DoontolÓgico do Rosario que impone 

(i) Ver también: Itci vindicación, 1, 

(3) Wr también; Banco Hipotecario Nacional, 1; Prescripción, 14. 
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una muí tü en virtud de lo dispuesto en una ley local cuya 
apliración ni caso es impugnada por H recurrente como 
violntoria de preceptos de la Constitución y de leyes na- 
cionales, de cuya intcrprctnciñu depende la solución de la 
cuestión planteada. Piíjíina 383. 

Gravamen. 

2. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
ln rau«a lia sido substraída a sus jueces naturales si ello 
es la consecuencia de la propia actitud del recurrente por 
haber sido el misino quien sometió a la Cámara de alquile- 
res la cuestión de cuya solución se queja. Página 179, 

3. Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto por 
la parte a la que lia sido bien con cedido el recurio ordinario 
de apelación que dedujo jn «tatúente ron aquél. Página 378. 

4. Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia respecto de la cual lia nido bien concedido el recurso 
ordinario de apelación. Página 495. 

Subsistencia de los requisitos. 

5. H abicndr.se decretado por juez competente el procesamien- 
to y lo detención, por infracción al C. Penal, de la persona 
detenida por orden del P. E. que optó por salir del país y 
dedujo un recurso de babea» rorpus al que se hizo lugar 
por sentencia de 2í instancia contra la cual se concedió al 
fiscal el rceuiuo extraordinario fundado en el art. 23 de 
Ja Constitución Nacional, corresponde declurnr que el habtas 
corpus es improcedente y que por ello carece de objeto pro- 
nunciarse acerca de la cuestión en que se fundó el recurso 
concedida ai fiscal. Página 351. 

Requisitos propios. 
Cuestión federal. 
Cuestiones federales simples. 

Interpretación de la Constitución Nprionnl. 

6. Es procedente el recurso extraordinario interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, fundado en la interpretación del art. 23 
de la Constitución Nacional, contra la sentencia que hace 
lugar al habea* corpas deducido por una persona detenida 
a la orden del P. E. Nacional que formuló ante feto la co- 
rrespondiente opción para salir del país. Página 253. 
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7. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de- 
negatoria del derecho fundado por el recurrente en el art. 7 
do Ja Constitución Nacional y en las lores 44, 5133 y 6757. 
Página 332. J 

Interpretación de la-i leyes fedérale?. 

S. Es procedente el rei-nr-o extrnonliruirin t'imd»iío en la in- 
terpretación de la ley 11.275 contra el fallo que, por consi- 
derar que las infracciones a la misma no revisten carácter 
delictual, derla ni inaplicable respecto de ellas las disposi- 
ciones del art. 07, 2» parte, del C. Penal. Pásinn 340. 

9. Procedo el recurso extraordinario contra la sentencia que 
desconoce el privilegio fundado en el art. lf¡ dt* la lev fe- 
deral 81 72. Página 140. 

10. Procede oi recurso extraordinario contra la sentencia que 
desestima ln exención de impuestos y tas;is fundadas por 
el recurrente en la ley 0757. Página 329. 

11 . Procede el recurso extraordinario interpuesto por el Banco 
Hipotecario Nacional contra la sentencia que desestima la 
defensa do falta de acción l umia da por aquél en las dispo- 
siciones de las leyes 8172 y 10.070. Página ¿J3. 

12. Es procedente el recurso extraordinario fundado en que, 
con arreglo n la ley 11.585 y al art. (¡7 del C. Penal, las 
nuevas infracciones a Ls leyes de impuestos internos inte- 
rrumpen la prescripción de la acción tendiente a reprimir 
la cometida anteriormente y en que tamiuén ln interrumpen 
todos los netos de procedimiento, contra la sentencia que 
admite la solución opuesta y declara que el art. 07 no es 
aplicable a los hecho» de ln naturaleza del qne motiva la 
multa impuesta. Página 208. 

Leyes federales de carácter procesal. 

13. Procede el recurso extraordinario fundado en el art. 17 del 
T. O. de las leyes de impuestos internos contra la sentenc. t 
definitiva adversa al derecho sustentado por el apelante. 
Página 49T. 

Interpretación de otras normas y actos fedérale*. 

14. Procede el recurso extraordinario contrn la sentencia ad- 
versa, a la interpretación de un decreto reglamentario de 
la ley federal 340 sustentada por el recurrente en apoyo 
de su derecho. Página 431. 
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Cues! iones federales complejas. 

Inconstitucional ¡dad de- normas y actos nacionales. 

15. Procede el recurso extraordinario interpuesto por qnieñ lia 
impugnado un decreto del P. R, de ser repugnante a los 
arte, 14, 17 y 19 de Ja Constitución Nacional contra la sen- 
tencia contraria al derecho invocado y ni privilegio fundado 
por el recurrente en la ley fetieral .*íí>75. Página 3SS. 

Im-ODsUtUfioiiaiídnd de (¡Mi y actos; provinciales. 

16. Procedí 1 el recurso extraordinario contra la sentencia que 
admite la validez de los arts. 50 y 52, ine. de la ley de 
Montepío Civil N s lti03 «le la Prnv. de Tucumnn impugna- 
dos por la recurrente como violatorios del art. 17 de la Cons- 
ti loción Nacional y desestima el recinto cotilcnciosn admi- 
nistrativo interpuesto por aquella. Páginn 2S3. 

17. Procede rl recurso extraordinario fundado en la i o consti- 
tución;, lid»] de la ley 4350 de la Prnv. de Ph. Aires sobre 
impuesto a la transmisión irrntiiitn. contra la sentencia que 
desestima dicha impugnación y aprueba la liquidación del 
gravamen practicado con arreglo a lo dispuesto por nque- 
l'.i ley. Porrina 374. 

18. Procede el recurso extraordinario fundado en la incompa- 
tibilidad de una norma provincial, cuya aplicación efectuada 
por primera vez en la sentencia recurrida determina el re- 
cluí /o de la demanda, con disposiciones de) Código Civil y 
de la Cons! i Ilición Nacional. Página 444. 

IneonstitueionaJídad de normas y actos municipales y policiales. 

19. Es procedente el recurso extraordinario fundado en que el 
régimen del pago en cuotas establecido por una ordenanza 
municipal sobre pavimentación sin que medie acogimiento 
expreso del contribuyente, importa modificar el régimen de 
la prescripción establecido por el C. Civil v en que el cobro 
de una contribución d« i mejoras que no ha valorizado al in- 
mueble en la medida fie aquélla es violatorio de los arta, lfl 
y 17 de la Constitución Nacional. Página 35?. 

Cuestiones no federales. 

Interpretación de normas y netos comunes. 

20. No es cuestión federal la que versa sobre la interpretación 
de una cláusula contractual referente a prórroga de juris- 
dicción. Página 28. 
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Interpretación de normas y actos locales en general. 

21. La interpretación dada por el tribunal apeinda a las dis- 
posiciones de la ley de Montepío Civil de Tucnmán no 
puede .se- revisada por la Corte Suprema por medio del 
recurso extraordinario. Página 2S3. 

22. La interpretación de las normas provinciales que rigen la 
jurisdicción contencioso administrativa es de orden local 
extraño ni recurso extraordinario. Página 444. 

Interpretación de normas locales de procedimientos. 

2:¡. La cues! ir, n referente a la constitución de la Cámsra de 
alquileres contra cuya sentencia *e lia intentada el recur- 
so extraordinario reviste carácter procesal y no es suscep- 
tible de someterse a la Corte Suprema por esa vía ni aun 
so color de ¡«vocación de garantías constitucionales. Pág. 179. 

Exclusión de las cuestiones de bocho, 

24. La cuestión referente a la inexistencia de propósito de 
ocultación o de ánimo de defraudar es de bocho y no puede 
ser examinada por Jn Corte Suprema en ejercicio de su juris- 
dicción extrarirdinaria. Página ISÍ>. 

23. Xo procede revisar por medio del recurso exlraordinnrio las 
con ilusiones de la sentencia apelndn sobre la prueba de la 
na c i on al id ad y el domicilio de los litigantes. Pagina 28. 

Impuestos y tasas. 

26. Nn procede el recurro extraordinaria contra la sentencia que 
declara comprendida a una asociación en la exención prevista 
en el art. 5, inc. b) de la ley 11.IÍS2 por entender une no 
se advierte en la constitución de aquélla ningún motiva de 
lucro y sí, al contrario, propósitos de beneficio y mejora- 
miento social que la presentan informada de las earaeterís- 
ticas de beneficio púMícn dentro del concepto que a esa 
ex prisión acunan la ley y el Consejo fie Administración del 
Impuesto a los Réditos. Página 350. 

27. Lu sentencia apelada por recurso extraordinario es irre- 
vísihle en cuanto establece que e) pavimento construido ba 
beneficiado al inmueble afectado. Página 352. 

Varios. 

28. La cuestión relativa a la falta «le protesta que no se funda 
eu disposición alguna de carácter federal no puede dar lugar 
al recurso extraordinario. Página 350. 
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Relación directa. 

Normas extrañas ni juicio, 

20. Es improcedente, por falta de relación directa, el recurso 
extraordinario fundado en los nrts. 17 de la Constitu- 
ción Nacional y 3 y 2f>ll del C. Civil contra la sentencia 
que, aplicando el art. 18 de la ley 189 reformado por el 
decreto del 6 de julio de 1044, declara que las costas del 
juicio de expropiación r]ue falta deberán ser pagada-t en el 
orden cansado. Página 290. 

Sentencias con fundamentos no federales o federales consentidos. 

30. Para que una sentencia pueda ser considerada frustratoria 
del derecho federal invocado por el recurrente, es necesario 
que en lo que resuelve respecto de los aspectos no federales 
del pleito sen insostenible, tendenciosa o evidentemente insu- 
ficiente para sn^tentnr la decisión recurrido. Página 22. 

Fundamentos de orden común, 

31. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en cues- 
tiones que, sí bien lian sido propuestas por vía de la invo- 
cación de diversos principios constitucionales, se resuelven 
por interpretación de cláusulas de una concesión local otor- 
gada a la recurrente. Piígína 22. 

Fundamentos de hecho. 

32. Eb improcedente el recurso extraordinario contra la senten- 
cia que «i bien declara que la estimación de oficio que se 
hiciere sobre la base de un cálculo superior al duplo del 
alquiler n que se refiere el art. G, til tima parte, de la ley 
11.083 (T.O.) sólo prevalecerá sobre la declaración del con- 
tribuyente cuando aquélla se apoyare en pruebas suficientes 
para destruir las afirmaciones de aquél, también establece, 
fundada en circunstancias de hecho y prueba irrevisiblea por 
la Corte Suprema, la exactitud de la declaración de sus en- 
tradas presentada por el contribuyente ante las autoridades 
respectivas. Página 351. 

33. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el art. 
17 de In Constitución Nacional contrn la senteucm que Techaza 
ln demandu del recurrente solire expropiación indirecta por 
razones de hecho y de derecho local, como las referentes 
a la forma voluntaria en que el recurrente pidió la línea de 
edificnción, a la existencia de ordenanzas que dejaron sin 
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efecto latí expropiaciones y a la ausencia de actos concretos 
do desposesión. Página ICO. 

34. Ks improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que fundada en consideraciones de hecho suficientes 
parn sustentarla reí-liaza Ja demanda sobre uso indebido 
de nombre comercial deducida por una saciedad instalada 
en la Capital Federal contra otra de igual nombre insta- 
lada en Haliía Ufanea, Prov. de Buenos Aires. Página 283. 

Resolución contraria. 

35. Es procedente el recurso extraordinario c "itra la senten- 
cia de la Suprema Corte de .Justina de 3a Prov. de Bs. Aires 
que rechaza In demanda eontencinso-nd ministra ti va promo- 
vida ante ella, aun cuando haya omitido pronunciarse sobre 
las cuestiones federales planteadas, por considerarlas ajenas 
a su jurisdicción. Página 37*>. 

Sentencia definitiva. 

Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. 
Juicios de apremio y ejecutivo. 

36. Es improcedente el recurro extraordinario contra la sen- 
tencia que manda llevar adelante rl juicio de apremio por 
una suma que no alcanza a la mitad del crédito que la 
ejecutada afirma tener eonttn la adora, circunstancia que 
permitiría evitar una ejecución efectiva. Página 22. 

37. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
inconstitucional id nd del art. 22 de In ley 9G44 contra la 
sentencia que» admitiendo su validez, ordena proseguir la 
ejecución. Página 303. 

Cuestiones de competencia. 

38. Procede el recurso extraordinario fundado en los arta. 100 
de la Constitución y 2, ine, 2*, y 10 de la ley 48 contra la 
sentencia que, sobre la base de la ¡ntelifrenria que atribuye a 
esas disposiciones, deniega el fuero federa! por razón de 
lag personas invocado por el apelante. Página 28. 

Varias. 

30. Las resol uriones que deniegan una recusación no son de- 
finitivas a Jos efectos del art. 14 de la ley 48 y versan 
sobre materia regirla por leyes de naturaleza procesal y 
condicionada por cirrimstam ¡us de hecho, con la que- las 
disposiciones constitucionales) (pie al efecto se invocaran 
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sólo excepcionalmente podrían tener relación directa. Pá- 
gina 345. 

Requisitos formales 
Introducción de la cuestión federal. 

Oportunidad. 

Planteamiento en V instancia, 

40. Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto con- 
tra 1a sentencia que hace lugar a la expropiación indirecta, 
fundado en qoe la aplicación en tal caso del procedimien- 
to establecido por la ley 189, cuando la parte demandada 
desconoce la calidad de dueño invocada por la actora, es 
violatoria de ios arts. 17 y IB de la Constitución Nacio- 
nal, si esta cuestión no fui planteada en el momento en 
que se discutió la procedencia de dicho procedimiento 
sino con posterioridad a ta resolución afirmativa recaída 
en el respectivo incidente; rastón por la cual el tribunal 
apelado estimó, en forma irrevisible que no procedía su 
consideración. Página 5. 

Introducción de la cuestión federal por la sentencia. 

41. Habiendo surgido la cuestión federal con motivo de la 
sentencia apelada procede contra ella el recurso extra- 
ordinario fundado por el recurrente en que las disposi- 
ciones de las leyes procesales de la Prov. de Mendoza que 
establecen para la acción de inconstitncionalidad que crean, 
un plato de caducidad menor que el establecido en el 
Código Civil para la prescripción de las acciones, son 
violatorias de éste y del art. 67, inc 11, de la Constitución 
Nacional. Página 485. 

Trámite. 

42. Es procedente el recurso extraordinario correctamente in- 
terpuesto aunque por error el tribunal de la cansa haya 
concedido el ordinario. Página 1Ü5. 

Resolución. 
Límites del pronunciamiento. 

43. No corresponde examinar en la resolución a dictarse eo el 
recurso extraordinario la cuestión referente si derrame del 
vino inapto para el consumo ordenado por la Administra- 
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oión de Impuestos Internos, no planteada oportunamente 
en el juicio y e asentida en la demanda. Página 189. 
44, La decisión de la Corte Suprema en el recurso extraordi- 
nario debe limitarse a las cuestiones federales oportuna y 
neciamente planteadas en el juicio y mantenidas en el 
Mérito en que ee interpuso la apelación para ante aquélla. 
Pagina 450. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION (*). 

Segunda instancia, 

ti Constituye expresión de agravios válida que impide de- 
clarar desierto el recurso de apelación, el memorial pre- 
sentado oportunamente en segunda instancia por el ape- 
lante, en el cual se controvierte la interpretación legal o 
la apreciación de los hechos en que se funda el fallo recn- 
rrido, aunque para ello se invoque como fundamental ar- 
gumento un dfet*m*tt recaído en actuaciones administra- 
tivas ofrendas comí, p, >eba Página 88. 

Tercera instancia. 
Generalidades. 

2. El .silencio observado por quien dedujo recurso ordina- 
rio para ante Ja Corto Suprema, no obstante la falta de 
pronunciamiento al respecto por el tribunal apelado que 
en cambio concedió el interpuesto por la parte contraria, 
priva a atjuél de todo reclamo una vez dictada la sen- 
tencia de la Corte que se limitó a decidir jas cuestiones 
comprendidas en el recurso concedido. Página 494. 

Sentencia definitiva. 

3. Habiéndose argüido y resultando del expediente que la 
declaración de la caducidad de la primero instancia pone 
fin al pleito t* impide su continuación privando al recu- 
rrente de lo- medios legales pnrn la tutela de su derecho, 
como ocurre en el caso en que el efecto de la perencíjdn 
razonablemente conduce a admitir que la acción inten- 
tada ha prescripto, la sentencia que decide el artículo 
debe ser consídejradn definitiva a los efectos del art. 3 
de la ley 4055. Pagina 307. 



(') Ver también : Recurro extraordinario, 3, 4, 42. 
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i. La tercera instancia ordinaria funciona restrictivamente 
respecto de las sentencias definitiva*, o sean las que diri- 
men la controversia poniendo fin al pleito o haciendo 
imposible su continuación, a las que no cabe equiparar 



Juicios en «ue la Nación es parte. 
5. Es improcedente el recurso ordinnrio de apelación en ter- 
cera instancia interpuesto contra la sentencia que no impo- 
ne las costas al vencido si de autos no resulta que el monto 
de las misiona excede el límite fijado por el art. 3*, ine. 2, 
de la ley 4055. Página 294. 

RECUSACION. Ver: Recurso extraordinario, 39. 

REV/STRO DE LA PROPIEDAD. Ver: Daños y perjuicios, 1. 



1. A falta de prueban que destruyan !¡i- reunidas en la in- 
formación posesoria en que se funda el título de los de- 
mandados, corresponde rechazar la reivindicación deda- 
l-ida por la Nación con respecto a un inmueble dentro del 
perímetro que con posterioridad a aquella información le 
cedió la Prov. de Bs. Aires junto con el puerto de La 
Plato. Página 219. 

2. El título de propiedad obtenido mediante información trein- 
tañal es oponiblc a la provincia cuyos tribunales le presta- 
ron su aprobación con la intervención del agente fiscal 
que impide considerar al Estado como tercero extraño a 
dichas actuaciones; pero no es óbice para que este último, 
que no podría obtener su revisión y rectificación sobre la 
base de una ampie crítica de su valor, pueda en ciertos 
casos atacarlas en el juicio reivindicatorío mediante la pre- 
sentación de prueba tendiente n destruir ta producida en la 
información. Página 219. 

3. La ley de la Prov. de Bs. Aires del 11 de enero de 1867 
no puede ser válidamente invocada contra aquellos que con 
ínuebn anterioridad a su sanción eran poseedores de las 
tierras a que se refiere. Página 219. 

(i) Ver también: Falta de aeeiOn. 
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SENTENCIA ARBITRARIA 



4. Aun cuando prwpere Ja demanda do reivindicación contra 
el Estado, no procede declarar lisa y llanamente que éste 
debe restituir el i mímenle ocupado por vías férreas y legal- 
mente afectado a un fin de utilidad pública, sino que debe 
acordármelo ol derecho de optar por el paga de su precio 
y el juste resarcimiento de los perj n icios que hayan existido, 
a determinarse conformo al procedimiento de la expropiación. 
Página 1W. 

RESCISION DEL CONTRATO, Ver: Compraventa, 2. 

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. Ver: Daños y perjuicios, l t 
2) 3- 

RETRO ACTIVIDAD (•). 
Principios genérale», 

1. La aplicación del nrt, 18 de la ley 189 reformada por el 
decreto del G de julio de 1944 a I03 juicios do expropiación 
no fallados ai'm no comporta violación de derechos adqui- 
ridos. Página 290. 

2. Las leyes sobre procedimiento y competencia son de orden 
público y Ins nuevas que se dicten pueden válidamente apli- 
carse a Ins causas pendientes, salvo que con ello se afecten 
actos concluidos o se deje sin efe, ío lo actuado de confor- 
midad a las leyes anteriores. Página ISO. 
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SENTENCIA < 2 ). 

No procede tomar en consideración en la sentencia las 
impugnaciones referentes a la inconstitucional ¡dad o ilega- 
lidad, desde el punto de vista de las norman locales, de un 
convenio celebrado por una provincia, no comprendidas en 
la litis contestación y que, además, no con forma rían la 
causa civil que sirvió de fundamento a la jurisdicción origi- 
naria de lo Corte Suprema. Página 310. 

SENTENCIA ARBITRARIA. Ver: Recurso extraordinario, 30. 



(i) Ver tnmbién; Constitución Nacional, 10, 2ÍI. 24; Jubilación J 
pensión, 1. 

(?) Ver tanilúún: Banco Hipctecario Nacional, 1. 
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SERVICIO MILITAR. Ver: Jurisdicción y competencia, 16. 
SOCIEDAD. Ver: Jurisdicción y competencia 8, 10; Marcas de 

SOCIEDAD ANONIMA. Ver: Jurisdicción y competencia, 7. 
SUCESOR. Ver; Jurisdicción y rom peten lia, 18. 
SUELDO. Ver: Jubilación de Empleados Nacionales, 1. 
SUMINISTROS. Ver: Compraventa, 1, 2; Licitación, 

T 

TITULO DE PROPIEDAD. Ver: Reivindicación, 2. 
TRANSACCION. Ver: Constitución Nacional, 10, 20. 

V 

VINOS. Ver; Impuestos Internos, 3, 4, 5, 6. 
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Año 1944 Octubre 



ANTOLUN FERNANDEZ v. MUNICIPALIDAD DE 

PAIIANA 

nSCmSO EXTRAORMNAHIO: HrquMm formales, íntroduc, 
citm de la cuestión federal. Ojtortmiiiúut. Manteamiento en tt imtaueia. 

Ka improcedente^ el recurso extraordinario interpuesto 
contra ia sentencia que hace lujíar a ta expropiación in- 
directa, fundado en t\w¡ la aplicación en tai caso del pro- 
cedimiento establecido por l;i ley IHíl. cuando ta partí 1 d«- 
mandiida desconoce 'ni calidad de dueño Invocada por K 
aclfim, es viólalo riu do los arts. 17 y \H de ta Constitución 
Nacional» si esta cuestión no fvíé planteada en el momento 
cu une >e discutió Ja procedencia do dicho procedimiento 
sino con posterioridad a la n solución afirmativa recaída 
en e) respectivo incidente; razón por !a cual el tribunal 
apelada oi-lmió, en forma irrcvi'dhV ipre un procedía hii 
ttonside ración. 

Dictamen- i mi. Puta -u ka mu; Uenhilaj. 
.Suprema Corte: 

Procede en este «aso el reeurso extraordinario 
concedido a fs. LMÜ, por haberse puesto en tela de 
juicio disposición os de la ley nacional lS!) f y hci* el fallo 
definitivo contrarío a los derechos (pie, fundado en 
dicha ley» invocara oportunamente el hoy recurrente. 

He aijuí el caso, D. Antolín Fernández demandó a 
la Municipalidad de Paraná por cobro del precio de 



* 
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un terreno ocupado al sor abierta la Avenida Costane- 
ra Miguel Lau cenceña de dieba ciudad. Acreditado el 
fuero, el juez llamó a las partes a juicio verbal {fs. 10). 

La Municipalidad, oponiéndose a tal juicio, dedujo 
cxccpcionos previas de incompetencia de jurisdicción, 
y defecto legal, sosteniendo no ser procedente él trá- 
mite de expropiación» por euanto elía era dueña del 
terreno desde fecha muy anterior a la del título pre- 
sentado por Fernández. Conceptuado ijue la dilucida- 
ción de quien fuese el verdadero propietario, debía ha- 
cerse en juicio ordinario y como previo al nombra- 
miento de peritos para fijación de precio. Esta pri- 
mera incidencia fué resuelta por la Cámara Federal de 
Paraná a fs. 48, decidiendo que al escrito de demanda 
no le faltaba requisito alguno que justificase la excep- 
ción de defecto legal, y que no había llegado el momen- 
to de entrar a resolver si correspondía suspender o no 
el juicio de expropiación. 

Vueltos los autos a primera instancia, el Sr, Juez 
designó audiencia nuevamente, y la Municipalidad, 
acatando tal citación, concurrió a reproducir sus ante- 
riores argumentos sobre improcedencia de la vía su- 
maria (fs. 06).. La Cámara, considerando que el acata- 
miento de la citación ¡iludida comportaba conformidad 
con el trámite sumario, falló que no correspondía ya 
ordinarizar el juicio para poner en claro quien fuese 
el propietario d«d inmueble materia de la litis (fs. 38- 
102). 

Celebrada finalmente ta audiencia a fs. 120, volvió 
la Mutiicipnlidtid en insistir en que mientras no se pro- 
base ser Fernández dueño del predio, no era posible 
reconocerle derecho u precio alguno, negóse a nombrar 
perito; se reservó el derecho de accionar por la vía or- 
dinaria sobre repetición de lo que se ta condenara a 
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pagar; y planteó allí mismo la cuestión federal que 
abora trae ante V, E. {fs. 120-122). Des oyendo esas de- 
fensas, la Cámara Federal, en eu sentencia definitiva 
obrante a fs. 19G-19Í), lia condenado a la Municipalidad 
al pago de $ 13.709,35, con intereses y costas. No 
aparece claro, sí, además, confirmaba la sentencia do 
primera instancia en la parte en que dejó a salvo los 
derechos de la demandada para una ulterior repetición 
en juicio ordinario {fs. 153 vta.). 

En presencia de tales antecedentes, paréceme jus- 
to que V. E. deje sin efecto ese fallo. Conforme le 
establece reiterada jurisprudencia do la Corte, el jui- 
cio do expropiación debe sus pende rse cuando surge 
cuestión previa acerca del título de propiedad del ex- 
propiado-, y ello, por la razón elemental de que no es 
posible indemnizar a quien no acredite título a indem- 
nización. La lectura de los escritos presentados por la 
Municipalidad, revela una insistencia inconfundible en 
no consentir se llevase adelante el procedimiento su- 
mario; de suerte que el haber hecho valor una vez más 
esa defensa en la audiencia a que se le convocó —única 
oportunidad en que pudo hacerlo, pues al ensayar la 
vía do excepciones previas, no fué atendida — mal pu- 
diera interpretarse como una renuncia a su derecho. 

Aunque la condena se redujese a que por lo pronto 
pague y más tarde demuestre que no debió pasíar, re- 
sultnrm inconciliable con el espíritu de la ley 189. 
Quien debe probar sti título al terreno, es Fernández. 
A lo sumo, y aun dando por consentido el trámite su- 
mario, la sentencia pudo y debió referir el pago al 
momento en que Fernández otorgase la respectiva es- 
critura, para lo cual necesitaba acrediíaT aer dueño. 
El fallo, ni siquiera lo condena a escriturar. 



I Ai DE LA OOliTK BU CREMA 



Pienso, pues, que corresponde revocarlo en cuanto 
pudo ser materia de recurro. Buenos Aires, agosto 27 
de 194ó\ — Juan Alvares, 

(MLLO »K l.A CdUTK St'PtíEMA 

Buenos Aires, 4 de octubre de T!)44. 

Y vistos; El recurso extraordinario deducido por 
la Municipalidad de Paraná contra la sentencia de la 
Excma. Cámara Federal de Apelación de Paraná que 
la condena a pairar una suma tic dinero, en el juicio 
íjuo le si^ne Antolín Fernández por cobro del valor de 
un terreno ocupado para el trazado de una avenida. 

< 'onsidernndo: 

Que el recurrente Funda el recurso extraordinario 
en que la aplicación de la ley 1£P„ en el caso, es repug- 
nante a las garantías constitucionales de la propiedad 
y de la defensa en juicio que establecen los nrts. 17 y 
1S de la Constitución Nacional, por cuanto importa 
condenarlo a expropiar y pairar al actor la indemni- 
zación correspondiente sin haber resuello previamen- 
te, dentro d<'l procedimiento ordinario y amplío, la 
cuestión promovida que negó* el dominio del actor y 
ta obligación de expropiar. 

Que iniciado el juicio por el actor se señaló au- 
diencia para ijne comparecieran las partes, pero tules 
de su realización la demandada opuso las excepciones 
dilatorias de incompetencia de jurisdicción, y defecto 
legal en el modo de proponer la demanda, fundada esta 



última en la inapli Mlidad de la ley 181) oit cuanto 
sólo es aplicable cuando se demanda la expropiación 
directa contra el propietario y no cuando este demanda 
su propia expropiación y en el que aparece como cues- 
tión previa si el actor es en realidad dueño del inmue- 
ble y si la autoridad ndminislrnliva ha ocupado o no 
la propiedad, cuestión que por su naturaleza corres- 
ponde al procedimiento ordinario. En este escrito no 
se plantea cuestión constitucional alguna — fs. 34 — . 

Que esta excepción, única qae liace al cuso, admi- 
tid ¡i por el Kr. juez de primera i n Rancia fué rechaza- 
da por ta cámara it-qittt por considerar que la cuestión 
de fondo planteada era ajena a ta naturaleza fie la 
excepción dilatoria y al actual estado del juicio y en 
el escrito de demanda se habían observado las forma- 
lidades substanciales —IV. 48— por lo que bajó el ex- 
pediente a primera instancia, se señaló audiencia a fin 
de "determinar precio y liase de la expropiación" 
— fs. G'0 vía. — ; la* partes tic común acuerdo pidieron 
fuera postergada la audiencia por encontrarse en vías 
de arrcplo — fs. 02 — realizándose posteriormente la 
audiencia — fs, (i(í — el ador designó perito, la deman- 
dada se opuso y solicitó el rechazo de la demanda fun- 
dada nuevamente en la improcedencia del régimen de 
la ley 1SÍ!. í)n esta oportunidad tampoco se planteó 
cuestión consliUcional alguna. 

Que el Sr. juez de primera instancia rechazó la 
demanda por considerar que no correspondía seguir el 
procedimiento de la ley 18ít — fs. 72— pero el tribunal 
a-quo revocó la sentencia — fs. 98 — ordenando se con- 
vocase a nueva audiencia por considerar que 1 'uparte 
de la justificación de dominio a que se refieren los 
instrumentos de fs. 1, 2 a 5 > 17, la Municipalidad 
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demandada ha consentido el auto que convocó a ella y 
a la otra parte para "determinar precio y bases de la 
expropiación*', aceptación ésta hecha de común acuer- 
do con la contraria, importa en verdad no oponerse a la 
expropiación, correspondiendo en tal caso seguir úni- 
camente adelante el juicio [tara la determinación de 
tas Indemnizaciones correspondientes, o sea el justo 
precio del terreno; que es ésta la finalidad a ime se 
pretende llegar con el procedimiento usado no ohstan- 
do para su adopción ningún interés de orden público," 
Que vuelto el expediente a primera instancia se 
realizó la audiencia a fs. 1LÍ3, en ella la demandada se 
abstiene de designar perito, dice que considera nulo y 
sin ningún electo toda diligencia que se realice, que 
deja a salvo sus dcrcciios fiara accionar por vía ordi- 
naria por nulidad del juicio, repetición de lo pagado 
y las costas y daños y perjuicios; que el procedimien- 
to de la ley 1SÍJ, aplicado, es violatorio de las garan- 
tías constitucionales de los arts. 17 y 18 de la Consti- 
tución Nacional; se continúa Ja secuela del juicio y 
el Hr. juez de primera instancia dicta sentencia con- 
denando a la municipalidad demandada, con costas, 
dejando a salvo los derechos que se ha reservado — fs, 
IüJ— de cava sentencia apelan actor y demandada y 
ésta en la expresión de agravios insiste en la cuestión 
constitucional. 

Que rechazada a f's. 185 la recusación de los voca- 
les de la cámara n-atto ésta dicta la sentencia recurrida 
a fs. l!Jti ( confirmatoria de la de primera instancia, 
estableciendo i¡uc renovándose las cuestiones ya re- 
suellas no pueden ser consideradas en la sentencia y 
que el recurrente debió circunscribir sus agravios al 
monto fíe la indemnización fijada, agregando, a mayor 
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abundamiento, otras consideraciones de carácter pro- 
cesal con referencia a sus resoluciones anteriores y a 
la extern poranei dad de las defensas opuestas. 

Que estos antecedentes demuestran la improceden- 
cia del recurso extraordinario interpuesto. El caso fe- 
deral debo ser planteado en el primer escrito en que 
se señala la cuestión sometida a la resolución judicial, 
pues si no se plantea en la primer oportunidad posi- 
ble aparece como el resoltado de una reflexión tardía 
o de una mera ocurrencia nacida después de la solución 
adversa del punto discutido —Fallos; 188, 4S2; 190, 
"A72 y los citados en ambos; lí)4, 50í>; 1Í16, 604. Es lo 
que sucede en el presente caso: la demandada adujo 
la inapiieabilidad del procedimiento 'sumario en su 
primer escrito de fs. 14, rechazadas sus pretensiones 
por ta Cámara Federal — fs. 48— renovó la cuestión 
en la audiencia do fs. íiíi y nuevamente fué rechazada 
por el triljnal — fs. Í>S— y recién cuando insiste por 
tercera vez, después de dos resoluciones contrarias, 
plantea la cues' 5n federal en la audiencia de fs. 123. 
La inoportunidad es patente; la repugnancia del pro- 
cedimiento sumario con las garantías constitucionales 
pudo y debió ser planteada en el momento en que se 
discutía su aplicación, no cuando el punto bahía sido 
ya resuolí Tan es así, que la sentencia recurrida es- 
tablece en forma categórica que el punto discutido 
había sido ya resuelto en Jas resoluciones anteriores, 
por lo que no procedía su consideración, cuestión de 
carácter procesal que también buce improcedente el re- 
curso extraordinario —Fallos: 18b\ 41 ; 1SS, 5; 189, 149; 
191, 456; 19S, 2Ó3 y 458—. 

Por estos fundamentos, oído el Sr. Procurador 
General de ta Nación, se tícela ra improcedente el recur- 
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so extraordinario, Notifiques» y devuélvanse, debiendo 
ser repuesto el papel en el juzgado de origen. 

ROHKRTO IÍEFETTO — A N TON 10 Sa- 

bakna — B. A. Nakau Ancuo- 
1:1 n a — K Ramos Me.tÍa — 
T. I>. Casares. 



AbmMffiB® SALINAS v. CAJA DE .JUBILACIONES 
DE EMPLEADOS DE EMPRESAS PARTICULARES 

JO RI LACIOS DE PIMPLE A RUS ¡W EMPRESAS PARTICULA- 
RES: Beneficios varios. 

Para la procedencia de los beneficios pre vistos en el art 
1K di* la ley 11.110 no basta qnf no se ejerza ó nsiifriic- 
toe el derecho a un benef T eÍn mayor sirco que es nei'eiüirio 
t\\iti na se tenga o haya tenido derecho a obtenerlo. 

JO ti ! LACIOS DE EMPLEADOS VE EMPRESAS PARTICULA- 
RES: RéntficUf* varios. 

Ff afiliado a \n Gaja de la ley 41.1 10 pe teniendo dere- 
cho a la jubilación por invalidez prcvisui en die.hu ley 
optó jvir l;i mayor que ya disfrutaba cuiio afiliado de 
un montepío provincial, no tiene derecho a «htoner los 
benefieiüs estabteoídoa en el art. 18 de !a ley 11.110. 

DtOTAJUBN DEL PROOURADOR QbNMEUL 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario procede por haberse 
puesto en tela de juicio la interpretación de disposicio- 
nes de !a ley 11.110 ron relación a servicios prestados 
en una empresa qae ejoree actividades fuera de la Ca- 
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pital Federal (IG9, 219; 172, 207; 188, 397; entre otros), 
jp ser la Bentencia definitiva contraria al derecho invo- 
cado por ta recurrente. 

D. Alejandro Salinas solicitó een focha agosto de 
1938 jubilación por invalidez, haciendo saber que es- 
taba jubilado en el Montepío Civil de la Provincia de 
Buenos Aires, por lo cual, en oportunidad optaría en- 
tre ambos beneficios. Cerno surgieran dudas acerca del 
carácter de esa opción, emplazóse al interesado para 
que expresara si la formulaba en forma definitiva (fs. 
19), y éste expresó lo que surge de la diligencia de 
fs. .2 vta. 

En la inteligencia de que ello importaba optar por 
la jubilación de la ley 11.110, se le concedió el beneficio 
solicitado (marzo 9/939) ; pero como Salinas aclarase 
haber optado por la jubilación del montepío provin- 
cial —que era mayor— la Caja dejó sin efecto lo re- 
suelto anteriormente (junio 15/939, fs. 24, 26 vta. y 
28 vta.). 

Casi cuatro años más tarde —abril de 1943— Sa- 
linas solicitó el beneficio del art. 18, inc. 2' de la ley 
' 110, o sea im mes de sueldo por cada año de servi- 
■ gs; lo que fué denegado por la Caja fundándose en 
que con lo resuelto había cosa definitivamente juz- 
gada (ÜL 46). Esa resolución lia sido revocada por un 
juez en lo civil (fs. 64), y con tal motivo se trae recur- 
so extraordinario para ante V. E. 

A mi juicio, la Caja esta en lo cierto. El art 18, 
u, interpretar, dispone que los empleados u obreros 
despedidos en ciertas circunstancias, gozarán de loa 
beneficios que enumera en sus tres incisos, sí por la 
misma ley "no tuvieran derecho a un beneficio mayor". 
Justamente ése es el caso de Salinas: tuvo derecho a 
un beneficio mayor -± jubilación por invalidez— y re- 
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nuncio al mismo en razón do interpretar que no era 
acumulablo a la jubilación provincial. Como loa diver- 
sos beneficios que acuerda ia ley 11.110 son excluyen- 
tes entre sí, la renuncia a la jubilación por invalidez 
importó desvincularlo de la Caja, 

Kn mi dictamen de lebrero 14 de 1ÍM1 {Tamburini 
V. Caja) tuve oportunidad de estudiar una situación 
en cierto modo similar a la presente, llegando a las mis- 
mas conclusiones; y V. K., en sentencia de marzo 14 si- 
guiente, liii.o suyos los fundamentos de dicho dictamen 
(181), 

Por todo lo expuesto, soy de opinión que corres- 
ponde revoca? el fallo apelado obrante a fs. 64 en cuan- 
to pudo ser materia de recurso. — Buenos Aires, se- 
tiembre ¡j de l!U*. — Juan Alvar* s. 



KA LUI !)F, LA rOKTK SUMtKMA 

Buenos Airen, 4 de octubre de 1944. 

Y vistos: lo,- aillos "Salinas Alejan* 1ro, solicita 
beneficio de la ley n T 11.110", venidos por vía del re- 
curso extraordinario, y 

Considerando; 

Que la oportunidad en que Salinas efectuó la op- 
ción del art. :íS de la ley n* 11.110 (fs. 22 vta. y acla- 
ración fs. i2f¡ vta.) determinó el estatuto legal aplica- 
ble, «estableciéndose definitivamente su situación fren- 
te a la Cuja. 

Que los beneficios del art. 18 de la ley n' 11.110 
sólo alcanzan a quienes no ííenen derecho a otro mayor 
(primera parte del misino). 
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Que la renuncia ul beneficio mayor tic la jubila- 
ción no da derecho a los que acuerda o\ citado urt, 18 
porque lo que cuta disposición le*ral exige para que sus 
beneficios sean acordados no es que no se ejercite o 
usufructúe el derecho a un beneficio mayor, sino que 
no se tenga o haya tenido derecho a obtenerlo. 

Por ello; de acuerdo con rl preecdenle dictamen 
del Sr. Procurador G ene ral y la doctrina sustentada 
por esta parte í» reí C. S. 139-120, se revoca la sen- 
tencia apelada de fs. ÍÍ4 on cuanto pudo ser materia 
de recurso. 

Hágase saber y devuélvanse al tribunal de pro- 
cedencia. 

Roberto Bepetto — A N TON 10 Sa- 

ÜARNA — B. A. XaZ\IÍ ANCIIO- 

rena — F, Ramos Mejja — 
T. B. Casares, 



PKRROCARPJL OESTE v. PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES 

FKRROCA HRILKS : Contribuí ianrtt, iw puertas y tw. Contriim- 
rión de mejoran. 

De acuerdo a lo dispuesto cu el art, l g d« la ley 10.657 
el término "estación* 1 sólo comprende el edificio para 
pasajeros y las de pea tiendas necesarias c india pe usables 
para llenar su objetivo tmis inmediato, y el pairo del 
afirmado por laa empresas ferroviarias delu» limitarse al 
correspondiente al edificio de la estación en la extensión 
de. su andén, eou éxelu&ión de los anexos y talleres (*). 



(i) Kn I:i misma f«ttn fiiú resootio en iífimt sentido el juicio 
mjguido ontro Ih.h mininas parto* por repetición do f 211.ÍI4 %. (Ex- 
podiente letru K., n» 205). 
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FALLO l)K LA COH'iK SUNtHUA 

Buenos Aires. 4 de octubre do 1944, 

vistos; Los seguidos por el Ferrocarril Oeste 
contra la Provincia ile Buenos Aires por cobro de pe- 
sos, de cuyo estudio resulta: 

t¿ue a fs„ 9 se presenta don Anselmo F. López 
por la Empresa del Ferrocarril Oeste de Buenos Aires 
Ltda., iniciando juicio contra la Provincia de Buenos 
Aires por cobro de Ja suma de $ ,'¡94,(55 m/n., con sus 
intereses y las costas del pleito. 

Fundo la demanda en los siguientes hechos: 101 
(Jobierno tic la Provincia de Buenos Aires, hace varios 
años, do acuerdo i\ la ley de bonos de pavimentación 
núm. :íí>!)4 procedió a la pa vi ni en f ación de las calles 
Cosmopolita y Leandro X. A km desde Rivadavia y 
República basta Industria, on la localidad de ITacdo, 
Frente a esas calles se extiende en parte la estación 
Jlaedo de su represen luda. Para mejor comprensión 
del caso acompaña el croquis núm. 17ó6:j E. donde se 
indican tas calles citadas y la estación del ferrocarril 
existente en el lugar. AI recibir la liquidación del afir- 
mado eonstruído, su representada observó el monto 
que se le asignaba, expresando que se habían compu- 
tado erróneamente como sujetos al gravamen terrenos 
que debían ser excluidos por estar destinados a la ex- 
plotación y exentos de todo impuesto por la ley 10.657. 
Como consecuencia de esa observación la empresa re- 
ducía la liquidación en la suma de $ l.!t41,<)ü m/n. 
Acompaña copia de la nota respectiva con que se inició 
el expediente. No obstante las razones expuestas en 
esa oportunidad, el (¡obierno no hizo lugar a la recia- 
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marión deducida por decreto de 17 de febrero de 1936 
y exigió a su mandante el pago do la cuenta núm. 1739 
sin rebaja alguna. Para evitar gastos e inconvenientes 
de una acción judicial la empresa abonó la cuenta bajo 
protesta y con reserva de su derecho a reclamar la 
devolución oportunamente. En consecuencia, pagó los 
nuevo servicios que se le exigían de la cuenta núm. 
1739 por un importe de $ 6.382,53 m/ih, satisfaciendo 
además las multas y gastos causídicos. La cantidad que 
demanda en este acto corresponde a la parte de esos 
servicios que su mandante se considera exenta de abo- 
nar, en virtud de referirse a terrenos liberados de todo 
gravamen por la ley 10.657. 

En el plano que presenta se indica con rayas en 
amarillo la fracción de terreno afectada por la cuenta 
núm. 1739 que su mandante estima libre de gravamen, 
pues la estación Haedo en su frente sobre la calle Cos- 
mopolita termina varios metros antes de la calle Riva- 
davia. La ley 10.657 impone a las empresas la cons- 
trucción de pavimentos sólo en la extensión de las esta- 
ciones. Cita en su apoyo el fallo de esta Corte del tomo 
158, pag. 249. En el caso de autos frente a los pavimen- 
tos referidos se extienden terrenos de la empresa don- 
de no se levanta estación alguna. Cita la ley 531 5 f 
art. 8', y 1' de la 1().C¡57. Hace mérito de la discusión 
parlamentaria de esta última en que se ha definido 
lo que debe entenderse por estación. 

A fs. 16 bis so tiene por acreditada la juris- 
dicción originaria y se corre traslado de la demanda, 
que contesta el Dr. José A. Quirno Costa en repre- 
sentación de la provincia demandada, pidiendo su 
rechazo con costas. Dice que sobre el alcance del pago 
de adoquinado que afecta n laa estaciones y a los di- 
versos ferrocarriles que corren por, la provincia, se 
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han presentado ante la administración provincial va- 
rias empresas ferroviarias, entre ellas la aetora. En 
todos los cnsos la provincia lia rechazado Jas recla- 
maciones conforme u la opinión de sus técnicos y ase- 
sores. Transcribe a continuación el informe de la Ofi- 
cina de Catastro y Pavimentación expedido en la re- 
clamación de la actora, del que resulta que no hay nin- 
guna razón especial para excluir la fracción rayada de 
la zona que corresponde clasificarse como terreno que 
pertenece a la estación Haedo. Cita varias definicio- 
nes de la palabra estación, que le permiten clasificar 
la fracción rayada como terreno anexo a la zona esta- 
ción, pues está situada precisamente en las adyacencias 
mismas del andén; contiene dentro, de su perímetro 
una garita, un tanque y una grúa, elementos o cons- 
trucciones que corresponde considerarla como anexos 
a los edificios y partes constitutivas do la estaeión, 
aparte de que con ellos forma un solo block e¡ relias- 
en pi o por calle. 

A fs. 30 vta. se abre la causa a prueba, produ- 
ciéndose la que indica el certificado de seeretarta de 
fs, (ifí. A fs. G8 y 71 corren los alegatos de la adora 
y demandada; a fs. 76 dictamina el Sr. Procurador 
General acerca de la procedencia de la jurisdicción ori- 
ginaria y a fs. 7G vta. se llama autos para definitiva. 

Y considerando: 

1" — Que como lo dice la demandada en su alegato, 
ta cuestión que se debate en este juicio se reduce a la 
interpretación que se asigno al vocablo "estación" a 
los efectos de la ley 10.66T, en cuanto pone a cargo de 
las empresas la tasa de pavimentos en la proporción 
que corresponde a las estaciones del ferrocarril, fren- 
te a las cuales se construyen. 
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2* — Que de la prueba pericial del ingeniero Fede- 
rico S. Terrero, resulla que los andenes y edificios de 
pasajeros de la estación Haedo se hallan lucra de la 
zona rayada en amarillo del plano núm. 17563 E. agre- 
gado a los autos. 

Que la interpretación del nrt. V do la ley 10.657 
lia sido fijada por esta Corte (Fallos: 158, 244; 181, 
388; 184, 23; 189, 394 y 414; 191, 125; 193, 77 y 365; 
y 105j 330) en el sentido de que el término "estación" 
sólo comprende el edificio para pasajeros y las depen- 
dencias necesarias e indispensables para llenar su ob- 
jetivo más inmediato, limitándose el pago al afirmado 
correspondiente al edificio de la estación, en la exten- 
sión de su andén, can exclusión de los anexos y ta- 
lleres. 

3* — Que esa interpretación, que la demandada im- 
pugna fundándose en la discusión parlamentaria a que 
dio lugar el proyecto de la ley 10.657, hállase de acuer- 
do con lo que reBulta de los fundamentos del mismo 
y de su texto, así como del resultado de la modifica- 
ción aprobada cu diputados y suprimida después en 
el Senado. 

En efeeto, con el proyecto de la ley 10.657 se ten- 
dió a aclarar — aun cuando en realidad se modificó, 
Fallos: t. 134, pág. 57 ; t 144, pág. 93; y t. 183, pág. 
190 — . el art 8' de la ley 5315, como resulta del enca- 
bezamiento del despaelio de la Comisión de la Cámara 
de Diputados (v. Diario de Sesiones, año 1917, t. 6, 
pág. 33) que dice: "Vuestra comisión de legislación 
ferroviaria lia estudiado la solicitud presentada por 
los representantes de las empresas de ferrocarriles 
acogidas a la ley 5315, pidiendo la aclaración del art. 
8* de la misma*'. El miembro informante de la Comi- 
sión, Dr. Arce, se refirió a la interpretación judicial 
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a que dtó lugar el citado artículo; agregando, que en 
el despacho presentado a la consideración de la Cáma- 
ra "lia sido tenida en cuenta ta opinión de las empre- 
sas ferroviarias que eran las que solicitaban la acla- 
ración, y que los abogados de las mismas lian mani- 
festado su conformidad con la redacción que la comi- 
sión ua dado al despacho"... Por eso dice el art. 1* 
do la ley 10.657: "La exoneración de impuestos esta- 
blecida en el art. 8* de la ley 531 5, comprende además 
de ios impuestos propiamente dichos, las tasas, contri- 
buciones o retribuciones de servicios» cualquiera que 
sea su carácter o denomin... ¡ón, con las siguientes ex- 
cepciones: V Provisión efectiva de agua corriente y 
servicio de cloacas; y 2* Contribución de pavimenta- 
ción on las plantas urbanas, en la proporción que co- 
rresponda por las estaciones", », 

En la discusión del despacito, el diputado líungo 
propuso que no se hiciera unu enumeración tan res- 
trictiva de las tasas. Y f a ese objeto, agregar después 
do "estaciones" las palabras "sus anexos y talleres". 
Muchas veces, dijo, una estación es un rancíate mise- 
rable y en cambio puede haber galpones considerables 
para depósitos y vastos terrenos para la evolución de 
los trenes que ocupan una extensión grande y que exi- 
gen del municipio un servicio costoso de alumbrado, 
de pavimentación y de limpieza (v. pág. 342 del citado 
año y tomo). La Cámara aceptó el agregado. Pero 
remitido al Senado el proyecto aprobado por la Cáma- 
ra de Diputados, ta Comisión del Senado suprimió el 
agregado "sus anexos y talleres" después de "esta- 
ciones" (v. Diario de Sesiones del Senado, año 1918, 
t. 1, púg. ,'¡34 y síglcs.). El senador del Valle Ibarlucea 
insistió en que se mantuviera el agregado del diputado 
Bungc, el que había sido suprimido en el despacho de 
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la Comisión del Senado. El senador García, que parece 
no haber entendido bien el despacho de la Comisión, 
dijo: "Es odioso que un ferrocarril, riquísimo, un po- 
tentado, como por ejemplo el del Tigre, que es el ferro- 
carril que da más en el mundo, no pague por el frente 
de su estación edificada sobre una calle"... "no me 
refiero a las largas calles paralelas a la vía, sino ex- 
clusivamente al frente edificado de las estaciones ur- 
banas". Aprobado el despacho de la Comisión que su- 
primió las palabras "sus anexos y talleres", volvió el 
proyecto a la Cámara de Diputados, la cual después 
de una larga discusión <v. Diario de Sesiones, año 
1919, t. 2, pág. 281 y sigtes. sesiones de julio 30, 31 y 
agosto 6, 8 y 13) aprobó el texto del Senado, que es 
el de la ley 10.657, sin el agregado propuesto. 

4* — Que eualqniera sea el concepto de los autores 
citados por la demandada, acerca del vocablo estación, 
y del que expresa el diccionario de la Real Academia 
Española (8* acepción: En los ferrocarriles, sitio don- 
de habitualmento hacen parada los trenes y se admiten 
viajeros o mercancías j 9' i Edificio o edificios en que 
están la oficina u oficinas y dependencias de una es- 
tación del ferrocarril) lo cierto es cuál ha sido el espí- 
ritu de la ley, que resulta patente de los antecedentes 
parlamentarios antes referidos, a cuya luz esta Corte 
ha fijado su sentido. 

5* — Que la cantidad reclamada, no ba sido obser- 
vada, y hállase comprobada en la pericia de fs. 49. 

Por estos fundamentos se hace lugar a la deman- 
da y, en consecuencia, se condena a la Provincia de 
Buenos Aires a devolver a la empresa del Ferrocarril 
Oeste de Buenos Aires Limitada la suma de pesos tres- 
cientos noventa y cuatro con sesenta y cinco centavos 
moneda nocional, con sus intereses desde la notifica- 
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cióu do la demanda, dentro del plazo de treinta días, 
y a pagar las costas del juicio. llágase saber y repues- 
to el papel, archívese. 

Roberto Rkprtto — . Antonio Sa- 

GARNA — Jí. A. NaZAR AnCIIO- 

rena — F. Radios Mejía — 
T. D. Casares. 



STOCKEIl Y CIA. v. RACION ARGENTINA 

CONSTITUCION NACION AL: Conslitunonalidad e invonstitucio- 
mlúluü. Decreto» nacionales. Aduann. 

£1 decreto del 18 de julio de 1925 en cuanto fija las 
carácter ¡simas del papel común para diario exonerado de 
derechos de importación, no es viofatorio del art, 86, in- 
ciso 2*, de la Constitución Nacional ('). 

ADUANA: Importación. Libre de derechos. Papel. 

ha circunstancia de que el papel importado haya sido 
empicado en la impresión de un diario no basto para 
liberarlo del pago de derechos de importación si no reu- 
nía loa requisitos exigidos por el art. 13, 2" parte, del 
decreto del ltí de diciembre de lí)32, vigtnte en la época 
de la introducción, o por el decreto del 18 de julio de 
10f!5 a que aquél se refiere. 



MUNICIPALIDAD DE VILlAGUAY v. CIA. SUIZO 
ARGENTINA DE ELECTRICIDAD, a A. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones anteriores a ta sentencia definit iva. Juicios de 
mpremio y ejecutivo. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que manda llevar adelante el juicio de apremio 
por una suma que uo alcanza a la mitad del crédito que 
la ejecutada afirma tener contra la actora, circunstancia 
que permitiría evitar una ejecución efectiva. 

(i) 6 da octabru do 1M4. Fallos: 183, 51. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamento* no federales o federales consentidos, 
Fundamentos de orden común. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
cuestiones que, si bien hnn sido propuestas por vía de la 
invocación de diversos principios constitucionales, se re- 
suelven por interpretación de cláusulas de una concesión 
local otorgada a la recurrente. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias ron fundamento» no federales o federales comentidos. 

Para que una sentencia pueda ser considerada frustrato- 
rio del derecho federal invocado por el recurrente, es ne- 
cesario que en lo que resuelve respecto de Ies aspectos no 
federales de] pleito sea insostenible, tendenciosa o eviden- 
temente insuficiente para sustentar la decisión recu- 
rrida. 



Dictamen del Pkocuradoh General 
Suprema Corto: 

Traídos a la vista los elementos de criterio a que 
aludí en mi dictamen del íi de agosto último (fs. 147), 
paso a referirme a la cuestión federal planteada. Des- 
de luego, conceptúo admisible el recurso extraordina- 
rio, pues se lia puesto en tela de juicio la constitucio- 
nalidad de atribuciones ejercitadas por una autoridad 
local aplicando disposiciones locales, y el fallo defini- 
tivo resulta favorable a la vulidez de esas disposiciones. 

Tráüise, como dije, de multas aplicadas por la 
Municipalidad de Villaguay a una empresa concesiona- 
ria del alumbrado público en dicha ciudad — la Cía. 
Suizo-Argentina de Electricidad, S. A. — por un mon- 
to total de $ 53.760 (planilla de fs. 1). Sostiene ía com- 
pañía que esas multas, caso de ser procedentes, — y 
niega lo fueran — , sólo podrían habérsele impuesto por 
la justicia ordinaria, pues así se pactó en el contrato 
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de concesión (art. 53); y también, qne la Municipali- 
dad le aplicó arbitrariamente las inultas, buscando 
compensar así parte de una fuerte deuda anterior por 
alumbrado (fs. 34 y 127). Para decidir el punto corres- 
ponde referirse a los términos del contrato, pues la 
cuestión de si el Código de Procedimientos de Entre 
Ríos concede o no fuerza ejecutiva a multas de! tipo 
de las que motivan el pleito, resuelta asimismo por los 
tribunales locales, no es revisible en esta instancia, y 
tampoco lo es, la de si f con arreglo a las leyes provin- 
ciales de Entre Ríos, la Municipalidad do Villaguay 
estuvo facultada para multar como lo hizo. 

Estudiado detenidamente el convenio Ileso a la 
conclusión do que las partes entendieron quedaba auto- 
rizada la Municipalidad de Villaguay para multar a 
la compañía en ciertos casos, sin perjuicio di* que esta 
última acudiera a lo* tribunales en defensa de su dere- 
cho .si lo conceptuase lesionado. Inequívocamente, se 
incorporó al contrato la ordenanza de 14 do junio de 
1928 (promulgada el 15), cuyo nrt. 15 previene: 'Mas 
infracciones a los requisitos y disposiciones de esta 
ordenanza, o a tos accesorios que dicte el Departa- 
mento Ejecutivo como reglamentación de la misma, 
serán penadas con una multa de veinte a doscientos 
pesos moneda nacional, según la gravedad de la falta, 
sin perjuicio de, proceder se a la suspensión del funcio- 
namiento de las instalaciones afectadas. La referida 
multa podrá repetirse al final de cada término acor- 
nado que transcurra sin cumplirse lo ordenado". Estos 
términos, concordantes con muchos otros de la conce- 
sión, no parecen conciliables con las demoras a que 
daría lugar el procedimiento judicial; aparte de que 
tampoco puede razonablemente interpretarse fuera in- 
tención de loa contratantes que cada falla de conexión 
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y hasta cada lámpara apagada {art 22), hubieran de 
motivar pleito especial y distinto. A mi juicio! esa 
es la inteligencia que corresponde dar al art. 53 del 
contrato. 

Ahora, las infracciones a que alude la planilla de 
fs. 1, i estaban realmente previstas y penadas como 
tales, en el contrato? Dicho de otro modo; ¿hubo una 
ley para las parles, a que se ajustaran las multas? 
De nuevo, fuerza es acudir al texto contractual. La 
Municipalidad imputa a la compañía (fs. 2 y 3) : a) te- 
nor en servicio 142 medidores de segundo uso (art. 5) ; 
b) tener en servicio 479 medidores sin el precinto co- 
rrespondiente (art. 33) ; c) haber omitido 715 tarjetas 
do anotaciones en otros tantos domicilios (art. 41); 
d) retirar 676 medidores sin autorización previa (art. 
36); e) instalar 676 medidores sin solicitar el contra- 
lor previo (arts. 33, 34 y 35). 

Cada una de esos infracciones ha sido penada con 
veinte pesos de multa, y es sumándolas todas, como se 
llega al total expresado más arriba. No considero obje- 
table el sistema de la acumulación, atento lo resuelto 
por V. E. en 179: 54, caso que guarda bastante analo- 
gía con el sub-judice. 

Ahora bienr el art. 5 del contrato (escriturado el 
12 de julio de 1H28, fs. 178) , provieue que "en ningún 
caso el concesionario podrá emplear máquinas y mate- 
riales usados" (fs. 186 vta.). El 33 (fs, 195, concor- 
dante con el 7* de la citada ordenanza de 14 de junio 
de 1928 ) t hace obligatorio el contraste y sellado previo 
de los medidores por la Municipalidad. El 41 (fs. 198 
vta.), requiere expresamente las anotaciones cuya omi- 
sión ha servido de motivo a la multa. La prohibición 
de instalar medidores sin permiso, está asimismo cla- 
ramente establecida en los arts. 34 y 35, y constituye 



26 



FALLOS DE LA CORTO SUPREMA 



una previsión elemental, en defensa de loa derechos 
de los consumidores tle energía eléctrica. La exigencia 
de permiso para retirurlos, integra al art. 36. No 
podría alegarse, entonces, que el contrato lia sido vio- 
lado por la Municipalidad; salvo, por supuesto, la cues- 
tión de hecho, o sea, la prueba de haber existido o no 
las infracciones, materia ajena al recurso. Creo que, 
en este caso, procede abrir opinión acerca de si las 
multas se ajustaron o no a las facultades reconocidas 
en el contrato, porque justamente sobre ello versa la 
cuestión federal planteada. 

Correspondo, en consecuencia, confirmar el fallo 
apelado en su parto recurrible. — Buenos Aires, se- 
tiembre 21 de 15)4.1. — Juan Alvares. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, fi de octubre de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada ** Munici- 
palidad de Vil Jaguay c/ Compañía Suizo Argentina de 
Electricidad S. A. - Apremio" en la que se ha conce- 
dido el recurso extraordinario a fs. 104 vta. 

Y considerando: 

Que corresponde en primer término decidir si el 
recurso extraordinario lia podido concederse en este 
juicio de apremio, aplicando al efecto la regla admiti- 
da por esta Corte, según la cual ello sólo es posible en 
casos excepcionales, en que ta sentencia de venta ape- 
lada causa agravio de imposible reparación ulterior 
—Fallos: 188, 28G; 198, 78 y los allí citados—. 

Que la jurisprudencia de esta Corte ha estable- 
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cido que tratándose de casos en que la irreparabilidad 
del agravio se hace derivar del monto de la condena, 
se requiero que el daño que de esa manera se produzca 
sea tal "que no quepa otro procedimiento para la de- 
fensa del derecho del litigante afectado que el recurso 
directo u esta Corte, pues de otra manera se habría 
encontrado el medio de .someter a la revisión de esta 
Corte la generalidad de las sentencias de apremio de 
los tribunales del país" —Fallos: 188, 244; v. también 
Fallos: 194, 401— . 

Que desde luego no es ése el caso de autos, como 
quiera que la suma cuyo pago se persigue — m$n. 
53.760 — no alcanza a la mitad del crédito que la recu- 
rrente afir nía tener contra la acto ra — memorial do 
fs. 129, a fs, 131— tosa que, en todo caso, permitiría 
evitar una ejecución efectiva, aun en ei supuesto de la 
exactitud de la insolvencia municipal, por lo demás no 
comprobada en el juicio. Es así aplicable la doctrina 
de los procedentes citados y en particular de Fallos: 

191, 104; conforme a la cual el recurso ha debido 
denegarse. 

Que por otra parte, y como lo pone de relieve el 
meditado dictamen del Sr. Procurador General, las 
cuestiones propuestas a esta Corte por vía de la invo- 
cación de distintos principios constitucionales, se re- 
suelven por interpretación y aplicación de cláusulas de 
la concesión local otorgada a la recurrente. Y como 
también lia tenido oportunidad de decidirlo esta Corte, 
no hay en ello cuestión federal susceptible de fundar 
el recurso extraordinario — Fallos: 179, 5; 1S4, 148; 

192, 308; 195, 383 entre otros—. 

Que además la aplicación que de las referidas dis- 
posiciones de la concesión local ha podido hacer la 
sentencia recaída en ta especie no puede encuadrarse 
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en los supuestos de frustración de un derecho federal, 
adn itidos con carácter también excepcional por la ju- 
risprudencia de esta Corte. A ese fin, en efecto, se 
requiere que el fallo, en lo que decide respecto de los 
aspectos no federales del pleito, sea insostenible, ten- 
dencioso o evidentemente insuficiente para sustentar el 
pronunciamiento recurrido, cosa que debe descartarse 
en el supuesto de autos — conf., Fallos: 19-¿, 220; 198, 
145, entre otros — . 

En su mérito se declara mal concedido el recurso 
extraordinario interpnesto a fs. 103. Hágase saber; 
devuélvanse los autos al tribunal de su procedencia; 
repóngase el papel en el juzgado de origen. 

Antón ra Sauauna — B. A. Nazati 
Anchorena — F. Ramos 
Mor a — T. D. Casabes. 



MUNICIPALIDAD DE CONCORDIA v. CÍA. NACIONAL 
DE PAVIMENTACION Y CONSTRUCCIONES 

RECUItSfl fXTIt AORTHN ARIO : Requisitos propios. Sentencia 
finttiva. Resu'uv.iflnes «nfíri.w* a Ut sentencia definitiva. Cuestione» 
de tompetemiu. 

Piopede o. reeurso «xtraordinnrío fundado en los arts. 
100 de la Constitución y 2, ine. 2', y 10 de la ley 48 
contra la ¿sentencia que, sobre lo base dp la inteligencia 
que atribuye a esas disposiciones, deniega el fuero fede- 
ral por razón de Ijí s personas invocado por el apelante. 

RECURSO EXTRAORDINARIO - Requisitos propios. Cuestiones no 
federales. Exclusión th las vtieftianrs de hecho. 

No pror-edn revisar por medio del repnrso extraordinario 
las pon chipiones de la sentencia apelada sobre la prueba 
de ]r nacionalidad y el domicilio de los litigantes, 
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RECURSO E X TItA O R DINA RIO: Requisito» propios. Cuestiones no 
federales. Interpretación de normas ¡f acto* comunc*. 

No es cuestión federal la que versa sobre la interpreta- 
ción de una cláusula contractual referente o prórroga de 
jurisdicción. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; Competencia federal Por 
las penónos; 

La circunstancia de que no a todos los integrantes de la 
sot-i'dad que invocó el fuero federal ratione personac 
corresponda el fuero federal por la misma causa, sino a 
unos por ser argentinos vecinos de distinta provincia y a 
otros por ser extranjeros, no obsta a la procedencia de 
dicho fuero. 



Sentencia m: Secunda Instancia 

Paraná. 1» d- abril de 1943. 

Y VÍSEOS; 

Cousi dentad 

I. — Que el caso sub-ej-amen di riere del resuelto por esta 
Sala en fecha de ayer, entre las mismas partes, porque en au- 
tos el litigio versa sobre derechos nacidos de un contrato, 
sujeto bajo ese aspecto al reamen del derecho común; en 
consecuencia resulta así configurada "la causa civil" a que 
se refiere el nrt. 2 de la ley 48 (Fallos de la Suprema Corte 
de Justicia de la Xaeión, t. í)5 pág. 3ü9; 181 págr. 142 y 
383 pág. 429). En el otro cuso la actividad en jue^o de la 
municipalidad adora, era en su carácter de poder público y 
en ejercicio de facultades derivadas de tal jerarquía; lo que 
excluía la revisión de la justicia federal, con arreglo a la 
doctrinn de la Suprema Corte en la materia (Fallos ts. 178 
pág. 243 y 188 pÁg, 82). 

TI. — Que no resulla en el caso de autos, que en virtud 
de una con vene ióu, la empresa concesionaria haya constituido 
domirilio especial, ni haya optado por la jurisdicción ordina- 
ria a loa efectos emergentes del contrato de con cesión. Los 
fundamentos expuestos por el a quo, en auspicio de esta in- 
terpretación son decisivo*. 

III. — Que no obstante ello tampoco procede el fuero 
federal en el caso suh judive, En fundamento de la excepción 
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articulada, se hace valer 1» distinta vecindad de las partea. 
La empresa concesionaria demandada es una sociedad colec- 
tiva; pnra la procedencia del fuero invocado que es de excep- 
ción, es menester qut; cada uno de los socios individualmente 
tengnn el derecho de demandar o ser demandado ante la 
justicia federal, con arreplo a lo dispuesto en el inciso 2" del 
art. 2 (art 10 de la ley 48). Invocándose una distinta vecin- 
dad y habiendo interpretado la Corte que tal locución debe 
entenderse referida n los argentinos (Fallos, ts. 41 pág, 207; 
67 pág. 384; lti6 pág. 2811 la excepción procedería si todos 
los integrantes de la ¡sociedad fiuran nacionales, lo que no 
acontece en el caso sub examen pues resulta de autos, que dos 
bocios son extranjeros y dos bou argentinos. En tales condi- 
ciones con arreglo a la doctrina de la Corte sustentada por 
el fallo publicado en el t. 178 pá^, 201 {La Ley t. 7 pág. 
407) no corresponde la invocación del fuero federal pues el 
alto Tribunal en dicho caso, análogo al de antea, textualmen- 
te expreso: "que es de aplicación al caso el art. 10 de la ley 
48 y por consiguiente sería necesario para que procediera 
Ja jurisdicción frderal por disünla vecindad que fueran ciu- 
dadanos argentinos vecinos de distinta provincia de la del 
actor "todos los componentes de la sociedad <h mandada (arts, 
8 y 10 y argumento del nrt. í>) "* y "que en el caso snb-judice 
no se cnetH ntran reunidos tales extremos ya (pie como lo re- 
conoce la sentencia recurrida, de la prueba agregada a loa 
autos resulta ipic don de loa ¡¡urmhrna d t la seviedud deman- 
dada son de nacionalidad extranjera''. 

Por ello se revoca el auto apelado. Con costas de ambas 
instancias a la «neiedad demandada que opuso la excepción. — 
Ardoy. — Aguüar Torres. 



DlCTAMP.N PEt. PllOOfRADOU GeNEKAIj 

( 'orle Suprema : 

Do las constancias de autos resulta: 

l f Qtto la presento demanda so futida on dispo- 
siciones *\A «loivchi» cuuiin y en las cláusulas dol con- 
tralo cid obrado por la Municipalidad do Concordia 
con la Cía. do Pavimentación y Construcciones; 
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2* Que do lo expuesto en el punto primero cabe 
admitir que la de autos es una "causa civil"; 

3* Que la actora —Municipalidad de Concordia- 
es vecina do la provincia donde se ha suscitado el pleito, 
y que los componentes de la sociedad colectiva deman- 
dada son vecinos de esta Capital Federal; 

4* Que la actora, es 7 ministerio legis, de naciona- 
lidad argentina, y que los componentes de la sociedad 
colectiva demandada unos son extranjeros {Luis iíozzini 
y Angel Figini) y otros argentinos (Santiago Picol y 
Edmundo Esteban Parodi); y, 

5* Que la excepción de incompetencia opuesta a 
fs. 57 se funda en que, dr acuerdo a lo dispuesto e n el 
art. 10 de la ley 48, cada uno de los componentes de la 
sociedad demandada tiene, individualmente, el derecho 
de sor demandado por la actora o do demandarla ante 
los tribunales nacionales; unos por razón de la diversa 
vecindad y otros por razón de la distinta nacionalidad. 

De todo ello so infiere que en el subdite procede el 
fuero federal por la distinta vecindad y nacionalidad 
do las partes, conforme a los términos del art, 100 de la 
Constitución Nacional, art. 2, ine. 2*), y 10 de la ley 48, 
y jurisprudencia establecida por el Tribunal en los casos 
que se registran en los ts. 90, púg. 104, y v2 l, p|g 4 207. 

Cumple advertir que la jurisprudencia de V. E. que 
se invoca en la resolución de fs. 345 (178 :lí)9), así 
como la r¡ue aparece inserta al t 186, pág. 330, no es do 
aplicación al presente porque en aquellos casos sólo se 
afirmó la procedencia del fuero federal por razón de la 
distinta vecindad de ios litigantes, lo que no autorizaba 
al Tribuna] a suplir la omisión de los excepcionanles o 
demandantes en el planteamiento de la cuestión de com- 
petencia. Dejo evacuada en estos términos la vista que 
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V. K. su ha servido conferirme, por excusación del Sr. 
Procurador General de la Nación. — Buenos Aires, 
agosto 10 de — Saúl M. Escobar. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Rueños Aires, 6 de octubre de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada "Municipa- 
lidad de Concordia v. Oía. Nac. de Pavimentación y 
Confracción — Cumplimiento de contrato (üein. 
Oíd.)", en la que se ha concedido el recurso extraordi- 
nario a fs. 352. 

Y considerando; 

(juo la demandada opuso a fs, 57 la defensa do in- 
competeiiL'ía de la jurisdicción locnl ante la que el pleito 
había sido iniciado, sosteniendo que correspondía el co- 
nocimiento en el mismo de la justicia federal ratione per- 
sonae. Fundó cotonees su derecho en los arts. 100 de la 
Constitución Nacional; 2, inc. 2', y 10 de la ley 48 entre 
otros, y siendo así que la sentencia apelada se pronuncia 
en contra del privilegio invocado sobro la base de la inte- 
ligencia que atribuye a los textos mencionados, el recurso 
extraordinario concedido es procedente, lo que así se 
declara — ennf., Fallos: 10S| 383 y Ion allí citados — . 

(¿iie conforme a lo decidido reiteradamente por esta 
Corte, ella carece de facultades para revisar, en los inci- 
dentes sobre competencia que lleguen a su conocimiento 
por vía del recurso extraordinario, ías conclusiones de 
los tribunales locales, subre la prueba de la nacionali- 
dad y el domicilio de lo* litigantes —Fallos: tí)3, 342—. 
Igualmente se ha declarado que salvo casos excepeio- 
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nulos, no constituye cuestión federal la que versa sobre 
interpretación de una cláusula contractual referente a 
prórroga de jurisdicción — v. sobre ambos puntos 
Fallos: 195, 383; esp. cons. 8*, en la pág, 394—. 

Que por aplicación de esta doctrina debe admitirse, 
con las sentencias dictadas a fs. 282 y fs. 345, que está 
demostrado que la sociedad colectiva demandada está 
integrada por cuatro personas, de las cuales dos sola 
argentinos y dos extranjeros, y que los primeros no 
están avecindados en la Provincia de Entre Ríos. 
Debe también tenerse por acreditado que "no resulta 
en el caso de autos, que en virtud de una convención, 
la empresa concesionaria haya constituido domicilio es- 
pecial, ni haya optado por la jurisdicción ordinaria". 
En cuanto al carácter de "causa civil* * del pleito, no 
aparece cuestionado expresamente en esta instancia y 
es por lo demás indudable — Fallos; 185, 429 — . 

Que la cuestión a resolver queda así reducida a la 
dilucidación de si en presencia de una opción amplia 
a la jurisdicción federal, como sin duda es la formu- 
lada a fs. 57, cabe denegarla sobre la buse de que no 
a todos los integrantes de la sociedad demandada les 
corresponda el privilegio del fuero por la misma causa, 
por ser unos argentinos, vecinos de distinta provincia 
—en el caso, la Capital — y otros extranjeros. 

Que, desde luego, los precedentes de Fallos 178, 
199 y 186, 330 no son decisivos. Pues como se lo dijo 
expresamente en el segundo, ¡n solución entonces adop- 
tada obedeció al alcance con que se invocó allí el fuero 
— sólo por razón de distinta vecindad — easo que no 
es el de autos. 

Que, por lo contrario, esta Corte ha declarndo que 
"invocada por la parte demandada la doble causal de 
nacionalidad y vecindad distintas, basta que se haya 
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comprobado cualquiera líe ollas para que surta el fuero 
federal" —Fallos: 148, 262; 193, 343—; que la vecin- 
dad del extranjero ua indiferente a los efectos de la 
competencia cuando litiga con un argentino —Fallos: 
1, 451; 193, 342—; que el art. 10 de la ley 48, aplicable 
a todos los casos posibles de pluralidad de actores o 
demandados fuera de la hipótesis de las sociedades anó- 
nimas, lia tomado como base pam conceder la compe- 
tencia federal, la nacionalidad o vecindad de todos los 
socios que forman la sociedad, sin consideración al do- 
micilio social —Fallos: 142, 169; 194, 93—'. Y por últi- 
mo, que en los supuestos de comunidad o sociedad que 
contempla el art, 10 do la ley 48, pnra Ja procedencia 
del fuero especial, basta que cada uno de los actores 
o demandados pueda demandar o ser demandado indi- 
vidualmente ante la jurisdicción federal —Fallos: 66, 
161; 67, 9— con arreglo a lo dispuesto en el art. 2, 
inc, 2*, de la ley 48, el que, como es notorio comprende 
tanto el caso de distinta vecindad como el de extran- 
jería. l*o r lo demás, si bien en casos no idénticos al de 
autjs, esta Corte lia aplicado la doctrina que informan 
los precedentes considerandos en Fallos 90, 124; 121, 
207 desechando la exigencia de la misma causa de afo- 
ramiento de los codemandados. 

En su mérito y de acuerdo eon lo díelaminado por 
el ¡Sr. Procurador General subrogante se revoca la 
sentencia apelada de fs. 345. litígase saber; devuél- 
vanse al tribunal de su procedencia; repóngase el papel 
en el juzgado de origen. 

Antonio Saoarxa — B. A. Razar 
Axciiokeka — F. Ramos 
Mejía — T. D. Casamos. 
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MUNICIPALIDAD DE CONCORDIA v. CIA. NACIONAL 
DE PAVIMENTACION Y CONSTRUCCIONES Y BANCO 
DEL HOGAR ARGENTINO HIPOTECARIO 

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal Por las 
personas. 

La circunstancia de que no a todos los integrantes de la 
sociedad míe invocó el fuero federal retiene persona t co- 
rresponda el fuero federal por la misma causa, sino a 
unos por ser argentinos vecinos de distinta provincia y 
a otro* por ser extranjeros, «o ohsta a la procedencia 
de dichi fuero. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia federal Por la» 
personas. 

La sociedad anónima domicíl : ada en la Capital Federal 
con sucursal establecida en el territorio de" una provin- 
cia, tiene derecho a exigir que la causa civil promovida 
contra ella por una municipalidad de dieha provincia 
tramite ante la justicia federal. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Por toa 
personas. 

El juicio que versa sobre el cumplimiento de una obliga- 
ción impuesta convcncionalmentc a la demandada — como 
la referente al depósito de la suma pactada como garan- 
tía de la buena ejecución de los trabajos— requerido 
después de contratado la obra pi'iblica que ha dado origen 
a] pleito, es decir depones dp haber pasado la oportunidad 
de! ejercicio de lae facultades de imperio de la entidad 
pública concedentc, es una causa civil. 



Seíntencia m Seo onda Instancia 

Paranó, 9 de abril de 1343. 

Y Vistos y Considerando: 

I. Que la Municipalidad de Concordia, medíante la de- 
manda de autos, persigue el cumplimiento de nna prestación 
económica a cargo de Jos demandados, estipulada en el con- 
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trato de concesión respectivo, como una garantía del cumpli- 
miento de tas obligar oues de Ja empresa adjudicuturiu de la 
construcción del pavimento en dicha ciudad, pactadas en aquel 
contrato. En definitiva: la Municipalidad aclara exige de los 
demandados el depósito de una suma, por una infracción incu- 
rrida por la empresa concesionaria en el cumplimiento de sus 
obligaciones contractuales, prevista en el contrato-concesión. 
Se arguye que ante la infracción de la concesionaria, la Mu- 
nicipalidad ha quedado habilitad» en virtud de la facultad 
conferida por el art. 3 de la Ordenanza-contrato N* 5966, a 
exigir extrajudieialmente de aquélla o del Banco fiador de- 
mandado el depósito reclamado pero habiendo mediado opo- 
sición de ambos a la conminación hecha y no hallándose inves- 
tida la Municipalidad de poder coactivo, recurre a la justi- 
cia, para obtener el cumplimiento de su resolución adminis- 
trativa. 

II. Que los demandados opusieron Ja excepción de incom- 
petencia, invocando el fuero federal en razón de la distinta 
vecindad de las partes (nrts. 2 ¡tic. 2 y 10 de la ley 48). 

III. Que corresponde destacar en primer término que 
no resulta en el caso de auto» que cu virtud de una conven- 
ción la empresa concesionaria haya constituido domicilio es* 
pecial, ni haya optado por la jurisdicción ordinaria a los 
efectos emergentes del contrato de concesión. Loa fundamentos 
expuestos por el a quo en auspicio de esta interpretación son 
decisivos. 

IV. Que para resolver el caso sub-examen es menester se- 
ñalar que si bien la Municipalidad adora obra en esta emer- 
gencia en virtud de facultades contractuales al intimar a Jos 
demandados el cumplimiento de una prestación cxigible por 
haber incurrido el concesionario en la infracción de una de 
las obligaciones a su cargo establecida en el contrato-conce- 
sión, lo real es que en definitiva la actividad coercitiva que 
pretende ejercer la Muircipslidad es inherente a su carácter 
de poder público; constituye una manifestación de su eobera- 
nía y es ajena en consecuencia a la esfera de derecho privado. 
Los términos en que se hulla concebido el art. 3 de la Orde- 
nanza respectiva ("en caso de incumplimiento*' "de las obli- 
gaciones", "<i nófo juicio de la Municipalidad" "bastará el 
simple requerimiento extra judicial" de ésta etc.) confi rman 
tal interpretación. En dichas cu nd te iones no resulta configu- 
rada "la causa civil" que justifique ln procedencia del fuero 
federal, que es de excepción, establecido en el art. 2 inc. 2 de 
la ley 48. Así lo ha resuello la Suprema Corte de Justicia 
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ue la Nación, en un caso análogo al de autos, en mfirito de 
fundamentos que corresponde reproducir por bu estricta apli- 
cación. Luego de fijar la naturaleza jurídica del contrato de 
concesión el alto tribunal expresa: "este juicio tiende a hacer 
efectivas las multas que ha impuesto la Municipalidad a la 
Compañía fundada en disposiciones del contrato de conce- 
sión —¡os arfe 16 y 34 que figuraban en las bases de la lici- 
tación bajo los números 15 y 33, y fueron aceptados por el 
concesionario— y en ól se discute el alcance de los mismos y 
as facultades que corresponden a aquella entidad adminis- 
trativa, todo ^o cual demuestra de un modo concluyente qoc 
no se trata de una causa civil como se requiere pora que pro- 
ceda el fuero federal" (Fallos, t. 178 pág. 243, La Ley, t, 7 
pag. 634). La similitud entre ambas situación*» aparece evi- 
dente. La Corte ratificó dicha doctrina en el fallo publicado 
en el tomo 188 pág. 82 (La Leu, t. 20, pág. 213). 

V. Que la aplicabilidad de la doctrina enunciada, en el 
caso mb~cxamen resulta incuestionable, porque en esencia trá- 
tase de la concesión de la organización do un servicio pú- 
blico, en que existe una verdadera delegación de la entidad 
admürstrativa en favor del concesionario (IÍiei^a, t. I, 3» edi- 
ción, pág. 307) del ejercicio de aquella parte de la autoridad 
indispensable para liaeer efectiva 1 'la remuneración de los 
capitales puestos a contribución en la realización de la rmprc- 
Ba pública (fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Na- 
ción en J. Ara., t- 13 pág. 640). En virtud de tal dclegac : ón 
es que el concesionario ejrree derechos propios de la autori- 
dad administrativa, como el cobro directo de la contribución 
a los administrados, hallándose investido m crédito de las 
prerrogativas y privilegios de un crédito fiscal (Ob. cit. pág. 
307 i La Ley t. 27 pág. 450). 

VI. Que aun en el supuesto que se admitiera que se 
tratara de la " causa civil" a que se refiere la ley 48, tam- 
poco procedería el fuero federal en razón de la distinta vecin- 
dad de las partes. La empresa concesionaria es una sociedad 
colectiva; para la procedencia de dicho fuero es menester, que 
cada uno de los socios tenga individualmente el derecho de 
demandar o ser demandado ante la justicia federal, con arre- 
glo a lo dispuesto en el inc. 2 del art. 2 íart. 10). Invocán- 
dose una distinta "vecindad" y habiendo interpretado la 
Corte que tal locución debe entenderé referida a los argen- 
tinos (Fallos, t& 41 pág, 207 ; (57 pág. 384; ltí6 pág. 281) la 
excepción procedería si todos los integrantes de ía sociedad 
fueran nacionales, lo que no acontece en el caso sub-examen 
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pues, resulta de autos, que dos socios son extranjeros y dos 
son argentinos. En tales condiciones, con arreglo a la doctrina 
de la Corte sustentada en el tullo publicado en el tomo ITd 
pág. 201, (La Lcy t t. 7, pág. 407) no corresponde la invoca- 
ción del fuero federal, pues el alto Tribunal en diehu caso, 
análogo al de autos, textualmente expresó; "qu* es de aplica- 
ción uí enso el art. lü de la ley 48 y por consiguiente sería 
necesario para que procediera la jurisdicción federal por 
distinta vecindad, uuc fueran ciudadanos argentinos vecinos 
de distinta provincia de lu del actor lodos los componentes 
dé la sociedad demandada (arts, 8 y 10 y argumento del art. 9) 
y "que en el ca&i sub-judicc no sa encuentran reunidos tales 
extremo» ya que romo lo reconoce la sentencia recurrida de 
la prueba agregada u los autos resulta don de los miem- 

bro* de ta sociedad demandada son dr, nacionalidad extran> 

VIII. Que tampoco es óbice a Ja conclusión expuesta el 
hecho de que una de las demandadas — el fiador — sea una 
sociedad anónima, con domicilio en la Capital Federal, porque 
no puliendo invocar el fuero federal su codemandada, la ex- 
cepción es improcedente, conforme a lo preseripto en el art, 
TO de la ley 48 (Conf. fallo de la Supremii Corte de Justicia 
de la Nación en La Ley, t. 4 p/ig. GGO). 

Por ello se revoca el auto apelado. Con las costas de ambas 
instancias a los demandados. — Ardoy, — Agilitar Torres. 



Dictamen del Procurador General 
Corto Suprema: 

I. Kn es le juicio, iniciado ante ios tribuna los de 
la Ciudad de Concordia (Pvcia. de Entre liíos) los de- 
mandados opusieron a fs. 39 y ül excepciones de in- 
competencia do jurisdicción de los jueces locales, en 
virtud de la diversa vecindad y dis tinta nacionalidad 
de las partes y corresponder así, según ellos, el cono- 
cimiento de la causa a la justicia federal. 

Habiendo sido decisión de última instancia con- 
traria al derecho que los demandados invocaron y fun- 
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daron en lo dispuesto en el art. 100 de la Constitución 
Nacional y art, 2\ ine. 2*, 9* y 10 de la ley 48 y ley 1407, 
ea evidente la procedencia del recurso extraordinario 
de apelación interpuesto por la representación conjunta 
do los demandados, de conformidad a los términos de 
los arts. 14 y 15 de la ley 48 (Palios; 115 :215). 

II. De las constancias de ñutos resulta: . 

1' Que la actora —Municipalidad de Concordia — 
es vecina de la provincia donde se ha suscitado el 
pleito; 

2 9 Quo Jos componentes de la sociedad colectiva de- 
mandada: "Cía. Nacional de Pavimentación y Cons- 
trucciones", son vecinos de esta Capital Federal ¡ 

3* Que la actora es, ministerio legis, de naciona- 
lidad argentina, y que los componentes do la sociedad 
colectiva demandada unos son extranjeros (Luis Boz- 
zini y Angel Figini) y otros argentinos (Santiago Picot 
y Edmundo Esteban Parodi); 

4' Que el Banco *'El Hogar Argentino Hipoteca- 
rio", también demandado» es una sociedad anónima 
con domicilio legal en la Capital Federal, en donde se 
halla radicada y funciona su directorio; y, 

5* Que las excepciones de incompetencia opuestas 
a fs. 39 y 61 se fundan : a) que de acuerdo a lo dispues- 
to en el art. 10 de la ley 48, cada uno de los componen- 
tes de la sociedad colectiva tiene, individualmente, el 
derecho de ser demandado por la actora o de deman- 
darla ante los tribunales nacionales: unos por razón 
de la divida vecindad y otros por razón de la distinta 
nacionalidad; y b) que de acuerdo con lo proscripto en 
el art. 9 de la ley 48, el Banco "El Hogar Argentino 
Hipotecario" tiene el derecho de ser demandado por 
la actora o do demandarla ante la justicia federal por 
razón de la distinta vecindad. 
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De todo ello se infiere que en el sub-judice proce- 
dería el fuero federal por la distinta vecindad y nacio- 
nalidad de las partes, conforme a los términos del art. 
100 de la Constitución Nacional, arls. 2\ inc. 2*, 9* y 10 
de la ley 48, y jurisprudencia establecida por el tribu- 
nal en los casos que se registran en los ta. 90, pág. 1*24; 
121, pág. 207 ; y 142, pág. 428. 

Cumple advertir que la jurisprudencia de V. E. 
ijue se invoca en el considerando VI de la resolución 
de fs. 292 (178 : 199), así como la que aparece inserta 
en el t. 180, pág, 330, no es de aplicación al presente 
porque en aquellos casos sólo so afirmó la procedencia 
del fuero federal por razón de la distinta vecindad de 
los litigantes, lo que no autorizaba al tribunal a suplir 
la omisión de los excepeíonantes o di mandantes en el 
planteamiento de la cuestión de competencia. 

til. Sólo resta examinar ahora si el caso ocu- 
rrente configura a los efectos del fuero federal, una 
"causa civil*', tal como exige el art. 2!, inc. 2 f de la 
ley 48, 

Contrariamente a lo que se declara en el consi- 
derando V de la resolución de fs, 292, el infrascripto 
considera que la relación de derecho existente entre la 
Municipalidad de Concordia y la Cía. Nacional de Pa- 
vimentación y Construcciones tío deriva de una "con- 
cesión de servicio público", sino de una concesión de 
obra pública". En efecto: como dice el Dr. Rafael 
Biklsa cu la IV edición de su obra sobre Derecho Admi- 
nistro ti rn, págs. 304 a 307, en la " concesión de servi- 
cios" el objeto es la explotación de servicios; mientras 
que en la "concesión de obra pública" el objeto es la 
construcción de la obra. "Cunado el Estado concede 
la construcción del pavimento en el dominio público, el 
fin de la concesión es la obra pública. El concesionario 
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sustituyo a la administración pública eonccdento y co- 
bra el pavimento al administrado (lo recauda); la con- 
tribución — en esto caso — tiene una naturaleza jurídica 
propia; os una contribución especial" (contribución de 
mejora: "spccial assessmcnt"), 

La caracterización del vínculo jarídico que existe 
entro la actora y demandados no hace, sin embargo, a 
la elucidación de la cuestión sub-oxamen, esto es, si en 
el caso media o no una causa civil, pues sea que aquél 
dimane de una concesión de servicio público o de una 
concesión de obra pública, lo cierto es que, por apli- 
cación de la doctrina que informa el fallo de V. E. que 
se registra en la pág. 429 del t. 183, ello no alterará la 
conclusión bascada, toda vez que para determinar si 
una causa e* tre el estado conccdentc y el concesionario 
tiene carácter civil en los términos del art. 2 f , inc. 2* 
de la ley 48, es necesario distinguir entre el acto de 
imperio que motiva la concesión, de los derechos y obli- 
gaciones que surgen entre ambas partes, en virtud del 
contrato. 

Ahora bien: a diferencia do lo que ocurría en los 
casos 178 : 243 y 188 : 82, ln demanda instaurada por 
la Municipalidad actora no tiene por fin el cumpli- 
miento de una disposición adoptnda por ella en ejer- 
cicio de los poderes de policía que siempre se suponen 
en toda concesión de servicio público (183 :429, consi- 
derando 3* tu fine) , es decir, no nos hallamos frente a 
una demanda que produce la efectividad de un acto de 
imperio, puesto que la actora simplemente persigue 
por parte do la empresa concesionaria el cumplimiento 
de una obligación establecida en el segundo parágrafo 
del art. 9* del pliego de condiciones y especificaciones 
de la licitación para la construcción de un número dado 
de calles de la ciudad de Concordia y de la cual fué 
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adjudieataria la Cía. Nacional de Pavimentación y 
Construcciones vale decir, se demanda a dicha compa- 
ñía y al Banco El Hogar Argentino Hipotecario para 
que, colectiva o individualmente, depositen el importe 
del 10 % del costo del pavimento contratado y cons- 
truido, en calidad de garantía de la buena ejecución 
de loa trabajos y conservación de la obra, conforme 
a la cláusula í>* del pliego de condiciones antes referido 
y a la ordenanza íiDoü que la modificó con el común 
acuerdo de las partes, y por la que su aceptó la fianza 
solidaría ofrecida por el mencionado Banco para ga- 
rantizar la obligación de la empresa constructora, del 
1U % del valor de las obras. 

Por todo ello, opino que la causa auh-Hte tiene 
carácter civil y que procede el fuero federal. 

Dejo evacuada en estos términos la vista que V. E. 
se ba servido conferirme, por excusación del Sr. Pro- 
curador General fté la Nación. Buenos Aires, agosto 10 
de 11)43. — Saúl M. Encobar, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, f> de octubre di* 1944. 

Y vista la precedente causa 'uratulada "Munici- 
palidad de Concordia v. Cía. Nac. de Pavimentación y 
Construcciones y Banco El Hogar Argentino Hipote- 
cario — Demanda Ordinaria'*, en la que se ba conce- 
dido el recurso extraordinario a í's. ^Ql. 

Y considerando : 

Que fou aplicables al caso, eu lo pertinente, los 
fundamentos vertidos por esta Corte, en la causa ea- 
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ratuladn "Municipalidad da Concordia v. Cía. Nacio- 
nal de Pavimentación y Construcciones, cumplimiento 
do contrato (Dem. Ord.)". Conforme a loa mismoB es 
menester considerar acreditados los extremos referen- 
tes a la nacionalidad y domicilio de las partes, que las 
sentencias recaídas en autos a fs, 222 y 292 declaran 
probados. Igualmente debe admitirse que no ha media- 
do constitución de domicilio ni prórroga de la jurisdic- 
ción federal que pudiera competer a los apelantes. 

Que cabo además desde ya decidir que no son ajus- 
tadas a derecho las conclusiones a que llega el consi- 
derando VI de la sentencia apelada de fs. 292, por ser 
ellas incompatibles con la doctrina del pronunciamiento 
del Tribunal a que se ha hecho referencia. 

Que en cuanto al considerando VII, corresponde 
igual solución, de acuerdo a lo ya dicho, a lo dispuesto 
en el a rt. 9 de la ley 48 ; y a la jurisprudencia de Fallos : 
142, 428; 188, 565. 

Que la de autos constituye una causa civil. Versa 
en definitiva -ubre el cumplimiento de una obligación 
impuesta conw neionalmonte a los demandados que se 
requiere después do contratada la obra que ha dado 
origen al pleito, ya pasada por consiguiente, la oportu- 
nidad del ejercicio de las facultades de imperio de la 
entidad pública concedente —Fallos: 183, 42!), con- 
sid. 4*—. 

Que a diferencia de los precedentes de Fallos: 178, 
243; 188, 82 en los cuales la facultad de multar que 
contempló el Tribunal tenía necesario fundamento en 
el ejercicio de poderes de policía que acompañan la3 
concesiones de servicios públicos —Fallos :183, 42í), 
consid. 3'— el caso de autos se vincula a un aspecto 
económico del contrato, difícil de relacionar con las 
atribuciones estatales basadas en las exigenc _s de la 
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nal mi f NCKuridnü, moralidad» conveniencia publica y 
bierictdur general, como no SO entienda tftftl (üilman con 
un alcance comprensivo del inmediato ínlcre* material, 
incompatible con la doctrina <M precedente arriba 
citado — eonf,, también, doctrina <lc VnlUwi Uto, 520; 
lí)8, 111 y la* sentencias dictmlim en br* mn*n* "Ferra- 
ri, Daniel flemente y otrtw v, IVttí, Unuvm" de 2H do 
tgOlto di 11)44 c "Inclín aspe lirio*,, l'cdro v. Junta 
Nacional de Carnes'* do septiembre 1* del corriente año, 
Kn mu mérito y por los fuiKlftfrK'fif om fiel precedente 
dictamen del Sr. Procurador (lene ral n librea u|e f se re- 
voca la resolución anclada de fw, tífóí, flflíín*e wberj 
devuélvanle los autos al tribunal de mí prmmkmm ; 
repon tfíme el papel en el ju/.Kudo fie origen, 

Antonio Haoaííím í*, A, Naza» 
AífelloitKWA - Y. Hamos 

UuIa — T, lí, í'a*a»kh. 
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Cajratti a la justicia federal vatuwfir m Itt mam «obre 
rí'fM-iií'ífíft de fn misario en nun'i'pfo d* eu/dríl judión de 
nfinijrtft«n fuiidncla pnr rl iotor r-n ^fie* M mfot*tot\& 
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y contraria a los arts. 1 ti y 17 de la Constitución Nacio- 
nal, con preseindencia de toda otra cuestión, aunque loa 
términos de la contestación a la demanda hagan necesa- 
rio examinar los consecuencias de la actitud observada 
por el actor frente a la determinación del monto de Bu 
contribución por las autoridades municipales. 



Sentencia de la Cámaha Federal 

Buenos Aires, 5 de mayo de 1944. 

Y vistos: Estos autos seguidos por la Sociedad Colec- 
tiva Lacroze linos, y Cía. contra la Municipalidad de ía Ciu- 
dad de Buenos Aires sobre repetición, y 

Considerando : 

Que la cuestión sometida a la consideración del tribunal 
es la relativa a la declaración de inconstitucional idad de loa 
pagos efectuados por la sociedad actora a la Municipalidad 
de la Capital en concepto de servicios y multas provenientes 
de la construcción de afirmados realizados dentro del plan 
establecido por una ley local. Se sostiene en la demanda, que 
dado el monto de los pagos efectuados, vulneran, a su juicio, 
disposiciones de la Constitución Nacional, por ser eoníisca- 
torios. 

Que al contestarse la demanda, la Municipalidad expresa 
lo siguiente: "Tanto el pavimento, ordenado previa licitación 
pública, donde s«> fijó el valor de esas ohrus, con a los cómpu- 
tos y prorrateos que se hicieron y aprobaron de acuerdo a 
la ley mu que fueran observados por los interesados en su 
tiempo ni después y el precio y las adjudicaciones, se hicieron 
de acuerdo a las claras y terminantes prescripciones de la ley 
7091 en vigencia y modificaciones posteriores en coda caso, 
por lo que en definitiva lo cobrado por ti» pavimentos, cuya 
legalidad y constitucional ¡dad se discuten en este juicio, ea 
perfectamente justo, legal y constitucional, no correspondien- 
do por ello estimar violados? los arts. 16 y 17 de la Consti- 
tución Nacional ni los 792 y 794 del Código Civil". 

Que el art, 10 de la citada ley, establece lo siguiente: A 
los efectos de los arts. 7, 8 y 9. las oficinas respectivas de la 
Municipalidad harán el cómputo de las superficies de las 
propiedades afectadas por la contribución y el prorrateo de! 
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valor del pavimente», y llamarán por avises publicados en los 
diarios de la Capital, dumute 15 días, para que los propieta- 
rios observen si hubiera errores en el cómputo o en el pro- 
rrateo. Las reclamaciones sólo se atenderán si se presentaran 
dentro de &e término perentorio y se tramitarán en la forma 
que establezca la intendencia. 

Que r ri esta situación, es indudahle que si por una de las 
disposiciones que contempla la ley 7ÜÍÍ1 se le fijaba a los 
propietarios un plazo dentro del cual podrían hacer valer 
sus derechos de reclamación por el monto do las cuotas a abo- 
narse, y si eso plazo ha podido o no transcurrir, se hace im- 
prescindible, a juicio del Tribunal, interpretar y aplicar la 
ley mencionada, para comprobar si los recurrentes han cum- 
plido enn tales prescripciones legales. 

Que ou el supuesto oue los plazos se hubieran excedido, 
no serta justo ni equitativo, ante la invocación por parle de 
la Municipalidad, de lu ley citada, que los actores, con mayor 
habilidad en el planteamiento de la demanda salven una si- 
tuación de morosidad y lu transformen en una posición bene- 
ficiosa, exclusivamente por el moro hecho de fundar su de- 
manda, en disposiciones de la Constitución Nacional y de 
ese modo evitar un pronunciamiento por paite de los jueces, 
sobre cumplimiento de plazos o coiulie iones cuya interpreta- 
ción pudiera sor adversa a sus pretcnsiones. 

Por ello, y porque la justicia federal carece de compe- 
tencia para la interpretación de las? leyes locales (véase falla 
de la Cnrte Suprema, t. 188 páj?. 494)» y dado que la facultad 
jurisdiccional para el conocimiento de una causa es de orden 
público y un requisito (*cncral y comprensivo de todos los 
juicios, pudicitrin oponerse en cualquier estado del mismn y 
declararse de oficio (Fallos, t. 132 t 230; 146, 4í>; 135, 164; 
151, 3124 en iro otros), se resuelve que la presente causa no 
competo al forro federa!. - — Joon A. González Calderón: con 
bu voto. — Varios del Campillo. — Ricardo Villar Palacio. — 
Eduardo Sarmiento, — Carlos Jhrrtro : en disidencia. 



Y vistos: La justicia federal carece de competencia par* 
la interpretación do las leyes locales (vóa-e fallo de la Corte 
Suprema, t. ISS. páj?. 4ÍM), y dado que la facultad jurisdic- 
cional para el conocimiento do una causa es de nrden público 
y un requisito ponera 1 y comprensivo de todos Ivñ juicios, 
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de oficio (Fallos t. 132, 230; 146, 49; 130, 164; y 151, 324 entre 
otros), se resuelve que la presente causa no compete al fuero 
federal. — Juan A. González Calderón. 

Disidencia del Dr. Carlos Herrera 
Considerando : 

Que la cuestión mencionada en la contestación de la 
demanda en forma inciden tul de que tanto el pavimento como 
la Iicil ación, cálculos y prorniteos se hicieron de acuerdo a 
disposiciones de la ley 7Ü91 sin que fueran esas operaciones 
observadas por loa interesados, no puede bastar para negar 
a esta causa el carácter netamente federal que le acuerda el 
lieeho de regirse espeeiatmenlc por la Constitución Nacional, 
art. 2» inciso 1» de la ley 43; máxime cuando esa referencia 
accidental no ha sido hecha valer pustfriormentc por la 
demandada ni en el alegato ni en la expresión de agravios, 
ni ha sido considerada por el juez al iVetar sentencia. 

Por ello y lo resuelto por la Corte Suprema en los casos 
de Cándido 8. Rucea contra la Municipalidad de la Capital 
(Fallos; 189: 393 y Jurisprudencia Argentina 74 r 629) y en 
el del tomo 186 pág. 314 y los allí citados ac declara la com- 
peten eia de la justicia federal y autos para definitiva eomo 
están llamados, — Carlos Herrera. 

Dictamen del, Procurador Oknkral 
Suprema Corte: 

Ante la justicia federal de esta ciudad los Sres, 
Lacrozc Unos, y Cía. demandaron a la Municipalidad 
de la Capital por devolución de sumas cobradas en 
concepto de pavimentos. Fundaban su acción exclusi- 
vamente, en oí carácter de confisca torio que atribuían 
a tal gravamen, atento el valor de los terrenos que lo 
soportaron. 

La parte demandada sostuvo que al liquidar los 
precio.s del pavimento había aplicado correctamente la 
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ley 7091; y también, que los nc torea, por impericia co- 
mercial vendieron las tierras a precio bajo, derivando 
de esta circunstancia y no de lo extorsivo del cobro 
los quebrantos materia de su reclamo. Alegó asimismo 
— y ya subsidiariamente — que, en todo caso, corres- 
pondería devolver tan solo aquella parte del precio que 
resultara excesiva. 

En primera instancia el fallo fué parcialmente 
favorable a Laeroze linos, y Cía. (fs. 83 a 90); pero 
llevado el litigio a la Cámara, declaró esta que habién- 
dose puesto en tela de juicio la interpretación de una 
ley local —la 7091 — no surtía el fuero federal. Contra 
ese fallo se trae ahora recurso extraordinario; y basta 
enunciar la causa que lo motiva para concluir que fué 
procedente concederlo, conforme se hizo a fa, 131 vta. 

Estudiado el caso, no encuentro que en autos se 
haya puesto en duda, o hiciera falta ponerlo a título 
de medida previa, la intervención de texto alguno de 
la ley 7091. Los autores no han pretendido hubiese 
error en el modo de efectuar el cómputo de las superfi- 
cies de los terrenos, o cu la fijación de las cuotas a 
pagar: como queda dicho, la única cuestión que some- 
ten a la justicia es la de si las cuotas liquidadas y 
cobradas con arreglo a dicha ley, resultan extorsivas 
por su monto. Obvio me parece que la falta de reclamo 
administrativo contra esos cómputos o liquidaciones, 
tampoco enervaría cualquier derecho que asistiera a 
los aflores para someter a la justicia la tacha de in- 
constitucionalidad materia del litigio. Aunque así lo 
estableciera — y no lo establece — la ley local no podría 
privarlos de lo que lea concedo la Constitución Nacional. 

Procede, en consecuencia, revocar el fallo apelado. 
— Buenos Aires, julio (i de 1944. — Juan Alvar ez. 
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Buenos Aires, 6 de octubre de 1944. 

Y vistos: Los autos "Sociedad Colectiva Lacroze 
Unos, y Cía. contra Municipalidad de la ciudad de 
Buenos Aires, sobre repetición", en los que se lia con- 
cedido al actor el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia de fs. 127 que dcelara la incompetencia de la 
justicia federal para conocer en la causa. 

Considerando i 

Que según la jurisprudencia de esta Corte Supre- 
ma {Fallos: 182, 398 y los allí citados) para determi- 
nar la competencia federal es necesario atenerse a lo 
pedido en la demanda y a los hechos en que se funda, 
con abstracción de la justicia que pueda o no ampararla 
(conf., también Fallos: 188, 494). 

Que el derecho a la repetición de la contribución 
de afirmados cobrada a la actora está directamente 
fundado en que aquélla es confiscatoria por razón de 
su monto y, como consecuencia, víolatoria de los arts. 
16 y 17 de la Constitución Nacional, con prescindencia 
de toda cuestión referente a la forma en que se ha efec- 
tuado el cómputo y el prorrateo mencionados en los 
arts. 7 a 10 de la ley 7001, operaciones cuya exactitud, 
lo mismo que la legalidad del gravamen, no ha sido 
objeto de impugnación ni influyen en la determinación 
de su constitucionalídad en el presente juicio. Trátase, 
pues, de una causa comprendida entre las que enume- 
ran loa arts. 100 do la Constitución y 2, ine. 1% de ta ley 
48, de exclusiva competencia de la justicia federal con- 
forme a reiterada jurisprudencia de esta Corte Supre- 
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ma (Fallos: 55, 114; 91, 345; 131, 203; 170, 421; 180, 
169; 186, 14; 188, 494; 189, 393). 

Que la circunstancia de que en atención a los tér- 
minos de la contestación n la demanda sea menester, 
según la sentencia recurrida, examinar las consecuen- 
cias de la actitud observada por la acto ra frente a la 
determinación del monto de su contribución por las 
autoridades municipales, no basta para excluir el pleito 
del conocimiento de la justicia federal. Admitir lo con- 
trario importaría subordinar la competencia federal, 
emanada de las disposiciones constitucionales y legales 
precedentemente citadas, a las reglas que establecieran 
las leyes locales acerca del ejercicio de las acciones 
tendientes a obtener la declaración de inconstituciona- 
tidad y la repetición de los gravámenes creados por 
ellas, cuando no a la simple invocación, aun improce- 
dente, de normas o actos locales por la parte de- 
mandada- 

En su mérito y de acuerdo a lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, revócase la sentencia apelada 
en lo que ha sido materia del recurso extraordinario y 
declárase que corresponde a la justicia federal conocer 
en este juicio. Notifíquese y devuélvanse, debiendo re- 
ponerse el papel en el tribunal de procedencia. 

Antonio Sao ají xa — B. A. Nazar 
Anouohena — P, Ramos 
Mejía — T. D. Casares. 
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CERVANTES CHACON —hoy Martín Nilsson— 
v. NACION ARGENTINA 

CONCESION: Efectos. 

No habiéndose reservado el gobierno derecho alguno a 
las chinchillas que cazase el titular de una concesión de 
crías de dic hos animales, sino tan sólo a un por ciento do 
las crías que se obtuvieren, y no resultando otra cosa de 
los antecedente» de la concesión y de los hechos subsi- 
gui entes, debe reconocerse el derecho del concesionario a 
los animales que ha cazudo, sin que obste a ello la prohi- 
bición de negociarlas contenida en el decreto de concesión. 

DAÑOS Y PERJUICIOS: Itespomabüidad del Estado. Cotos varios. 

La Nación debe indemnizar al concesionario de un cria- 
dero de chinchillas los daños que aquél ha sufrido a con- 
secuencia del inadecuado procedimiento utilizado, no obs- 
tante la oposición del misino, por los empleados del Mi- 
nisterio de Agricultura para el señalamiento o tatuaje 
de los animales. 

DAÑOS ¥ PERJUICIOS: Determinación de la indemnización. Da- 
ñas materiales. 

No resultando de la prueba reunida en autos que la muer- 
te de todas las chinchillas por cuya indemnización de- 
manda el concesionario a la Nación haya ocurrido como 
consecuencia del procedimiento seguido por los empleado» 
nacionales para tatuarlas, ni siendo de sana crítica excluir 
por completo como causa o concama de las muertes pro- 
ducidas el largo viaje realizado para trasladarlas a fin de 
curarlas y los posibles efectos del cambio de clima y de 
ambiente así como la improvisada instalación en un hotel 
para su tratamiento, debe concluirse que el resarcimiento 
no debe comprender el valor de la totalidad de las chin- 
chillas muertas, y no pudiendo determinarse el número 
de animales cuya muerte se pueda atribuir con suficiente 
fundamento ni acto culpable del tatuaje, corresponde di- 
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Buenos Aires, tí de octubre de 1944. 

Y vistos: Loa de la causa civil promovida por 
Chacón Cervantes —hoy Martín Nilsson— contra el 
Gobierno Nacional, por cobro de daños, y perjuicios 
derivados de falta de legal cumplimiento en la conce- 
sión de cría de chinchillas; causa venida en tercera 
instancia \>or apelación ordinaria de ambas partes con- 
tra la sentencia de la Cámara Federal de la Capital, 
que solamente en porción mínima hizo lugar a la de- 
monda — fs. 577, 081, 582— ; y (*) 

Considerando: 

I) Que a pesar de ciertas alegaciones de las par- 
tes en el curso del juicio sobre irregularidades, mutua- 
mente imputadas, en lo atinente a la forma cómo el 
concesionario cumplía las obligaciones de la concesión, 
y a los procedimientos incorrectos del contralor ejer- 
cido por los empleados del Ministerio de Agricultura, 
lo cierto es que el Tribunal debe resolver, de acuerdo 
con los términos de la litis contcstatio y los recursos 
interpuestos en las tres instancias; a) si hubo ilegal 
distribución de las chinchillas del criadero de Nilsson 
por parte del representante del Ministerio de Agricul- 
tura, después de cancelada la concesión; y b) si hubo 
procedimiento culposo por parte del mismo al señalar 
las chinchillas adjudicadas al concesionario con instru- 
mento y en condiciones que lógicamente debían deter- 
minar la muerte de dichos animales — conf., fallo de 
fs. 577 y memoriales de fs. 585 y 588—. 



(i) V. Fallos: 190, 3*1, respecto de !s prescripción «te la acción 
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II) Qne según dispone el art. 7 del decreto de con- 
cesión a Martín Nilsson, de fecha julio 28 de 1927, 
corriente a fs. 74 deí expediente administrativo del 
Ministerio de Agricultura núm. 26.883, "el concesio- 
nario dispondrá únicamente del SO % de las crías qne 
obtenga, enfrenando el 20 % restante al Ministerio de 
Agricultura, estándole prohibido negociar con las chin- 
chillas que se hubieran cazado. Toda vez que muriese 
una chinchilla de las destinadas a la reproducción, de- 
berá ser entregada a fines de estudio al Ministerio do 
Agricultura; y la dificultad surgió, en su interpretación, 
al momento del reparto pues el representante oficial 
sostuvo —y procedió en consecuencia— que el por 
ciento de cada parte debía calcularse sobre el total de 
chinchillas existentes en el criadero, mientras Nilsson 
entendió que al Estado solamente le correspondía el 
20 % de las "crías", como claramente lo preceptuaba 
el decreto de concesión, que los animales adultos incor- 
porados por el concesionario — p or caza o introducción 
foránea— no entraban en el reparto por pertenecerle 
en carácter de propietario, como planteles del criadero 
—actas de fs. 210, 212 y 214, donde constan las adver- 
tencias y la protesta de Nilsson—. Esta misma discre- 
pancia so ha producido en las alegaciones judiciales 
desde la demanda y la contestación hasta ios memoria- 
les presentados ante esta Corte — fs. 5, 26, 338 393 
450, 464, 480, 517, 545 T 549, 565, 585, 588-. Los fallos 
de primera y segunda instancia — fs. 521 y 577— deses- 
timaron este capítulo de la acción. 

III) Que en todos los antecedentes de la conce- 
sión se menciona la palabra "crías" — fs. 1, 17 vta 
(art. 8), 35, 36, 68, 69, 71, 72, 74 del expediente admi- 
nistrativo núm. 26.883 agregado por cuerda floja—, 
desestimándose las expresiones propuestas algunas ve- 
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cgs por cmpledos del " Miníate río "producción del cria- 
dero" y "20 % de los aumentos" que podrían prestarse 
a confusión; y "crías" no tiene, en lo atañedero al 
caso de autos, sino el significado que le asigna el dic- 
cionario de la lengua: "conjunto de liijos que tienen 
do un parto, o en un nido los animales", por lo que los 
padres, procreadores o progenitores básicos del cria- 
dero no pudieron comprenderse en el por ciento asig- 
nado al Estado; y es consecuencia elemental que si 
ellos no pertenecían al conccdento correspondían al 
concesionario desde que no se Ies asignaba otro destino. 

IV) Que no se puede llegar a otra conclusión 
interpretando restrictivamente el art. 7 del decreto de 
1927 — fs. 74 — en cuanto prescribe: "el concesionario 
dispondrá únicamente del Si) % de las crías que obtenga, 
entregando el 20 % restante al Ministerio de Agri- 
cultura, estándolc prohibido negociar con las chinchi- 
llas que se hubieran cazado"; pues lógicamente debe 
entenderse que mientras subsista la concesión no podrá 
negociar con las chinchillas cazadas porque son la base 
del criadero, pero una vez terminada la negociación, a 
su cazador debían pertenece ríe con la consiguiente fa- 
cultad de disponer libremente de lus mismas, desde que 
ningún derecho se había reservado el Gobierno y no 
puede suponerse que volverían a la libertad anterior. 

V esta con chis i ó n confluyen otros elementos de 
juicio que surgen de los autos: a) en el proyecto de 
concesión formulado por el Director del Laboratorio, 
corriente a fs. 17 vta. del expediente administrativo, 
eiiste un art. 14 que preceptúa que "al término de la 
concesión, . ,.el concesionario deberá entregar el cria- 
dero con las instalaciones y reproductores", lo cual se 
desestimó en los decretos do 1 í>26 y lí*27; b) con mo- 
tivo do la muerto de dos chinchillas adultas, cazadas 
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por Nilssom éste sol untó la entrega de los cueros y el 
Director General de Ganadería se pronuncia en el pri- 
mer caso sobre la posibilidad de " reintegrar al pro- 
pietario la piel", lo que uo pudo resolverse favorable- 
mente porque se necesitaba para los estudios del labo- 
ratorio — fs. 86 y sigtcs— ; pero en el segundo — fs. 104 
y 106, siempre del expediente administrativo — se de- 
volvió al concesionario el cuento o piel de la chinchilla 
cazad \ y muerta, lo que implica un claro reconocimiento 
de su derecho de propiedad. 

V) Que referida la litis al derecho común puesto 
imu de cu ti ipli miento de contrato se trata (fallo de esta 
Corte de fs. 500) a la misma conclusión debe llegarse 
puesto que es una sociedad de capital e industria — art. 
¿83 y siguientes del Código de Comercio o mía apar- 
cería del derecho rural —art. I* de la ley 11.170 — lo 
que se establece en la concesión a Nilsson, lo cierto es 
que, a falta de disposición en contrario en el acuerdo 
de las partes, no puede negarse a quien aporta el tra- 
bajo y los elementos para realizarla» la reintegración 
o readquisición libre de los mismos al término del 
contrato; una sociedad o aparcería pecuaria no incor- 
pora al reparto de la liquidación los animales —machos 
o hembras — aportados para la crianza o procreación 
por el socio o aparcero y lo mismo se debe concluir en 
la aparcería o sociedad agrícola respecto de las má- 
quinas y animales incorporados para la siembra y re- 
colección; las "ganancias" a repartirse, de que habla 
el art. 408 del Código de Comercio no comprenden ese 
capital técnico de la explotación. 

Besulta de lo expuesto que habiéndose comprobado 
en 21 de abril de 1933, según acta que subscriben Guido 
M. Lemonato, encargado de la estación Zootécnica, 
Martín Xüsson, concesionario, Dr. Conrado González, 
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veterinario, Oefcrino Saravia, comisario sumariante^ 
Mariano Vilte, Rafael Suárez, ante F. Viera, Juez de 
Paz — fs. 208 — la existencia de cuatro chinchillas hem- 
bras adulta», euatro chinchillas machos adultos cazados, 
y treinta y nueve chinchillas nacidas en el criadero, la 
adjudicación por parle tic Lemonato, de nueve animales 
importó un exceso legal, desde que el 30 % de las crías 
sólo alcanzaba a poco menos de ocho (actas de fs. 210, 
212 y 214, y pericia de los contadores Tiscornia, Orassi 
y Zanonc, fs. 280). 

VI) Que está <M>idan te prohado en autos el 

señalamiento' o tatuaje, por orden de Lamonato y en 
su presencia, de las chinchillas adjudicadas por dicho 
empleado a Nilsson contra la oposición y protesta de 
éste y que ese señalamiento o tatuaje so realizó en las 
orejas de los animal [tos "con una pinza conteniendo 
muchos clavos que perforaban la oreja del animal", 
pinza "de las comunes de tatuar" —actas de fs. 216, 
218, 220—; declaración de Lamonato — fs. 227 vta. — 
contestación a las preguntas 10 y 11 del interrogatorio; 
declaración del agrónomo James Drans — fs. 140—; 
respuestas a las preguntas 15, 16, 17, 18 y 19 del inte- 
rrogatorio. El empleado Lamonato no marcó, señaló o 
tatuó las especies adjudicadas al Ministerio de Agri- 
cultura, procediendo en todo con imperio de autoridad 
sin admitir reclamos, con menosprecio de lo preceptua- 
do en el arl. 441 del Código de Comercio, aplicable des- 
de que, como queda expresado, la Nación actuaba como 
persona jurídica contratante y no como poder público 
(eonf., **tttiiz, Juan Manuel (sucesión) — quiebra — s/ 
verificación con privilegio de un crédito solicitada por 
el Fisco Nacional" fallado en (i tic septiembre del co- 
rriente año, y los allí citados) ; si, como ha decidido esta 
Corte, "la extensión y medida de los derechos y deberes 



del concesionario, con las restricciones impuestas por 
el poder de policía, se hallan determinadas por el con- 
tenido del acto" — 1S6, 48; 183, 116—; y en el decreto 
de fs. 74 no se atribuye al Estado la facultad de distri- 
buir, a su arbitrio, lus crías, ni la de emplear instru- 
montos y procedimientos sin cuidados bigi únicos ni 
contralor en la identificación de las especies ajenas, se 
comprende que hubo efectivo abuso del derecho y vio- 
lación del contrato celebrado con Nilsson, de cuyos 
efectos debe responder porque los derechos y obliga- 
ciones de concedento y concesionario se desenvuelven 
en la esfera del derecho en un pie de perfecta igualdad 
y están garantidos por los aria. 14 y 17 de la Consti- 
tución Nacional (C. S. N., Fallos: 176, 3Ü3; 183, 116 
y 429; 186\ 48). Ha sostenido la demandada, en el curso 
del juicio, que las chinchillas del Gobierno fueron iden- 
tificadas con un arito numerado riuc so ajustó a la 
oreja derecha de cada animal y siendo ese procedi- 
miento más cruento que el tatuaje efectuado en las 
chinchillas de Nilsson, no sufrieron aquéllas ningún 
daño — fs, 334— pero no se probó en autos la mencio- 
nada operación, ni que se hiciera con la misma falta de 
cuidados que el tatuaje mencionado a fs, 210, 2J8 y 140. 
Por lo demás, la colocación de aros en las orejas, lo 
que se efectúa hasta en los niños, mediante una inci- 
sión con agujas y pase de hilos finos, no puede nunca 
ser más cruenta y perturbadora que los tatuajes y sa- 
cabocados varios con pinza destinados a cerdos, ter- 
neros, ovejas, etc. 

VII) Que, inmediatamente de la marcación, seña- 
lamiento o tatuaje de las chinchillas de Nilsson se no- 
taron signos de dolor en las mismas; en la tarde del 
mismo día se encontró una chinchilla con la oreja mor- 
dida y varias otras lastimadas; y al día siguiente, un 
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animalito había muerto y la mayoría de los otros tenían 
sus pieles destrozadas, habiendo mucha lana en el sue- 
lo; todo lo que, según dos de los testigos asistentes, 
demostraba que hubo pelea porque los nnimalitos se- 
ñalados sufrieron gran nerviosidad —acta de fs. 220, 
firmada ante el Juez de Paz de Abra Pampa por Ra- 
món Pérez, peón experto en cría de chinchillas y en- 
cargado del criadero de las mismas, Félix Rivero y 
Cipriano Liqtiin — . Esa declaración coincide con la de 
los señores Lorenzo Liquin, James Drans, Juan F. 
lia i ley y Carlos Hago, ante el mismo Juez de Paz, 
según acta do fs. 222 de 23 de abril de 193& 

VIII) Que esa comprobación del o do los hechos 
y la explicación de los mismos por los mencionados 
testigos se encuentra confirmada por el certificado mé- 
dico veterinario del Dr. Mauhourat que atendió en Tan- 
dil a los aninmlilos de Nilsson y por la pericia del Dr. 
Felipe Jorge Dcnnler, nombrado de común acuerdo por 
las partes. En efecto, el primero manifiesta — en su 
certificado de fs. 185 ratificado en su declaración judi- 
cial de fs. 191— que, desdo el 15 de julio de 1933 al 16 
de enero de 1934 trató en Tandil, en el Hotel Ramírez, 
25 chinchilla» del Rr, Martín Nilsson; estaban en estado 
de excitabilidad nerviosa rayana en la locura, no obs- 
tante que esos anitnalitos, en cautividad, son de gran 
mansedumbre. Tenían lesiones en las orejas, unas con 
hematomas, otras con infección purulenta, otras cica- 
trizadas, y algunas tenían escoriaciones en la piel del 
hocico. Los pulmones, corazón, estómago e intestinos 
sin alteración. En estas circunstancias, una chinchilla 
hembra, luego de un acceso de p # ran excitabilidad o 
locura entró en postración, coma y muerte en 23 de 
julio y en la forma expresada se suceden los falleci- 
mientos de las restantes hasta enero V de 1934 en que 
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murió la última. Los testigos Rafael Armendiiriz, dueño 
del Hotel Ramírez, y Roberto Fioeeo — fs. 191 vta. y 
175 — concucrdan, en lo que les incumbe, con lo certifi- 
cado por el Dr. Mauhonrat; y el perito Dr. Demiler 
— fs. 306 — manifiesta que la presencia de sangre en 
una chinchilla iiu-ita a las otras a ía persecución, pelea, 
lesiones y hasta la muerte; que es muy grave el tatuaje, 
en estos a u i mal i toa, con máquina perforadora — pinza 
destinada a cerdos, terneros, cabras y ovejas — y que 
previamente debe desinfectarse — aun con pinza ade- 
cuada — el instrumento y la oreja, lo que es — dice — 
"postulado elemental no solamente entre los profesio- 
nales sino también entre criadores de animales de piel 
fina"; las lesiones múltiples de la oreja son gravísimas 
por el gran rol biológico de la oreja y oído, por las 
lesiones de arterias y venas muy nutridas en el pabe- 
llón; debe admitirse la posibilidad de la muerte de las 
chinchillas después de cinco meses de tatuadas, sobre 
todo teniendo en cuenta la forma excesiva y descuidada 
del tatuaje, lo que pudo llegar hasta afectar las caver- 
nas occipitales del cráneo, sumamente débiles, con se- 
cuestraciones óseas y supuraciones después de varios 
meses, lo que explicaría también las irritaciones del 
sistema nervioso que provocaron el llamado estado de 
locura descripto en el certificado del Dr. Mauhourat 
(fs. 185). 

Sin embargo ha de tenerse presente: 1« que el 7 
de diciembre do 1933 el representante de Nilsson, al 
formalizar ante el Ministerio de Agricultura reclamo 
administrativo por las consecuencias del tatuaje alu- 
dido, expresó que hasta esa fecha habían muerto tres 
animalitos (fs. 298 vta. del exped. administrativo) 
siendo que según el certificado del Dr. Mauhourat, do 
fs, 185, en ese entonces habrían muerto ya ocho; 2° que 
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dicho certificado menciona la existencia de chinchillas 
con sus lesiones en franca cicatrización, .sin determinar 
cuántas eran las que se hallaban en esas condiciones; 
3> que salvo la chinchilla muerta Ja noche siguiente al 
acto del tatuaje, tocias las demás murieron después de 
su traslado a Tandil y mientras su dueño las tenía 
alojadas en eí hotel de esa localidad. 

Sobre ia primera observación se manifiesta a fs. 

que la discrepancia obedeció ;i ( jue el apoderado 
redactó la presentación con datos suministrados por 
Nilsson más de dos meses antes. La explicación no es 
inverosímil pero tampoco es por completo satisfacto- 
ria, pues llama la atención que 1 Hitándose de animalitos 
de un valor excepcional, su dueño no comunicara al 
apoderado encargado de formular el reclamo por lo 
menos las tres muertes ocurridas desde que Je dio el 
dato de las tres primeras —mencionadas en la presen- 
tación administrativa— hasta el P de diciembre. 

Esta duda no autoriza a descartar el hecho de la 
muerte de las L'íí chinchillas, que está probado no sólo 
por el certificado de fs. 18.j sino también por las decla- 
raciones de fs. 175 y 191 vta. Pero obliga a recibir con 
serías reservas las constancias del certificado si a ello 
se agrega que en el mismo no se dice cuántas eran las 
chinchillas en vas heridas estaban en vías de franca 
cicatrización ni cuántas las que sólo tenían leves esco- 
riaciones en la piel del hocico, todas las cuales no puede 
aceptarse que murieron a consecuencia del tatuaje, 
puesto que serla extremadamente aventurado presumir 
fundándose en la posibilidad afirmada por el perito 
Dennler que no obstante la cicatrización el proceso de 
trastornos nerviosos que el certificado describe tuvo 
su causa también en estos casos, en las lesiones del 
tatuaje, sólo porque dicho proceso fué análogo, según 
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el certificado, al que padecieron los oíros nnimalitoa 
cuyas lastimaduras estaban infectadas. Tanto menos 
cuanto que el testigo Armendáriz, dueño del hotel, de- 
ira que los accesos de irritabilidad se producían 




Si a todo ello so agrega que no sería do sana crítica 
excluir por completo como causa o concausa de las 
muertes producidas el largo viaje desde Abra Pampa 
basta Tandil, los posibles efectos dei cambio de clima 
y de ambiente —puesto que el ser estos animalitos 
adaptables a lugares de características climáticas dis- 
tintas a las de su tierra de origen no quiere decir que 
cambios tan sensibles como el de esto caso no hayan do 
tener nunca ningún efecto adverso- y l a improvisada 
ins a ación en los fondos del hotel, tratándose como se 
trataba de animalitos sumamente excitables, según se 
explica en la pericia de fs. 306, hay que concluir que 
el resarcimiento demandado no puede comprender el 
valor de la totalidad de las chinchillas muertas, tanto 
porque de lo expuesto resulta que respecto a algunas 
de las muertas no hay prueba suficiente de una rela- 
ción de efecto a causa con el procedimiento culpable 
en el acto del tatuaje, cuanto porque lo expresado so- 
bre el sensible desarraigo y trasplante de los anima- 
dos, la improvisada instalación de ellos en el hotel y 
lo inadecuado del ambiente para las modalidades de la 
especie defmen una cierta culpa concurrente del actor. 

En tales condiciones y no pudiéndose determinar 
el numero .de ammalitos cuya muerte se puede atribuir 
con sufriente fundamento, aunque sólo sea de manera 
mediata, al acto culpable del tatuaje, corresponde de- 
finir Ja ijacion del resarcimiento al juramento esti- 
marorio del actor dentro de la cantidad de $ 35.000 m/n 
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(art. 220 del Código de Procedimientos en lo Civil y 
Comercial de la Capital Federal y 374 de la ley 50). 

En su mérito se reforma la sentencia apelada y se 
decide que el Gobierno Nacionul debe pagar a don 
Martín Nilsson la suma que éste jure adeudársele 
dentro de la de peso3 treinta y cinco mil moneda na- 
cional, que se establece a los efectos del art. 2*20 del 
Código supletorio y en concepto de total indemnización 
de daños y peí juicios, comprendidos los intereses. Cos- 
tas por su orden. Hágase saber y devuélvanse, debiendo 
reponerse el papel en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Ak tosió 
Saoarsa — B. A. Nazar 
Anchorejía — F. Ramos 
Mejía — Tomás D. Casabes. 



8. A. BODEGAS Y VIÑEDOS DOMINGO TOMBA 
v. PROVINCIA DE BUENOS AIItES 

INTERESES: EclariAn jurídica entre tan parte». Cutos varios. 

La refría se;iún la cual no procede cobrar intereses sobre 
las sumas adend artas en concepto de iraatos y honorarios de- 
vendados en juicio sufre excepción cuando ha mediado for- 
mal intimación judicial por vía de mandamiento de pago. (6 
de octubre de 1944.) 
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CAMARA DE ALQUILERES DE LA CAPITAL 
v. FERROCARRIL PACIFICO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Jautas 
penates t¡ Casos vanos, 

12.234, 40.980 y 47.527, no impugnados como inconstitu- 
cio.ule*, compete a la justicia federal rouocer en el jui- 
cío de apremio tendiente a cobrar las mmtas aplicados por 
las cámaras de alquileres f 1 ). P 



JESUS A. HURTADO v. NACION ARGENTINA 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES: Jubilaciones. Cío- 
ses. Ordinaria. 

El empleado de Correos y Telégrafos jubilado de oficio 
durante Ja vigencia de la ley 4341 y mientras tramitaba 
su pedido de jubilación ordinaria, que continuó prestando 
servicios hasta que, vigente ya la ley 11.923, otro decre- 
to f«»dado en los arts. 19 de la ley 4349, 1* de la ley 
1I.JU3 y bl del decreto reglamentario de la misma esta- 
bleció que la jubilación a ucordarse era la extraordinaria 
no tiene derecho a exigir que se To acuerde la jubilación 
ordinaria que anteriormente había solicitado. 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES: Jubilaciones. Cía- 
ses. Ordinaria. 

junio de ]937 sólo contemnla 
la situación de los empleada jubilados de oficio con 
anterioridad a la promulgación de la ley 11.923 que no 
obstante, continuaban en actividad en la fecha de ese 
decreto, que no autorza a los tribunales para rectificar 
el criterio de con ven i meta conforme al cual debe acor- 
darlo o denegarlo el P. E. 



O) 6 da octubre do 1944. Fallos- 199, 234. 
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litio nos Aires, 9 de octubre de 1944. 

Y vistos; los autos "Jesús A. Hurtado v. la Na- 
ción, sobre j ubi Ilición", venidos de la Cámara Federal 
de la Capital, por vía del recurso extraordinario, y 

Considerando : 

Que según ¡tif orinan los antecedentes del juicio, 
hallándose en vigencia la ley 4349, Hurtado solicitó el 
beneficio de la jubilación ordinaria que ella autoriza. 
En trámite tal pedido, fué dispuesta su jubilación de 
oficio por decreto del P. E. de 29 de setiembre de 1934 
(fs. 71, expediento agregado) pero continuó prestando 
servicios hasta el 6 de febrero de 19,15 (fs. ;J4 vta. y 55, 
expediente agregado), f celia en la cual ya regía la ley 
11.923 que fué sancionada el 18 de octubre de 1934. 

Que posteriormente y por decreto del 10 de abril de 
1937, el l\ K. dispuso que la jubilación a acordarse era 
la extraordinaria con arreglo a los arta. 19 de la ley 
4349, l 9 de la ley 11.923 y til del decreto regí amentarlo 
de la misma (fs. 61 y expediente agregado). 

Que Hurtado reclama do tal resolución al iniciar 
esta demanda y sostiene que habiendo adquirido y re- 
clamado el derecho a la jubilación ordinaria con ante- 
rioridad a la sanción de la ley 11.923 y de acuerdo con 
lo que dispone el art. 61 del decreto reglamentario de 
la misma y el decreto 109.223 de 21 de junio de 1937 
debe acordársele dicha jubilación ordinaria con arreglo 
a las disposiciones de la ley 4349. Rechazadas sus pre- 
tensiones en 1* y 2* instancia trae el caso a conocimien- 
to del Tribunal por vía del recurso extraordinario. 
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m cabe consignar cu primer término que cuando 
se sancionó ] a ley 11.923 Hurtado prestaba aún serví 
oíos razón por la cual y por aplicación de la doctrina 
sustentada por esta Corte í» re.C. S. 181-127, no puede 
sostener que había adquirido derecho, a la jubilación 
ordinaria de la ley 4.^41*. 

ii V¡ I"'*' VÚ , ÚQ] dl ' m>to ^amentarlo de la ley 

n..».,i en el que Hurtado funda asimismo su derecho 
os ineficaz a los fines perseguidos. - Los afiliados -dice 
la disposicon- que sin haber obtenido aún su jubila- 
ron, hubieran quedado inutilizados o imposibilitados 
para con nmar en el ejercicio de su empleo ante, de 
a promulgación de la ley 11.923, obtendrán su Mita- 
cían vxfraon/unma hayan o no seguido en servicio de 
acuerdo con las disposiciones viente* tm la fecha de 
W m*túmmm>. Ahora bien: la jubilación a nuo el 
citado art (íl ,e refiere es la extraordinaria concedida 
a actor y n„ la ordinaria que se pretende, v una inva- 
riable jurisprudencia sustentada por el Tribunal en 
casos semejantes impide extender henchios consig- 
nados mi una ley de amparo a situaciones no contení- 
piadas en ella. 

Que el decreto del P. E. de 21 de junio de 1937 en 
el que Hurtado busca asimismo amparo a su derecho 
dispone en su parte pertinente: -Reconocer que el 
pernal de la Administración Nacional jubilado de 
oficio por decretos del P. E. anteriores a la fecha de 
promulgaron de la ley 11.923 tiene derecho adquirido 
a su jubilación, en la forma determinada por tales de 
crotos vale decir conforme a las estipulaciones de la ley 
4349, acordándoseles tal beneficio a medida que el P E 
asi lo estime conveniente en razón de la solvencia de la 
Laja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles" 
Que los términos de los considerandos que fundan 
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el referido decreto, llevan a la convicción que él con- 
templa la situación de empleados cuya jubilación de 
oficio había «ido dispuesta con anterioridad a la pro- 
mulgación de la ley llM'.t y que, sin embargo, aun con- 
tinuaban cu actividad a la fecha en que se dictó el de- 
creto: 21 de junio de 1937 (ver decreto fs, 18), Pues 
bien: a esa época Hurtado ya era jubilado (fs. C2, ex- 
pediente agregado). 

Que por otra partí', esta Corte lia dejado estable- 
cido en el caso C. S. 181-127 refiriéndose al aludido 
decreto: "que la parte dispositiva do la referida reso- 
lución administrativa establece el derecho adquirido 
por los empleados a la jubilación en la forma determi- 
nada por los decretos que ordenaron esa medida de 
oficio, vale decir, conforme a las estipulaciones do la 
ley 4341*» acordándoseles tal beneficio a medida que el 
P. K. así lo estime conveniente en razón de la solvencia 
de la Caja; y si el mismo poder no encontró procedente 
o conveniente acordar el beneficio a Alvarez, la justicia 
no lo puede rectificar basada en el mismo acto que lo 
condiciona, es decir, que lo sujeta a su criterio ( ln con- 
veniencia, sin perjuicio do lo que en estricta justicia 
corresponda". 

Por ello y de acuerdo con la doctrina sustentada 
por esta Corte en la causa: G, >S. 181-127 aludida, se 

'¡ a de fs. 48 en cuanto piulo ser nía- 

recurso. 

y devuélvanse al tribunal de proce- 
dencia, donde se repondrá el papel. 

Antonio Saoarna — Ji. A. Nazak 
Anciiokkna — F, Ramos 
MkjÍa — T. D. Casares. 
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NAC10X AIÍCENTIXA v. LA ACCgQN 
PEÜEXC10X DE ffiSXAfrWA. 

™ Síf'" ™ Iímlíl P? p »n empleado notificad» que 
no dejo la minia respetiva ni el rtomidJio en que del a 

ém n 'Vi 11 t,U!P ' 1 dd,ííl "< ltif ¡™™, no in- 

terrumpí el plaxii de Ja pereiirióa de Ja instancia. 

PEItEXCtON DE IXSTAXVLí. 

del C t",? C - a ¡n6tanci r SC í )0r * transcurso 

uti phiKQ j^al SI1 , (jl|0 w h luniiu'iulo Ja demanda 

«me medien pedidos del actor tendiente S 
el domicilio del demandado, menguar 



Dictamen dkl Pitm uhador General 
Suprema Cort.^: 

El Procurador üencral, por la representación nao 
ine corresponde en los m ,tos caratulados " Fisco Na- 
cional contra Propietario del Diario "La Acción", so- 
bre cobro de pesos", ejercitando la facultad conferida 
por el art. 8* de la ley 4055, a V. E. digo : 

Es ajustada a derecho la petición formulada a fs. 
M por el representante legal de la Nación en el sentido 
de <me no se declare perimida Ja instancia según lo 
solicita a fs. m el Sr. Defensor Oficial del demandado. 

En efecto, no ha existido paralización de lo;; pro- 
cedimientos durante el término de dos aüos que marca 
el art. t* nic. a) de la ley 4550 entre las diligencias de 
fs. 53 y n4 vta. Basta seguir paso a paso las constan- 
cias de autos, para cerciorarse de ello. A saber- 

i»p ^'rr ° elU 1 bl í ^ tlC Dih > nci « actuario, 
para notiíicar al demandado. 

Fs. 54 vta. Setiembre 2a de 1937. Potieión del Fie- 
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cal, sobro oficio a la Policía para dar con el mtevo 
tío mi cilio. 

Desde entonces, tampoco se ha produeido la perón- 
cióu de la instancia. 

La circunstancia de que no dieran resultado favo- 
rable las diligencias practicadas para dar con el domi- 
cilio del demandado, no significan que el actor incu- 
rriera en inacción. Xo se trata aquí de la prescripción 
de acción penal; y como el procedimiento lia continuado 
par instancia del actor, no hay perdición. 

Pido ppr ello tjue V. E. revoque el fallo apelado 
de fs. *h y ordene prosiga el trámite de la causa. Con 
costas. — Buenos Aires, octubre 1 tic 11M.J. — Juan 
Airan;. 

VMA.M PK LA VOlítE Sl'PliKMA 

Buenos Aires, !í de octubre do 1944. 

Y vistos: Los autos seguí -los por "Fisco Nacional 
contra propietario del diario "La Acción" sobre cobro 
de pesos en los que se ha concedido al actor el re- 
curso ordinario de apelación contra la sentencia dictada 
a fs. Íi7 por la Cámara Federal de la Capital. 

Considerando: 

tjue de acuerdo a la jurisprudencia establecida por 
esta Corte Suprema en Fallos: 1»8, 554 y 1£K), 454, la 
diligencia de fs. 54 de estos autos carece de valor in- 
terruptivo de la pereucióu do la instancia cuyo plazo 
había, pues, transcurrido con exceso el "2'¿ de setiem- 
bre dé Wm * 

(¿uc, por otra parte, aun cuando el término legal 
fuern contado desde la fecha de uquella diligencia — 
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29 de octubre de 19,16— la perdición habiíase igaal- 
mente operado por el transcurso de aquél desde esa 
fecha linata la do citación por edictos —0 de noviem- 
bre de !&'!!)— sin haber mediado mientras tanto noti- 
ficación ídgnna al demandado. 

Por ello se confirma la sentencia recurrida que 
declara operada la perdición de ia instancia con costas 
a la aetora, 

Notifíquese y devuélvase 

Antonio Sagakna — B. A. Ma- 
sía n Anchohena — F. Ramos 
Mkjía ~ % D. Casaubs. 



RAUL GONZALEZ v. NACION Alííí ENTINA 

PENSIONES .VI UTA RES: Pemfone» « los militare*. Inutilización 
para la ntrrera milita*. Ejército. 

La pena de un uño do prisión menor impuesta a un 
c.onscrpto dH ejército étimo autor del delito de bomieidio 
por imprudencia cometido en un ejercicio de tiro id blan- 
co po le priva de Ja pensión <jue pueda cor responderle 
por su hieapneidad sobrevenida a enusccuciuda de la 
herida fpie recibió en ese ado. 

PENSIONES MILITARES: Pensionen a hs militare*. Inutilización 
para la tarrern militar. Ejercito. 

Los beneficioa previstos en el tít. UI. de la ley 47(17 para 
el caso de inutilización para continuar I si carrera militar 
producirla por netas del servicio, deben ser acordados con 
preseiudeneía de toda idea de rtdpa o nefilisrenein de la 
víctima. 

PENSIONES MILITARES: Pemwneg a ton militar??. InntHhatión 
para la carrera milita,'. Ejército, 

El conscripto del ejército ipie n eimsenuiu'ia de la herida 
recibida en una mano ni escapársele un tiro de pistola en 
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una práctica de tiro, ha quedado totalmente ineopaeitado 
para I¡í carrera de las armas, y en un l>0 por ciento para 
la vid» civil tiene dereelio id beneficio previsto en loa 
art*. 13, 14 y 17, til. II í, de Ja ley 4707 que ha recla- 
mado, inclusive el prest, 
pMBSCmrCIOX: Tiempo <h- ¡» prr*i-ripri*in. Leye* espídale*, Pen- 
sionen m ¡filare*, 

¡Prescribe a Ion cinco años el derecho pira cobrar las cuo- 
tas nt rasmia* de pensiones militares. 

Sentencia tu l .ht:z Federal 

Buenos Aires, diciembre 21 de 1043. 

Y vistos; Para resolver estos autos earaluladns: "Gonzá- 
lez Raúl v. Cobierno de la Noe'ifiÜ s/ pensión militar", de 1<* 

que p su j^ ^ fl ^ 1 se ppeseM | ft i inMor deduciendo formal 
demanda «mira el Superior (lohierno de la Nación, sobre 
reeonoi-imiento de pensión militar ley S? mi ) y papo de 
haberes atrasados p'»r eso mismo concepto, en tiento de las 
siguientes con sitíente ion es : 

Pire que en el año If 32 prestó servirlos como soldado 
conscripto en el Regimiento 2 de Infantería ''General Bal- 
caree", silo en la Capital Peder Que el día 30 de marzo 
de ese mismo año, siendo aproximadamente las 10 y 55 horas, 
cumpliendo Arden es superiores m una práetiea de Uro ul 
blanco roí» pistola, se le rii-pnró un tiro del arma qm- tema 
en sus nmti'»s. Que la hala lueiro de intensarle la mano íz- 
quierdn. hirió al eon»cripto (¡onzáW y sijjui: ndn su trayecto- 
ria Ir rió también pr aveniente al con sen pin Terna mlcz. que 
falleeió poras huras después mino eonseeuencia del aeetdentó. 
Que a raíz, de tul hecho se instruyó e] cnrrespoiulienle suma- 
rio y se le condenó ilefinilivamente a un año de prisión menor 
que! posteriormente le fué conmutada por el W %, y fué. dado 
de bu ja por iinapaeidad física. 

Sostinie (pie eomo la ineapacídad sobrevenida oeurrm en 
aelo de servirio le corresponde un retiro equivalente al 10u 
ñor "iento «VI sueldo d.- soldado ront miado más la ayuda de 
costas y el prest (arts. 13, 14 y 17 de la ley 4707). l'ide en 
definitiva que se ha<ra lujrnr a ln ( 

(¡pita», A Es, 17 se presenta nuevamente el actor ampliando 
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los fundamentos jurídicos de la demanda interpuesta a fs. 1 
Analiza con tuda detención la situac'ón jurídica que se le 
plantea frente a la condena recaída con unitivo de! sumario 
que se le instruyó a rnh del accidente que motivara esta litis. 
Afirma que ella no puede enervar en lo más mínimo el dere- 
cho redamado y luego fie liaeer una serie de consideraciones 
en esle .sentido pide en definitiva que se bajía hqrar a la de- 
manda como se lia solicitado a fs. 1. 

2' Declarada ía competencia del -TiiKfrndo y corrido tras- 
lado d# la demanda ni P. E.. por intermedio *del Ministerio 
del ramo, a f s . 38 se presenta el Sr. Procurador Flaca), l>r. 
Vietor J. Paulueei Cornejo, contestando y dice: 

Que la demanda es improcedente. Que cu primer lugar 
opone la prese cipe ion quinquenal que autoriza el art. 4027» inc. 
.'l v del Cód, Civil en lo que respecta a los atrasos que, eon junta- 
mente con la pens úu efe retiro, se reclaman en eMu di manda. 
En etianto hace al fondo de ta cuestión dehalida. snslienr i|iie 
la acción intentada a fs. I no puede prosperar en razón do 
que existe sobre et hecho que motiva esta litis, cosa juzgada. 
131 Tribunal Militar que juzgó a (ionz-iles! en su oportunidad, 
lo condenó a un ano de prisión menor por homicidio por im- 
prudencia, litio hace innecesario entrar a considerar ta culpa 
del hecim que f ti mía la acción de conformidad con lo dispues- 
to por el nrt. 1102 del Cód. Civil, De esos obrados surge in- 
controvertiblemente que el accidente ocurrió por culpa exclu- 
siva del interesado. l>e ello se sigue consecuentemente que 
desaparece todo fundamento jurídico a la acción intentada 
(nrts. 8% y sietes, y 1066 y sirles, del C. Civil). Hace a eon- 
tinoaeón una serie de consideraciones más en esle mísmo 
sentido, y pide cu definitiva el rechazo de la acción con 
cestas. 

Considerando : 

1* Que la d< tensa de prescripción que entre otras articu- 
la la demandada en su escrito de responde (fs. 35), será 
anal izada por el Jugado en serrando termino, en razón de que 
ella no ha sido opuesta contra la acción en sí (derecho al 
retiro), sino contra los atrasos defbngados que constituyen 
mi accesorio de la nrsma, por lo que su análisis sólo será 
viable en o] caso de que prosperara la reelam ación interpues- 
ta a fs. 1 

2* Que entrando n analizar la cuestión de fondo debati- 
da en autos, conviene señalar en primer término que de acucr- 
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do eon lo sustenido por la demandada en su escrito de res- 
ponde (fs. Üíi), no puede ser dudosa lu cuestión relativa a 
la culpa imputada al ador —conscripto (¡onzález— toda ve» 
que existe al respecto una sentencia que lo ha condenado a 
la pena iJe un año de prisión menor por homicidio por impru- 
dencia. Kilo descarta en el ftith-tttr la posibilidad de entrar a 
considerar nuevamente esta cuestión ya q IIP existe sobre el 
particular is.su ju*»ada romo m ha sostenido en el reft-rido 
escrito de ís, 35. 

Sin perjuicio de ello y prescindid uto del faeNr culpa 
—que será materia de estudio más adelante— corresponde 
establecer previamente si, de acuerdo a la lev militar (N° 
4707), la pena impuesta a! actor jior el lucho que motiva esta 
lilts puede enervar el derecho a la pensión reclamada, o no. 

Dentro de este urden de idea* ddv descartarse mtiv espe- 
cialmente que de acuerdo a las ¡cyes militares que rigen el 
caso, los derechos inherentes a ludo anillar (art. 17 Cap. III, 
ley 9ü7ó), sólo se pierden por bis motivos y las causas expre- 
samente determinadas en ellas (arte. lí» v Úú. tft, ||, fap III 
de la ley »* -171)7 y arte. .118. ;»23 y ñ2H del Uódí-o de Justicia 
Militar —ver lí.L.JI.^). 

De la prueba rendida en nulos resulta claramente esta- 
blecido, ijm* la pena impuesta a \ ¡ic-tor — conscripto Uwisá- 
les — es lu de un año de prisión menor — privativa <tc li- 
bertad— que no lleva aparejada ninguna inhabilidad aece- 
sona capaz de hacerle p* rder su estado militar, puesto que 
no se refiere a ninguno de los dclítit* infamantes a que se 
refiere el art. I!) (cit.). inc. 2*, 3* y 4". Prueba de ello es 
que, conmutada lu pena por el V. K., Oouzález fué reinte- 
grad*! a la unidad donde venta prest a mío su servicio mi litar, 
donde se le liquidaron los Inheres que le correspondían v pos- 
teriormente cuando se decretó su baja, lo rué ñor ¡nenpaei- 

2&'S¡Í** y p0r 1,1 ( ' í,níll ' ,ul 't» Puesta (ver expíe, n' 
í(»-t.-!í:t:i a ít recado par cnerda floja). 

3 T Que de las antecedente s expuestos surge demostra- 
do que no existe rehpeetn al presentante ninguna inhabilidad 
legal que se oponga al beneficio que se persigue en esta 
demanda, 

litis argumentos que se hacen eii el escrito de responde 
(fs. 35), fundados en los arla, 8% v sigua, v HlliO v sietes 
del C, Civil son ineficaces para , I caso, puesto que de acuerdo 
con el eriterio establecido por la jurisprudencia, las cuestio- 
ne» relativa» n las relaciones existentes entre el Estado y los 
militares se rigen por el derecho público sujeto a las "leyeu 
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especiales que Jo reglan» extrañas en absoluto a las disposi- 
ciones de la ley civil que norman las relaciones derivada* del 
dereeho privado (ver. S. C\. Fallos: t. 184, 378). 

4* Que roí-, forme al criterio señalado,' debe rechazarse 
.¿orno consecuencia, el argumento que se hace (tobre la base de 
la impufabilidM en el hecho que origina esta litis puesto 
'»»* 7 <;<mcepto de culpa na entra a jugar en los esos orno 
el .vJífi-fj/f, «iiriiinidove de ello que la existencia de la misma 
no puede ser óbice al pi'otriv.o de la acción, nim,, lo ha decla- 
rado recientemente tu Bxcniii. Cámara Federal in-rc ■ "Calvo 
traman v. FIW 17-1MÍM3 de acuerdo con ct criterio 

-Sr^ rt r' ,0 |c ! ™ 1 ! pm,ia r,,rte e " falIí > 'interiormente 
citado (>>. C. 184-378), 

•V Que acreditado que cj accidente ocurrió en acto de 
servicio, vale decir, en cumplimiento de órdenes superiores 
-prac .ca de tiro- (ver inl\ ik 71/2 y 112). como asimismo 
el grado de incapacidad sobrevenida —total para la vida mi- 
litar y 00 por denlo para la vida civil— que inhabilita al 
actor para seguir la carrera (ver inf. de fe. (¡4/5), la acción 

u lo dispuesto pnr los arts. 13, 

Reglamentación de «etinw Militares (K. L, H. 1 eX 

S* Que en lo que se refiere a les .suplementos de la 
ayuda de costas * y "prest", la demanda, de acuerdo con 
lo resucite- por la jurisprudencia e» cajos análogos, sólo pue- 

il-JJJ, 72-911), remitiéndose el suscripto a tus fallos citados 
«omo^ mejor fundamento de esln decisión. 

7° Que ñor nliinin, ampiada la demanda v entrando 
a resolver la <iefen.su de prescripción opuesta a fu. 35 respecto 
a bis airases reclamados ron juntamente con la pensión cabo 
manifestar que ella debe prosperar, teniendo en cuenta la 
naturaleza del crédito reclamado, la disposición expresa eou- 
tenida en el art. 4027. inc. S» del C. Civil y lo resuelto reite- 
radamente por ia jurisprudencia en casos análogos, fin con- 
«cciieneia de acuerdo a la norma legal señalada ta prescrip- 
ción debe declararse résped o a los atrasos devengados con 
anterioridad al de septiembre de l*)3:i. toda vez que etlos 
se han devengado vencido ya id plazo legal de lea cinco años 
previstos por la ley para que se opere la caducidad de la 

? i5*<A vcr cartí ° íIel eíiL ' rit0 (,e d *^««aa U de septiembre 
no JJJ8). 

Por las precedentes consideraciones, fallo declarando que 
el Gobierno de la- Nación delira acordar a 1). líaúl González 
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Ja pensión de retiro que le roí* responda .le acuerdo con lo dis- 
puesto por el arl. 17 de la ley 4707 más los atrasos que se hu- 
bieran devengado desde el (i de septiembre de 1933, más sus in- 
tereses al rutilo de Ins que pe re i be el Banco de la Nación Ar- 
gentina (6 por (imito), desde la fecha de la nolifieaeíóii de 
la demanda, sin costas, atento la naturaleza y novedad de L 
caps* — Alfonso H. Pateará. 



¡SENTENrt A \W, LA CÁMARA FEIlFJItAL 

Buenos Aires, 2H de julio de 1ÍI44. 

V vistor; Por sus fundamentos y de acuerdo enn lo re- 
suelto por la Corte Suprema en Jos casos do Juan 1>, Sarthes 
y de K«uMindo Pierella contra la Nación cu íi de febrero y S 
de mano de 1043. respectivamente y ♦*» é de Carmen Lryda 
de Boudesaoiii, en 24 de diciembre del mismo año (Fallos, 
1H5 : 17 y l'ilí y I?>7: r»(J 1 i . ^- eMifirma la senleriria «pelada 
de fs- 143, declarándose que el Gobierno ele la Nación deberá 
acordar a! aeíor, Raúl González, Ta pensión de retiro que 
le corresponde de aeucrdo con ]o dispuesto por * l url. 17 de 
ja ley 47D7. en el monto rpie proceda de conformidad a los 
arts.*l:í y 11. Cap. líl. fll de dieba ley; más los atrasos 
que si* hubieran devengado desde el o" de scpliembre de 1ÍKJ3; 
mod'fieándose el latín re-nmdo en cuanto fija itn tipo deter- 
minado de interés, r¡ue deberá fser el que acostumbra a perci- 
bir el I ta neo de la Nación ArL'ejitina. Con costas. — Ricardo 
Villar Palacio. — í -arlos dW f 'm» ¡dito. — Carlos Herrera* 
• 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de ootnbtfe de 1ÍÍ44. 

Y vistos: los untos "Raúl (Jniizúloz v/. l;i Nación 
sobro pensión militar'*, venidos de hi Cáijiani Federal 
de \n Capital por vía del recurso ordinario dé apela- 
ción. 

Por sus fundamentos y de acuerdo con Ja doctrí- 
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na sustentada por esta Corte in re; C. S. 184-378; 195- 
17 j 197-561 etc., se confirma con coatas la sentencia 
apelada de fojas 159. 

llágase Haber y devuélvase al tribuna] de proce- 
dencia, donde se repondrá el papel. 



— B« A. Na- 

ZAB A 11 OREN A P. RaMOS 

Mi:jía — T. D. 



EKIC1I C. I10FFMANN HIÍKUSTKDT 
v. JUAN O. WTAPELVQORT 

JVRISDICCWN Y COMPETENCIA: Sucesión, Fuero 4e atracción. 
Acciones personales de los acreedores. 

¿No cmnpete a lu .ficticia federal sino a la ordinaria del 
ñltiniu domicilio del causante el conocimiento de la de- 
manda promovida sin luibcr>:e iniciado el respectivo jui- 
cio sucesor i tí, por un argentino contra i a cónyuge su- 
pérs1it;f y sus hijos menores, eomü sucesores de aquel y 
viran jeras, por cobro de servicios médicos prestados ul 
difunto. 



Dicta men nr;i, PitocuitAinm (jkxkelal 



Viene a V. K. para ser dirimida es tu contienda de 
jurisdicción que ae traba entre la justicia ordinaria y 
la justicia federal de La Plata, por negarse ambos a 
conocer en una demanda iniciada por 1\ Erich O. Hoff- 
marm Breustedt contra TX Ouillernio Stapclvoort, por 
cobro de honorarios médicos, y proseguida actual- 
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mente contra loa presuntos herederos del demandado, 
sin que se hoya i nielado juicio sucesorio. 

O 011 arreglo al nrí. 3284 del C. Civil, las acciones 
personales de los acreedores del difunto anteriores a 
lu partición corresponden a la jurisdicción de los jue- 
ces del lugar donde tuvo el extinto su último do mi cilio. 
No se ha puesto en duda t|iic ese domicilio estuviese 
en la Provincia de Buenos Airt ss. V como el art. 2? de 
la ley W21 excluye del conocimiento de los tribunales 
federales los juicios universales de sucesión, resulta 
claro que el hcclu de tener nacionalidad extranjera los 
presuntos herederos, no modil'icai.a la situación jurí- 
dica creada por ambos textos legales. 

Corresponde, pues, conocer en el asunto a la jus- 
ticia provincial; sin perjuicio de los derechos que pu- 
dieran asistir a los demandados para conceptuarse 
carentes de personería mientras no se inicie el juicio 
sucesorio ante la misma jurisdicción. — Buenos Aires* 
setiembre 11 de 1ÍH4. — Juan AUar<>. 



FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Rueños Aires, 11 de octubre de 1044. 

Vistos los autos: "IToffmanu Breustedt Krich C. 
contra Ktapelvoorl Juan (3 ui Mermo, cobro ordinario do 
pesos", pnra resolver la contienda negativo de compe- 
tencia trabada entre el Juez de Primera Instancia en 
lo Civil y Comercial del Departamento de la Capital 
de la Provincia de Buenos Aires y el Juez Federal a 
cargo del Juzgado núm. 2 de La Plata. 
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Considerando ¡ 

Que por fallecimiento de D. Juan Guillermo Stapel- 
voort, contra quien haln'a promovido juicio por cobro 
do honorarios médicos, el Dr. Krich C. lloffmann 
Breustedt dirigió su acción contra Da. Geesjo Vander 
Leest de Slapelvoort, cu su calidad de cónyuge supérs- 
Lííe y de madru legítima de Ion hijos menores y here- 
deros del causante, sin haber iniciado el correspondien- 
te juicio sucesorio. 

Que dicha omisión y la nacionalidad extranjera de 
los demandados no autorizan a declarar la competencia 
de la justicia federal pura conocer en este juicio. J'ucsto 
(pie según se lia establecido en el art. 32S4, ínc. 4 W del 
O. Civil — disposición de orden público tendiente a faci- 
litar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en 
beneficio de los acreedores como do la sucesión: Fallos 
18L 273— las acciones personales de los acreedores del 
difunto antes de la. división de la herencia deben ser 
entabladas ante los jueces del lugar del último domi- 
cilio de aquél; no pndieiulo atribuirse dicha competen- 
cia a tos jueces federales por haberlos excluido expre- 
samente los arts. 12, iuc. 1*, de la ley 48, y 2 de la ley 
927 (Fallos: lb\S, 121). V cmm di j | a CüHe y uproina 
en un caso semejante (Fallos: % 48) la circunstancia 
de no haberse iniciado el juicio sucesorio del deudor 
ante los respectivos tribunales ordinarios será una ra- 
zón para que quienes se "ousíderen perjudicados por 
la demora pidan lo que les convenga al juca competen- 
te, pero de ningún modo puede autorizar la interven- 
ción de una jurisdicción extraña en el conocimiento de 
los asuntos que hacen parto del arreglo testamentario. 

Por ello y Jo dictaminado por el Sr. Procurador 
General declárase que la justicia federal es incompe- 
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tente para conocer en este juicio, cuyo conocimiento 
corresponde a los tribunales ordinarios del lugar del 
último domicilio del causante. En consecuencia, devuél- 
vanse los aulos a los respectivos juzgados, haciéndose 
sabor esta resolución al Sr. Juez Federal de La Plata 
en la forma de estilo. 

Antonio Saoarna — I!. A. Na- 
zau Anchoukka — F. Hamos 
Mkjía — T. IX Casares. 



SOLEDAD OOMEZ DE ACI1AVAL Y OTKÜS 
v. PROVINCIA DE SANTIAGO DEL ESTERO 

INTERDICTOS: De retener. 

No obstante el desconocimiento de los. hechos por la 
áewiuíulmla corresponde tener por acreditada la posesión 
invocarla por el actor en el interdi ció de retener si la 
contraria no la eif.sl i mió después de producida la prueba 
testimonial tendiente a demostrarla ni formuló objecio- 
nes respecto de <stn última ni ha pretendido que desde 
la fecha de un fallo anterior que reconoció dicha pose- 
sión se haya modificado la situación de que allí se trnló. 

INTERDICTOS: De r-tcner. 

La circundan cía de que por resolución ministerial pos- 
tt rior a les netos tic turbación de la posesión se baya 
ordenado n las respectivas autoridades que se abstuvie- 
sen de realizarlos no impide la prnmjene : a del interdicto 
deducido c(U1 el objHn de obtener judicial mente un am- 
paro que en los hechos el poder administrador nn acuer- 
da a los actores no obstante lo dispuesto en dicha reso- 
lución y la de un decreto anterior a la misma no cumpli- 
dos por lo* na- ittes del gobierno. 

mmstw. 

Comportan iuteneiÓn de poseer los actos de turbación 
realizndos par los agentes del gobierno como ejercicio del 
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derecho de dominio que n tribuían a la provincia sobre 
las tierras ocupadas ñor ol poseedor, a quien por lo mis- 
mo desconocían dicha calidad. 

INTERDICTOS: De retener. 

Probados la posesión invocada por el actor y los uctrs de 
turbación realizado* por sus autores cu su carácter do 
agentes del gobierno do la provincia demandarla, procede 
el interdicto de retener, hayan o no actuado dichos agen- 
tes en los límites de su ministerio. 

Dictamen del Puncen ai* >n (íknekal 

Suprema Corto: 

Como lo expresa la providencia obrante a fa. 21, os te 
raso correspondo a la jurisdicción originaria de V. E. 
No se hnn producido con posterioridad nuevos elemen- 
tos de información que autoricen n modificar tal cri- 
terio. 

En cuanto al fondo del asunto —interdicto pose- 
sorio— trátase de materia regida por el derecho co- 
mún, y ajena a mi dictamen. — Buenos Airea, diciem- 
bre 9 de 1943. — Juan Airares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, l(j de octubre de 1944. 

Y vistos: Los autos "Aehával Soledad Gómez de t 
y otros —sucesores del Dr. P ¡cardo Achóval— contra 
Santiago del Estero la Provincia, sobre interdicto de 
retener", de los que resulta: 
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Quo a ts, 14 don Armando Selva, en representa- 
ción de Da. Soledad Gómez de Achával, Soledad Aehá- 
val de Loza, Carlota Achával de Tügle* Carmen Achá- 
val de Ferreira, Blas do Achával, Rosaura de Aehávnl 
de Taravolla, Susana dé Acháva] de Carranza, Leonor 
de Afluí val de Paz y Estlier de Achával de Martínez, 
heredares todos del Dr. Kieardo Aehával, promueve 
contra Id Provincia de Santiago del listero interdicto 
de retener la posesión di* una fracción de campo de 
propiedad de aquéllos situada en el Departamento Ji- 
ménez dé dicha provincia. Maní tiesta que procedo la 
jurisdicción originaria de la Corte Suprema porque sus 
mandantes son argentinos y tienen su domicilio en la 
ciudad de Córdoba, con excepción del Dr. Días de Aehá- 
val que lo tiene en la Capilul Federal, y tunda la de 
manda en los hechos siguientes. 

Los actores son propietarios de extensos terrenos 
en el Departamento de Jiménez do la Provincia de 
Santiago del Estero comprendidos, según el croquis que 
acompaña y señala con el uúm. 1, desde Tenené por el 
Norte hasta El Añil por el Sud; desde este punto hacia 
el Oeste hasta Puesto Sesma y desde aquí nuevamente 
hacia el Norte pasando por Fushila hasta el potrero 
de los señores Avellaneda y Terán. Lo indicado en el 
croquis comprende las estancias de Isca Vacú, Ñato 
Pozo, Poleo Pozo y Zorro Pozo; las i rea primeras alam- 
bradas según se indica en sombra en el mencionado 
croquis y situada la Última fuera de esos alambrados; 
teniendo los actores en ese lugar viviendas, arrendata- 
rios y explotación de bosques. Los actores pagan pun- 
tualmente los impuestos, como resulta de las boletas 
acompañadas y señaladas con el níun. 2. 

En 1Ü2Í> al Dr. B ¡cardo Achával, con el propósito 
de intensificar la explotación del campo, resolvió cor- 
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cario con alambrado. Las autoridades policiales le im- 
pidieron hacerlo, lo que originó un juicio que la Corte 
Suprema resolvió en favor del Dr. Achával por sen- 
tencia del de agosto de 1931, a consecuencia de la 
cual el gobernador Dr. Castro dictó el decreto del 13 
de diciembre de 1932 del cual se acompaña una copia 
con el núm. 3, ordenando el cumplimiento del fallo. 
Después del fallecimiento del Dr. Achával, sus herede- 
ros fraccionaron el contorno Sud de la propiedad indi- 
cada en el croquis, que fué objeto del fallo menciona- 
do, y por indicación del gobernador Dr, Castro amojo- 
naron y vendieron las fracciones mediante escrituras 
públicas firmadas ante el escribano D. Lauro Faz, y 
pusieron en posesión de ellas a los compradores, que 
desde entonces lian gozado quieta y pacíficamente de 
sus derechos. 

Poco tiempo después de haber asumido el mando 
el gobernador Dr. Cáceres y de haber designado jefe 
político del Departamento Jiménez a D, Nemesio Gi- 
ménez, comenzaron los robos de leña en los terrenos de 
los actores, sin que las denuncias formuladas por el 
mayordomo fueran atendidas, y luego vecinos del lugar 
establecieron hachadas en esos terrenos para explotar 
sus bosques invocando autorización de] jefe político 
del departamento, por tratarse de tierras fiscales. Ello 
originó la presentación de una denuncia ante el go- 
bierno por el Dr. Blas de Achával, mas instruido el 
sumario quedó establecido que la jefatura consideraba 
como pertenecientes al Fisco los terrenos circundantes 
al Puesto do Zorro Pozo que se hallaban amparados 
por la aentencia del 3 de agosto de 1931, Por ello el 
Dr. Blas de Achával celebró una entrevista con el minis- 
tro de gobierno Dr. Castiglione, en la cual se aclaró 
el error de la jefatura política y et ministro prometió 
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adoptar las medidas pertinentes. No obstante, ninguna 
tomó y desde entonces los abusos de las autoridades 
departamentales en defensa de supuestos derechos del 
Fisco han creado una atmósfera de intranquilidad e 
in certidumbre para los intereses de los actores. 

En concreto, limitándose al interdicto y dejando a 
salvo la acción por resarcimiento de los daños que pro- 
moverá por separado, se mencionan en la demanda los 
siguientes beebos: a) el 12 de enero de 1943 el comi- 
sario de policía de El Bagual, Víctor (jerez, en cumpli- 
miento de órdenes de la jefatura política detuvo c hizo 
descargar un carro de lefia extraída de las inmedia- 
ciones de Zorro Pozo por uno de los arrendatarios de 
los actores, Tomás Centeno, secifpstró la leña por con- 
siderarla de propiedad fiscal e hizo saber al mayor- 
domo 15 ritos que procedería a detenerlo en el caso de 
que insistiera en realizar esos trabajos. El Sr. Britos 
comunicó el hecho mediante el telegrama señalado 
con el núm. 4; b) el 19 de febrero a las 11 horas, mien- 
tras el nombrado mayordomo dirigía la construcción 
de una picada para la colocación de un alambrado en 
Zorro Poseo, indicado en el croquis con una línea de 
puntos desde A basta B, se presentó el comisario (Jerez 
con un agento c intimó a los obreros la suspensión del 
trabajo bajo apercibimiento de detenerlos por orden 
del jefe político señor Giménez, en razón de considerar 
fiscales a dichas tierras. Frente a estas amenazas los 
actores se ven privados de ejercer actos de posesión 
en los terrenos a que se refiere el fallo del 3 de agosto 
de 1931. 

Los procedimientos de las autoridades inquietaron 
también a los vecinos compradores de tierras y ante 
la queja administrativa formulada por los nfectados, 
el jefe político informó al ministerio de gobierno — co- 
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pía señalada con el núm, 6— que obraba de esa mane- 
ra en cumplimiento de órdenes del cx-gobernador Dr. 
Cace rea y del decreto dictado el 18 de julio de 1929 
por el gobernador Maradona. El ministro dictó una 
resolución —copia núm, 7 — por la cual ordenó al jefe 
político abstenerse do molestar a los denunciantes, pero 
ella no comprende a los actores, contra quienes los 
procedimientos de fuerza de las autoridades prosiguen 
basta la fecha de la demanda. 

Los actores fundan su derecho en los arts. 327 de 
la ley 50 y 24<i9, 2472 a 2474, 2487, 2496 y concordan* 
tes del Código Civil y terminan solicitando una medida 
do no innovar y que oportunamente se haga lugar al 
interdicto obligando a las autoridades gubernativas de 
la provincia demandada a abstenerse de todo acto que 
importe menoscabar o restringir el derecho de posesión 
que les corresponde sobre los terrenos de referencia y 
a no impedir la construcción del alambrado inte- 
rrumpido. 

Acreditada en cuanto hubiere lugar por derecho la 
jurisdicción originaria de la Corte, realizóse el juicio 
verbal a que se refiere el acta de fs. 55. La parte ado- 
ra ratificó en él lo expuesto en !a demanda y ofreció 
la prueba indicada en los escritos que presentó en cae 
neto, y el apoderado de la provincia manifestó que ne- 
gaba los hechos invocados por no constar su exactitud 
a su representada, razón por la cual esperaba la prueba 
que se produjera al respecto para firmar o negar la 
procedencia de la acción. Agregó, sin embargo, que la 
provincia seguiría cumpliendo las sentencias de la 
Corte Suprema registradas en los t. 78, pág. 272, t 
143, pág. 239, t. 158, pág. 203, y t. 161, pág. 352 de la 
colección de los fallos del Tribunal, y acompañó el su- 
ma rio instruido con motivo de la denuncia presentada 
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por los actores a laa autoridad^ provinciales. Además, 
solicitó la imposición de las costas a la contraria en el 
caso do que fuera rechazada la demanda; expresó que 
no se oponía a la medida de protección pedida a fs. 22 
por los actores en cuanto a los inmuebles amparados 
por las sentencias anteriores de la Corte, reservándose 
el derecho de reclamar la indemnización de los dafiós 
y perjuicios para el supuesto de que los actores no se 
hubieran ajustado a la verdad. 

Diligenciada la prueba ofrecida, realizóse ta audien- 
cia r que se rcfii'»v el acta de fs. 159, y previa vista al 
seiior Procurador General, que se expidió a fs. 160, se 
dictó a fs. 161 la providencia de autos para definitiva. 

Considerando: 

Que los demandantes alegan ser propietarios y 
poseedores dt las tierras que se delimitan en el croquis 
de is. 3 y en el punto III de la demanda de fs. 14. 

Que si bien en la audiencia del 2 de julio de 1943 
(fs. 55) el representante de la demandada manifestó 
que no le constaban los hechos expuestos por la actora, 
en el memorial de fs. 157 no cuestiona la posesión invo- 
cada en la demanda y sobre la cual recayó la prueba 
testimonial corriente a fs. 81, 82 vía., 84 vta., 89 vta., 
90 vta., 92, 96, 127 vta., 132 vta., y 136 que no fué obje- 
to do taclia ni objeción alguna en la oportunidad de su 
producción ni en la de la audiencia final de fs. 159. 

Que esta Corte tuvo oportunidad de pronunciarse 
sobre la posesión que aquí se invoca en su sentencia 
del 3 de agosto de 1931 en el juicio "Achával Ricardo 
c/ Provincia de Santingo del Estero" {Fallos: 161, 
352) y en estos autos no se ha pretendido que desde 
entonces se modificara la situación jurídica de que allí 
se trató. 
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Que la provincia demandada invoca en sn descargo, 
como demostración de que no ha existido por su parte 
intención ue turbar la posesión de los actores ni de 
dejar de cumplir como correspondía la citada senten- 
cia de esta Corte, el decreto del 13 de diciembre de 
VXl- ordenando dicho cuín pl i miento (fs, 108) y la re- 
solución mi nisteria I del 2 de marzo de 1943 en la cual, 
h raíz de denuncias hechas contra el jefe político del 
departamento de Jiménez referentes a actos y disposi- 
ciones de este último perturbadoras del libre y pacífico 
goce de la posesión de que se trata en este interdicto, 
se dispuso ordenar a) jefe nombrado que se abstuviese 
de "interrumpir a los denunciantes en el libre ejerci- 
cio de los derechos que invocan, sin perjuicio de traer 
al conocimiento de este ministerio cualquier hecho que 
importe la vulneración de los intereses fiscales." 

Que si bien hi resolución ministerial transcripta es 
posterior a los actos de turbación que se invocan en la 
demanda y se describen eon precisión en los interro- 
gatorios de fs. 71, 72 y 121, no es menos cierto que 
dichos actos habrían tenido lugar después del decreto 
del 13 de diciembre de 1932 relativo ni cumplimiento' 
de la sentencia del 3 de agosto do lí)31, lo cual ¡justi- 
fica la promoción de este interdicto con el objeto de 
obtener judicialmente un amparo que en los hechos el 
poder administrador de la provincia demandada no 
a los actores a pesar de la declaración del dc- 




Que, por lo demás, en los actos de turbación se 
invocan autorizaciones fiscales para explotar bosques 
ubicados dentro de los límites de la tierra en posesión 
de la cual no niega la demandada que se hallan los acto- 
res, y según las declaraciones de fs. 81, 82 vta., 84 vta., 
89. 90 vta., 9G, todas ellas posteriores al 2 d< 
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1943, osas explotaciones no parece que hubieran cesado 
después do la orden ministerial fiel *j de marzo de 1943. 
Duda ésta que la provincia no ha intentado disipar con 
prueba alguna de descargo y que resulta corroborada 
por la insistente petición de los actores de que se orde- 
nara ft los demandados no innovar { fs. 22 y 53 ; y con- 
formidad de fs. 55 vta., y resolución de fs, 56). 

ijite, cu consecuencia, sí los actos de tu litación 
están probados, no es con la invocación de los dos actos 
administrativos aludidos que puede neutralizarse esto 
interdicto pues su procedencia o improcedencia lia de 
juzgarse atendiendo al concreto comportamiento de los 
agentes del gobierno provincial en orden al ejercicio 
do los derechos de posesión y dominio alegados pol- 
los actores y no con sujeción a resoluciones adminis- 
trativas que segnn las pruebas de ese comportamiento 
no habrían sido cumplidas, 

Quo la prueba do los actos de turbación es sufi- 
cientemente amplia y precisa pues los testigos de fs. 
81, 82 vía., 84 vía., 87 {sólo en lo relativo a la interrup- 
ción de la picada)» 89 (respecto a explotación de leña 
con permiso oficinl), 90 vía., 92, 94, 9ti } 127 vta., 132 
vta., y 13ti comprobaron personalmente la detención y 
la descarga del carro de leña que conducía Centeno, la 
interrupción do los trabajos (pie el administrador Bri- 
tos y sus peones realizaban para colocar un alambrado 
y la explotación de bosques comprendidos en el perí- 
metro de la tierra que poseen los actores, todo ello por 
orden de la autoridad departamental fundada en quo 
la leña del carro detenido se extraía y el alambrado 
so pretendía construir y las explotaciones se habían 
acordado en tierras que la citada autoridad consideraba 
fiscales. 

Que esta pretensión de la autoridad departamental 
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resulta, por lo demás, claramente, de la exposición que 
en su descargo hizo el jefe político de Jiménez el 8 de 
febrero de líHa contestando acusaciones relativas a 
una actitud perturbadora de la posesión y el dominio 
que aquí se alegan. 

Que los actos a que la prueba citada so refiere fue- 
ron ejecutados por sus autores en su carácter do agen- 
tes del gobierno de la provincia demandada por lo 
l í bien dirigido contra ella este interdicto, a 
lo que sostiene su representante a fs. 157 vta., 
o no procedido esos agentes en los límites de su 
ministerio, con o sin orden previa o aprobación pos- 
terior de sus superiores jerárquicos, pues no se trata 
aquí de efectos jurídicos de esos actos en el sentido de 
lo que se dispone en el art. 3G del C. Civil, sino de la 
situación que de heclio produjeron en la posesión de los 
actores inquietándola y turbándola. Es decir, que como 
lo tiene declarado esta Corte "no se trata de responsa- 
bilizar a una persona jurídica por actos u omisiones 
de sus administradores sino de amparar derechos con- 
sagrados por ia ley, si resultasen lesionados por agen- 
tes del gobierno provincial y de volver las cosas, en 
su caso, al estado anterior a los hechos que motivaron 
la demanda, sin perjuicio de que éste ejercite por las 
vías legales correspondientes las acciones que erea 
tener'». (Fallos: t. 114, pág. 414). 

Que en el supuesto do que para la procedencia 
del interdicto de retener los actos de tnrbacióu deban 
tener la intención que requiere el art. 2496 del C. Civil, 
probado como está que los hechos con que se inquietó* 
a los actores en la posesión obedecieron a un descono- 
cimiento de su condición de legítimos poseedores, fun- 
dado en que no podían serlo por tratarse de tierras 
de propiedad fiscal, es evidente que tales hechos, en 
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cuanto ajustados como ejercicio dé! derecho de domi- 
nio que atribuían a la provineia los agentes de su go- 
bierno que los realizaron, comportaron intención do 
poseer. 

Por estas consideraciones se declara haber lugar 
al interdicto de retener y se Íntima a la provincia de- 
mandada haga cesar de inmediato lodo acto de sus 
autoridades por el que se inquiete a los actores en su 
actual posesión. Con costas. Hágase saber; repóngase 
el papel; debiendo archivarse en su oportunidad. 

Antonio Sacar xa — B. A. Ka- 
zau Ají choren* a — F. Ramos 
Mkjía — T. D. Casares. 



EDUARDO L. COLUMBRES MARMOL 
v. NACION ARO ENTINA 

RECURSO mmmmiO HE APELACtOX: Stgumla infancia. 
Constituyo expresión de agravios válida que» impide de- 
clarar drsierto el recurso de apelación, el memorial pre- 
sentado oportunamente en segunda instancia por ;1 ape- 
lante, en el cual se controvierte, la interpretación lega] o 
la apreciación de los hechos en (pie ne funda el fallo recu- 
rrido, auncpie para ello ae invoque como fundamental ar- 
gumento un dictamen recaído en actuaciones adminis- 
trativas ofrecidas como pru ba. 

LEY: Itttrr pretación y afilh'cirión. 

Las disposiciones legales, como las de la ley 12.57ÍÍ, que 
*stabl<*eni Ixnicficins o privilegios no inherentes a la esen- 
cia de las normas fundamentales de la Constitución de- 
ben ser interpretadas con criterio estricto. 



di: justicia de la nación 



JUBILACION DK MAGISTRADOS Y DIPLOMATICOS. 

El art. Z* de la ley J 2.579 no erea un beneficio distinto 
de] previsto en su art. 1» sino que establece las condi- 
ciones en que este último podrá ser obtenido. 

JUBILACION DK HAÜISTltADOS 7 DIPLOMATICOS. 

El diplomático en condiciones de obtener jubilación ordi- 
naria que lia desempeñado funciones de aquel carácter 
durante un término que no alcaná a quince años, no tie- 
ne derecho al beneficio creado por la ley 12 579 



Sentencia del, Juez Federal 

Buenos Aires, noviembre 5 de 1942. 

™ n f ar T a ?^ Ut 7 ^J^tiya este juicio seguido 

por D. Eduardo h. Colambres Mármol contra la Nación so- 
bre aumento de jubilación; y resultando: 

Que el actor manifiesta que sancionada la lev 12 579 que 
creo un régimen de excepción para la jubilación "de magistra- 
dos y embajadores y ministros diplomáticos, y entendiendo el 
t . h,. que le alcanzaban sus beneficios, fué llamado al Perú 
en donde desempeñaba el earfjo de embajador. 

Como consecuencia de ese llamado inició el correspon- 
diente expediente de jubilación, habiendo la Caja Nacional 
de -Jubilaciones dictado con fecha 8 de octubre de 1040 reso- 
luemn por la cual se le acordaba su jubilación con un tMal 
de s 1NM1 m/n. Pero lleplo el expediente al P. E., éste, 
previo dictamen riel Sr. Procurador del Tesoro, modificó la 
rcsolueon de la Caja y fundado en que no le comprendían 
as disposiciones de la ley 12,579 que sólo ampara a quienes 
tengan quince años de Antigüedad en la diplomacia, en virtud 
de la limitación impuesta en su art. 3», y él tenía únicamente 
poco mas de siete años, y sí. en cambio, la» de la ley 11.923 
redujo el monto de su jubilación a la suma de $ 135SJ6 m/n. 

Sin embarco, la resolución de la Caja Nacional de Jubi- 
laciones se ajustaba a derecho, pues el art, 1* do la ley 12 579 
concede un beneficio mínimo a todos los diplomáticos cual- 
quiera que sra su antigüedad en la diplomacia que consiste 
en aplicar el art. 17 de la ley 4349 tal como era antes de su 
P pr W ley 11,923 y limitado al SO por ciento 
" c " eI momento de operarse el retiro. 
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Que la limitación a que alude el P. E. se refiere a otro 
beneficio acordado pur el art. de la misma ley. 

Funda extensamente la tesis que sostiene y por todo lo 
expuesto ik-manda a la Nación a fin de que se le reconozca 
como monto de su jubilación ordinaria ta suma de 1K80 m/n, 
y se la condene a pagarle el importe de la diferencia entre 
lo que se le liquida y debió liquidársele desde la feeha en que 
empezó a hacerse efectiva su jubilación, con sus intereses y 
todo, con costas. 

Que el señor representante de la Nación al contestar la 
demanda dice que según resulta de la correlación de Ies arts. 
1" y '¿ 9 de la ley 12.579, ésta no rige el caso del actor, por 
cuanto para ello sería menester que tuviera cuando menos 
quince años de servicios en la diplomacia, cosa que no ocurro. 

El actor, agrega, saliendo del texto de la ley 12.íí7í>, con 
argumentacinms entónales prop : as, intenta introducir una 
combinación de toda*- las leyes jubilatorias, generales y espe- 
ciales para arribar, por esa senda, a la formación de su haber 
jubilatorid con estos factores: 

a) Sueldo bá-ito: el promedio de los últimos años, según 
la ley general I1.92.Í, art. 25; 

bl Proporción i 3Vít % por cada año de serv icios, con- 
forme a la lty especial 12.579, art. 1"; 

el Tiempo computado: los últimos treinta años, con arre, 
pío al art. £() de la ley 6007. 

De estos tres factores, sólo uno csUí autorizado por la ley 
especial 12.579: la proporción que, sobre el sueldo básico, co- 
rresponde al jubilado. 

Pero la formación del sueldo básico, escogida en el pro- 
metilo de Ies sueldos de tos últimos diez años, está en cruda 
pugna enn el arl. 3* de ta ley especial. 

Y cu cuanto a que sólo se computen los último» años de 
servicios, en lugar de los treinta y tres años, cinco meses del 
demandante, es una innovación, que inútilmente se buscaría 
de la ley 12.079. 

Las disposiciones de la ley 12.579 son inseparables: se 
aplican todns, simultáneamente, a los diplomáticos con más 
de quince años de servicios; y los que no lleguen a ese mínimo 
quedan sometidos al régimen general de la ley 4349 - 11.323. 

Añade otras omsiderae iones favorables a la tesis que 
sustenta y en mérito de todo ello pide el rechazo de la de* 
manda, con costas. 
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V Considerando; 

la jÉ/, educ5da , a RUS ««Ww límite esta contienda, 
la cuentón a resolver consiste en determinar «i al actor D or 
el hecho de haber prestado los años de servicios mlZaSZ 
para obtener su jubilación, de los cuales ¿ Sí de siete ?o 
mu s ,do < n la diplomacia y los den^s en KfoSS eonsularcl 

rtguin pura 3 exclusivamente por esta última, 

"Mí it ^ ?P ,a k '>* 12579 textualmente establece- 

paia de ei minar el monto de Ja jubilación del nersonal IaI 

lev 5?ill#i8 ¡I , 4349 . «"tes de su modificación por la 
ley n 11,923 El máximo del beneficio no podrá exceder del 
80 % de sueldo devengado a! momento de operarseTretiro" 
De la redacción de dielia disposición legal no resS ta' 
ufll^Sf i 1 "' Cl Pr0,30sil0 ílel ^»¿°r ha ido acordií 
Seo^el^.lS eÍÓB 31 PerSOt,üI M WB S 

ruál 1 !,!! ¡Sí?*? ^#^1 del exaíllen su «rigen de 

eual ha s do el motivo principal de la sanción de la ley 
En el mensaje con que el P. E. acompañó el proyecto 

se explicó la situación que se pretendía remediar en ios sí 
gmentes términos: "El reducido porcentaje cí a jubilación 
que les acuerda el art. 17 de la ley 11.923, ¿bliga a ¿er torí» 
?S ar T "."M**™ «' tanefieio del retiro, porque cío 
sigiufiea disminuir extraordinariamente sus recursos en "i 

Seeeíarioí f ^ P ° f rflí!0nCS tle fflrailííl > ,es 

Y en otro párrafo dice: 
m»JZj*' h f U f Cr f eond,lcta Personal que debe observar el 

T\ Esta! vil! * Y CUrS ° í 5U vida " tirne dí ™*<> « So™ 
el Estado vele también, por el prestigio de su canro y de hu 

persona augurándole la independencia y el deení f inhereVS 

al mismo en situación de retiro como aprLción 7uVÍtímí S 

por loa servicios prestados con estas exigencias." 

Sobre los diplomáticas el mismo mensaje dice: 

i OT , ntn Personal del euerpo diplomático ae encuentra en 
'guales condiciones, , . .y Cuando íe ac0ReiI y ü ™™ *J 

«entran diminuidos sensiblemente sus medios de vidi! 1 
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serles oportuno ni posible emprender otras actividades lo- 
cativas." 

Piste mismo pensamiento se revela en la discusión parla- 
mentaria, puesto en evidencia especialmente en Jos discursos 
pronunciados por los miembros informantes de las Comisiones 
de Legislación del Senado y de la Cámara de Diputados, 
Senador Scrrey y Diputado Urisotía, respectivamente. 

Como se ve, del proyecto del P. E., de la discusión par- 
lamentaria y de los términos del mensaje correspondiente, 
enviando ni Congreso ,? e | a Xación el proyecto de ley, resulta 
claro que tal como asimismo ocurre con la redacción del art, 
1' de la ley que se ha transcripto, el propósito de la misma 
ha sido acordar al personal comprendido en la ley, un bene- 
ficio de excepción. 

La dificultad de Ta demandada para llegar a esta conclu- 
sión, está cu considerar al art. 1* que se acaba de estudiar 
condicionado al art. 3* que literalmente dice así: "A los 
efecto?; del art. 1\ declárase último sueldo el promedio mensual 
que el interesado hubiera percibido durante los últimos cinco 
años de servicios. Esta prescripción se aplicará sólo en el 
caso de que el beneficiario haya prestado a lo menos quince 
años de servicios cu la administración de justicia o en la 
diplomacia. En cuanto a los diplomáticos, se computarán los 
einco r ¡timos años de servicios activos o los cuatro últimos, 
en el caso que el interesado tuviera más de ."inte años de 
servicios." 

Pero una regla sana de interpretación lince eomprctuW 
en cambio, que el art. I o rs el que informa el principio general 
de la ley y que el art 3 T no puede tener el alcance de derogar 
a aqnól en sus efectos, sino simplemente el de acordar un 
segundo beneficio a aquellos funcionarios que como en el caso 
de los diplomáticos, hayan prestado a lo menos quince años 
de servicies. 

Que establecido lo que antecede, esto es, que al actor b 
alcanzan los beneficios del art. 1* de la ley (y no los del art. 3» 
por no tener quince años de servicios), queda por determinar 
cual es el promedio que le es aplicable para obtener el sueldo 
básico que ha de servir para fijar el monto de su jubilación. 

Que no correspondiendo al actor eomo se ha visto el 
segundo beneficio riel art. 3' la deposición aplicable al efecto 
no puede ser otra que la del art. 25 de la ley 11.923, pues 
ésta mantiene su vigor en toda aquella parte que expresamente 
no haya sido derogada por la 12.579, o sea, en el caso del 
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actor, el promedio de sus sueldos de ios últimos diez año» 
de servicios. 

Por lo tanto y lu expuesto, fallo : declarar que la Nación 
debo neordar ni Dr. Eduardo L. Colonibres Mármol su jubi- 
lación promediando sus sueldos de los últimas diez años f de 
conformidad al ari. 1* de la ley 12.579, y abonarle las dife- 
rencias (pie se le adeudan desde el día de su jubilación, con 
intereses al tipo del Banco de ta Nación Argentina (6 %), 
desde la notificación de la demanda y sin costas;, por cuanto 
ta Nación pudo creerse con dercdio a proceder como lo hizo 
Alfonso E. Porcard, 



Slintcn'cja de la Cámara Federal 

B tumos Aires, 13 de agosto de 1943. 
Y vistos: Considerando: 

La presentación beelm a fs. G5 por el Sr. Procurador 
Fiscal de Cámara, en la que se señalun en forma clara los 
perjuicios que le infiere a su parte la sentencia ¿el juez a. quo, 
importa a juicio del tribunal una expresión de agravios en 
los términos exigidos por la ley procesal n* 50. 

Siendo ello así, carece de eficacia la objeción que a üii 
respecto formula la actora en su eserito de fs. 08, por lo que 
corresponde desestimar sus pretensiones. 

La ley 12.579 que se refiere a la jubilación del persona! 
del cuerpo diplomático y del P. Judicial, en Bu art. 2* enu- 
mera cuáles son los magistrados y los diplomáticos que se 
consideran comprendidos dentro de sus beneficios. 

En el art. 3* se establece expresamente la forma de calcu- 
lar el promedio de los sueldos a los efectos del art V y m 
agrega: "esta prescripción se aplicará sólo en el caso de que 
el beneficiario haya prestado a lo menos lf¡ años de servicio*, 
en la administración de justicia o en la diplomacia". 

De ello se infiere que es una condición sihe. gua non para 
encuadrar dentro de esta ley de retiro, evidentemente de ex- 
cepción, la prestación do más de 15 años en Ja magistratura o 
en la diplomacia, y su sanción obedece, sin duda, a la índole 
especialísima de ambas funcione*. 

El aetor reconoce que sus servicios en la diplomacia sólo 
alcanzan a 7 años, 8 meses y 13 días y pretende que si bien 
en virtud de lo dispuesta en el art. 3* de la lev 12.579 citado, 
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el monto de su jubilación no puede calcularse tomando como 
base Ies últimos cinco añas de servicios activos; cu cambio debe 
aplicarse lo preceptuado en el art. l v de dicha ley, que deja sin 
efecto el art. 1* de la n* 11,923 v declara vigente la diaposición 
del art, 17 de la ley 4349. 

Su pretensión carece de fundamento legal, puesto que de 
hacerse lugar a la di manda, vendría a establecerse una ex- 
cepción con él respecto de los demás afiliados a la Caja de 
Jubilaciones Civil es, sin exigirle que por su parte se ti aliara 
comprendido en la situación qué contempla él tií% 3 Ü6 lll ley 
12.579 para concederle ese privilegio. 

De prosperar la tesis del aetor se llegaría al absurdo de 
que bastaría un año o acaso un mes do BervtetOs cu la diplo- 
macia o en la adniinist rabión de justicia, para que el cómputo 
de una jubilación se realizara conforme a los preceptos del 
art. 17 de la ley 4349 sin tener en menta las modificaciones 
introducidas a ín ursina por la 11.923 y tilo no es lógico, ni 
jt jto, ni equitativo. 

For estos fundamentos se revoca la sentencia apelada de 
.a, 58 y f en consecuencia, se rechaza la demanda deducida. 
Abónense las rostas de ambas instancias en el orden causado 
atenta la naturaleza de las cuestiones debatidas. — Carian del 
Campillo — A. González Calderón — Eduardo Sarmiento — 
Carlos Herrera. 



Y vistos : La pausa acumula por el Dr. Eduardo L. 
Colombres Mármol sobro modificación de su jubilación 
como diplomático y cobro de pesos, venida en torcera 
instancia contra el Fallo de la Cámara Federal de la 
Capital que desestimó la demanda; y 

Considerando : 

Que el alegato del Sr. Fiscal de Cámara de fs. 65 
constituye una correcta expresión de agravios contra 
la sentencia de primera instancia no obstante repro- 




FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Buenos Aires, 18 de octubre de 1944. 
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duoir en él, como fundamental argumento, im dictamen 

Id Jn : SS^i « Tt ' S ° r0 Waa * e " litS ^ esti0nes 
administrativas del Dr. Colombres Mármol, dictamen 

que no ha sido analizado especialmente en la sentencia 
cíe fs. j8, en la que el Sr. Juez Federal se limita a 
mencionarlo en los ««íésul tnndns" «I resumir lo* tér 
wmm «le la demanda. La cita de ajenas opiniones que 
se aceptan como propias y no obstante las deficiencias 
criticas --reales o supuestas- que se les atribuyan, 
no Je quitan a esa crítica el valor procesal de "oxpre 
sion de agravios" »¡ en eI i as aparecen controvertidas 
a doctrina o la interpretación legal o la apreciación de 
os hechos en que se funda el fallo recurrido; que es 
io que ocurre en autos en donde el Sr Fiscal de C una 
ra con probidad laudable, ha creído que el Sr. Juez 
*oderal interpretó equivocadamente los textos y ante- 
cedentes de las leyes 4349, 11.923 y 12,579 y bonifica 

alto' 'I^tóonario 61 '" C '° nCOríiante °P' ni ón de un 

Que la sentencia recurrida se ajusfa a fe letra de 
la ley, al espíritu que la informa, a los antecedentes 
parlamentarios de la misma y al cr-ncepto do estrictez 
con que, según la constante jurisprudencia de esta Cor- 
te, deben interpretarse aquellos preceptos que estables, 
^an beneficios y privilegios no inherentes -es enten- 
dido— a la esencia de las normas fundamentales de la 
Constitución (Fallos: 150, 19; 1C1, 135; 187, 260) y 
de esa naturaleza son las modificaciones que la ley 
num. 12.579 ha introducido en la núm. 11.923, respecto 
a la jubilación "del personal del cuerpo diplomático y 
el Poder Judicial" cuyo por ciento se mejora coudi- 
eionalmcnte. 

Que informando el senador Serrey el proyecto pre 
sentado por la Comisión de que formaba parte, en 
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reemplazo de el del Poder Ejecutivo, dijo lo siguiente: 
"Sólo me falta explicar por qué la Comisión aconseja 
modificar el art. 3*. Según los fundamentos expresados 
con claridad, he dicho que la primitiva redacción de ese 
artículo, tal como viene propuesta por el Poder Ejecu- 
tivo, se presta a abusos lamentables que ya en el pasa- 
do se han producido. Bastaría para eiio que a una per- 
sona que tiene una función de otra jerarquía, se le 
confiara un cargo en la administración de justicia. En- 
tonces, con sólo tres años de ejercicio podría cobrar una 
jubilación mayor en cuanto al porcentaje." 

"Lo que se quiero es simplemente favorecer a los 
que hacen la carrera de la magistratura; no a los que 
habiendo desempeñado puestos de otra naturaleza, tie- 
nen la suerte de que se los lleve a ella por su influen- 
cia o por sus vinculaciones. Toda ley debo tener como 
base estar ajustada a los principios de la ética; de lo 
contrario, carece de toda vitalidad.*' 

Con ese concepto estuvieron de acuerdo los demás 
legisladores y se sancionó, en definitiva, la modifica- 
ción del art. 3 V proyectado por el Ejecutivo que no 
exigía tiempo de servicio especial y que fijaba en tres 
años la base del promedio del último sueldo. Un míni- 
mum de quince en la magistratura se conceptuó ne- 
cesario por el legislndor para considerar funcionario 
de carrera al juez y otorgarle el beneficio especial de 
substraerlo a la regla comúu de la ley 11.923. 

Que, en el curso de la discusión y por pedido del 
sonador Figueroa, se incorporó a los diplomáticos en 
los beneficios de la nueva ley conforme a lo proyec- 
tado por el P. E., pero se estableció que los últimos 
cinco años indicados para fijar el promedio do suel- 
dos, debían ser servicios activos para evitar que aque- 
llos funcionarios de eso orden que hubieran estado en 
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"disponibilidad" con reducción de un 50 % de sus 
haberes sufrieran en el por ciento jubilatorio. 

En la Cámara de Diputados se aceptó esa inclu- 
sión de los diplomáticos con el aditamento de reducir 
hasta cuatro años do últimos servicios activos a los fi- 
nes de promediar sueldos pero siempre que el f unció- 
nnrío tuviera más de veinte años de servicios diplo- 
máticos; y esta última modificación se fundamentó en 
la circunstancia de existir "diplomáticos en condiciones 
de acogerse a la ley pero que uo alcanzaban ese pro- 
medio" (de cinco años) — Cámara de Diputados, año 



Que ningún otro beneficio especial se ha estable- 
cido en la ley núm. 12.579 además del preceptuado en 
su art. V combinado con el 3 o , y la justicia no puede 
extenderlo a otros casos por motivos de equidad, o 
de méritos personales de los interesados, porque ella 
no hace la Jcy ni la invalida si no es inconstitucional ; 
la interpreta, si procede y la aplica rectamente a los 
casos que se le someten. 

En su mérito y concordantes del fallo recurrido 
se lo confirma en todas sus partes; con las costas tam- 
bién por su orden cu esta instancia, llágase saber y 
devuélvanse, rep. el papel en el juzgado de origen. 





98 



FAIJjOS DE l,A CORTE SUPttEMA 



PEDRO MIGUENS v. ADUANA 

ADUANA : Infracciones. Manifestación inexacta. 

La manifestación exacta de la cantidad de piezas inte^ 
grantes de una jangada formulada ante las autoridades 
respectivas in mediatamente de arribar ¿fita a puerto, sin 
que liaya mediado denuncia alguna ni procedimiento de 
la Aduana, importa rectificación oportuna de las cons- 
tancias de la documentación de origen en la que figura 
una cantidad mayor (20 de octubre de 1944). 

ADVANA: Infracciones. Manifestación inexacta. 

Es improcedente la aplicación de multa por la falta apa- 
rente de cierta cantidad de piezas que por error aparecen 
como despachadas en el certificado de origen. 

ADUANA : Infracciones. Manifestación inexacta. 

Es improcedente el comiso del exceso comprobado sobre 
la manifestación en m prometida en la copia de depósito 
que no alcanza al máximo de tolerancia permitido por el 
art. 128 de las Ordenanzas de Aduana, como tampoco 
procede cuando la diferencia entre la cantidad real de la 
mercadería y la manifestada ha obedecido a un error 
de cálculo imposible de pasar desapercibido. 



CARMELO A. TEZA v. NACION ARGENTINA 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitmionalidad e mconstHuchna- 
lidad. Decretos nacionales. Ejército y Armada. 

No es viol atorro de los arts. 17, 18 y 86 ine. 2», de la 
Constitución Nacional, el decreto que. por haberse com- 
probado la cesación de la incapacidad temporaria sufrida 
por un soldado a consecuencia de un- accidente en acto 
de servicio, resuelve privar al nvsnio de la pensión que 
por uno anterior le fue concedida con la condición de 
someterse a un nuevo reconocimiento módico tendiente a 
establecer la subsistencia o desaparición de la incapa- 
cidad (*). 



(l) ilc (K-tubre <k- ItHi, Fallón: 195. JS7. 
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PENSIONES MILITARES; Pensiones a los militares. InutilisaciÓm 
tiara la carrera militar. Ejército. 

El conscripto de] ejército que a consecuencia de un acci- 
dente sufrido en neto del servicio ha sido declarado anta 
tan solo para servicios auxiliares, aunque no tenga in- 
capacidad para el trabajo en la vida civil, se halla am- 
parado pnr el art. 10 del tít. III de la ley 4707 y tiene 
derecho a la pensión que el mismo establece ('). 



TA URRUTIA 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantios. Derecho de 
entrar, permanecer, tramitar y aalir. 

E] derecho de la Nación a regular y condicionar la admi- 
sión de extranjeros en ta forma y medida que, con arreglo 
a los preceptos constitucionales, lo requiera el bien común 
en caria circunstancia, no ea incompatible con los derechos 
individuales consagrados por la Constitución. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho d* 
entrar, permanecer, tramitar y salir. 

La autoridad competente para verificar y exigir el cumpli- 
miento de los requisitos legales a que está sometido el 
ingreso de los extranjeros al país lo es, también, para 
obtener la reconducción de quienes ingresando clandes- 
tinamente h : eieron con ello imposible dicho contralor; 
facultad distinta de la que la ley 4144 acuerda al Presi- 
dente de la Nación para expulsar al extranjero que, por 
haber ingresado al país en forma regular, ha venido a ser 
habitante de derecho del mismo, 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho» y garantías. Derecho d* 
entrar, permanecer, tramitar y salir. 

Si bien la ley no establece plazo después del cual quien 
ingresó al país subrepticiamente se convierta en habitante 
de derecho y, en prineip'o, la condición irregular de quien 
se halla en aquella situación sólo puede ser reparada 
mediante la demostración de que no son objetables los 



(í) Pullos: 195, 17. 
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antecedentes cuya comprobación aludió, es justo y con- 
forme al ti Techo natural considerar en cada cano si la 
rectitud del comportamiento cu el país durante un tiempo 
capuz de ponerlo a prueba y demostrar que responde a 
uria leal voluntad de honrado arraigo, constituye una 
comprobación equivalente, para los: fines de selección de la 
inmigración, a ia que debió hacerse mediante la docu- 
mentación aludida, suficiente pura acreditar una subor- 
dinación tal a los principios rectores de la vida nucioual 
que habilite para invocar la garantía constitucional de 
permanecer en el territorio. Ello sin perjuicio de la 
facultad de expulsión que pudiera ejercer el P, E. si se 
comprobaran antecedentes de tal nutu raleza que fuera 
imprudente y riesgoso para el orden público tenerlos por re- 
dimidos con el cumplimiento de los mismos requisitos que 
se juzgan suficientes para reparar ta violación de las nor- 
mas reglamentarias del lugres* al país. 

COSSTITVCÍOX SACIOXAh: Dcretlm* y ^miníín*. Derecho dñ 
entrar, ¡jermaHeii r, tramitar ¡/ >ti!ir. 

Es improcedente la reconducción ni país de origen dispuesta 
por la Dirección General de II igniciones respecto del 
extranjero que, si bien ingresó subrepticiamente a la 
República dos años untes de ser descubierto, no tiene an- 
tecedentes policiales ni otros que permitan atribuirle ac- 
tividades antisociales ni relaciones comprobad as con per- 
sonas o instituciones dedicadas a dichas actividades, y, cu 
cambio, cuenta con antecedentes no indiscutidos que lo 
presentan como hombre de bien y de traba ju, lo mismo 
que su padre radicado en el país desde hace treinta años. 



SENTEXi'IA OEL Jt'EZ KfcDEHAL 

Buenos Aires, junio 7 de 1ÍÍ44. 
Autos y vistos; Considerando: 

Que se interpone recurso de "babeas eorpus" en favor de 
Tomás Luis Cuesta Crrutia en razón de encontrarse detenido 
a disposición de la Dirección General de Migraciones, a fin 
de ser reeonducido a su país de origen, por suponerse que ha 
ingresado a la República sin autorización del gobierno; fun- 
dándoselo en que la citada Dirección de Migraciones carece 
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ile derecho para dictar esa medida, pues el nombrado Cuesta 
Urru ,a es un habitante dei país y en tal earaeTr está am 

garante el derecho de permanecer en el territorio argentino. 

m» t JÍ? ,rWt ° r (!í>,, 7 nl de 3fi ^aeione S informa a fs. 4 
pie la persona en cuyo favor se interpone este recurso, fué 
detenida portando revistas comunistas, e ingresó al na s en 
forma clandestma a bordo del Yap0 r "Cabo de Hornos', el 
28 de enero de 1942, violando las reglamentaciones sobre in- 
migración expresamente establecidas en la lev 817 y nrt 10 
me. k) del decreto reglamentario del 31 de diciembre de 1923* 
pues carece del respectivo pasaporte visado por el cónsul 
argenhno, ,,o ha acreditado su buena conducta anterior a su 

Que no habiéndose desvirtuado en loe autos el informe 
referido, la detención decretada a los fines de reembarcar al 
recurrente, esta legitimada por las disposiciones legales citadas 

SlSÉ^H 38? y ll'Sf* * ,a C ° rte S ^ ~ 
Que la doctrina del mismo alio tribunal que declara que 
Ja mencionada medida de reembarque eonlra ct que lia entrado 
al país dü.idest mámente autoriza el recurso de " babeas cor- 
pues" (FalIos : 197-332 y 184-101), „ ampara «I causante 
por no estar comprendido en las condiciones que se han exigido 
para considerarlo habitante de la Nación v amparado por 
eoi.sigu.ente. por la garantía del art. 14 de la Constitución 
Nacional, pues no lia demostrado radicación v trabajo en el 
país durante muchos años (caso "Eladio Rodríguez"; 197- 
Wm, enmp imiento de las condiciones exigida» para el ingreso 
f.J , T ll Í ,ca e ,tlí,ntlí í«tl debidamente acreditada (caso 
Pedro Di Cesare"; 184-101) y menos que vuelva después de 
una ausencia poco después de haber estado incorporado a la 

Bertone, 164-290) ¡ lo que se afirma, sin comprobarse, es que 
su padre reside en nuestro país desde hace treinta años 

For estas consideraciones y de conformidad con lo dicta- 
minado por el Procurador Pisca!, resuelvo desestimar el pre- 
sente recurso, con costas, — Horacio Fox. 



ios 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Iíueuos Airea, 21 de agosto de 1944. 
Vinlos y Considerando r 

Que scgtín se expresa cu el informe de fs. 4, el día 31 de 
enero del corriente año, personal de la Sid>l*rcfcetura de la 
zona del Río de la Plata y Puerto de Buenos Aires procedió a 
la detención del nombrado Cuesta Urrutia "en circunstan- 
cias que llevaba cuatro revistas extranjeras, una de ellas de 
carácter comunista". "De las actuaciones producidas por 
dicha dependencia — agrega el mencionado informe — se 
desprende que el nombrado sujeto ingresó al país en forma 
clandestina a bordo d»I vapor "Cabo de Hornos", con fecha 
28 de enero de 1942, violando las reglamentaciones sobre in- 
migración expresamente establecidas en la ley n* 817 y art. 10 
inc. k) Üel decreto reglamentario de diciembre 31 de 1923"; 
y en virtud de tales antecedentes Cuesta Urrutia se halla dete- 
nido a disposición de la Dirección General de Migraciones 
para ser recon elucido al país de su procedencia, lo que se 
procura evitar mediante el presente recurso de amparo. 

Que, en lo sustancial, la solución del caso requiere el exa- 
men de las facultades de la citada Dirección General para 
disponer el arresto y expulsión de los extranjeros que hayan 
entrado al país subrepticiamente eludiendo, en consecuencia, 
el cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley y de- 
creto antes mencionados y al respecto resulta oportuno ana- 
lizar la jurisprudencia establecida por la Corte Suprema y 
este Tribunal cu casos que presentan cierta analogía con el 
"aub-judice". 

Que a tal fin, cabe recordar en primer término la de- 
cisión recaída en el conocido caso de Maeiá y Gassol (151 : 
211) en el que, luego de admitir ta validez constitucional del 
decreto de diciembre 31 de 1923, en cuanto comprende a loa 
"pasajeros" en las restricciones establecidas por la ley n' 817 
respecto de los "inmigrantes" dijo la Corte Supremo: "Que 
en la presente causa, sin embargo, al hacerse salir del país a 
los recurrentes se ha ido más allá de lo que la propia letra 
del reglamento permite. Este alude, en efecto, a las condi- 
ciones que impiden la entrada de pasajeros en la República y 
aquí no se ha impedido la entrada sino que se ha verificado 
una expulsión, ya que los señores Maciá y Gassol residían en 
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esta Capital ruando aquella se ordenó", agregando poco más 
adelante "que el ingreso al país con violación del decreto del 
Poder Ejecutivo, no comporta tampoco la expulsión como 
consecuencia, ya que tal sanción no se halla especialmente 
consignada en ninguna ley en vigor". 

Que por aplicación de la jurisprudencia establecida en 
dicho fallo, esta Cámara hizo lugar a un recurso análogo in- 
terpuesto a favor de Blas Hernández (junio 5 de 1935), y si 
bien la Corte Suprema revocó tal decisión, los fundamentos 
aducidos permiten concluir que tuvo muy especialmente en 
cuenta, más que el ingreso clandestino del recurrente, la cir- 
cunstancia de que había sido oportunamente rechazado por 
U Dirección de Inmigración cu virtud de h aliarse afectado 
de tracoma, no obstante lo cual, fugándose de a bordo, logró 
penetrar al país permaneciendo en el más de seis años durante 
los cuales eludió la orden de captura dictada tres días después 
di su fuga, como así también el hecho de subsistir a la fecha 
del fallo la misma grave enfermedad que determinó su no 
admisión, modalidades que no concurren en el presente caso. 

Que si bien existen otros fallos de la Corte Suprema 
no haciendo lugar a recursos de amparo interpuestos en fa- 
vor de extranjeros entrados al país subrepticiamente (171, 310; 
183, 373; 388, 321) todee ellos se refieren a tripulantes de 
barcos que habían desertado de los mismos. En el primero 
de dichos fallos (171 : 310) la Cámara Federal de Apelación 
del Rosario desestimó el recurso de "habeas corpus" dedu- 
cido en favor de Jorge Psaradelis, ti ¡púlante desertor de un 
buque extranjero, a mérito exclusivamente de su entrada 
clandestina al país (considerando 4»), y la Corte Suprema, al 
confirmar lo resuelto, hizo referencia expresa al art. 990 del 
Código de Comercio y a las disposiciones concordantes del 
deereto de octubre 7 de 1930, relativo a los tripulantes de 
barcos mercantes de ultramar. Aludiendo al antes citado 
considerando 4" dijo la Corte textualmente: "El conside- 
rando 4* en todos sus incisos, de la sentencia de la Cámara 
"a-quo" referido, como es natural al caso del tripulante de- 
sertor es justo". 

Que las palabras finales del párrafo precedentemente 
transcripto, interpretadas a "contrario sensu", permiten in- 
ferir sin esfuerzo que fué deliberado propósito del Tribunal 
circunscribir su pronunciamiento al caso de tripulante de- 
sertor, condición que no se atribuye a Cuesta Urrutia. 

Que en cuanto al antecedente que menciona el señor Pro- 
curador Fiscal de Cámara (Wolf Klajnberg, diciembre 20 de 
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1939), no oh tampoco estrictamente análogo al "sub-judice" 
pues en aquél se procedió a la detención de Klajnbcrg a la 
llegada del tren que lo condujo a la Capital Federal luego 
de haber penetrado al país clandestinamente por la frontera 
con la Itepúbtica de liolivia de modo que sólo había perma- 
necido en nuestro territorio en tránsito a su lugar de destino, 
el breve, tiempo requerido por la duración del viaje, lo que 
permite equiparar su situación a la del tpie es detenido en el 
momento de arribar al país. 

Que los antecedentes de jurisprudencia analizados hacen 
procedente el recurso de "habeaa eorpus" interpuesto en fa- 
vor de Cuesta Urrutia ya que, como queda dicho, no media en 
el caso actual ninguna de las circunstancias que determinaron 
las resoluciones denegatorias antes mencionadas pues aquí se 
trata de un extranjero radicado entre nosotros desde hace 
más de dos años, teniendo su domicilio en la calle Coehabam- 
ba n» 465 de esta Capital en el momento de ser detenido, 
como se expresa en el citado informe de fs. 4, y en tales 
condiciones su expulsión sólo podría ordenarse por aplicación 
de las disposiciones de la ley 4144 que confiere tal facultad 
al Poder Ejecutivo Nacional —y no a la Dirección General 
de Migraciones— respecto de los extranjeros indeseables ra- 
dicados en el país y con prescindencia de que hayan cumplido 
o no los requisitos previos a su ingreso ul mismo. 

Por estos fundamentos y oído el Sr. Procurador Fiscal de 
Cámara, se revoca la sentencia apelada de fs, 6 y, en conse- 
cuencia, se hace lugar al recurso de "babeas corpns" inter- 
puesto en favor de Tomás Luis Cuesta l T rrutia. Devuélvase. — 
Carlos (M Campillo — Carlos Herrera — /l//o»so E. Voceará. 



Dictamen mu Piíoci-kador Genehal 



Suprema Corte: 

El 28 de enero de 1042 se introdujo clandestina- 
mente al país el subdito español Tomás Luís Cuesta 
Urrutia llegado a bordo del vapor "Cabo de Hornos", 
sin cumplir los requisitos reglamentarios. Detenido 
por la policía el 31 de enero del corriente año, dedujo 
recurso de habeos corpns por intermedio de Da. Justa 
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González; y aunque no se hizo lugar a tal recurso en 
primera instancia, la Cámara Federal en sentencia del 
21 de agosto ppdo. resolvió declararlo procedente (fs. 
12), Dicho tribunal aplica la jurisprudencia sentada 
por la Corte en el caso Maciá y Gassol (151: 211); y 
considera inaplicable la de los fallos 171 ;310; 183 : 
373 y 188 : 8&1, por cuanto, a su juicio, estos últimos se 
referían a marineros desertores, cualidad que Cuesta 
Urrutia no reviste. Con todo el respeto que me inspi- 
ra la sentencia apelada, cúmpleme expresar a V. E. 
que conceptúo errónea la doctrina aplicada en él por 
la Excma. Cámara. 

Dejaré sentado en primer término, que el art. 10, 
inc. k, del decreto do 31 de diciembre de 1923, regla- 
mentario de la ley 817 impide Ja entrada al país de los 
pasajeros clandestinos. No habiéndose puesto en tela 
de juicio la validez de esa prohibición, mantenida y 
ampliada en decretos posteriores cuya validez tampoco 
se discute, resulta claro que no hay motivo para leer 
"marineros desertores" donde el decreto dice "pasa- 
jeros". El distingo hecho por la Excma. Cámara, apa- 
rece así imposible de sustentar, máximo cuando V, E. 
ha aplicado otros incisos del mismo art. 10 a pasaje- 
ros que no eran tripulantes (148: 410; 173: 179). 

En segundo lugar, y como lo tengo dicho en mi 
dictamen del último de los casos citados, no es conce- 
bible que la violación de la ley origine a favor de los 
infractores derecho alguno. Dije entonces, y permítame 
V. E. lo reproduzca: "El extranjero entrado clandesti- 
namente a la República, no puede por su sola voluntad 
revestirse de una condición legal que las propias leyes 
le niegan; y paréeeme evidente que de admitir lo con- 
trario será imposible en lo sucesivo impedir la entrada 
al país de extranjeros indeseables, puesto que con solo 
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Hogar a puerto argentino el vapor en que viajen, esta- 
rán ya de hecho en la República, y desde el buque mismo 
podrán ejercitar recursos de amparo. . . No hacen falta 
esfuerzos de dialéctica para advertir que ningún acto 
doloso o subrepticio llevado a cabo por extranjeros 
indeseables puede tener la virtud de obligar a la Re- 
publica Argentina a que reciba contra su voluntad a 
quienes se ha negado a recibir." 

Por fin, no existe analogía entre el caso actual y 
el fallado por V. E. en 151 : 211, porque aquí se trata 
de persona considerada indeseable, situación distinta 
de la contemplada allí. 

En su mérito, solicito de V. E. revoque la resolu- 
ción apelada obrante a fs. 12. — Buenos Aires, setiem- 
bre H de 1944. — Juan Alvares, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de octubre de 1944. 

Y vistos: Los autos "Cuesta ürrutia Tomás Luis 
s/ recurso de babeas corpus", en los que se ha conce- 
dido el recurso extraordinario interpuesto a fs. 16 por 
el Sr. Procurador Fiscal contra la sentencia de la Cá- 
mara Federal de la Capital que hizo lugar al babeas 
corpus. 

Considerando : 

lo Que Tomás Luis Cuesta Urrutia confesó ser 

extranjero y haber llegado al país por primera vez en 
el vapor Cabo de Hornos, en las coudiciones que según 
los ines. i), j) y k) del art. 16 del decreto del 31 de 
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diciembre do 1923, reglamentaria de la ley 817, "impi- 
den la entrada de pasajeros cu la República". 

2» — Que el incuestionable derecho de la Nación a 
regular y condicionar la admisión de extranjeros en 
la forma y medida que, con arreglo a los preceptos 
constitucionales, lo requiera el bien común en cada cir- 
cunstancia, no es incompatible con las garantías de los 
dereclios individuales consagrados por la ley suprema 
(Fallos: 171, 310; 183, 373; 188, 326). 

3* — Ql-í la autoridad competente para verificar 
y exigir el cumplimiento de los requisitos legales a 
que está sometido el ingreso d» los extranjeros al país, 
lo es, consecuentemente, para obtener la reconducción 
de quienes ingresando clandestinamente, hicieron con 
ello imposible el contralor encomendado a ella por esen- 
ciales motivos de orden público. 

4° — Que negar esa facultad importaría no sólo 
hacer de realización imposible la regulación y el con- 
tralor a que se acaba de aludir, sino también conver- 
tir en privilegiada la condición de quien elude dolosa* 
mente someterse a las comprobaciones que, con res- 
pecto al ingreso de extranj ^s, la Nación tiene dere- 
cho a hacer porque el e jen icio de esas facultades es 
el medio indispensable para el cumplimiento del deber 
de resguardar la integridad social, moral y física de 
su población. Logrado el ingreso sin el contralor legal 
ese extranjero vendría a quedar — por el hecho de la 
violación, precisamente— eximido de cumplir las obli- 
gaciones impuestas por la ley a todos los de su misma 
condición que intentan por el recto camino lo que él 
ha hecho subrepticiamente. 

5* — Que esta facultad no debe, sin embargo, con- 
fundirse con la que acuerda al Presidente de la Nación 
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la ley 4144. Esta última se refiere a la expulsión del 
extranjero que ha venido a ser habitante de derecho 
porque las autoridades del país le abrieron las puertas 
de él regularmente, mientras que en estos casos, cual- 
quiera sea el tiempo transcurrido desde la entrada clan- 
destina, sigue tratándose del contralor de] ingreso; con- 
tralor realizado por la autoridad competente para re- 
gularlo y por los motivos formales explícitamente esta- 
blecidos en la legislación pertinente (art, 12 de la ley 
817 y 10 del decreto reglamentario del 31 de diciembre 
de 1923). En consecuencia, no hay en estos casos una 
expulsión disimulada ni un ejercicio irregular y abu- 
sivo por parte de la Dirección de Inmigración de* facul- 
tades privativas del Presidente de la Na jn. Por el 
contrario, afirmada de este modo la facultad de con- 
tralo de que se ha hecho mención, el ejercicio de la 
de expulsión —que es, sin duda, de excepcional carác- 
ter — • se lince menos necesaria. 

G" — Que la legislación vigente no establece plazo 
después del cual quién ingresó de modo subrepticio se 
convierta en habitante de derecho. Y la consecuencia 
lógica que de ello se sigue no puede ser como se ha 
explicado, la de que esa condición se adquiere auto- 
máticamente por el mero hecho de la entrada, pues por 
provenir osa condición irregular de una falta de com- 
probación de determinados antecedentes, en principio 
sólo es susceptible de ser purgada o reparada con la 
demostración de que nada hay objetable en los antece- 
dentes cuya comprobación se eludió. En todo caso, 
planteada la cuestión en términos teóricos, la conse- 
cuencia que se impone es la contraria. Sin embargo, 
extremar esta última podría ser tan injusto — porque 
violatorio de un derecho natural — para la persona do 
que se trate, como lo sería para el país considerar que 
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las facultados de sus autoridades competentes para 
regular y vigilar la admisión de extranjeros cesan no 
bienio ha logrado entrar en él de cualquier modo. 

7' — Que en razón de ello para una aplicación ra- 
zonable de las normas en cuestión débese considerar 
en cada caso si la rectitud del comportamiento en el 
país, unida a un transcurso de tiempo capaz de ponerlo 
a prueba y demostrar que responde a una leal volun- 
tad de honrado arraigo venga a constituir una compro- 
bación concreta y viviente capaz de valer tanto» para 
los finos de la selección de que se trata, como la que 
se debió hacer mediante la documentación eludida. De 
ese modo se armonizan equitativamente los inaliena- 
bles derechos de la Nación para regular el ingreso y 
la incorporación de los extranjeros, con los que tienen 
su fuente en el hecho de una radicación que por su 
tiempo y la disciplina social y moral con que se la vivió 
acredite una tal subordinación a los principios rectores 
de la vida nacional que habilita para invocar la garan- 
tía constitucional de permanecer en el territorio. Ello 
sin perjuicio de la facultad de expulsión que el Presi- 
dente de la Nación pueda considerarse en eJ deber de 
ejercitar si se comprueban antecedentes de tal natura- 
leza que fuera imprudente y riesgoso para el orden 
publico tenerlos por redimidos con el cumplimiento de 
los mismos requisitos que se juzgan suficientes para 
reparar la mera violación de las normas a que el ingre- 
so esta reglamentariamente sometido. 

S* — Que salvo una hoja de una publicación comu- 
nista hallada entre las revistas que se le secuestraron 
al detenerlo» Cuesta Urrutia no llevaba consigo ni te- 
nía en su casa {revisación de fs. 15 del expediente 
administrativo) publicación, correspondencia o docu- 
mento alguno que permitan atribuirle actividades anti- 
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sociales de ese carácter, ni se le han comprobado rela- 
ciones con personas o instituciones dedicadas a ellas; 
no tiene antecedentes policiales de ninguna especie (fs. 
13 y 21) y el Sacerdote Director del Colegio Euskal 
Echea (fs. 39) y el industrial « -e firma el certificado 
de fs. 41 le consideran hombre de bien y de trabajo, 
refiriéndose la constancia del primero a servicios pres- 
tados por Cuesta Urrutia en ese colegio durante casi 
un año. Además según el certificado del Juez de Paz 
de Villa* la, Depart amento Caseros, Provincia de Santa 
Fe, el padre de Cuesta Urrutia está radicado en ese 
pueblo desde hace treinta años y se le considera per- 
sona honorable y de buena moral (fs. 40), lo que tam- 
bién resulta del informe policial de fs. 74. A todo lo 
cual se agrega que Cuesta Urrutia ha tenido desde poco 
después de entrar en el país domicilio conocido y esta- 
ble (fs. 74) ; que él mismo sometió al juicio de la auto- 
ridad a raíz de la detención los antecedentes de su 
permanencia en el país para pedir, fundado en ellos 
que se le autorizara a radicarse (fs. 4), y que la con- 
ducta que resulta do las constancias mencionadas se 
prolongó desde enero de lí)42 basta enero de 1944. 

9' — Que según estas constancias cuya autenticidad 
y valor probatorio no han puesto en tela de juicio las 
autoridades administrativas que han intervenido en 
su obtención y en la decisión relativa al destino de 
Cuesta Urrutia, se trata de un caso que por sus moda- 
lidades corresponde a las situaciones contempladas en 
el considerando 7, vale decir que planteado como de 
contralor del ingreso al pnís y no de expulsión, no 
aparecen motivos suficientes para que la prohibición 
de ingresar, traducida aquí en uuu reconducción al 
país de origen, se considere legítimo ejercicio de fa- 
cultades do nutoridad competente. 
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Por estas consideraciones y las concordantes adu- 
cidas por la Cámara Federal de la Capital se confirma 
la sentencia apelada. Hágase saber y devuélvanse. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
garna : con salvedad referen- 
te a la inconstüucionaüdad 
que he sostenido respecto de 
la ley 4144 — B. A. Nazab 
Ancroiiena — F. Ramos 
Mejía — Tomás D. Casares. 



JOSE GODOY 

HOMICIDIO: Homicidio simple. 

No corresponde aplicar Iti pena prevista en el art 81, 
me P, sub-mo. a) sino la que establece el art 79 del 
Lodigo Penal a quien no actuó en uno do esos ímpetus 
emocionales durante ios cuales se pierde el dominio de 
ios renos inhibitorios, sino que obró enfurecido y con 
cierta del br ración, coordinando sus actos hacia un fin 
de venganza. 
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Buenos Aires, 23 de octubre de 1944. 

Y vistos: El juicio criminal seguido contra José 
Godoy o Lizández por homicidio en la persona de Juan 
Morales y lesiones leves a Elvira Rifo, hechos come- 
tidos el 3 de febrero de 1941 en Fuerte General Boca, 
territorio nacional de Río Negro. 
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Considerando : 

Que tanto los hechos que motivan el juicio, como 
la responsabilidad criminal del acusado en calidad de 
autor, se encuentran plenamente probados en autos, 
según ae demuestra en la sentencia de primera ins- 
tancia. Por otra parte, el acusado los confiesa, rela- 
tando todos los detalles de su comisión. 

Que la calificación legal de los hechos es la que 
se hace en la sentencia apelada, homicidio simple y 
lesiones leves — arts. 79 y S9 del Código Penal—. De 
la confesión del procesado, corroborada por ¡o que de- 
claran su concubina Elvira Rifo, lesionada, y el testi- 
go Victoriano Chacón en cuanto relata las circunstan- 
cias anteriores y su huida al oír los gritos de la víc- 
tima, resulta qne el día del hecho estuvieron bebiendo 
en casa del procesado, en su ausencia, su concubina, 
Morales y Chacón, se embriagaron hasta concluir Cha- 
cón tendido en la cocina, Morales y la Rifo acostados 
en la cama, vestidos, juntos con el hijito de la última. 
Es este cuadro, descubierto por üodoy al regresar a 
su casa a las once o doce de la noche, lo que desen- 
cadena su furia; lo arranca a Morales de la cama, lo 
golpea, lo arrastra hacia afuera, lo estrangula con la 
faja, lo ata con soga y cadena a un palo donde ata al 
perro ; vuelve a la pieza, saca a la concubina, la golpea 
y lesiona y desiste en su acción ante los gritos del 
niño, a quien, dice, tiene gran carino. Morales pasa el 
resto de la noche, muerto o moribundo, a la intempe- 
rie, atado, mientras Oodoy se acuesta. Al salir el sol 
éste se levanta, sin decir si durmió, y al encontrar a 
Morales muerto lo hace desaparecer arrojándolo a una 
laguna cercana de donde fué extraído. Estos antece- 
dentes y esta forma de actuar demuestran que el pro- 
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cesado no ha obrado en uno de esos ímpetus emocio- 
nales durante los cuales se pierde el dominio de Iob 
frenos inhibitorios, estado que cesa cuando la descar- 
ga nerviosa se ha agotado. Ha obrado con cierta deli- 
beración, enfurecido, coordinando sus actos hacia un 
fin de venganza. La conducta de la concubina es indu- 
dablemente agraviante, no obstante el vínculo ilegíti- 
mo, explica una reacción violenta, pero no Ja excusa, 
pues no tiene la gravedad que le asigna la defensa al 
espresar agravios en segunda instancia, cuando dice 
que el procesado encontró a su concubina "yaciendo 
con otro hombre en su propia cama", usando el térmi- 
no "yacer" en la acepción de "tener trato carnal con 
una persona", pues ambos estaban dormidos, vesti- 
dos y ebrios, como dormido y ebrio estaba Chacón en 
la cocina, antes de salir huyendo al oír los gritos. El 
procesado no ha presenciado un acto carnal que podría 
excusar un estado emocional ante la sorpresa y la 
comprobación súbita de una injuria gravísima a su 
amor propio y hombría. No hay, en consecuencia, esta- 
do de emoción violenta, ni las circunstancias lo harían 
excusable, como lo exigo la ley, si hubiera existido 
— art. 81, inc 1% sub-inc. a), del C. Penal. 

Que la forma do cometer el homicidio, la concu- 
rrencia de delitos y los antecedentes judiciales del 
acusado, que ha sufrido dos condenas anteriores, aun- 
que leves — fs. 67 y 68— determinarían una pena ma- 
yor, pero la falta de recurso acusatorio no permite 
agravar la impuesta — arts. 40 y 41 del C. Penal—. 

. Por estos fundamentos se confirma la sentencia 
apelada de fs. 93 que condena a José Godoy o Lizán- 
dez, por homicidio y lesiones, a doce años de prisión, 
accesorias de ley y al pago de las costas. Atento lo 
solicitado por el Sr. Procurador General de la Nación 
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hágase notar a la Cámara a-quo el retardo en que se 
ha incurrido en primera instancia, a bus efectos. No- 
tifíquese y devuelva use, debiendo hacerse oportuna- 
mente las comunicaciones al Registro Nacional de 
Keincidencia. 

Antonio Sagauxa — B. A. Na- 

ZAU A* CHOREN A — F. RAMOS 

MejU — T. D. Casabes. 



EDI' ARDO M. RAICES v. NACION ARGENTINA 

DEM A} DAS COSTRA LA XACIOX. 

Lo¡- empleados nacionales pueden demandar al Estado por 
col ro de sus habere s sin necesidad de venia o permiso 
alguno del i 1 , E.. previo cumplimiento de los requisitos 
que establece la ley 3£Í52. 

PRESCR1PVJOS : Comienso. 

La prescripción de la acción correspondiente a los emplea- 
dos nacionales para obtener el pago de sus haberes eo- 
mienxa a correr desde que nació su dereeho a ellos y no se 
suaponde por la relación de dependencia en que se hallan 
con respecto al P, E. 

PRESCRIPCIOS: Comienzo. 

Interrumpida la prescripción por el decreto que reconoció 
el derecho del actor, el término de aquélla comienza a 
correr nuevuinente desde la fecha de aquél, y no desde la 
del decreto posterior que desconoció el derecho de re- 
ferencia. 

PRESCRIPCION : Interrupción. 

Las «est iones administrativas no interrumpen la pres- 
cripción. 
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Sentencia del Ji'ez Federal 

Buenos Aires, noviembre 26 de 1942. 

Y Vistos: Pura resolver estos autos caratulados, Raíces 
Eduardo contra Gobierno de la Naeión s/eobro de haberes 
de los que resulta; 

1* Que a fs. 1 se presenta el actor dedu"iendo formal 
demanda contra el Superior Gobierno de la Nación sobre 
cobro de la suma de $ 12.347. — m/n., (pie se le adeuda en 
concepto de haberes en mérito de las siguientes conside- 
raciones ; 

"Dice que presta servicias en la Contaduría General de 
la Nación desde el año 1923. Que en el año 1929 (21 de 
febrero) fué separado de su cargo por orden verbal del 
Ministro de Hacienda, Dr. Enrique Pérez Colman, transmi- 
tida al Dr. Zaccheo que desempeñaba en ese entonces la 
Presidencia de la expresada Contaduría. Que posteriormente 
(el 11 de septiembre de 1930) se lo reincorporó y hechos los 
reclamos de práctica tendientes a obtener el pago de los habe- 
res devengados durante el tiempo de su separación por supe- 
rior decreto del P. E. del año 1932 (10 de febrero) se le 
reconoció de legítimo abono el pago de la suma cuestionada, 
pero que dicho decreto fué dejado sin efecto por otro posterior 
del 4 de abril de ese mismo año. Sostiene que conforme Jo 
ha resuelto la jurisprudencia en casos análogos es innegable 
el derecho que le asiste para reclamar la suma expresada, toda 
vez que de acuerdo con el precepto contenido en el art. 86, 
inc. 10 de la O. Nacional sólo el P. E. tiene facultad para 
decretar la cesantía d<* los empleados de la Administración 
Pública, sin perjuicio del decreto del 19 de febrero de 1932, 
Se hacen una serie de consideraciones más sobre el particular 
y se pide en definitiva que se le reconozca el derecho a los 
haberes señalados con intereses y costas. 

2" Declarada la competencia del juzgado y corrido 
traslado de la demanda al P. E. por intermedio del Ministerio 
del ramo, a fs. 7 se presenta el Procurador Fiscal Dr. Gus- 
tavo Caraballo contestando y dice: 

Qne la den anda es improcedente. Que en primer tér- 
mino opone la prescripción decenal (art. 4023 del Cód. Civil) 
y subsidiariamente la quinquenal (art. 4027, inc. 3' del mismo 
Código). Niega todo derecho y pide en definitiva el rechazo 
de la acción con costas. 
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Considerando ¡ 

l 9 Quo teniendo en cuenta la naturaleza de la defensa 
de prescripción que entre otras articula la demandada en su 
escrito de responde (fs. 7) el Juzgado pasará a analizarla en 
primer término para pronunciarse sobre el fondo del asunto en 
caso de resolverse negativamente esta articulación. 

Prescripción : La demandada en su escrito de responde 
{fe. 7) opone la defensa del rubro fundándola en la disposición 
contenida en el art. 4023 del C. Civil y subsidiariamente in- 
voca también el art. 4027, ine, 3* del mismo código. 

Sin entrar a considerar la aplicabilidad del art. 4027 
cuestionada por la actora a fs. 19, debe señalarse que la pres- 
cripción decenal opuesta en primer lugar (art. 4023 cit.) 
no obstante la opinión contraria formulada por el represen- 
tante en el referido escrito de fs. 19 se lia producido en el 
caso de autos. En efecto; según resalta de los propios térmi- 
nos del escrito de demanda (fs. I) extremos que por otra 
parte se hallan plenamente corroborados con la prueba acu- 
mulada en autos (ver constancias del exp. 70988 -K-M i Misterio 
de Hacienda de la Nación y agregados) los haberes reclamados 
en este juicio se devengaron entre el 21 de febrero de 1929 
y el 11 de septiembre de 1930 y su legítimo abono fué reco- 
nocido por decreto del P. E. del 19 de febrero de 1932 (pu- 
blicado en el B. O. del 1» de marzo de ese ano) decreto que 
a su vez fué revocado por el de fecha 4 de abril del mismo año. 

De la simple confrontación de esas fechas resulta que 
cutre el reconocimiento de deuda por otra parto del Estado 
(Decreto de febrero 19 del año 1932 y publicado en el B. O. 
del 1 ' de marzo del mismo año) y el de la iniciación de esta 
demanda (26 de marzo de 1942, ver fecha de cargo del escrito 
de fs. 1) ha transcurrido con exceso el término legal de loa 
diez años para que se opere la prescripción prevista en el 
art. 4023 del C. C. 

El argumento que se hace a fs. 19 en el sentido de que 
recién a partir del segundo decreto del P. E. (4 de abril do 
1932) el actor ha estado en condiciones de deducir la acción 
correspondiente no es compartido por el Juzgado. Si bien es 
cierto que ello no se discute, de que el reconocimiento de 
deuda efectuado por la demandada mediante el decreto del 
19 de febrero de 1932 tuvo como consecuencia la interrupción 
del término de la prescripción conforme lo dispuesto en el art. 
3989 del Cód. Civil, debe también reconocerse que a partir 
de esa fecha ha empezado a correr nuevamente el término, 
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porque éste ha sido un acto interruptivo y no suspensivo como 
parecería entenderlo la actora (ver fs. 19) y que ta ley civil 
contempla en el caso de los menores (art. 3966 Cód. Civil). 

Que acreditado en consecuencia el trauseurso del término 
legal como se ha señalado precedentemente, la defensa ana- 
lizada debe prosperar, y así se declara. 

Por las precedentes consideraciones, fallo rechazando la 
demanda instaurada por D. Eduardo M. Raices contra el 
Gobierno de la Nación sobre cobro de haberes sin costas, en 
atención a la naturaleza de la defensa que prospera. — 
Alfonso E, Poetará. 

Sextexcia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, 18 de agosto de 1943. 

Y Vistos: 

Por los fundamentos y los que aduce el Sr. Procurador 
Fiscal de Cámara a fs. 39, se confirma, sin costas, la sentencia 
recurrida, en estos autos seguidos por Eduardo M. Raices con- 
tra Gobierno de la Nación, sobre cobro de haberes. — Ricardo 
Villar Palacio. — Carlos dd Campillo. — Carlos Herrera 
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Buenos Aires, 23 ele octubre de 1944. 

Y vistos; Los recursos de apelación ordinaria 
interpuestos por las partes contra la sentencia de la 
Cámara Federal de la Capital que declaró p rescripta 
la acción de Eduardo M. Raices contra el Fisco Na- 
cional por cobro de sueldos; y 

Considerando: 

I. Que ninguna norma constitucional, legal o regla- 
mentaria prohibe a un empleado de la administración 
nacional el reclamo ante la justicia contra lo que él 
entienda como un agravio a sus derechos y solamente 
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exige la previa gestión administrativa en los términos 
de la ley 3952. Es discrecional del Poder Ejecutivo, 
sin duda, la facultad de "nombrar y remover los em- 
pleados de la administración cuyo nombramiento no está 
reglado de otra manera por esta Constitución " — art 
86, inc 10—; pero no es del misino carácter y alcance 
la de pagar a éstos los emolumentos que la ley de pre- 
supuesto les asigna, pues aquí el P. & procede en 
virtud de facultades regladas dando certidumbre al de- 
recho subjetivo nacido de la ley (eonf., Fallos: 175, 
368 considerandos 4* y 5°) ; y, siendo así, del derecho 
de Raices para percibir los emolumentos asignados a 
su empleo, surge necesariamente una acción para ha- 
cerlo efectivo en justicia con o sin venia de la autoridad 
administrativa. Así lo reconoce y funda el Fiscal de 
Cámara en su dictamen de fs, 39, con adecuadas citas 
de dictámenes del Auditor General de Guerra y Mari- 
na en casos similares, y del decreto nacional núm. 13.925 
de 7 de diciembre de 1932 que en el art, 14 dice expre- 
samente: "Está prohibido a los funcionarios y emplea- 
dos de la administración pública representar o patro- 
cinar a litigantes contra la Nación e intervenir en ges- 
tiones extra judiciales en juicios en que la Nación sea 
parte, bajo pena de destitución, salvo que se trate de 
defensa de interese ■ personales del empleado o sus pa- 
rientes consanguíneos." 

IT. Que el antecedente mencionado por el actor 
relativo a la exoneración de César Luis Zapata, emplea- 
do de la Aduana de Rosario, por decreto de junio 9 de 
1917, a causa de haber demaudado al Gobierno Nacional 
por cobro de haberes y diferencias de sueldos (Boletín 
Oficial núm. 9&40) no mejora la tesis del actor porque 
de la cita que ese decreto hace del inc. 1° del art. 86 de 
la Constitución Xacional, no se deduce que el P. E. pue- 
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da privar a empleados y funcionarios de su dependencia 
del amparo de la justicia cuando creen que sus derechos 
fundamentales han sido agraviados precisamente por 
el "Jefe Supremo de la Nación encargado de la admi- 
nistración general del país"; y por eso, en las causas 
de Cejas contra la Nación y Arce Villalba contra la 
Nación —Fallos: 144, 158; 161, 88, entre otros— ni la 
demandada sostuvo ni los jueces exigieron el previo 
permiso o venia del Poder Ejecutivo no obstante tra- 
tarse de empleados nacionales cu actividad o en sus- 
pensión, que reclamaban sueldos. Como queda expre- 
sado en el considerando I, la discrecional facultad de 
nombrar y remover empleados y funcionarios no com- 
porta la de pagar o no los sueldos que por ley se asig- 
nan a esos empleados, y en consecuencia, ese reclamo 
no queda supeditado al arbitrio del Jefe de la adminis- 
tración; y la posibilidad de un exceso, abuso o error 
de éste en el caso es una contingencia que no está en 
las atribuciones de los jueces salvar. La prescripción 
comenzó, pues, a correr desde que nació el derecho que 
sirve de base a la acción de Raices. 

III. Que de acuerdo a lo dispuesto en el art. 3956 
del Código Civil, la prescripción comienza a correr 
desde la fecha del título de la obligación, esto es, desde 
que ha nacido el derecho que el actor ejerce en esta 
demanda por el cobro de sus sueldos. Mas esta pres- 
cripción lia sido interrumpida por el propio deudor que 
ha reconocido expresamente en el decreto de febrero 
19 de 1932, el derecho del actor (art. 3989 del Código 
Civil). En esa fecha ha comenzado nuevamente a correr 
la prescripción. Y no habiéndola interrumpido la parte 
actora, por demanda, aunque fuera ante juez incom- 
petente o nula por defecto de forma (art. 3986) es 
patente, como lo decide la sentencia apelada, que se ha 
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operado la prescripción de la «ación, desde que las 
gestiones administrativas, invocadas por el actor, no 
interrumpen la prescripción (Palios: 173, 289; 175, 90; 
179, 160 y 309; 182, 360; 183, 227; 184, 611; 187, 216 
y 260; 189, 256). 

Tampoco puede invocarse en el sub-life la suspen- 
sión de la prescripción, que el art. 3980 refiere, cuando 
por razón de dificultades o imposibilidad de hecho se 
hubiere impedido temporalmente el ejercicio de la ac- 
ción, puesto que ninguna de esas circunstancias ha im- 
pedido entablar la demanda al solo efecto de interrum- 
pir la prescripción ; como frecuentemente se hace en los 
casos de demandas contra la Nación. 

IV. Que reconocida la deuda por el decreto de 
febrero de 1932, la prescripción decenal es la que co- 
rresponde aplicar al caso, de acuerdo a lo resuelto por 
esta Corto (Fallos: 195, 488 y 196, 491) y ella ha de 
contarse desde esa fecha, y uo del posterior decreto 
de 4 de abril de 1932 que desconoció el derecho que 
antes se había reconocido. Pues es el reconocimiento 
del derecho y no su desconocimiento lo que interrumpe 
la prescripción comenzada. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la 
sentencia apelada, ¿Té la confirma; sin costas, en aten- 
ción a ta naturaleza de la defensa opuesta. Notifíquesr 
y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juz- 
gado de origen. 

Antonio Saoabka — B. A. Nazar 
Anchokena — F, Hamos 
Mejía — T. D. 
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HA VERO TRADING CIA, LTDA. v. ADUANA 
ADUANA i Tránsito y removido. 

El mejoramiento de los frutos llegados al país en tránsito 
al exterior en forma tal que equivalga a e^ortar un fru o 

sustitución de aquellos por otros de igual especie v calirlnd 
aunque se haya pagado en concepto de derechos de ¿rt? 
de valor (23 de octubre de 1944). ««memo 



BANCO HIPOTECARIO NACIONAL v PROVINC T A 

DE SAN JUAN 

SANCO HIPOTECARIO NACIONAL: Régimen legal 

No está exento del pago de impuestos provinciales p1 
mmueb e que, si bien fué comprado porTBancTHi 

tras aquella continua funcionando en otro lugar. 

Dictamen del Procurador Genera* 
Suprema Corte : 

Procede en este caso la jurisdicción originaria de 
V. K por tratarse de litigio seguido contra una pro- 
vincia, con motivo de la alegada inconstitucionalidad 
de una ley provincial. 

Por aplicación de esa ley -la de contribución di- 
recta de San Juan- se ha exigido al Banco Hipotecario 
pague el impuesto correspondiente a un terreno situado 
en la ciudad capital de dieba provincia, y que si bien 
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se proyecta destinar a futuro edificio de la sucursal 
del Banco, por el momento está arrendado a particu- 
lares. Sostiene la adora que e haberse demorado la 
iniciación de los trabajos, no cambia el propósito con 
que se adquirió el inmueble; y la provincia, por su 
parte, ai nque conforme en exonerar de impuestos al 
predio tan pronto como se le dé el destino proyectado, 
niega sea suficiente al efecto la persistencia sólo ánimo 
de un propósito que no se traduce en hechos. 

Reducido a eso el pleito — y no es otro su verda- 
dero alcance a partir de las manifestaciones hechas 
por ambas partes en sus alegatos de fs. 66 y 70 — más 
que sobro interpretación del art. 32 de la ley especial 
10.676, versa sobre si, atentos los resultados de la 
prueba y el tiempo transcurrido, puede todavía razo- 
nablemente admitirse que el terreno de referencia siga 
destinado a casa de la sucursal del Banco Hipotecario 
Nacional. Más que de dereeho, la cuestión resulta serlo 
de hecho, y queda como tal librada a la prudente apre- 
ciación del juzgador, materia ajena a mi dictamen, — 
Buenos Aires, agosto 19 de 1943. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de octubre de 1944. 

Y vistos los autos "Banco Hipoteca :o contra San 
Juan, la Provincia, sobre cobro de pesos", de los que 
resulta : 

Que a fs. 13 D. Leopoldo J, Laborie, en represen- 
tación del Banco Hipotecario Nacional, demanda a la 
Provincia de San Juan para que se la condene a devol- 
ver la suma de $ 6.807,88 m/n., con intereses y costas, 
fundado on los hechos y el derecho siguientes. 
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El 23 de agosto de 1926 y el 23 de enero de 1930 el 
Banco actor compró las fracciones contiguas e inte- 
grantes de un solo inmueble cuya ubicación eu la ciudad 
de San Juan, linderos y superficies se indican en la 
demanda, destmadas a la construcción de un edificio 
para la sucursal que funciona en dicha ciudad. Así se 
lujo constar en las respectivas escrituras de adquisi- 
ción, en las cuales fueron transcriptos los acuerdos per- 
tinentes del Directorio que, previa licitación publica 
acepto el 21 de agosto de 1930 una de las propuestas 
presentadas para realizar esa construcción. 

Las propiedades de referencia fueron empadro- 
nadas por la Dirección General de Rentas de la Pro- 
vincia que, el 22 de junio de 1940, intimó al Banco el 
pago del impuesto territorial bajo apercibimiento de 
ejecución. Por nota del 25 del mismo mes, la gerencia 
del Banco sostuvo que el inmueble hallábase exento de 
gravamen en razón de lo dispuesto en el art. 2 de la ley 
de contribución directa y del art. 32 de la ley 10 676* 
no obstante lo cual, con fecha 29 de junio de 1940, eí 
Ministro de la Intervención Federal desestimó el pe- 
dido de la actora que, por ello, pagó la suma de ra*n. 
6,4/1,34 en concepto de la mencionada contribución co- 
rrespondiente a los años 1929 a 1940, dejando constancia 
de su protesta y reserva para obtener la devolución 
en el telegrama colacionado del que acompaña copia 
confirmado por carta certificada con aviso de retorno 
dirigida al Interventor y al Ministro de Hacienda el 14 
de noviembre de 1940. También pagó en la misma for- 
ma la cantidad de m$n. 335, 54 por el impuesto corres- 
pondiente al año 1941, según resulta del telegrama 
dirigido el 24 de marzo de 1941 a tos funcionarios an- 
teriormente nombrados, cuya copia acompaña junto con 
los comprobantes de los pagos aludidos. 
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Las fracciones de referencia, destinadas a la casa 
de la sucursal San Juan del Banco actor, están exentas 
de todo impuesto o contribución nacional o provincial 
porque el art. 32 de la ley orgánica de aquél así lo 
establece respecto de la casa, de propiedad del mismo 
y la de sus sucursales, siendo incumbencia del Banco 
determinar la oportunidad do la construcción y del 
traslado de las oficinas al local adquirido para el edi- 
ficio de la sucursal. Nada significa que mientras tanto 
aquél tenga arrendado dicho inmueble y obtenga rentas 
de él, desde que por otro lado paga alquiler por el 
local que ocupan sus oficinas y la Provincia no sufre 
perjuicio alguno pues si no cobra impuestos por la 
propiedad del Banco percibe, en cambio, los corres- 
pondientes al inmueble arrendado donde funciona la 
sucursal. 

Después de referirse a la discusión de la ley orgá- 
nica del Banco en el Senado, advierte que la ley pro- 
vincial de contribución directa contiene una disposi- 
ción que confirma la exeiulón aludida y termina pi- 
diendo que se baga lugar a la demanda en la forma an- 
teriormente expresada. 

Que a fs. 27 contesta la demanda el Dr. José An- 
tonio González, por la Provincia de San Juan, y soli- 
cita su rechazo, con costas, por las siguientes razones: 

Para la procedencia de la exención acordada por 
el art. 32 de la ley 10.676 no basta que un inmrvble 
pertenezca al Banco pues se requiere, además, qi.s se 
encuentre instalada en él y en funciones alguna de sus 
sucursales. Los demás inmuebles pertenecientes al Ban- 
co Hipotecario pagan impuestos porque esa institu- 
ción actúa entonces como persona jurídica, con bie- 
nes propios, sujeta a las reglas generales de derecho» 

Si bien en las escrituras de adquisición de los in- 
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muebles se ha transcripto una comunicación de la casa 
central del Banco al Gerente de San Juan, en la que se 
expresa que se ha dispuesto comprar el terreno con 
destino a la construcción del edificio para la sucursal 
y casa de la gerencia, y se llamó a licitación pública 
para la construcción del edificio, nada se ha hecho 
aún, no obstante haber transcurrido hasta el momento 
de Ja contestación casi dos años desde la aceptación do 
la propuesta. En cambio, el Banco ha dado en locaeión 
los terrenos mientras la sucursal funciona en un in- 
mueble tomado en arrendamiento. La tesis deí Banco 
conduciría a establecer que so pretexto de comprar un 
inmueble para destinarlo a construir el edificio de una 
sucursal, aquÉ 1 podría mantenerlo indefinidamente libre 
de impuestos. % además, el terreno no fué adquirido 
exclusivamente para sucursal sino también para cons- 
truir una casa pura la gerencia. 

Por fin, el art. 2 de la ley provincial de contribu- 
ción directa es inaplicable, pues no se trata de un caso 
de exención previsto en la ley orgánica del Banco n¡ 
de un inmueble de propiedad de la Nación sino de una 
institución independiente de ella. 

Que abierto el juicio a prueba se produjo la que 
expresa el certificado de fs. 05, alegaron las partes a 
fs. 66 y fs. 70; dictaminó a fs. 72 el Sr. Procurador 
General y se dictó a fs. 72 vta. la providencia de autos 
para definitiva; y 

Considerando : 

Que la defensa de la Provincia de San Juan fun- 
dada en la letra y el espíritu del art. 32 de la ley 10.676 
dt septiembre 22 de 1919, modificatoria de la ley orgá- 
nica del Banco Hipotecario Nacional, es ajustada a 
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derecho y a la jurisprudencia de es* ta Corte. El men- 
cionado artículo después de referirse a diversos gra- 
vámenes fiscales de que el Banco está exento, dice en 
sn apartado final: "Estarán también exentas de todo 
impuesto o contribución nacional o provincial, la casa 
de propiedad del Banco y las de sus sucursales''; pero 
se lia entendido que, tanto respecto del Banco de la 
Nación como del Hipotecario, esa exención cubre la 
casa donde se realizan Irh funciones específicas de tales 
establecimientos de crédito, ya que ella tiende precisa- 
mente a facilitarlo», estimularlos y abaratarlos sirvien- 
do — en los mejores términos posibles — al progreso del 
país; sin extender el privilegio a otros bienes que 
puedo n adquirirse y acumularse por liquidación de 
deudas, efectividad de garantías y que a su vez, se en* 
tregau al arrendamiento, venta 11 otras de carácter 
lucrativo. 

Que en el fallo del t. 192, pág. 53, causa Banco de 
la Nación Argentina contra la Municipalidad de la Ca- 
pital, esta Corte decidió: "Si el Banco convierte, en 
lodo o en parte sus locales en casas de departamentos o 
de familias, aunque sea en beneficio de su personal, 
dejau de ser en la misma medida locales de Banco para 
confundirse con las "casas de vecindad", sobre las 
cuales la Municipalidad tiene una recomendable ac- 
ción de vigilancia."; y, en consecuencia, hizo pasible 
al Banco del impuesto reclamado. Esta misma norma 
fué aplicada por la Corte en casos de empresas de ser- 
vicios públicos, como los ferrocarriles excutos de im- 
puestos "solamente en su calidad de tales y, por con- 
siguiente, sólo comprende los bienes y operaciones 
estrechamente vinculados a su tráfico principal que es 
el transporte de mercaderías y personas" (Fallos: 144, 
408); dnctrina reiterada en Fallos: 193, 77, al decir: 
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"Que según reiterada jurisprudencia del Tribunal 
—Fallos: 144, 408; 156, 153; 189, 63 y 84— la exención 
de gravámenes establecida por las leyes 5315 y 10.657 
sólo comprende 'os que afecten a tas empresas ferro- 
viarias en el ejercicio d * su comercio e industria o en 
los actos que se relacionen directamente con ellas." 

Qtie según la prueba de la demandada —irrecusa- 
ble por emanar de la misma acto ra — la propiedad ubi- 
cada en la ciudad de San Juan en la calle Eawson es- 
quina Laprida, por la cual se pagó el impuesto cuya 
repetición se gestiona, no está ocupada por el Banco 
Hipotecario aun cuando está destinada a que en ella 
se construya el edificio para ese fin desde el año 1926; 
está convertida actualmente en un inmueble de renta 
(inspección ocular de fs. 57; informe del Banco de fs. 
62). No es, en consecuencia, la casa del Banco a que se 
refiero la ley como que aun está en trámite la cons- 
trucción adecuada (fs. 41, 48, 49 y 50) ; ese inmueble no 
está en función banca ría y el impuesto discutido no 
ofrece el peligro de destruir 'Moa instrumentos mediante 
los cuales el gobierno pone en ejecución sus leyes den- 
tro de los estados (í> Wall 358 — S. C. of U. S. A.). 

Que la provincia demandada sostiene la inapliea- 
bilidad al caso de autos del art. 2 de la ley de contri- 
bución directa de San Juan en cuanto dicho precepto 
exime del pago de dicho gravamen a los M inmuebles 
nacionales, provinciales o municipales" y se funda en 
que, do acuerdo con la jurisprudencia de esta Corte, 
las instituciones autárquicas —como el Banco litigante — 
son independientes de la ííación y cita, en abono de su 
tesis, el fallo del t, 176, pág. 164, que dice así: "Que 
esta Corte ha establecido que las instituciones creadas 
por el Estado Nacional y a quienes concede personería, 
representación propia, facultades de administración y 
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adquisición, son independientes de la Nación. Los fe- 
rrocarriles del Estado, ha dicho, aun en el caso de ser 
de propiedad de la Nación, son diversos de la Nación 
misma y por más interés que tenga la Nación en los 
asuntos de sus ferrocarriles, no llegan éstos a con- 
vertirse en el Fisco, como no llegan tampoco el Banco 
de la Nación ni el Banco Hipotecario"; y esa doctrina 
fué, en efecto, reiterada en Fallos: 133, 360; 136, 144; 
137, 298; 150, 274; 180, 248; 181, 72 entre otros, defi- 
niendo así, una jurisprudencia constante y firme. En 
consecuencia, no siendo el inmueble de Rawson y La- 
prida — ciudad de San Juan — un bien de la Nación y 
que tampoco está ocupado en función del servicio pú- 
blico bnneario, tampoco le corresponde el beneficio de 
la exención que se demanda, ' 

En su mérito se desestima la acción del Banco Hi- 
potecario Nacional por repetición de impuesto contra 
la Provincia de San Juan. Sin costas atenta la natu- 
raleza de las cuestiones debatidas y el carácter público 
de la demandante. Hágase saber y archívese, en la 
oportunidad correspondiente. 



FELICITAS GUERRERO DE MIIIANOVICn t. 
PROVINCIA DE CORDOBA 

PAGO: Pago indebido. Protesta. Prueba. 

Debe considerarse probada la protesta hecha mediante 
tres telegrama» semejantes, autenticados los dos últimos 
mas no el primero por haber destruido el Correo la 



Antonio Sao ahita — B. A. Nazak 
Anchor en' a — F. Ramos 
Mejía - T, D. Casares. 
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respectiva documentación respecto del cual existen, en 
cambio, constancias en un expediente administrativo que 
permiten establecer su recepción por las autoridades 
provinciales. 

PAGO: Payo indebido. Protesta. Forma. 

Es eficaz la protesta concebida en términos que exclu- 
yen la posibilidad del desconocimiento por Ib Adminis- 
tración de la disconformidad del contribuyente y de 
las razones en que se funda, siendo innecesario especi- 
ficar el bien o acto concreto sobre que recae el gravamen 
protestado ni el monto del mismo. 

CONSTITUCION NACIONAL: Control de constitucionalidad. 

La presunción de constituc tonalidad de Jas leyes alcan- 
za también a las dictadas por las provincias cuando no 
se trata de un conflicto de atribuciones federales y lo- 
cales sino de la manera cómo ba sido ejercida una 
facultad indudablemente provincial. 

CONSTITUCION NACIONAL; Control de constitucionalidad. * 
Cuando la invalidez constitucional de una ley depende 
de circunstancias de hecho, como el caso de un grava- 
men al que se atribuye carácter eonfíscatorio, corres- 
ponde al impugnante probar dichas circunstancias. 

IMPUESTO: Confiscación. 

En los casos de gravámenes que inciden sobre la produc- 
ción agrícola impugnados como confisca torios, la pro- 
porción entre la renta y el impuesto debe ser establecida 
computando el rendimiento normal medio de una correcta 
explotación del fundo afectado, sin tener en cuenta la dis- 
minución o supresión de las utilidades por circunstancias 
eventuales ni lo que proviene de la inapropiada adminis- 
tración del contribuyente. 

CONSTITUCION NACIONAL: Corntitucionálidad e inconstttuciona- 
lidad. Impuestos y contribuciones provinciales. Territorial. 

Corresponde rechazar la demanda sobre inconstituciona- 
lidad y repetición del impuesto territorial establecido 
por la ley 3787 de la Provincia de Córdoba fundada en 
el carácter eonfíscatorio del gravamen, si las conclusio- 
nes de la pericia de contabilidad realizada sobre la base 
de los libros del contribuyente, que carece por sí sola de 
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valor probatorio, resultan contradichas inequívocamente 
por la pericia del ingeniero agrónomo, coincidente con 
las declaraciones de varios testigos no desvirtuadas por 
otro», según la cual los establecimientos de campo de la 
actora dejan un margen de rendimiento qué impide toda 
objeción de constitucional idad similar a la planteada en 
el juicio. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Corresponde a V. E. conocer originariamente en 
cata causa por tratarse de demanda contra la Provincia 
de Córdoba y haberse pacato en tela de juicio la cons- 
titucionalidad de la ley 3.787 de dicha provincia. 

La acción se funda exclusivamente en el carácter 
eonfiscatorio que la actora atribuye a la referida ley, 
y bajo tal concepto, la solución del caso comporta apre- 
ciar una cuestión de hecho librada por completo al pru- 
dente criterio de V. E. Me permito, sin embargo, re- 
cordar la salvedad que tengo hecha en 190: 233, y mu- 
chos otros casos similares, sobre el monto a devolver, 
para el caso de prosperar la acción. A fs. 7l2 la provin- 
cia demandada formula al respecto reservas, concor- 
dantes con la opinión del suscripto. — Buenos Aires, 
junio 30 ih> 1943. — Juan Alvarég. 

y ai ají de la roa te sitúen a 

Buenos Aires, 23 de octubre de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada "Mihano- 
vicb. Felicitas Guerrero de, contra Córdoba la Provincia 
sobre repetición de impuestos" de la que resulta: 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Ul 

Que a fw. 55 se presenta D. Eafael V. González, 
apoderado de la actora y manifiesta : 

Qne la Sra. Da. Felicitas Guerrero de Milianovich 
es propietaria en Córdoba de dos establecimientos de 
campo, denominados "Las Lagunas" y "La Van- 
guardia". 

Que el primero, ubicado en e! Departamento Ge- 
neral Boca, Pedanía "El Cuero", tiene una superficie 
de 18.264 lis,, 63 as., 83 es. Estaba valuado en 1938 
en m*n. 1.349.100 y pagaba mfn. 12.479,20 de impuesto 
territorial. En 1939, después de dictada la ley local 
3787, su valuación sube a m$n. 1.552.500 y paga por 
el gravamen mencionado, ni*n. 29.497,50. En 1940 y 41 
es valuado en rn$n. 1.095.900, y la contribución exigida 
us do m«n. 19.729,20. La tasa aplicada lia sido pues, en 
1939, el 19 o/oo y a partir de 1940 ( el 18 o/oo. 

Que el resultado de la explotación del campo "Las 
Lagunas" fué, en 1939, una pérdida de m$n. 1.808,08, y 
al 30 de junio de 1940, también pérdida de m*n. 12.299,19. 

Que este establecimiento se interna en la Provincia 
de San Luis, donde ocupa 9.205 Hs., 11 as., 65 es., va- 
luadas en m$n, 460.250, y gravadas en m*n. 3.221,75. 
Añade que desde 1932 a 1940 La dejado el fundo una 
pérdida total de in*n. 146.640,29 pese a la prudente 
administración y al celo en el manejo de sus ingresos 
por la propietaria, todo lo cual resulta de los libros que 
lleva en perfectas condiciones, aunque no rubricados. 

Que ese quebranto se ve agravado por el aumento 
desmedido de la contribución, a raíz de dictarse la ley 
3787 en la provineia demandada, por lo que promueve 
esta demanda "solicitando la repetición de lo pagado 
de más". Acredita Ja satisfacción del Impuesto y las 
pertinentes protestas eon tas boletas v telegramas que 
acompaña. 
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Que ol campo "La Vanguardia" situado en el De- 
partamento General Roca, Pedanía "Italo", tiene una 
superficie de 9.591 Hs., 84 as., 11 es. Estaba valuado 
desde 1938, en infn. 1.342.700; desde 1941, en m|n. 
1 340 300. Ha pagado en concepto de contribución te- 
rritorial, en 1938, m$n. 10.852,80; en 1939 y 40, m*n. 
25,515,10; y en 1941, m*n. 25.465,70. Desde 1939 la tasa 
del gravamen ea de 19 o/oo. 

Que este establecimiento ha dejado siempre ga- 
nancia, con excepción del año 1934, En 1939, produjo 
m*n. 35.402,20, el 72 % de los euales fueron absorbidos 
por la contribución territorial; en 1940, la producción 
fué de m*n. 90.595,98 alcanzando el impuesto aludido 
el 28,16 % de los mismos. El promedio de ambos años 
fué pues, de 40,50 %. 

Que los pagos y las protestas pertinentes los justi- 
fica con las boletas y telegramas que acompaña. 

Que en cuanto a la administración de este estable- 
cimiento; cuidado en el manejo de los ingresos y proli- 
jidad de la contabilidad reitera lo expresado con re 
pecto al campo "Las Lagunas". 

Que a continuación invoca en apoyo de su derecho 
la jurisprudencia de esta Corte que menciona. Y ter- 
mina pidiendo que en su oportunidad se baga lugar a 
la demanda y en consecuencia se condene a la Pro- 
vincia de Córdoba a devolver las sumas indebidamente 
cobradas que llegan a m*n. 68.955,90 respecto del cam- 
po 14 Las Lagunas" y m$n. 76.49ñ,90 para el estableci- 
miento "La Vanguardia", todo sujeto a las pericias 
contables que opor tunamente se practiquen. Pide costas 
en caso de oposición. 

Que corrido traslado de la demanda, se presenta 
i estar a derecho a fs. 63 D. Ernesto S. Peña, repre- 
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sentar, e de la Provincia de Córdoba, y a f s. 66 mani- 
fiesta : 

Que pide que oportunamente se rechace la demanda 
entablada por Da. Felicitas Guerrero de Mihanovich 
con costas. 

Que en primer término sostiene que las sumas cuya 
repetición S c persigue, fueron pagadas sin protesta; 
mega además que sea semejante el caso de autos al 
contemplado en el precedente en que se funda la de- 
manda; asi como que el impuesto haya absorbido el 
50 % de las utilidades dejadas por los campos de la 
Sra. de Mihanovich y que sean verídicos los rendi- 
mientos atribuidos a los mismos. Por último desconoce 
valor de prueba a los libros invocados por la actora 
y termina sosteniendo que la contribución establecida 
por las leyes núrns. 3787 y 3889 de la Provincia de 
Córdoba no es confiseatoria sino un impuesto consti- 
tucionalmente inobjetable. 

Que a continuación desarrolla esta última afirma- 
ción analizando al efecto las facultades impositiva» 
provinciales que sostiene son amplias tanto en lo refe- 
rente a la elección de la materia gravable, cuanto res- 
pecto al monto y forma de los impuestos, sin que la 
conveniencia, el acierto ni las posibles repercusiones 
de una contribución cualquiera puedan dar lugar a in- 
tervención alguna de la Nación, ni aun por medio de 
sus tribunales, como no sea en defensa de los princi- 
pio f declaraciones y garantías consagradas por la 
Constitución Nacional, de acuerdo con los precedentes 
de esta Corte que cita. 

Que tanto la ley núm. 3787 como la núm. 3889 dis- 
ponen que la contribución territorial sobre toda pro- 
piedad rural serú de un tanto por mil sobre la valuación 
al efecto practicada por la administración. La escala 
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va del o/oo, para inmuebles valuados en no menos 
de mfn. 10.000, hasta el 20 o/oo, para los tasados en 
m$n. 3.000.000 o más. Están excluidos los ton ¡píos, hos- 
pitales, asilos y otros inmuebles destinados a fines de 
beneficencia, culturales, sociales, etc.» ¿ los solares de- 
dicados, en las condiciones que precisa, a las industrias 
lechera y de granja. 

Que para la valuación por zonas de los inmuebles 
gravados que atiende al valor de la tierra libro de me- 
joras, considerando los elementos de juicios técnica- 
mente aconsejables al efecto — que detalla — conforme 
a todo lo cual debe admitirse la justicia y acierto del 
método legal previsto para las tasaciones, base del 
impuesto territorial. 

Que las leyes a que se viene refiriendo se ajustan 
a las conclusiones de financistas y economistas eminen- 
tes y constituyen la principal fuente de recursos de la 
Provincia do Córdoba, lian sido dictadas en ejercicio 
de atribuciones estatales no delegadas; responden a un 
fin público cual es el de costear el presupuesto local ; y 
no son objetables en razón de que combatan el latifun- 
dio, de acuerdo con las consideraciones de los prece- 
dentes de esta Corte que transcribe. 

Que en cuanto a la tacba de confiscatoriedad, ca- 
rece de base en la especie, como resulta de la compa- 
ración que practica entre los extremos acreditados en 
el precedente a que bace referencia y los del supuesto 
de autos. En éste, en efecto, se trata de un impuesto 
del 20 o/oo del valor del patrimonio gravado, que no 
incide sobre la renta indispensable para el bienestar 
del contribuyente, el que satisfechas todas las gabelas, 
aun puede costear una vida fastuosa, y además ahorrar 
anualmente un capital respetable. 
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mita la impugnación constitucional en que se funda la 
demanda, solicita que se declare aplicable la ley pro- 
vincial uúm. 3949, que dispone que "si quedaren sin 
efecto, por cualquier causa que fuere, los pagos de la 
contribución directa por los años 1939 al 1941 inclusi- 
ve, la propiedad raíz de que se tratare quedará sujeta 
al pago de la tasa en vigencia durante dichos años y 
que sea inmediatamente inferior a Ja del pago dejado 
sin efecto". Esa ley tiende a establecer el límite del 
impuesto a cuyo pago está justamente obligado el con- 
tribuyente, y a evitar la "iniquidad, realmente irri- 
tante", de que un propietario de gran solvencia se 
exima de contribuir a costear los gastos \el Estado 
que gravitan así sobre los demás. 

En definitiva pide que oportunamente se recbaee la 
demanda, con costas. 

Que abierta Ja causa a prueba — fs. 74 vía.— se 
produjo la que menciona el certificado de Secretaría 
de fs. 372. A fs. 376 y 384 se agregaron los alegatos 
de las partes, dictaminando el Sr. Procurador General 
a fs. 398. A fs. 396 vta. se llamaron autos para de- 



Y considerando: 

r Que la primer cuestión a decidir en los autos 
es la referente a la falta de protesta, defensa invocada 
a fs. 66 y mantenida en el alegato de fs. 384. 

Que al respecto debe, desde luego, observarse que 
de los telegramas de fs. 91 a 94 —de 28 de febrero de 
1939 ; 29 de febrero de 1940 y 4 de marzo de 1941— 
han sido suficientemente autenticados los dos últimos 
por la Dirección General de Correos y Telégrafos — fs. 
9íi-. Y que la recepción por lo menos del primero] 
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resulta del informe de fs. 365 vta., donde se especifica 
que nn telegrama colacionado de protesta encabeza 
"el expediente 122-G-1939 (Hac. 18-0-1939) no deter- 
minándote propiedad ni importe" pero sí que se refiere 
al pago de la contribución territorial. 

Que estos detalles que coinciden con los términos 
del documento de fs. 91; la semejanza de éste con los 
otros dos debidamente autenticados ; las razones por las 
cuales el primero no lo fué —destrucción de la docu- 
mentación respectiva en el archivo— y la ausencia de 
cuestión específica al respecto, permiten llegar al con- 
vencimiento de la existencia y notificación de la pro- 
testa formulada en el mismo, a diferencia de lo resuelto 
en Fallos 195, 243 y en los precedentes que allí se citan, 
cuya doctrina no es así aplicable en la especie, por 
estar fundada en la falta de elementos de criterio aná- 
logos a los que existen en autos. 

Que, por otra parte, la jurisprudencia de esta 
Corte ha establecido que es eficaz la protesta conce- 
bida en términos que excluyen la posibilidad del desco- 
nocimiento por la administración de la disconformidad 
del contribuyente y de las razones en que se funda 
—Fallos: 188, 393 \ 190, 277; 193, 27— requisitos que 
cumplen las agregadas a los autos que mencionan 
los artículos de la Constitución Nacional en que basa 
su firmante la reserva que inequívocamente formula. 
Menciónanse también en los referidos telegramas, los 
pagos que ulteriormente se hagan, cubiertos así tam- 
bién por aquéllas —Fallos: 103, 27; 195, 250—. Cabe 
por último agregar que la jurisprudencia no ha esigidr 
la especificación en la protesta del bien o acto concreto 
sobre que recae el gravamen protestado, ni el monto del 
mismo -Fallos: 19G, 54f5 — . 
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Que conforme a lo precedentemente expresado co- 
rresponde rechazar la defensa de falta de protesta. 

2* Que en la pericia del contador público D. Ho- 
racio E. Frías, agregada de fs. 164 en adelante, ma- 
nifiesta éste qne en la administración de la actora le 
fueron facilitados al perito los libros que allí existen 
—Diario; de Caja; Copiador de Cartas; Mayor; Sub- 
Mayor — los que están encuadernados y foliados, no 
tienen enmiendas ni raspaduras, se llevan por el sis- 
tema de partida doble y no están rubricados. El ex- 
perto que opina que la contabilidad es llevada rainn- 
liosa y correctamente, se ha limitado a asentar las 
cifras y pertinentes, omitiendo su análisis y justificación 
detallada, que por lo demás, no se le requirió expresa- 
mente — fs. 100—. 

Que así y refiriéndose al establecimiento "Las La- 
gunas", informa que estaba tasado en 1938 en mfn. 

I. 349.100; en 1939, después de dictada la ley 3787, se 
lo valuó en m$n. 1.552.500, tasación que se redujo en 
1940 y 1941 en m$n. 1.095.900. En 1938 su propietaria 
pagó en concepto de contribución territorial, in$n. 

II. 231,30; en 1939, m$n. 26.547,75; en 1940, mfn. 
17.756,30; en 1941, m$n, 17.753,60 y en 1942, m$n. 
18.739,90. 

Que en el ejercicio de julio de 1936 a julio de 1937 
el campo produjo una pérdida de mfn. 24.990,68; en el 
año subsiguiente, de m$n. 38.329,82; en 1938/39, una 
ganancia de m$n. 1.808,37; de 1939 a 40, otra vez pér- 
dida, por m$n. 12.299,19; y en 1940 a 41, ganancia de 
mfn. 42.073,53. En el más provechoso de estos períodos 
—1940/41— el impuesto lia absorbido el 42,20 % de la 
renta producida por el establecimiento de que se trata, 
cuya administración conceptúa que debe calificar de 
económica. 
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Que en cuanto al campo "La Vanguardia" infor- 
ma que en 1938 estaba tasado en m$n. 1.142.400; en 
1939, después de la sanción de la ley 3787, se lo valuó en 
m$n. 1.342.900; en 1941 y 42 el establecimiento fué di- 
vidido en 40 lotes y su tasación alcanzó a mtn. 1.340.300. 
Su propietaria pagó las siguientes sumas en concepto 
de contribución directa : en 1938, mtn. 9,767,50; en 
1939, m$n. 22.963,60; en 1940, mtn. 22.963,60; en 1941, 
mtn. 22.919,10; en 1942, mtn. 19.300,35. La estancia 
ha rendido, do julio do 1937 a julio de 1938, mtn. 
35.050,89; al año siguiente, mtn. 35,402,20; de 1939 al 
40, mtn. 90.595,98; de 1940 al 41, mtn. 16.539,38. En 
el ejercicio 1938-39, el impuesto absorbió el 25,59 % 
de las entradas; en los períodos subsiguientes — 1939- 
40— el 25,23 %; 1940-41, el 138,97 %. La administra- 
ción de este establecimiento debe considerarse también 
económica. 

3* Que la pericia encomendada al ingeniero agró- 
nomo D, Martín Solar i corre de fs. 203 a fs. 304 y sus 
conclusiones difieren en varios aspectos de las del pe- 
rito contador. Así, considera que el establecimiento 
"Las Lagunas" vale mtn. 789.800; es apto para la 
ganadería y no para el cultivo de cereales; susceptible 
de mantener un animal vacuno cada cinco hectáreas; 
está poblado con bacienda de cría de buena clase, de la 
que puede sustentar 3.500 vientres, siendo las "pari- 
ciones logradas" el 60 % de ese número, o sea 2.100 
terneros, que permanecen en el campo de 12 a 14 meBes, 
y a tos cuales puede prudencialmente calcularse un va- 
lor unitario de m$n. 60. La renta bruta anual es así 
de mtn. 126.000 de la que m$n. 54.792 correspondería 
a arrendamiento calculado a razón de mfn. 3 la hectárea, 
que sumado a los gastos de explotación —mtn. 32.706— 
arroja un beneficio Intuido de m$n. 38.502. El impuesto 
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absorbe de la parte de la renta calculada por arren- 
damiento, y prescindiendo de los m$n. 38.502 de bene- 
ficio líquido antes referido, el 36 y el propietario 
se beneficia con un interés libre de impuestos del 3,20 % 
sobre el valor deí campo y del 9 % sobre el capital de 
explotación. 

Al establecimiento "La Vanguardia" lo tasa el 
perito en m$n. 1.668.040; es campo apropiado para la 
agricultura, estando sin embargo dedicado principal- 
mente a invernar ganado — para lo que se presta de 
manera particular— y en menor proporción a cría, y 
a la siembra de trigo. La hacienda que puebla la estan- 
cia es refinada, de la raza "Aberdeen Angus", debien- 
do calcularse a cada novillo preparado un valor, libre 
de gastos, de m$n. 124,10 que deja una utilidad líquida 
por unidad de m$n. (¡3,10. El campo puede soportar 
un animal vacuno por hectárea, lo que permite un mo- 
vimiento de venta anual de 4.000 cabezas, y autoriza a 
calcular una utilidad bruta de m$n. 252.400. Deducien- 
do de ella por gastos — m$n. 58.680 — y arrendamiento 
calculado a m$n. 12 la hectárea, m$n. 115.092— queda 
un saldo libre de m$n. 78.628 como rendimiento del 
capital invertido en hacienda. El propietario se bene- 
ficia con un interés libre de impuestos del 6,68 % sobre 
el valor del campo y del 16 % sobre el capital de 
explotación. 

4» Que el resto de la prueba producida en autos 
consiste cu las declaraciones de fs. 98 —Oscar P. Cu- 
euliu— ; fs. 98 vta. —Roberto J. Dowdall— ; fs. 355 
—Félix Iribarne— ; fs. 355 vta. —Julián Iribarne— ; 
fs. 356 —Juan Pedro Iribarne—; fs. 359 — Afilio Tes- 
ten i— ; fs. 360 —Juan Celta — ; y en los informes de 
fs. 154 y sigtes., y 365 y sigtes., del Ministerio de Ha- 
cienda de la Provincia de Córdoba; y en el del Banco 
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Hipotecario Nacional de fs. 314 y sigtes. t a todos los 
cuales se hará referencia en la medida de lo indispen- 
sable en los considerandos subsiguientes. 

5° Que es norma admitida con carácter general 
la de que las leyes se presumen constitucionales ; a lo 
que se agrega que la cuestión referente a su incompa- 
tibilidad con la Constitución es delicada; y que las po- 
sibles dudas que al respecto surjan no bastan para 
invalidarlas. 

Que esta regla alcanza también a los litigios sobre 
la constitucionalidad de leyes estadnales, cuando el 
punto discutido no es el conflicto de atribuciones fede- 
rales y locales, sino el referente a la manera como ha 
sido ejercida una facultad indudablemente provin- 
cial, como lo es en la especie el establecimiento del im- 
puesto que motiva el pleito. Trátase, por lo demás de 
un caso de aplicación de un principio más general, a 
saber la presunción de validez de los actos del poder 
público (Fallos: 100, 142). 

Que en consonancia con la doctrina enunciada se 
concluye fácilmente que en los supuestos en que la in- 
validez constitucional do una ley dependa de circuns- 
cias de hecho, incumbe la prueba do las mismas a quien 
la ataca. 

Que en un orden de ideas semejante, y refiriéndose 
en concreto a la cuestión de inconstitucionalidad de un 
gravamen por atribuírsele carácter confiscatorio, esta 
Corte ha establecido que su solución requiere el aná- 
lisis detenido de las circunstancias de hecho que con- 
dicionan en cada caso su aplicación, y que la invalidez 
del tributo no pueda resultar sino de la prueba, que 
incumbe, segnn se ha dicho, al contribuyente qne lo 
impugna, de la absorción por el Estado de una parte 
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substancial du la renta o del capital gravado (Fallos: 
184, 542; 185, 12; 186, 401; 18í>, 234). 

Que por lo domas so ha declarado igualmente que 
la proporción cutre la renta y el impuesto, en los casos 
de gravámenes que inciden sobre la producción agrí- 
cola, debe establecerse computando el rendimiento ñor- 
mal medio de una correcta explotación del fundo con- 
cretamente afectado. No cabe así tener en consideración 
ni la disminución o supresión de las utilidades por 
circunstancias eventuales, ni la que proviene de la in- 
apropiada administración del contribuyente (Fallos: 
183, 31!); 19b\ 122 y los allí citados). 

6* Que los elementos de juicio allegados a los 
autos no llenan los extremos a que se hace referencia 
en los precedentes considerandos. En efecto, la única 
prueba positiva del rendimiento que atribuye a sus 
campos la actova, son las constancias del informe pe- 
ricial realizado sobre sus propios libros, que por sí solo, 
no basta, como lo ha declarado esta Corte, para acre- 
ditar categóricamento el hecho de que so trata. Conf., 
al efecto, Fallos : 194, 428. 

Que aparte de ello, las conclusiones que de los li- 
bros en cuestión obtiene el contador público Sr. Frías, 
son inequívocamente contradichas por la pericia del 
ingeniero agrónomo Sr. Solari. Según se ha dicho en 
los considerandos que anteceden, los resultados a que 
llega este último perito dejan un margen de rendi- 
miento total de los establecimientos de la actora que 
impide toda objeción de constitucional! dad similar a la 
planteada en autos. 

Que cabe agregar aún que el informe sobre el es- 
tablecimiento "La Vanguardia" del Banco Hipoteca- 
rio Nacional de fs. 314 y sigtes. sí bien difiere en más 
de un punto de ias conclusiones del Sr. Solari, com- 
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prueba en cambio la aptitud no común del campo como 
invernadero; y también ta existencia en el mismo do 
8.000 cabezas de ganado *' A bordeen Angus*', así como 
la de más de 2.000 hectáreas cultivadas por colonos. 
Corrobora de esc modo los cálculos de aquél sobre ren- 
dimientos, de los que no es t osible prescindir a los 
efectos de la solución del pleito. Por lo demás, y res- 
pecto del precio del arrendamiento calculado a estas 
tierras, las declaraciones de los testigos de fs. 355, 355 
vta., 35íí, 359 y 3íJ0, permiten reflexiones análogas a 
las precedentes, que no alcanzan a desvirtuar los tes- 
tigos ile la aetora — fe, 98 y 08 vta. — en cuanto no 
aportan otro dato cotuveto que las dificultades existen- 
tes para arrendar en buenas condiciones los campos 
análogos a los que motivan el juicio. 

<¿ue en los precedentes publicados en que esta Cor- 
te ha conocido respecto de la constitueionalidad del 
ífravumen motivo del pleito — Fallos: 1!)0, ¿31 v 309; 
194, 4J8; 195, ¿50; 196, 122 y 511— se ha cuidado de 
controlar las conclus iones de la pericia contable con 
los resultados de la que se encomendara a un técnico 
en agronomía, sirviendo la coincidencia di- ambos — <pie 
según queda dicho, falta en la especie — para confor- 
mar, con los demás elementos de juicio tía idos en cada 
caso, la opinión del Tribunal. 

Kn su mérito se rechaza la presente demanda, ab- 
solviéndose en r-onseeneucia de la misma a la Provincia 
de Córdoba. Sin costas, por no encontrar mérito el 
Tribunal para imponerlas. 

Hágase saber ; repóngase el nape) y archívase en 
su oportunidad. 

Antonio Saoaiina — K. Ramos 
Me.TÍa — T. I). (\\sai:ks. 
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BANCO EL HOGAR ARGENTINO v. NACION 
ARGENTINA 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Sen- 
tencia definitiva. 

La tercera instancia ordinaria funciona restrictivamente 
respecto de las sentencias definitivas, o sean las que 
dirimen la controversia poniendo fin al pleito o ha- 
ciendo imposible su continuación, a las (pie no cabe 
equiparar otras resoluciones que no revistan ese carácter, 
como la que deniega el fuero federal contra la cual 
procede, sin emburro, el recurso extraordinario. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA i Competencia federal. Por la* 
peruana** Nación. 

No compete a la justicia federal sino a la ordinaria de 
la Capital conocer en la causa sobre repetición de Ja suma 
que se pretende haber pagado de más en concepto de im- 
puesto de papel sellado por la emisión de debentures rea- 
lizada en aquella t itulad por una sociedad domiciliada en 
la misma. 



Y vistos: Los autos "Banco El Hogar Argentino 
contra Gobierno do la Nación sobre cobro de pesos* \ 
en los que se ba concedido el recurso ordinario de ape- 
lación interpuesto por ta neto ra contra la sentencia de 
fs. 7(i que declara la incompetencia de la justicia fede- 




ral para conocer en la cansa, 
( 'ottsidcruudo : 

I. (¿ue la sentencia de ana cámara federal dene- 
gatoria de dicho fuero, susceptible de reenrso extra- 
ordinario según reiterada jurisprudencia de esta Corte 
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Tíñenos Aires, Jf» de octubre de 1H44. 
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Suprema, no es apelable por medio del recurso ordi- 
nario previsto en el art, & de la ley 4055. Porque dicha 
sentencia no impide al a^tor discutir su derecho ante 
los respectivos tribunales locales, sin perjuicio del re- 
curso extraordinario que pudiera proceder si se plan- 
teara alguna de las situaciones previstas en el art 14 
de la ley 48, y la tercera instancia ordinaria funciona 
restrictivamente tan sólo respecto de las sentencias 
definitivas» o sean aquellas que dirimen la controversia 
poniendo fin al pleito o haciendo imposible su conti- 
nuación (Fallos: 182, 183, '¿09; 191, 3b'2 y los en 
ellos citados), razón por la cual no cabe hacer extensivo 
a esa situación el criterio que, en salvaguardia del 
derecho federal en Juego, autoriza en ciertos casos de 
gravamen irreparable a equiparar a la sentencia defi- 
nitiva resoluciones que no encuadrarían en el concepto 
anteriormente enunciado. 

II. Que, por lo domar;, la sentencia apelada se 
ajusta a la ley y a la jurisprudencia de esta Corte 
Suprema. 

En efecto; la demanda tiene por finalidad obtener 
la devolución de la suma que la acto ra, sociedad anó- 
nima domiciliada en esta Capital, pretende haber pa- 
gado erróneamente de más en concepto del impuesto 
de sellos por las emisiones de debe atures con garantía 
flotante realizadas también en esta ciudad conforme a 
lis escrituras públicas autorizadas por un escribano 
del mismo lugar a que se refieren los testimonios de 
fs. 1 y siglas, y 8 y sigtes. 

El impuesto de sellos grava los actos, contratos, 
documentos y obligaciones que versaseu sobre asuntos 
o negocios sujetos a la jurisdicción nacional, exclusi- 
vamente por razón del lugar o de la naturaleza del 
acto, Y las acciones eontra particulares por cumplí- 
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miento <ie la misma corresponden a 
o a la ordinaria de la Capital, según la naturaleza del 
caso (ley 11.290, art. 1°), 

El doble carácter de federal y local que reviste la 
ley nacional de impuesto de papel sellado lia sido re- 
conocido de antiguo por esta Corte Suprema {Fallos: 
78, 440) conforme a cuya jurisprudencia corresponde 
a la justicia ordinaria de la Capital el conocimiento de 
las acciones referentes a la misma cuando el impuesto 
tiene carácter local, como el que grava un contrato en 
razón de haber sido otorgado en la Capital Federal 
(Fallos: 137, 417; 154, 224). 

En el presente caso trátase de un gravamen apli- 
cado tan sólo por razón del lagar en que el acto lia sido 
celebrado, ya que la emisión de dohentures es por su 

«87.1 > regido por una ley común (art. :«¡ de la ley ci- 
tada) cuya aplicación corresponde a bis autoridades 
lóenle* do acuerdo a lo establecido en el art. <Í7, me. 11, 
de la Constitución Xacioual (Fallos: US, 42">). 

Tratándose, pues, de una causa relacionada con 
el ejercicio de los poderes propios del gobierno local 
de la Capital de la República, atribuidos a Jas autori- 
dades nacionales por los arts. t¡7 t iuc. 27, y 8f), inc. 3\ 
de la Constitución, su conocimiento no es de la incum- 
bencia de los tribunales federales sino do los ordinarios 
de la ciudad de Huenos Aires inri. 100 de la Constitu- 
ción; % ines. V y (¡" de la ley 4S; 111, ines. V y W de 
la ley 1S0:í; X y 27 de la ley 40.V>: Palios: 184, 59; 
el de fecha 28 de agosto ppdo. en los autos "Torres 
Eleutcrio v\ Fisco X;tci(Jii;iI " y los ipic en ellos se 
citan). 

En su mérito se resuelve declarar improcedente- el 
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recurso ordinario eoiimlido a ta, 77 vta. Notifíquese 
y devuélvase, debiendo le^onerse v\ jm|n-l en el juagado 
du origen. 

Antonio Saoakna — B. A. N'azar 
Akchorbka — P. Ramos 
Mkjía -- T; I>. Casarrs. 



JMSK C. V lili -A uno IMiKIHHJSI IWUKUA 
v. FIASCO IUfoTKCAlilo NACIONAL 

t&CtiXSO ÜXTBAOXMXA Htfi: Ittitniñtw pr&pim Cuestión fr- 
deral. C»t>miont* federales ífy&ptm, interpretación de ta» tenes fe- 
dtftiítf. 

Proeede í'\ iwursíi extraiintinano i-mi ira ia si-ril om<i¡i «pjp 
desconoce privilegio fuuibjíto eu el mi. 16 de ta lev 
federa] 

Kl nrt. h¡ tic la ]t'y M72 impone al l'residenh* Ut-l |tnni*o 
Hipotecario Nacional «'I «!<'bi-r «Ir ¡htWmar en embstitu- 
ei«**ri !. i li] i'/ai-ión * I ** aliMilvcr posiciones, eximiéndole 
tan sfWo de (-«incurrir al Tribunal para responder* a las 
¡ule miraciones «pie la contraria se proponga hacerle y 
de responder a ellas bajo juramento, Pícaos informes 

pueden -erl-- reiiu« ridos ni t mías las oportunidades prn- 
eesal'* cu que tos partes pueden ponerse posiciones, salvo 
«pie, fo,rmt|!ad<>s *l+^pu.'^ do «lausurado el período de 
prueba* importaran ta obtención pxt«'nipnrárn'¡i do cle- 
meiiios probaturas tpie debieron y piulieron obtenerse 
por ninis vías durante el término pertinente. 

rOXST!Tt'( tn\ NACIONAZ: Vau»tit»eiomtidM imomtitnciom- 
li'iad. Letfts nmiomlé*. Administrativa*. 

l.a «'SfiH'ii'in establecida pnr ''I art. 1t> «!«■ ta ley hT7l* en 
favor del iSaucn 1 1 tpoteearin Nacional rio comporta d«?8* 
igualdad injusta. 
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Dictamen del Procuhador General 
Suprema Corte: 

Procede en este caso el recurso extraordinario por 
haberse puesto en tela de juicio la interpretación de 
una ley especial del Congreso, y ser la resolución 
recurrida contraría a los derechos sostenidos por el 
apelante. 

He aquí el caso. En un juicio que José Carlos y 
Ricardo R Predoüni Parera siguen contra el Banco 
Hipotecario Nacional sobre cobro de pesos, la aetora 
propuso posiciones que debía absolver por escrito el 
Presidente de la institución demandada (fs. 228), y el 
a-quo, así lo ha dispuesto (fs. 229 vta. y 239) siendo 
confirmada la resolución a fs. 243. Lo objeta el repre- 
sentante del Banco, sosteniendo que el art. 16 de la ley 
8172 exime a su presidente de tal obligación; y con tal 
motivo acude ante V. E, 

Desde luego, encuentro inaplicable al caso la ju- 
risprudencia sentada por V. E. en 62: 282, por tratarse 
de caso anterior a la ley 8172. Esta última previene 
(art. 16) : "El presidente del Banco no estará obligado 
a absolver posiciones en los juicios, debiendo sólo in- 
formar por escrito a pedido de los jueces". 

No apareciendo aclaración al respecto durante el 
trámite legislativo que precedió a la mención de este 
artículo, ha de interpretárselo en forma que armónica 
con o:ras disposiciones del Código de Procedimientos. 
Pienso se lo conseguiría, admitiendo que, si bien a los 
efectos de la oportunidad del ofrecimiento de tal medio 
de prueba cabe equipararlo a una absolución de posi- 
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ciones, debe limitársele, en 8U forma a un pedido de 
informes bajo juramento. 

Corresponderá, pues, modificar en tal sentido el 
fallo apelado. — Buenos Aires, febrero 29 de 1944. — 
Juan Alvar cz. 



Y vistos: Los autos "Predolini Parera José Car- 
los y líieardo F. v. Baneo Hipotecario Nacional, cobro 
de pesos", en los que se ha concedido a la parte de- 
mandada el recurso extraordinario interpuesto a fs. 
245 contra la sentencia dictada a fs. 243 por la Cámara 
Federal de la Capital. 

Considerando: 

Que el recurso es procedente por cnanto la sentón 
cía de fs. -45 desconoce en forma irreparable el privi- 
legio que, según la parte demandada, establece el art. 
Ib' de la ley federal 8172 mi favor del Presidente del 
Bañe»» Hipotecario Nacional (Fallos: ÍKi, 'MVJ; 130, 
176, 1120; 178, 337). 

Que el art. Iti de la ley SI 7- exime al Presidente del 
Banco Hipotecario Nacional de la obligación de absol- 
ver posiciones y establece que debe "sólo informar por 
escrito a pedido de lo-, jueces'*. 

Que el aludido deber de informar se le impone 
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Buenos Aires, i>5 de octubre de 1ÍÍ44. 




Que el privilegio o exención sólo consiste en no 
tener que concurrir al Tribunal para responder a las 
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que la contraría so proponga hacerle 
y en no estar obligado a responder a ellas bajo jura- 
mento, puesto que no se trata de confesión sino de 
informe. 

Que ni lo uno ni lo otro comporta una desigualdad 
injusta. Las justifica la naturaleza de la función oficial 
de que se trata: 1*) porque su desempeño sería per- 
turbado por la obligación de concurrir personalmente, 
sin que de dicha concurrencia se siguiera garantía ni 
seguridad alguna para el derecho de la contraparte 
sino lo contrario, puesto que el Presidente del tianco 
no tiene conocimiento personal de todos los actos y 
constancias de la institución sobre los que pueden re- 
caer las interrogaciones de aquélla y esa explicable y 
justificada ignorancia que le autorizaría a no respon- 
der en el acto de una absolución de posiciones no puede, 
en cambio, ser invocada en el procedimiento del infor- 
me; y 2') porque no tratándose de hechos personales 
en sentido propio la exigencia del juramento no estaría 
procesal mente justificada. 

Que por tratarse de una obligación de suministrar 
informes establecida, como se dijo, en reemplazo de la 
prueba de confesión, comportaría desigualdad de injus- 
to privilegio para el Banco si no se los pudiera reque- 
rir en todas las oportunidades procesales en que las 
partes pueden ponerse posiciones, si bien con la ele- 
mental salvedad de que estarían fuera de la atribución 
precedentemente reconocida los pedidos do informes 
que formulados después de clausurado el período de 
prueba —oportunidad de las segundas posiciones o de 
las posiciones en segunda instancia (arts. 109 de la lev 
50 y 137 y 246 del Código de Procet 
pital)— importaran la obtención 
meatos probatorios que debieron y 




por otros caminos durante el término pertinente. Pero 
ento último es cuestión ile hecho a resolver en eatla caso 
y ajena, por lo demás, a este recurso extraordinario. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo dic- 
taminado por el señor Procurador (¡enera I, se confirma 
con el alcance explicado la resolución objeto del recurso, 
llágase s.iber y devuélvanse, dcliiend > reponerse el 
papel en el juzgado do origen. 

Ajrnorio Saoaiíjía — B. A. Nazah. 
AxcumtKXA — P. Bascos 
Mkjía — T, I). Casabes. 



EMILIO STAlí At'CK v, KÜKiOUI TICO LA BLANCA. S. A. 

JÜMlS&lCCiOX Y VOMJ'KTE.XC/A: C<n>ififtnuia federal (H*l¡nia 
vechi'hu}. 

La eircunstaneia de i(iic una compañía U'ttga una sucursal 
<*n un lujrar distinto del domicilio que h- corresponde eon 
arreglo ul jrt. 90, ¡Uc, del ( tal. Civil no la priva de 
iuvorar ku carácter de vecina de este último lu^ar a fin 
di; ser juagada por la justicia federal correspondiente ¡i 
la sección donde se halla establecida la sucursal ('). 



ATI LIO Al LM EN A y. NACION A !í(¡ ENTINA 
EJERCITO. 

L« Jey no contempla la situación del personal asimi- 
lado a ios £rado8 de tropa de la Sanidad Militar sino so- 
lamente a tas gradas de oficial 



(l) *!i Jo m-lt.hr,, J t . LSH í V*. M>7 ; UJ. 4;W: 1SS. M-"», 
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PENSIONES' MILITARES; Pensiones a tos militares. Inutilización 
para la carrera militar. Ejército. 

El prado superior inmediato a que se refiere el art. 18, 
tít, IV, de ta ley 4707 es el que corresponde eon arreglo 
a la jerarquía establecida en el art. I" de la lev %7;3 o sea 
. en el caso de un sargento 1' de Sanidad Militar el de sar- 
pentn ayudante, aunque en dicha repartieron no existiera 
este ultimo cargo en In fecha tlel aeei dente que origina el 
beneficio del citado art. 18. 

PENSIONES M i LITARES : Pensiona a tu* militare,,. InutÜÚacié* 
para la carrera müitnr. Ejército. 

Lji circunstancia do que e! beneficio previsto en el art. 18, 
tít. IV, de lü ley 47ÍÍ7. acordado por el P. E.. substituido' 
luego de oficio por el del art. 17 y restablecido míís tarde 
, por dicho poder, haya sido liquidado por la Contaduría, 
ni «er otorgado la primera vez. sobre la base fie un jurado 
superior al que eor respondía —id de subteniente en lugar 
de sargento ayudante— no es óbice para que al liqui- 
dársele oirn vez enu motivo de habérsele acordado nueva- 
mente, rectifique el error en que había incurrido y efectué 
la liquidación con arreglo a] grado (pie corresponde tomar 
en cuenta desdo que ninguno de los decretos que ío con- 
cedieron especificaba el prado en retiro. 



Sentenc ia ra;t, Jitez F edera i, 

Buenos Aires, septiembre fi de 1943. 

Y visios: Para resolver estos autos caratulados: " Alimona, 
Atilio v. Gobierno de la Nación sobre nulidad de decreto y 
reintegración de grado militar", de los que resulta: 

í* Que a f£ 1 se presenta el actor deduciendo formal 
demanda contra el Superior Gobierno de ta Nación para que 
se le reintegre su haber de retiro de «cuerdo al prado de Sub- 
teniente y ko le abonen tas diferencias devengadas y no perci- 
bidas por ese concepto, en mérito de las siguientes conside- 
raciones : 

Dice que tu prestado servicios en ef Ejército Arpen ti no, 
como sargento 1» Qtie en servicio activo y por acto del mis- 
mo, sufrió un accidente que le ha hecho perder prácticamente 
la vista. Ante esa situación el 1*. E., por decreto del año 1029 
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-—modificando el anterior di* 1927— ]e reconoció y acordó los 
beneficio» previstos en el art, 18, enp. V, tít. II I, de la ley 4707. 
En base a ese decreto la Contaduría de la Nación le liquidó 
por espacio de dos años y medio su pensión de retir» de acuer- 
do al sueldo de subteniente ($ 310). Posteriormente, el P. E. 
revé el anterior dd año 1929 y sólo le reconoce los derechos 
que establece el art. 17, enp. V, tít. IU. de la ley 4707. Se 
formula en esa oportunidad el correspondiente reclamo que 
ch desefttlmadq í ano 1938), pero más tarde, ante un nuevo 
pedido de reconsideración, se le vuelve a reconocer por decreto 
del año 1040 (31 do marzo ), los beneficios primitivamente 
acordados (art. 18. eit.). Alinea bien, en esta oportunidad, la 
Contaduría sostiene que el haber de retiro no debe liquidarse 
de conformidad con el grado de ¡subteniente como se había 
lieebo con anterioridad, sino de acuerdo al grado de sargento 
ayudante, prado inmediato superior para los cometientes (ley 
9675), Se sostiene que tal criterio es arbitrario porque dentro 
de su especialidad (cuerpo auxiliar do sanidad), no existía a 
la fecha de su retiro tal prado, y sí, en cambio, el de subtenien- 
te. Afirma en consecuencia, une la modificación introducida 
en su haber de retiro no ha podido ser modificada válidamente 
por el Poder administrador y que de acuerdo con lo resuelto 
por el primitivo decreto del año 1929, se ha creado a su favor 
un derecho inatacable, del que no pudo ser privado en modo 
alguno, sin menoscabo de los principios consagrados por los 
arts. 17 y t8 de la Constitución Nacional. Se haee a continua- 
ción una serie de consideraciones más sobre el particular y se 
pide, en definitiva que se le acuerde el derecho a percibir su 
retiro de acuerdo al grado de subteniente y se le abone la suma 
de $ 17.093 que se le adeuda por la diferencia de haberes en 
razón de lo manifestado. Pide intereses y costas. 

2* Declarada la competencia del juzgado y corrido tros* 
lado de la demanda al P. E. por intermedio del Ministerio del 
ramo, a fs. 10 se presenta el procurador fiscal, doctor Emilio 
G. Fernández, contestando y dice : 

Que la demanda es improcedente. Reproduce los dictáme- 
nes de la Contaduría General de la Nación y del Sr. Auditor 
General de Guerra y Marina, en los que se sostiene contraria- 
mente a lo afirmado en la demanda de fs. 1, que el grado in- 
mediato su lerior al de sargento l v es el de (sargento ayudante 
y que, en consecuencia, la liquidación del haber de retiro acor- 
dado al presentante es correcta. Se hacen algunas otras con- 
sideraciones más sobre el particular, y luego de oponer subsi- 
diariamente la prescripción quincenal (art. 4027, inc. 3», Cód. 
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Civil ), on la parte de la demanda en que se redaman los ha- 
beres atrasados, se pide en definitiva el rechazo de la acción, 
con costas. 



1' Que según resulta de los términos del escrito de de- 
manda (fs. 1) y responde (fs. 10), no <>stá en tela do juicio 
!a propiedad del unido de subteniente, sino el sueldo corres- 
pondiente ul grado a los efectos de establecer el haber de la 
pensión de retiro que 1c corresponde al presentante, sargento 1' 
enfermero (lí. A.), Sr. Al i lio A limeña. 

2» Que de acuerdo a lo dispuesto por la ley 2377 de 
creación del cuerpo auxiliar de Sanidad del Ejercito y la 
Armada, no existe el grado de sargento ayudante (en base al 
que se liquida en la actualidad al baber de retiro al presen- 
tante), de manera que el grado inmediato superior al de sar- 
gento 1" (que es el que tenía Alimena a la fecha de su retiro), 
es el de subteniente (ver art. 3*, ley 2377). Ello lo reconoce, 
(fs. 10) cuando reproduce el dictamen de la Contaduría Ge- 
neral de la Nación (ver fs. 12, 3er. ap. y exp. 48312-40, D. E. P. 
Ministerio de Guerra), el que dice expresamente: "Cierto es 
^-como lo asevera el recurrente— que en el año 1927 la escala 
jerárquica del escalafón de sanidad, en lo concerniente a la 
tropa, establecía como grado máximo el de sargento 1', y que, 
en orden precedente en el cuerpo de sanidad con categoría de 
oficial, figuraban los denominados idóneos de farmacia, con 
asimilación el grado de subteniente, clase teta última que fué 
más tarde suprimida'* 

Las consideraciones que se Hacen a continuación en lo que 
respecta a la idoneidad requerida para desempeñar esas fun- 
ciones, huelgan en el caso ocurrente, puesto que no se trata, 
como se ha señalado anteriormente, de otorgar o promover al 
grado de subteniente al ocurren! e, sino el de tomar como base 
el sueldo que a esc grado corresponde a los efectos preceptua- 
dos por el art. 18, cap. V, tí t. III, de la ley 4707. 

El hecho de que posteriormente al año 1S27 — como ex- 
presamente se reconoce en el dictamen precedentemente trans- 
cripto — , se hayan introducido reformas en él para la tropa, 
creándose el grado de sargento ayudante, intermedio entre el 
de sargento 1' y el de subteniente; en nada puede variar ni 
afectar al derecho adquirido por el actor en la especie. 

S* Que en definitiva el presentante por decreto del año 
1040 obtuvo la reintegración de los beneficios que lo acuerda 
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la ley 4707 (art. 18, Cit.), reconocidos con anterioridad por 
el decreto del año lí)2!) y es incuestionable también que a la 
feolia de su retiro (año 1!>27). el prado inmediato superior al 
ile sargento 1'-' era el de subteniente 1 asimilado! . Kilo descarta, 
a juicio del suscripto, toda potabilidad de duda sobrfl el dere- 
cho que asiste al interesado — Atilio Al Í mena— para sostener 
que su haber de retiro debe serle liquidado de conformidad 
con ese prado. 

4 ? Que en cuanto n la prescripción quinquenal opuesta 
por la demandada en su escrito de responde (fs. 10), en la 
parti> de la demanda relativa al reclamo de los atrasos deven- 
gados y no percibidos por los motivos que provoca esta lilis 
y sobre cuyo particular ninguna defensa hace la acto ra en su 
alegato de fs. 40, su procedencia es incuestionable, teniendo 
en cuenta la natural c/h del crédito discutido, lo dispuesto por 
el art. 4027, ine. 3° del Cód. Civil, invocado y lo resuelto por 
la jurisprudencia en casos análogos, 

En consecuencia, aceptada la defensa cu la forma expre- 
sada, la liquidación de lo* haberes adeudados por el concepto 
señalado, deberán sujetarse a la limitación quinquenal dis- 
puesta por la ley (art. 40*27. citj. esto es. todo lo devengado 
con anterioridad al 21 de octubre de WM (ver carpo del escri- 
to de demanda de fe. 7, 21 de octubre de 1041), debiendo 
practicarse oportunamente al efecto, administrativamente. la 
liquidación correspondiente. 

Por las precedentes consideraciones, fallo: haciendo lugar 
a la demanda y declarando, en consecuencia, que el Gobierno 
de la Xa ció o deberá liquidar al actor, sargento 1* (R. A.), 
Sr, Atilio Alimena. su haber de reiiro de acuerdo con el sueldo 
correspondiente al prado de subteniente, debiendo a su vez 
abonarle la diferencia que por esc concepto ha percibido de 
aienos desde el 21 de octubre de 103)6 (por estar presen pía 
la acción para reclamar las sumfta devengadas con anterioridad 
[art. 4027. ine. 3'\ Cód. Civil]), más los intereses al estilo do 
tos que percibe e! lía neo de la Nación Argentina (*> 'Ü ). desde 
la f celia de la notificación de la demanda sobre la suma adeu- 
dada. Las costas por su orden, atenta la naturaleza de la cues- 
tión debatida y » que la acción sólo prospera cu parte. — 
Alfonso E, Parca rd. 
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Sentencia de la C-Uíaiia Fedfjíal 



Mu» nos Aires, 18 de agosto de 1944. 



Y vistos: Estos autos seguidos por A til jo A II me na contra 
el Gobierno de la Nación sobro nulidad de decreto y reinte- 
gración de grado ; y 

Considerando : 

Que como to linee notar el procurador fiscal de cámara, 
Ja ley 2¡177 no es aplicable a! sub Ufe ponpie ella no contempla 
la sil nación del personal asimilado a los grados de tropa de 
la Sanidad Militar, sino solamente a los grados do oficial. 

Que la disposición del a rt. 18, cap. V, tít. Hl fie ta ley 4707, 
en cuanto establece el beneficio riel retiro "con la pensión del 
prado superior inmediato", debe ser interpretada de acuerdo 
con la jerarquía que para lew grados enuncia el íirt. l v de la 
lev* flÍHi"). tle cuati rus y ascensos, desdi v'l "grado superior in- 
mediato" al de sargento K al cual estaba asimilado el de 
sargento ayudante. 

Por lo expuesto, se revoca la sentencia apelada, debiendo 
pasarse en el orden causado las cosías fie ambas instancias, 
atenta la naturaleza de las cuestionas debatidas. Devuélvase. — 
Carlox del Campillo. — Ricardo Villar Palacio, — Carlos 
Herrera. 



Y vistos: Los autos "Atilio Alimona v. la Nación, 
sobro nulidad de decreto", venidos de la Cámara Fe- 
deral do la Capital por vía del recurso ordinario do 
apelación. 

Por sus fundamentos i porqre Iaa disposiciones de 
la ley 2.177 sólo se aplican a la oficialidad de los cuer- 
pos de sanidad militar, como resulta de la simple lec- 
tura do sus arts. 2\ 3", V y 9' y porque tanto el decreto 
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Buenos Aires, 25 de octubre de 1944. 
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del P. E. de fecha 11 do abril de 1929 que acordó retiro 
militar al actor de acuerdo con lo prescripto por el 
art. 18, cap. 5', tít. 3* de la ley 4707 como el de fecha 
31 de mayo de 1940 que lo restableció, acuerdan el be- 
neficio sin especificar el grado en retiro, se confirma 
la sentencia apelada de fs. 63. Pagúense asimismo por 
su orden las costas de esta instancia en atención a la 
naturaleza de las cuestiones planteadas en el juicio. 

Hágase saber y devuélvanse al tribunal de proce- 
dencia, donde se repondrá el papel. 

Antonio Saoakna — B, A. Nazar 
Anchorena — F. Ramos 
Mejía — T. D. Casares. 



CIIKISTIAN M A IT II K v. FERROCARRIL BUENOS 
AIRES AL PACIFICO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal po r la 
materia. Caimas reyidan por Hormas federales. 

Compete a la justicia federal cutiueer en lofc juicios sobre 
responsabilidad de Ion empresas ferroviarias derivada de 
kus obligaciones relativas a los equipajes de los pasajeros. 

Dictamen oel Procitrai.jr General 
Suprema Corte; 

El Ferrocarril Buenos Aires al Pacífico deman- 
dado ante la justicia ordinaria por cobro de los per- 
juicios que 1). Christian Mnuthu asegura haber sufrido 
con la perdida de una valija entregada a dicho ferro- 
carril para su transporte desde esta ciudad a la de 
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Mendoza, opuso incompetencia do jurisdicción, so color 
de tratarse de asunto regido por Ja ley especial 1873, 
y no por los códigos civil y de comercio. Desestimada 
tal pretensión, trae ahora un recurso extraordinario 
contra el fallo respectivo ac la Cámara de Apelaciones 
en lo Comercial de esta ciudad, obrante a fs. 29. 

El recurso es cier ta mente admisible, pues hubo 
denegatoria del fuero ; mas no ocurre lo propio coa las 
razones hechas valer por el recurrente. Ellas han sido 
materia de justo rechazo, por lo cual, corresponde 
confirmar por sus fundamentos el fallo apelado. — 
Buenos Aires, junio 7 ue 1944. — Juan Alvares. 



los que se ha concedido a la empresa demandada el 
recurso extraordinario contra la sentencia denegatoria 
del fuero federal dictada a fs, 29 por la Cámara de 
Apelación en la Comercial de esta Capital. 

Considerando : 

El art. 50 de la ley 2873, cap. II del tít. III se re- 
fiere solamente al "transporte de mercaderías' 1 y dice 
que "las obligaciones o responsabilidades de las em- 
presas respecto de los cargadores, por pérdidas, ave- 
rías o retardo en la expedición o entrega de las merca- 
derías serán regidas por las disposiciones det Código 
de Comercio. Serán también aplicables a las empresas 
de ferrocarriles las disposiciones de Jas leyes genera- 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



F. C. 




r ALIJOS fíli LA CORTE SIU'HEMA 



les sobre transportes en todos los puntos no previstos 
por lu presente lcy M . Mientras une respecto do equi- 
pajes — que no son mercaderías — y de sus respectivos 
dueños —que son pasajeros y no cargadores, dice el 
art. 39i cap. I ñel tít. III, que "Las empresas deberán 
entregar a cada pasajero, imaediatamonte después de 
llegar a destino, todos los bultos que formasen su equi- 
paje. En easo de extravío o deterioro de alguno de ellos, 
la indemnización se hará efectiva con arreglo a la 
tarifa de avalúos que se haya fijado en el reglamento 
respectivo, según la naturaleza y calidad de los bultos". 
No establece la vigencia para eso- casos, del Código 
de Comercio, como en el art. ól). 

Kl Código de Comercio no tiene preceptos especia 
les para equipajes como la ley litfT.'J y su reglamento; 
envuelve, involucra o i -o m prende a mercaderías, efec- 
tos, ele y en su art. 179 determina que el i la fio por 
pérdida-, averías, etc., será fijado par peritos, contra- 
riamente al art. ."¡í> de la ley l'ST.'i, que como se ha visto, 
predetermina el valor de su indemnización por lo que 
establezca la tarifa de avalúos, tarifa que se fija en 
los arts. 3 Tí * y 1SI del Reglamento General dé los Fe- 
rrocarriles Nacionales. 

Que, como lo dijo esta Corte en el easo Coria de 
Calderón contra el I'Yrroearril del Sud por daños y 
perjuicios derivados de la pérdida de un baúl cargado 
como equipaje —Fallos: 95, 2U7 — "Que en su virtud 
Mol art. 30 de la ley 2*73) las obligaciones de las 
empresas, relativas a los equipajes de los viajeros han 
quedado reglamentadas por disposiciones especiales de 
la mencionada ley. 

"Que corresponde a la jurisdicción federal el co- 
nocimiento do las causas especialmente regidas por le- 
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yes del Congreso, según lo establece el nrt. 100 de la 
Constitución a ine. V, art. 2' de la ley de jurisdicción 
y competencia cíe 14 de septiembre de 1863. 

"Que el art. 50 de la mencionada ley de FF. CC. ( 
en su última parte, sólo declara aplicable a 

las disposiciones de las 
transportes cuando se trata de puntos no 

los 

"Que según lo dispuesto por el art. 12 de la citada 
ley de 14 de septiembre de 1863, la jurisdicción de los 
tribunales federales en todas las causas especificadas 
en los arts. 1", 2* y 3"' de la misma, es privativa, exclu- 
yendo a Jes tribunales de provincia con las excepciones 
que dicho artículo expresa, en ninguna de los cuales se 
comprende el caso de la cuestión'*. 

Que conforme con esos principios una reiterada 
jurisprudencia de esta Corte Suprema (Fallos: 84, 188; 
95* 2ÍJ7; 101), 357; 110, 347; 114, 40ÍJ; 115, 73; 125, 81), 
fundada en lo dispuesto eu el art. 31) de la ley 2873 y 
cu la inaplicabilidad de la norma contenida en el art. 50 
a las cuestiones vinculadas con el equipaje de los pa- 
ajeros (coufr. también Palios: í)0, 194, último consi- 
derando; 9Í), 32; 152, 37ü, considerando 7 V , en la pág. 
383; 177, 385, penúltimo considerando en la pág. 359) 
ha establecido, a diferencia del caso de transporte do 
mercaderías (Fallos citados y 180, 124 entre otros) la 
competencia de la justicia federal para conocer en las 
causas que versen sobre la responsabilidad de las em- 
presas ferroviarias derivada de sus obligaciones rela- 
tivas a los equipajes de los pasajeros. 

Por ello, oído el Sr. Procurador General, se revoca 
la sentencia apelada en lo que bu sido materia del 
recurso y se declara que el conocimiento de la presente 
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causa compete a la justicia federal. Notifiques^ y de- 
vuélvanse debiendo repone rae el papel en el juzgado 



VICENTE It. LEZA v. NACION AHÍ i ENTINA 

PENSIOSES MILITARES ; Pensiones a los militares. hmtiHzacum 
para lu carrera militar. Ejército. 

El suboficial dado d* baja 11 consecuencia de lu tubercu- 
losis pulmonar adijuirida en actos del servicia que Je in- 
utilizó para continuar su carrera, tiene derecho al hene- 
ficio previsto en el nrt, 17, tít. III, de lu ley 47Ü7 (»). 



ANTERO a Q. CARHASCO v. MUNICIPALIDAD DE 
LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 

RECDHS0 EXTRAOIIDI SABIO: Requisitos propios. Relación di- 
meta. Sentencias con fundamento» no federales o fedérale» consentidos. 
Fundamentos de hecho. 

Es improcedente el recurso extraordinario fu rulado en el 
art. 17 de la Constitución Nacional contra la sentencia 
une rechaza la demanda del recurrente sobre expropiación 
indirecta por razones de hecho y de derecho local, como 
las referentes a lu forma voluntaria en (pie el recurrente 
pidió la línea de edificación, a la existencia de ordenan - 



de origen. 



Antonio ¡Saoakna — p. Hamos 
iMejía — T. D, Casares. 




{') 30 do ocluliru di* 1ÉM4. Fallos: JO", 259. 
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Dictamen del Procurador Giínkral 

Suprema Corte: 

D. A n tero Ricardo Cipriano 
de un terreno en esta ciudad, 
y admitió le fuera dada con arreglo a un t 
pal que comportaba ensanche de la vereda en varios 
metros a costa de la superficie de las propiedades limí- 
trofes. Además, costeó la construcción de la vereda así 
ensanchada; y después lia exigido judicialmente de la 
Municipalidad se le pague el valor de la franja corres- 
pondiente, sosteniendo que tal fracción pasó al dominio 
público, y las autoridades municipales concedieron per- 
miso para abrirla a fin de colocar una toma de petró- 




La demanda fué rechazada en primera y segunda 
instancia (fs. UKÍ y ll~>) por entender los jueces que 
ni la Municipalidad estuvo obligada a expropiar, ni 
deseaba hacerlo, ni negó permiso para edificar sobre 
la línea vieja, ni la aceptación espontánea y voluntaria 
do la nueva por parte del propietario eomportó cerce- 
namiento forzoso de la superficie del predio, ni, por 
fin, había impedido hasta ese momento que Carrasco 
cercara la franja en cuestión. El actor seguía, pues, 
siendo propietario de la totalidad de su inmueble, sin 
que importase acto de dominio a favor de la Munici- 
palidad el otorgamiento de permiso para abrir la ve- 
reda, o el uso de ésta por los transeúntes ; y tan seguía 
siéndolo, q U e había vendido dicha franja junto con el 
resto del terreno, con posterioridad a 1* iniciación do 
la demanda (fs. 19 y tí3). Contra la segunda de esas 
sentencias (fs. 115) trae ahora el actor un recurso 
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extraordinario por vía directa, alegando que el rechazo 
de la acción lesionó sus derechos de propiedad, guran- 

disposiciones concordantes de la ley ISU (fs. 116). 

Estudiado el caso, y pues según queda dicho la 
sentencia declara que Carrasco no ha perdido la pro- 
piedad cuyo precio reclama, encuentro i 11 admisible su 
queja. Además, el Jallo apelado se funda mi aprecia- 
ciones relativas ;il mérito de la pi ncha rendida en autos 
o aplicación de preceptos de derecho común. Corres 
pond(\ pues, declarar que el recurso extraordinario fué 
bien denegado a fs. l'2i), — Buenos Aires, octubre ' 
de 1ÍI44. — Juan Mrurcs. 



FALLO 1>E LA CORTE SlíMlEMA 

Buenos Aires, 30 ele octubre ríe 1944. 

V vista la precedente queja caratuhidu " Recurso 
de hecho deducido por Alaría Antonia Arce en los autos 
Carrasco C. U. A. c. Municipalidad de la ciudad de 
Buenos Aires" para decidir respecto de su procedencia. 

V considerando: 

ÍJne la sentencia apelada tiene fundamentos de 
hecho y de lieroeho local suficientes para sustentarla, 
cuales son la forma voluntaria en que se pidió la línea 
de edificación; la existencia de ordenanzas dejando 
ríu efecto las expropiaciones; y la ausencia de actos 
concretos de desposesión. 

Que en tales condiciones y púv aplicación de la 
doctrina de Fallos: 180, *J67, corresponde concluir que 
el recurso extraordinario ha sido bien 
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Mu su iwéríto y de ¡u-m-nl» «-on lo podido por el 
Sr. IWunidor Gfrionil s p dt'sPstmui tu prosonte 
• jiirjn. flijgíis,. <nhi-r: <I<-vurlv:iusc los ¡míos dovndoH 
<*íhijo ro.'jiM- informe ;,| tribunal de su procederá, 

K(#pÓll-aS(» o| p;ipi>| y ¡livllívfítft 

AXTUJiU. Sai ¡AUNA — V\ U AMOS 

Mk.jía - T. [), í'asuiks 
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Año 1944 — Noviembre 



NICOLAS MACHI v. NACION ARGENTINA 

HECUItSO EXTRA OfíDINA ItIO : Trámite. 

Es procedente el recurso exlrunrdin. rio correctamente 
interpuesto ¡moque por error el tribunal de la en usa haya 
concedido el ordinario. 

JUBILACION D$ EMPLEADOS NACIONALES: Jubilaciones. De- 
terminación del monto. 

Para determinar el monto de tu jubilación del inspector 
de sucursales del Banco de la Naeión Argentina, procede 
computar como parte migrante de su sueldo las remu- 
neraciones 0,110 durante los diez años anteriores a su cesa- 
r-iún de servicios percibió uDiialmeute en compensación de 
trabajos extraordinarios, no así las cantidades que men- 
sualiiiente cobró en concepto de viáticos (*). 



ENRIQUE J. PICCARDO v. CAJA DE JUBILACIONES 
DE LA MARINA MERCANTE NACIONAL ( a ) 

LEY; Interpretación t/ apliauitin. 

El fin primordial de] intérprete es dar pleno efecto a la 
voluntad del legislador y la primera fuente de interpre- 
tación de la ley son sus palabras, que deben entenderse 
empleadas en su verdadero sentido, en el que tienen en 



(■) a do noviemhro de 1944. Fallos: 180, fS3 ; !!»■>, 8», 
(-') En la inÍHiii:i fecini v rn m-ntido fm»r<m ron ue Una los jui- 

cios promovido* por Fnnieimi Muiiiz Harreto y Raúl M. Murtínoi. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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la vidn diaria, partiendo de la base de que no son super- 
finas sino que lian sido empleadas con alííún propósito, 
sea de ampliar, limitar o corregir lot¡ conceptos. 

JUBILACION m EMPLEADOS DE LA MARINA MERCANTE 
X ACION AL. 

El art. 2^, ine, a) de la ley ll,t¡12 se refiere a la marina 
mercante naciouul de tin modo genérico y por oposición 
a la marina de guerra, para excluir a ésta del régimen que 
establece, y emplea la palabra "turismo*' pora referirse 
a los baños destinados al mismo para deporte o afición, 
sin ánimo de lucro, pues tos destinados a la explotación 
comercial ■ e aquél están comprendidos entre los barcos 
de comercio*, 

JUBILACION DE EMPLEADOS DE LA MARINA MERCANTE 
NACIONAL. 

El personal nsalnriadn afectado h la dirección y al cui- 
darlo de los yates de tnrismu está comprendido en los 
beneficios de la ley 12.612, 



Sentencia oil Jt'EZ de Paz Lethado 

Buenos Aires, julio 1" de 1942. 

Y vistos estos autos de los que resulta: 

1° A fs. 7 se presenta Eduardo J. Newton, en repre- 
sentación de Enrique J. Piccardo, deduciendo demanda eon- 
tra la Caja de Jubi lucio tti's. Pensiones y lietiro de Ja .Marina 
Mercante Nacional, por la suma de $ 2G2,f>4 m/n., que lia 
ingresado en la Caja bajo protesta y las qu- continúe in- 
gresando mientras se sustancie el juicio. Manifiesta que el 
eomprobanle ile depósito (pie acompaña acusa una cifra 
mayor ipie la demandada en razón de incluir el mismo los 
píiyos correspondientes a los marineros, pero que, el juicio 
lo deduce exclusivamente por Enrique J. Piccardo quien 
aportó la cantidad de $ 2fi2.íU m/n. por el período compren- 
dido entre el 9 de octubre de 103í> y el 31 de marzo de 1941, 
conforme g lo determinado en el ine. &) del art. 10 de la ley 
12,f¡12 y que corresponde el 4 r c de los sueldos abonados a 
los marineros Manuel Aris y Miguel Perejma. como propie- 
tario del yate "Austral" los qne por su parte abonaron la 
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diferencia que resulta entre el importe del comprobante de 
depósito y Ja cantidad demandada, pago que efectuó bajo 
protesta se^ún surge de la copia del telegrama que adjunta 
Agrega que el yate "Austral" cuyas características denuncia, 
be encuentra inscripto en un registro especial para yates' 
dependiente de la Prefectura General Marítima, tiene auto- 
rizada por el Yacht Club Argentino el uso de la bandera de 
guerra y !f> * les lina exclusiva ni e» ta para recreo y deporte 
náutico líe ku persona, familiares y amigos; que de los arta. 
. y 2" de la ley 32.612, que transcribe, surge que es requi- 
sito indispensable para que los particulares y em presan se 
encuentren colocados en la esfera de influencia de la ley, 
que realicen actos mercantiles, en su caso» con la embarca- 
eióti i o yate por cuya propiedad lia sido exigida la contri- 
bución a ta caja, pues de lo contrario la disposición legal 
citada resulta inoperante, que el art. 2* cuando ae. hace 
mención de los barcos de comercio, pesca y turismo se alude 
a éstos, siempre que fueren explotados en la realización de 
actos mercantiles o sea el turismo explotado como negocio. 
Se refiere luepo a los antecedentes parlamentarios de la ley 
citada, dice que de ninguno de los numerosos proyectos pre- 
Kentadns puede inferirse que et pensamiento del legislador 
ha abarcado la situación de los propietarios de yates parti- 
tura res, transcribe las palabras pronunciadas por" el Senador 
Scrrey y los Diputado»* Anastasi y Méndez Callada y analiza 
el alcance de los citados antecedentes como fuente de inter- 
pretación de la ley, mencionando fallos de la Suprema Corte 
Nación,.! y jurisprudencia y doctrina americana, todo lo cual 
se tiene presente. A efecto de demostrar que los yates par- 
ticulares nada tienen de común, a los fines legales que de- 
rivan de In ley 12.612, con los barcos perteneciente» a la 
Marina Mercante Nacional, examina el proyecto de ley de 
la Junta Nacional de la Marina Mercante y estudia luego 
la acepción y etimología de la voz "turUnio" refiriéndose 
al comercial el que dice se realiza organizado por compañías 
constituidas para su explotación. Para demostrar que deporte 
y turismo son expresiones que recíprocamente se rechazan 
transcriba n párrafos "de la vista del ex Procurador General 
de la Nación en el expediente por el que se tramitó y otorgó 
al Yuclit Club Argentino, al cual pertenece, en calidad de 
socio activo el actor y donde figura inscripto su yate, el uso 
de la bandera de guerra nacional, y cita la clasificación que 
el autor Paul Clieek hace de la misma en la que incluye la 
de placer definiéndolo como la que se practica "siu sacarse 
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provecho alguno" definiendo el diccionario Urrouse, dice a 
los yutes romo "los medios de locomoción de ios particulares". 

Agrega que una última y definitiva comprobación de la 
arbitraría interpretación que impugno, U da el propio Có- 
digo de Comercio en su art, i>75, disposición de la que surge 
que existo otra categoría de buques que no son mercantes, 
pues de lo contrario Jas ti J limas pal ¡ib rus del artí.-ulo de- 
bieron ser letra muerta. 

Por último di te. que e I iim. u) del art. 2 V de la lev 12.012, 
al referirse a las embarcaciones de turismo, parece haber 
traído contusiones al interpretarlo incluyendo en ellos a Jos 
deportes náuticos, tpie constituyen una categoría comple- 
tamente distinta, debido a que aquéllas efectúan actos co- 
merciales, cobrando pasajes y se hallan inscriptas en el Re- 
gistro de la Prefectura (i ene ral Marítima, correspondiente a 
embarcaciones mercantes, mientras están matriculadas en 
los registros fie tos clubs náuticos, figuran inscriptas en la 
misma Prefectura General Marítima en un registro exclu- 
sivo p¡ira embarcaciones ríe deporte náutico o navegación 
de placer completamente desvinculado de todo acto que im- 
porte comen- i o, esta inter prefaeton determinante de dos ca- 
tegorías la confirman los arts. 20 y 21 del Decreto fiel Mi- 
nisterio di- Marina del ;il de marzo" de liKll y loa arts. 4 y 5 
del mismo Decreto los que transcribe. 

En definitiva solicita que oportunamente se condene a 
la demandada a devolver al actor ta suma reclamada, inte- 
reses y cosías. 

11. ^ Corrido el traslado de ley. lo contesta a fs. 23 Al- 
berto B, Cureova, con poder suficiente. Expresa que reco- 
noce que el actor lia ingresado a la Caja que representa los 
aportes cuya devolución persigue, por el monto y el concepto 
que en la demanda oxpn su. i onio también el destino o uso 
de turismo de placer de la embarcación de su propiedad v que 
asimismo está conforme su mandante en aplicar el criterio 
que informa la sentencia de última iusianeiu que recaiga en 
este juicio, a los aportes ingresados posteriormente, pero so- 
licita el rechazo de la un ión por cuanto considera legal- 
mente improcedente, pues, dice, pese a las afirmaciones for- 
muladas en la demanda, el personal embarcado en buques 
de turismo, como el del actor, se encuentra expresamente 
comprendido cu las disposiciones de los arts. 1* y 2* de la ley 
I2.IU2, y no es posible sostener lógicamente lo contrario. 

El art. 2», inc. a) de bi ley citada, añade, declara com- 
prendido en los beneficios de la misma a "todo personal 
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embaí cado, sin distinción de ocupación o ear^o, en bonues 
fíe la marino mercante nacional sean éstos de eomereio de 
pesca o de turismo" empleando dice, los términos marina 
mercante nneional. i onio cómprenseos de toda embarcación 
destinada a actividades eJvifcs por oposición a la "Marina 
íle l.uerra y ) () evidencia el hecho de que la disposición 
aclara romo tw^rendidns en ella a los buques de comercio, 
ñmcos mércame** en el sentido restrictivo del término 
pesen y turismo, hidicn lue-ro que precisado por la lev e¡ 
a ranee de sus pre.-eptns, no interesa averiguar kí ha "em- 
pleado bien (. n.al los términos "Marina Mercante Nacional" 
pe» para evitar duu.. alguna, señala «pie el alcance que le 
atribuye la ley es m más ni menos el que elfos tienen en el 
lenguaje comente y también en el propio de las leves re- 
Hamcnu.nas del tráfico marítimn y fluvial; que los buques 
de imna a .pie In ley se refiere no pueden ser otras que 
os destinados a esparcimiento de sos dueños o 1 lirismo par- 
ticular, puesto que solo éstos son en realidad hoques de 
turismo .y» que, ojee, | ( ,s buques de transportes de pasajeros 
ex piolados comercia Imente | ns llamados viajes de I lirismo 
so», simplemente buques de comercio, por las razones que 
expone y se tienen presentes. 

Ajrrepa que la iuterprclación expuesta aparece compro- 
bada por la «inunda parte del Ene. a) del nrt 2» v el arl 4» de 

!! r'" I^'r 1 ,ns , t,, T. " ,ílt ° r,,,,In y «mienta v por 

la r.nnl,d,,.l de la ley que ha sido crear un raimen de 
prev.smn para el personal de la marina mercante nacional 
para todos Jos que «Merecí, aun tarea o profesión vinculada 
a las aWivubo es ile aquella y se i>re-uuta ; por que" habrían 
«le íiuedar excluidos de sos beneficios los marinos míe pres- 
tan sos servicios en embarcaciones fle turismo, si son siempre 
profesmmiíes imirílimns. "inscriptos marítimos" , Ml e desem- 
peñan las mismas tareas qne enando son empleados por em- 
presas comerciales? 

Rebate finalmente los nr f rumenlos expuestos por el ¡ tor 
en su demanda, los que, dice, prueban lo contrario de lo que 

demamla * í,Ilorh, " ¡ " npnt,, »<• rechace la 

V coimiderando: 

Trabada la lilis en Jos términos expuestos, la cuestión 
traída a mr r^ohición se circunscribe a establecer si los 
marineros que prestan servicios en bis emlmreaeioi.es que, 



170 



FALLOS DE LA COMTE SCPfcKMA 



eomo la del actor, son destinadas por sur propietarios para 
viajes de turismo, de placer, o de carácter puramente de- 
portivo, se encuentra comprendidos dentro del régimen do 
la ley 12.612 que creó ta Caja de Jubilaciones, Pensiones y 
Retiro* de la Marina Mercante Nacional. 

A juicio del provcyente la tesis que sostiene ta deman- 
dada en mi escrito de responde encuadra dentro del espíritu 
de la ley, 

Kn efecto, según el art. 2* inc. a) quedan comprendidos 
en loa beneficios de la ley, "todo el personal embarcado sin 
iíatinción de ocupaciones o carpo en buques de la marina 
mercante nacional, sean éstos de comercio, de pesca o de tu- 
rismo" incluyendo luego en su secunda porte a los propieta- 
rios de los barcos de comercio o de pesca cuando reúnan 
las condiciones de tripulantes de sus propios barcos, y en el 
art. 3* declara también comprendidos entre los beneficiarios 
al personal de servicios, a los que excluye por el segundo pá- 
rrafo del art, 4» cuando se desempeñan en Jos buques de 
turismo, estableciendo que en esta clase de embarcaciones 
adío tendrá derecho a los beneficios de la ley el personal 
asalariado afectado a la dirección y cuidado del buque. 

Estas disposiciones precisan claramente» a mi juicio, que 
"buques de turismo" eomo lo sostiene la demandada, signi- 
fica dentro del nieennismo de la ley, las embarcaciones que, 
eomo la del actor, se destinan a viajes de placer o de carácter 
puramente deportivo, pues de un ser asi no se advierten los 
motivos por los cuales el legislador excluyó de los beneficios 
que la ley acuerda, a los propietarios tripulantes y personal 
de servicios de los buques de turismo y se los otorgó a las 
mismas personas cuando se trata de barcos de comercio o 
de pesca. 

íín cambio, determinando como barcos de turismo a los 
yatelis o embarcaciones de placer o deporte, las razones que 
lo indujeron al legislador a no acordar beneficio alguno a 
los propietarios de los mismos, cuando reúnan las eondicio- * 
nes de tripulantes de sus propios barcos y al personal de 
servicio, son obvias y se encarga de señalarlas con acierto 
la demandada en su escrito de responde. 

listas conclusiones se encuentran corroboradas por el 
decreto def Poder Ejecutivo 74.0:11 del 18 de octubre de 
1040, en virtud del cual se otorgan diversas franquicias a 
los yatchs extranjeros que llegan ni país en viaje de turismo, 
del que surge claramente que cu su sentir buques de turismo 
son aquellos destinados p«r sus dueños a viajes de placer sin 
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fines de lucro, pues los que tal objeto persiguen son los 
buques de comeré io que se dedican al transporte de merca- 
derías o personas. 

En cuanto a que el yacht del actor se halla inscripto, 
según resulta de los informen de fs. a7 vta., 42 y 50 en el 
"Registro Especial de Yachta" de la Prefectura General Ma- 
rítima, división Marina Mercante, no puede influir legal- 
meute en la solución del presente pleito, atenía las prece- 
dentes consideraciones. 

En mérito de lo expuesto procede toneluir que el per- 
sonal asalariado afectado a la dirección y cuidado de 
embarcaciones destinadas a viajes de placer" o deporte, se 
encuentra comprendido dentro del régimen de la ley 12.612. 
En consecuencia Be impone el rechazo de la demanda. 

Por estas consideraciones, fallo; rechazando la demanda 
deducida por Enrique J. Piccardo contra la Caja de Jubi- 
laciones, Pensiones y Ketiros de la Marina Mercante, sin 
costas por cuanto no se han solicitado en el escrito de res- 
ponde. — Héctor Fernández Martili. 



Sentencia de la Cámara de Paz Letrada 

Buenos Aires, marzo 22 de 1943. 

Y vistos: Considerando: Que ta sentencia apelada es 
arreglada a derecho y a las constancias de autos, ain que lo 
alegado en el memorial de fs. 64 sea bastante para desvirtuar 
su motivación. En efecto: sólo n mayor abundamiento, cabe 
dejar establecido que el recurrente limita sus agravios a ex- 
presar la extrarleza ("profundo estupor", dice) que le ha 
causado y también en los círculos deportivos locales, saber 
que el a quo ha resuelto que los yates particulares son barcos 
de comercio; porque tal interpretación ea contraria a lo es- 
tablecido por la ley, los antecedentes parlamentarios de la 
misma y Ins reglas de la gramáticu. Que cuando el art. 2» 
emplea el término "éstos" sustituye a "buques de la marina 
mercante", hiego los barcos de placer o yates sólo errónea- 
mente pueden ser considerados barcos de comercio; y por 
último que existiendo dos clases de turismo, uno "comercial" 
y otro "deportivo" la ley sólo se ha referido a aquél exclu- 
yendo este ultimo. 

Que de inmediato impónesc dejar sentado que en parte 
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alguna de !a sentencia se reconoce, resuelve o declara, que 
los "yates particulares son barcos de comercio", limitándose 
a establecer, por los razones invocadas, que "procede con- 
cluir que el personal asalariado afectado a la dirección y 
cuidado de embarcaciones destinadas a viajes de placer o 
deporte, se encuentra comprendido dentro del régimen de la 
ley Si. como lo sostiene el actor, cuando en lo* arts. 

jj y 2v ¡üe, a), la ley dice en términos ¡re ñera les. "marina 
mercante", sólo puede referirse a la que "explota" huques 
destinados a! comercio, a la pesca o al turismo que realizan 
actos mereitutücs actos de comercio; sin admitir que pu- 
diera haberse i cuido presente otra acepción como la de "ma- 
rina mercante" por eont -aposición a *Wrina de guerra" 
sejrún lo afirma la demandada y lo peri;..te la nomenclatura 
empleada por la Preferirá (íeueral Marítima para sus de- 
pendeneias en una de las cuates ("División Marina Mercan- 
te"), se llevan los registros de matricidas de las embarca- 
ciones d'inde i" i • r 1 1 j - : i inscripto el yncht propiedad d«'l actor; 
no se explicarían las exclusiones al principio, contenidas en 
el apart. 2» del citado itte a) del art. 2» y 4*. apart, 2*, I>e 
acuerdo a ln primera de tales disposiciones legales, que se 
complementan, "quedan también cotí, ' rendidos en los bene- 
ficios de esta ley, los propietarios «le barcos de comercio 
o de pescar cuando reúnan las condiciones de tripulantes de 
mis propios barcos"; vale decir, que se refiere a los buques 
destinados id transporte de pasajeros, correspondencia y 
carpa o pasajeros exclusivamente, o car ira exclusivamente, 
etc., o a los destinados a la pesca, pero siempre con fines de 
comercio o lucro; y no a los propietarios de barcos de tu- 
rismo, tal el del actor, que aunque tripule su propio barco 
de turismo o placer, no estará comprendido en los beneficios 
de la ley. Su exclusión resulta 1 ó frica y deliberada, por las 
propias razones por él aducidas. Por el contrario, a estar a 
Jo establecido por el apart. *2* del art. 4*. "la navegación en 
los buques 'de turismo — caso de autos — sólo da dereeJio a 
los beneficios de esta ley al personal asalariado afectado a 
ja dirección y .il cuidado del buque", que siempre debe ser 
"inscripto" (art. 3"'». no así al personal de servicio, que pre- 
cisamente, por la naturaleza del buque, está excluido. En 
síntesis, pues, en cumplimiento de lo preceptuado por los 
mencionados artículos y nrt, 10. ines. a), b) y •■}. para formar 
el capital tío la Caja, los empleadores (aunque no sean 
beneficiarios de la ley^. deberán contribuir con una suma 
mensual que consistirá en "una contribución única equiva- 
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lente al 4 % sobre los sueldos y jornales de todos sus em- 
pleados y obreros../', para el supuesto de) sub júdiee. sólo 
al del personal afectado a ]:i dirección y cuidado de! buque; y 
éstos con la "contribución" indaada en los ines, a), b) y ft). 

Jín la exposición ile motivos del presidente de la Co- 
misión de Legislación del trabaja de la Cám. de diputados, 
que bajo su finaa publicara el doctor Anastasi en Hev. La 
Ley, t. 10, see. leii.. ps. fJ y si-is.. ;> ,-ny; t a lenta lee tu ra es 
necesario remitirse, no sólo por la autoridad de. que se ba- 
ilaba investido su a.Uor, sino por su t?nm lición de profesor 
de Legislación del trabajo, se encuentra una síntesis de los 
distintos proyecta* presentados 011 anterioridad a la sanción 
de la ley, sus antecedentes inmediatos, la referencia a obser- 
vaciones de las asociaciones patronales; y algunas considera- 
ciones sobre la estructura del despacho. Con relación ni caso 
de autos, allí se ve, que sigriiíendo la experiencia argentina, 
fiólo se perseguía la sanción de Una ley básica que permitiera 
la percepción de las cotizaciones obreras, patn males y la 
contribución del público, pura más tarde determinar en la 
ley orgánica el monto de jos beuef icios a acordarse a todos 
los t rab« ja dores del mnr y de los ríos une fonales que estu- 
vieran "inscriptos" en los registros, pues a pesar de los ante- 
cedentes suministradas P&t e] Poder Ejecutivo, era indis- 
pensable la realización del censo respectivo. El mencionado 
art. 2" de ía ley, enumera quiénes quedan comprendidos en 
sus beneficios, y en la exposición de motivos de referencia, 
se dice: "En cuanto al personal amparado por la ley, la 
comisión ba seguido un criterio amplio, proyectando la in- 
clusión de todas las personas directa " indirectamente vincu- 
ladas, como empleados 11 obreros a la navegación marítima o 
fluvial. Tiernos comprendido, setnui so ba dicho, los propie- 
tarios de barcos de comercio de pesca cuando reúnan las 
condiciones de tripulac¡ot.»s de sus propios barcos. Hemos 
incluido servicios prestados temporalmente en el extranjero 
en favor de empresas argentinas de navegación. Hemos in- 
cluido al personal de estibadores que trabajan en los puer- 
tos. , . ; ]| emos incluido los empicados de administración y 
obreros de los astilleros, varaderos y talleres navales, cual- 
quiera fuera la jurisdicción en que funcionen,.,, los em- 
pleados de las asociaciones del personal marítimo o fluvial y 
los de las entidades patronales. . . ; en una palabra, todas las 
personas directa o indirectamente vinculadas, como emplea- 
dos 11 obreros a la navegación marítima o fluvial de la Nación. 
La enumeración no ba podido, pues, ser más amplia y com- 
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prsusiva. Por último, allí mismo ge hace inferencia a la 
contribución patronal y la que más tarde deberá correspon- 
derá al Estado. 

Por ello y en lo pertinente, por sus fundamentos, se 
confirma la sentencia apelada, en cuanto ha sido materia del 
recurso; con costas. — Dámaso E, Palacio. — Francüco 
Carreño. 

Dictamen* del Procurador General 
Suprema Corto: 

A fs. 101 V. E,, de acuerdo con mi dictamen, de- 
claró la procedencia del recurso extraordinario inter- 
puesto por el Dr. Enrique J. Piccardo contra el fallo 
de la Cámara de Paz Letrada obrante a fs. 75. 

Ahora, resta resolver si los marineros que el actor 
emplea para el servicio de su yacht "Austral", están 
comprendidos en el régimen julñlatorio de la Ley 
N* 12.612. Sostiene Piccardo que no lo están, y en con- 
secuencia, no rigo para el personal utilizado en embar- 
caciones de turismo que no realizan actos mercantiles. 

A mi juicio, la sentencia recurrida obrante a fs. 75, 
aplica rectamente el derecho al desestimar tal tesis. El 
art. T, mr. a de la ley, declara comprendido en los be- 
neficios de la misma a "todo el personal embarcado 
sin distinción de ocupación o cargo, en buques de la 
marina mercante nacional, sean éstos de comercio, de 
pesca o ¡ir turismo", - y mal pudiera sostenerse que un 
yacht sea otra cosa que embarcación de turismo. Del 
mismo modo, tan personal dedicado a faenas marítimas 
es el que trabaja en tiuques de comercio, como el que 
presta servicio en buques destinados a viajes de pla- 
cer» o de pesea deportiva. 

Considero, pues, sólidos los* fundamentos que sir- 
ven de apoyo a la sentencia apelada, y hallo en ellos 
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mérito suficiente para que ae la confirme. Empero, y a 
mayor abundamiento, insinúo a V. E. la posibilidad de 
requerir de la Prefectura General Marítima, para me- 
jor proveer, informe si los marineros de yaclits del 
tipo del "Austral" se inscriben en el Registro a que 
aluden los arta. 3 y 4 do la Ley 12.612. Buenos Aires, 
octubre 18 de 1944. — Juan Alvaree. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 6 de noviembre de 1944. 

Y vistos: 31 recurso extraordinario deducido por 
Eduardo J, Newton, en representación de Enrique J. 
Picea r do, contra la sentencia dictada por la Cámara de 
Apelaciones de la Justicia de Paz Letrada, Sala II, en 
el juicio que BÍgue contra la Caja de Jubilaciones, Pen- 
siones y Retiros de la Marina Mercante Nacional. 

Considerando: 

Que el recurrente demanda a la Caja por devolu- 
ción de una suma de dinero abonada, bajo protesta, en 
concepto de aporte correspondiente al cuatro por ciento 
de los sueldos pagados a dos marineros como propie- 
tario del yate "Austral", conforme al inc. e) del art. 
10 de la ley 12.fil2, sosteniendo que la ley no compren- 
de al personal de los yates que, como el de sn propie- 
dad, se destinan exclusivamente para recreo y deporte 
náutico de sus propietarios, personas de su familia y 
amigos, sin realizar actos mercantiles, y como la sen- 
tencia recurrida, confirmatoria de la de primera ins- 
tancia, es adversa a sus pretensiones, interpone recurso 
extraordinario, que esta Corte declaró procedente a 
fs. 101. 



en la interpretación 



Que toda la cuestión coi 
del art. '2% inc. a) de ía ley que dice: 

comprendidos en los beneficios de esta ley: a) todo el 
personal embarcado sin distinción de ocupación o car- 
go. en buques de la marina mercante nacional, sean 
éstos de comercio» de pesca o de turismo. Quedan tam- 
bién comprendidos los propietarios de barcos de co- 
mercio o de pesca cuando reúnan las condiciones de 
tripulantes de sus propios barcos", especialmente de 
los términos "buques de la marina mercante, sean éstos 
de comercio, de pesca o de turismo". 

Que la primera fuente de interpretación de la ley 
es su letra y las palabras deben entenderse empleadas 
en su verdadero sentido, en el que tienen en la vida 
diaria, y cuando la ley emplea varios términos sucesi- 
vos es ía regla más segura de interpretación la de que 
esos términos no son superfluos, sino «pie bandido em- 

o de corregir los conceptos, pof cuanto, en definitiva, 
el fin primordial del 'ntérpreto es dar pleno efecto n la 
voluntad del legislador. 

Que significando el término marina el. conjunto de 
los buques de una nación y diciendo la ley "bnques de 
la marina mercante nacional, sean éstos de comercio, 
de pesca o de turismo", es indudable que ha empleado 
el término "marina mercante nacional" por oposición 
a "marina de guerra nacional" para excluir a ésta de 
la ley e incluir en ella a todo el personal de los Saques 
nacionales, diremos así civiles, a quienes ha querido 
amparar. Si se hubiera empleado el término "marina 
mercante nacional" en la acepción de conjunto de bu- 
ques de una nación que se emplean en el comercio, no 
explica el agregado "sean éstos de comercio, de pes- 
ca o de turismo", pues los primeros estallan compren- 
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didos, por definición, dentro del primer concepto, y los 
terceros, si se refería a Ion barcos destinados a la ex- . 
potación come reí al del turismo, también. La única in- 
terpretación que hace concordar lógicamente los tér- 
minos de la ley, en vez de declararlos superfluos e 
inútiles, es la de que la ley comprende a todos los 
asalariados sean de buques de comercio, de pesca o de 
turismo, y al decir turismo se refiere no a los buques 
destinados a la explotación comercial de éste, incluida 
en el primer ea.so, sino a los destinados al turismo he- 
clio por deporte, por afición, sin ánimo de lucro. 

Que a esta interpretación del calificativo de " mer- 
cante" dado de un modo genérico a la marina cuyo 
"personal embarcado" está comprendido en los benefi- 
cios de la ley, la corrobora el art. 4* al disponer que "se 
consideran servicios de navegación los cumplidos por 
los inscriptos marítimos en navios de bandera nacional, 
sean de comercio, de pesen o de turismo. . . " etc., enun- 
ciación demostrativa de que no se lia entendido limitar 
los beneficios de la ley al personal de la marina mer- 
cante en el sentido estricto de esta expresión. Dicha 
asistencia alcanza al personal de todos los buques de 
comercio, pesca o turismo con tal que sean "navios de 
bandera nacional". De las calificaciones empleadas por 
la ley sólo tienen carácter explícito y rigurosamente 
limitativo las que determinan aquellos navios de ban- 
dera nacional cuyo personal entrara en el régimen de 
jubilaciones, pensiones y retiros por ella creado, es de- 
cir, las que mencionan a los navios de comercio, de pe.s- 

turismo del comercio. 

Que esta interpretación concuerda con otras dis- 
posiciones de la ley que resultarían una incongruencia 
en el caso contrario. En primer término, la exclusión 
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de los propietarios de barcos de turismo de la proteo- 
frión de la ley cuando sean t -¡pillantes de sus propios 
barcos, hecha en el segundo apartado del inciso, siendo 
así (|ue se Jes acuerda a los de comercio y pesca, sólo se 
explica por la razón de que aquéllos siempre tripulan 
sus propios narcos por deporte y con fines de esparci- 
miento y solaz, y en consecuencia no se les equipara a 
los asalariados. Ku segundo término, el art. 3* extiende 
el amparo legal no sólo a tos que desempeñan tareas 
en la marcha, dirección y cuidado del buque, sino tam- 
bién al personal de servicio; en cambio, en los buques 
de turismo por el art. 4' los beneficios sólo alcanzan al 
perennal asalariado afectado a la dirección y al cuidado 
del buque. Di Ce r encía de una injusticia manifiesta si se * 
refiriera a los buques que explotan comereialmente el 
turismo, pues el personal de servicio contribuye a esa 
explotación recibiendo su salario, y que se explica, por 
el contrario, en los buques de deporte y de paseo, en los 
que esa clase de personal, si se emplea, sólo tiene ca- 
rácter accidental. 

Que la exclusión de los marineros que prestan ser- 
vicios en barcos como el del actor, sin ninguna razón 
fundamental que los diferencie de los otros asalariados 
de su especie, es incompatible con el propósito amplio 
que informó la sanción de la ley, según resulta de la 
exposición de motivos del miembro informante, dipu- 
tado Leónidas Anastasi, que dijo: "En cuanto al per- 
sonal amparado por la ley, la comisión ha aeguido un 
criterio amplio, proyectando la inclusión de todas las 
personas directa o indirectamente vinculadas, como 
empleados u obreros, a la navegación marítima o flu- 
vial". Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados, 
1938, VII, pág. 08tí. Es incompatible también con la 
orientación general de la política legislativa seguida 
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en la materia, que ha sido siempre de protección am- 
plia y sin exclusiones al trabajador asalariado. 

Por estos fundamentos, los concordantes de las 
sentencias de primera y segunda instancias, y de con- 
lormidad con lo dietaminado por el señor Procurador 
General de ia Nación, se declara que el personal asala- 
riado afectado a la dirección y al cuidado de los yates 
de turismo están comprendidos en los beneficios de la 
ley W 12.612 y, en consecuencia, se confirma la senten- 
cia rajada de fs. 75, en cuanto ha podido .ser materia 
del recurso extraordinario. 

papef OtÍfí ^ ,S0 ^vuélvase, debiendo ser repuesto el 



Antonio Sacar na — P. 
Me,tía — T. I). Casares. 
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federales. Interpretación de normo* lorttfr* <1* procedimientos. 
La cuestión referente a la constitución de la Cámara de 
alquileres centra cuya sentencia se ha intentado el re- 

^l. e íí r T dinarÍ ° reviste procesal y no es 

n i fln d 1 &on \ et ™ « lA Suprema por esa vía 

¡mies (>)° «™«*¡*n de garantías constitución 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reaumto, comunes. Gravamen. 
Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
que la causa ha sido substraída a sus ¿necea 2£S¡. 
WkTM ™ n * ecíK ™*** la propia actitud del recu- 

™eja Pi alqU,Ieres la cuestíóíí m «olticidn se 

O) 6 de noviembre 8e 1914. Fallosi 1S7, 28. 

(') Fallw: 1B7, 4¿3 y doctrina do 186, 80; 196, 19. 
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PROVINCIA DE 1U ENOS ADÍES v. ELVIRA 
C. DE LACULU 

EXPROPIACIOX: Procedimiento, Procedimiento judicial. 

El trámite de las causas de expropiación es, por regla 
genera!, el sumario y verbal consistente en la realiza- 
ctón de un comparendo i-n el mal so oye a las partes y 
éstas ofrecen la prueba de (pie quieren. valerse, sin desig- 
nación de un término probatorio concreto. 

IXTERtHCTOS; Pro, e>li miento. 

A Falta de disposición legal que establezca un término 
de prueba para los interdictos, se ha arbitrado el proce- 
dimiento de posterga* la audiencia del art. 333 de la 
ley 50 en los casos en que no es posible traer a ella, 
como en principio corresponde, los elementos de juicio 
necesarios para resolverlos. 

LEY: Interpretación >/ <ip¡¡caciún. 

Las leyes deben ser* interpretadas de la ni nuera que 
mejor eoneiierde eon las normas constitucionales, salyo 
que la iiiteligenéia opuesta sea palmaria y el texto dis- 
nítido no pueda ser leiilmettte interpretado en aquella 
forma. 

RETRO ACTIVIDAD. 

Las leyes sobre procedimiento y competencia son de 
orden público y las nuevas que se dicten pueden váli- 
damente aplicarse a las causas pendientes, salvo o,ue 
con ello se afee ten actos conchudos o se deje sin efecto 
lo actuado de conformidad a las leyes anteriores. 

EXPROPIACION: Procedimii rito. Procedimiento judicial. 

El decreto 17.200, de reformas a la ley 1SÍ) sobre expro- 
piación, no puede ser invocado para prescindir de la 
prueba pericial ofrecida y decretada con anterioridad a 
su vigencia, si bien es aplicable a las causas en trámite 
en la medida compatible con la estabilidad de los actos 
procesales concluidos. 

EXPROPIACION: Procedimiento. Procedimiento judicial 

Es improcedente la oposición formulada por el dueño 
del bien expropiado, así como todo pronunciamiento so- 
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bre la inconstitucional i dad del decreto 17.290 en qne se 
funda, con respecto a medidas probatorias pedidas por 
la parte contraria con posterioridad al comparendo res- 
pectivo de acuerdo con lo dispuesto eu dicho decreto, 
consistente unas en la reiteración de lo solicitado ante- 
rior mente sin aposición, y la otra en informes referentes 
al precio por cí cual se hizo la última venta del bien y 
a loa antecedentes utilizados para tasarlo a los efectos 
del impuesto territorial ; desde que ambas medidas ha- 
brían podido ser ordenadas bajo el régimen de la ley 189 
y en último término, para mejor proveer. 



Dictamen dkl Procurados General 
Suprema Corte: 

A í's. lfi, declaró V. K. eorresponderfe conocer ori- 
ginal mente en este juicio do expropiación promovido 
por la Provincia de Buenos Aires contra la Sra. Elvira 
C. de Lucour. Posteriormente (julio del corriente año, 
fs. 39), comparecieron las partes a juicio verbal, pro- 
pusieron peritos con arreglo al art. 6 de la ley nncional 
de expropiación, y V. E. los tuvo por nombrados, desig- 
nando al mismo tiempo perito tercero. Poco después 
— julio líl — acepta ron sus cargos los propuestos por 
las partes j pero al día siguiente (fs. 43), la actora, in- 
vocando lo dispuesto en el decreto 17.'~í)(l de fecha o* de 
julio del mismo mes {Bol. Ofir, julio 15/044), solicitó 
so limitase a uno el número de los peritos, así como la 
materia del peritaje, debiendo además requerirse otros 
informes para determinar el valor del inmueble. La de- 
mandada se ha opuesto, sosteniendo que dicho decreto 
no contempla el caso actual pues aquí está ya vencido 
el término de prueba, ni podrá aplicársele por cuanto el 
P. E. carece de facultades para derogar disposiciones 
de la ley 189. 
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Plantear e así dos cuestiones ¡ una de hecho, o re- 
ferible al alcance que deba atribuirse a providencias 
«te carácter procesal dictadas antes por V. K.¡ otra, de 
carácter constitucional. La de liceho, es por su natura- 
leza ajena a mi dictamen: radica Simplemente en decidir 
si es o no aplicable al caso actual el art. 2 del decreto 
aludido, en cuanto previene que sus disposiciones lijan 
para aquellos juicios de expropiación "en que no se 
hubiere vencido el termino de prueba". 

Poniéndome en la hipótesis de que V. K. resuelva 
no estar vencido en autos dicho término, paso a la se- 
gunda cuestión. 

Las disposiciones contenidas en el decreto, son, o 
reglamentarias u la ley 189, o modificatorias de ella. 
Por lo que a I 4 > ■ uñeras respecte, obvio resulta que 
el derecho de re lamentar las leyes, acordado al P. K 
por el art. 8í», inc. 2, de la Constitución Xacional, pudo 
ser ejercitado válidamente para facilitar el cumplimien- 
to de la 5t80j conforme ha ocurrido; pues según lo tiene 
resuello V. tí. en 151 : 5, 

M Lus decretos reclamen! arios del poder adminis- 
trador pueden apartarse de lu estructura literal de la 
ley, siempre que se a.msten al espíritu de la misma. El 
texto leí/al es susceptudc de ser modificado en sus mo- 
dalidades de expresión siempre que ello no afecte su 
aceptación sustantiva ' *. 

A mi juicio, no excedió el P. E. sus potestades cons- 
titucionales al establecer la necesidad de requerir in- 
formes del tipo de los que la Provincia de Buenos Aires 
propone a fs. 43. La ley 18fl no los prohibe; la 50 sobre 
proceilimi cutos en lo federal, autoriza a los jueces y 
tribunales para ordenarlos íarts. Ití y 10:1); y ha sido 
frecuente que así lo hagan en todas las instancias de los 
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inicios (le expropiación, desde fecha muy anterior a la 
aparición del decreto 17.290. No hallo, pues, dificultad 
legal para que V. p}. provea favorablemente a esa parte 
del pedido de fs. 43. 

Entre las disposiciones del decreto que dejando ya 
de ser meramente reglamentarias, derogan o modifican 
a la ley 189, impúgnase la del art. 6, ine. a, «pie ordena 
a los jueces no admitir más de un perito, y ello mismo, 
tan sólo para ''decidir sobre cuestiones de hecho rela- 
cionadas con la superficie, o dimensiones del bien ex- 
propiado, n otras de idéntica naturaleza". 

Dejando de Jado las cuestiones de hecho emergen- 
tes de que varios de los puntos propuestos a peritaje 
en ios cuestionarios de fs. 34 y 37 vta. corresponden a 
materia admitida por el decreto, paso a ocuparme del 
nudo de la controversia planeada. 

{Estuvo en las facultades del P. E. limitar a uno 
el número de los peritos admisibles, y prohibir verse 
sobre avalúos el respectivo dictamen pericial T Paré- 
ceme claro que si ambas restricciones hubieran sido 
impuestas por ley no habría dificultad, pues así como 
el Congreso limita válidamente en ciertos easos la prue- 
ba de testigos, entraría también en sus facultades res- 
tringir la pericial. Además, V. E. no ha encontrado 
obstáculo en que se aplique la ley procesal nuera a 
litigios en trámite siempre que ello no lesione derechos 
adquiridos o viole garantías constitucionales (199: 292 
concordante con la doctrina de 27:170; 98:311; 181: 
288 y 193: 192). 

Empero, aquí las restricciones resultan impuestas 
por decreto y modifican expresamente el art. 6 de la 
ley 189, que ordena al juez dictar fallo "con el mérito 
de loa informes de peritos, que las partes nombren, para 
apoyar su pretensión". 



I*» KALIiOS DE LA COBTE SUPREMA 

Lu circunstancia du que é! decreto emane de un 
Ejecutivo ti,- fncta no basta para dar por válida la de- 
rogación, ya que, dentro de nuestro sistema constitu 
cionai las funciones legislativas corresponden al Con- 
greso, y como lo dijo V. K en su acordada del 10 de 
septiembre de lí»3í) y lo repitió en la del 7 de junio de 
1943 (158: Üiíü y 196:5, conceptos ampliados en 16!): 
30Í)) : "si normalizada la situación, en el desenvolvi- 
miento de la acción del gobierno de jacto, los funcio- 
narios que lo integran desconocieran las garantías 
individuales, o las de la propiedad, u otras de las ase- 
guradas p&r la Constitución, la Administración de Jus- 
ticia encargada de hacer cumplir ésta las restablecería 
en las mismas condiciones y can el mismo alcance <¡uc 
lo habría hecho con el Poder Ejecutivo de derecho. Y 
esta última conclusión, impuesta por la propia organi- 
zación del Poder Judicial, se halla confirmada en el 
caso por las declaraciones del Gobierno Provisional, 
que al asumir el cargo se !ia apresurado a prestar el 
juramento de cumplir y liaeer cumplir la Constitución 
y las leyes fundamentales de la Nación". 

Orno Jo tengo expresado en otra ocasión, de ese 
principio básico del sistema republicano de gobierno 
no se desprende que, ocurra lo que ocurra, la acefalía 
temporaria del Poder Legislativo impide al Ejecutivo 
— constitucional o de fací o — adoptar arbitrio alguno 
de los que normalmente requieren ley. En 179:408; 
180 : 274; 184:574 (concordantes en cierto modo con 
174:225; 183:151 y otros) V. K. reconoció validez a 
decretos del P. E. que modificaban leyes; y paralela- 
mente a tal sistema jurisprudencial, varios fallos lian 
contemplado la posibilidad de que, también por razones 
de emergencia o de fuerza mayor, esté permitido a los 
poderes públicos adoptar ciertas medidas de excepción 
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para hacer frente eficaz y razonablemente a situaciones 
extraordinarias. Fué Jo resuelto a propósito de las le- 
yes de alquileres*, y de prórroga de las obligaciones 
hipotecarias; mas conviene advertir que en aquella 
ocasión se reservó la Corte juzgar con arreglo a su pro- 
pio criterio, si realmente habían existido, y hasta cuan- 
do, la necesidad y la razonable relación de causa a 
efecto invocadas (144: 210; 14;):lb'H), Doy por repro- 
ducidos a tal respecto los fundamentos de mí dictamen 
en 184:3G1. 

De todo ello se desprende sin esfuerzo que la mo- 
dificación de la ley I8Í», por decreto, sólo podría admi- 
tirse a título de medida de emergencia, Y para deter-r 
miliario, en este caso, como en los anteriores y como 
en todas las cuestiones do hecho, fuerza es atenerse al 
criterio prudencial de V. K No hay ley preestablecida 
(fue defina la emergencia determinando para cada caso 
sus alea i ices .jurídicos. Buenos Aires, octubre 4 de 1P44. 
— Juau Alvarez. 

VALLO DE LA CORTE KITKEMA 

Buenos Aires, 8 de noviembre de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada: "Buenos 
Aires, la Provincia contra Laeour Elvira C. de, sobre 
expropiación", para decidir la incidencia planteada a 
fs. 4a. 

Y considerando: 

1. Que realizada la audiencia señalada a fs. 31 
vta., a los efectos del art. í¡ de la ley 18!) —el 12 de 
julio de 1Ü44 — el Tribunal tuvo por nombrados — fs. 39 
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vta.— a los peritos propuestos por las partes y designó 
a su vez uu tereero ''para el caso de discordia" con 
fecha 17 del mismo mes y año. Notificadas las partes 
—fu. 40- - y ¡uitcs de consentido el auto de fs, 39 vtu., 
la Provincia pidió — fs. 43— ipie se ajustara í'1 proce- 
dimiento a lo dispuesto en el decreto N ¥ 17/JÍK), a cuyo 
efecto propuso varias medidas, al tenor del mismo. 

2. Habiéndose opuesto la señora de Lacouf — fs. 
4í> — se oyó nuevamente al señor representante provin- 
cial a fs. fiít, y al señor Procurador General a í's. tifl. 

.'í. Que la primera cuestión a resolver versa sobre 
Ja interpretación que corresponde atribuir al apartado 
inicial del art. % del decreto N* 17.29U, que dice: "Están 
disposiciones serán a plica liles a lodos los juicios de ex- 
propiación en que no se hubiere vencido el término de 
prueba"; a los efectos de establecer si las modificacio- 
nes introducidas a la ley 189 — con excepción de Jo refe- 
rente a costas — rieren cu la presente causa, 

4. (¿ue la dificultad más aparente para la solución 
del punto proviene sin duda de que la ley X v 181) no 
prevé el señalamiento de un término probatorio con- 
creto, habi"ndo decidido esta Corte que la tramitación 
común ile las causas do expropiación es sumaria v ver- 
bal -Palios: 7, IS7; l»S, 17;: ; ].Y>, :)'.V¿ entre otros— 
consistente por reíala general, en el señalamiento de 




5. Que es de poca ayuda la referencia al trámite 
de los interdictos que se hace en el memorial de fs. ó(i f 
invocando el precedente de Fallos: 7fi, 41(i — v. tam- 
bién Palios: :\H t líU.'í- por la razón de que según juris- 
prudencia de esta Corte, tampoco existe término de 
prueba para aquéllos —Fallos: lf)7, 1!)7; 187, 4&'i — ha- 
biendo arbitrado el Tribunal el expediente de postergar 
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la audiencia del art, 333 de la ley 50, en los casos en 
que no es posible traer a ella los elementos de juicio 
necesarios para el fallo de la causa que, en principio, 
debieron producirse en oportunidad de la misma. 

6. Que además esta Corte lia admilido en materia 
de interpretación de las leyes, que debe preferirse Ja 
que mejor eoncuerde con las garantías, principios y 
derechos consagrados por la Constitución Nacional. De 
manera que solamente se acepte la que es susceptible 
de objeción constitucional, cuando ella es palmaria, y 
el texto discutido no sea lealrnente susceptible de otra 
concordante con la Carta Fundamental —Fallos: 14, 
425; 105, 22; 112, m<, 182, 317 entre otros—. En el mis- 
mo sentido : 285 U. S. 22. 

7. Que si bien es exacto que se ha declarado que 
las leyes sobre procedimiento y competencia son de or- 
den público y que por consiguiente las nuevas que se 
dicten pueden aplicarse a las causas pendientes —Fa- 
llos: 181, 288; 193, 197— no es menos cierto que el 
principio se ha limitado a los supuestos en que "no se 
venga a afectar con ello actos ya conchudos" — Fallos: 
98, 311 — o como lo expresó el Tribunal en un caso en 
que mencionó numerosos precedentes — Fallos: 95, 
201 — siempre que no "se deje siu electo, lo actuado de 
conformidad a las leyes anteriores". 

8. Que eso *>s. precisamente lo que sucedería en la 
especie si se admitiera la interpretación sustentada por 
la Provincia. Porque habiéndose celebrado el compa- 
rendo do fs. 39, y dictado la providencia de fs. 39 vta. 
en Ja forma y con el alcance (pie autorizaba la ley 189 
entonces vigente, debería sin duda por aplicación del 
decreto if* 17.290 dejárselos sin efecto, por lo menos 
en parte, respecto de puntos que como la procedencia 
de la peritación, el nombramiento de peritos y la pro- 
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posición do punios para su dictamen, fueron objeto de 
la conformidad de ambos litigantes, y de la aquiescen- 
cia del Tribunal. 

9. Que en definitiva corresponde así decidir que 
el decreto X* H:2<H) no puede aplicarse en la cansa a los 
efectos de prescindir de la prueba pericial ofrecida y 
deeretada. debiendo por consiguiente denegarse lo pe- 
dido a fs. 43, punto 1*. 

10, (¿ne la precedente conclusión, a la cual se llega 
desde el punto de vista del término u oportunidad legal 
para el ofrecimiento de las pruebas y en salvaguardia 
de la estabilidad di* los actos procesales concluidos con 
sujeción a las leyes vigentes cuando se los re d izó, no 
impide considerar, a esta altura del juicio la admisibi- 
lidad de los demás medios probatorios ofrecidos a fs. 
4.'í, porque si hace al orden público la salvaguardia alu- 
dida no está, en principio, menos impuesto por él reco- 
nocer a las nuevas normas procesales establecidas para 
asegurar un más seguro discernimiento de lo justo 
(exposición de motivos del decreto que aquí se cuestio- 
na) inmediata vigencia en toda la medida compatible 
con la estabilidad procesal mencionada. 

U. Que a ese fin el Tribunal encuentra que no es 
indispensable su pronunciamiento sobre las varias 
cuestiones di- eoiisJitucionalidad planteadas a fs. 4í¡. 
Hespeeto de la medida solicitada en el punto T apar- 
tado a) del escrito de fs. 4:í, porque es reiteración de 
la ya pedirla a fs. IY2. sin oposición de la demandada, 
V en cuanto a los informes que se piden en el punto 2* 
apartado b) — sobre el precio de venta del inmueble 
en la última transferencia y los antecedentes que sir- 
vieron para la fijación «le su valor para el pago de la 
contribución territorial — porque bajo el régimen de 
la ley 189 no habría existido tampoco dificultad en de- 



DE JUSTICIA f>E LA. 



«rolarlos, y en til timo termino, pudieron requerirse 
"para mejor proveer" por esta Corte — arl. 1*1, ley 50 
y .17 del Código supletorio. 

12. Que es jurisprudencia de esta Corte que la 
alegación de la ineonstitueionulidnil de mía ley sólo 
puede plantearse por quien tenga interés jurídico sufi- 
ciente al efeeto —doctrina de Fallos; 1K7, 79; 190, 389; 
192, 139 entre otros— el que faltaría en el caso on pre- 
sencia de los fundamentos dados en los precedentes 
considerandos, a los que cabría aun agregar que, de 
acuerdo con sus términos, la oposición de fs. 46 per- 
signe el propósito primordial de que no se prescinda 
de la prueba pericial decretada, y no el de que se de- 
nieguen las demás medidas solicitadas a fs. 4.3, (pie no 
han sido objetadas aisladamente. 

En su mérito se decide: 1) no hacer lugar a lo pe- 
dido a fs. 43, punto l v ; 2) declarar procedente lo pedido 
a fs. 43, punto 2\ admitiendo la prueba a que se refiere 
el apartado a) y ordenando librar el oficio pedido en 
el apartado b). Sin costas, en atención a ta forma del 
pronunciamiento. Hágase saber y repóngase el papel. 

B. A. Xajíah Anchokena — P. 
Hamos Mejía — T. D. Ca- 
sabes. 



CARLOS NICOLODI v. IMlTEfíTOS INTERNOS 

RECURSO EXTRA ORI) ISA RIO: Requisüot propio». Cuestiones *o 
fedérala*. Exclusión de Im cwesiinncs de hecho. 

La cuestión referente a la inexistem-ia de propósito de 
ocultación o de ánimo de defraudar es de hecho y no 
puede ser examinada por la Corte Suprema en ejercicio 
de m jurisdicción extraordinaria. 
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IMPUESTO* STBXN08: Vinos. 

La circunstancia de que el vino en infracción a las dis- 
posiciones sobre Impuestos internos sea inapto para el 
consumo — circunstancia que a su vez puede constituir 
«na infracción— no impide el fraude ni aminora la 
responsabilidad por el misino. 

IMPUESTOS INTERNOS: Vino*. 

Aun cuando el vino pam el t-onsumo hallado sin valores 
fiscales en un galpón contiguo a la bodega hubiera es- 
tada destinado al consumo personal del dueño de ella, 
procede imponer a t'ste la pena establecida en el art. 27, 
T. O. de laa leyes de impuestos internos por aplicación 
del art. fift. Tít. VII. de la líeglamentación General de 
Impuestos Internos, cuya coustittteionalidad no ha sido 
cuestionada ni procede considerar de oficio. 

IMPUESTOS INTERNOS: Vinos. 

La falta de uuotucióu en los libros de la bodega del vino 
inapto para el consumo h al lado sin valores fiscales en un 
galpón contiguo a ta bodega, hace incurrir al dueño en 
la sanción establecida en el art. 27 del T, Q. de las leyes 
de impuestos internos. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución, Umitw del pronun- 
ciamiento. 

No corresponde examinar en la resolución a d jetarse en 
el recurso extraordinario la cuestión referente al de- 
rrame del vino inapto para el consumo ordenado por 
la Administríii ión de Impuestos Internos, no planteada 
oportunamente en el juicio y consentida en la demanda. 

Sentencia del Jvez Fedekal 

Mendoza, diciembre ,'íl de 1043. 

Y vistos: Estos autos N* 93.13fi. caratulados "Carlos Ni- 
colndi cotltra Impuestas Internos, por recurso contencioso ad- 
ministrativo", llamados a fs. 1» vía. para dictar sentencia y 
con el humar ¡o X» 102S j:i 41. agregado por cuerda separada, 
resulta : 

Que con fecha y de noviembre de 1941, se practicó inven- 
tario de existencias en la bodega inscripta a nombre de Carlos 
Nicolodi, el que se aprobó sin cargo. 

Que cu la misma fecha se inspeccionó las dependencias 
particn lares del bod cimero y en mía pican perteneciente a la 
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casa habitación se compro lw3 la existencia do 2.000 litros de 
vino contenidos en 10 bordalesaa y un barril desprovisto de 
los valores fiscales que acreditan el papo del impuesto, lo que, 
según Nicotodi, los destinaba para su consumo. 

Que instruido el sumario correspondiente, por resolución 
administrativa de fecha 18 de Julio de 1942, se impuso a Carlos 
Nieolodi una multa de $ 1.200 moneda nacional equivalente al 
décuplo del impueslo correspondiente a ka 2.000 litros de vino 
sin instrumentos fiscales declarado» en fraude de acuerdo 
a lo dispuesto por el art. 27 del Testo Ordenado ele las feyes 
de Impuestos Internos, 

Disconforme con ),i sanción impuesta se présenla ante este 
Juzgado, deduciendo recurso contencioso administrativo, y 

Considerando i 

Que como lo tiene declarado Ja Cámara Federal de Men- 
doza e| art. !■ del decreto 74,624 de fecha 15 de octubre 
de 1940, modificatorio del art. 6í) del decreto N* 54.706 del 
34 de enero de 19815, dispone expresamente que "las personas 
que elaboren vino destinado al comercio, y que se consuman 
en el mismo sitio en que se han producido, podrán quedar 
exenta* de las exigencias del análisis de lihre circulación y de 
toda otra formalidad reglamentaria, siempre que abonen pre- 
viamente el impuesto interno respectivo y cumplan los signien- 
tes requisitos; a) que Ja elaboración no exceda de 500 litros, 
no pudieurío elaborarse unís de una vez por año; b) que exista 
autorización previa de la -Administración a cuyo efecto deberá 
declararse personalmente o por carta certificada ante la Seccio- 
nal más próxima o ante la Administración central, clase y proce- 
dencia de la uva a emplearse y el local donde se efectuará la 
elaboración del vino". 

Que no habiendo cumplido el recurrente con ninguno de 
los requisitos a que se refieren los apartados a) y b) t ni tam- 
poco comprendido en la disposición del mismo decreto {modi- 
ficatorio del art. 75 del decreto citado N» 54.706). que regla- 
menta la situación de los el adoradores Añicos, en rasión de no 
haber solicitado el permiso correspondiente para efectuar la 
elaboración, la sanción que le impone la autoridad administra- 
tiva es procedente toda vez que, de no haberse efectuado la 
inspección de que informa el acta de fs. 1 del sumario, se 
habría eludido ef págb del impuesto, situación que ha querido 
evitar el precepto contenido cu el art. 27 del Texto Ordenado 
al disponer de mi modo general que cualquier falsa declara- 
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rió», acto 11 omisión que terina por mira defraudar los im- 
puestos ni temí* será penada con una multa de diez tantos de 
la suma que so ha pretendido defraudar. 

Cabe hacer notar, que .si dentro del producto en cuestión 
se hallaba derilr.i del perímetro de la bodega. 4 . 0nK , a f Cf?a el 
recurrente debe considerarse al mismo en infracción al art. 23, 
tlf. VII íle la Reglamentación General que establece: "Eti Tos 
lll&ñri íle bodegas deberán anotarse, dentro de los tres mese» 
de puestos l<w mostos en cubas y nunca después del 1» de 
agosto, todos los caldas existentes, eoimi vino elaborado. Ven- 
cido ese termino toda existencia no declara i) u será considerada 
en fraude". 

Constando en autos que la inspección se efectuó cuando 
t ya se enennf rafia vencido el plazo fijado por dicha norma 
reglamentaria, la existencia fiel producto en 
en los libros, configura el fraude que prevé v 
citado art. 27 dd Texto Ordenado. 

Por estos f un. lamen tos y constancias de autos, resuelvo 
no hacer lugar al recurso interpuesto por Carlos Nicolodt 
cout'-n la resolución de la autoridad Administrativa de fecha 
1* <!c julio de 1ÍM2, y. en consecuencia, tuantiénese la multa 
de mil doscientos pesos moneda nacional. Con costas. — JJ. 




Nextkntta m la Cámara Federal 

Mendoza, abril 15 de 1ÍM4. 

Y vistos: Por los fundamentos aducidos en los últimos 
considerandos d<- la sentencia apelada, en rasión de estar acre- 
ditado que los 2.000 litros de "dno estaban en un galpón con- 
upu» a la bodepa y no habrían sido anotados en el libro oficial 
de lst misma (constancias de fs. 1 y siguientes del sumario 
ijMnj*tr»t¡va y 15 y 17 de autos), se la confirma, con costas. 
— Jost % Rodríguez Roa — Agustín de ta Reta — ./. Vera 
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Buenos Aires, 10 de noviembre de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada; "Carlos 
Nicolodi contra impuestos Internos por recurso con- 
tencioso administrativo*' en la que se ha concedido el 
recurso extraordinario a fs. 45. 

Y considerando: 

Que tratándose de cuestiones de bocho, el punto 
referente a la inexistencia de propósito de ocultación 
o de ánimo de tic Fraudar no puede ser objeto de consi- 
deración y fallo por esta Corte —Fallos: 1S5, 151; 186, 
281; 194, 509 entre otros. 

Que ta enfermedad del vino en infracción tampoco 
excluye la sanción aplicada, pues esa circunstancia 
—que puede constituir a su vez una infracción— no im- 
pide el fraude ni aminora la responsabilidad por el 
mismo —Fallos: 1!)8, 174 y los allí citados. 

Que aun admitiendo que el vino intervenido pu- 
diera haber estado destinado al consumo personal del 
apelante, la pena aplicada sería procedente por virtud 
de lo dispuesto en el art. 69 tít. VII de la Reglamenta- 
ción General. No habiéndose en efecto cuestionado su 
inconstitucionalidíid y no correspondiendo considerarla 
do oficio —Fallos: 190, 142; 199, 4Ü6— la jurispruden- 
cia de Fallos 180, 265; 181, 409 resulta inaplicable en 
la especie, por habérsela establecido antes de la san- 
ción del artículo reglamentario referido — Fallos: 
198, 174. 

Que la falta fie anotación en los libros de bodega 
de Ja existencia de cierta cantidad de vino hallada en 
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ella hace» incurrir ul infractor en la sanción riel art. 36 
de la ley :j7í>4 —Fallos: lí>5, 158; 197, 362. 

l¿ue la cuestión referente al den ame riel producto 
no fué oportunamente introducida en la causa, apare- 
ciendo por lo contrario consentida en la tlemanria de 
fs. 4. 

tóu su mérito se confirma la sentencia apelada de 
fs. 40 en lo (me ha podido ser objeto de recurso extra- 
ordinario. Hágase saber; devuélvanse los autos al tri- 
bunal de su procedencia: repóngase el pal*-! en el juz- 
gado de origen. 

itoBBiíTo Kept.tto — ■ B. A. Xazar 
Ajtcuorena — F. Ramos 
Me.ua — T. D. Casares. 



PEREZ V (íOXZALEZ 

PODER EJECUTIVO. 

En el ejercicio de m facultad reglauien tarín el P. E. puede 
apartarse de los términos de ta ley siempre que tas dispo- 
siciones que adopte no sean incompatibles con las de aqué- 
lla, propendan al mejor cumplimiento de Im fines de la 
mumft o constituyan medios razona bies pnra evitar su 
violación y sean ajustadas n m espíritu. 

CflNSTlTUCTOS XACIOXAL: ConstiturionatiJad t incontUturiona- 
tiéitii. Drr.reton nurionatet. Vario». 

El art. 7°, ap. 1», del decreto 41. ">3íi. del 13 de septiembre 

de 1ÍÍ39, no es violatorio de la ley 12.ÜÍ11 ni, por consi- 
guiente. <ícl art, S6, ¡he. 2«, de la Constitución Nacional. 
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Buenos Aires, 10 tic noviembre de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada "Pérez y 
González, infracción ley 12.591. Kxp. 87.137/941'» en la 
que se ha concedido el recurso extraordinario a fs. 45 
vuelta. 

Y considerando j 

<¿ue esta Corte lia decidido de manera re i te i . la que 
eJ R E. no excede la fneultad reglamentaria que le 
acuerda el art. 86, inc. 2' de la Constitución Nacional, 
por la circunstancia de <juo no se ajuste en su ejercicio 
a los términos de la ley, siempre que las disposiciones 
del reglamento no sean incompatibles con los preceptos 
legales: propendan al mejor cumplimiento del fin de 
aquélla o constituyan medios razonables para evitar su 
violación y se ajusten así en definitiva, a su espíritu 
-Palios : 182, 244 y 249; 197, 362 y los allí citados en- 
tre otros. 

Que do acuerdo con esa doctrina, el f> t , uado 1* 
del art. 7 del decreto ffi 41.535 —de septienbre 13 de 
1939— que con fines concordantes con los que informan 
el art. 4 de la ley 12.591 prescribe que "en los artículos 
en que se hayan fijado categorías o tipos, deberán fi- 
jarse carteles especiales, estableciendo los precios fija- 
dos y la categoría n que pertenecen" no es violatorio 
del art. 86, inc. 2' de la Constitución Nacional pues so- 
lamente establece un requisito apropiado para el mejor 
control del cumplimiento de la ley 12.591, perfecta- 
mente armónico con las medidas al efecto previstas en 
el artículo inencionado de la ley, que a su vez exige la 
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colocación de listas do precios oficiales en los locales 
de venta de mercaderías o productos de primera nece- 
sidad. Es de agregar aun que et art. 7 del decreto mi 
mero 41.333 no señala pena alguna para el caso de in- 
cumplimiento de sus prescripciones. 

Que en los rasos en que esta Corte conoce por vía 
del recurso extraordinario, debe limitar su pronuncia- 
miento a las cuestiones federales, mantenidas en el es- 
crito en que se lo interpone de entre las correcta y 
oportunamente introducidas en la causa — Fallos: 197, 
584 y los que allí se citan — . V en el escrito de fs. 43 
se ha atacado el decreto a que hacen referencia los pre- 
cedentes considerandos únicamente, como incompatible 
con el art. 8(j, ín<\ lí* de la Constitución Nacional. 

En su mérito y de acuerdo con lo pedido por el 
Sr. Procurador General so confirma la sentencia -de 
fs. 43 en lo que ha sido objeto de recurso extraordina- 
rio, llágase saber; devuélvanse al tribunal de su pro 
cedeueia doude se repondrá el papel 

Rohekto Repetto — B. A. Na- 
zai; AscnoRENA — E. Ramos 
Mejía — T. D. Casares, 



AGUSTIN M. KOCA Y OÍROS v. NACION ARGENTINA 

NÜLWÁ D PROCESA t, 

Si bien las leyes de procedimiento son dp orden público, 
hay í»x ¡geni- las procesales tuyo incumplí míenlo no acarrea 
la nulidad i usan ahí c de lo actuado porque no desvirtúa 
la garantía i'el recurso a la justicia ui altera sustancial - 
mente la organización de ella. 
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ÜEM ANDAS CONTRA LA NACION. 

La competencia de los tribunales federales en las causan 
en que os parte la Nación responde a una concepción del 
unten público que comporta la institución de una juris- 
dicción especial para esos casos en beneficio del Estado y 
de los par ti<- 11 lares a la vez y debe ser distinguida de los 
requisitos a que — como el previo reclamo administrativo — 
pueda estar sometido en tales casos el ejercicio de la 
jurisdicción. 

DEMANDAS CON Til A LA NACION. 

El requisito del reclamo administrativo previo es un pri- 
vilegio establecido u favor de la administración pública 
para substraer a la Nación a la instancia judicial en una 
medida compatible con la integridad de todos los derechos; 
no puede ser objeto do convención modificatoria, mas su 
incumplimiento no puede ser invocado por el Estado des- 
pués ile la contestación a la demanda. 

< 

PRESCRIPCION; Prescripción adquisitiva. 

Las leyes que se limitan a acordar una concesión y las 
órdenes y resoluciones administrativas, aunque envuelvan 
una pretcnsión a la propiedad o a la posesión y una ame- 
naza a su libre ejercicio, no importan una perturbación 
real y efectiva de la posesión, no justifican la promoción 
de un interdicto de retener ni pueden ser invocadas como 
comienzo de la posesión requerida para la prescripción 
adquisitiva. 

PRESCRIPCION: Preacripcitm adquisitiva. 

Si bien corresponde a quien invoca la prescripción adqui- 
sitiva probar los hechos en que la funda, esta regla sufre 
excepción cuando la parte contra la cual se opuso aquella 
defensa guardó, al contestarla, total silencio sobr.> esos 
hechos y omitió luego toda prueba contradictoria de los 
mismos, pues ello importa un reconocimiento que hacía 
innecesaria mi prueba por quien los invocó. 

REIVINDICA CION. 

Aun cuando prospere la demanda de reivindicación con- 
tra el Estado, no procede declarar lisa y llanamente que 
éste debe restituir el in mueble ocupado por vías férreas 
y legalmente afectado a un fin de utilidad pública, sino 
que debe acordársele el derecho de optar por el pago de 
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su precio y el justo resarcimiento (le los perjuicios que 
huyan existido, a determinarse conforme ;ii procedimiento 
de la expror* 



SENTCXt'iA DKL Jt*K¡S FküKHAL 

La Plata, abril 29 de 1942. 

Y vistos: Kl presente juU ii» seguido por los ¡Sres. Agustín 
Macedón io lina, Alberto Xicauoi- Roca, Mu reos Rodolfo Roca 
y María Heñiría Koea de dista l'uz contra Gobierno Xaetonal, 
por rriviiidiraeión, drl que resulta: 

ft) Que a fojas dus, y ron fecha H de agosto de 1939, se 
presentan los actores fundando Ja aeeióu en los siguientes be- 
rilos y consideraciones: 

1) Son propietarios de una fracción de tierra ubicada 
en el partido de La Ensenada, la que se encuentra entre los 
«anules que existen en esa zona, de una extensión de 129,90 
mts. de frente al ranal por el lado Oeste, por 519,60 mis. de 
fondo, empezando su ubicación al 649.50 mt. del lado interior 
del ranal Sudoeste, que linda, por e] frente, al X. O. ron uno 
de los ranales; por ei fondo y costado X. E. con terreno de 
J. Sehóo ile línea y por el lado S. O. con Angel Sastre. 2) Di- 
eha fracción fué adquirida en el uño 18*4 por Agiuitín Roca 
a Dominga Durañonn por escritura pasada ante el escribano 
Felipe <J. Heeliker, habiéndoles correspondido en su carácter 
de herederos de aquél, cuyo juicio se Tramitó por el juzgado 
en lo rivil a cargo del doctor R. Xaveira, secretaría del doctor 
Roberto Hasavilbuso. La propiedad reclamada encierra una 
superfino de 14.Í.00 mts. 75 dm. a y resulta del título que corre 
agregado al expediente administrativo del Ministerio de Ha- 
cienda X e 93.125, leí ra C, año y la posesión adquirida en 
el año 1910, ha sido quieta, pública y pacífica, habiendo desde 
el momento de la ocupación, realizado mejoras que han con- 
tribuido a su valorización, inclusive el pago de contribución 
territorial, título fundamental que implica la voluntad de po~ 
seer; 3) Que el Tiro Pede. al, ocupa una parte del terreno 
anteriormente deslindado cu una superficie de 7.388, 76 mt.s.- 
deaeom puestos en la siguiente forma: por el bulo X, E. 56,40 
mts.: por el S, O. 66,80; por el S. E. 129.90 y por el N. O. 
12:1.90 mts.; que el V. ('. C. G. lis. As., ocupa una superficie 
de 4.958 mis. 2.1 dm.= con las siguientes medidas: ludo S. O. 
38.65 mts.. formando un martillo de 6 mts?. de profundidad cu 
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SU costado S. Ü., que arroja la medida de 26,25 mts.; por el 
lado N, E., 38,1)."» mis.; por el del N, O., 129,90 mts. y por el 
del S. E,, 123.90 mts., que por otra parte el F. C. S. ocupa 
una superficie de 2.253,70 mis.- con l;is siguientes medidas: 
lado H. 0. 17,35 mts.; Indo N. E. 17,35 mts,; lado N. O. 129,90 
y lado S. E. 129,90; que si bien la fracción ocupada por las 
impresas ferroviarias lo están a mMto de un contrato do. trans- 
porte de cargas y mnteriai, mediante el pago de una suma pro- 
porcionada al tonelaje ipie transita por las vías, y es por esa 
causa (pie reclaman del fisco la devolución del terreno y el 
pago de una indemnización proporcionada al tiempo de la ocu- 
pación. 4) Fundaron el derecho en los arts. 2758, 2772 y 3270 
del Cód. Civil, reclaman los frutos y rendimientos que el te- 
rreno haya producido o podido producir, do acuerdo a los arts, 
2438 y 2439 del Cód. ('¡vil. y la restitución, además, debe veri- 
ficarse en las condiciones en que lo ocupó, cerrando las zanjas 
y elinihumdo los demás obstáculos de la superficie. Pidieron 
costas. 

b) Que a fs. 15 el Sr. Agustín Maeedonio Roca, por ai 
y Jorge A. Daly Wnlker. por lus demíis actores, solicitaron se 
diera traslado de la acción en la parte referente a los terrenos 
ocupados por las empresas ferroviarias, reservándose el dere- 
cho de hacerlo oportunamente con relación al que ocupa el 
Tiro Federal, limitación que el juzgado aceptó a fs. 20, 

c) Que acreditados con el expediente administrativo 
agregado sin acumular los extremos de los arta. 1* y 2» de la 
ley 3952, se confirió el traslado solicitado, el que se contesta 
por el Sr. Procurador Fiscal a fs. 27, quien afirma, para soli- 
citar su rechazo, con cosías, que: 1) Que las vías por donde 
transita la Cía. Gral. de FF. CC. en la Provincia de Bueno* 
Aires, son de propiedad del Gobierno de la Nación; fueron 
construidas por la referida empresa, cuyos trabajos se apro- 
baron por decretos de fecha agosto 14 do 1909 y junio 17 de 
1910, habiendo su costo de é 551.909, sido amortizado íntegra- 
mente por p1 Gobierno de la Nación; 2) Que tanto esta frac- 
ción como la ocupada por lns vías del V. C. S-, pertenecen a la 
Nación desde el contrato o ley-convenio de venta del Puerto 
La Plata, por parte de la Provincia de Buenos Aires a la Na- 
ción, del 29 de agosto do 1904. expresamente ratificado por 
las leyes respectivas, nacional y provincial y protocolizadas en 
forma; 3) Que aunque dichas fracciones no hubieran sitio 
transferidas con el Puerlo de La Plata, y exceptuadas de su 
vpnta, la Nación ejerce derechos de dominio y posesión sobre 
ellas desde la adquisición del Puerto en 1904. y ha afirmado 
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sus derechos en lo» decretos de concesión del P. E. nacional, 
de 17 de junio de 1010 y 14 de adusto ile 1000, cuyas copias 
obran a fs. 23 y 25 de! expediente administrativo aproado ; 
4) Que desde hace nías de 30 años, la Nación posee las tierras 
cuya reivindicación se intenta, para sí, o sea ejercitando los 
derechos de dominio a que se creía acreedora y sólo en virtud 
de los cuales pudo disponer por los decretos referidos, la cons- 
trucción «obre las mismas de las vías férreas del F. C. S. y 
Cía. General; 5) Invoca en favor de la Xueión la prescripción 
adquisitiva que dcterminun los arts. 2047 y 4016 y eones. del 
Cód. Civil ; agrega que cualesquiera fueran los derechos del 
actor, la demanda debe ser recluitada, y sólo en el supuesto de 
reconocerse el dn minio que pretenden resolverla en la ex pro- 
piaeión indirecta que autoriza el art. 2512 del Cód Civil que 
acuerda facultad al Estado por imperiosa necesidad, de ocupar 
los terrenoa necesarios en mira a un alto interés público; 
6) Hace notar que los actores habrían consentido tácitamente 
la ocupación de los terrenos por la Nación en 1904 y la poste- 
rior concesión de construcción de vías otorgada por el I*. E. 
nacional, pues nada objetaron en su oportunidad, ni intenta- 
ron ninguna acción ni reclamo durante más de 30 años; recién 
en niviembre de 1038 y por vía administrativa ofrecieron en 
venta dicho terreno, de modo tal (pie pur su sola voluntad sólo 
podrían reclamar el justiprecio judicial; 7) Termina negando 
todo derecho a los actores; invoca cu favor de la Nación los 
de dominio y posesión, que en todo caso, habría adquirido por 
prescripción treintañal, para insistir en el rechazo de la acción, 
con costas. 

d) Que oídos los actores, en traslado, sobre la defensa de 
presen peión opílenla, se contesta por los representantes de los 
actores, negando categóricamente que la Nación haya poseído 
los terrenos reivindicados durante 30 años, pues si bien la Na- 
ción adquirió en el ano 1004 el Puerto La Plata, en la ley 
contrato se excluyeron expresamente dp la venta, las tierras 
en cuestión, aparte de que se presume lo posesión del primitivo 
dueño (urt. 2790), Que la posesión no puede computarse desde 
entonces en favor de la Nación, sino desde el momento en que 
ésta hizo tina manifestación expresa y formal del ánimo de 
poseer, que se habría exteriorizado recién por los decretos del 
14 de agosto do 1000 y 17 de junio de 10 10. y aun contándose 
el término desde el primero de dichos decretos hasta la fecha 
de interposición de !;i demanda (agosto 9 de 1930). no habrían 
transcurrido los 30 años que la ley exige. Que otro requisito 
legal para la prescripción adquisitiva es la inacción o aban- 
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d - n Vn¿ P r °P ietnrio - n<?(íh ° ffu« ™ ha ocurrido, pues desde el 
ano ]J¿9 hau abonado los impuestos fiscales, pago que demues- 
tra una manifestación terminante del (mimus posidrfuli Y fi- 
nalmente, respecto de los actores Agustín y Alberto Roca, Ja 
prescripción no habría podido cumplirse, ni aun computando 
el plazo desde et año de In compra (1904), hipótesis que no 
admiten, pues al suceder al padre en 1910 eran menores de 
edad, circunstancia que suspendió la proscripción durante el 
termino que permanecieron en la minoría de edad. Termina 
«solicitando su rechazo, con costas. 

Considerando : 

1" Que pitra acreditar [¡i prescripción adquisitiva invo- 
cada rumu defensa por la Nación y que dada mi naturaleza 
debe tratarse con preferencia, se han ¡i legado v probado loa 
siguientes extremos: al ley convenio de venta de] Puerto La 
J lata por parte di- la Provincia de Buenos Aires a la Nación 
del 29 de agosto de 1904 : b) decreto del P. E. nacional de 
f ce lia 14 de agosto de 1910 concediendo autorización a la Cía. 
Oral, de Kerrorarrih* en la Provincia de Himnos Airen para 
construir la parte de su línea de acceso al Puerto La Plata y 
que establece, ademáis las condiciones v requisitos que deben 
observarse (fs. 67); e) decreto del P. E. del 17 de junio do 
1910, por el que se aprueba la memoria descriptiva, cómputos 
métricos, presupuestos, planos respectivos, para la construc- 
ción de la línea de trocha angosta de acceso al Puerto La Plata, 
etc., obra a realizarse con sujeción a las cláusulas del acuerdo 
del 4 de agosto de 1909 (fs. 68). 

Que éafee señalar especialmente que los antecedentes 
que quedan consignados y en los que la Nación apoya mi de- 
fensa — aparte de resultar perfectamente aceptables por m 
naturaleza — no fueron motivo de impugnación alguna por 
parte de los actores en cuanto a su valor intrínseco, sino tan 
solo en cnanto a su alcance y valor como actos capaces de 
contrarrestar su derecho. 

3o Que a \ responderse a la acción (escrito de fs. 21) se 
sostiene que ha existido por parte de los actores un consentí- 
miento tácito tic la ocupación de la tierra por parte de la Na- 
ción Tal extremo no surge de ninguna de las constancias del 
expediente, y si ella tiene como base o antecedente de partida 
la fecha de adquisición del Puerto, necesario será también 
contemplar la extensión de dicha transferencia para establecer 
ki ha podido lesionar derecha de particulares o si, por el con- 
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trarin. fue mu expresamente considerados y excluidos de, aque- 
lla venta. 

Tules antecedentes conservan una vinculación directa con 
la prescripción alegada, pues es induchiblo que la aclaración 
sugerida permitirá fijar ta fecha desde que ella debe i-ontarse, 
«i aquello importa actos que ex torio ricen el ííui'ííiíí.s eou (pie se 
ejercitó la posesión. 

i v ) Que debe reputarse ajena a toda controversia que en 
armonía con lo establecida en el convenio de adquisición del 
Pnen o [ja Plata, aprobado pi,r la ley naciunal 44:ifj y provin- 
cial de 4 de octubre de 11)04. la Nación, como smeslira de la 
Pro\ inri a de Buenos Aires, tiene sobro los terrenos com pren- 
didos en dicha venta el dominio que le atribuye el art. 2')42. 
iue. 1' del Ci'uL Civil. Dicha venta comprendía además del 
Puerto La ['bita !o* terrenos denominados "niic<¿;iduos" que 
figuraban entre d río Santiago y el Tuerto de Kn seriad a, limi- 
tados ni Oeste por el arroyo Doña Flora. Cuando la Provincia 
de Buenos A iros transfirió a la Nación sus derechas sobre el 
Puerto tm Pinta se consignó ile muriera expresa en el contrato 
de venta — en ta última parte del art. £• — , "Sin perjuicio de 
legítimos iIitc. iios de ten eros", designio que volvió a reedi- 
tarse, podría decirse, ctiai do en el art. 3*. im>, se dfiéla ra- 
ima exceptuados de ta venta. "Jos terrenos comprendidos den- 
tro de la zona propia de) Puerto, que no hubieren sido expro- 
piados por la Provincia". Es necesario señalar que ya pnra 
ese entonces el mismo convenio de transferencia estableció 
«irla raciones tendientes a respetar la situación de aquellos par- 
ticulares m-tí paules dé tierra que demostraban s tl derecho a 
poseerlas — no (distante estar eomnrcndidas dentro de la zona 
ven. tula— y que exhibieren sus títulos. Tal ha sido, sin duda, 
la situación def terreno (píese cuestiona, en aquella .'poca ins- 
cripto a nombre de! antecesor de los actores y tic otras persona* 
A esta orientación encamina la comprobación a que llegó la 
mensura encomendada a los ingenieros Yirasoro. Herrera y 
Escobar por decreto del !J0 de nmrzo de líMíó y (pie a juzgar 
por "l informe de fs. del expte. adm ilustrativo agregado. 
N» W.IÍ5-C — cuyas constancia» ninguna de las partes observó 
ni impugnó— consta en la p, til vía. de bi copia original. N« 1 
de dicha operación, letra C, ine. 2°. "une el lote cuestionado 
no fué expropiado P«*r la Provincia, de modo que quedaba 
exceptuado en la transferencia", conclusión mn ta que con- 
cuerda también e] informe de fs. 3 del mismo expediente ci- 
tad» t. Kn tal situación y sin dejar el-' reconocer que la opera- 
ción de mensura constituye eu mi esencia un verdadero acto 
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posesorio cuando se han observado los requisitos determinados 
por las leyes procesales (art. 238+, Cód. Civil), es indudable 
que no en r responde aplicar idéntica eriterio al eoso de auloa, 
toda vez que —al juzgar por l¡ts referencias d-e dicha mensura, 
que acaban de mencionar»* — la upe rae ion no alcanzó ni pudo 
comprender a los mismos terrenos excluidos de Ja venta, por 
ser de propiedad particular. Esta misma razón induce a pen- 
sar que i*l término de la prescripción no es posible c omputarlo 
desde la fecha tic la transferencia del Puerto —año 1904 — 
porque esc neto no probaría por sí solo el ejercicio material 
de la posesión de tierras que resultaron expresamente exclui- 
das del comeré i o. y no existe en autos tampoco, antecedente 
alguno <pie permita inclinarse eu favor de la pretensión del 
demandado, como quiera «pie, ui administrativamente existen 
antcfT-letiter. que permitan determinar la fecha en que se ini- 
ciaron los trabajos (fs. 69), 

5* Que no puede áefeirae lo propio con relación a los de- 
cretos administrativos de fecha 14 de agosto de 1909 (fs. 67) 
y 17 de junio de 1910 (fs. 68), a que alude el eonsid. 1» letras 
a) y b). Sin admitir, desde luego, que su emisión estuviera 
precedida de la posesión de la tierra — ya que lio se ha demos- 
trado dicho punto ni parece existir antecedentes ni respecto, 
según tos expedientes administrativos — estima el suscripto 
que aquéllas entrañan una verdadera exteriorizaeión de un 
acto material que pondría en evidencia el carácter de propie- 
tario con ánimo de tal, de manera que el término debe con- 
tarse a partir del primero de aquéllos, 14 de agosto de 1909. 
La presente demanda ha sido interpuesta el 9 de aposto de 
1939, según cargo de fs. 4 vta. Sin necesidad de recurrir a la 
salvedad que se menciona a fs. 25 — por los menores Agustín 
y Alberto Roca, procedente cu ord^n a lo dispuesto por el art. 
3966 del Cód. Civil — y aun cuando el término se computnra 
en forma continuada desde el 14 de agosto de 1909, es indu- 
dable que el término de 30 años que requieren los arts. 4015 
y 4016 del Cód. Civil, no habría transcurrido por escaso mar- 
gen, en cuyo mérito esta defensa debe ser rechazada (art. 3986, 
CÓd. Civil). 

6' Que en estas condiciones toca considerar el fondo del 
asunto. Mediante el perfecto acuerdo de partes que supone la 
falta de articulación en contra -io, la presente acción lia que- 
dado limitada a la extensión de tierra ocupada por las dos 
empresas ferroviarias; del Sud y Compañía General. Debe ave- 
riguarse, entonce*, al tener del art 2758 del Cód. Civil, si los 
actores han acreditado el carácter de titular del dominio del 
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bien motivo de la litis y también si tuvieron la posesión fiel 
mismo, requisitos que indispensablemente deben concurrir para 
que la acción real deducida sen procedente. 

7* Qüe ios actores apoyan el carácter di* propiel arios que 
se adjudican, en la Iwttu lejía I y justificación que emana del 
testimonio de hijuela ajírepado ai expte. administrativo número 
ÍW.2ÍK1. letra C que lime plena fe mientras no sea argüido di 
falsedad (art. 993, Cód. Civil K situación que no lia sido plan- 
teada, como quiera que ct mismo no ha merecido por parte del 
demandado, la menor objeción, Surjío de dicho instrumento 
público (pie el bien en litigio fin' adjudicado cu condominio y 
por partes ¡guales a Alberto X.. María I)., Mareos R. y Apus- 
tfn M. Roen y Scboo, en el carácter de únicos y universales 
herederos de Ai listín linca y Felisa Se Ir «o de Roen, cuyo jui- 
cio sucesorio tniniitó ante el |uígado de T instancia a cargo 
del Dr. Uaymundo Xaveira, secretaría del Dr. Roberto Hasn- 
vilbaso, por declaratoria fie herederos dictada con fecha 23 
de septiembre do 1909. protocolizada con fecha 24 de febrero 
de 1912 ante el registro del escribano Miguel de Robles por el 
juez de l» instancia en lo civil y comercial de esta ciudad. 
Dr. Alfredo del Campillo. La fracción de tierra que se ha re- 
ferido, según referencias del mismo instrumento, está situada 
en La Ensenada sobre el Puerto La Pinta, se compone de 129.90 
mts. de frente- del canal del lado X. E.. por álít.Cn mts. de 
fondo, o sean 4 cuadras cuadradas, empezando su ubicación a 
los Í¡4!bl0 mts, del lado interior del canal S. O., lindando por 
e] X. O., canal en medio; fondo y costado X. E„ tamhién canal 
en medio con terreno de propiedad de Dominga Dura ñoña de 
Dura nona y por el S. O., con Angel Sastre. 

Agustín Unen, pudre de Ion nombrados anteriormente y 
propietario originario del mismo, lo hubo por compra efectua- 
da a Dominga IJurafiona por escritura del 1" de octubre de 1884 
ante el escribano Kelipe O, Rccker. 

8* Que las consideraciones precedentes ponen de mani- 
fiesto —sin la menor duda— <|ue <| lítnlb invocado por los 
reivindicantes por parte de su antecesor en el año 1884, resulta 
muy anterior n la fecha de la posesión que sobre ln tierra so 
atribuye a la Nación. Y si. como permiten afirmar bis conclu- 
siones anteriores — basadas en la prueba de los hechos — , la 
sucesión luvo liurnr entre ascendientes y descendientes, ck prin- 
cipio consagrado que el heredero entra en posesión de la Heren- 
cia desde el día de la muerte del autor, sin ninguna formalidad 
ni intervención de los jueces (nrt. 3410) y sí continúa la per- 
sona del difunto y es propietario, acreedor ■> deudor en lu ex- 
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tensión que concernía a nqnel (art, 3417) ; si la transmisión 
He realiza no sólo en la propiedad sino también en la posesión 
con {odas sus ventajas n sus vicios (art. 34181, resalla evidente 
que los actores, por virtud *Ioí carácter en que fueron recono- 
cidos en aquella declaratoria, han continuado la persona del 
antecesor — el padre — en forma ininterrumpida ejerciendo 
los derechos de posesión y dominio que aquél mantuvo hasta 
la leí- ha de su fallecimiento. 

Si como se consigna al principio ele f^tc? considerando, el 
título que exhiben los actores es ¡interior a la posesión y el 
demandado no prcsciitnre título alguno — que como ya se ha 
visto ta Xaríón carece de él — la ley presume que el autor del 
título era el poseedor v propietario de la etrsa reivindicada 
(art. 27ÍH). Cód. Civil). 

Se extrae de ello, como lógica consecuencia, que los actores 
han probado la calidad invocada; han demostrado el carácter 
de propietarias, han justificado la posesión del bien en forma 
ron l intuida, sin alteración ni cambios (arts. 2475 y 2476. Cód. 
Civil), derechos que se han mantenido vividos y latentes me- 
diante los trámites del juicio sucesorio que revela el instru- 
mento público citado y que han tratado de refirmar por actos 
propios que se traducen en el papo de impuestos fiscales de 
que instruyen las actuaciones de fs. 40 a 60. 

Tan legítimo aparece el reclamo que entraña esta acción, 
que en el dictamen del Procurador del Tesoro, de fs. 31 del 
expte. administrativo N» 93.203-C-1938, al emitir la opinión 
requerida, se expresa así: "En principio el derecho de propie- 
dad de los representados del recurrente sobre la tierra de que 
se trata no cabe discutirlo. El derecho de fondo que invocan 
está acreditado en autos y a esas constarte i ns me remito en 
honor a la brevedad, etc.". 

9 V Que no es dable en este caso analizar si lia existido el 
consentimiento tácito de los actores en la ocupación referida 
y a que alude la Nación en su defensa, ni mucho menos que 
los reivindicantes hayan podido incurrir en la pérdida del de- 
recho de propiedad, por abandono (arts. 2604 y sigts., Cód. 
Civil). 

Por más que el silencio pueda haberse prolongado, como 
kc sostiene, por un lapso que alcanzó casi a los 30 años, dentro 
de cuyo término podía hasta calificarse de indiferencia la pa- 
sividad con que se obró, ni lo uno ni lo otro, varían ni modi- 
fican la situación lega] analizada en orden a las consideraciones 
en que se apoyan. 

10. Que. finalmente, de acuerdo a lo estatuido por el art. 
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J3 tío la ley 50 y a lo resuelto por la Cámara Federal de Ape- 
laciones t'ii el caso análogo de Ra basa c. Gobierno nacional, 
sobro reivindicación (secretaría actuaría) la presente decisión 
debe circunscribirse al caro planteado sin transformar la acción 
en un juiiio de expropiación, can cuyo procedí miento los ac- 
tores no lian expresado conformidad. 

Por todo ello, Fallo: Haciendo lugar a la acción deducida, 
y en consecuencia se declara la obligación tic la Nación de res- 
tituir a los actores las fracciones de tierra de que se lia hecho 
mérito, dentro del término de 20 días, con los frutos y produc- 
tos percibidos desde su ocupación (14 de agosto de 1909) ; con 
costas. — Horacio Oareía Itatnx. 



Sentencia de la Cámaka Fkdekal 

La Plata, junio 28 de 1943. 

Y vistos: los de este juicio Tt-2901 lWa Agustín y María 
Benicia Roca ile Cosía Paz c. el (¡obierno de la Nación sobre 
reivindicación", procedente riel Juzgado Federal de esta Sec- 
ción, y considerando : Que a fs, 92 y siguientes el Sr. Procu- 
rador Fiscal de cámara, representando a la Nación, expresa 
agravios contra la sentencia del juez federal de sección que, 
rechazando ht prescripción adquisitiva i n venda por su parte, 
resolvió hacer lugar a la acción de reivindicación contra ella 
instaurada, imponiéndole la obligación de restituir a los acto- 
res las fracciones de tierras que reclamaran/; dentro del tér- 
mino de 20 días, con los frutos y productos percibidos desde 
su ocupación (1+ de agOStO de 1909) ; COR costas. 

Que, el memorial de referencia, no sólo no consigue Te- 
batir con eficacia las consideraciones del .Sr. Juez ti quo, quien 
demuestra, con jinetado análisis de las constancias de autos, 
cómo no puede prosperar la defensa de prescripción opuesta, 
y cómo los accionantes se encuentran amparados por la ley, 
sino que, en algunos pasajes se advierte que sustenta la tesis 
correcta de que no puede consagrarse el derecho del Estado, 
de apropiarse derechamente los bienes de los particulares. Por 
todo ello el tribunal considera innecesario extenderse en nuevo 
estudio de dichas constancias deJ expediente, 

Pero es menester detenerse en la cuestión planteada por 
el Pr. representante de la Nación en esta instancia, ctitd es la 
pretensión de mío su parte continúe en posesión del terreno 
que ha sido obligada a restituir, amparándose y fundándose 
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en el derecho de retención guie autoriza el art. 2428 del Cód, 
Civil; hasta tanto sea debidamente indemnizada. 

Que a los fines de justificar su petición el funcionario 
referido agrega: "La circunstancia de que recién en esta ins- 
tancia se formule tal declaración, 110 olmta a la aplicación de 
dicha disposición (art. 2428, eit.). La jurisprudencia ha con- 
sagrado que puede ejercitare la retención aun después de ha- 
berse dictado la sentencia definitiva que haga hipar a la rei- 
vindicación (J. .1., t. (¡0, p. 444)". 

El tribunal entiende que es errónea la tesis sustentada; 
y que la cita que se hace del caso anotado en ./. A. y O, del F, 
(t. ]:!!(. p. (S9), no contempla la actual situación de esta causa. 

Efectivamente, el caso traído a colación es el siguiente: 
vencidos los d. mandados, en un juicio de reivindicación (O. 
del F, t t. 127, p, 308). obligados a restituir el terreno en litigio, 
la Cámara Civil ]* con firmó el fallo y tos autos fueren devuel- 
tos al juzgado. Una vez allí t'fs. 257 y surtes.) (ir. del F., t. 139, 
p. 69), los definitivamente vencidos solicitaron devolución de 
pastos, mejoras, etc.. (pie efectuaron en el terreno que fué rei- 
vindieadn; a lo que se opuso la parte vencedora arpu mentando 
que no era materia de juicio por haber quedado concluido con 
la sentencia, etc. Llevada nuevamente la causa a la Cámara 
para decidir la cuestión, ésta dijo: "Que habiéndose confir- 
mado la sentencia que manda devolver el terreno a sus verda- 
deros durñns el trihuiud encuentra procedente la oportunidad 
y vía elegida" por los demandados para ejercitar el derecho de 
retención, porque e incide directamente sobre los efectos 
del fallo a cuyo cumplimiento afecta la defensa invocada". 

Viniendo a la situación de estos autos, se percibe fácil- 
mente que no es la misma que la que se ha expuesto. La cues- 
tión sobre retención se plantea ahora en 2' instancia, .sin que 
haya cosa juzgada sobre la reivindicación, como ocurrió allí. 
Se plantea como cuestión nueva no esbozada siquiera en 1* ins- 
tancia, pretendiéndose que esta Cámara —tribunal de alzada — 
entre a resolver sobre algo no decidido ni tratado en aquélla, 
lo que es inadmisible (arK 224, ley 50, y 2G7, Cód. Supletorio). 
Esto no ocurrió en el caso referido que cita el procurador fis- 
cal de cámara, según se ha visto. Lo (pie la jurisprudencia 
habría consagrado, entonces, sería que puede ejercitarse el 
derecho de retención después de la sentencia definitiva, situa- 
ción a la que aún no se ha llegado en la causa que nos ocupa. 

En O, del F., t. lítfi, p. 32. puede verse, como la Cámara 
Civil í* de la Capitul Federal dijo, (pie no 1 puede tomar en 
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consideración el derecho de retención invocado en la expresión 
de agravios. 

Por otra parte, cabe recordar muy especia Imente que 
MArUADo, comentando el urt. 2428 referido, se expresa en los 
siguientes términos: "Para ejercer "I derecho de retención no 
»*s necesario que lu deuda sea reconocida, o que los gastos ha- 
yan sido materia de juicio; porque si bien es cierto que éste 
puede tener lugar cuando de plano se reconoce la propiedad 
del reivindicante, como en el comodato, depósito, etc., alegan- 
do la retención por los gastos necesarios; no puede efectuarse 
ruando el poseedor se cree dueño y rechaza la acción de rei- 
vindicación, limitándose a sostener su derecho; concluido el 
pleito, recién tendrá ocasión de alegar 1» retención por las me- 
joras hechas. Hay, pues, dos juicios completamente separados: 
el de rei sindicación contra el poseedor, y una vez vencido, 
comenzará d del pago de las mejoras y la retención de la cosa". 
Llkí;i:\a había sostenido ya la misma tesis. 

Que, atentas Jas precedentes con sideraciones, no puede 
prosperar, en esta oportunidad, el derecho de retención que 
pretende hacerse valpr. Es notoriamente extemporáneo. 

En mérito de lo expuesto y por sus fundamentos, se con- 
firma, con costa» en todas «us partes. Ja sentencia apelada; 
rechazándose la cuestión planteada en esta instancia, a que se 
ha hecho referencia. — Átfrtdn Pérez Varas, — Luía O. Zrr- 
viv.o. - Jorge (iarciu ilonzáhz. — En disidencia : L'baUiú ftenrí. 



Dhifinida. 

Y considerando : 

Que la Nación, demandada por reivindicación en este jui- 
cio, opone la prescripción adquisitiva por haber poseído el 
inmueble en litigio pacifica <• ininterrumpidamente durante 
más ile .'10 años. 

Empero esa defensa no ha sido prohada, como lo demues- 
tra el a qtta al imalizar las consta nefas traídas a los autos a 
fin de acreditarla, dado que la posesión de la tierra, con la 
construcción de Ja vía férrea, habría que cons hiera ría verifi- 
cada, en falta de prueba inequívoca al respecto, el 14 de aposto 
de lili)!), fecha en que fué aprobada lu construcción de laa vías 
del Ferrocarril Sud y Compañía General, según decreto de 
día y de su correlativo del 17 de junio de 1910. Contando, 
por e¡|„. el término de la prescripción desde el 14 de agosto 
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de 1909, es evidente que no lian transcurrido 30 años hasta el 

9 de agosto de 1939, en que fué entablada la presente demanda. 

Tal conclusión, por concordar con Ja expuesta en el fallo 
recurrido, hace innecesario examinar otros elementos de juicio 
que, en el mejor de los casos, no modifiearían la improcedencia 
de la prescripción alegada, la cual, por Jo tanto, se rechaza. 

Ln cuanto al fondo del asunto el fallo recurrido es ajus- 
tado a derecho y a la* constancias de autos. El a quo ha esta- 
blecido debidamente que los actores han justificado su carácter 
de propietarios y Ja posesión que tuvieron, circunstancias que, 
en principio, los autorizan a reivindicar contra quien entró a 
poseer posteriormente, sin que su larga inacción ni el conoci- 
miento presunto de la ocupación de la tierra, puedan modifi- 
car su situación ante la ley, haciéndoles perder injustamente 
el derecho de propiedad, que se mantiene vivo por no haber 
expirado el plazo legal pura accionar. 

Que la demanda da no .sólo no ha enervado los fundamentos 
de la Keuteneia, sino que en la expresión de agravios admite 
lógicamente que el Estado no tiene el derecho de apropiarse 
do los bienes de los particulares sin proceder previamente de 
conformidad con las leyes respectivas —que es precisamente 

10 que ha dejado de hacer en el aub j M diYc— razón por la cual 
es inoficioso extenderse en mayores consideraciones para tratar 
de llegar a una demostración más palmaria, si cabe, de la pre- 
tensión de los actores. 

El valor de este aserto está corroborado por la actitud de 
Ja propia Nación demandada, el cual declara que ejercita el 
derecho de retención autorizado por el art, 2428 del Cód. Civil, 
hasta tanto «e a indemnizado en forma. Se basa para ello en 
que el art, 2;j88 y aun el art. 2590 del mismo código son aplU 
cable» cuando se edificare de buena fe en terreno ajeno, en 
cuyo caso el dueño fiel terreno tiene derecho a hacer suya la 
obra, previa indemnización aJ edificante y aun cuando haya 
habido mala fe no sólo de porte de quien edifica sino también 
de parte del dueño del terreno, se arreglarán los dereelios do 
uno y otro de acuerdo con lo dispuesto respecto al edificante 
de buena fe. 

Que cualquiera que sea la situación real fie las partes con 
relación a lo legislado en los artículos que acaban de citarse, 
ella deberá ser discutida en otro juicio si se reclamare indem- 
nización, dada la conexión existente entre ésta y Jos extremos 
de la situación de buena o mala fe aludida. Nada obsta, pues, 
a que dictada esta sentencia prospere el derecho de retención 
ejercitado por la Nación no *Aio por tratarse de su persona 
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y su Bóhteñcia, sin» temiendo en cuenta también que ocupó la 
tierra en virtud cíe una ley especial y de decretos, públicos, 
desde luegrn. dictados con fines de utilidad peneral antece- 
dente éste que autoriza a considerar con amplitud la cuestión 
plantada, sus derivaciones y su solución justa. 

Pnr estos fundamentos- y cmicordantes cíe la sentencia 
apelad» de fs, Si, se la confirma en entinto dispone fpie la 
Nación restituya a l"s actores la tierra objeto de la demanda; 
Be la revoca crni respecto ni término de 20 días fijiido y a la 
extensión de los frutos y productos percibidos, cpie deberán 
ser d ■ terminados ulteriormente, como se consigna en el penúl- 
timo considerando, y se declara haber lugar al derecho de re- 
tención, cpre sera ejercitndn basta cpie sé efectúe el pa«ro de 
las mejoras útiles u de los gastos necesarios, fpie acreditaren 
en la oportunidad debida y en la forma cpie corresponda. — 
TTbfííth fírnri. 

FALLO DE LA í'OÜTK SlTItBMA 

Buenos Aires, 10 de noviembre de 1044. 

Y vistos: los ¡mtos seguidos por Roca Amistín Mn- 
cedonío, Alborto Nicanor, Mareos Rodolfo, y Marín 
Benieia línea de Costa Paz contra el Gobierno de la 
Nación, sobre reivindicación, en los cjue se ha concedido 
el recurso ordinario de apelación interpuesto por el 
Procurador Fiscal contra La sentencia de fs. 102 dictada 
por la Cámara Federal do Apelación de La Plata; y 

Considerando : 

(¿ne el derecho de propiedad de los actores sobro 
las tracciones de tierra que reivindican en esto juicio 
fué reconocido por la sentencia de fs. 8.'! confirmada a 
fs. lOli y ol Sr. Procurador General, en la presentación 
do fs. 117 con la cual mantiene en esta instancia el re- 
curso ordinario concedido a fs. 1CH*, no hn expresado 
agravios sobre d particular. 
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Que de las dos fracciones reivindicadas, y que son 
las que determina el Sr. Procurador General a fs, 11 7, 
como resulta claro e indudablemente de la demanda de 
fs. 2 (confrontar lo expuesto a fs. 3 y 3 vta. y el desis- 
timiento de fs. lí») sólo respecto a las que ocupan las 
vías de la Compita í u General se dedujo el reclamo ad- 
ministrativo previo requerido por el art, 1* de la ley 
W 3Í>52 (expediente administrativo del Ministerio de 
líaciuida de la Nación X" 93.125, letra C, 1938, fs. 1 
vuelta). 

Que los representantes de la Nación demandada no 
han hecho cuestión de ello ni en la primera ni en la se- 
gunda instancia de este juicio, al cual dio curso el Sr. 
juez de ía causa mediante el auto de fs. 15 vta. sin limi- 
tar su alcance, no obstante reducirse el reclamo admi- 
nistrativo a la extensión mencionada en el considerando 
precedente. 

Que las leyes de procedimientos son de orden pú% 
hlico porque sobre la organización de estos reposa el 
régimen jurisdiccional (pie es, a su vez, última garantía 
de todos los derechos. Ello no obstante hay exigencias 
procesales cuyo incumplimiento no acarrea Ja nulidad 
insanable de lo actuado porque no desvirtúa la garan- 
tía del recurso a la justicia, ni altera esencialmente la 
organización de ella. Es de orden público la existencia 
del procedimiento judicial, pero no todas las normas de 
este último están en un mismo gra lo de relación con 
la integridad de aquél. 

Que la competencia de los jueces federales en las 
causas en que la Nación es parte (art. 100 de la Cons- 
titución Nacional) es do orden público, no porque so 
trate del beneficio o interés de la Nación, persona jurí- 
dica o del derecho público, en cuanto parte, sino en vir- 
tud de una concepción del orden público que comporta. 
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como requisito do su más perfecta integridad y de su 
superior armonía, la institución de uua jurisdicción es- 
pecial para las causas mencionadas, en beneficio de 
ambas partes porque es on beneficio del orden de la 
Nación en cuanto realidad social y política que incluyo 
y asume a los particulares y al Estado. 

Que de esa raíz constitucional y esa razón de fondo, 
Ies viene a los jueces federales su competencia en las 
causas en que la Nación es parte. Ello debe ser distin- 
guido de los requisitos a que el ejercicio de su jurisdic- 
ción pueda estar sometido en tales casos. Y es de esto 
último, no de su competencia considerada en sí misma, 
de lo que se trata en el art. i* de la ley 3952. El requi- 
sito del previo reclamo administrativo no está impuesto 
por la razón constitucional y de fondo que determinó 
el establecí miento de la competencia federal para las 
demandas en que la Nación es parte. Es un privilegio 
de la administración pública establecido con el objeto de 
sustraer a la Nación, en una medida compatible con la 
integridad de todos los derechos, a la instar í 1 . ia judicial. 
Puesto que hace a la condición jurídica de ta Nación 
en cuanto tal, no caben a su respecto convenios modifi- 
catorios. En esta faz de ella y con este alcance el orden 
público está comprometido en la norma en cuestión, 
pero no más allá. Dar trámite un juez a uua demanda 
sin que se baya acreditado el cumplimiento del requi- 
sito y aceptar el Gobierno Nacional la controversia en 
esas condiciones pueden comportar incumplimiento de 
obligaciones concernientes a la disciplina judicial y ad- 
ministrativa, pero no acarrean la invalidez o nulidad 
de lo actuado porque ni la competencia del juez ni la 
personalidad de la Nación para actuar en juicio tienen 
su fuente o raíz en el cumplimiento de ese requisito. 

Quo la norma en cuestión obedece a un motivo y 
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tiene por ende un carácter jurídico y un alcance aná- 
logos a los del principio que exige el previo pago de los 
tributos cuya legalidad o constitucionalidad cuestiona 
el contribuyente, puesto que tanto en un caso como en 
el otro se trata de un cierto reconocimiento de la emi- 
nencia propia del poder administrador. Eminencia que 
no substrae sus actos al juicio de los jueces, ni hace 
que la sumisión de ellos a dicho juicio haya de depen- 
der de un allanamiento voluntario porque con ser la 
magistratura judicial sólo un órgano del Gobierno, exis- 
te como definitiva garantía del orden do la justicia al 
cual debe supeditarse !a organización y la conducta de 
todas las autoridades gubernamentales. Con todo es 
natural que la sumisión del poder administrador a los 
jueces sobre no ser ilimitada, esté, cuando es proce- 
dente, condicionada de modo que armonice con la inte- 
gridad y la regular eficacia de sus facultados ejecuti- 
vas. Do ahí las exigencias del reclamo administrativo 
previo y del previo pago de las contribuciones cuya 
justicia so cuestiona. Pero en definitiva está librado al 
arbitrio del propio Poder Ejecutivo el aceptar o no la 
controversia judicial cuando esas exigencias no han 
sido cumplidas, puesto que existen para resguardo de 
sus atribuciones. 

Que por eso esta Corte ha resuelto que la regla 
"solve et repete" no es aplicable cuando el Fisco acep- 
ta, prescindiendo de ella, la dilucidación judicial de las 
objeciones formuladas contra el tributo cuyo cobro pro- 
cura obtener (Palios : 1Í>1, 100). Y por análogas rasiones 
no es admisible que se invoque la ausencia de reclamo 
administrativo previo después de la contestación de la 
demanda. 

Que negar -alidoz a lo actuado con omisión del re- 
quisito de que se trata, importaría sostener el privilegio 
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de la administración, con una lesión del interés y el de- 
recho del particular -llevado por el allanamiento tá- 
cito de Ib Nación demandada a la total substanciación 
inntil de su pleito- que no la justificaría en este caso 
la indiscutible preeminencia del interés o bien común 
porque, como quodó explicado, la integridad fundaraen- 
tal del derecho de la Nación no puede considerarse sus- 
tanejalmente afectada por la omisión. 

Que respecto a la prescripción treintañal alegada 
por la Nación hay que distinguir la situación de la tic 
rra ocupada por las vías de la Compañía General, de 
la que corresponde a la línea del Ferrocarril &] Sud 
dado que respecto a la primera consta : que las obras que 
la compañía fué autorizada a ejecutar por decreto del 
14 de agosto de 1ÍKH) se realizaron efectivamente se- 
ffan resulta de la constancia de fs. 71, mientras que en 
lo relativo a la línea del Ferrocarril del Sud sólo consta 
el permiso acordado por decreto de la Provincia de 
Buenos Aires del 22 de enero de 1885 ("Leyes, contra- 
tos y resoluciones referentes a ferrocarriles" v tranvías 
a tracción mecánica de la Rep. Argentina"; public, del 
Ministerio de Obras Públicas de la Nación, 1904- t TV 
pá>. 355 a 359). J 

Que para determinar en este caso el punto de par- 
tida de la prescripción alegada es de aplicación la doc- 
trina de esta Corte según la cual "las órdenes admi- 
nistrativas, aun en el caso de que envuelvan una 
pretensión a hi propiedad o a la posesión y una amenaza 
al libre ejercido de la misma, no importan sin embar- 
go nna perturbación real y efectiva de la posesión, ni 
constitnyen por sí solas, antes de que medh un princi- 
pio de ejecución cualquiera, una vía de hecho que lesione 
positivamente dicha posesión" (Fallos: 176, 136). Si 
las órdenes o resoluciones administrativas de ese ca- 
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rácter no justifican ni siquiera la promoción de un in- 
terdicto de retener, mal puede invocárselas como co- 
mienzo de la posesión requerida por el art. 4015 del 
Código Civil para la prescripción adquisitiva que en él 
se sanciona. Y lo qne cabe decir de las órdenes y reso- 
luciones administrativas ha de decirse con mayor razón 
de las leyes que, como la 4417, invocada a fs. 118 vta,, 
se limitan a acordar una concesión. 

Que, en consecuencia, no cabría tener por operada 
Ja prescripción ni con respecto al espacio de las vías 
del Ferrocarril del Sud —pues no hay prueba de la 
fecha en que la concesión a que se refiere el decreto 
citado, el cual por lo demás no se invocó basta esta ter- 
cera instancia, tuvo principio de ejecución material— 
ni sobre la tierra correspondiente a la línea de la Com- 
pañía General, porque según la citada constancia de 
fs. 71 las obras o los actos de ocupación preliminares 
no comenzaron antes de febrero de 1910 y esta deman- 
da se dedujo el 9 de agosto de 1939. 

Que si bien a fs, 25 al contestar la defensa de pres- 
cripción espresaron los actores que la posesión debe 
contarse " desde el momento en que se ha hecho una 
manifestación expresa y formal del ánimo de poseer, 
manifestación que habría tenido lugar con Jos decretos 
de fecha U de agosto de 1909 y 17 de junio de 1910", 
lo cual importaría admitir que con respecto a ?as víaB 
del Ferrocarril del Sud el plazo de la prescripción ha- 
bría comenzado cuando se autorizó su construcción en 
1885, puesto que no se trata deJ reconocimiento de un 
hecho ni de la formal renuncia de un derecho sino de 
una apreciación jurídica que, por lo demás, fue rectifi- 
cada o aclarada en presentaciones posteriores donde se 
aludió a la necesidad de actos materiales de ocupación 
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(fi. 78 y 99 vta,), los términos de la cuestión no deben 
considera rué modificados por aquel pasaje . 

Que, sin embargo, la actitud de los actores respecto 
a la ocupación por las vías del Ferrocarril del Sud in- 
vocada como fundamento de la prescripción que se alegó 
a fs. 22 importa reconocimiento de que su antigüedad 
hace improcedente la reivindicación a su respecto, 
puesto que al contestar dicha defensa a fs. 25 sólo se 
refirieron a la construcción de la línea do la Compañía 
General y a ese silencio se agrega que luego omitieron 
producir prueba alguna relativa a la iniciación de los 
trabajos del Ferrocarril del Sud, Y si bien es cierto 
que dicha prueba incumbe en principio a quien invoca 
la prescripción ello no era así en este caso porque la 
parte a quien dicha defensa fuera opuesta guardó, al 
contestarla, total silencio sobre los hechos en que se la 
fundaba respecto a las vías del ferrocarril de que se 
trata, lo cual, unido a la omisión de toda prueba con- 
tradictoria de esos hechos, importa, como se dijo, un 
reconocimiento de ellos que hacía innecesaria su prue- 
ba por parte de quien los invocó. 

Que reconocido por las sentencias de fs. 85 y 102 
que los actores tienen legítimo título de propiedad so- 
bre la (ierra reivindicada, consentido por la Nación 
demandada este punto de ellas y no probada con res- 
pecto a la tierra que ocupan las vías de la Compañía 
General la posesión treintañal en que se fundó la de- 
fensa de prescripción adquisitiva, la reivindicación 
debe prosperar en esa parte. Pero como los actores no 
desconocen que la tierra en cuestión está ocupada por 
obras de utilidad pública realizadas en virtud de conce- 
siones regulares, y no le ha sido desconocida por los 
actores al Gobierno Nacional la facultad que para pro- 
mover las expropiaciones que requeridas por la ejecu- 
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oión de dichas concesiones invocó a fs. 22 vta., acordar 
la reivindicación lisa y llanamente, como lo hace la sen- 
tencia apelada importaría desconocer la realidad consis- 
tente en el consentimiento tácito de la ocupación por 
parte do los dueños de la tierra, quienes habiendo podido 
oponerse a la ejecución de las obrns mediante los reme- 
dios posesorios pertinentes hasta tanto el procedimien- 
to legal de la expropiación les privara de la propiedad» 
no lo han hecho. Mientras no transcurrió el plazo de la 
prescripción esc consentimiento no perjudicó, sin duda, 
el dominio de los actores, pero el destino utilidad 
pública de la tierra reivindicada, la procedencia legal 
de su expropiación por parte de la Nación demandada 
y la invocación por ella de la voluntad de ejercitar esa 
facultad (contestación de la demanda a fs. 22 vta,) 
hacen que el derecho de dominio se transforme en un 
derecho eredi torio y la reivindicación demandada deba 
trasladarse de la cosa a su precio, de modo que la ade- 
cuada -satisfacción del derecho cuyo amparo judicial se 
procura mediante esta acción so acuerde con la integri- 
dad y la subsistencia del servicio público a que la tierra 
que se reivindica está actualmente afectada, y se haga, 
además, innecesaria la promoción de un nuevo juicio 
—el de expropiación— por parte del Gobierno Nacio- 
nal para detener los efectos de la sentencia reivindi- 
catoría. 

Que esta Corte ha declarado pronunciándose res- 
pecto a una situación jurídica sustaneialmente análoga 
a la do este juicio: * 'Que carecería de objeto y eficacia, 
jurídica y económica, la desamortización de un bien in- 
corporado al público servicio, con carácter de tal y con 
el recaudo de ley declaratoria de utilidad del mismo 
carácter, para rein legrar lo después ai patrimonio de la 
colectividad una vez cumplido el procedimiento estricto 
do la expropiación; sería el sumum jtts, sumnta injuria 
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interdicto por el alto concepto de justicia que informan 
las leyes, pues sin mejorar el patrimonio del reivindi- 
cante, perturbaría por algún tiempo, aunque pueda ser 
breve, la disposición para usos generales, de utilidad 
colectiva del bien cuestionado, desde que el Estado iría, 
sin duda, de inmediato, a iniciar el juicio sumario de 
expropiación y a incautarse de la cosa, previo depósito 
del precio ofrecido y no aceptado; mientras que, limi- 
tándose el litigio y el fallo a la acción subsidiaria que 
mencionan los arts. 2799 y 2780 del Código Civil y los 
fallón citados de esta Corte, la reparación plena al ex- 
propiado se concília con la ininterrupción del servicio 
público'», (Fallos: 159, 207). La misma doctrina fué 
consagrada, entre otras, en Jas sentencias de los tomos 
97, pá ff .408 y 199, pág. 9. 

Que esta solución hace innecesario pronunciarse 
sobre el derecho de retención alegado por el represen- 
tante tle la Nación demandada. 

Por estas consideraciones so revoca la sentencia 
apelada respecto a la reivindicación de la tierra que 
ocupa la línea del Ferrocnrril del Sud y se la confirma 
en cuanto al espacio ocupado por la línea de la Compa- 
ñía (i ene ral pero con la modificación de que el Gobierno 
Nacional podrá optar entre la devolución do lo reivin- 
dicado o el pago del precio de la tierra y el justo resar- 
cimiento de los peí juicios que puedan haber existido, 
a determinarse (ion sujeción al procedimiento de la ex- 
prop' ación. Las costas de esta instancia se pagarán en 
el orden causado. I Lígase saber y devuélvanse, debien- 
do reponerse el papel en el juzgado de origen. 

B. A. Xazak Anchouena — F. 
Ramos MkjÍa — T. D. CASA- 
BES. 
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NACION ARGENTINA v. ANTONIO FAL VBELLA 

Y OTRO 

PUERTO DE LA PLATA. 

La transmisión del dominio efectuada por la Provincia 
de Buenos Aires a favor de la Nación el 29 de agosto de 
1904 en oportunidad de la adquisición del puerto de la 
Plata, no comprendí s ni podía comprender los inmuebles 
que hubiesen salido del dominio eminente de ta Provincia 
y sobre los cuales tuviesen los particulares título legítimo 
de propiedad. 

FALTA DE ACCION. 

Es improcedente la falta de acción opuesta contra la Na- 
ción en el juicio reivindicatorío de un terreno situado en 
el perímetro que le cedió la Prov. de Bs, Aires con el 
puerto de La Plata y fundada en que el terreno de que 
los demandados se consideran dueños estaba comprendido 
en una extensión mayor transferida por dicha provincia 
a la empresa Muelles y Depósitos, cxtraGa al juicio, ai esa 
transferencia fué declaruda nula por sentencia definitiva 
de la Corte Suprema en la causa seguida por la Nación 
contra dicha empresa. 

REIVINDICACION. 

El título de propiedad obtenido mediante información 
treintañal es oponible a la provincia cuyos tribunales le 
prestaron su aprobación con la intervención del agente fis- 
cal que impide considerar al Estado como tercero extraño a 
dichas actuaciones; pero no e» óbice para que este último, 
que no podría obtener su revisión y rectificación sobre la 
base de una simple crítica de su valor, pueda en ciertos 
casos atacarlas en el juicio reivindicatorío mediante la 
presentación de prueba tendiente a destruir la producida 
en la información. 

REIVINDICACION. 

La ley de la Prov. de Bs. Aires del 11 de enero de 1867 
no puede ser válidamente invocada contra aquellos que 
con mucha anterioridad a su sanción eran poseedores de 
las tierras a que se refiere. 
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REIVINDICACION. 

A falla de pruebas que destruyan las reunidas en la in- 
formación posesoria en que se funda el título de los de- 
mandados, corresponde rechazar la reivindicación dedu- 
cida por la Nación con respecto a un inmueble dentro del 
perímetro que con posterioridad a aquella información le 
cedió la Prov. de Bs. Aires jtmto con el puerto de La 
■Plata. 



Sentencia de la Cámara Feuehal 

La Plata, octubre l* do 1943. 

Y vistos: los de este juicio, caratulado: "Pisco Nacional, 
contra don Antonio Pala bella y don Manuel Olivero sobre 
reivindicación", procedente del juzgado federal de esta sección. 

Considerando ; 

(¿no. como se expresa en loe resultados de la sentencia 
en recurso, la presente acción d« reivindicación promovida por 
el Pisco Nacional, se refiere a la fracción de tierra ubicada en 
la Ensenada, paraje denominado Bañados de la Ensenada, 
señalada con el N° lOf) (ver plano de fs. 49) con una superficie 
total de 1 hectárea. 3!) áreas y 75 ecntiáreas, siendo los de- 
mandados el Sr. Antonio Palabella. ocupante de 12.898,51 rats. a , 
y don Manuel Olivero, ocupando de 107fl,(>2 mts. a . 

Que la adora invoca su dominio sobre Ta referida tierra 
como emergente de la compra que hizo la Nación a la Provin- 
cia de Buenos Aires del Puerto de La Plata, según contrato 
ad- referendum d«>l 29 do aposto de 1904, ratificado por el 
Honorable Congreso Nacional y por la Legislatura de Bue- 
nos Aires. 

Que los demandado» contesten la acción a fs. 9S pidiendo 
su rechazo. Expresan ser propietarios de la tierra materia del 
juicio en virtud do las sucesivas transmisiones de que infor- 
man las escrituras públicas y documentos que menciona, ha- 
ciendo referencia especial al título inicial representado por 
la información treintañal promovida pnr uno de sus antece- 
sores don Litis N. Cam ilion, ante el señor .lueü Dr. Curutehet, 
Secretaría riel Dr. Perrari, la que fué aprobada en agosto 12 
de 1885. Opone, asimismo, como defensa subsidiaria, la pres- 
cripción adquisitiva decenal y treintañal. 

Que los demandados al examinar el títuli¡ invocado por 
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la actora. en cuanto ai ¡ona en carácter de sucesora de la 
Provincia tie Buenos Aires, expresan que ésta se desprendió 
del dontinin reivindicado por estar incluida en la mavor ex- 
tensión enajenada p.n- la Provincia (con anterioridad a la 
venta del Puerto de La Piala) a la Compañía Muelles y De- 
pósitos; por lo cual, sostienen, la Nación carece de derecho a 
reivindicar de acuerdo a lo dispuesto en el art. 3270 del Cód. 
Civil. Invocan también el art. 2774 dd Cód. Civil negando 
acción a la actora. Y refiriéndose ''a una pretendida nuli- 
dad" de esa venta a Muelles y Depósitos, manifiestan "que 
mientras no exista sentencia firme que declare Ja nulidad de 
la venta, el Estado Nacional carece de carácter de propietario 
del inmueble que. reivindica y no puede por lo tanto accionar 
como reivindicante. 

Que aun cuando la tierra materia del juicio esté íntegra- 
mente cubierta por la superficie mayor vendida o cedida a 
la Compañía Muelles y Depósitos por la Provincia de Buenos 
Aires, tal circunstancia no (sería óbice para la procedencia de 
Ja acción; pues que dicha venta, como lo pone do manifiesto 
el señor Juez a~quo, fué declarada nula por la Corte Suprema 
Nacional en sentencia confirmatoria de la de esta Cámara 
y la de primera instancia dictada en juicio seguido P°r «1 
Pisco Nacional contra la mencionada compañía. (S.CN.'t. 189 
pág. 345), 

Que cijo, no obstante, no emanando de la Compañía Mue- 
lles y Depósitos el título invocado por los demandados, la an- 
tes expresada nulidad de venta no puede determinar, por sí, 
la procedencia de esta acción, ni llegarse por ello a la conclu- 
sión —a que arriba el Sr. Juez— de la improcedencia de ta 
prescripción decenal del art. 39H9 del Cód. Civil opuesta por 
los demandados. 

Que la única conclusión que fluye de dicha nulidad es la 
de que no se ha acreditado que la Provincia hubiera enajena- 
do la tierra que da origen a este juicio j y en tai concepto, la 
Nación en su carácter de sucesora de aquella, tendría expe- 
dita la acción reivir iieatoria, salvo que el dominio sobre el 
inmueble hubiera sitio perdido por la prescripción adquisiti- 
va invocada por los demandados (art. 2606 del Código Civil ). 

Que los demandados han opuesto como defensa la pres- 
cripción treintañal. De acuerdo a los antecedentes de los tí- 
tulos de propiedad que presentan, relacionados en el tercer 
ennsideranó de la sentencia apelada, uno de sus antecesores, 
don Luis N. Camilion. produjo información tendiente a com- 
probar que sus vendedores liabínn poseído la tierra, quieta y 
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pacíficamente sin interrupción por un término .superior a 
treinta años, información que fué aprobada declarándose ope- 
rada la prescripción a que se refieren lo» arte. 4015 del C. 
Civil con fecha 12 de agosto de 1885 por el Sr, Juez de 
Primera Instancia Dr. Valentín M. Curutchet con actuación 
del Secretario señor Horacio 1». Ferrari (escritura de fs «9 
y testimonio» de. f*. 229 y siguientes); aprobación hecha de 
conformidad a Jo dictaminad» por el Ministerio Fiscal. 

Que la Corte Suprema Nacional, refiriéndose a! valor 
legal de estas informaciones, ha resuelto en casos análogos, 
que ella» no pueden ser desconocidas por la Provincia de Bue- 
nos Aires, cuando el Ministerio Fiscal, representante de su 
patrimonio, din su aquisceiieia juzgando buena la informa- 
ción posesoria y pidiendo su aprobación; y, asimismo, que la 
Nación no está bahi litada para desconocer un hecho que aque- 
lla admitió. , . cuando todavía no .se había producido la trans- 
misión de Jos terrenos del Puerto de La Plata (C. S. N.. t. 157, 
pág, 48; 151 pág. 272; 140 pág. 120.) 

Que tal jurisprudencia no es de aplicación exclusiva a las 
informaciones producida» con posterioridad a la sanción del 
actual código de Procedimientos de la Provincia de Buenos 
Airea (21 de diciembre de 1905), como lo sostiene el Sr. 
Fiscal de la Cámara; pues que en los casos antea citados, re- 
gistrados en los tomos 140 y 151 resulta claramente que se 
trat ba de informaciones producidas en los años 1884 y 1885. 

Que siendo así; habiendo los demandados, por si y sus 
antecesores, poseído por más de los treinta años requeridos 
para la prescripción adquisitiva, corresponde el rechazo de 
la presente demanda de acuerdo a las prescripciones de los 
arts. 4015 y 2(108 del C. Civil. Cabe agregar, a mayor abun- 
damiento, que aún desde la fecha en que se acreditó judicial- 
mente la posesión treintañal (año 1885), hasta la de interpo- 
sición de esta demanda 1027) ha transcurrido un tiempo 
mayor de treinta años. (arts. 4003, 2475 y 2476). 

t^ue la mensura realizada por el ingeniero Kransse, (año 
1892). y el decreto de 24 de febrero de 1904 invitando a los 
ocupantes de tierras de la Isla Santiago para solicitarlas en 
arrendamiento — en el supuesto que comprendieran la tierra 
materia de este juicio situada en los "Bañados de la Ense- 
nada" (ver S. C. N., t 157 pág. 48)— son actos posteriores 
al del título treintañal invocado; y por otra parte, no tienen 
el carácter de interruptivos de la prescripción (C. S. N. T t 
137. pág, 148; 140. pág. 120.) Tampoco constituiría en tal 
supuesto, óbice legal para ia prescripción de ¡a ley provincial 
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de 11 de enera de 1867 invocada por ia aetora (S. C. K., t. 
140, pág. 120.) 

Por ello, se revoca la scut enría de fojas trescientas dieci- 
séis y se rechaza la presente demanda de reivindicación pro- 
movida por el Piseo Nacional contra los señores Antonio Pala- 
bella y Ahume] Olivero; sin costas atento la naturaleza de la 
excepción que prospera. — Al f ralo Pérez Varas. — Luis G. 
Zervino. — Adolfo Lascan». 
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Buenos Aires, 10 de noviembre de 1944. 

Y vistos: Los autos "Fisco Nacional contra D. 
Antonio Futo bella y D. Manuel Olivero, reivindica 
ción" t en los que so ha concedido a fs. 350 vta. el re- 
curso ordinario de apelación interpuesto por el procu- 
rador fiscal contra la sentencia de la Cámara Federal 
de La Plata de fs. 34f¡, que rechaza la demanda sin 

Considerando : 

Que el Fisco Nacional promueve esta acción rei- 
vindicatoría fundado en la transferencia que de su 
dominio sohre las tierras comprendidas en la acción le 
hiciera iu Provincia do Buenos Aires el 29 de agosto 
do 1904 en oport unidad de la adquisición del puerto 
de La Plata. No está en tela de juicio que la fracción 
reivindicada se halla comprendida dentro del perímetro 
de lo que se transfirió al Gobierno Nacional en la opor- 
tunidad aludida. 

Que dicha transmisión no comprendió ni podía 
comprender la tierra que hubiere salido del dominio 
eminente de la Provincia y sobre la cual tuvieron loa 
particulares título legítimo de propiedad. 
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Que como título originario del derecho que oponen 
a Ja reivindicación los demandados invocan las infor- 
maciones de posesión treintañal judicialmente apro- 
badas con intervención del representante del Minis- 
terio Fiscal el 12 de agosto de 1885 (fs. 72 vta. y 73 
y fs. 229 y sietes.). 

Que los propios demandados reconocen estar com- 
prendida la tierra de que se consideran dueños en la 
extensión transferida por la Provincia de Buenos Ai- 
res a la Empresa Muelles y Depósitos por escritura 
de! IT de setiembre de 1880. 

Que esa transferencia fué declarada nula por sen- 
tencia definitiva de esta Corte el 12 de mayo de 1941 
(Fallos: 1S!>, :u~>) por | eual la defensa de falta de 
acción opuesta por los demandados en la contestación 
de fs. í¡8 vino a quedar sin fundamento, pero no la 
demanda porque el título en que aquellos se amparan 
no emana del de la Empresa Muelles y Depósitos; es 
anterior y por completo ajeno a él. 

Que, en consecuencia, la cuestión que api se de- 
bute se refiere a la validez del título de propiedad con- 
sistente en las informaciones de posesión treintañal, 
¡mes el Fisco Nacional actor no luí desconocido que la 
tierra reivindicada en este juicio sea la que compren- 
den dichas informaciones. 

Que los títulos de esta especie pueden padecer la 
deficiencia de sei* atacables por parte «le los terceros 
ajenos al proeedi mi cuto de su constitución pero sobre 
no importar ello una insuficiencia radical, puesto que 
ex t rema i la vulnerabilidad de estos títulos traería co- 
mo consecuencia que se malograran los fines de la 
prescripción, y que el resguardo de un derecho resul- 
ta ra obtenido a costa de otro, es evidente que si para 



DK JUSTICIA DE LA NACIÓN* 225 

alguien tienen, en principio, valor es para quienes fue- 
ron parte en la respectiva información. 

Que en la información invocada por los demanda- 
dos la Provincia de Buenos Airea estuvo legítimamen- 
te representada por su Ministerio Fiscal, como lo tie- 
ne decidido esta Corte en los casos análogos que se 
citan ett la sentencia apelada (Fallos: 140, 120; 151, 
27-J; 107, 48 —considerando 4*). De que los agentes 
fiscales, representantes ordinarios del Ministerio Pú- 
blico en las actuaciones judiciales no tengan siempre, 
por su sola condición de tales, la representación del 
Estado de que son delegados en cuanto persona jurí- 
dica o del derecho público, no se sigue que mientras no 
estén investidos de esa especial personería su inter- 
vención no importe de ningún modo una presencia del 
Estado en cuyo nombre actúan. 

Que estando en cuestión en Jas informaciones po- 
sesorias el dominio eminente del Estado, la interven- 
ción dada en ellas a los agentes fiscales no puede dejar 
de traer consigo, como mínima consecuencia, que para 
la determinación del valor de los títulos así constituí- 
dos, el Estado respectivo no pueda considerarse ter- 
cero ajeno a la constitución de ellos. 

Que si bien puede haber casos en que a pesar de 
esa ingerencia las modalidades de la información ha- 
gan que el Estado tenga derecho a ataearla para rei- 
vindicar su dominio eminente, no cabe duda alguna de 
que en ellos no lo ampara la condición atribuida al- 
guna vez por la doctrina a los reivindicantes a quienes 
se opone un título de esta clase y que es la de ser los 
*ein vindicados y no ellos los obligados a probar la su- 
perior bondad de su título. Si bien en cuanto titular 
del dominio eminente el Estado no necesita confirmar 
o bonificar su título con prueba alguna, si se le opone 



526 



>'AU.Oft HE LA PORTE SUPKEMA 



oí hecho de una posesión treintañal judicialmente acre- 
«litada con intervención de su agente fiscal, es innega- 
ble que le debe abrir camino destruyendo con su prue- 
ba el valor de la que se produjo en la información que 
le es opuesta. 

Que en este juicio el Fisco actor no ha producido 
probanza alguna con ese objeto. La crítica que de la 
información hace su representante no es admisible. 
Juzgar aquí el vabir fuerza de convicción de las prue- 
bas sobre la base de las cuales el juez de la causa la 
aprobó in portaría rever un pronunciamiento judicial 
fuera del mudo y oportunidad que las leyes establecen 
para ello. En cambio sería cosa muv distinta concluir 
aquí en el sentido de la insufi,íenci a de la información 
si la conclusión hubiera de poderse fundar en una prue- 
ba contradictoriamente producida en esto juicio de- 
mostrativa de dicha insuficiencia o de que la prescrip- 
ción de que se trata se interrumpió o estuvo suspendida. 

Que el Fisco Nacional no hizo en ningún momento 
capitulo de la litis de una posible prescripción adqui- 
sitiva operada en su favor con posterioridad al título 
en que se amparan los demandados. 

Que la prescripción alegada por estos últimos en 
™\> li " ] a VII de la contestación de fs. í)8 lo fué con 
. carácter meramente subsidiario, sólo para el caso do 
que las informaciones de 18SÓ no se consideraran títu- 
lo efieaz, por Jo mal, admitida la validez de ellas no 
corresponde analizar la prueba relativa a esa defensa. 

Que en cuanto a la inenajenabilidad ele las tierras 
comprendidas en esta reivindicación, que se sostiene 
haber sido dispuesta por la ley de la Provincia de 
Buenos Aires del 11 de enero de 1867 la enal no con- 
tiene, por cierto, disposición alguna con tal preciso y 
extremo alcance, cabe repetir lo que esta Corte expre"- 
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«ara ¡a re 44 Pisco Nacional e. Martínez Rufino" (Fa- 
llos: 140, 120): "Que por ultimo la ley provincial de 
11 de enero de 1867, aun en el supuesto de que ella 
declarara realmente la inenajenubilidad de las tierras 
de Monte Santiago no constituiría óbice legal para la 
existencia de la prescripción: 1' porque la Provincia 
de Buenos Aires en el contrato celebrado con la Na- 
ción al enumerar Jos terrenos comprendidos en la ven- 
ta ha salvado expresamente los "legítimos derechos de 
terceros" sobre la Isla y Monte Santiago, lo cual indu- 
ce o que no hubo la inenajenabilidad que se pretende o 
que en su caso la ley fué derogada ; 2' porque cuando 
fué dictada aquella ley, el año 1867 hacía ya mucho 
tiempo que había comenzado a poseer ei antecesor del 
demandado como se infiere del contenido de la infor- 
mación posesoria de que se ha hecho mérito y del 
reconocimiento de esa circunstancia formulado por el 
Fiscal de la Provincia. El derecho a la posesión cons- 
tituía así un derecho adquirido el año 1867 cuando la 
ley fué dictada, (artículo 4044, Código Civil)". 

For estos fundamentos y Los concordantes de la 
sentencia apelada se la confirma en lo que ha sido ma- 
teria del recurso. Hágase saber y devuélvase, debien- 
do reponerse el papel en «1 juzgado de origen. Pa- 
gúense por su orden las costas de esta instancia. 

B. A. Nazak Ajíchohena — F. 
Ramos Mejía — T. D. Casa- 
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JULIA DE IBA RUTEA DE BOUS! A DA 

JURISDICCION Y COMPETES CIA: < "u»fi»i»u de v.nmpe.Uncta. 
inhibitoria: planteamiento y trámite. 

La comunicación por ía cual el juez unte quien se ha 
iniciado una cuestión de competencia por inhibitoria ha- 
ce sub«r ruin circunstancia til juez (pío entiende en la 
i -ansa «trie le da origen no basta para suspender el trá- 
mite de rsia. 

JVHismcriOS Y COM PETEN t ¡A: Cuestiona de competencia. 
Inhibitoria: planteamiento ij trámite. 

Desestimada la inhibitoria por el tribunal ante el cual la 
inició la parle demandada y transcurrida entonces la opor- 
tunidad paro plantearla no puede aquella promoverla 
nuevamente ante los tribunales de otro lugar. 

DOMICILIO. 

La mujer casida separada de .su marido por convenio 
entre ambos sin intervención de las autoridades compe- 
tentes, conserva el domicilio de aipjél mientras el mismo 
viva, como así también después tle muerto mientras no lo 
cambie mediante la constitución de otro domicilio. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia territorial. I>- 
nem ¡a de hijo». 

El juez del lugar en donde el marido tenía bu domicilio 
en la época de su muerte es el competente para conocer en 
el juicio sobre suspensión de patria potestad sobre la» 
hijas menores que vivían con aquel, promovido contra la 
viuda que si bien se hallaba separada conservaba dicho 
domicilio sin haberlo cambiado en la Fecha eu que fué 
presentada la demanda. 



Dictamen* del 1'itncrKAnoK (¡knkual 
Suprema Corte: 

La presento contienda de competencia, so ba tra- 
bado entre el Juez, ríe Primera Instancia en lo Civil y 
Comercial de Villa Marín (Provincia de Córdoba) y el 
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igual dase de Dolores (1 ovincia de Buenos Aires) 
para conocer en la causa iniciada ante el primero por 
el Asesor de Menores sobre suspensión, de la patria 
potestad de Da. María Julia Ibarlucea. 

Corresponde a V. EL dirimirla atento lo dispues- 
to por el art. 9* de la ley 405o. 

La solución del caso no admite dudas en mi opi- 
nión. Ras ta para decidirlo tener presente que a fs. 26 
del expediente de Villa María corre agregada una 
cédula por virtud de la cual se comprueba que la in- 
teresada quedó notificada el 21 de octubre de 1942 del 
emplazamiento por veinte días que le hizo el juez de 
Villa María para comparecer a juiciu y que recién el 
13 de agosto de 1943 — fs. 30 del expediente de Dolo- 
res — comparece a promover cuestión de competencia 
por inhibitoria ante el juez de esta última Judad. A 
la fecha preindicada se había ya tramitado la causa 
originaria y dictado sentencia haciéndose lugar a la 
demanda (fs. 8(3/87, expediente de Villa María). 

El planteamiento, pues, de la inhibitoria lo hizo 
la interesada extemporáneamente, según es doctrina 
reiterada de V. E.; por cuya razón carece ahora de 
derecho para promover el presente (íonflieto jurisdic- 
cional. 

No puede modificar esta conclusión la circunstan- 
cia de haberse planteado similar inhibitoria ante un 
juez de la Capital Federal, dado que esta fué rechaza- 
da (testimonio de fs. 3/11 del expediente de Dolores) 
por dicho juez el que, en ningún momento solicitó, por 
lo demás, la suspensión de los procedimientos que se 
seguían ante el juez de Villa María. (Despacho tele- 
gráfico do fs. 31/32 expediente de Villa María). 

Fué ante el fracaso de esta gestión que la intere- 
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aaá», U reprodujo ante el juez de Dolores, en la extem- 
poránea oportunidad a que antea me he referido. 

Cabe liaeer notar, además, que aquella, con feeba 
2 de abril de 1943 (actuaciones de fs. 69/7l> expediente 
de Villa Marín) tuvo de nuevo conocimiento de la tra- 
mitación que seguía el juicio principal sor-"? suspen- 
sión de su patria potestad; y recién después de más 
de cuatro meses, propuso al juez de Dolores la inhi- 
bitoria a que antes aludí. 

Corresponde, atento lo precedentemente expuesto, 
que V. K. decida la presente cuestión de competencia 
en sentido favorable a la que ejercita el juez de Villa 
María en la causa originaria. — Bnenos Aires, oetu- 




Autos y vistos: Para resolver la cuestión de com- 
petencia por inhibitoria trabada entre el Sr. Juez de 
1* Instancia en lo Civil y Comercial de Villa María, 
Provincia de Córdoba, y el Sr. Juez de r Instancia en 
lo Civil y Comercial mím. 1 del Departamento del Sud 
de la Provincia de Buenos Aires, para conocer en la 
causa sobre suspensión de la patria potestad promo- 
vida contra Da. Julia de Ibnrlueea de Bouzada. 

Considerando : 

(^ue el l- de setiembre de 194IÍ falleció D. Horacio 
Quiroga, en Villa María, Provincia de Córdoba, lugar 
dónde tenía su domicilio y vivía con sus bijas menores, 
circunstancias que, por una parte, no han sido nega- 




bre 3 de 1944. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 13 de noviembre do 1944, 
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das sino implícitamente reconocidas por la Sra. viuda- 
uel causan te, como se desprende de Jas manifestacio- 
nes formuladas a fs. 5 vta,, 6 vta., 28 y 29 del incidente 
sobre competencia, y, por otra parte, resultan efe Im 
copias de fs, 7 y sigtes. de los autos sobre- suspensión- 
de la patria potestad así como de las agregadas a fs. 
39 y 40 de los mismos, la autenticidad de cuyos origi^ 



actuaciones de fs. 4. 

Que el 21 de octubre de 1942 fué notificado a hv 
Sra. viuda del causante, mediante cédula- que ella mrc- 
ma recibió en Mar del Plata, Provincia de Buenos 
Aires, el emplazamiento decretado en el* juicio sobre 
suspensión de la patria potestad (diligencia de fs. 38 
vta.) y el 2 de noviembre de 1942 (telegrama de fs. 
31/2) aquélla promovió ante el Sr. Jues de 1' instancia 
en lo Civil en turno de la Capital Federal, lugar en* 
que aseguró tener su domicilio (fs. 6 del inciden*») 
una cuestión de competencia por inhibitoria que no 
llegó a trabarse por haberse desestimado sus preten- 
siones tanto en primera como en segunda instancia 
30 de marzo y el 27 de julio de 1&43 respectivamente, 
en razón de que los tribunales de la Capital no eonsi- 
doraron probado que la demandada tuviera en elfo su 
domicilio ni en las fechas en que fué iniciada la causa 
sobro suspensión de la patria potestad y en que se 
ordenó emplazarla ni tampoco en aquélla en que se 
dictó la resolución definitiva del mencionado inciden- 
te sobre competencia (fs. 9 vta. y 10 vta del misino)^ 

í¿ne el 13 de agosto de 1ÍJ43 la Sra. vinda del 
causante promovió otra contienda de competencia por 
inhibitoria, esta vez ante el Sr. Juez del Departamento 
del Sud por tenor su domicilio real y legal en la ciu- 
dad de Mar del Pinta en razón de haber contraído ina- 
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trimonio cu diciembre de 1942 y vivir allí con su espo- 
so. Poco antes, el 1) de agosto de 1!M3, había sido 
resuelto en primera instancia y en forma contraria a 
la demandada el juicio sobi* suspensión de la patria 
potestad (fs. 86). 

Que, desde luego, la cuestión de competencia por 
inhibitoria iniciada ante el juez de la Provincia de 
Buenos Aires lo ha sido fuera de término desde que un 
simple aviso como el que poue de manifiesto el tele- 
grama de fs. 31/2 no hasta para suspender el proce- 
dimiento (Fallos: 64, 3ü; 90, 384) que fué proseguido 
en rebeldía de la demandada {fs, 28 vta. y sigtes.) 
dándosele por perdido a fs. 33 vta. su derecho para 
contestar la demanda (Fallos: 142, 400; 165, 180). 

Que la circunstancia de que las actuaciones ante 
el juez de la Capital hayan sido iniciadas en tiempo 
hábil carece de importancia para decidir el caso por- 
que en ellas no prosperó la pretensión de la demanda- 
da. Tampoco importa que ésta se presentara inmedia- 
tamente después ante el juez del Departamento del 
Sud de la Provincia de Buenos Aires, porque la opor- 
tunidad para hacerlo había transcurrido ya, y porque 
las mismas razones consistentes en evitar la multiplica- 
ción de los procedimientos y los abusos c inconvenientes 
que de otro modo se producirían por las cuales ¡?e pro- 
hibe abandonar el medio elegido para recurrir al otro 
así como emplear ambos simultánea o sucesivamente y 
se obliga a aceptar el resultado del medio libremente 
elegido (Código de Procedimientos Civiles, art. 412; 
Cara van tes, T. I, núm. 593; Fallos: 107, 158; 147. 349; 
167, 361; 174, 5) conducen también a rechazar la posi- 
bilidad de que, perdida la cuestión de competencia que 
por vía de inhibitoria corresponde plantear ante el juez 
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a quien el interesado considero competente (ley 50, art. 
45) pueda acudí rse a otro y así sucesivamente hasta 
encontrar el que reconozca razón al recurrente, que de 
tal suerte dispondría de un medio (pie le permitiría re- 
novar la cuestión tantas veces cuantas le conviniera, 
mientras que por vía de la declinatoria no podría plan- 
tearla sino una sola vez como excepción. 

Por lo demás, la situación en que so encuentra la 
recurrente no puede atribuirse sino a su culpa o ne- 
gligencia, p ueíí a ] ri^dueir Ja inhibitoria fundada en la 
competencia del juez de su domicilio tenía la obliga- 
ción legal de acudir a dicho juez y no a otro (art. 45 
de la ley 50 y art. 410 del Código de Procedimientos 
Civiles) y de probar ante el mismo las circunstancias 
invocadas en su presentación. 

Que aparte de las razones procesales expuestas, 
existen otras de orden común que conducen a declarar 
la competencia del Sr. Juez de Villa María. En efecto j 
no habiendo mediado entre los cónyuges de Iba rl ucea - 
Quiroga separación decretada por autoridad competen- 
te detic concluirse que no obstante el alejamiento de la 
esposa convenido on los documentos a que se refiere 
ta copia de fs. 39/40 de los autos principales, su do- 
micilio legal ha sido el de su marido mientras éste 
vivió (Código Civil, art. 90, inc. 9*; Aubhy y Rau § 143, 
nota 4; Zachariae § 89, nota 4; Demolombé, t. I. núms. 
357/8; Salvat, Parte General, núm. 9,10). Ahora bien; 
de los autos no resulta que ese domicilio legal haya 
sido cambiado por la Sra. viuda, mediante la constitu- 
ción de otro, antes de la fecha de la interposición de la 
demanda sobre suspensión de la patria potestad, efec- 
tuada dos días después del fallecimiento del Sr. Qui- 
roga. Ello y las manifestaciones que libremente for- 
muló en el escrito do fs. 41, donde dice que en esa 
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época "mi domicilio o mejor dicho mi residencia era 
la ciudad d* Mar del Plata'* y que alrededor del 20 de 
aeüerabrc de 1942 "rae radiqué en la ciudad de Bue- 
nos Aires con animo de fijar definitivamente en ella 
mi domicilio. . . " llevan a coneluir, por aplicación de 
los arte. 90, inc. 9", 9i, 98 y 99 del Código Civil, que 
en la fecha de la interposición de la demanda inencio- 
Jtada» la seiora viuda del causante tenía aún como do- 
juicilio «i de Villa María» lugar que también era el del 
domicilio de los menores {nrt. 90, inc. 6* «leí Código 
Civil) y que determinaba la competencia de los tri- 
bunales que debían «onocer en el juicio de referencia. 

En su mérito, de acuerdo con lo dictaminado por 
ej Sr. Procurador General declárase que el conocimien- 
to de la causa sobre suspensión de Ja patria potestad 
seguida contra Da. Julia de limrluooa de Bouzada co- 
rresponde al Sr. Juez de 1' Instancia en lo Civil y 
Comercial de Villa María, Provincia de Córdoba, a 
quien se remitirán los autos, haciéndose saber en la 
forma de estilo al Sr. Juez del Departamento del Sud 
de la Provincia de Buenos Aires. 

B. A. Nazau Ancítohen a — F. 
Ramos Mejía — T. D. Casa- 

KKS, 
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JUMSmCCiOX Y COMPETENCIA: Competencia penal Preven- 
(%'— de ta oausa. 

En cmo de duda acerca de la jurisdicción sobre Él lu^ar 
en que Xuoron cometido» las Lechos delictuosos, provenien- 
tes de 1h imprecisión de los límites provinciales, corres- 
ponde atribuir la competencia al juez que provino eu 
la causa. 
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ÜICTAMEK DEL PROCURADOR G EN ERAL 

Suprema Corte: 

Las presentes actuaciones elevadas a V. E. se re- 
fieren a una cuestión do competencia trabada entre el 
Juez ele Instrucción y Correccional de Tucumán y el 
de la 1* Nominación en lo Criminal de Santiago del 
Estero, para conocer en la causa iniciada por denun- 
cia ante el primero sobre hechos delictuosos que resul- 
tarían cometidos en lugar donde las jurisdicciones te- 
rritoriales de las provincias de Tucumán y Santiago 
del Estero confundan sus límites, a juicio de los ma- 
gistrados en contienda. Correspondo a V, E. dirimir 
ésta atento lo dispuesto por el art. 9* de la ley 4055. 

Si bien es verdad que no es función de la Corte 
Suprema de Justicia do la Nación decidir cuestiones 
de límites interprovinciales, toda vez que ello compete 
al Congreso General a base de la facultad acordada a 
éste por el art. 67, ine. 14, de la Constitución Nacional, 
no es menos cierto <i o las cuestiones sobre competen- 
cia que los jueces plantean en las causas que les están 
sometidas y que encuentren origen en la duda aeerca 
de cual de dos autoridades provinciales ejercita real- 
mente jurisdicción en el lugar motivo de la disputa, 
corresponde sean resueltas por V. E. como cuestiones 
de hecho, sin otra trascendencia y al solo efecto de que 
la autoridad judicial brinde oportunamente a las par- 
tes la posibilidad de decidir sus controversias. 

Es la doctrina adoptada por V. E. al resolver en 
179: 150 un caso similar. 

Sobre tal base, encuentro provisionalmente acre- 
ditado qne la jurisdicción territorial, en el caso de 
autos, corresponde a la Provincia de Tucumán. Resnl- 
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ta ello del croquis de fs. 7 del expediente original, de 
la boleta de Contribución Directa de fs. 62, de la es- 
critura pública de hipoteca de la finca "El Rincón", 
donde sucedieron los hechos que dau margen a esta 
contienda y que aparece inscripta en el Registro de la 
Propiedad de Tucumún. Asimismo a fs. 70 corre un 
informe de la Dirección de Rentas que contiene igual 
comprobación; y aun pudiera añadirse al respecto, el 
testimonio agregado a fs. 74/75 relativo a la existencia 
de un interdicto posesorio seguido ante los tribunales 
de Tucumán, referible a la misma finca "El Rincón". 

No encuentro en las actuaciones agregadas por 
"uerda floja, seguidas en Santiago del Estero, prueba 
suficiente para desvirtuar tal conclusión; y por ello, 
me inclino a pensar que, siendo la jurisdicción criminal 
improrrogable en 'os términos del art. 102 de la Cons- 
titución Nacional, la causa debe tramitar ante el juez 
que ejerce por ahora jurisdicción sobre el lugar de 
los hechos, o sea el de Tucumán (182, 277). 

En tal sentido corresponde dirimir la presente 
contienda. — Buenos Aires, octubre !> de 1D44. — Juan 
Alvares. 

FALLO I>E LA PORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de noviembre dn 1944. 
Autos y vistos: Considerando: 

Que si bien las afinaciones a que se refiere el 
Sr. Procurador General cu su dictamen de fs, SO reve- 
lan que las autoridades de la Provincia de Tucumán 
ejercen jurisdicción sobre el lugar en que fueron co- 
metidos los hechos, análoga pretensión sustentan las 
autoridades políticas y judiciales de la Provincia de 
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Santiago del Pastero que han intervenido en la causa; 
circunstancias que crean una situación de duda para 
cuya resolución no existen en los autos elementos su- 
ficientes. 

Que en esas condiciones, con arreglo a lo dispues- 
to por el art. :ib* del Código <tc Procedimientos en lo 
Criminal y a la jurisprudencia de e^ia Corte Suprema 
(Fallos: 61, 10tí, lü'8, 40íi; 177, ¡)7> debo declararse 
competente al juez que lia prevenido en la causa, o 
sea el de la Provincia de Tueumán. 

Por ello, de acuerdo a lo pedido por el Sr. Procu- 
rador General declárase que el Sr, Juez de Instruc- 
ción y Correccional de 2' Nominación de la ciudad de 
Tueumán es el competente para conocer en la causa 
seguida contra José Domingo Irania in sobre robo y 
atentado a la libertad individual. En consecuencia, re- 
mítansele los autos haciéndose saber al Sr. Juez de 
1* Instancia 1* Nominación en lo Criminal de Santiago 
del Kstero en la forma de estilo. 

Roukhto Refetto — B. A. Na- 
zar Ast CHOREN A — F. Ramos 
Mejía — T. D. Casares. 



ROQUE LOIÍEXZO AGUíIiltE 

JURISDICCION Y COMPETESC1A; Competencia militar. 

A tos efectos de la competencia de la justicia militar no 
pueden ser eonsMerodos aetos del servicio aquellos que 
ordinariamente corresponden a funciones civiles y no a 
funciones inherentes al servicio militar. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

JURISDICCION Y COMPETKXCIA: Competencia militar. 

No eompote & la justicia militar conocer en las causas 
sobre participación eu otras tantas tentativas de contra^ 
bando, atribuidas a un Garanto del Ejercito que no pro- 
cedió en acto del servicio ni en lugar sujeto exelnsiva- 
mente a la autoridad militar, sino al juez federal a quien 
las autoridades aduaneras dieron la intervención corres- 
pondiente. 

Dictamen del IYoci'kauok Gexeual 
Suprema Corte: 

Auto el Justado Fetioral de J Tijuy se iniciaron dos 
sumarios —llevan los números 173 y 174, año 1943— 
destinados u esclarecer las circunstancias en que se ha- 
bría intentado cometer contrabandos de malas de la 
Argentina a Bol i vía, en las proximidades de Lu Quiaca. 
En ambos, se atribuía alguna participación ni sargen- 
to Roque Lorenzo Agnirrc, del destacamento militar de 
dicha localidad. Tramitados simultáneamente y vincu- 
lados entre si por los hechos que les daban origen, fue- 
ron resueltos en lo que al imputado Aguirre se refiere 
dictándose a su favor sobreseimiento provisional (su- 
mario 173, fs. 113, junio 2 de lf44; sumario 174, fs. 134 
vta., mayo 27 de 1944). 

Al mismo tiempo se sus tan ciaba por la respectiva 
autoridad militar otro sumario relacionado con los mis- 
mos hechos jiara establecer la responsabilidad que en 
ellos pudiera corresponder, entre otros, al referido sar- 
gento Aguirre (expediente adjunto " sumario M. R. 
7/M. S. 4/ÍI43, Cdo. Dest. M. Norte"); y en éste, con 
fecha 20 de marzo de 11)44, el Sr. Ministro de Guerra 
sobreseyó pru vis ¡«nal mente (fs. 527) al mismo tiempo 
que aceptando el dictamen del Sr. Auditor General de 
Guerra y Marina a fs, 519/524, disponía se planteara al 
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Juez Federal de Jujuy cuestión de competencia por 
inhibitoria con referencia al sargento Aguirre. 

Planteado en consecuencia conflicto jurisdiccional 
por el Hr. Juez de Instrucción Militar (ts. 531 vta.), 
y denegada la inhibitoria por el Juez Federal (fs. 
537/542) vienen ahora a V, E. lus respectivas actua- 
ciones para que ln contienda sea dirimida con arreglo 
a lo dispuesto por el art. de la ley 4055. 

Del estudio de los respectivos ex pedi entes desprén- 
dese claramente que la intervención de Aguirre en el 
fracasado contra han do, ora actuase como cómplice o 
como denunciante, lo coloca bajo la jurisdicción de la 
justicia federal. En uno u otro caso se trataría de fun- 
ciones ajenas al servicio militar, según resulta de la 
expresa prohibición de perseguir contrabando, impues- 
ta a sus subordinados por el (Jomando del Destacamen- 
to de Montaña "Norte" y transcriptas a fs. 49 del 
sumario militar. Aguirrc sería procesable ante las auto- 
ridades militares, simplemente en lo que respecta a su 
desobediencia, materia que no interesa a los sumarios 
de la justicia federal y es ajena a la actual contienda. 

VA punto resulta, pues, regido por las disposicio- 
nes del art. 125 del Código de Justicia Militar; a saber: 

"Si mi delito común lia sido cometido, a la vez, por 
militares y por particulares, serán todos justiciables 
unte los tribunales ordinarios, a menos que el hecho hu- 
biere sido cometido en actos del servicio o en paraje 
sujeto exclusivamente a la autoridad militar". 

Puesto que la tentativa de contrabando no ocurrió 
en acto del servicio, ni «n paraje sujeto a la autoridad 
militar, corresponde con arreglo a la jurisprudencia de 
V. E. (132:20) dirimir a favor del Sr. Juez Federal 
de Jujuy la contienda jurisdiccional planteada. — Bue- 
nos Aires, octubre 2Í¡ de 1944. — Juan Alvarez. 
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FALLO DE LA COFíTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de noviembre de lí>44. 

Autos y vistos: Para resolver la contienda de com- 
petencia trabada entre el Sr. Jaez Federal de Jujiiy y 
el Sr. Jaez de Instrucción Militar de ia 5* División del 
Kjórcito, con motivo del proceso seguido ante el prime- 
ro contra el sargento Roque Lorenzo A fruir re. 

Considerando: 

Que con motivo de las inculpaciones formuladas 
contra el sargento del Kjército Hoque Lorenzo Agnirre 
por los detenidos en las causas núins. IT.'Í y 174 sobro 
contrallando de muías, el Sr. Jaez Federal de Jajuy, 
aníc (tnicn tramitaban, decretó el 24 de agosto de 1943 
la prisión preventiva de aquél en la primera de las 
causas mencionadas por existir, a su juicio, indicios 
suficientes para considerarlo partícipe en la tentativa 
de contrabando que se investigaba (t's. Til ), si bien algún 
tirio fio después, el - de junio y el 27 de mayo de 11*44, 
sobreseyó provisionalmente a su favor n ambos su- 
marios (fs. 11. "í y i;i4 vta. respectivamente). 

Que mientras tanto, con motivo de lo dispuesto por 
el Sr. .Ministro de (hierra a raíz de una denuncia sobre 
exacciones y atropellos vinculada a los lieclios que se in- 
vestigaban ante el Juzgado Federal de Jujny, las res- 
pectivas autoridades militares instruyeron otro sumario 
en el que también recayó sobreseimiento provisional 
el 20 de marzo de 1!>44 y se resolvió, además, confor- 
me a lo dictaminado por el Sr. Auditor General do 
(hierra y Marina, (pie se procediera a plantear por 
intermedio del Sr. -Juez de Instrucción de la 5* Di vi- 



DE JUSTICIA I>E LA NACIÓN 241 

sión del Ejercito, la cuestión de competencia de que 
aquí se trata. 

Que según el arL 117, ine, 2*, del Código de Jus- 
ticia Militar, la jurisdicción militar comprende "los 
delitos y faltas que afectan directamente el derecho y 
los intereses del Estado o de los individuos, cuando son 
cometidos por militares o empleados militares on actos 
de servicio militar o en lugares sujetos exclusivamente 
a la autoridad militar, como ser plazas de guerra, tea- 
tro de operaciones, campamentos, fortines, cuarteles, 
arsenales, hospitales y demás establecimientos milita- 
res " ; debiendo entenderse por acto de servicio, según 
el art. 827 del mismo Código, "todo el que se refiere o 
tiene relación con las funciones que a cada militar co- 
rresponden, por el hecho de pertenecr al Ejército o 
Armada". 



¿ue esta Corto Suprema ha establecido reiterada- 
mente que, con arreglo a las disposiciones transcriptas, 
no pueden ser considerados actos del servicio los rea- 
lizados en el desempeño de tareas que pueden ser cum- 
plidas por personas extrañas a las fuerzas armadas de 
la Nación, o en otros términos, aquéllos que ordinaria- 
mente corre: ponden a funciones civiles y 710 a funciones 
inherentes al servicio militar (Fallos: 103, 62; 108 27- 
m 405; 135, 77; Í25, 222; 132, 20; 141, 71). 

Que del informe a que se refiere Ja copia agregada 
a fs. 00/1 del primer cuerpo del sumario militar, eleva- 
do el 3 de abril de 1943 por el teniente Morillo al Co- 
mando del Destacamento de Montaña Reforzado Norte, 
y de la nota de fs. 49 se desprende claramente que tanto 
el teniente nombrado como los sargentos y soldados que 
impidieron la realización del contra ha rulo no actuaron 
en su carácter de militares sino como simples particu- 
lares desde que, como decía el nombrado oficial en ese 
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informe procedería "como simple denunciante y apre- 
hensor", 41 por cuanto no es misión del Destacamento 
dedicarse a controlar el contrabando" (fs. 51 m fine). 

Que si alpina duda pudiera caber al respecto, bas- 
tarían para disiparla el contenido de la nota de fs. 97 
del primer cuerpo del sumario militar y la orden expe- 
dida por el Comando del Destacamento en abril de 194.T 
y transcripta a fs. 4ü en el sentido de abstenerse de 
utilizar tropas del Destacamento 4í Lu Quinen" en la 
persecución de contrabandistas, en la cual se funda el 
Sr. Auditor de Guerra y Marina para afirmar que el 
teniente Morillo incurrió en desobediencia (fs. 523 y en 
igual sentido el Sr. Auditor del Comando de la 5* Di- 
visión a U. 496). 

Que, por lo demás, la vigilancia y persecución del 
contrabando en La Quiacu esta I ni n a cargo de las res- 
pectivas autoridades aduaneras, como lo reconocía en 
el. informe de í's. ,">1 el teniente Morillo, que se apresuró 
a poner los hechos en conocimiento de las mismas, y así 
resulta de las copias del sumario instruido por la re- 
ceptoría de La Quinen agregadas a fs. 42 y sigtes, del 
primer cuerpo del sumario militar, así como de las cau- 
san núuis. 173 y 174 antes citadas. 

Que no tratando**», pues, de actos del servicio ni 
de lieclios ocurridos en algún ' Jugar sujeto exelusiva- 
mentu a lu jurisdicción de las autoridades militares, 
debe concluirse que la justicia militar carece de compe- 
tencia para conocer en la causa seguida ante la justicia 
federal de .1 tijuy contra el sargento Roque Lorenzo 
Aguirre. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General, declárase competente al Sr. Juez Federal de 
Jujuy para conocer en las cansas que sigue contra el 
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^pación qno se le atribnye en la tentativa de contra- 
nando a que se refieren los expedientes núms 173 y 174 
que deberán ser devueltos al juzgado de procedencia 
llagase saber esta resolución al Sr. Ministro de Guerra 
en la forma de estilo y remítasele el sumario enviado 
<on nota del I de septiembre próximo pasado. 



Repktto — B. A. N A . 

— F. Ramos 
Mejía — T. D. Casares. 



JOSE CAPDEVILA v. BANCO HIPOTECARIO 
NACIONAL 

KBCÜBSO EXTRAONDJNAfíJO: ^ propio. Catión 

ZTutjl ™T . extraord¡Qari,> ^'"Puesto por el Ban* 
eo Hipotecario Nacional contra la sentencia que desestima 
la defensa de falta de amó,, fundada por aqu¿ ™L 
diapoeicionea de las leyes 8172 y 10.676. 

BASCO HIPOTECARIO NACIONAL: Béffimtn U ffa i. 

St CT^ÍHt 1 * í/ 6 ? 88 í,e falta (í0 atció " fufada 
Hipotecario Nacional que después de sacar a remate 7l 

S í 1 " w . n .^^ón de la fuerza pública no obs- 

Sur* TS" dC , ? torsé la «"«-respondiente 

escritura traslativa de dommm deducida contra el adqui- 

fldfl , en ^ dieha ¡"^tueión excedió sua 
facultades legales al proceder de esa manera, la demanda 
con nrn ivo del desmedro que ha sufrido como conseTeí 
Z ti r'f^ 108 ^ tercerea le promovieron 

f» , dü , C1,CSt,ón ajena al extraordinario 

a referente al alcance de la sentencia recaída en dichos 
'o mismo que la relativa a los efectos de la díami- 
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nución de la superficie entregada sobre la validez de la 
compraventa, monto del precio, magnitud de la hipoteca 
y demás puntos resueltos por la sentencia apelada regidos 
por el derecho común. 

Sentencia m: la Cámara Federal 

Tucuiuán. junio lil de 194:1. 

V vistos: Los recursos de apelación y nulidad concedidos 
a la parte demandada, contra Ja sentencia del Sr. Juez Federal 
de Tucumán, de fecha octubre 3 de 1!)3!J, corriente de fs. 4ü3 
a 514 de estos autus caratulados "José Capdevila contra Ban- 
co Hipotecario Nacional, sobre nulidad de contrato", y en 
la que se Ka resuello: no hacer lugar a la excepción de falla 
de acción opuesta por el demandado; hacer lugar a la deman- 
da instaurada por José Capdevila contra el llaneo Hipotecario 
Nacional por sí y en re presentación de la vendedora y, en 
consecuencia, declarar nulo el contrato de compra-venta del 
inmueble transferido por el Manen Hipotecario Nacional en 
representación de Mercedes Centeno de Kílvesh-r al .señor José 
Capdevila. debiendo las partes m^imír^c en el plazo de diez 
días intégrame!] !i las prestacinnes recibidas con motivo de 
ese contrato y a tal objeto condenar al Banco Hipotecario 
Nacional a devolver al ador en ese término la suma de seis 
mil quinientos cincuenta pesos eon treinta y cinco centavos 
abonada por el actor en concepto de precio y servicio de la 
deuda contraída por el comprador en tal concepto con más 
nuü intereses desde el día de la demanda (art. 1053 del C. Civil) ; 
declarar nulo igualmente el c redil o hipotecario constituido 
por el comprador a favor del Humo Hipotecario Nacional 
como garantía del previo de compra, quedando a saleo los 
derechos del ador por el pairo de Sos servicios de esta deuda 
hechos eon posterioridad a la demanda: condenar igualmente 
al demandado a devolver en el término de diez días la suma 
de un mi! óchenla y siete pesos abonados por el actor en con- 
cepto de pago de impuestos de la propiedad y de gastos de 
transferencia que deben considerarse incluidos en el precio de 
venta (art. del C. Civil) con sus intereses desde el 

día de la demanda: condenar al demandado a pagar al actor 
en el término de diez días la cantidad que éste fije por jura- 
mento estiinatorio dentro de Ta suma de tres mil pesos moneda 
nacional, como resarcimiento de las mejoras útiles introducidas 
"ii el inmueble; sin intereses y con más las costas del juicio; y. 
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Conside raudo ■ 

Que el recurso de nulidad deducido por el demandado 
resulta improcedente por no haberse violado cu el sub-lite. 
ninguna de las reglas sustancióles del procedimiento, ni en la 
tramitación de la causa ni al dictar el pronunciamiento defi- 
nitivo. Tampoco puede fu miarse la nulidad de fu actuado en 
la falta de intervención de la ex-propietaria del bieu de que 
se trata, eomo pretende el recurrente, ya que no fué ella la 
demandad!) sino el Banco Hipotecario Nacional y la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación lia declarado, aplicando 
la Ley Orgánica del citado Banco, que éste está directamente 
obligado para con loa compradores de bienes vendidos por 
el para (.«enturar y hacer entrega de los mismos, debiendo 
dirigirse contra esa institución las acciones derivadas» de la 
falta de cumplimiento de esa» obligaciones (Fallos, l. 132, 
pág. 33U.) 

Que habiéndose adherido el actor en esta instancia a la 
apelación deducida p(ir el demandado, correspondí; considerar 
ambos recursos y resolver las diversas cuestiones planteadas 
por las partes en la presente causa. 

Que en cuanto a la defensa de falta de acción opuesta 
por el demandado, cabe establecer que la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación la ha desestimado en numerosos casos 
análogos al presente en que el Banco Hipotecario la ha hecho 
valer, como puede verse en los fallos que se registran en su 
colección, t. G3, pág. 2i>9 ; t. 74, pág. 143; t. 80. pág, 167 y 
305; y t. 132. pág. íttiti. Median en el presente las mismas 
razones de urden legal aducidas por el alto Tribunal para 
fundamentar el rechazo de la defensa mencionada en los casos 
aludidos, en cuya virtud corresponde también desestimarla en 
el sub-lite, lo que así se declara. 

Que en cuanto al fondo de la cuestión debatida, corres- 
pondo juzgar, en primer término, la nulidad del contrato de 
compraventa a que se refiere la presente litis fundada por 
el actor en lo dispuesto por el art. 1320 del C. Civil. 

Que cualquiera sea la interpretación que se dé a la citada 
disposición léfíal, lo cierto e*?. secón se ha resuelto en cosos 
análogos, que para que sea viable la acción de nulidad por 
venta de cosa ajena, intentada pnr el comprador después de 
recibida la cosa como oenrre en el caso de autos, es necesario 
que aquél demuestre con pruebas indubitables o eon sentencia 
ejecutoriada, que la cosa era ajena, es decir, que no perteneeía 
ni vendedor, toda vez que para el caso de que el verdadero 
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dueño intentara la correspondiente nc-oión rei vindicatoria, el 
comprador siempre tendría a su favor los derechos que' da 
la eviccíón (arts. 2089 y Ü0U1, cód. citado). En el sub-judice, 
el actor no ha a legado ni probado que «*xista sentencia ejecu- 
toriada que declare que el i n mueble eom prado por él no per- 
tenecía a la vendedora, pues las sentencias que invoea se refie- 
ren tan sólo a la posesión de algunas fracciones de ese terre- 
no, como que recayeron en los respectivos interdictos pose- 
sor i os intentados por Job terceros que se mencionan en la 
demanda y no juzgan sobre el derecho de dominio ; y las demás 
probanzas acumuladas en autos, no bastan, por sí solas, para 
declarar que el inmueble de que se trata perteneciera a una 
persona distinta de la vendedora. En consecuencia, la acción 
de nulidad por venta de cofia ajena deducida en primer tér- 
mino por el actor, es improcedente, como U> \ m resuelto la 
sentencia recurrida. 

Que en segundo término el actor demanda la rescisión del 
contrato de compraventa del inmueble en cuestión, fundado 
en et art. 1347 del código antes citado que faculta al compra- 
dor para disolver el contrato en los casos contemplados en 
el art. J346 cuando hubiere aumento de precio. Pero como 
el aumento de precio que contempla la disposición legal citada 
sólo puede ocurrir como consecuencia del aumento de área 
en el terreno comprador que exceda en un veinte por ciento, 
resulta evidente que no es de aplicación al caso de autos la 
rescisión de con trato alegada, porque en el sub-lite no existe 
aumento de área sino disminución en más de un veinte por 
ciento, lo que daría lugar a la consiguiente disminución pro- 
porcional del precio, de conformidad con lo dispuesto en el 
recordado art. 134». En efecto, el propio actor sostiene y lo 
demuestra con In respectiva escritura pública, que lo que com- 
pró fuó un enmpo de seis mil hectáreas por el precio tínico 
de treinta mil pesos (ine. 5* art. 1345), pero que esa extensión 
ha quedado reducida a tres mil quinientas cuarenta hectáreas 
cinco mil setecientos dieciséis metros eundrados, con motivo 
de los interdictos posesorios deducidos por los terceros a quie- 
nes el Banco desalojó para entregarle el inmueble vendido. 
Quiere decir entonces, que en el caso de oídos existe disminu- 
ción ile área en más de veinte por ciento y, por consiguiente, 
el comprador sólo tiene derecho a la disminución proporcional 
del precio y a la consiguiente devolución de lo que por ese 
concepto hubiese pagado, ennin lo tiene resuelto la Corte Su- 
premo de Justicia de la Nación cu un caso análogo — Sue. 
Juan N. Fernández contra el Banco Hipotecaiio Xaeionalj 
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sobre disminución de precio y devolución de pesos — (Fallos, 
t. 80, pAg. 167) y comentario de Llerena, al art. 1347, t. 5, 
pág. 48, 

Que el Banco demandado no puede alegar, fundado sólo 
en las constancias de la escritura pública de dominio otorga- 
da por él »1 comprador, que por su parte entregó la totalidad 
del inmueble vendido, pues, está probado en autos con las 
copias de las sentencias respectivas a que se refiere el a-quo, 
(pie fué precisamente a raíz de ese acto posesorio realizado 
por el Banco que los terceros afectados dedujeron los corres- 
pondientes interdictos y la justicia resolvió en definitiva am- 
pararlos en la posesión que tenían, ordenando fueran reinte- 
grados a 3a que disfrutaban con anterioridad al desalojo efec- 
tuado por el vendedor. Por consiguiente, el Banco no entregó 
la totalidad de] área vendida, libre de oeupantes, como era 
sil obl i Ración (art. 173 de la ley 8172 y 1409 del C. Civil), 
pues, en cuanto a las fracciones ocupadas por terceros que ori- 
ginaron los interdictos posesorios mencionados, no deben con- 
sidera rae entregadas en realidad al comprador, libres de toda 
otra posesión, para que ese acto pudiera surtir los afectos de 
una verdadera tradición en lo que a ellas respecta (art. 2383). 

Que la nulidad de la venta que el a-quo admite, fundado 
en el error de consentimiento que atribuye al comprador al 
resultar alterada, según expresa, la cualidad de la coaa que 
se tuvo en mira {art, 926 del C, Civil), debido a. la disminu- 
ción de superficie del inmueble comprador y a !a furma irre- 
gular en que ha quedado su perímetro, no procede en el 
sub-litc, por cuanto los motivos invocados no puede decirse 
que alteren o modifiquen la calidad substancial do la propie- 
dad vendida, en los términos de la disposición lc^al citada, 
tanto más cuando esa condición no aparece expresamente esti- 
pulada en el contrato respectivo y porque el error sobre la 
extensión de la propiedad vendida, se rige por las disposicio- 
nes especiales del contrato de compraventa, que no autorizan 
la anulación del acto. (Arts. 1345 y 1346 y Llerena comen- 
tario a los arts. 626 y 627 del cód. cit.) 

Que siendo improcedentes, de acuerdo a lo anteriormente 
considerado, las acciones de nulidad y rescisión de contrato 
deducidas por el actor, igualmente no procede la que en con- 
secueneit" de ellas interpone el mismo reclamando la indemni- 
zación de los daños y perjuicios a ipie se refiere la demanda, 
pues, todas ellas* fiada su naturaleza, derivarían más bien de 
ja acción que nace de la evieeión (art. 2110 del código men- 
cionado) la que. como queda dicho, no lia sido intentada en 
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el ¡tub-Utr. Tampoco procede por las razones dadas, ]a devo- 
lución total del precio abonado por el actor y sí sólo su dismi- 
nución y devolución proporciona] al número de hectáreas que 
no le fueron entregadas, con más sus intereses correspon- 
dientes. 

Por ello, se resuelve desestimar la nulidad deducida y 
confirmar la sentencia apelada en cuanto rechaza la defensa 
de falta de acción y los demás puntos a que la misma se 
refiere, revocándola en la parte que declara la nulidad del 
contrato de compraventa y del de constitución de hipoteca que 
motiva la presente litis, como así también en cuanto condena 
al demandado a devolver id actor la suma de $ l.OHl en con- 
cepto de impuestos y a pairarle al mismo lo que éste íijp bajo 
juramento dentro de la suma de $ 3.000 como resarcimiento 
de mejoras útiles. Modificar los otros puntos de la sentencia 
en recurso en la siguiente forma: condénase únicamente al 
demandado a devolver al actor en el término de diez días de 
ejecutoriada la presente el precio papado de más de acuerdo 
con la superficie realmente entregada y sus intereses, desde 
el día de la notificación de la demanda, debiendo a la vez 
liberarlo de la obligación que ha contraído a favor del JSanco 
demandado, todo en relación al preeio que corresponde a la 
superite real de la cosa vendida en proporción con el preeio 
total ofrecido por la superficie indicada en i a venia. Costas 
de ambas instancias cu el, orden cansado por no haber mérito 
para imponerlas al demandada — Mantel S, Ituiz. — Chilo- 
mirw (Jarcia Aráóz. — Petlr» F. Olivera. 



Dictamen uva. PnocuitAmm Gknkual 




Doña Meréceles Centeno do Sylvester, era deudora 
morosa del Banco Hipotecario Nacional, con garantía 
de mi inmueble silo en la Provincia do Tueumún. Como 
se atrasara en los pa^os, el Banco sacó a remate dicho 
bien, resultando comprador del mismo Don José Cap- 
de vi la, quien tomó a sn cargo continuar sirviendo la 
hipoteca primitiva. Consta a fs. 8(1 84, que en primero 
de marzo de 1934, actuando dicho Banco a nombre de 
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la Sra. Centena de Sylvester, otorgó a Capdevila la co- 
rrespondiente escritura de venta, en cuya oportunidad 
declaró el comprador hallarse en posesión material de 
dicho predio, a su entera satisfacción desde el 11 de 
enero del mismo año. 

Esa posesión le había sido dada por el Banco me- 
diante uso de fuerza pública, y varios de los así desalo- 
jados, acudiendo a la justicia local por vía de interdic- 
tos, consiguieron se les repusiera en dicha posesión. 
Con tal motivo, Capdevila demandó al Banco ante la 
justicia federal de Tuca man, por nulidad del contrato 
de compraventa así como del prestar i hipotecario, pi- 
diendo se le devolviese la parte de precio pasado, más 
intereses y perjuicios. Sostenía, además, que las sen- 
tencias dictadas en los interdictos importaron dismi- 
nuir la superficie vendida en proporción y forma tal 
que, prácticamente resultaba inexplotable el campo 
materia del contrato. El Banco, por su parte, declinó 
toda responsabilidad, alegando haber actuado como 
simple mandatario de Da. Mercedes Centeno de Syl- 
vesler; negó tuvieran los fallos dictados en los inter- 
dictes el alcance que Capdevila les atribuía, y también 
(pie los hechos invocados pudieran basar una acción de 
nulidad, o reclamo por perjuicios. 

Ese litigio ha terminado en segunda instancia, por 
fallo de la Cámara Federal de Tucumán que admite 
parcialmente la acción contra el Banco. Declara que, 
pues este último sólo entregó a Capdevila parte de lo 
vendido — o sea, lo que aun posee el comprador — debe 
devolver la parte de precio del campo correspondiente 
a los lotes cuya posesión fué dejada sin efecto en los 
interdictos, y rebajar en otro tanto el monto de la deu- 
da hipotecaria de que Capdevila se hizo cargo (fs. 548). 
Contra tal fallo, que ha sido aceptado por la parte ac- 
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tora, se trae recurso extraordinario par» mito V. E.; 
y lo conceptúo procedente, cuando menos en lo relativo 
a la existencia de acción directa contra el Banco por 
nulidad del contrato, pues esa materia está regida por 
la ley especial X* 8172. 

En etianto al fondo del asunto, V, E, ha susten- 
tado en oíí : i!")!) ; 80: lo'7 y 132:366, ta misma doctrina 
que ahora aplica la Cámara Federal de Tueumáu en su 
fallo. Corresponde, entonces, admitir ijne Capí le vi la 
tuvo acción directa contra el Banco. 

Por lo que respecta a los efectos jurídicos de las 
sentencias dictadas en los interdictos sobre la t< :na de 
posesión con uso de fuerza pública a cpie recurrió el 
Banco, se trata de una cuestión de derecho común, no 
regida especialmente por la ley SI 72, ni planteada como 
tal. En el mismo caso se encuentran las relativas a! 
efecto que la disminución de superficie legalmente 
entregada pudiera tener sobre la valide/ de la compra- 
venta originaria, o de la hipoteca que fué su comple- 
mento. Salvo las modalidades especial ísimas que esta- 
blezca la ley 8172, los contratos que celebre el Banco 
están regidos, como los de las restantes personas jurí- 
dicas del país, por la legislación común. Xo se respon- 
sabiliza aquí al lía uco por evicción, sino por haber 
recibido parle del precio de venia, y adquirido a nom- 
bre propio la calidad de acreedor por el resto, sin cum- 
plir por su parte Ja obligación correlativa de entregar 
la fosa vendida. 

A mérito de ello, conceptúo que corresponde con- 
firmar la sentencia apelada, en la única parte suscep- 
tible do recurso. Buenos Aires, octubre 5 de 1!>4:S. — 
Juan Alvart'z. 
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Buenos Aires, 15 de noviembre do 1944. 

Y vista la precedente eausa seguida por don José 
Capdevila contra el Banco Hipotecario Nacional, sobre 
nulidad de contrato, en la que se ha concedido el re- 
curso extraordinario a fs. 

Y considerando; 

Que el Banco Hipotecario Nacional alegó — fs. 
555_ q ue QU su actuación en los antecedentes del pleito 
obró como mandatario, de acuerdo con su ley orgánico, 
que lo exime de responsabilidad por evicción y sanea- 
miento (art. ti4) ; que su condición do mandatario ter- 
minó con la aprobación dol remate del bien vendido 
(nrt. 71, inc. 3*); y que con la entrega de la posesión 
libre de ocupantes cumplió todas sus obligaciones 
(art. 73). 

Que fundado así en disposiciones de una ley fede- 
ral sostuvo no existir acción contra él, defensa que ha 
sido desestimada por el fallo apelado. Kn tales condi- 
ciones el caso encuadra en el inc. 3* del art. 14 de la ley 
48 y el recurso extraordinario concedido es procedente 
lo que así se declara -Palios; 181, 442; 187, 080; 189, 
381 entre otros. 

Que en cuanto al fondo del asunto conviene recor- 
dar que el Banco sacó a remate el inmueble de su deu- 
dora y obtuvo luego que se diera posesión do él al com- 
prador eon intervención de la fuerza pública, aun 
mediundo oposición do torceros (fs. 313 a 321). Efec- 
tuado lo cual otorgó la correspondiente escritura tras- 
lativa de dominio (fs. 7!) y sigtes.). 
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Que algunos do Ion ocupantes del inmueble dedu- 
jeron a raíz de ello, interdictos do recobrar la posesión 
que prosperaron, por cuya causa el adquí rente vi» sen- 
siblemente disminuido ef inmueble que comprara por 
intermedio del Banco (ís. BIS, 218 vtn., 2' u > vía v - >S H¡ 
vta.). 

Que, on consecuencia, la causa del desmedro en ra- 
zón del cual y para cuya reparación promovió el actor 
esta demanda estaría en el aeto del Banco de obtener 
que se entregara lu posesión a! comprador no obstante 
la oposición de t creeros y excediendo sus facultades le- 
-Fallos: m t 4(i7; ÍS2, 208 y 317 j 187, Ó8í) ; 193, 

Que siendo asi, y no obstante diferir este caso del 
que se registra en la página :w; del tomo U2 do los 
Falles de esta Corle, porque se trata de una acción di- 
rectamente dirigida contra el Banco tleaptu's ffc ht es- 
critura, se impone la misma conclusión, pues el reco- 
nocimiento de la procedencia de dicha acción directn 
"lejos de repugnar a [ aB disposiciones de las leyes 
orgánicas del Banco, es una consecuencia necesaria de 
la situación especial que le crean las atrilmciones que 
fas mismas le otorgan para facilitar su -acción", como 
es la del inc. 4 T del art. 71 de la ley 8172 en virtud do In 
cual obtuvo el desalojo do los ocupantes que íitógtí pro- 
movieron los interdictos; 

Que lo referente al alcance de la sentencia recaída 
en los interdictos, lo mismo que lodo jo relativo a los 
efectos que la disminución da la superficie entregada 
pudiera tener sobre la validez de la compraventa, sobre 
el monto del precio y sobre la magnitud de la hipoteca 
y demás cuestiones decididas por el fallo apelado es 
materia de derecho común ajena al recurso extraor- 
dinario. 
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Por estos fundían entos y de acuerdo con lo dicta- 
n i i nado por el Sr. Procurador General se confirma la 
sentencia apelada de fs. 54« en lo que lio podido ser 
objeto de recurso extraordinario, llágase saber, de- 
vuélvanse los autos al tribunal de su procedencia; re- 
póngase el papel en é juzgado de origen. 

B. A. NaZar ANcnouENA — F. 
Ramos MejÍa — T. D. Ca- 

SAlíEtí. 



AliVSTlN HODHltíl'EZ ARA Y A 

ÜECl'RSO EXTRAORDIXÁfílO: R«gu*ítlos propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales tól*pí*fc Inter prtfutiún tic ¡a Constitución 
Naeiottal. 

Es procedente el rei'Ui'KO extraordinario interpuesto por 
e) Ministerio Píscal. fundado en la interpretación del 
art 23 de la Constitución Nacional, contra la sentencia 
que hace lugar al babeas corpus deducid» por una per- 
mitía dd en iila u la orden dd t. E. Nacional que for- 
muló ante este la correspondiente opción para salir del 
país. 

ESTADO DB SITIO. 

El P. E. no está facultado para fijar lugar de residencia 
en el extranjero al detenido que, en ejercicio- del dere- 
cho establecido en el art. 23 de la Constitución Nacional, 
fórilttlá ante aquél la correspondiente opción para salir 
del país, por lo (pie procede el babeas corpus deducido 
a favor de quien, no obstante haber cumplido este requi- 
sito, sólo ba obtenido una resolución denegatoria de mi 
ilicitud. 
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Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, septiembre 12 tío VJU, 

Autos y vistos; considerando: 

» Que el presente recurso de babeas Corpus se funda en 
el hecho de que. hahiemlu sido detenido el señor Agustín Ro- 
dríguez Arnya y formulado ante el Po<1er Ejecutivo el pedido 
de ausentarse del país para las ciudades de Quito o Asunción 
se le lijo como uñaos países de residencia los de Chile o Perú 
solución que no fué aceptada por el causante y por cuyo mo- 
tivo aun si* encuentra preso. Solicita que, previo informe, 
sí; disponga su salida del territorio de la Nación en las con- 
diciones que correspondan o se ordene su libertad (fs. 2). 

2* Que el Ministro del Interior informa: a) que don 
Agustín Rodríguez Araya se halla detenido en virtud de lo 
dispuesto p„r e| deereto núm. ;um de 8 de febrero último 
potado en uso de la faeuJtad que le acuerda al Poder Ejeeu^ 
ttvo el arl. 2,1 de la (\uist itin-ion Nacional ; y h) que habiendo 
el OOmbrado pedido autorización para salir del país y trasla- 
darse n Quito (Ecuador) o Asunción (Pnraguav), ron fecha 
J |^0?' m tlireu st ' lm '"' l ho » hj solicitado (fs. 

3» Que durante eí estado de sitio en que se encuentra 

el país. ,.| podeí- del Presidente i pecto de las personas se 

¡imita a anclarlas o trasladarlas de un punió a otro de la 
Nación, si ellas no prefiriesen naür .leí territorio argentino 
(art. ¿A de la Constitución \aeioiial). 

4* Que detenido el recurrente por el Poder Ejecutivo 
en uso de dicha facultad constitucional, el cansante formuló 
ante el mismo Ja opción para salir del territorio que le concede 
la ultima parte le l a mencionada cláusula constitucional, np- 
eton que le h,i sido denegada sin indicarse su fundamento. 

í» v Que eji-reido ante la autoridad (pie corresponde el 
derecho que otorga la Constitución, de optar entre la deten- 
ción o Ir mi ida dH país la negativa del Poder Ejecutivo sin 
causa que la funda mente, es ilegal y contraria a ese derecho 
como ln tiene resuelto ]« forte Suprema en el caso de José 
Mattos \ illegas. eon fecha 3 de julio de 1Í144. por lo que 
procede hacer fugar al prevente interdicto. 

Por estas consideraciones, oído el Procurador Fiscal y 
atento lo dispuesto por el art. 23 de la Conslitu.iÓii Nacional 
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sí» resuelve que. el Poder Ejecutivo debe hacer lugar a la 
opción de salir del país Formulada por el detenido Agustín 
Rodríguez A raya, a cuyo efecto se librará oficio al Ministro 
del Interior. — Horacio Fojr-. 



Sentencia de la Cámaha Fedehae 

Buenos Aires. 23 de septiembre de 1944. 
Vistos y considerando : 

Que de los informes de fs. 9 y 10 resulta que Agustín 
BMríguez Araya permanece detenido en virtud de las dispo- 
siciones del decreto del Poder Ejecutivo Nacional nú ni. 3098 
no obstante haber formulado opeión para salir ilcl país — que 
le ha sitio denegada — a fin de radieiir.se en la ciudad de 
Asuneióii (Paraguay) o en la de Quito (Ecuador). 

Que en el supuesto de que la negativa del permiso soli- 
citado por el recurrente pretendiera fundarse en lo resuelto 
por la Corte Suprema <lf>7,*!(i7, caso del Dr. Airear), cabo 
advertir que la República del Ecuador no es paí» limítrofe, 
por lo (pie el citado antecedente resultaría inaplicable al 
caso Bub-judiee. 

Por ello, de conformidad con lo resuelto por la Corte Su- 
prema y este Tribunal (Fallos: 199-177 y Victorio í'odovilla, 
noviembre 24 de 1913, respectivamente) y por sus fundamen- 
tos concordantes, se con firma la sentencia apelada de fs. 13. — 
Carlos fhl Cant}»!!». — li. VilUir Palacio. — Carlos Herrera. 
_ J. A. González Catthrón (en disidencia). 

IHstdrttvui 
Vistos y considerando: 

De acuerdo con la doctrina que informa mis votos en el 
caso Alvear (febrero 21 de 1933) y otros nn ¡'dogos y más re- 
cientemente en el de Mario Agnello (diciembre 31 de 1943) 
se revoca la senlcneia apelada de fs, 13 y en consecuencia no 
ae lince lugar al recurso <l<* babeas cor pus interpuesto en favor 
de Agustín Rodríguez Araya. — J. Á, González Calderón. 
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Conforme ¡i lo rosne] to por V. E. en caso-, equipa^ 
rabies, y I () proveído per ta ('¡'miara Fedenu a fs. 23, 
el recurso extraordinario os admisible va q U e so lia' 
puesto en Ma tic juicio la interpretación a darse al 
«rt. 2lí de ia Constitución, y el fallo de secunda instan- 
Ola es contrario a las peticiones formuladas por el re- 
presentante del Ministerio Público. 

I>. Enrique A. Candiolí dedujo habrás cor pus a 
favor «le I). Agustín Ro.ln>ue X Arnva, expresando que 
este ¡'Huno, detenido por orden del I». K Nacional con 
arroglq a dieho nrt. 23, había optado sin éxito porque 
80 le permitiera salir del país para establecerse en 
Qüito o Asimeión, p es el expresado Poder le fijaba 
como fínico* países de residencia a Chile v Perú. Reque- 
rido informe, el Sr. Ministra <le! Interior aeompanó la 
copia de fs. í), donde aparcee denegada la petición do 
trasladarse a Keuador o Paraguay, sin mencionar lo 
relativo al permiso que, según o] recurrente, se conce- 
diera para traslado a Club- „ Poní. Países ambos «pie, 
se-un es notorio son eomepl nados oséalas normales de 
bis servicios marítimos o aéreos entre Argeíltília v 
Ecuador. 

El Sr. Juez a fjito hizo lugar al habrá* eorpm, in- 
vocando la jurisprudencia sentada por V. K. en el caso 
Matioa Villegas ( 109; 177) : la Cámara Federal resolvió 

W I"'°l ,in " < if;1 ™*a Üodovillu, v por conceptuar 

además inaplicable ir» fallado en H¡7*:2í¡7; mas como 
justamente era este último precedente el oue ¡nvocnbn 
el Ministerio Piseal para oponerse, viene ahora la cues- 
tión a V. JO. cu procura 
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Pudieran concretarse así los antecedentes a que 
aeabo de aludir. En 1ÍÍ7 : 267, fallo que por la amplitud 
con que trató el tema lia sido considerado desde enton- 
ces li üd'tiuf casi', dijo V. K. : 

"De poco serviría haber puesto en movimiento el • 
resorte constitucional del estado de sitio con el fin de 
mantener el imperio de la Constitución y de las autori- 
dades creadas por ella» si respecto del detenido o tras- 
ladado que invoca la opción no tuviera derecho el P. E. 
de exigirle el comprimí i so de no residir en ú V •terminado 
país limítrofe o de conducirlo par sí misma a otro cuan- 
do crea que. existen t) n tres motivos para proceder así. 
El derecho de opción no puede ser más absoluto en el 
modo de hacerlo efectivo f|Ue cualquiera de los otros 
derechos asegurados por la Constitución a todos los 
habitan les, los que si bien no deben ser alterados por 
las leyes, pueden ser reglamentados en su ejercicio. 
A i ts. y (¡7 inc. 2$, Constitución Nacional. 

"Esta solución armoniza dentro de la letra y del 
espíritu do la Constitución el interés de la paz pública 
con el de la libertad, desde que el derecho de. la persona 
detenida <> trasladada no consiste, como se ña dicho, en 
que se le permito ir al país de su elección, sino en salir 
del territorio tirt/eutino. Manifestada la opción con in- 
dicación del país en que se desea fijar la residencia, el 
P. E. puede observarle y si el interesado insistiera en 
ir a aquél o no propusiera otro, no obstante las facul- 
tades de traslado ofrecidas, podría reputarse, entre- 
tanto, que el ejercicio del derecho de opción queda sus- 
pendido a la espera de su decisión. La efectividad del 
derecho con esta solución queda totalmente librada a 
la voluntad del interesado quien podrá elegir como 
punto de residencia todos los países de la tierra con 
excepción del o de los limítrofes observados por el P. E. 
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Los fines humanitarios que inspiran el precepto del 
arl. 23 quedarían así contemplados en la medida que lo 
exige la defensa del orden, tan valioso como \ a li binad 
individual". 

A mérito de ello, la Corte declaró: ti Dr. Marcelo 
T, de Airear tiene derecha a que sr le permita salir drt 
te rr ¡lorio. 

En el easo Victorio Codovilla, recordado por la 
Cámara, no hubo oportunidad do que V. K. so pronun- 
ciara, porque ol Ejecutivo, ajustándose a lo resuelto 
en líJ7:2(¡7, accedió a que ol recurrente saliera del te- 
rritorio "debiendo determinarse, previamente, el país 
en «pje lia de residir" (1S>7 : i>84 >. 

V en Ií*:*: 177 (Mallos Villegas) V. K, admitió el 
recurso ] jorque: 

"I) Detenido Mal tos Villegas por el P, R. en vir- 
tud do la facultad ipio, durante ol estado de sitio le 
acuerda a esto el art. 23 de Ja Constitución, formuló el 
detenido la opción de la última parte do dicho artículo 
ante el mismo poder autor de la orden y conforme a la 
doctrina y jurisprudencia de esta Corté —Fallos; 158, 
391; VXk 498; 197, 321— opción a salir del territorio 
que lo fue denegada — fs. 4, « y 11— sin expresarse por 
el Ministerio del Interior las cansas y fundamentos do 
tal denegatoria". 



"111 ) Habiéndose formulado la opción de salir del 
territorio en la forma corróela que la jurisprudencia 
ha establecido, es tirar, autr el mismo P. f>\ como se 
expresa en el considerando T, la denegatoria es contra- 
cía al precepto constitucional invocado por el recurren 
te. Fallos; 158:391". 

La sentencia del 1"jS:391 <ll¡Tol¡to trigoyen), se 
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redujo a desestimar el recamo porque la opción no se 
había lieelio aute el P. E., circunstancia ajena a lo que 
aquí se debate. 

Queda pues por aclarar si las expresiones trans- 
criptas, que he subrayado, han de interpretarse con- 
forme lo entendió el Ministerio Público apelante, o 
como las aplica la Cámara Federal. Y pues se trata de 
materia (pie tan de lleno afecta al ejercicio de los dere- 
chos individuales y al de las facultades constitucionales 
del P. E., traído ya el caso como lo liu sido n conoci- 
miento de V. E., no vacilo en solicitar un pronuncia- 
miento definitivo por la única vía en que sería dable 
lograrlo, o sea manteniendo la apelación interpuesta 
por el Ministerio Público contra el fallo de fs. 21. Hago 
notar, al mismo tiempo, Ja conveniencia de requerir los 
antecedentes relativos a la concesión de permiso para 
residir en Chile Perú, invocados por el Sr. Candioti 
a fs. 2 vta. y 25 vta., sin que baya a su respecto en autos 
otro elemento de criterio. Buenos Aires, octubre 21 do 
1044. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 17 do noviembre de 1944, 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
el Ministerio Público contra la sentencia de la Cámara 
Federal de Apelación de la Capital dictada en el re- 
curso de amparo a la libertad deducido en favor de 
Agustín Itodrígucz A raya. 

Considerando: 

Que Enrique A. Candioti deduce recurso de am- 
paro de la libertad en favor do Agustín Rodríguez Ara- 
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yn, detenido u la orden del í\ 10. Nacional, a fin de que 
se ordene su inmediata libertad o so le permito sal ir 
del país para establecerse en Quilo o Asunción, salida 
que le lia sido negada |ior el i'. 10. y la sentencia recu- 
rrida, confirmando Ja de primera instancia, resuelve 
que debe hacerse lunar a la opción formulada. 

(¿ue el Sr. Procurador Fiscal de la Cámara pidió 
en secunda instancia la revocatoria de la sentencia, sos 
teniendo la improcedencia del recurso de amparo por 
CtiantO el derecho de opción que acuerda el art. Lí'i de 
la Constitución Xacioiial .10 es absoluto y ta negativa 
del I*. 10, sólo se refiere a los puntos indicados por el 
recurrente, lo que encuadra dentro de las atribuciones 
que el Presidente de la Nación le acuerda el eilado ¡ir 
tículo. 

(¿ue el recurso extraordinario interpuesto l;a sido 
bien concedido. Se débale la inleligruciu de ana clau- 
sula couslitucioiial y la sentencia es contraria al de re 
(dio que el recurrente invoca amparado por ella; la 
cuestión federal lia sido introducida oportunamente eu 
forma que el tribunal de última instancia ha podido re- 
solverla; el recurso extraordinario constituye una ga- 
rantía que umparn por igual » los particulares y al 
gobierno; el Ministerio Público tiene aptitud para pilan 
toar en juicio cuestiones federales c interponer ej re- 
curso extraordinario. Alt. 14, inc. ,T, ley 4S. Art. í>" 
ley 4000; Fallos : loo, V.V; 17ó, :T>7; 103* 396 j 184, 1U1 ; 

ist;, 5t>r); ií»:í, m:>; i!i:>, 41183 107, 

Que en casos anteriores la Corte ba dejado estable- 
cido que .-I art de la Constitución Nacional es claro; 
el poder del Presidente sr limita a arrestar a las per- 
sonas o trasladarlas de un panto a otro, a menos que 
prefiriesen salir fuera del territorio argentino, y Ira as 
eribieudo considerandos del fallo 170. LMii, que el tras- 
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lado o el arresto so ejercitan por el Presidente eomo 
una medula de defensa transitoria que sufre la doblo 
liinitaeiún de terminar con el estado de sitio y aun antes 
si la persona a quien lesionase manifiesta la voluntad 
de salir del país i quo la Constitución se ha propuesto 
conciliar la necesidad de mantener el orden público, que 
es el ambiente propio de la libertad, con la protección 
dispensada por ella a las garantías individuales. Fa- 
llos: 197, ÓVi2. Kn un caso anterior — 195, 498 — dijo: 
"Mientras el detenido o trasladado no lia hecho mani- 
festaciones, Ja restricción de su libertad es constítucio- 
iiahnentíf válida; si la hace y se le permite ausentarse 
no hay caso judicial; si ¡su la niega o ponen restriccio- 
nes improcedentes, surge la jurisdicción judicial para 
amparar el derecho desconocido. En esta forma se rea- 
lizan los fines del art. 23, cada poder obra dentro de 
sus atribuciones y no se vulnera ninguna de las garan- 
tías del art, 18". Igual doctrina se aplicó en 199, 177. 

Que la restricción que so pretende no surge ni de 
la letra ni del espíritu de la Constitución y es incompa- 
tible con la libertad individual que amparan los arta, 
18, 23, 29 y 9¡5. Bastaría designar un lugar inaccesible 
para el detenido por su distancia, dificultades de co- 
municación o cualquier otra circunstancia accidental 
para que la opción fuera letra muerta y la libertad in- 
dividual quedara a merced de la autoridad por tiempo 
indefinido, sin proceso, orden de jueK competente, ni 
posibilidad de defensa. 

Que esta conclusión no debilita la defensa del or- 
den público por el peligro de que pudiera ser pertur- 
bado desde los países de asilo, pues los principios del 
derecho internacional obligan a los gobiernos a vigilar 
la conducta de Jos extranjeros refugiadas, principio 
reconocido por el Tratado de Dereclio Penal Interna- 
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ciouul do Montevideo, cuyo art. lti establece: "El asilo 
ca inviolable para los perseguidos por delitos políticos, 
pero la ¿faetón de refugio tiene el deber di' impedir que 
los asilados realicen en su territorio actos que pongan 
en peligro la paz pública de la Nación contra la cual 
lian delinquido" y por su antecedente inmediato el Tra- 
tado suscripto por Argentina, Brasil y Uruguay el 21 
de enero de 18Í3Í). Los gobiernos argentinos lian cum- 
plido siempre esta obligación y cuando han determinado 
la radicación del asilado político en algún lugar deter- 
minado la Corte ha declarado constitucional la medida. 
Fallos: ltííí, 225. 

Por estos fundamentos, oído el Sr. Procurador Ge- 
neral de la Nación, se con firma la sentencia apelada 
de t's. li 1 en cuanto ha podido ser materia del recurso 
extraordinario. Molifiqúese y devuélvase. 

Antonio Saoakxa — B. A. Na- 
¡CAit Ancuohkxa — F. Iíamos 
Mejía — T. D. Casabes; Con 
disidencia ¡Htmat de funda- 
mentos. 



Disidencia faucial he fcsdam estos 
< 'onsiderandn: 

l¿nv por tratarse de los límites de poderes políticos 
el pronunciamiento ha de ser tan rigurosamente con- 
creto como el acto mismo que se juzga, porque las cir- 
cunstancias de cada raso tienen una importancia deci- 
siva para su can n-l erizai- ion y por ende para el juicio 
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que corresponda hacer del ejercicio de Ja facultad pre- 
sidencial en él. lu de extremarse, pues, en la oportu- 
nidad la sujeción del juicio a la singularidad del caso. 

Que de las constancias de autos — copla de fs. 9 y 
oficio do fs. 10— no se desprende que la negativa del 
P. K. se refiera a los puntos cíe residencia indicados 
por el recurrente. Dice textual nente la decisión del fle- 
ñor Ministro del interior; "Vistos estos expedientes 
por los que el doctor Agustín Rodríguez Arayu formula 
opción para salir del país, y trasladarse a Quito (Ecua- 
dor) o Asunción (Paraguay) y atento u las informa- 
ciones producidas, el Ministro del Interior resuelvo: 
1*) No ha luyar j lo solicitado, etc.". 

Que al interponerse el recurso (fs. 2) se manifestó 
rjue el ejercicio de la opción se había supeditado con 
anterioridad a la aceptación de los lugares de residen 
eia indicados por el P. E., requisito no aceptado por el 
detenido y que incluía sitios distintos de los que él pro- 
puso luego y conslan en la resolución testimoniada a 
fs. !). Pero el informe evacuado por el P. E. a fs. 10 no 
hace mención ninguna de estos antecedentes. 

Que habiendo tullido el 1 . E. 1 1 oportunidad de los 
pedidos de informes de fs. [i vta. y 8 para tic terminar 
el sentido y aleimee con que se ejercitaron en la emer- 
gencia las facultades que acuerda el art. lííí do la Cons- 
titución, la decisión del caso debe ceñirse a la única 
información allegada y «tenerse a lo expreso de ella, 
puesto que el no contener la información otros antece- 
dentes significa que el P. E. reduce a los coniunicndos 
el fundamento de su decisión. 

Que considerar lu negativa como referente al lugar 
de residencia, no resultando del informe de ís. 10 que 
el P. E. decidiera con anterioridad fijar al recurrente 
los destinos menciouadoB al interponerse el recurso, 
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importaría atribuir a la resolución de que se trata un 
alcance que no resulta de su texto, y ademas juzgarla 
sin los elementos do apreciación que según Jo expresado 
en el tercer considerando, serían los que hubio:- 'ti po- 
dido autorizar a interpretar la negativa como relativa 
a lo accesorio — oí lugar de la residencia — y no a lo 
principal —la opción de salir del territorio— que es la 
interpretación que en principio corresponde. 

Que interpretada como lo impono su texto expreso 
la resolución testimoniada importa desconocimiento de 
la facultad de salir del país que el art 23 de la Consti- 
tución Nacional acuerda al detenido y pone al mismo 
tiempo como limito do los poderes de que inviste al Pre- 
sidente de la Nación durante oí estado de sitio. El re- 
curso de habrás rorpua es, en consecuencia, proco- 
ceden te, — T. I). Casares. 



ROIiEKTO GALLARDO 

ESTADO DE SITIO, 

VA 1*. K. no vst¡í facultado para fijnr lujíar de residencia 
en el extranjero ni detenido que, en ejerció del derecho 
establecido en el art. 23 de la Constitución Nacional, 
formula, ante aqm'l la correspondíate Opción para salir 
del país, por lo que procede el habrás cor ¡yus deducido a 
favor ¡le t|iiíen, no obstante haher cuto piído este requisito, 
sólo ha ohienido una resolución denegatoria de su solí- 
licitad, 

DlCTAMKIT M-.L PuiK'CUAIKm GENERAL 

Suprema Corte: 

Procede el recurso extraordinario, por haberse 
puesto en tela de juicio la inteligencia del art. 23 de la 
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Constitución Nacional, y ser el fallo de segunda instan- 
cia contrallo o las peticiones formuladas a fs. 7 vta. y 
11 por los representantes del Ministerio Público. 

En cnanto al fondo del asunto, trátase de un habeos 
corpux deducido por I). Roberto Gallardo a fin de que 
el P. E. le permita salir deí país. Gallardo se allana a 
dirigirse al pwdú g#¿ se le fije (fs. 3 vta.) ¡ y tanto el 
Sr. Juez a quo t corno la Cámara Federal han hecho lu- 
gar, invocando al efecto lo fallad*, por V, E. en 199: 
177. Empero, no coa formo el Sr. Fiscal de Cámara con 
esa tesis por entender que ella se aparta de lo resuelto 
en l(t~r¿G7 t tino ahora la cuestión a V. K en procura 
de jurisprudencia definitiva. 

Pu réceme innegable la importancia que tal cuestión 
reviste para el ejercicio di- los derechos individuales 

1*. K.; y pues oí raso ha sido traído ya a conocimiento 
ile Y. VI, mantengo cu todas sus partes la apelación 
interpuesta por el Sr. Fiscal de Cámara contra el fallo 
de fs. 15. Al propio tiempo, y como elemento de criterio 
áti! bago notar a V. B. la conveniencia do requerir al 
expediente administrativo correspondiente, a fin de 
comprobar en mié términos hizo Gallardo ante el P. E. 
la opción (|ue invoca, II tic nos Aires, octubre 21 de 1944. 
— Juan Alvares. 

* 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de noviemhre de 1944. 

Y vistos: El recurso extraordinario interpuesto 
por el Ministerio Público contra la sentencia de la Cá- 
mara Federal de Apelación de la Capital (pie hace lugar 
al recurso de amparo de la libertad deducido por Ro- 
berto Gallardo, 
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Considerando ¡ 

Que detenido Gallardo poj- orden del P. E. Na- 
cional, deduce recurso de amparo do la libertad a fin 
do que se le permita salir dd territorio argentino» 
allanándose a dirigirse al punto que so lo fijo» por 
cuanto so le lia notado la salida por el P. E., y como la 
sentencia recurrida admite el recurso, el Sr. Kiseal de 
Cámara interpone recurso extraordinario fundado en 
que la sentencia recurrida contraría el nrt. 23 do la 
Constitución Nacional en cuanto éste le da facultad al 
Presidente de la República para determinar en qué 
país ha de fijar su residencia el detenido o trasladado, 
requisito ijue no resulta cumplido en el caso. 

Que si hieu es dudosa la relación directa .[lie la 
cuestión planteada tenga con el caso, dado que Gallar- 
do expresamente admite se le fije el lugar, la negativa 
total de la salida de que informa la copia de fs. G: sin 
otro fundamento que las inl urinaciones de la policíu, 
el hecho de que la sentencia acuerde la salida y haya 
sido concedido el recurso, la naturaleza sumaria del 
juicio y la necesidad de proteger la libertad indivi- 
dual f hacen procedente entrar al fondo de la cuestión 
planteada. 

Que ¿si a es muí loga a la resuelta en la lecha en el 
recurso deducido a favor de Agustín Rodríguez Ara- 
yn. Hasta referirse a los fuiíuunieiitos dados en el 
caso, evitando repeticiones inútiles, para confirmar la 
sentencia recurrida. 

Por estos fundamentos, los concordantes de pri- 
me ra y segunda instancias y oído el Sr. Procurador 
General de la Nación, se confirma la sentencia apelada 
de fs. tf> en cuanto ha podido ser materia del recurso 
extraordinario. Siendo improcedentes los términos em- 
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picados 011 el escrito fie t's, 30, subrayados con rojo, 
téstense por secretaría y llámase la atención al firman- 
te. Xotifíquose y devuélvase. 



Disidencia parcial de fundamentos 
Considerando : 

Que las razones dadas en esta misma f celia in re: 
" Agustín Rodríguez Araya —Recurso de Hateas Cor- 



pus — " son pnrtieularmciilt 1 válidas en este caso pues 
no cabe duda alguna respecto al alcance de la resolu- 
ción de fs. ti que deniega la solicitud del detenido sin 
que ni de su texto ni de ningún otro antecedente de 
autos resulte que se haya hecho cuestión del lugar de 
la residencia ni por parte del 1*. EL ni por parte del re- 
currente. I Iay, pues, en este caso, como en el citado, 





Tu más I). Casares. 
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VILLA AUFRICHT Y CIA. v. IMPUESTOS INTERNOS 

REtTfíSO EX TU A ORDINARIO: EequisitOi propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones fedérale* simple?. Interpretación de hts trifes fe- 
derales. 

Es procedente el recurso extraordinario fundado cu que, 
con arreglo a lu ley 11.585 y al art. 157 del l\ Penal, las 
nuevas infracciones a las leyes de impuestos internos 
interrumpen la prescripción de la acción tendiente a re- 
primir la cometida anteriormente y en que también la inte- 
rrumpen todos los: actos de procedimiento, contra la sen- 
tencia i pie admito la solución opuesta y declara que el 
art. fu no es aplicable a los hechos de la naturaleza del 
que motiva la multa impuesta. 

PRESCRIPCION i Prescripción en materia penal. Interrupción. 

Los actos procesales (pie- con arreglo a la ley 31.585 inte- 
rrumpen la prese n pe ¡mi di 1 la acción muí ln* ¡icios direc- 
tos contra la persona del infractor para la represión de 
la infracción, rumo la contestación a la demanda conten- 
ciosa deducida de acuerdo a lo dispuesto por el art. 17 
de la ley :J7t¡4 (t. o.) por la que el fiscal solicita su rechazo 
y el mantenimiento de la multa impuesta. 

PRESCRIPCION; Prescripción en materia penaL Interrupción. 

La prescripción de la acción tendiente a reprimir la in- 
fracción del art. 82 ine. h) del texto ordenado de las 
leyes de impuestos internos se interrumpe por la comi- 
sión de otras posteriores; por lo que procede revocar la 
sentencia que declara operada la prescripción sin tener 
en cuenta si existen o no Jas nuevas infracciones cuya 
existencia ale^a el fiscal y devolver los autos para que 
se dicte el pronunciamiento que corresponda, 

■ 

FALLO HK LA rülíTK Sl'PRKMA 

Buenos Aires, 17 de noviembre de 1944 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
el Sr. Procurador Fiscal do la Cámara Federal de 
Apelación de la Capital contra la sentencia dictada por 
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dicho tribunal en la (lemanita contenciosa soguilla por 
Villa, Aufrieht. y Cía., a fin de que so revoque una mul- 
ta impuesta por la Adminisf ración General de Impues- 
tos Internos. 

Considerando: 

Que la Administración General do Impuestos In- 
ternos lo impuso al actor una multa de treinta mil pe- 
sos de acuerdo con lo resuelto por el Ministerio de 
Hacienda, y en virtud de lo establecido por los nrts. 35 
de la ley 12,148 y 1" de la ley 4295, art. 82, inc. h) del 
texto ordenado. 

Que el Sr. Juez Federal declaró proscripta la 
acción y el Sr. Procurador Fiscal dedujo los recursos 
de nulidad y apelación, fundando el primero en la falta 
de información tendiente a comprobar la comisión de 
nuevos bocbos que hubieran interrumpido la prescrip- 
ción, confirmando la Cámara la sentencia por consi- 
derar que el art. Gl del Código Po*nal no es de aplica- 
ción a los hechos de la naturaleza del que motiva la 
multa impuesta. 

Que contra esta sentencia interpone recurso extra- 
ordinario el Sr. Procurador Fiscal de Cámara, que le 
ha sido concedido y procede, fundado en que el art, 67 
del Código Penal es aplicable en el caso, las nuevas 
infracciones interrumpen la prescripción y en que tam- 
bién la interrumpen todos los actos de procedimiento 
sin discriminación alguna. 

Que ambas cuestiones han sido ya resueltas por 
esta Corte. En el caso de M. A. Gutiérrez (hijo) v. Irn- 



os Internos —Fallos : 197, 276— resolvió, con cita 
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contra la persona del infractor o para la represión de 
la infracción, doctrina que ha aplicado el juzgado de 
primera instancia, con cita del caso — fa. ;j;i. r )— y apli- 
ca la sentencia apelada al invocar 1 os fundamentos de 
aquélla. La aplieabiüdad del art. 67, segundo aparta- 
do, del Código Penal y la interrupción, por consiguien- 
te, de la preseri|H-¡ón d<- la acción en las infracciones 
de la nnt uní lena de la presente, por la comisión de 
otras posteriores, ha sido declarada en el caso de Mo- 
tor P. Bossi, Sociedad de Responsabilidad Limitada v. 
Impuestos internos —Fallos: 108, 380—. Basta refe- 
rirse a lo* fundamentos dados en estos fallos para re- 
solver el presente caso en el mismo sentido. Como Ja 
sentencia declara la prescripción sin tener en cuenta 
la existencia o no de nuevas infracciones, cuya existen- 
cia se alega, corresponde revocarla y remitir los autos 
al tribunal a efecto de que se dicte nueva sentencia. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo 
dictaminado por el «r. Procurador General de la da- 
ción se revoca la sentencia apelada en cuanto ha podido 
ser materia del recurso extraordinario y vuelvan los 
autos a la 1 amara a fin de que se dicte el pronuncia- 
miento que corresponda. Xotifíquese y repóngase el pa- 
pel en el juzgado de origen. 

B. A. Kaaah Anchor en a — F\ 
Mkjía — T. D. Ca- 
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FRANCISCO ANTONIO DEMCA v. PROVINCIA 
DE liUENOS AIRES 

EXl'JiUÍ'I Af'JOX : Praccdi intrata. I'rocedimicntti extrajaditial. 

El propietario que en repetidas presentaciones ante las 
autoridades administrativas provine ¡ales consintió eon su 
silencio el procedimiento de expropiación por el cual fué 
privado de la posesión de su inmueble sin previo papo o 

consignación del pi i<> ofrecido, no puede lueirn hacer 

cuestión ile ello pnr vía judicial, si bien tal circunstancia 
no perjudica su derecho al resarcimiento ti" los daños y 
perjuicios provenientes de la desnosesión y del ulterior 
desistimiento de la expropiación. 

DAÑOS V i'F ¡¡JUICIOS: llcs,«»tsab¡!id«,t W Erttido. Cafas varios. 

EJ Estado <pie después de haber dc-poseído al dueño del 
inmueble sujeto a expropiación degistió de esta y resti- 
tuyó ai piel, debe papar cmno indemnización, el importe 
de los impuestos abonados por el propietario correspon- 
dientes al tiempo que duró hi despi^esión. así como loa 
interese» sobre el precio que el dueño babría obtenido eii 
el remate proyectado y anunciado, suspendido como con- 
secuencia de la privación de la posesión, a partir de la 
fecha en que ésta se produjo basta acuella en que, resti- 
tuido el inmueble, pudo efectuarse la subasta; mas no 
corresponde aeordnr indemnización ni «juna por los perjui- 
cios invocados enmo consecuencia de ln venta de otras pro- 
piedades y de la constitución de una hipoteca para sol- 
ventar bis deudas que había determinado papar con el 
producto del remate suspendido, si no ha probado que 
la restricción del crédito que originó su situación se haya 
debido a la imposibilidad de efectuar dicho remate, ni 
que la venta de las otras propiedades le haya producido 
pérdida. 

Dictamen mt Procuraüob General 
Suprema Corte: 

Procede en este caso la jurisdicción originaria de 
V. K., por tratarse de causa civil en la que un vecino de 
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la Capital Federal demanda a la Provincia de Buenos 
Airea, tal tomo lu establece la providencia de fs, í>.'i vía. 
— Buenos Aires, agosto 12 de H>4;i. — Juan Alvares. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA - 

Huellos Aires, 17 de noviembre de 1944. 

V vistos; Los autos "Delucn Francisco Antonio 
contra Buenos Aires la Provincia sobre indemnización 
de dafios y perjuicios", de loa que resulta: 

(¿tic a fs. 7S 1). Pedro V. B!akc, en representación 
del Dr. Francisco Antonio Deluca, demanda a la Pro- 
vincia de Buenos Airea por indemnización de dnños y 
perjuicios, fundado en los hechos que en resumen se 
exponen a continuación. 

El F de febrero de 1931 adquirió el actor dos lotes 
de terrean de una extensión de Ü'XiM nr. cada uno, 
designados eoti los núnts. 7 y 8 de Ja manzana A. en el 
plano de subdivisión confeccionado por el in.irenjero X. 
M. Herrera, los males formaban parte de la quinta 
tfnfc 41 S del trabado oficial de la eintlad de Mar del 
Pinta, Provincia de Buenos Aires, y pertenecían en 
condominio a los Síes. Ricardo C, (Virios B., Emilio M. 
y Enrique S. Quesada; Saturnino J. Unxué, Pablo Aeos- 
ta, Ignacio Sánchez Elía y los herederos de la sucesión 
Teodoro de Bary. Firmada la respectiva escritura el 
29 de noviembre ile 1ÍKÍH y con el objeto de vender los 
lotes en remate público, el aetor hizo practicar una sub- 
división de los mismos por el agrimensor Mario A. 
Sackmaun, ron arreglo a la cual cambió la numeración 
de aquéllos, que fué nuevamente modificada n conse- 
cuencia ile una nueva operación realizada por e] nom- 
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daron .señaladas con los núms. 7, 8, í), 10 y 11 de la 
manzana A., comprendida entre las calles Explanada, 
Rodríguez Peña, Aristóbulo del Valle y General Roca! 

La subasta, encomendada por el actor a ios marti- 
lieros lín fino de K liza Ido y Cía., t'né provecí ad a y anun- 
ciada por estos para el ll» de febrero dé 1939 medíanle 
una a blindante propaganda realizada inclusive por ra- 
diotelefonía en iínr del Plata y en la Capital Federal. 

Kn momeutos eu que la propaganun so desarrollaba 
con Ja mayor intensidad, el P. E. do la Provincia de 
Buenos Aires, por decreto del 17 de enero de 1939 pu- 
blicado el r de febrero siguiente en el Boletín Oficial, 
ordenó al Juez de Paz del Partido de General Puey- 
rredón que diera posesión de la manzana en (pie esta- 
ban situados los lotes de referencia al inspector gene- 
ral de la Uireceión de Agricultura, Ganadería e In- 
dustria, ingeniero agrónomo Juan lí. de la Llosa y 
dispuso que el Ministerio do Hacienda depositara en el 
Banco do la Provincia la suma de $ uo.337,95 m/n. a la 
orden del Ministro de Obras Públicas y como pertene- 
ciente al correspondiente juicio de expropiación. El 
remate no pudo, pues, realizarse y el actor fué así 
privado de su posesión el 31 de enero de 1930, sin for- 
ma de juicio ni noticia alguna de la medida adoptada 
por el Gobierno tle la Provincia, ya que se enteró de 
los bechos por intermedio del martiliero Sr. Rufino de 
Elizaklc, a quien el ingeniero do la Llosa notificó 
que se abstuviera de sacar a remate los 8.218,54 ra 2 , 
que representan la superficie total de la manzana ocu- 
pada. 

Como el depósito del precio nunca fué hecho ni fué 
iniciado juicio alguno sobre expropiación, el actor sos- 
tiene que Ja Provincia lo desposeyó ¡legalmente de sus 

a los arts. 1068, 1069, 
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1109, Ülá y 1:494 de] QéMgp Civil, debe indemnizarle 
los daños y perjuicios que con ello lo ocasionó, desde 
que esa obligación no desaparece por la circunstancia 
de <]ue el 9 de diciembre de 1939, en cumplimiento del 
decreto dictado el 20* de octubre del mismo año, la Pro- 
vincia le restituyera los lotes de que le lialn'n despo- 
jado. 

Kl a rlor reclama el pago de $ 14.773,18 m/n. en 
concepto del data» emergente que resulta de: a) im- 
puestos de ¡iluminado, barrido y limpieza y contribu- 
ción territorial correspondientes al tiempo que duró 
la desposesión, pagados por el actor ante el resultado 
negativo de las gestiones que realizó para que se le 
eximiera do ellos: $ 113,93 m/n.; h) obligaciones ban- 
ca rías (pie debía solventar con el producto de la venta 
de los terrenas mencionados, provenientes de présta- 
mos obtenidos juntamente con su esposa, Da. María A. 
Botare de Deliu-a, con la garantía de sus bienes pro- 
pios y comimos, cu los Bancos de la Unción Argentina, 
de la Provincia de Buenos Aires y Español del Jíío de 
Ja Plata por un total de $ 91. 991,20. Ante la suspensión 
del remate proyectado, cuyo éxito habría sido seguro 
a juzgar por el resultado do los remates de lotes pró- 
ximos en esa f eolia y el fia en so del que después se 
realizó el 10 de febrero de 1940, dichas entidades exi- 
gieron el pago ile sus créditos, a cuyo efecto el aetor 
tuvo que contraer el J.'í de abril de 1940 un préstamo 
de $ 'MWW con garantía hipotecaria sobro la casa de 
la calle Eivadavíu 7472, de propiedad de su esposa, 
y vender a $ 24 los 7a dur. el ii de julio de 1940, el me- 
jor lote de los terrenos de Mar del Plata, designado 
con la letra ('. y ubicado en la intersección de las callos 
Rodríguez Peña y Aristóbulo del Valle, y en $ 25.000 
el 13 de noviembre de 1940 la casa situada en la calle 
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Rivadavia «69M» de esta Capital. Con motivo do la 
puniera ,1c osas operaciones el actor sufrió perjuicios 
por valor de * 862 ,„/„, provenientes de los hlZ 
os, impuestos y gastos ocasionados por la oscritura- 
eu„ J,„ „ IK „. a , lnn memimm m (]() 

««ntñeo para el actor la pérdida do í 8.788, va „ue si 
"« aera podulo vendar el lote s¡„ aproado hahría obte! 
"<do un precio mucho mayor, o S ca * 59 en ve* de « "4 
que obtuvo. La ultima de ias operaciones de referencia 

Z rr "° "" a PUrdÍd ' 1 ,le * 4 - 50 "- 5 Provenien- 
te de lo» gas os que tuvo quc 1 . eill¡zni . 

ensa en eondic.oncs ventajosas para la venia v de los 
ocasionados por „„ remate que fracasó, por m venta 
privada y la escrituración, que enumorudctnJIadnmente. 

También reclama el actor el papo de t 10 "95 oo 
moneda nacional en concepto de lucro cesante, puVal 
las autoridades provinciales no la hubieran despojado 
e impedido la realización del remate en 1939, los lotes 
so habrían vendido al precio medio obtenido en esa 

época por o.s terrenos adyacentes, que el actor calcu- 
a en $ 4o los 75 dur. y hahría disfrnta.lo entonces de 

los intereses al 6 >/ 3 % . s „|, rc , a smn(| Je , g;í ., m 

calculada sobre dicha base, o sea de * ¡MlU'ó m/n. en 

1939, y de t 4.883,97 en 1940 por labor vendido uno 

UC los lotos, como antea se dijo. 

Un re-sumen se reclama a la Provincia de Buenos 

too* el pago do Ja eantxlad de f 25JKÍS.40 en concepto 
e ni emnizacion de ios daños y perjuicios enumerados, 

asi como Jas costas de este juicio. 

UHC1 ° un "itordicto de recobrar la posesión en 
cuya oportunidad manifestó que se reservaba el dere- 
cho de reclamar esta indemnización, en cavo expedien- 
te se Imitan agregados los documentos que indica y 
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ofrece desdo ya como prueba. Funda su derecho en 
que la des posesión do que fué objeto fué ilegítima y 
violaíoria de los arts, f>, 17, 'M y 10b" ue la Constitución 
Nacional; 2511 y 2512 del Código (.'¡vil, cuyos arts. 
|06ü, UUW, lOfil), 110!>, r 1122, 112:i y 2494 así como 
in jurisprudencia del tributol determinan la respon- 
sabilidad de la Provincia. 

Termina i a demanda coa una referencia a la com- 
petencia de esta Corte Suprema por tratarse de una 
causa civil entre un vecino de la Capital Federal y la 
Provincia de Buenos Aires y con un pedido de que se 
condene a ésta al pago de la suma de $ 25.()f>8,40 m/lh, 
coti intereses desde la " interposición de la demanda y 
las costas del juicio. 

l t >uo a fs. M!> 1). liohorto A. Sola corista la deman- 
da en representación de la Provincia d- i jen >s Aires 
y solicita su rechazo, con costas. 

Manifiesta que por no haber pod lo compulsar 
los antecedentes administrativos relativos a la deman- 
da, niega todos los hechos invocados en ella y desco- 
noce la autenticidad de los documentos acompañados 
por el actor, desconocimiento que condiciona a los re- 
sultados de las pruebas ipie se aporten. Niega la apli- 
ca bilí dad de las disposiciones legales en que se funda 
la demanda y sostiene (pie los actos ndntini 1 ra ti vos 
y las gestiones judiciales realizadas por el dobierno 
de ía Provincia pura desposeer al actor son constitu- 
cionales y legales, así como también que el art. 1071 del 
Código Civil y la jurisprudencia que cita impiden que 
dichos actos i Hiedan ser considerados ilícitos. 

Agrega que aun filando se llegara n la conclusión 
de que la Provincia es responsable por la desposesión 
del actor, la indemnización deberá limitarse a los per- 
juicios efectivamente sufridos y que sean consecuencia 
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directa e inmediata de los hechos y actos imputables 
a la demandada por lo que es inadmisible que se inclu- 
yan los de ños experimentados por el actor como conse- 
cuencia de -su situación económica y no de la des pose- 
sión, tales como los provenientes de las obligaciones 
banca rías y de los préstamos hipotecarios contraídos 
por aquél y de los menores precios obtenidos en las 
venias que realizó. 

Que abierto el juieio a prueba, produjese la que 
indica el certificado de fs, 300; alegaron las partes a 
fs. 307 y fs. 316, dictaminó el Sr. Procurador General 
sobre la jurisdicción a fs. 321 y se dictó a fs. 321 vta. 
la providencia de autos para definitiva. 

Considerando : 

Que la Provincia demandada no desconoce, y está, 
por ÍO demás, fehacientemente probado en autos: 1' 
que el actor es propietario de la tierra, los danos de 
cuya desposesión constituyen el motivo determinante 
de este juicio (fs. -C5) ; 2* que por decreto del 24 de 
enero de 1939 el Gobierno de la Provincia de Buenos 
Aires decidió expropiar una extensión de tierra en la 
que estaba con» prendido el inmueble del actor (fs. 240) ; 
3* que en ese mismo decreto se ordenó consignar el 

tierra por intermedio de las autoridades judiciales del 
partido de General Pneyrrcdón ; 4* que la posesión fué 
tomada el 31 de enero de 1939; 5* que ni antes ni des- 
pués de la toma de posesión se hizo la ordenada con- 
signación del precio ofrecido (conf. considerando 3* 
del decreto del 2íi de octubre de 1939, fs. 241) ; 6* que 
enterado el actor de la decisión del gobierno provin- 
cial y de la toma do posesión se hizo presento en el 
respectivo expediente administrativo, mediante un te- 
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legra ma primero, y un escrito después expresando dis- 
conformidad con el precio propuesto, sin agregar obser- 
vación alguna sobre el procedimiento de ia ocupación 
(fs, 106 y 10ti vta. del interdicto) ; 7* que el 26 de octu- 
bre de \iW g 1*. E. de la provincia demandada dictó un 
decreto dejando sin efecto la decisión de expropiar y 
mandando restituir la posesión a los dueños (fs. 241); 
8' que el 9 de diciembre del mismo año se ejecutó esa 
decisión (fs. 243). 

Que de estos antecedentes resulta sin ningún géne- 
ro de duda: 1* que ni siquiera en la hipótesis de que el 
procedimiento de la toma de posesión hubiera sido re- 
guiar por ajustarse a disposiciones legales de inobjeta- 
ble constitucional idad, puesto que no precedió pago de 
precio alguno, ni siquiera mediante la consignación del 
ofrecido, en este punto el procedimiento de expropiación 
fué no solo violatorio de las mismas normas legales 
invocadas en el deereto que la decidió, sino también 
de lo dispuesto en el art. 17 de la Constitución; 2" nue, 
ello no obstante, la repetida presentación administra- 
tiva del actor en el expediente administrativo limitán- 
dose a impugnar el precio sin objetar para nada el 
procedimiento importó un claro consentimiento de este 
último, que le impide hacer luego efuestión de él, como 
la hace en este juicio; ,T que no por ello carece de 
razón de ser, en principio, esta demanda, pues se la da 
la privación del uso y goce del inmueble desde la ocu- 
pación del :íl de enero de 1939 hasta la restitución del 
9 de diciembre del mismo año, siendo como fué el actor 
por completo ajeno al desistimiento decretado. 

Que la privación aludida impone la devolución de 
los impuestos pagados a la demandada, correspondien- 
tes a ese lapso, sin que los cincuenta días ti el año du- 
rante los cuales el actor estuvo en posesión — 30 días de 
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**m y 20 días de diciembre- autoricen razonablemen- 
te descuento alguno. 

Que así como en el caso de haberse llevado a tér- 
mino ia expropiación la Provincia demandada hubiera 
debido pa#ar el justo precio de la tierra con sus infere 
ma desde ia fecha de la desposesión, es evidente que 
e*W mismos intereses son debidos por todo ei tiempo 
de la privación. Tanto más cuanto que está prohado que 
la venta de las tierras se había anunciado para el mes 
de febrero (fe, 56 del interdicto y 116 de estos autos) 
por lo cual, de no haber mediado Ja ocupación que obligó 
a suspender el remate el actor hubiese dispuesto duran 
te ese tiempo del capital que el precio representa, y 
por ende, de sus intereses, o por lo menos de éstos en 
el caso de acogerse los compradores a los plazos ofre- 
"H os, intereses «me deben calcularse a estilo de los que 
« obra el Banco de la Naeión. q 

Que el actor pretende intereses de dos años en 
razón de que eí remate realizado después de recuperar 
a posesión, en febrero de 1940, fracasó, y debió esperar 
Hasta ia siguiente temporada veraniega para intentar 
de nuevo la operación. Ha probado el fracaso del re- 
mm <fs. 116, respuesta 7") pero no sus causas y como 
«le la pericia de fs. 281 resulta que los valores de febre- 
ro de 1940 eran en la zona superiores a los de 1939 no 
m puede alegar que el remate de 1940, impuesto por 
la suspensión de 1939, de la que fué responsable la 
í rovinc-a demandada, haya debido realizarse en des- 
favorables circunstancias explicativas del adverso re- 
sultado. 

Que los intereses no deben calcularse sobre el 
tiempo de la desposesión exclusivamente sino sobre el 
transcurrido basta que, recuperada la ocupación el 9 
de diciembre de 1939 el actor pudo disponer y anun- 
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ciar de nuevo el remato para realizarlo en momento pro- 
picio de la temporada —febrero de 1040—. Deben, pues, 
calen Jarse sobre el lapso de un año. 

Que soi>re el valor de la tierra al tiempo de la des- 
posesión no hay otra prueba que el dictamen de fs. 220 
rectificado a fs. 281, seííún el cual ese valor era de $ 30 
los 7o decímetros cuadrados. Puesto que la tierra de que 
se trata t'-me una extensión de 1.387 metros cuadrados 
(fs. 2fif> ) -1 capital sobre el que ha de calcularse el in 
teres pu.de fijarse en $ 55.000. 

Que se alegan como perjuicios causados por la pri- 
vación del uso y goce de la tierra durante el año 1939 la 
obligada constitución de una hipoteca de $ 30.000 sobre 
el inmueble del actor sito en esta capital calle Rivada 
vía 7472, y la venta inoportuna de la casa de la calle 
Bivudavia 10695 y de una fracción de los terrenos de 
Mar del Plata en julio de 1940. Se reclama el importe 
de los gastos que causó la operación hipotecaria; la di- 
ferencia entre el precio por el cual adquiriera el actor 
la casa de Kivadavia 106*95 más el importe de las mejo- 
ras en ella introducidas y el que obtuvo en la venta del 
13 de noviembre de 1940, y la diferencia entre lo obte- 
nido por el lote de Mar del Plata y lo que se hubiera 
podido obtener de realizarse la operación sin apremio v 
on conveniente oportunidad. 

Que como prueba del apremio invoca el actor la res- 
tricción que sufrió su crédito banca rio en 1939 y 1940. 
V atribuye esa restricción a (pie, por no haber podido 
vender los terrenos en febrero de 1939 no pudo aliviar 
oportunamente su pasivo con el producido de esa ope- 
ración. 

Que la restricción de] crédito del actor en esos 
años puede considerarse probada (fs. 117, 118 f 149, 257, 
272). pero no lo está que la determinara una imposi- 
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bilidad de aliviar su pasivo cuya causa fuera el no 
haber podido vender los terrenos de Mar del Plata en 
febrero de 1930. Dicha venta le hubiera facilitado, sin 
duda, en cierta medida, la atención de sus obligacio- 
nes banca ri as, pero no es admisible que el crédito de 
un deudor , el cual según sus manifestaciones de Henea 
de 1938 y 1939 tenía aproximadamente un activo de 
$ 450.000 y un pasivo de * 150.000 (fs. 167, 168, 182 y 
289 a 296) a lo que debe agregarse los bienes de la 
esposa, pues parte de las deudas erau mancomunadas, 
meiies^estmiatlos en las manifestaeioues de fs. 162, 163, 
175, 176 y 288 a 296 de esa misma época en no menos 
de $ 270.000, dependiera tan fundamentalmente como 
ye prcteude de una venta de tierras que en la más fa- 
vorable de las Hipótesis, la de pago al contado —se 
ofrecía la facilidad de pagar la mitad del precio a uno, 
dos y tres años do plazo (anuncio de fs. 5fi del inter- 
dicto)— le hubiera producido según la pericia de fs. 
281 alrededor de í 55.000, Además el lote vendido a 
Sforza io iné por el precio que según el perito se ha- 
bría obtenido en la oportunidad del remate que no lle- 
gó a realizarse, y no hay prtieha suficiente de que el 
precio obtenido por la casa de Bivadavia 10695/99 
fuera desfavorablemente influido por la oportunidad 
de la operación, más bien cabría presumir que fué de- 
terminado por las características y el estado de la 
construcción a pesar de las mejoras que el actor le in- 
trodujo (pericia de fs. 229). Y por fin ha de tenerse 
presente que la reducción coincidió con los prolegóme- 
nos y el estallido de la guerra, es decir con circunstan- 
cias de la situación general que provocaron retraimien- 
to del crédito. En suma, que ni el hecho de no haber 
dispuesto en los primeros meses de 1939 del precio 
probable de los terrenos puede considerarse causa de- 
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termina ute de la reducción del crédito que obligó al 
actor a aliviar su pasivo, ni se ha traído prueba di- 
recta, concreta y precisa de que la qo realización del 
remate i n linyera en la decisión de los Bancos de re- 
ducir su crédito j ni la venta de la fracción de los te- 
rrenos lo fue con perjuicio, es decir, por un precio 
inferior al que se pudo probablemente obtener en el 
remate que se suspendió; ni hay prueba satisfactoria 
de que la oportunidad en que se vendió la casa de la 
calle Bivadavia 10695/W impidiera obtener por ella 
un justo precio. 

Por estas eonsidenui'mes se hace lugar en parte 
a la demanda y se condena a la Provincia de Buenos 
Aires á pagar al actor la cantidad de tres mil cuatro- 
cientos trece con noventa y tros centavos moneda na 
cional con sus intereses a estilo de los que cobra el 
Banco de la Nación Argentina desde la fecha de la 
notificación de la demanda y dentro del plazo de trein- 
ta días. Sin costas. Hágase saber, repóngase el papel 
y en su oportunidad archívese. 

B. A. Nazau Anchores* ~ F. 
Ramos Mkjía — T. D. Ca- 
sares. 



FRANCISCO JUAN MORCA VI v, PROVINCIA 
DE lU'ENON AÍUES 

PRUEBA: Peritos. 

La audiencia del art. 151 de la ley 50 está destituida a 
obtener las explicaciones míe el Tribunal encuentre opor- 
tuno mj uerir at perito, y no constituye oportunidad 
para el of reeiiniento ni producción de prueba (»). 

(*) 1' d« noviembre de 1944. Fallos: 197, ¡57. 
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CAMPO Y MARTINEZ v. A LBI NARRATE, BOHER Y CIA. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Relación 
recta. Sentencias con fundamentó «n federales o fedérale» consenti- 
dos. Fundamento» de hecho. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tciiL-ia que fundada en consideraciones de liedlo suficien- 
tes pora sustentarla rechaza la demanda sobre uso inde- 
bido de nombre comercial deducida por una «ociedad 
instalada en la Capital Federal contra otra de igual nom- 
bre instalada cu Bahía Blanca, I'rov. de Buenos Aires (»). 



SOCIEDAD ARGENTINA "LOS MENDÜC1NOS" 
% BERNARDO BLAS CLARK 

MARCAS DE FABRICA: Nulidad. 

La sociedad constituida para dar audiciones musicales y 
repartir entre sus componentes las utilidades así obte- 
nidas, que según lo resuelto por la sentencia objeto de 
recurso extraordinario, no reviste carácter comercial, no 
*stk amparada por los arfe. 42 y siguientes de la lev 3975 
aun cuando haya obtenido el registro del nombre como 
marca ( 2 ), 



LOLA V. PIBRA LOPEZ v. PROVINCIA DE TUCUMAN 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestión fi- 
dcral Cuestione* federales rom pie jas. IneonstiUieionaUdad de normas 
!t actos provinciales. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
admite la validez de los arts. 50 y 52, inc. 3* de la ley de 
Montepío Civil Ñ* 1603 de la Prov, de Tucumán impug- 



O) 20 do noviembre de 1944. Fnlloa: l£>0 t 328: 101, 286. 
(=) 20 do nortembre de 1914. Fallo* : 103, 5; 1B3, 228. 
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nados por la recurrente como velatorios de] art. 17 de la 
Constitución Nacional y desestima el recurso contencioso 
administrativo interpuesto por aquélla. 

JUBILACION Y PENSION. 

Las leyes de jubilaciones y pensiones pueden constitucio- 
na mente determinar los beneficiarios y los requisitos que 
defieran reunir para serlo con prescindeneia del régimen 
estableólo por el C. Civil para el orden de las sucesiones, 
pues c| derecho a los beneficios acordado* por aquéllas 
no se tiene p r título hereditario. 

JUBILACION X PENSION. 

Las personas que según la respectiva ley de jubilaciones 
tendrían derecho a determinados beneficio* por falleci- 
miento dél afiliado sólo tienen, mientras tanto, un simple 
derecho en expectativa susceptible de ser válidamente 
suprimido por una ley posterior. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constituriomlnlad , inconstitndo- 
naltaatt. Leyes provinciales, Tueitmán. 

Los arts. ">fl y 52. ine. 3', de la ley de Montepío Civil de 
Tucuman núm. interpretados en el sentido Me que 

la hija soltera mayor de edad de una afiliada fallecida 
durante la vigencia de dicha ley carece de derecho a 
pensión y a la devolución de los aportes efectuados por 
su madre aun cuando la ley anterior acordara pensión a 
a hija soltera cualquiera fuese su edad, no la privan do 
un derecho adquirido ni comportan violación del art 17 
de la Constitución Nacional 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Recito* propio,. Cuestiones 
*° f< deraI <°- l»t*r P rrt,u¡ón de normas y actos tárale, en general. 
La interpretación dada por el tribunal apelado a las dis- 
posiciones de la ley de Montepío Civil de Tueumán no 
puede ser revisada por la Corte Suprema por medio del 
recurso extraordinario. 
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Sentencia de la Cohte Scprema de TucumjÍx 



Tucnmán. junio 22 de 1943. 



V vistos: estos autos seguidos a instancia de Lola V. Piera 
López, soltera y vecina de este municipio vs. el poder adminis- 
trador por repetieióu de aportes y de los «iue resulta ; 

La actora afirma tjue mí madre legítima, María Rosalía 
López de Piera, obtuvo jubilación «*xtraordinaria por enfer- 
medad, con feeuj enero 1H de-1942. ampiándosele su renuncia 
en febrero 2ü\ pero falleció en nuirzo 7, ignorando su carác- 
ter de jubilada. Que la Junta aplicando la ley vigente, reco- 
noce que la causante dejó dereeho a pensión, pero se le niega a 
la actora por ser mayor de edad (art. 53 y art. 52 ine. 3) v 
cuando se le reclama la devolución de los aportes por aplicá- 
eion del art. 50 que rige la repetición de los aportes de los 
empleados que no dejan derecho a pensión, también Jos niega 
despojándola de un bien legítimo que la ley nueva pudo limi- 
tar, pero no destruir. Que sin resultado el reclamo adminis- 
trativo, demanda y pide: revocatoria del decreto administra- 
tivo, fecha mayo 21 de 1942; se condene a la devolución de 
los aportes hechos por la causante y según liquidación que 
se hará oportunamente; y en su defecto su declare inconsti- 
tucionales los arts. 50 y 52 inc, 3' de la ley especial vigente, 
en cuanto niegan totalmente la devolución de aportes e impide 
la pensión a la hija soltera, derechos que concedía la ley 
anterior; intereses y postas. 

La demandada reconoce los hechos afirmados en la deman- 
da y sostiene que Ion derechos concedidos por la ley están condi- 
cionados a la existencia de beneficiarios en Jas condiciones de 
los arts. 41 y 52 de aquélla, condiciones que no reúne la actora. 
Que tampoco correspondí* devolver aportes," cuya devolución 
únicamente cuando el empleado no deja derecho a pensión. 
Que la ley de jubilaciones no acuerda al empleado derechos 
adquiridos, por torio In cual pide et rechazo de la demanda, 
con costas. 

Considerando ; 

Que con fecha noviembre 10 de 1941, María Rosalía Ló- 
pez de Piera inició su jubila* ión por motivo de la enfermedad 
que la imposibilitaba pare continuar su desempeño como edu- 
cacionista y. previos los trámites legales. la Junta le concedió 
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jubilación extraordinaria en enero 16 de 1942, resolución que 
fué aprobada por el poder administrador según decreto de 
enero 22 del mismo año. Aceptada la renuncia de ta maestra 
en Febrero 26, la jubilada falleció en murzo 9 de 1942. 

Que como lo ha declarado el Tribunal en numerosas oca- 
sione*. la ley de jubilaciones es de forma y fondo, pues com- 
prende y reglamenta los requisitos y condiciones para obtener 
aa declaratorias, la pérdida de los déréeíios sobre los cuales 
legisla, así como los trámites, instancias y recursos (pie otorga 
para la defensa de los intereses de la Caja y los de sus aso- 
ciados copartícipes. 

Que el procedimiento especialmente reglamentado por 
dicha ley y tal como se lia hecho anteriormente con referen- 
cia a loa actuados administrativos agregados a los autos está 
completamente agotado (arts. 19, 20. 27 v f>á lev do jubi- 
laciones 1, 

Que si bien no consta en los mismos actuados la notifica- 
eion formal de |a resolución definitiva del poder administra- 
dor, todo induce a considerar que la interesada tuvo conoci- 
miento de lo resuelto. Además, dicha resolución v como lo 
manda su parte dispositiva, futí publicada en el Boletín Oficial 
(lluro. 986;) pág. 290 de fecha enero 29 de 1942) procedi- 
miento que si bien podrá ser dist ti do como cpie no importa 
una notificación personal a la interesada constituye una pu- 
blicidad evidente y autentica (art. 5 del acuerdo gubernativo 
que organizó el Boletín Oficial). 

Que aun prescindiendo de estos antecedentes, la propia 
actora presentóse cu marzo 22 de 1942 al poder administrador, 
invocando, como ahora, su calidad de hija legítima de la cau- 
sante e inició groi iones dirc, .amenté relacionadas con la jubi- 
lación ya concedida, circunstancia que vuelve aplicable lo dis- 
puesto por el art. ;iti Proc. y según el cual, siempre que resul- 
te de autos haber tenido la parte noticia de la providencia, 
la notificación surtirá desde entonces todos sus efectos, como 
si estuviera legítimamente hecha, presura iéudose el conocimien- 
to cuando consten en el expediente notificaciones de fecha 
posicrior. 

Que se trata, pues, de un acto completo v perfecto del 
poder administrador y (pie causa estado, va que tampoco es 
impugnado por m forma, ni por su contenido. 

Que por fallecimiento de la jubilada, la pensión corres- 
pondía, por su orden, a las personas enumeradas en los arts 40 
y 41 de la ley especial, entre las cuales cuenta la hija y para 
quien el derecho a Ja pensión se extingue cuando contrae ma- 
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trimmiMJ o cuando llega a la mayor edad (ine, 3^' art. 52). 
La propia aetora ha probado haber nacido el día marte» 13 
de enero de 1913, os decir, que i'uando se otorgó jubilación 
a la causante (enero 22 de 1942) su hija tenía ya 29 años 
do edad y carecía de todo derecho. 

En cnanto a la repetición de los aportes, que el art. 50 
de la ley establecen ios beneficiarios designados en el art. 41 
(viuda, padres, hijos > tendrán derecho a que se les devuelva 
los aportes que hubiere realizado el empleado que no haya 
dejado derecho a pensión. 

Que en la especie no concurría, por lo menos, uno de los 
supuestos necesarios del artículo : ser beneficiario en el mo- 
mento del reclamo. 131 derecho es concedido a t'tulo de bene- 
ficiario y no en el de heredero. Y la razón es obvia, porque 
los aportes forman el fondo de capitalización para servir la 
rentn del jubilado, o la pensión al beneficiario designado por 
la ley, que no es todo heredero forzoso del jubilado fallecido, 
sino los convocados legalmente a ese beneficio, como la viuda, 
los hijos menores, bis padres viudos, pero no la esposa que 
contrajo nuevas nupcias, ni la hija menor casada o ya mayor 
de edad, ni a los padres casados, supuestos en que la fina- 
lidad protectora de la ley no tiene razón de subsistir. 

Al argumento de inccmstitueionalidad, que como lo ha 
declarado el Tribunal, el Monte Pío es institución local de 
carácter administrativo, su ley es el estatuto del empleado, ri- 
gen las normas del derecho público y es un derecho propio 
y no hereditario; doctrina que impugnada ante la Corte 
Nacional, i'sta confirmó y declaró legítima (Jur. Arg,, 46, 
pág. 801 i 48 pág; 676 y especialmente 51, pág. 398), 

Por p^tos fundamentos, se resuelve no hacer lugar al 
recurso contencioso administrativo interpuesto por Lola V, 
Pie ra López vs, el poder administrador y en consecuencia 
declárase que los inris. 50 y 52 ine, 3 de la ley de jubilacíontít 
local son constitucionales y firme la resolución administrati- 
va impugnada que rechaza la repetición de aportes hechos 
por la causante María Rosalía López de Piera. Costas por 
su orden. — Juan fleller. — Rafael Garda ZavaUa. — M. 
Litando Kurda. — V. Alberto de la Vega. — F. S. Taboada. — 
Luis A, dinyano. — R. ¿rltreirr. 
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Dictamen del Proci-íiauor Genkiml 
Suprema Corte: 

Procede en e^tc caso el recurso extraordinario por 
haberse impugnado, so color de inconstiucionalidad, 
disposiciones de una ley de j ubi i aciones de la Provin- 
cia de Tucumán, y ser contrario al derecho invocado 
por la parte recurrente al fallo definitivo de la Corte 
Suprema de .f noticia do dicha provincia. 

En cuanto a la cuestión de fondo, aparece caracte- 
rizada por estos I lechos. En 22 de enero de 1942 el 
P. E. de Tucumán aprobó «na resolución de. la Junta 
Administrativa del Montepío Civil local, que concedía 
jubilación extraordinaria a Da. Marín Rosalía López 
de Piera. Semanas después —febrero 21, fs. 14 vtu.— 
dicha señora renunció al cargo que desempeñaba; y 
falleció el 7 de marzo subsiguiente. En tales condicio- 
nes, una hija suya, Da. Lola V. Piera López, sostuvo 
qne como no le correspondía derecho a pensión, por ser 
ya mayor de edad, debían devolvérsele los aportes he- 
chos por su señora madre al Montepío. Disestimada 
tal pretcnsión, primero por el P. E. (fs, 24) y después 
por ta Corte {fs. 42), se trae ahora el asunto a V. E. 

A mi juicio, corresponde confirmar el fallo ape- 
lado en cuanto pudo ser materia de recurso. Desde 
luego, queda fuera de revisión cuanto se refiera a in- 
terpreta^ la ley local ; y resulta claro que esta última 
pudo, válidamente, negar a las hijas del jubilado el 
derecho a la devolución de aportes, aunque hubieran 
perdido por llegar a la mayoría de edad, el de reeihir 
ponsión, Xada encuentro en ello que sea violatorio del 
derecho de propiedad, o de derecho alguno adquirido. 
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Organizar de esa suerte, los beneficios, no comportó 
excederse en las facultadas que corresponden consti- 
tucionalmeutc a los poderes locales. Es, por lo demás, 
la doctrina sentada por V, E. en 179:394, y otros fa- 
llos concordantes. — Buenos Aires, setiembre 9 de 
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Buenos Aires, 22 de noviembre de 1944. 

V vistos los autos "Fiera López Lola V. centra 
Provincia de Tucumán sobre devolución de aportes", 
en los que se ha concedido a la actora el recurso extra- 
ordinario deducido a fs. 65 contra la sentencia dictada 
a fs. 61 por la Corte Suprema de Justicia de la Pro- 
vincia que no hace lugar al recurso contencioso admi- 
nistrativo interpuesto por aquélla. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario es procedente por- 
que desde la presentación de fs. 3 (petitorio segundo, 
a fs. 3 vta.) se ha cuestionado la constitucionalidad de 
los arta. 50 y 52, iuc. 3*, de la ley N* 1603 de Montepío 
Civil de la Provincia do Tucumán, y la decisión defini- 
tiva de la Corte Suprema de dicha provincia es contra- 
ria al derecho que la recurrente invoca. 

Que la cuestión sobre la que ha de pronunciarse 
esta Corte en la decisión del recurso extraordinario 
sólo consiste en saber si la citada ley de la Provincia 
demandada pudo negar válidamente a la recurrente el 
derecho a la devolución de los aportes hechos por su 
señora madre mientras fué empleada de aquella pro- 
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vincia, siendo que la ley anterior de la materia le reco- 
nocía un derecho a pensión que la vigente no le neuerda. 

Que Da. María Rosalía López Piera entró n formar 
parte del personal administrativo de la Provincia de 
Tueuman el F de abril de 1311 (fs. líí). El 20 de junio 
de 11*27 se sanciona la ley de montepío por cuyo art. o2 t 
inc. 3', se acordaba derecho a pensión a las hijas solte- 
ras de los jubilados, sin limitación de edad. El 31 de 
diciembre de 1Í*3Ó se sanciona ana nueva ley de la ma- 
teria por la cual las hijas mujeres mayores de edad no 
tienen derecho a pensión, y además sólo pueden reque- 
rir devolución de aportes los sucesores del empleado 
que la ley enumera, si este último no deja al tallecer 
derecho a pensión — reforma de los arts. 50 y 52, inc. 3*. 

Que la interpretación de la ley citada c«tá fuera de 
los límit-es del recurso extraordinario, por lo cual sólo 
corresponde considerar aquí si la aplicación que se hace 
de ella en la sentencia recurrida comporta lesión in- 
constitucional del derecho de propiedad. 

Que para sostener que la comporta la recurrente 
alega ser el que a la devolución de los aportes y a pen- 
sión, en su carácter de hija soltera, cualquiera fuese su 
edad, le acordaba la ley de 1927 un derecho patrimonial 
adquirido. Si así fuera no hubiera podido privarla de 
él ni siquiera una ley de orden público porque la retro- 
actividad que éstas pueden tener está limitada por las 
garantías de los derechos individuales que consagra la 
Fonslitueión < Fallos: 179, 4ÜÜ y los allí citados). 

Que lo relativo al derecho a pensión sólo fué inei- 
dentalmente invocado — punto 2* del petitorio de fs. 3 
vta— como derecho adquirido intangible. La demanda 
contenciosa a la que puso término la recurrida senten- 
cia de fs til se refirió exclusivamente a la devolución 
de los aportes y sólo reeayó sobre esc punto h decisión 
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citada. Ello no obstante, la aludida in tangibilidad debe 
ser considerada en la oportunidad de este recurso, pues 
Ja recurrente sostiene que no se la pudo privar del de- 
recho a los aportes en razón de que la devolución de 
éstos vino a reemplazar a la pensión que la ley anterior 
le acordaba y la actual le niega (fs. 4). Negarle la ley 
actual la devolución de los aportes sería lesión patri- 
monial contrario a la Constitución si es que dicha de- 
volución hace ahora las veces de la pensión que acor- 
daba la ley de 1ÍÍ27 y de ésta no hubiera podido ser 
privada la recurrente del modo total y absoluto que 
importa el no acordarle tampoco devolución de aportes. 

Que al beneficio de la pensión no se tiene derecho 
por título hereditario. Nada obsta constitucional ni le- 
galmente a que el régimen de él difiera, en la determi- 
n tón de los beneficiarios, y de las condiciones que han 
de reunir para serlo, del que consagra el Código Civil 
para el orden de las sucesiones. Y así como la mayoría 
de las leyes de esta especie excluye del beneficio en 
cuestión, sin que la exclusión *e haya objetado, a los 
hijos varones mayores do edad y a 'las hijas casadas, 
no es menos inobjetable, desde el punto de vista de los 
principios constitucionales y de aquéllos de la legisla- 
ron civil a los que las leyes locales deben atenerse, la 
exclusión de las hijas solteras mavores de edad (Fa- 
llos: 173, 25ÍÍ; 177, lí>í> y 345). 

Que reconocida la validez de la exclusión queda por 
saber en qué momento «cría contrario a derecho ha- 
cerla efectiva porque se ataeara con ello un derecho 
adquirido de la especie a que se aludió en el conside- 
rando 5\ En esto caso lo fué antes de que la antecesora 
de Ja recurrente se hubiese acogido a la jubilación, es 
decir, cuando se trataba de un mero derecho en expec- 
tativa (Fallos: 170, 12). Ha de observarse además que 
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no está cu cuestión el derecho del empleado — caso in- 
dudablemente diverso, tratándose sobre todo de la de- 
volución de los aportes, porque con rospecto a éstos 
quien los allega tiene sobre ellos un cierto derecho ad- 
quirido que no podría serle denegado per completo en 
ningún momento, salvo los casos de justa exoneración— 
(Palios: tomo 192, jwíg. 359) y que la ley examinada 
no sólo no suprimió el derecho a pensión de un modo 
total y absoluto (utodific. del art. 40) sino que además 
cuando el empleado fallecido no deja derecho a pensión 
lo acuerda a la devolución de los aportes a aquéllos que 
hubieran podido llegar a tenerlo de haber cumplido ei 
empleado fallecido el indispensable número de años de 
servicio (art. 50). 

Que no hay una relación directa entre el derecho 
en expectativa de la recurrente suprimido por la modi- 
ficación de 1935 al art. 52 de la ley de 1927, y los' apor- 
tes cuya devolución reclama. La relación de éstos es en 
general con las pensiones que acuerda el régimen legal 
vigente a la época del fallecimiento del empleado. Por 
consiguiente, si antes de que por el fallecimiento del 
empleado el derecho en expectativa de los futuros pen- 
sionistas se convirtiera en derecho adquirido, la ley 
pudo modificar válidamente la nómina de aquéllos y la 
determinación de las condiciones que debían reunir 
para gozar del beneficio, porque el punto está librado 
al criterio del legislador local y condicionado por las 
posibilidades económicas del sistema jubilatorío adop- 
tado; si el derecho que la ley de 1927 acordaba a la 
recurrente era, al tiempo do la reforma de 1935, mero 
derecho en expectativa sólo fundado en la decisión le- 
gislativa que lo había acordado y no en la naturaleza 
de las cosas, como es el que el empleado, a quien se le 
hace retención de aportes, tiene sohre estos últimos, 
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baio forma do retiro o de pura y simple devolución de - 
ellos ; y si la ley cu cuestión se hace cargo, en principio, 
del problema de justicia que implica la existencia de 
retenciones que no van a contribuir al pago de un re- 
tiro, porque el empleado muere anteB de haberlo obte- 
nido, ni de pensiones, porque muere sin dejar derecho 
a ellas, y manda entregarlas a quienes hubieren veni- 
do a ser beneficiarios de estas últimas, caso de haber 
fallecido el empleado con años de servicios suficientes 
para dejar derecho a ellas, no hay lesión patrimonial 
de la recurrente violatoria de la garantía consagrada 
por el art 17 de la Constitución, que es a la que tácita- 
mente se acoge en sus alegaciones. 

Que la cuestión relativa a que por no haber en el 
caso sucesores de la empleada fallecida con derecho a 
pensión, la recurrente tenga el derecho a la devolución 
de aportes que consagra el art. 50 es de interpreta- 
ción de la ley local, librada al juicio de los tribunales 
de la provincia respectiva (art. 105 de la Constitución) 
y ajena al recurso extraordinario de que aquí se trata. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dicta- 
minado por el señor Procurador General, se confirma 
la sentencia de fs. 61 en lo que ha podido ser materia 
del recurso. Hágase saber y devuélvanse, debiendo re- 
ponerse el papel en el tribunal de procedencia. 

B. A, Xazak Anchores a — P, 
Ramos Mkjía — T. D. Ca- 
sares. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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b) Declarada la competencia del juzgado y corrido 
traslado de la demanda al P, E. por intermedio de! ministerio 
del ramo, a fs. 25 se presenta el procurador fiscal y dice: 

Que la demanda es improcedente. Opone en primer tér- 
mino la defensa de prescripción (art. 4030, Cód. Civil). Agre- 
ga que en el caso, el pronunciamiento del P. E. ea írrevisible, 
dado que éste ha sido dictado en uso de facultades propia» 
e inherentes emanadas de la Const. Nac. (art, 86, inc, 16). 
Sostiene en consecuencia (pie la bu ja decretada se ajusta a 
la ley y es por lo tanto inobjetable. Cita jurisprudencia que 
hace a su derecho y luego de hacer algunas otras considera- 
ciones más en este sentido, pide el rechazo definitivo de la 
acción con costas. Opone subsidiariamente la prescripción 
que autoriza el art. -1027, inc. 3* del Cód. Civil, respecto a 
los sueldos reclamados. 

Considerando: l v Que la defensa de prescripción nue 
entre otras articula la demandada en su escrito de responde 
no puede en el caso prosperar. 

La caducidad bienal prevista por el art. 4030 del Cód. 
Civil, y que sirve de fundamento legal a la articulación ana- 
lizada, es pnra el ruso inaplicable, porque lo <pie se persigue 
en este juicio no es precisamente la nulidad de un acto de- 
terminado (decreto del P. E, del año 1934), sino el recono- 
cí miento de un derecho que se funda en la ley, lo que trae 
como consecuencia accesoria, la nulidad del acto que desco- 
noció este derecho. Que en estas condiciones la prescripción 
no puede regirse por otra que no sea la que corresponde a 
la acción principal (derecho al grado militar), la que, de 
acuerdo a lo resuelto por la Corte Suprema de la Nación 
en clisos análogos, es la decenal (art. 4023, Cód. Civil), que 
no se ha operado en el sub júdice (Corte Suprema, Fallos,, 
t. 148, p. ]">7, etc.) de acuerdo a las constancias de autos. 

2* Que en cuanto hace al fondo del asunto cuestionado, 
el suscripto se inclina por el rechazo de la acción deducida. 

Según se desprende de las propias manifestaciones he- 
chas por la adora en su escrito de demanda, ésta no des- 
conoce en principio la facultad de destitución que tiene el 
P. E. Sin embargo, impugna en el caso el pronunciamiento 
recaído en su perjuicio por decreto del año 1934, fundada en el 
hecho de <|iic la Taita imputada no lleva aparejada dentro 
de la ley la sanción impuesta. Sostiene que la destitución 
no es una facultad discrecional del P. E. sino reglada y por 
lo tanto sujeta a la norma que rige en cada caso particular. 

El argumento que se hace cu apoyo de la tesis sostenida, 
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parte de un fundamental error y no es compartido en conse- 
cuencia por este juzgado. 

La '«^tad ejecutiva de remover a los militares, siem- 
pre que se trate de oficiales de menor graduación, nace di- 
recta e implícitamente de Ja Const, Nacional {art 86, incs. 16 
T W) y no de la ley, como parecería entenderlo la actora en 
yu escrito de demanda. De ello se infiere lógicamente, que 
las limitaciones impuestas por ésta en cuanto reglan todo 
lo relativo al gobierno del sistema militar no pueden en 
modo alguno restringir la potestad ejecutiva, dado el orden 
que debe prevalecer en la aplicación de las leves de confor- 
midad con lo dispuesto por el art. 31 de la misma Constitución. 

& (¿ue tampoco se puede afirmar en el caso la violación 
de * ley en cuanto a la forma y procedimiento seguido en la 
destitución que motiva esta causa. La propia interesada lo 
reconoce, y ello surge también probado con las constancias 
administrativas agregadas por cuerda separada, que las pres- 
cripciones previstas por el Código de Justicia Militar (art. 
040), han sido observadas en cuanto a la formación del su- 
mario previo, único requisito que se exige en estos oasos 

4* Que sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, cabe 
agregar que la cuestión debatida no es novedosa v la Corte 
Buprema de la Nación lia tenido oportunidad de pronun- 
ciarse en un caso análogo, confirmando los fallos de !• v 2» 
instancia (ver. J. A., t. 22, pág. 141, Cfim. Fed.) en el sentido 
de que se ha expresado (Fallos; t. 148, pág. 157) circuns- 
tancia que exime al suscrito abundar en mavores considera- 
ciones, y dando por reproducidas en esta sentencia las ra^ 
SI J? m T T y w. pensión se han dado en el caso 
señalado, Be decide definitivamente por el rechazo de la de- 
manda y así se declara. 

Por las precedentes consideraciones, ^allo rechazando la 
demanda instaurada por el teniente de fragata Juan Carlos 
Masón Lugones contra el Gobierno de la Nación, sin costas 
— Eduardo Sarmiento. 



Sentencia de la Cám a ka Federal 

Buenos Aires, julio 7 de 1943. 

Y vistos : De acuerdo con lo resuelto por la Corte Suprema 
en el caso Agmrre v. Gobierno Nacional, Fallos : t. 148, pág 
157 ; y por sus fundamentos, se confirma la sentencia recurrida" 
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sin costas atenta la naturaleza de la cuestión debatida — 
Ricardo Villar Palacio. — Juan A, González Calderón. — Car- 
los del Campillo, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de noviembre de 1944. 

Y yistqa ]or autos "Masón Lugones Juan Carlos 
contra la Nación sobro reintegración de grado militar", 
en los que se lia concedido a ambas partes el recurso 
ordinario de apelación contra la sentencia de la Cá- 
mara Federal de la Capital que rechaza la demanda sin 
costas. 

Considerando : 

• 

1* En cuanto a la procedencia de los recursos: 

Que si bien el recurso ordinario concedido a la 
parte aotora es procedente por cuanto el monto del 
asunto excede el límite fijado por el art. 3, ine. 2% de la 
ley 4055, no ocurre lo mismo con el interpuesto por el 
señor Procurador Fiscal respecto de las costas, por 
lo que ha sido mal concedido a fs. 78 y así se declara de 
acuerdo a la jurisprudencia de esta Corte Suprema 
(Fallos: 178, 352; 187, 418; 194, 108). 

2* En cuanto al recurso de apelación concedido a 
la parte actora: 

Que no Imy en este caso circunstancia ni modali- 
dad alguna de él en razón de las cuales no sea de es- 
tricta aplicación la doctrina sentada por esta Corte en 
la causu *' Domingo Aguirre v. Gobierno Nacional 1 ' 
(Fallos: 148, 157) donde fueron expresa y detenida- 
mente examinadas las mismas defensas que aquí se in- 
vocan, con la singularidad, corroborante de lo aplicable 
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que es dicha doctrina al caso de este juicio, de que allí 
se trataba de una destitución dispuesta por el Presi- 
dente de la Nación, después de haber sido nbsuelto el 
oficial por el Consejo Supremo de Guerra y Marina y 
aquí lo ha sido como decisión de un sumario de cuyas 
constancias se consideró que resultaba haber incurrido 
el actor *'cn infracción disciplinaría que está compren- 
dida en el concepto general expresado en el art, 1(1 del 
Reglamento General de Paltas do disciplina y sus pe- 
nas, con el agravante de reiteradas faltas disciplinarias 
con carácter grave que se registran cu su legajo perso- 
nal". Esto es que las razones por las cuales en el caso 
citado se juzgó haber obrado el Presidente de la Na- 
ción en ejercicio regular de sus facultades constitucio- 
nales y legales, llevan más decisivamente aún a idénticn 
conclusión en el de estos autos. 

Que lo resuelto en el enso 4 'lia neto A, v. Gobierno 
Nacional" corresponde a una cuestión por completo 
distinta, cual os la relativa a la facultad del Poder Eje- 
cutivo para dejar sin efecto el grado a que el actor fué 
promovido de acuerdo con lo dispuesto por la ley 11.2fi8 
sin invocai- ninguna de las circunstancias y causales 
quo según las pertinentes disposiciones legales auto- 
rizan a privar do su grado a un militar, mientras que 
lo decidido en el caso "Agnirre", aplicable al de este 
juicio, es que el Presidente de la Nación ejerce regular- 
mente facultades que le son propias por disposición de 
la Constitución y de las leyes que reglamentan el res- 
pectivo precepto de la Tarta Fundamental (art. 86, 
ines. 10 y 16), cuando decreta, previo sumario, la desti- 
tución o la baja de nu militar, quo no sea oficial supe- 
rior, por razones de disciplina. 

Por estos fundamentos se declara improcedente el 
recurso ordinario concedido a fs, 78 a la parte doman- 
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dada; se confirma la sentencia de fs. 73 en lo que ha 
sido materia del recurso interpuesto por la parte ac- 
tora, y se imponen a esta última las costas de esta ins- 
tancia. Hágase saber y devuélvanse, debiendo reponerse 
el papel en el juzgado de origen. 

B. A. Nazab Axcüorexa — F. 
Ramos Mejía — T. D. Ca- 
sares. 



DIRECCION NACIONAL DE VIALIDAD v. 
PEDRO OLMOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Relación di- 
recta. Norman extrañas al juicio. 

Es improcedente, por falta de relación directa, el recurso 
extraordinario fundado en los arts. 17 de Ja Constitu- 
ción Nacional y 3 y 2511 del C. Civil contra la sen- 
tencia que, aplicando el art. 18 de In ley 189 reformado 
por el decreto del 6 de jniio de 1944, declnra que las 
costas del juicio de expropiación que falla deberán ser 
pagadas en el orden causado. 

RETRO ACTIVIDAD. 

La aplicación del art. 18 de la ley 189 reformada por el 
decreto del 6 de julio.de 1944 a los juicios de expro- 
piación no fallados afín no comporta violación de dere- 
chos adquiridos. 

Dictamen del Pkoci*rawjk G en En al 
Suprema Corte: 

Con arreglo al art. 18 de la ley de expropiación 
N* ISí), "los costos del juicio serán a cargo de la Na- 
ción, siempre que la indemnización sea superior a Ja 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

oferta dol P. E. o su mandatario, aunque sea inferior 
a la demanda del interesado ; si no excede a lo ofrecido 
por aquel, los costos serán satisfechos por mitad". 

Aplicando ese artículo, durante muchos «ños la ju- 
risprudencia de % E. se mantuvo constante en el sen- 
tido de conceptuar que "los costos" aludidos en dicho 
artículo referíanse tan sólo a honorarios de peritos v 
sellos de actuación < 7:187 y 193; 26:321; 50:105 
159: 351 ; 155 ¡ 332, entre otros). 

Algún tiempo después, en 166: 27, entendió la Corte 
que correspondía modificar esa inteligencia dada al 

Sí in L 11 *™*? 10 dis P uest0 P° r Jey nueva -] a 
IS 10.996- sobre representación en juicio; y más ade- 
lante proveyendo a peticiones de esta Procuración Ge- 
neral, aclaró el alcance de tal modificación, puntuali- 
zando como causa de la inclusión do Jos honorarios de 
procurador y abogado en -los costos" indemnizabas 
-a existencia de desproporción injustificada entre la 
suma ofrecida por la parte expropiante, lo tasado por 

(176; lo2; 1S1 : 3*2). Aproximábase con ello, la inter- 
pretación del art. 18, a las normas generales vigentes 
en materia de costas. 

Quedaron, pues, los juicios de expropiación en si- 
tuación muy parecida a la de los demás juicios civiles 
por lo que a condenación en costas respecta. 

dp mH J» Pü, V leeret0 * 17 < 2 ™> m$ de julio 

de 1944 (Bol. Ote julio 15) el Poder Ejecutivo resol- 
vio reformar dicho arüeulo estableciendo entre otros 
cambios el siguiente: 

-Las costas del juicio serán a cargo de la Nación, 
siempre que la indemnización sea superior a la suma 
orrecida con mas el cincuenta por ciento (50%) de la 
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diferencia entre este y la reclamada. En caso contrario, 
las costas so abonurún en el orden causado". 

Y en otra parto del mismo decreto, previno que esa 
reforma debería aplicarse a todas las causas pendien- 
tes en las cuales no se hubiese dictado sentencia de úl- 
tima instancia. 

Así lo lia hecho la Cámara Federal de Mendoza, 
en su fallo obrante a fs. 115 de estos autos seguidos por 
Dirección Nacional de Vialidad contra Pedro Olmos, 
sobre expropiación; y como a mérito de ello se ordena 
pagar las costas de ambas instancias en el orden cau- 
sado, el expropiado trae ahora un recurso extraordi- 
nario para ante V. E. fundándolo cu que resulta viola- 
torio del art. 17 do la Constitución Nacional, del 18 de 
la ley 189 y del 2511 del Código Civil, impedir se le in- 
demnice la totalidad de los perjuicios que la expropia- 
ción le ha causado; y violatorio también del art. 3 del 
mismo código dar carácter retroactivo al nuevo sistema. 
Atenta la materia que lo motiva, y el hecho de haber 
surgido la cuestión federal al tiempo de dictarse fallo 
en segunda instancia, conceptúo que el recurso es ad- 
misible. 

En cuanto respecta al fondo del asunto, doy por 
reproducida la parte pertinente de mi dictamen del día 
4 deí corriente mes, in re Provincia de Buenos Aires 
v. Elvira C. de Lacour, expropiación (exp. B. 239, Lib. 
IX), a estudio de V. E. Buenos Aires, octubre 25 de 
1944. — Juan Alvar cz. 



m 
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Buenos Aires, 22 de noviembre de 1944. 

Y visto- ¡us tiutos "Dirección Nacional de Vialidad 
contra Pe-'iro Olmos por expropiación", en los que se 
lia eonceXdo al demandado el recurso extraordinario 
contra la sentencia de fs. 115 en cuanto por aplicación 
del art. 18 de la ley 189 reformado por el decreto del 
6 de julio ppdo., resuelve que Jas costas de ambas ins- 
tancias se paguen en el orden causado. 

Considerando : 

Que la cuestión referente al pago de las costas, aun 
en los juicios sobre expropiación (Fallos: 199, SJ) es de 
naturaleza moramente procesal y su solución no depen- 
de de la interpretación del art. 17 de la Constitución 
Nacional, que no se refiere a ellas, sino de disposicio- 
nes y circunstancias que, precisamente por ser de orden 
procesal, son extrañas al recurso extraordinario (Fa- 
llos: 193, 91; 194, 67; 197, 370 y el citado precedente- 
mente). 

Que, por lo tanto, entre el art. 17 invocado y la 
cuestión resuelta en la sentencia apelada falta la rela- 
ción directa necesaria para la procedencia del recurso 
extraordinario (Fallos: 195, lü'9 y los citados en el úl- 
timo considerando del mismo). 

Que tampoco basta para autorizarlo la simple 
mención de los nrts. 3 y 2511 del Código Civil en el 
escrito de interposición del recurso agregado a fs. 125, 
en el cual se los cita como los fundamentos en que se* 
basó el art. 18 de la ley 189. V po r lo demás, si bien en 
el memorial presentado después ante esta Corte Su- 
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prenin se los vincula tardíamente a la supuesta priva- 
ción del derecho que el recurrente entendía tener ad- 
quirido en virtud de lo diapuesto por el art, 18 citado, 
es do advertir que una reiterada jurisprudencia, nue- 
vamente aplicada el 8 del corriente en la causa "Buenos 
Aires v. Elvira G, de Laeour", bastaría para desesti- 
mar la objeción fundada en la aplicación de la reforma 
— no impugnada en el escrito de interposición del re- 
curso desde el punto do vista de validez constitucional 
de un decreto-ley por ser tal — a las causas pendientes 
en cuanto no deje sin efecto lo actuado de conformidad 
a las leyes anteriores (eonfr. también Fallos: 180, 107 i 
182, 146). 

Por ello; siendo extraña al pronunciamiento que 
correspondo dictar la consideración de cuestiones no 
comprendidas en el escrito de interposición del recurso 
extraordinario, {Fallos: 185, 12 y 151; 186, 330; 189, 
81), y oído el señor Procurador General, declárase im- 
procedente dicho recurso en esta causa. Notifíqucse y 
devuélvanse, reponiéndose el papel en el juzgado de 
origen. 

li. A. Nazar Anciiohexa — F. 
Ramos Mejía — T. D. Ca- 
sahes. 



8. A. HISPANO ARGENTINA v. NICOLAS BAREIERI 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones anteriores a ¡a sentencia definitiva. Juicios i» 
apremio y ejecutivo. 

En improcedente el recurso extniordiuarío fundado en 
la iueonstitueionalidad del art. 22 de la ley 9644 contra 



*°* FALLOS DE LA CURTE SUPREMA 

Ja sentencia que, admitiendo su validez, ordena nrose- 
tfujr Ja ejecución 

CONSTITUCION NACIONAL: ConstihtciomUdad a incontUtucio* 
malidad. Leyes nacionales. Comunes. 

E\ art, 22 de la ley 9G44 es coustitueionalmente vá- 
lido 



DAVlIi BEIÍZ 

EXTRADICION: Extraditión con países extranjero». Prescripción, 
ha circunstancia de que los recaudos enviados no indi- 
f¡uen la fecha de comisión del delito y no sea, pues, 
posible establecer sí la acción penal está o no prescripta' 
no obsta a la extra di ción solicitada por un país signa- 
tario del Tratado de Montevideo en el cawo en que no 
se alega que se haya operado dicha prescripción y en el 
que la fecha posible del delito aparece con suficiente cla- 
ridad de )a exposición formulada ante las autoridades 
argentinas por la persona reclamada, 



Sentencia i>el Juez Federal 



Buenos Aires, diciembre 29 de 1043. 
Y vistos: Considerando: 

Que la identidad del requerido se encuentra debidamen- 
te establecida, con la declaración corriente a fs. 9 v demás 
datos que obran en autos. 

Que con los recaudos agregados a fe. 5 se lia cumplido 
eon las exigencias establecidas en el Tratado de Montevideo. 

Que en cuanto a (a obserTación hecha por la defensa, 
de que en los recaudos referidos no se hace mención de la 
fecha de comisión de los delitos imputados, esta circuns- 
tancia no obsta a la concesión del pedido de extradición, 
desde que esa fecha ha sido señalada por el propio requerido 



(i) 22 de noviero l*o <fa 1944. Fallo» : lis, 137. 143 53. 
(3) >fl|] H: 137, ftygj "8, 157; 1S4. 42 y 406. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



en su declaración de fs. 9 y no surge det texto del tratado 
(arí. 19) , la obligación por parte del pata reclamante, de 
consignar ese dato como condición indispensable para ese 
pedido, sino que basta con que ello pueda desprenderse de 
las actuaciones, como sucede en el coso de autos. 

Corresponde por consiguiente acceder a la reclamación 
formulada. 

Por lo expuesto y de conformidad con lo dictaminado 
por el procurador fiscal, resuelvo acceder al pedido de ex- 
tradición de David Berz, formulado por autoridades de la 
República de Bolivía y en consecuencia proeédase a la de- 
tención del nombrado, librando? ■ oficio a la Policía de la 
Capital, debiendo ser puesto oportunamente a disposición 
del Ministerio de Relacionen Exteriores, para su ulterior 
envío a dicho país. - Horacio Fox. 

Sentencia de la CAmara Federal 

Buenos Airee, agosto 14 de 1944. 

Y vistos: Considerando en cuanto al recurso de nulidad: 
No habiendo sido sustentado en esta instancia ni advirtién- 
dose tampoco ninguno de los vicios o defectos a que se re- 
fiere el art, 509 del cód. de proced, crim., se lo desestima. 

En cuanto al ¿le apelación : Que en el memorial suple- 
torio del informe tn voce el defensor del requerido reitera 
la cuestión relativa a la insuficiencia de los recaudos envia- 
dos que, al no contener referencia expresa y concreta acerca 
de la fecha en que se habría eometido el presunto delito, ha- 
cen imposible conocer si la acción penal se halla o no p res- 
cripta, 

Que al respecto cabe advertir que en autos no se ha 
alegado tal prescripción y, por lo demás, dada la naturales» 
de los hechos que motivan la causa instruida en Bolivía 
contra el nombrado Berz, es aceptable el criterio del jues 
a quo tomando como fecha de comisión de los mismos la 
Opona en que aquél, al prestar declaración indagatoria, re* 
conoce haber estado radicado en dicha República. 

Por ello y sus fundamentos, y de conformidad con lo 
solicitado por el procurador fiscal de cámara, se confirma 
el fallo recurrido que hace lugar a la extradición de David 
Berz, solicitada por las autoridades de la República de Bolivia. 
— Carlos del Campillo, — Ricardo Sillar Palacio. — Cario» 
Herrera. 



FA1J4S d: la corte suprema 



DlfTAMKX UKL PROCURADOR (ÍENERAL 

Snpi ema Corto : 

Considero que con ios recaudos existentes en ñutos 
quedan cumplidos los requisitos tino oxk'e el Tratado 
do Derecho Penal Internacional suseripto en Monte- 
video en 1.SS9. 

En consecuencia, pido a V. K. confirme por sus 
fundamentos el fallo apelado de fs. 93 que, de acuerdo 
con lo solicitado por el Ministerio Fiscal, baee lugar a 
la extradición de David Bertz o Dioroz, solicitada por 
Ins autoridades judiciales de la República de Bolivia. 
— Buenos Aires, setiembre 14 de 19-14. — Jnan Alvares. 

FALLO m LA CORTE StfPEEMA 

Buenos Aires, 22 de noviembre de lí)44. 

Y vistos: El recurso d ( > apelación deducido por el 
defensor de David Beras contra la sentencia de la Cá- 
mara Federal de Apelación de la Capital que bace lu- 
gar a la extradición de su defendido solicitada por las 
autoridades de 3 a República de Bol i vi a. 

Considerando ¡ 

Que la extradición solicitada está regida por el 
Tratado de De rocho Penal Internacional de Montevi- 
deo y el pedido de las autoridades de Bol i vi a reúne 
todos los requisitos establecidos por los arts. 1í>, 21 y 
30 del citado Traía do. El documento de fs. 5 contiene 
testimonio de la onerella dedueida contra Berx, en la 
que ae relatan los hechos, del requerimiento del señor 
agente fiscal del auto mandando instruir sumario y or- 
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donando la detención, de la disposición legal aplicable, 
que fija pena de reclusión do un mes a dos años. 

Que el recurrente funda su principal defensa en 
la circunstancia de que los recaudos enviados no indi- 
can la feclia de comisión del delito y por consiguiente 
no puede establecerse si está o no prescripto de acuer- 
do con la ley del país reclamante, como establece el 
inc. 4' del art. lí) del Tratado. El hecho es exacto, pero 
el Tratado no exige expresamente la indicación de la 
fecha como requisito esencial, sino sólo que la acción 
no se encuentre proscripta. Exigir esc requisito en nn 
caso en el que no se alega que la prescripción se baya 
operado y en el que la fecha posible de los delitos apa- 
rece con suficiente claridad de la exposición del recla- 
mado de fe. í) sería nn formulismo excesivo e innecesa- 
rio, contrario al criterio judicial que debe predominar 
en tales casos, que debe ser favorable al propósito de 
beneficio general que importa la defensa social contra 
la delincuencia y la represión de los delincuentes por 
los tribunales del país en que han ejercido sus activi- 
dades antisociales — conf. Fallos: líííi, 160; 178, 81 — . 
El caso de Siegfrid S. Weill —18+, 18:2— invocado por 
la defensa es distinto, allí so rechazó la extradición 
porque la acción estaba preso ripia. 

Por estos fundamentos, los concordantes de pri- 
mera y segunda instancias y do conformidad con lo 
dictaminad .) por el Sr. Procurador General de la Na- 
ción, se ct nfirma la sentencia afielada de fs. £KÍ que 
hace Ingar a la extradición de David Berz, solicitada 
por las autoridades de la República de Bolívin. Noti- 
fíquese y devuélvase. 

B. A. NaZab ANcnonEJíA — F. 
Ramos Mbjía - - T. D. Ca- 
sares. 



sos 
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JULIO AOUIRRE v. BANCO PROVINCIAL DE SALTA 

BANCO PROVINCIAL DE SALTA. 

El Banco Provincial de Sulla es un Banco de Estado. 
BANCO PROVINCIAL DE SALTA, 

La ley 11.729 es inaplicable a los empleador del Banco 

Provincial de Salta, cuyos derechos y obligaciones están 

regidos por las respectivas leyes locales. 

Dictamen del PROCURADOR (Jen eral 
Suprema Corto: 

Don Julio Aguirre demandó al Banco Provincial 
de Salta por cobro de indemnización de despido; y esa 
demanda lia sido rechazada por la Segunda Sala de la 
Corte de Justicia de aquella provincia, en razón de no 
conceptuar el tribunal aplicables las disposiciones de la 
ley 11.729 a los empicados de dielio Banco. Aguirre in- 
vocaba haberlo sido. En su fallo de fs. 41 vta., la Corte 
considera empleados públicos a los del Banco deman- 
dado, y como tales, sujetos en el desempeño de sus fun- 
ciones a lo que establezca la legislación administrativa 
local. Contra esa sentencia trae ahora el actor un recur- 
eo extraordinario; y lo conceptúo admisible, pues se 
habría hecho primar una ley provincial sobre disposi- 
ciones do la nacional 11.729, invocada oportunamente 
por el recurrente. 

En cuanto a la cuestión de fondo, pienso que co- 
rresponde mantener el fallo de la Corte de Justicia do 
Salta. Por los siguientes motivos : 

o) En 170:12 y 181:412, V. E. ticno resuelto que la 
Provincia do Buenos Aires tiene facultades pa- 
ra crear o modificar leyes relativas al estatuto 
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personal de su Banco de Estado, pues no es 
aplicable a dicha institución el sistema de ta ley 
nacional citada, por lo qne a despido respecte. 
6) La ley orgánica del Banco Provincial de Salta 
(788, del 8 de febrero de 1908) está redactada 
en términos que permiten inequívocamente con- 
ceptuar a dieho establecimiento como un Banco 
de Estado. 

c) La ley nacional 12.637, sobre reamen legal de 
empleados banearios establece que el sistema 
implantado por ella se aplique a los Bancos par- 
ticulares, admitiendo así, implícitamente, la po- 
sibilidad de que los Bancos oficiales se rijan 
por normas distintas. — Buenos Airea, junio 3 
de 1944. — J uun Alvarcz. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de noviembre de 1944. 

Y vistos: Los autos "Julio Aguirre v. Banco Pro- 
vincial de Salta, sobre indemnización por despido'*, 
venidos por vía del recurso extraordinario, y 

Considerando : 

Que la sentencia en recurso ha dejado establecido 
que los empleados de dicho Banco son funcionarios pú- 
blicos, sujetos en el desempeño de sus funciones a lo 
que disponen las leyes administrativas de jurisdicción 
local. 

Que las disposiciones eontenidas en la ley orgánica 
de la institución, permiten afirmar que se trata de un 
Banco de Estado, por lo que es aplicable al caso la doc- 
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trina sustentada por esta Corte in re C, S. 170 12 v 
181 .-412. J 

Por ello y fundamentos del procedente dictamen del 
Sr. Procurador General, se confirma la sentencia de fs. 
41 en cuanto pudo ser materia de recurso. 

Hágase saber y devuélvanse al tribunal de proce- 
dencia, donde se repondrá el papel. 

B. A. Nazar A s chores \ — p. 
Ramos Mejía — T. D. Ca- 

BARES. 



S. A. CASA ITUIÍÍiAT y S. A. MOSS Y CIA. LTDA v 

ADUANA 

PMESCRIPCIOS: Prescripción m materia penal Tiempo. Aduana. 
La prescripción de la aeeiún tendiente a imponer multa 
al importador de papel libre de derechos que infringió 
tas disposiciones legales y reglamentarias referentes al 
destino del mismo, no está regida por el art. 1" de la lev 
amo por el art. 433 de las Ordenanzas de Aduana 
y se opera a los diez años contados desde la fecha en oue 
fue cometida la infracción 



SOCIEDAD ARGENTINA DE PRODUCTOS INDUSTRIA- 
LES CIIAROSKY Y CIA. v. NACION ARGENTINA 

LICITACION, 

La excepción prevista en eí art. 33. inc. 5?, de la ley 428 
supone 1h imposibilidad de adquirir de otras personas 
que las allí mencionadas los artículos que el Estado 
necesita para cumplir los fines que se lia propuesto 



24 tlv noviembre de 1044. Fallos; 180, 103; 184, 417. 
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COMPRAVENTA. 

Es absolutamente nulo el contrato de suministro de des- 
naturalizante de alcohol aprobado por decreto del P. 
£. de la Nación en acuerdo general de ministros con 
prese indeneia del requisito establecido en el art. 32 de la 
ley 428, por entender que la circunstancia de tratarse 
de un producto patentado bastaba para considerarlo 
comprendido en la excepción prevista en el art 33, inc. 
5', de la citada ley, desde que dicha circunstancia no 
significa que no hubiera podido adquirirse en plaza otros 
desnaturalizantes en condiciones de competir con aquél 
en calidad y precio (*). 

COMPRAVENTA. 

Declarada judicialmente la nulidad de uu contrato de 
suministro por haberse celebrado con violación del art. 
32 de la ley 428, procede restituir al vendedor que de- 
mandó su rescisión por culpa del Estado la suma de- 
positada por él como garantía que por disposición adop- 
tada por el P. E. al declarar anteriormente la rescisión 
por culpa del proveedor había sido transferido al Fisco; 
cuya devolución debe efectuarse con los intereses lega- 
les a partir de la fecha de la notificación de la demanda. 



ARMANDO O-IEDA GONZALEZ 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Camas 
penales. Cónsules* 

A los efectos del fuero eomprcudense entre los juicios 
que versan sobre negocios particulares de los cónsules 
tanto tos criminales como los civiles originados en actos 
privados de aquéllos, ajenos al ejercicio de las funciones 
propias de su cargo, sin que sea óbice la circunstancia 
de que cu las causas penales pueda corresponder la 
privación de la libertad del inculpado, pues si de esa 
manera se vulnerase algún privilegio, exención o dere- 
cho propio de la función consular podría someterse el 
punto a la decisión de la Corte Suprema por medio del 
recurso extraordinario. 



(t) 24 do noviembrft de 1944. Fallos: 148, 118; 175, 254, 
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FALLOS DE LA COttTE SUPREMA 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS. 

Debe apercibirse al joea letrado de un territorio nacional 
que. no obstante sostener en su fallo que es competente 

Sfl^SSS e V Da í C8USa Criminat ' reswlv « inhibirá 
de continuar actuando en ella, porque el procurador 

KTfiSÍíi^ la Nación v teniendo en cuenta que 
S^i?í5?í Na 1 CIonal e ' T »bunal qne debe in- 

terpretar en definitiva el texto de la lev v establecer la 
competencia". ' wuiewr ía 



Dictamen i>eu Procuba non General 
Suprema Corte: 

En una querella por falsificación de fi rma y def rau~ 
dación iniciada ante el Sr. Juez Letrado de Santa Cruz 
por Da. Emma Haría Fernández de Ojeda contra su 
esposo Armando Ojeda González, cónsul de Chile en 
Kio Gallegos, a pedido del procurador fiscal, dicho 
juez se ha apartado dei conocimiento de la causa ante 
la duda de que sea V. E. quien deba entender. 

Como en el auto respectivo establece dicho juez 
que el art, 2', inc. 3% de la ley 48 no se opon* al art 
101 de Ja Constitución Nacional, y con arreglo a el se- 
ria la justicia de sección de Santa Cruz la llamada a 
intervenir y no esta Corte -opinión que también com- 
parte el Sr. Procurador Fiscal (fs. 1 y 3, incidente de 
inhibitoria)— la remisión del expediente a V. E. pa- 
recería haber sido decidida por un argumento conte- 
nido en el telegrama del Sr. Subsecretario del Minis- 
terio de Justicia D. Ricardo Font Escurra obrante en 
copia a fs. 3, pieza a la que el Sr. Procurador Fiscal 
y el Sr. Juez atribuyen el carácter de M instrucciones" 
Ese argumento consiste en que la causa criminal, aun 
incoada por delitos comunes ajenos al ejercicio de la 
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función consular, pudiera obstaculizarlo como conse- 
cuencia del arresto del cónsul procesado. 

h& ley 48, previene en su art. l g , ¡nc. 4% que corres- 
ponde a la Corte Suprema conocer originariamente 
"de las causas en que so versen los privilegios y exen- 
ciones de los cónsules y vice-eónsules extranjeros en 
su carácter público*'; y en el art. 2\ inc. 3*, que los 
jueces nacionales de sección conocerán en "las qne 
versen sobre negocios particulares de un cónsul o vice- 
cónsul extranjero". 

Interpretando ambas disposiciones, V. E. tiene 
resuelto que decidir si se trata de "privilegios o exen- 
ciones", o de "negocios particulares", es cuestión de 
hecho (178:433); doctrina reiteradamente mantenida 
desde entonces. Anoto a continuación varios fallos dic- 
tados al plantearse situaciones equiparables a la actual. 

En 19:187, querellado el vice-cónsul de Francia por 
sustracción de los bienes de una sociedad, V. E. de- 
claró que debían conceptuarse asuntos "particulares", 
tanto los civiles como los criminales; jurisprudencia 
recordaba en 88: 42, al ser detenido el vicecónsul del 
Paraguay en La Rioja por imputársele defraudación a 
una quiebra, si bien allí no se planteaba el caso como 
conflicto entre el juez federal y Corte, sino entre el 
juez de la quiebra y el federal. En 169: 341, un vice- 
cónsul inglés había sido acusado por calumnias, inju- 
rias y falsedades en documento público: V. E, invo- 
cando lo resuelto en 88:4*2, dijo no tratarse de exencio- 
nes de carácter público. Cualquiera de esos tres casos 
pudo comportar legalmente la prisión del acusado, y 
ello uo fué óbice a que so reconociese jurisdicción al 
juez. 

TaleL' antecedentes me inclinan a pensar que se 
aplicará acertadamente la jurisdicción de V. E., decía- 
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rando corresponder al Sr. Juez de Santa Cruz el cono- 
cimiento del proceso; sin perjuicio de lo que procediere 
decidir acerca del recurso extraordinario, llegada que 
fuere la oportunidad de estudiarlo. No creo impidan la 
aplicación de ese criterio algunas expresiones obiter 
dicta, que aparecen en 190:353. 

Cúmpleme, al mismo tiempo» señalar una irregula- 
ridad. El Sr. Juez, después de demostrar eu su fallo 
que le asiste el derecho de continuar actuando, resuel- 
ve lo contrario, so color de instrucciones que asegura 
han sido dadas por el P. E. de la Nación al Sr. Procu- 
rador Fiscal. Ni resulta de autos importe "instrucción" 
el argumento de carácter doctrinario contenido en la 
única parte del telegrama transcripta en el expediente, 
ni aun importándolo, autorizaría ello al juez para de- 
jar de fallar con arreglo a su ciencia y conciencia. Creo, 
pues, llegado el caso de que V. E. ejercitando las fa- 
cultades de superintendencia acordadas por el art. 11, 
inc. 4*, de la ley 4055, aplique las sanciones disciplina- 
rias pertineutes. — Buenos Aires, noviembre 20 de 
1944. — Juan Al varee. 



FAÚLO DE LA COK TE SUPREMA 
Buenos Aires, 24 de noviembre de lí»44. 

Y vista la precedente causa caratulada "Ojeda 
González Armando .sobre falsificación de firma y de- 
fraudación, Incidente de Inhibitoria", y 

Considerando ¡ 

Que es principio admitido por la jurisprudencia 
de este tribunal que la distinción entre los privilegios 
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y exenciones de carácter público y los negocios particu- 
lares de los cónsules, constituye la pauta para decidir 
si la causa corresponde a la jurisdicción originaría de 
esta Corte o a la de los jueces federales de sección, 
con arreglo a lo dispuesto en los arts. 1\ inc, 4* y 
2% inc. 3', de la ley 48, y 100 y 101 de la Constitución 
Nacional, Fallos: 178, 433; 181, 24. 

Que asimismo ha declarado esta Corte que entro 
los juicios que versan sobre negocios particulares de 
los cónsules, deben considerarse comprendidos tanto 
los asuntos criminales como los civiles, originados en 
actos privados de los referidos funcionarios, ajenos al 
ejercicio de las funciones propias de su cargo. Palios : 
19, 187; 88,42; 123, 154. 

Que la circunstancia de que en los juicios crimi- 
nales pueda corresponder la privación de la libertad 
del inculpado, no modifica la naturaleza de la causa a 
los efectos del fuero. Si de esa manera, por otra parte, 
se vulnerara algún privilegio, exención o derecho pro- 
pio de la función consular, en los términos del Regla- 
mento de la misma, el recurso extraordinario sería la 
vía conducente para someter a esta Corte la conside- 
ración del punto, acordando así a ésta la intervención 
a la vez necesaria y suficiente, para la tuU ;a del aspec- 
to federal y público comprendido en la causa eu lo 
demás de orden común. Doctr. de Palios : 190, 353. 

En su mérito y por los fundamentos del preceden- 
te dictamen del Sr. Procurador t>neral se decide que 
corresponde seguir entendiendo en la presente causa, 
al Sr. Juez Letrado de Santa Cruz, Dr. Ricardo I. Ló- 
pez Muñiz, a quien se remitirán los autos. 

Y de acuerdo con lo solicitado por el Sr. Procura- 
dor General y haciendo uso el tribunal de las faculta- 
des que le acuerda el art. 11, inc. 4*, de la ley 4055, 
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apercíbese «1 referido Juez Letrado Dr. Ricardo T 
López Moniz, por haber fundado la resolución de fs 5 
en las circunstancias que menciona el último conside- 
rando de la misma, a saber que el agente fiscal actúa 
, por instrucciones del P. E. de la Nación" v por ser 
'la Suprem: Corte Nacional el tribunal que' debe in- 
terpretar en definitiva el texto do la ley y establecer 
la competencia". 

B. A. Nazae A nc h ore na — F. 
Ramos Mejía — T. D. Ca- 



PROVINCIA DE SANTIAGO DEL ESTERO v 
OCTAVIO CORDERO 

LOCACION DE SERVICIOS. 

J» provincia que el tanto por ciento 
de comilón que se habm convenido papar al demandado 

2 «n ™SS , S Ón P °í T *r VÍCÍ0S en ,ft -"versión 
tLül * mpr f* tlt0 se referí « lamente a la cantidad de 
títulos que llegaran a em.tirse y no a la cantidad auto- 
nzada ni tampoco que el demandado haya obrado de 
mala fe o que el pago se haya hecho sin cansa, corres- 

Ztl/^r 1, Ia T* 11 mhrc ^volueión de \o q Z 
preí-nde haber pagado erróneamente de mas al deman- 
dado por el expresado concepto. 

SENTENCIA: Principio!, generales. 

No prooede tomar en consideración en la sentencia la* 
imputaciones referentes a la inconatituaion* dad o ¡le 
mm desde el punto de vista de loa normas locales 

LZZZ'T A- l9brRd ° p0r U,ia P^vincia no com: 
fo™ll 1 ' a htlS í™**"**» y q«e, además, no con- 

" " V " * sirvió de Andamento ■ la 

jurisdicción ongmana de la Corte Suprema 



M JUSTICIA DE LA NACIÓN 



317 



LOCACION DE SERVICIOS. 

A tos efectos de resolver acerca del derecho al cobro da 
la referida retribución convenida por los servicios pres- 
tados a una provincia, es indiferente la circunstancia de 
que quien celebró ese contrato con las autoridades pro- 
vinciales fuera diputado nacional por la misma y pa- 
riente del gobernador de ella, desde que no hay dispo- 
sición legal que eree sobre el particular una incapacidad 
de derecho. 

Dictamen fiel Procurador General, 
Suprema Corte; 

Tal como lo establece la providencia Je fs. 13, la 
jurisdicción originaria de V. E. emerge de tratarse 
de cansa civil en que una provincia demanda a un ve- 
cino de la Capital Federal. 

Dicha demanda tiene por objeto obtener del Dr. 
Octavio Cordero — demandado — devuelva a la Provin- 
cia de Santiago del Estero, con intereses y costas, 
$ 125.534 m/n. que ésta le habría pagado sin causa, al 
liquidarle cierto porcentaje convenido de antemano 
(2 %), no ya sobre la suma de $ 7.723.300, cnal hubie- 
re correspondido, sino sobre 14.000.000. El convenio 
respectivo aparece en copia a fs. 24. 

Trátase, pues, de la interpretación do lns cláusu- 
las de uu contrato, materia de derecho común, ajena a 
mi dictamen. Es cierto qne al alegar de bien probado 
(fs. 287) sostiene la parte acto ra ser nulo el convenio, 
por no ajustarse a disposiciones constitucionales y le- 
gales de la Provincia de Santiago ; pero aparte de qne 
esa cuestión no fué incluida en la litis contestatio, el 
propio actor, a fs. 287, insiste en lo que pidió al de- 
mandar, o sea devolución de lo pagado de más por 
haberse liquidado el 2 % sobre una suma distinta de la 
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real: no sobre» el total de los títulos canjeados, sino 
sobre el de los emitidos. Entiendo, pues, que no proce- 
de pronunciamiento sobre la nueva cuestión tardíamen- 
te propuesta. — Buenos Aires, julio 2 de 1943. — Juan 
Alvares, 

TALLO DE LA CORTE SUPREMA 
Buenos Aires, 27 de noviembre de 1944. 

Y vistos: Los seguidos por el Dr. Salvador Cor- 
mmas en representación do la Provineia de Santiago 
del Estero contra el Dr. Octavio CWdero por cobro de 
9 12ú.ú.H de cuyo estudio resulta: 

A fs. 6 se presenta el citado letrado manifestando 
que el Dr. Cordero, por decreto de 17 de junio de 1935, 
fue designado conjuntamente con el Sr. Armando Mü- 
ller agente financiero en Ja emisión de 14,000.000 de 
pesos nominales en títulos de la deuda pública de la 
Provincia denominados "Empréstito Provincial de San- 
tiago del Estero". La ley lleva el núm. 1354, autoriza- 
ba una emisión calculada sobre 14,000.000 con el objeto 
de proceder al canje de los títulos emitidos en virtud de 

m P^^* Um y im ' V ° V dGCret0 d * Sembré 
¿- de VXto se reiU ra la autorización de comisionar al 
Dr. Octavio Cordero y a D. Armando Müller para ofre- 
cer en nombre y por cuenta del Gobierno a los tenedores 
de títulos de los empréstitos Provincia de Santiago del 
Estero, el canje de dichos títulos contra los nuevos, con 
facultad de utilizar los servicios de la casa Bracht y 
Cía., o de otra institución banearia y f les reconoce 
una remuneración de un 2 % sobre la cantidad de los 
títulos que lleguen a emitirse. Con fecha 8 de febrero de 
1936 103 o[u ><*°* Cordero y Müller reciben la suma de 
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$ 2S0.U00 en títulos de la ley 1354, deuda garantizada 
con fondos de la ley nacional 12.139 al 4 % % año 1935, 
en concepto de pago de la remuneración antes referida. 
Dice tjue la emisión no alcanzó a cubrir la suma de 
14.000.000 sino que únicamente el importe de lo conver- 
tido llegó a la cantidad de $ 7.723.300 m/n. No obstante 
esta situación ci demandado percibió como remunera- 
ción la cantidad de $ 280.000 que representaba el 2 % 
sobre la suma de 14.000.000 autorizada por la ley 1354, 
lo que demuestra, dice, la mala fe del demandado que 
u uto riza no sólo la devolución de la diferencia sobre la 
suma del dinero percibido sino también los intereses 
respectivos desde la fecha del pago, 8 de febrero de 
1936. Sostiene que como la conversión cubrió la suma 
de $ 7.723,300, la remuneración del 2 % estipulada im- 
portaba $ l'AAGG lo que demuestra, dice, que el deman- 
dado cobró una diferencia de $ 125.534 sin causa ni 
vínculo legal alguno, por cuya suma de dinero inicia 
esta demanda de repetición. Hace referencia de la 
ausencia de todo vínculo moral que pudiera proteger 
la sinceridad del demandado al recibir mayor suma que 
la debida, por cuanto las gestiones en el canje de los 
títulos fueron hechas activamente y únicamente por el 
agente financiero Bracht y Cía., y no por el Dr. Cor- 
dero. 

Funda el derecho la Provincia en los arts. 784, 
788, 792, 793 y concordantes del Código Civil. 

Funda la jurisdicción originaria de la Corte en 
Jos arts. 101 de la Constitución Nacional, 1' y 11 de la 
ley 48 y 2* de la ley 4055, en razón de estar domicilia- 
do el demandado desde hace más de dos años en la 
Capital Federal, 

Termina pidiendo se condene al Dr. Octavio Cor- 
dero a devolver a su mandante la suma de $ 125.534 
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con los intereses a partir del 8 de febrero de 1936 y 
las costas del juicio, ' 

En un otrosí del escrito solicita embargo preven- 
tivo contra el demandado por la suma que reclama, 
al que no se hizo lugar por resolución de fs. 13. 

Corrido el traslado de la demanda se la contesta 
a fs. 2S por el Dr. Octavio Cordero pidiéndose el re- 
chazo con costas. Niega los hechos en que se funda la 
demanda que se opongan a su contestación. Sostiene 
que la actorn lince una relación falsa do los hechos que 
dieron por resultado la conversión de la deuda públi- 
ca de hi Provincia actorn y señala co no meramente 
decorativa la intervención del demandado y por tanto 
sin razón pn r a percibir la suma de $ 280.000. Dice que 
al sancionarse la ley de unificación de impuestos in- 
terna. 12%®, la Provincia de Santiago del Estero 
pasaba por una época desastrosa en sus finanzas, sin 
poder hacer frente al servicio de su deuda consolida- 
da que traía su arrastre de años anteriores v con una 
fuerte deuda flotante. Todas las emisiones, en ese en- 
onees, devengaban el interés del 8 %. La deuda de 
tirulos ascendía aproximadamente a 11.000.000 v ade- 
mas tenía pendiente la Provincia otra deuda documen- 

nl l !l fl Rim ' lfl Ksl>UrirtI ílp| Rí0 áe ,ft Plílta ^ P<*°s 
1.100.00M con el interés convenido del 9 %. Ante las di- 
ficultades para hacer frente a tales obligaciones el 
entonces (Jobernador de la Provincia después de cele- 
brar en esta Capital numerosas conferencias con el 
Ministro de FIncienda de la Nación, resolvió nombrar 
ni Sr. Armando Müller, de la casa Braeht v Cía., para 
que conjuntamente con oí demandado se ocuparan de 
buscar un remedio a tan delicada situación, v fué en 
tonecs que por decreto de 17 de Junio de 1935 se Ies 
hizo tal designación. Dice que la labor desarrollada fué 
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ímproba. Tuvieron que realizar numerosas conferen- 
cias con los directores del Banco Español y especial- 
mente con su Gerente General Sr. Grané y con el Ge- 
rente de Sucursales para conseguir de dicho estableci- 
miento se allanara a recibir en pago de la deuda de la 
I rovineia nuevos títulos con el interés del 4 y 2 % t No 
menos trabajo les dieron los tenedores de títulos de 
los empréstitos anteriores que devengaban el 8 %, y 
a quienes se adeudaba el importe de varios servicios 
hasta conseguir la aceptación de los nuevos valores 
que proyectaban; y como epílogo de taies gestiones 
consiguieron que la Corporación de Tenedores de Tí- 
tulos recibiera al Gobernador en una reunión del Con- 
sejo en pleno donde se ratificó dicha aceptación y se 
elogio al mandatario por sus gestiones. Arreglados en 
principio los acreedores principales de la Provincia 
había que confeccionar la ley para lo cual tuvo que es- 
tablecerse en la casa Braclit haciendo abandono de su 
estudio de abogado hasta que confeccionaron el ante- 
proyecto de Ja ley. Con éste debieron trasladarse a la 
Provincia para discutí r su contenido con el Goberna- 
dor y Ministros, manteniendo numerosas conferencias 
con los legisladores provinciales hasta que se obtuvo 
la sanción de la ley provincial 1354 que autorizó la 
conversión de la deuda de la Provincia y que Untos be- 
neficios aportó al erario de la misma, desde que t sin 
desembolso por parte de las rentas de la Provincia, 
se hacía el servicio directamente por el Banco de la 
Nación con fondos de la ley 1139 con un interés de 
4 % % y una amortización de 3 1/2 %. El P. E. de la 
Provincia reconoció la labor de que hace mérito y dictó 
el decreto del 22 de noviembre de 1935, en cuyos consi- 
derandos se expresa que las personas designadas en 
el decreto del 17 de junio de ese año han cumplido 
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con Ja misión encomendada en el mismo a satisfacción 
de la Provineiu, habiendo intervenido en la confección 
del proyecto de ley, sancionado por la Legislatura y 
gestionado el acuerdo de los tenedores de títulos y del 
Banco Español del Kío do la Plata, en forma conve- 
niente para los intereses de la Provincia, estando di- 
chas personas capacitadas para efectuar el canje de 
los títulos finiquitando así la operación de conversión. 
Por el art. V en la parte dispositiva se les nombra pa- 
ra efectuar las operaciones de canje facultándoselos 
para utilizar accesoriamente los servicios de la casa 
Braclit y Cía., o de otra institución nanearía de reco- 
nocida seriedad y competencia, corriendo todos los 
gastos por cuenta do los nombrados gestores. Por el 
art. 2* se establece: "Los señores Dr. Octavio Corde- 
ro y Armando Mülier, recibirán como remuneración 
por los servicios prestados a la Provincia en su cali- 
dad de gestores y por los que en este decreto se les 
asigna el 2 % de la cantidad total de títulos emitida 
según el art. 1* de la ley 1354. A tules efectos el P. E. 
deberá celebrar con dichos señores el correspondiente 
contrato estipulando que queda a su cargo el pago de 
los gasíos de publicidad y comisión por el canje de 
títulos en la Capital Federal de acuerdo con lo esta- 
blecido en los arts. 8 ? y 9*". 

De acuerdo con lo dispuesto en las disposiciones 
del mencionado derroto celebraron con el Gobierno de 
la Provincia el contrato que en copia fotográfica acom- 
pañn, por el cual se comprometieron a ofrecer en can- 
je los nuevos títulos en cambio de los circulantes por 
imperio de las leyes 1145, 1160 y 1278 en las condicio- 
nes consignadas en la ley provincial 1354, Por el art. 4' 
se establece la remuneración en los siguientes térmi- 
nos : "Como t enumeración por los servicios prestados 
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a Ja Provincia por los señorea Dr. Octavio Cordero y 
Armando Müllor, en su calidad de gestores del emprés- 
tito emitido por la ley 1354 y los que en este contrato 
se les asignen, los señores Dr. Octavio Cordero y Ar- 
mando Müllor recibirán el 2 % de la cantidad de títu- 
los mencionada en el art V de la referida ley" La ley 
a que hace referencia 1354 enyo ejemplar acompaña 
establece en sn art. %*¡ "Autorízase al P, E. para emi- 
tir a cantidad de 14.000.000 de pesos moneda nacional, 
en títulos de la deuda pública de la Provincia denomi- 
nados Kmpréstito Provincia de Santiago del Estero 
deuda garantizada con fondos de la ley nacional 12 139 
1935, etc.". 

Como se ve, dice, la emisión total fué de 14 000000 
y de acuerdo con el decreto del 22 de noviembre el pago 
de la compon debía ser del 2 % sobre ] a emisión total 
autonzac « por el citado art r como mmm ^ j ¿ fo 

dicen ambos documentos y l tt ley 1354, que en su art. 11 
laculta al P. h. para pagar a los gestores designados en 
el decreto provincial de focha 17 de junio de 1935 una 
comisión en títulos de la presente ley, serie B. 

Do acuerdo con lo expuesto recibieron los títulos 
que les correspondía por su comisión, por los cuales 
subscribieron el recibo acompañado por la actora co- 
mo fundamento de esta demanda. En diel.o recibo ex- 
presaron que recibían la cantidad de $ 280.000 en títu 
os, en concepto de pago de la comisión correspondien- 
te al estudio y preparación de la ley de conversión, 
como también para las operaciones de canje y los 

con tal motivo de acuerdo 
a los términos del contrato celebrado con el Gobierno 
con fecba 22 de noviembre. Se ve pues, que no recibie- 
ron el pago de la comisión por las simples operaciones 
tie canje, como lo asevera la actora. 
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Dice que esta acción ha sido deducida con fines 
políticos, como to demuestra la circunstancia de haber* 
se prescindido del Sr. Müller que fuera designado con- 
juntamente con el demandado, con quien estudiaron la 
situación financiera y económica de la Provincia y de 
común acuerdo hicieron las gestiones necesarias para 
cumplir con éxito el mandato encomendado. Hace notar 
que el Sr. Müller es miembro del directorio de la so- 
ciedad Bracbt y Cía. y es ampliamente conocido en los 
círculos financieros y goza de una sólida fortuna. 

Si el cohro fuera indebido y la Provincia tuviera 
derecho u repetirlo la acción debería haberse di rígido 
contra ambos comisionados, ya que ambos subscribie- 
ron el contrato, ambos fueron designados por el Go- 
bierno y ambos subscribieron el recibo. 

Transcribo los términos del decreto del 17 de ju- 
nio de 1935 por el que se 1c nombra conjuntamente con 
el Sr. Alüller para que gestione de los tenedores de 
títulos de la deuda públicu la conversión con otros títu- 
los de menor interés y de más baja amortización ya 
sea en el orden provincial o nacional, lo que demuestra 
que no fueron designados agentes financieros en la 
emisión de la cantidad de 14.000.000 nominales, como 
lo dice la demanda, porque tal emisión no estaba auto- 
rizada ni existía siquiera en la mente del Gobierno. 
Se les designó para buscar la forma de conformar a 
los acreedores de la deuda consolidada ofreciéndoles 
otros valores nacionales o provinciales de menor inte- 
rés y amortización. Después de varios meses, los trans- 
curridos desde el 17 de junio hasta el 22 de noviembre, 
llegaron al proyecto de la ley 1354. 

Expresa que es falso que por decreto del P. E. de 
fecha 22 de noviembre de 1935 se reiterara la autori- 
zación de comisionar al demandado y al Sr. Müller 



* 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 3¿$ 

para ofrecer en nombre y por cuenta del Gobierno a 
los tenedores de títulos de los empréstitos Provincia 
de Santiago del Estero el canje de dichos títulos con- 
tra los nuevos con facultad de utilizar los servicios de 
la casa Braelit y Cía., o de otra institución bancaria, 
y se les reconociera una remuneración de un 2 % sobre 
la cantidad de los títulos que lleguen a emitirse, pues- 
to que en ese decreto, cuya copia acompaña, se reco- 
noce a los comisionados los servicios prestados a la 
Provincia en la confección de la ley que lleva el núm. 
13¡j4 y en la gestión del acuerdo de los tenedores de 
títulos y del Banco Español para aceptar los nuevos 
valores. No se trata, pues, de un decreto por el que se 
los rahfica la autorización para el canje de títulos sino 
que categóricamente se les reconoce su intervención 
en la confección de la ley y en las gestiones realiza- 
das para hacer aceptar los nuevos valores de menos 
ínteres. Sostiene que en ninguna parte el mencionado 
decreto del 22 de noviembre les reconoce una remune- 
ración del 2 % sobre la cantidad de títulos que llegue 
a mmm *™<> que se ha fijado la remuneración del 
l % de la cantidad de títulos mencionada por el art V 
de la ley 13Ó4. 

Dice que los títulos emitidos por la Provincia de 
acuerdo con el texto de la ley 1354 lo fueron en dos 
senes: la A y hi B. La primera por un millón cien mil 
pesos destinada a cubrir Ja deuda del Banco Español 
y la segunda por doce millones novecientos mil pesos 
para entregar a los antiguos tenedores de los títulos de 
as leyes 1145, 1160 y 1278. En la Capital se hizo en- 
trega de los títulos al Banco Español y se canjearon 
títulos por valor de $ 6.296.783,80, los que sumados im- 
portarían * 7.396.783,80. Pero la conversión no tuvo lu- 
gar exclusivamente en esta Capital sino que se efectuó 
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a la vez en el Banco de la Provincia de Santiago del 
Estero, Pero cualquiera fuere la suma que se emitiera 
ella es indiferente a los efectos del pago de la comisión 
del 2 % referida a la emisión total autorizada por la 
ley 1354, que es de 14 millones. Aunque no hubiera te- 
nido lugar el canje, el pago de la comisión se liabría 
realizado porque ella procedía no por las operaciones 
mecánicas del canje sino por el estudio de la solución 
financiera de la Provincia a la que se abocaron con todo 
empeño y dedicación, teniendo que realizar en la Con- 
taduría de la Provincia el calculo de la deuda consoli- 
dada y el de la deuda flotante, por lo que llegaron a 
aconsejar la emisión de 14 millones como suficiente 
para cubrirlas. También comprendía ta comisión las 
gestiones realiaadus ante los acreedores de la Provin- 
cia y por la confección del proyecto de la ley 1354; 

Hace referencia a los gastos efectuados por el des- 
empeño de la tarea encomendada y al valor de cotiza- 
ción de los títulos nue se les entregaron que fué de 
82 %, todo lo cual redujo su honorario a más o menos 
$ 90.000. 

Que dada la forma en que la nctora ha planteado 
la demanda podría oponer la prescripción como de- 
fensa general. Pero que no lo hace pues desea que se 
dilucido la verdad de los hechos y el derecha con que 
ha procedido a cobrar la cantidad que pretendo repe- 
tírsele. 

A fs, 43 vin. se abre la causa a prueba producién- 
dose ln que indica el certificado de Secretaría a fs. 285. 
A fs. 287 y 293 corren los alegatos de la acto ra y el de- 
mandado, y a fs. 310 vta. se llama autos para definitiva. 
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Y considerando: 

1. Que dada la forma en que se ha planteado la li- 
tis contestación, la actora ha debido probar que el 2 % 
de comisión a que se refiere el decreto de noviembre 22 
de 1935 sólo ee refería a la cantidad de los títulos que 
llegaran a emitirse y no a los catorce millones autori- 
zados por la ley 1354 como lo sostiene la demandada. 

Que el art. 2* del citado decreto establece: Los Sres. 
Dr. Octavio Cordero y Armando Müller recibirán como 
remuneración por los servicios prestados a la Provin- 
cia en su calidad de gestores y los que por este decreto 
se les asigna, el 2 % de la cantidad total de títulos emi- 
tida según e! art. 1' de la ley 1354 (v. fs. 71)'. Y ésta 
que lleva fecha anterior — octubre 28 de 1935 — en su 
art V autoriza al P. E. para emitir la cantidad de ca- 
torce millones de pesos, con el objeto de proceder al 
canje de los títulos emitidos en virtud de las leyes 1143, 
1160' y 1278. En el mismo artículo se establece que loa 
que no hubiesen sido utilizados para el canje, dentro 
del plazo a tal efecto determinado en la ley, servirán 
para ser entregados en pago de deudas de la Provincia 
vencidas con anterioridad a la misma (v. fs. 78). Be 
este artículo resulta claro que la emisión no quedaba 
limitada a la cantidad requerida para efectuar el canje 
de los títulos de la deuda emitidos en virtud de las le- 
yes 1145, 1160 y 1278 —que resultó ser de $ 6.853.057,90 
(v. informe pericial, fs. 247 y vta.) — sino también que 
ella debía utilizarse para el pago de deudas de la Pro- 
vincia vencidas con anterioridad a la ley. Esto, agre- 
gado al encabezamiento del decreto de noviembre 22 de 
1935 que se refiere al cumplimiento de la tarea enco- 
mendada al demandado y al Sr. Müller, que no se limitó 
al canje de títulos, sino también y principalmente al 
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estudio y preparación de la ley de conversión —como 
reza en el recibo cuya copia corre a fs. 4—, y a l con- 
trato que debía suscribirse, según dicho decreto, hace 
presumir que la copia fotográfica de fs. 24 sea auten- 
tica. En ella se refiere el 2 % de comisión a "la canti- 
dad de títulos mencionada en el art. V de la ley 1354" 
la que, como antes se dice, es de eatorce millones. 

Que corrobora lo expuesto el art 11 do la ley 1354 
(v fs. 78) por e) que autoriza al P. E. para pagar a los 
gestores designados en el decreto provincial de 17 de 
junio de 1935 una comisión en títulos de la serie B. que 
no se Umita al monto de los títulos que llegaran a emi- 
ti rse, 

2. Que no habiendo probado la aefora el hecho bá- 
sico de su demanda, o sea el error en virtud del cual 
pago lo que no debía (art. 784) ni la mala fe con que 
el demandado recibió el pago (art. 788) o que el pago 
efectuado no baya nido sin causa (arts. 792 y 793) en 
cuyas disposiciones fundó Sü derecho, esta demanda no 
puede prosperar. Por lo que hácese innecesario anali- 
zar la abundante prueba de la parte demandada, de- 
mostrahvn d e todos los trabajos que le fueron enco- 
mendados y de la forma en que los realizó en compañía 
de s U compañero de comisión el Sr. Müllcr, a que se 
refiere en la contestación de la demanda. 

$ Que como lo sostiene el Sr. Procurador Gene- 
ral, las nuevas impugnaciones hechas por la actora en 
su a egato referentes a la ilegalidad c inconstitueiona- 
hdad del convenio del punto de vista de las leyes y 
Constitución local, no han sido inclnídas en la litis con- 
testatw ni conformarían la causa civil que ha servido 
de tundamento a la jurisdicción originaria. Por lo que 
no procede el examinarlas en esta sentencia. Tampoco 
influye en la cuestión de derecho que aquí se debate la 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



329 



circunstancia de ser el demandado diputado por la Pro- 
vincia actora y tener vinculación de parentesco con el 
Gobernador cuando realizó por cuenta de aquélla, en 
la forma onerosa que resulta de los documentos cita- 
dos al principio, la gestión a que los mismos se refieren. 
No se trata de una obligación con causa ilícita (art, 502 
del Código Civil). La ilicitud alegada, que resultaría 
de las funciones políticas del demandado y de su vin- 
culación familiar con el Gobernador al tiempo del con- 
trato se refiere a la inhabilidad de uno de los contra- 
tantes y no a la causa de la obligación. Pero no hay 
disposición legal que cree sobre el particular una inca- 
pacidad de derecho, esto es, que prohibiera al deman- 
dado, en razón de las circunstancias personales expli- 
cadas, la ejecución del acto de que se trata (art. 1043 
del Código Civil), y la prohibición del art. 64 de la 
Constitución concierne a las comisiones que encomien- 
de el P. E. Nacional. 

Por estos fundamentos y los concordantes aduci- 
dos en la contestación, se rechaza la demanda, con cos- 
tas a la parte actora. 

Hág->se saber; repóngase el papel y en su oportuni- 
dad archívese. „ 

tí. A. Nazah Anchorena — P, 

Ramos Mejía — T. D. Ca- 
sabes. 



FERROCARRILES DEL ESTADO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión /*- 
^fo!« CU " í,0 " ílf fe<íerate * * im P lea > toterpntoeió» de las foyw /«- 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que desestima la exención de impuestos y tasas fundadas 
por el recurrente en ln lev 0757 
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FERROCARRILES DEL ESTADO. 

Los Ferrocarriles del Estado no están exentos del pago 
del impuesto de sellado y de los derechos correspon- 
dientes por la inscripción del dominio sobre un inmue- 
ble en el Registro de la Propiedad de La Rio ja. 

Dictamen DEL PrcocuptAüOR General 
Suprema Corte: 

Este caso tiene origen en la petición de que se ins- 
criba en el Registro de la Propiedad de La Rioja, sin 
pago alguno de «el lado o derechos de inscripción, la 
escritura ús donación de un campo hedía a favor de 
Ferrocarriles del Estado. El Superior Tribunal de Jus- 
ticia de dicha provincia ha exigido se paguen el sellado 
y los derechos; y con tal motivo, Ferrocarriles del Es- 
tado trae recurso extraordinario unte V. E. sosteniendo 
tratarse de interpretación errónea del art. 18 de la ley 
6757. Bajo tal concepto, el recurso es admisible. 

En cuanto al fondo del asunto, refiérese al cobro 
de un servicio que V. E, ha reputado múltiples veces 
innecesario para el ejercicio de los derechos emergen- 
tes de la propiedad, esto es, de un servicio no obliga- 
torio para Ferrocarriles del Estado. Xo es un impuesto. 
Permítaseme, pues, V. E. mantener una vez más y con 
todo respeto, el criterio que antes de ahora tengo exte- 
riorizado en otros dictámenes: la provincia puede ne- 
garse a prestar ese servicio innecesario, a quienes se 
nieguen a costearlo. Opino, en consecuencia, que el Su- 
perior Tribunal de La Rioja ha estado en lo cierto. 
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Buenos Aires, 27 le noviembre de 1944. 

Y visto el recurso extraordinario concedido a los 
Ferrocarriles del Estado contra la sentencia del Supe- 
rior Tribunal de La Eioja que no hace lugar a ta exen- 
ción del pago del impuesto de sellado y derechos co- 
rrespondientes por la inscripción de un título en el 
Registro de la Propiedad. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario es procedente por- 
que se trata de interpretar la ley nacional 6757 y la 
decisión definitiva del tribunal de la Provincia de La 
Rio ja es contraria al privilegio que invoca el recurrente. 

Que, en cuanto al fondo, de acuerdo con la doctrina 
sentada en el caso que se registra en la pág. 8 del 1 165 
de los Fallos de esta Corte con el cual gnarda sustan- 
cial analogía el de estos autos, pues la tasa de inscrip- 
ción tiene el mismo carácter que el impuesto de sellos, 
corresponde confirmar la decisión apelada. 

Por tanto y de acuerdo en lo pertinente con lo dic- 
taminado por el Sr. Procurador General se confirma 
la resolución recurrida en lo que lia podido ser materia 
del recurso. Hágase saber y devuélvanse. 

B. A. Nazatx A k chore ka — F. 
Ramos Mejía — T. D. Ca- 
sares. 
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SALVADOR SCANDÜEA v. NACION ARCENTINA 
ACCIDENTES DEL TRABAJO. tnfnmtfadt. 

FERROCARRILES DEL ESTADO 

XWUXSO EXTRAORDINARIO.- lientos propios Cumién te 
mA Cuerno»,* fi&nto simple InUrpmaJón f 

Procede el recurso extraordinario contra la sonto™;,, 

8W Sí Cot?^ eh '° " V" Si "e urente' S'S 
y 6767 C ° nst 't^Jon Nacional y en Jas leyes 44, 5133 

¿ffr£jmíMc/OAV. 

Es suficiente la legalización cíe la firma del Escriba™ 
Jenera de Gobierno por el Subsecretario del Mostró 
de Justicia e Instrucción Pública de la Nación 
FERROCARRILES DEL ESTADO. 

hJ™. 6 '-? 1 lle 'V^Pción del dominio de, uu inmue- 

gistro de la Propiedad de Mendoza es improcedente v 
contraria al „t. 18 de la ley 6757 la exigen™ 1¡ "una 

"-resulte que no ""adeudan 
impuestos desde la fecha e n que se otorgó la respectiva 
«entura hasta aquella en que fué pedid? la ¡iS£c¡£! 
FERROCARRILES DEL ESTADO. 

Es improcedente subordinar la inscripción del dominio 
del inmueble comprado por Ferrocarriles leí ^SIS 
pago del impuesto a las transferencias qué ¡etún la 
¿?£ rP 7 íf Ió i irpe ™*'* «a sentencia 1 apelada ha 
sido , „ ablecdo por el art. 6, inc. 1- de la lev 435 de la 
Prov. de Mendoza a cargo det transferente 
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Dictamen del Phocujíador General 
Suprema Oorte: 

El recurso extraordinario interpuesto en la pre- 
sente causa resulta bien concedido a fs. 17, conforme lo 
resolviera V. E. en caso similar (170:444) donde tam- 
bién se había discutido la interpretación de las leyes 
44 y 5133 relativas a la autenticación de actos públicos 
y procedimientos judiciales de las provincias. 

En cuanto al fondo del asunto, la sentencia de fs. 8 
dictada por la Suprema Corte de Justicia de la Provin- 
cia de Mendoza, lia denegado a la Administración de 
los Ferrocarriles del Estado la inscripción de una es- 
critura de venta en el Registro de la Propiedad local, 
mientras no se abonen impuestos provinciales adeuda- 
dos con posterioridad a la adquisición del dominio por 
dichos Ferrocarriles del Estado, y también, los que co- 
rrespondía pagase el vendedor en la operación de trans- 
ferencia aludida. 

Desde luego, y atenta la jurisprudencia sentada 
por V, E. en 170 : 444, pueden descartarse algunas sal- 
vedades hedías en autos acerca de si es o no autenti- 
cación suficiente la hecha por la Subsecretaría de Jus- 
ticia, de la firma del Sr. Escribano General de Gobierno 
{fs. 42). También queda descartado cuanto se refiera 
a necesidad de protocolización previa. El problema se 
reduce simplemente a si puede constitucionalmcnte exi- 
girse a Ferrocarriles del Estado paguen, como medida 
previa a la inscripción, los impuestos o tasas locales 
adeudados. 

A mi juicio, y con referencia al caso concreto plan- 
teado, cabría hacer un distingo: tratándose, como se 
trata, de bienes adquiridos para servicios públicos de 
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la Nación, ningún impuesto es exigióle, a partir de la 
focha de la adquisición de tales bienea por el Gobierno ; 
y como de la escritura respectiva aparece no adeudarse 
los anteriores (fs. 41 vta.), ninguno deben pagar Fe- 
rrocarriles del Estado, atento lo dispuesto en ta ley 
W 6757 (art. 18) resuelto por V. E. en 128: 79. 

Restan los que pudieran corresponder al vendedor 
del inmueble, con motivo de la venta; mas a ésos no 
tiene por qué alonarlos el comprador. 

En su mérito, procede revocar el fallo apelado. 
Buenos Aires, octubre 18 de 1943. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de noviembre de 1944. 

Y vistos los autos "Administración do los Ferro- 
carriles del Estado recurre medida de la Dirección de 
Registros Públicos > Arebivo Judicial de la Provincia" 
en los que se b a concedido el recurso extraordinario 
interpuesto a fs. 12 contra la sentencia dictada a fs. 8 
y sigtes. por la Suprema Corte de Justicia de Mendoza. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario es en el caso proce- 
dente porque 80 discute la interpretación de las leyes 
nacionales 44 y 5133 y se sostiene ser contrarios a la 
Constitución Nacional los requisitos de la certificación 
relativa u impuestos devengados desde que se realizó 
el acto de la venta hasta que se pidió la inscripción y 
del pago previo de un impuesto que es a cargo del ven- 
dedor, y la decisión definitiva do la Suprema Corte de 
H Pl ] ovmci a Je Mendoza es contraria al derecho o pri- 
vilegio que invoca el recurrente. 
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Que de acuerdo con la doctrina sentarla en el caso 
que se registra en el t. 170, pág. 444 de los Fallos del 
Tribunal, relativa a una cuestión idéntica, la legaliza- 
ción que de la firma del Escribano General de Gobierno 
ha hecho el señor Subsecretario del Ministerio de Jus- 
ticia e Instrucción Pública de la Nación debe conside- 
rarse suficiente. 

Que coneluídu la operación con la tradición del in- 
mueble y el otorgamiento de la escritura traslativa de 
dominio (Fallos: 174, 105) y acreditado en ella que a 
la fecha del otorgamiento aludido no se adeudaban im- 
puestos, <*} requisito de una nueva certificación no es 
procedente, pues se trata de bienes adquiridos en esa 
oportunidad por la Nación para servicios públicos y 
desdo que entraron en su patrimonio quedaron eximi- 
dos de dichos gravámenes. (Ley 6757, art 18; Fallos- 
128, 79). 

Que en cuanto al gravamen a la transferencia, a 
cargo del vendedor pero cuyo pago se exige como re- 
quisito de la inscripción requerida por los Ferrocarriles 
del Estado, no está en tela do juicio la interpretación de 
una ley nacional, por lo cual lo relativo n si la exigen- 
cia es o no impuesta por la ley provincial de que se 
trata, en la forma que resuelve la sentencia apelada, 
está fuera de los límites del recurso extraordinario. 
Del punto de vista constitucional, aunque exigida váli- 
damente por la Provincia do Mendoza la inscripción del 
título en sus registros (Fallos; 174, 105) subordinar 
dicha inscripción al pago de un impuesto que no sólo 
no recae sobre quien la solicita sino que, además, dicho 
solicitante estaría en todo caso exento de el, como que- 
dó indicado en el considerando anterior, importa una 
de estas dos cosas que exceden las facultades provin- 
ciales: obligar en definitiva al pago de un gravamen a 
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quien está liberado de él por una ley nacional, o impo- 
nerle al ejercicio del derecho de dominio una condición 
que por no ser ya pura y simplemente la de inscribir 
ei título en los registros respectivos sin más carga que 
el pago, en todo caso de la tasa pertinente, de lo que no 
exime a los Ferrocarriles del Estado la ley 6757 (Fallo 
del 27 de noviembre de 1944 in re: "FF. CC. del Esta- 
do, Recurso Extraordinario de Apelación para ante la 
Suprema Corte de la Nación* \ letra F. N* 370, libro 
IX, año 1043) caería en el ámbito de una materia reser- 
vada a la legislación exclusiva de la Nación (arta. 7, 31 
y 07, inc. 11 de la Constitución Nacional). 

l*or estas consideraciones y de acuerdo coh lo dic- 
taminado por el Sr. Procurador General se revoca la 
sentencia apelada en lo que ba podido ser materia del 
recurso, llágase saber y devuélvanse. 

Ii. A. Xazau Anciíorexa — F, 
Ramos Mejía — T. D. CV 



FISCAL v. E11NESTO LLOP 

■ 

CONSTITVCIOX XACIOXAL: Constituciowlidad e incorntitudo^ 
natt'lati. Léyea proi im talen, Mendoza, 

El ort. US de la ley 1376 de la Prov. de Mendoza, en 
cuanto autoriza al Depto. del Trabajo de la misma para 
imponer multa o arresto por infracciones al art. 156 
del C. de Comercio re Formado por la lev 11.729, es vio- 
latorio del art. <Í7, íne. 11, de la Constitución Nacio- 
nal (•). 



(i) Kn la mistan iWha fu* rc*udU *b igüai sentido In eausn "FU- 
ral v. Alberto Marengo". 



Dictamen del Pitoru ha ík>u General 



Corte : 

Por sentencia de fecha 6 de julio del corriente año, 
la Suprema Corte de Mendoza lia rechazado un recurso 
de ineonstilucionalidad llevado contra el fallo obrante 
a fs. 50 de estos autos, en que se confirmaba una reso- 
lución dictada por el Departamento del Trabajo de di- 
cha provincia, imponiendo a D. Ernesto Llop multa de 
mil doscientos pesos, o ciento veinte días de arresto en 
su defecto, por haber infringido el art. 156 del Código 
de Comercio al no dar vacaciones pagas a seis personas 
integrantes del personal de su imprenta. Como esa pe- 
nalidad fué aplicada invocando lo dispuesto en el art. 38 
de la ley provincial N v 137fi, cuya constitucionalidad 
impugnó Llop desde un principio, se trae ahora recurso 
extraordinario contra la sentencia de la Corte de Men- 
doza; recurso admisible, a mi juicio, atenta la materia 
que lo motiva. 

El art. 38 de la ley 137G autoriza al Departamento 
Provincial del Trabajo para reprimir con multas de 
veinte a dos mil pesos {graduabas a razón de un día 
do arresto por caeja cinco a veinte pesos de multa) a 
"las personas o entidades que violen cualquier dispo- 
sición legal, nacional o provincial, sobre trabajo, para 
cuya infracción no se hubiese establecido en la respec- 
tiva ley la sanción correspondiente". Como la ley na- 
cional 11.721) que reformó al art. 15G del Código de Co- 
mercio no establece sanciones para quienes omitan dar 
vacaciones pagas a sus operarios o dependientes, dicho 
Departamento se conceptuó facultado para imponer 
dicha multa. 

En general, V. E. ha admitido que las provincias 
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pueden reglamentar las levos nacionales de trabajo a 
fin de adaptar mejor su aplicación a las condiciones lo- 
cales , siempre que no se aparten de la voluntad del Con- 
greso. Hl problema planteado en el caso xah Utc estriba, 
pues, en decidir si la Provincia de Mendoza pudo regla- 
mentar el art, 156 del Código de Comercio, en la forma 
en que lo hizo. 

A mi juicio, corresponde resolver tal cuestión ne- 
gativamente. Como lo espresa el voto cu disidencia del 
Sr. Juez de la Corte de Mendoza Dr. Biritos, cuando el 
Congreso impone ciertas obligaciones al comerciante 
para con sus factores o dependientes» y no crea sanción 
penal para asegurar su cumplimiento, lia de entenderse 
que no lia querido conceder a los beneficiados otra ac- 
ción que la civil ; de suerte que mal pudieron las pro- 
vincias por vía de reglamentación, crear sanciones de 
multa o arresto no establecidas por el Poder Legisla- 
tivo de la Nación único a quien compete dictar los có- 
digos penal y de comercio. Si a título de 4 'poder de 
policía", estuviese al alcance de Jas provincias suplir 
omisiones o lagunas de la legislación común, habría 
desaparecido la unidad de dicha legislación en el terri- 
torio argentino. Con referencia al caso concreto actual, 
ciertos contratos de comercio producirían en nnos lu- 
gares distintos efectos jurídicos que en otros. No se 
trataría ya de organizar los procedimientos con que ia 
justicia local deba aplicar el Código de Comercio, sino 
de admitir modificaciones locales u dicho código. 

El voto de la mayoría, invoca en el fallo apelado 
lo resuelto por V. íl en 181 : 209 y 189; 234. No encuen- 
tro en esos antecedentes do jurisprudencia elementos 
de criterio favorables a la tesis de que corresponde a 
las provincias reprimir con penalidad local lo que el 
código no reprime. Tal tesis conduciría a la afirmación 
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de que, a no existir la ley 11.729, las provincias, ejerci- 
tando su "poder de policía- hubieran podido reformar 
el art. 15G del Código de Comercio hasta darle la forma 
que ahora reviste. Mas próximo a lo discutido en el sub- 
judice, está el fallo 183: 95, donde V. E. rechazó la ta- 
cha de inconstitucionalidad opuesta al mismo artículo 
so color de no existir sanciones que aseguren eficaz- 
mente su cumplimiento. Dijérase que la Provincia de 
Mendoza ha querido suplir la presente omisión olvi- 
dando que sus poderes no van tau lejos. 

Y ello, aun prescindiendo de que cuatro meses de 
arresto para asegurar el cumplimiento de la obligación 
de conceder vacaciones, excede a todo lo razonable, den- 
tro de las normas que inspiran a la graduación de las 
represiones en el Código Penal. 

Pienso, pues, como el Sr. Procurador General de 
la provincia en su dictamen de fs. 112 a 123, que el art 
38 de la ley 1376, tal como ha sido aplicado en este caso 
legisla sobre materia reservada por la Constitución al 
Congreso federal. Corresponde, entonces, admitir la ta- 
cha de inconstitucionalidad formulada en su contra por 
el recurrente. Buenos Aires, septiembre 20 de 1943. — 
Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 27 de noviembre de 1944. 

Y vistos: los del recurso extraordinario concedido 
a fs. 160 en los autos Llop, Ernesto por apelación de 
multa, venidos de la Suprema Corte de Justicia de 
Mendoza. 

Por los fundamentos aducidos por el Sr. Procura- 
1 en su dictamen de fs. 1% se declara la pro- 
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eedcncía del recurso extraordinario y se revoca la sen- 
tencia apelada en cuanto lia podido ser materia del 
recurso. En consecuencia se declara que el art. 38 de la 
ley 1376 de Mendoza en cuanto autoriza al Departa- 
mentó del Trabajo a imponer multas por infracción al 
art, I5íi del Código de Comercio conformo a la ley na- 
cional 11.72Í) es violattíria del art. u'7 ine. 11 do la Cons- 
titución Nacional. Notifiques©, y devuélvanse al tribu- 
nal de su procedencia, donde se repondrá el papel. 

B, A. Xazah Anchor en a — F. 
Ramos Mejía — T. D. Ca- 
sares. 



VEGA Y ROMAN 

RECURSO KXTIiAOIWlXAHIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
dero!. Cuestión™ fethralea simple*, interpretación de In* leyes fe- 
derales. 

Es procedente el recurso extraordinario fundado en la 
interpretación de Ja ley 11.1*75 contra el fallo «pie, por 
considerar i|ue Jas infracciones a la misma no revisten 
carácter rtelii-timl, declara inaplicable respecto de ellas 
las disposiciones del art. 67, 2* parte, del C. Penal. 

PRESCRIPCION: Prescripción en materia penal. Interrupción. 

lm multas que reprimen las infracciones a la ley 11.275 
revisten carácter penal y la acción tendiente a imponerlas 
es interrumpida por las nuevas infracciones, conforme a 
lu dispuesto por el art. 07, Ü* parte, del C. Penal. 
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Bu unos Aires, 29 de noviembre de 1944. 

Y vistos: El recurso extra ordinario deducido por 
el Sr. Procurador Fiscal de la Cámara Federal de Ape- 
lación de la Capital contra la sentencia que declara 
preso ripia la acción penal en la causa seguida a Vega 
y Román por infracción a la ley 11.275. 

Considerando : 

Que el recurrente funda el recurso en que las mul- 
tas establecidas por la ley 11.273 revisten carácter pe- 
ual y, por lo tanto, les son aplicables las disposiciones 
del Código Penal sobre prescripción, entre ellas la que 
dispone la interrupción de la prescripción por la comi- 
sión de nuevas infracciones, tesis rechazada por la sen- 
tencia recurrida que considera que el incumplimiento 
de las disposiciones contenidas en la citada ley son sim- 
ples transgresiones de normas legales de las que no 
puede resultar defraudación u otra figura delictiva es- 
pecífica contenida en la parte especial del Código Penal, 
mientras no concurran las circunstancias enunciadas 
en el art 173, inc. 1', del mismo. 

Que el recurso extraordinario ha sido bien conce- 
dido por cuanto no se trata de la interpretación del 
Código Penal, que no sería revisible en función del re 
curso interpuesto, sino de la ley 11,275, ley nacional 
que tiene por objeto, como lo ha establecido esta Corte 
certificar ante el público la calidad, pureza y exactitud 
en el peso de los productos y mercaderías fabricadas en 
el país, en defensa de la honradez del comercio y de la 
salud de los habitantes —Fallos: 199, 442 ¡ art. 14 inc 
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(¿ue la Corte lia declarado reiteradamente que las 
multas establecidas por las leyes especíales son, según 
su fin preponderante, o de naturaleza: reparatoria o de 
naturaleza penal 3* tienen esto carácter las que estable- 
cen sanciones para prevenir y reprimir las infracciones 
a la ley y no para reparar un daño; ha declarado tam- 
bién que a falta de ti is posiciones expresas en la ley les 
son aplicables a estas infracciones las reglas del Código 
Penal sobre prescripción de acuerdo con lo establecido 
en su art. 4 y que las nuevas infracciones interrumpen 
la prescripción de acuerdo con la segunda parte del art, 
ti? del mismo, W'ause Fallos: 184, 162; 185, Sf.lj 192, 
229; 197, 34G; 198, 139 y 380 y el caso de Villa, Aul'riclit 
y Cía. v. Impuestos Internos fallado el 17 del corrien- 
te mes. 

Que de acuerdo con esta doctrina el carácter penal 
de las multas establecidas por el art, y de la ley 11.27o 
es patente. Sólo tienen por objeto asegurar el cumplí- 
rniento de sus disposiciones reprimiendo las infrac- 
ciones. 

Por estos fundamentos y de conformidad uon lo 
dictaminado pur el Sr, Procurador General de la Na- 
ción, se revoca la sentencia apelada en cnanto ha po- 
dido ser materia del recurso extraordinario. NotifíqueSe 
y devuélvase, debiendo ser repuesto el papel en el juz- 
gado de origen. 

B. A. Nazar Axchorek.v — F. 
Ramos Mejía — T. D. Ca- 
sares. 
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LEONCIO FERNANDEZ v. PROV. DE BUENOS AIRES 

LEY DE SELLOS: Sellado aplicable. 

La enumeración contenida en el decreto 1+432 sobre ini- 
pufífto de sellos, no tiende a ampliar los supuestos del 
art. 88. sino a prensar los de aplicación del gravamen 
general que prevé el tít. IV, cap, T. de dieho decreto. 

LEY DE SELLOS: Sellado aplicable. 

Los abogados y procuradores no están obligados a firmar 
.muí ln estampilla correspondiente al impuesto de sellos 
las actas relativas a las audiencias de prueba aunque en 
ellas hayan formulado peticiones referentes o la misma. 

Dictamen del Procubadoh Gbnebal 
Suprema Corte: 

El Dr. Augusto C. Fernández, representante de la 
parte aetora, y Roberto A. Solíi, repres (tantos ele la 
rtci maulad a, comparecieron n juicio verbal en estos au- 
tos con lecha tí de octubre último, y de coman acuerdo 
pidieron ul Tribunal designase un perito. La aetora, 
propuso por separado los puntos materia del peritaje; 
la demandada, lo hizo en la misma audiencia i y como 
ninguno do los representantes aludidos colocó junto a 
su firma la estampilla correspondiente al impuesto de 
sellos, V, E. me corre vista. 

Considero debe abonarse dicho impuesto, por la 
sencilla razón de que tan peticiones son las que formu- 
lan los litigantes presentando escritos cuando el proce- 
dimiento es escrito, como las qr.;? hacen verbalmente 
ruando el procedimiento es verbal. Al rebullírseles ho- 
norarios ningún distingo cabe por tal concepto; y bien 
sabido es que un informe in voce puede tener, y tiene 
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oon frecuencia, importancia igual Bino mavor Que la 
del alegato escrito. ' 1 

i , P ? r t timc ' P ° r t ' ,l °' ^ ue ikatro de los términos 
del arfe 2S de lo ley 11.290, hubiera correspon d U o «|! 
m^mm Vor cada firma profesional puesta al "e 

le acta en | a que se formulan peticione,. Con mayor 
«azon cabe hacerlo, atentos los Ormino, del art 89 de 
decreto X* 9432, de fecha 21 de junio ppdo., < IU e incl, 
expresamente a ¡as actas producidas en expediente* 
Aciales, entre |«, diligencias sujetas a impuesto, 

En consecuencia, solicito se intime la reposición de 
Ms aludidas estampillas bajo apercibimiento do multa 
Buenos Aires, noviembre 14 de 1944. - J tt «>, Alvares 
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Buenos Aires, 29 de noviembre de 1944. 

mJjJr* la f r6 f d ~ te eaus « ^SnklH por I). Leoncio 
íornandez con ra la Provincia de Buenos Aires/sobre 
W¡m .tuc.onalidud de la ley 4125, para decidir "es 
pecio de lo pedido por ei Sr. Procurador General « ¿- 
jas -l. 

Y considerando : 

Que el art. 88 del decreto núm. 9432 dispone en su 
Parte peínente que: "Eá kK |as las actuaciones judi- 
ciales... los «bogados y procuradores pagarán ' cin- 

escrito » Vemíe WnínV0S r ^ úvam ^ ''«da 
Que la enumeración contenida en el ait. 89 de las 
que serán consideradas actuaciones sujetas a impues- 
tos no tiende a ampliar los supuestos del artículo ante- 
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rior, aiiio a precisar los de aplicación del gravamen 
general que prevé el título IV, cap. I, del decreto en 
cufísfión, que precisamente recae sobre las ^actuacio- 
nes judiciales". La enunciación de casos que habitual- 
mente no llevan firma de letrado ni procurador —ofi- 
cios, exhortos y comunicaciones de los tribunales, etc.— 
corrobora esta inteligencia. 

Que además el criterio expuesto coincide con el que 
pe ha -seguido en la aplicación de la ley 11.290, y con el 
que orienta el fallo publicado en La Ley del 19 de no- 
viembre del corriente año, p¡íg. 10, uúm. 18.117. 

En su mérito se declara míe no corresponde la re- 
posición pedida a fs. 21. Hágase saber; reponte el 
papel. 

B. A. Nazab A ni" .u ore na — F. 
Ramos Mejía — T\ D. Ca- 
sabes. 



FISCAL ^ NESTOR U'IS CASAS 

mmmO EXTRA OiWLXAltíO: fírquhito, ,>ro } ^ de- 
finí! na. Ifcsolucwrs mtethm o Ut tnitenaa definitiva. Varías. 
Lh* resülm-ionrs que (lenizan una .vensación no son de- 
finitivas n los efectos del arl. 14 de la lev 43 y versan 
sobro inalfru regida por leyes de naturaleza prwefia] v 
•■-'iKliefoníutíi por t-uvnnstaiidas* de heótta COD la eme Jas 
^tWWl** ««^tiirionali* que al ,feeto «, invocaran 
solo escepeinniilmeiiu. podrían tener relm-ión directa í 1 ). 
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UÁSm ELIAS SAA1) v. IMITKSTos INTERNOS 

RECURSO DE M UDAD. 

Deba desestimarse el recurso de nulidad que no ha sido 
mejorado en t «Tro ra ¡nstaneiii y -e furnia en razones sus- 
ceptible .sur cnn«id«'rnd¡is por vía il.> \¡, apet.Hón 
concedida (M. 

IMPUESTOS INTERNOS; Rigiméu wpreiíim, Poseedores. 

VA mi, del texto ordenado di* las leyes de impuestos 
internos DO lQlpi.de la absolución d<l poseedor de efectos 
en infracción cuando é<ue demostrara su desconocimiento 
c inocencia re*, pecio de la maniobra tendiente a defraudar 
ej i ut puesto interno o cuando las constancias de autos 
mUoriaaran a considerarlo ajeno a la misma ( 2 ). 

IMPÜBSWS WTB&lfÚSi Vnrhs. 

La Integridad de l"*» recipientes del vino hallado en poder 
del imputado, unida ¡i 1« circunstancia de un haberse po- 
dido practicar el análisis del producto en la bodega de 
origen, autorizan a admitir la inocencia del poseedor con- 
tra quien no e.xhteu ¡udieioí de ^ ul prtbiliiint l ( 3 V 




(" -í> do afemino .le ten. F»]fc»«: inr>, ]¡io v tofl; 196, 122. 
(-) P.-ilU-h ; H>7. l'tíU: ll'v :ui7. 
(*) Fallt»; 107, 117. 
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S. A. SAINT FIÍKKKS Lula. v. XACIUX ARGENTINA 

ADt'AX t'i Itrijíorltuiñn. Lihrc fie derecho?. 

El url. 4 de la ley 11,281 exime de defécaos al hilo nece- 
saria p;ir; t coger bolsas do arpillera tanto nuevas como 
tisurias i 1- de diriomlire de 1U44). 



s. A. GANABEltA VÁtitt lirEMl'LTCK v. XACION 

AlUiKXTINA 

I'ÍlESCJÍÍÍ'í Víí.V í f'omiénzú. 

ha prescripción decenal «le la acción dirigida contra el 
Fisco fóicinnai para olireuer la itite<rtticia8 rio la superfi- 
cie riel inmueble comprado por el actor a quien lo había 
adipiiririu rii'l Fi^en. comienza a correr desile la f celia riel 
tiitiln por el cual ffete lo transmití» al íéndedor de refe- 
rencia y tm désele la fecha en ojie fii« : aprobada la men- 
sura por la rpic el actual dueño estableció la falta de su- 
perficie (')■ 



(1) I» «Nriembro d<> I1>U. Tnllos: fit, 277; 90, 17; 117. 12S; 
128, 37-1; 112, 01; 14.1, -JO; 170, 2.13; 101, 400. 
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KA8IM ELIAS KA AI) v. IMPUESTOS INTERNOS 

RECURSO DE NULIDAD. 

Debe desestimarse et recurso de nulidad que no ha sido 
mejorado en ten-ora instancia y ge funda en razones sus- 
ceptibles de ser consideradas por vía de la apelación 
concedida (*)■ 

IMPUESTOS INTERNOS: Régimen represivo. Poseedores. 

El art. 20 del texto ordenado de las leyes de impuestos 
internos no impide la absolución del poseedor de efectos 
en infracción cuando éste demostrara su desconocimiento 
e inocencia respecto de la maniobra tendiente a defraudar 
el impuesto interno o cuando la» constancias de autos 
autorizaran a considerarlo ajeno a la misma (-). 



La integridad de los recipientes del vino hallado en poder 
del imputado, unida a la circunstancia de no haberse po- 
dido practicar el análisis del producto en la bodega de 
origen, autorizan a admitir la inocencia del poseedor con- 
tra quien no existen indicios áe culpabilidad (■). 



(i) 20 4o noviembre do 1M4. Fallón: 195, 100 y 3G0; 106, 432. 



IMPUESTOS INTERNOS: Vario». 
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S. A. SAINT FKEIíES Ltda. v. NACION ARGENTINA 

ADUAXA: Importación. Libre de derechos. 

El art. 4 tío la ley 11.1281 exime de derechos al hilo nece- 
sario pura coser bolsas de arpillera tanto nuevas como 
usadas (1* de diciembre de 1944). 



S. A. GANADERA VALLE lí TEMPLES v. NACION 

ARGENTINA 

PBESCRIPCWX : Comienzo. 

La prescripción decenal de la acción dirigida contra el 
Fisco Nacional pora obtener la integración de la superfi- 
no del inmueble comprado por el actor » rpuen lo había 
adquirido del Fisco, comienza a correr desde la fecha del 
título por el cual esto lo transmitió al vendedor de refe- 
rencia y no desde la fecha en que fué aprobada la men- 
sura por la que el actual dueño estableció la falta de su* 
perfieie. (*). 



O) I* da ditiembro de 1914. Fnllo-r: 64, 277- 90 17* 117 iSfti 
128, 374; 142, 94; 143, 99; ]?P, 233; 191, 490.' ' ' ' 126f 



m 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA- 



RAUL AGUAD v. DIRECCION GENERAL DEL 
* IMPUESTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LOS HEDI TOS: lu fraccione* y pena*. 

No correspondo aplicar otra sanción que tu del interés pu- 
nitorio establecido por el art. de Ja ley 11. (¡83 (T.O.) 
ni contribuyente a quien sólo se imputaiio baber satis* 
fecho el impuesto en el plano establecido con carácter gé- 
nernl para todos los contribuyentes ni en el ijue le fué 
fijado particularmente como prórroga ('). 



ASOCIACION DE PROPIETARIOS DE CARROS Y CA- 
MIONES v. DIRECCION O EN El! AL DEL J MI' TESTO A 

LOS REDITOS 

RECURSO EXTRA ORTHXARiO : Requisitos propios. Cuntió* i no 
federales. Exéhuién de las cuestiones de hecho, ímpiu -utos ;/ tasas. 
No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que dedil ra , -mu prendí il a a una asociación en la exención 
prevista cu el art. ñ, inc. 10 de la ley 11S>*2 por enten- 
der que no se advierte en la constitución de aquélla nin- 
gún motivo de lucro y sí, al contrario, propósitos de be- 
neficio y mejoramiento social que la presentan informada 
de las características de beneficio público dentro del con- 
cepto que a esa expresión asignan la ley y el Conscio de 
Administración del Impuesto a los Réditos (*). 

RECURSO EXTfíAOIWIXARIO : Rronhitos propios, Cuestiones no 
federales. Exclusión de fas cuestiones de hecho. Varios. 

* 

La cuestión relativa a la falta de protesta rpie no fie fun- 
da en disposición alguna de carácter federal no puede dar 
lugar at recurso extraordinario t 3 ). 



(i) l-t de ilirlcmhr* .le 1ÍM4. Frill *: HKl, 24. 

( = ) Iv ( |„ diriembre .lo 1JM4. Fj:"Ti«i: lá7, 655: 107, 39. 

(fl) Patios: ISli, 421; WS, 145, 
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PAGO: Pago indebido. Protesto. Generalidades. 

El requisito de la protesta os innecesario para que pro- 
cedí! la repetición de lo indebidamente pagado en concep- 
to de impuesto a los réditos (1> 



ELISA lí. DE VEO A Of AUl'O 

ítECUltSO EXTRA QIWi.XA IiíÜ .- Hesitas Comunes, Subsistencia 
de ío.h retjtiinitos. 

Habiéndose decretado por juez compílente el procesa- 
miento y la derenrión, por infracción al Código Penal 'de 
la persona detenida por orden del I\ E. quc oiiló por salir 
«el pata y dedujo un recurso de habeos corpits al que se 
limo lujrar por sen lene i a de 2* instancia contra la cual 
se eoncedm a! fiscal el recurso extraordinario fundado 
en e] art. LM de la Ooiin( ¡t íu-ión Xaeional, correspondo de- 
'■■arar que el Iwhuts vurpm es improcedente v que por 
clin eanve ríe ob.jcjo pronunciarse acerca de ía cuestión 
en que se fundó el reeur.so concedido al fiscal (1* de di- 
ciembre de 1944). V 



RAMOX A. URA.XDAX v. DIRECCtOX OEXERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

RECURSO EXTItAOItDlXMHO: lUanisitos propio,. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamento* no federales o federales consentidos. 
Fundamentos de hecho t 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que si bien declara que la estimación de oficio que 
se luciere sobre la base de un cálculo superior ni duplo 
del alquiler a que se refiere el art. (i, ultima parte, de la 
ley 11.683 (T.O.) sólo prevalecerá sobre la declaración 
del contribuyente cuando aquella se apoyare cu pruebas 
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suficientes para destruir las afirmaciones de aquél, tam- 
bién establece, fundada eu circunstancias de becbo y prue- 
ba i rro visibles por la Corte Suprema, la exactitud de la 
declaración de mis entradas presentadu por el contribu- 
yente ante las autoridades respectivas (4 de diciembre 
de 1!M4). 



RENE NAVAKHO OCAMPO v. MUNICIPALIDAD DE 

COllDODA 

RECURSO EXTRA OH DI XA fíf O : Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestkam fedérate* complejas. ÍHConstHucwmtlidad de nor- 
mas ¡f acto* municipales y policiales. 

Es procedente el recurso extraordinario fundado en que 
el régimen del Dflpi en cuotas establecido por uno orde- 
nanza municipal sobre pavimentación sin que medie aco- 
gimiento expreso del contribuyente, in. porta modificar el 
régimen de la prescripción establecido por el C. Civil, y 
en que el cobro de una contribución de mejoras que no 
fia valorizado al inmueble en la medida de aquélla es vio- 
bttorio de los arta. U» y 17 de la Constitución Nacional, 

COXSTÍTt'CÍOX XAriOXAL; (mutitiniouulidad e ÍMiiustilnc>ona~ 
Udad, Ordenanzas mnnici pales. 

La rireiiustaiicia de que la ordenanza Ü!í(ió de la Muni- 
c¡ pal ¡dad de Córdoba establezen como régimen ordinario 
para el pairo del pavimento la amortización periódica en 
cuotas semestrales durante diez años y el pago al contado 
como una excepción a la que puede neogpr.se el propieta- 
rio, no importa modifienr para el primer supuesto el ré- 
gimen de prescripción establecido por el C. Civil ni, por 
Jo tanto, contrariar los arls. 31 y 07, ¡tic. 11, de la Cons- 
titución Nacional. 

AFIRMADOS. 

AI contribuyente que impugna la validez de una contri- 
bución de mejoras por considerar que no beneficia ni in- 
mueble afectado, corresponde demostrarlo fclineicntc y 
acabadamente. 
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RECURSO EXTRAORDIXA RIO : Requisito* propios. Cuestiones 
no federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Impuestos y tasas. 
La sentencia apelada por recurso extraordinario es irre- 
v ¡si ble en cuanto establece que el pavimento construido lia 
Veneficiado al inmueble afectado. 

AFIRMADOS. 

La contribución de mejoras cuyo monto sólo alcanza al 
20 % del valor de la propiedad beneficiada no es por ello 
coafiscatoria. 



Dictamen uel PuoeniADOit General 
Suprema Corte: 

Ante la justicia ordinaria de Córdoba, los Sres. Tíe- 
né y río Navarro Oennipo demandaron a la munici- 
palidad de la ciudad capital de (Helia provincia, por de- 
volución do las sumas a que iludieran ser condonados en 
un apremio que allí so Ies seguía por cobro de pavimen- 
tos construidos en 1 !)."!(). Con arreglo a la ordenanza res- 
pectiva, esos pavimentos podían pairarse cu veinte cuo- 
tas somos 1 rales, 

VA juicio de repetición fué fallado en segunda ins- 
tancia declarándose que Ja prescripción docenal, opuesta 
por los demandados, dehía contarse para onda cuota 
desdo la fecha do su vencimiento, y no para la totalidad 
de! precio desde el día en que se dió término al pavi- 
mento; y que la tasa cobrada sólo es ¡legítima en cuanto 
exceda del veinte por ciento del valor del immublc gra- 
vado (fs. 110-120). La sentencia resuelve otros puntos; 
pero sólo a esos dos se lia hecho materia de recurso 
extraordinario para ante V. E. Acerca de los restantes, 
liaee cosa juzgada, quodnndo limitadas así las primiti- 
vas pretensiones de la Municipalidad. 
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Respecto de] primero, no encuentro justificada la 
procedencia de] recurso, pues la ordenanza municipal 
W 29G5 de Córdoba sancionada en 1928 c impugnada 
como violatoria de disposiciones constitucionales so eo- 
Jor de crear términos para la prescripción superiores a 
los fijados por el C. Civil, cu nin^uiiii forma modifica 
dichos términos. Tampoco previene se los cuente desde 
el vencimiento de cada plazo: simplemente eoneede faci- 
lidades para el pago de las obras. Si el plazo lia de con- 
tarse desde esos vencí míen los de cuotas, o desdo la fe- 
cha en que el pnvi mentó quedó terminado, es una cues- 
tión de derecho civil, no revisilúV por V. E. Caso de 
serlo, correspondería nmnlencr por sus fundamentos la 
sentencia apelada. 

Kn cuanto a lo segundo, se discute si fue o no in- 
constitucional exigir a los dueños del predio por con- 
cepto de precio del pavimento, hasta un 20 % del valor 
del inmueble gravado. Sostienen a tal efecto los recu- 
rrentes que la Municipalidad debió demostrar que con 
la construcción del pavimento aumentara en un 20 % el 
valor de dicho inmueble, demostración que no se ha pro- 
ducido en autos. 

De un tiempo a esta parte algunos propietarios de 
terrenos baldíos —y baldío estaba el que motiva la litis 
— han dado en sostener que mientras no se demuestre 
plenamente lo contrario, rije la presunción de haber ba- 
jado oV precio los terrenos, o por lo menos no haber 
aumentado, simplemente porque se cometió el error o 
la imprudencia de pavimentarlos, j De dónde sale esa 
pretendida presunción y que ley la establece? Quien co- 
bra el precio de un pavimento sólo necesita acreditar 
(pte tuvo el derecho de construirlo, y que cobra por él lo 
que autorizaba la ordenanza. No está obligado a ir de- 
mostrando, vecino por vecino, que el pavimentó es una 



DB JUSTICIA DE LA NACIÓN 

cosa útil, o que las tierras con frente a calle pavimen- 
tada tienen más fácil acceso y valen más, en consecuen- 
cia, qno cuantío carecían de esa mejora. SÍ en cada caso 
no pudiera cobrarse a cada vecino más que lo que se 
déMnesíra en juicio que influyo el pavimento en la valo- 
rización, a cada baja general del valor do los inmuebles 
por obra de la guerra, de malas cosechas, ote, sería 
cuestión, no ya de eximir del pago a los vecinos, sino de 
que éstos se encontrasen con derecho de exigir al pavi- 
mentador perjuicios. Adoquinar o asfaltar HiIIes, se tor- 
naría acto ilícito, susceptible do engendrar responsa- 
bilidades. 

Paivcenie qne en este asunto se han confundido co- 
sas inconfundibles. Es innegable que el pavimento me- 
jora el predio en forma efectiva y permanente; poro de 
ahí no so deduce qno esa mejora deba necesariamente 
reflejarse, en todos los momentos, en un aumento do 
precio. La mejora es estable, definitiva y muestra una 
clara relación do causa a efecto ; los precios del inmue- 
ble, son variables y están accionados sin cesar por can- 
tidad de causas, ajenas por completo a la voluntad del 
pavimentador o del propietario. Por ello, a cada paso 
sucede que la propiedad, con o sin pavimento, valga hoy 
menos que en determinado periodo anterior. También 
pudiera ocurrir qu algún terreno, mientras estuvo bal- 
dío, valió más que años más tarde, con construcciones; 
mas ¿quién se atrevería a sostener que los nuevos edifi- 
cios desvalorizan la propiedad, o la dejan estacionaria 
Ninguna ley obliga a demostrar la evidencia ; del mismo 
modo que ninguno impone al Juez presunciones abier- 
tamente absurdas. 

Justamente eso es lo que ocurre en el caso sub-ju- 
flire. Según el perito De la Torre (informo de fs. 30), 
el inmueble do los señores Navarro Ocampo valía menos 
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en 1940 con pavimento, que en 1930, sin 61. Atenúa, em- 
pero, esa conclusión, la circunstancia, reconocida por el 
mismo perito, do que ei terreno se halla en un barrio 
donde untes existían lenocinios patentados o clandesti- 
nos, que ahora no existen. 

A mérito de estas consideraciones, y las concor- 
dantes de la sentencia apelada, considero que debe con- 
firmársela en cnanto piulo ser materia de recurso. Dejo 
de lado, ex profeso, la cuestión, puramente de hecho, de 
si una .asa que absorba el 20 % del valor del inmueble 
debe considerarse confiseatoria. Buenos Aires, oelubro 
5 de VMX -- Juun Airan-. 
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Buenos Aires, 4 de diciembre de 1944. 

^ vistos los autos: "Navarro Ocampo Tíeué v otro 
contra tóimicipandad de Córdoba", en los que se ha 
concedido a los actores el recurso extraordinario contra 
la sentencia de la Cámara 2' de Apelaciones en lo Civil 
y Comercial de Córdoba. 

Considerando: 

En cuanto a la procedencia del recurso: Que, ar- 
ticulado oportunamente, se lo funda: 1 en que el régi- 
men de cobro en cuntas de la eonlnbución de pa vi mon- 
tos, establecido por la ordenanza 2!Htó de la Municipa- 
lidad de Córdoba, sin que medie acogimiento expreso del 
contribuyente a eso modo de pajfo, importa modificar el 
régimen de la prescripción, que es privativo de la legis- 
lación nacional; y IT en que cobrada la contribución de 
mejoras de que se trata no optante que el pavimento 
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no ha producido mía valorización del inmueble equiva- 
lente a] cosió del gravamen, bay violación de los ar- 
tículos 1G y 17 de la Constitución Nacional. Y como la 
sentencia definitiva testimoniada a fs. 110 sanciona los 
pretendidos agravios a la supremacía de la legislación 
nacional y a las .trarantías constitucionales invocadas, el 
recurso lia sido bien concedido, y así se declara. 

En cuanto al í'ondo de lo que es objeto del recurso : 
t¿ue lo enunciado al considerar la procedencia del 
recurso determina la materia de lo comprendido en él. 

Que la autoridad municipal de Córdoba lia obrado 
dentro de sus atribuciones al establecer en el art. 12 de 
la ordenanza 1ÜW.1 como régimen oíd ¡na rio para el pa^o 
d<'l pavimento la amortización periódica en cuotas se- 
mestrales durante diez años. Si ésta era la norma y el 
patfo al contado sólo l a excepción a que pofÜtt acogerse 
el propietario, puesto que ta ordenanza debe presumirse 
couocidíi por éste (art. ÜO del Código Civil), si no se 
acogió expresamente a la excepción dehe atenerse, en 
cuanto a ¡a prescripción de su deuda, al régimen de ven- 
cimientos sucesivos i pie la ordenanza establece, es de- 
cir, que cada cuota tiene su plazo propio de proscripción 
a contar de la fecha de su vencimiento. Sin duda alguna 
este modo de contar la prescripción es menos favorable 
para el actor, pero porque es más favorable para él la 
forma de pago. Dilatado el paso el término de la pres- 
cripción se dilata correlativamente. No se lia estable- 
cido ni expresa ni tácitamente na sistema de proscrip- 
ción distinto del que consagra el Código Civil. La pres- 
cripción impugnada corresponde a la distinta fecha de 
vencimiento de cada cuota. Es, pues, la forma de pu#o 
en cuotas, lo (pie en realidad se ataca. Pero el recurrente 
no lia c.xpüeado qué principio constitucional o de legis- 
lación exclusiva nacional se oponía a que Ja Munícipa- 
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lidad de Córdoba estableciera en la ordenanza cuestio- 
nada el sistema de pago que estableció. 

Que es doctrina reiterada de esta Corte (Fallos: 
180, 405 y los allí citados, entre otros) ser necesario 
para la validez de las contribuciones de mejoras que el 
beneficio aportado por ellas al contribuyente no sea 
Bílbstnnci al mente excedido por el monto del gravamen. 
Pero como es obvio deberse partir de la presunción de 
<iue las pavimentaciones urbanas —caso de esta juieta— 
benefician los inmuebles frente a los cuales se constru- 
yen, es a cargo de quien impugna la validez de la con- 
tribución demostrar feliaeiente y acabadamente que tal 
beneficio no lia existido- Por lo cual la cuestión plan- 
teada en estas términos, se reduce a una de hecho, ajena 
al recurso extraordinario. Y como en la sentencia recu- 
rrida el punto se decide, precisamente como cuestión de 
hecho, planteándolo del modo precedentemente indicado 
y por considerar insuficiente la prueba actora tendiente 
a demostrar que el pavimento no reportó a su propie- 
dad ningún beneficio, en el sentido de alimento efectivo 
de valor, el punto no es susceptible de revisión por la 
vía del recurso de que aquí se trata. 

Que en cuanto al posible carácter confisca torio del 
gravamen, descartado lo relativo a si el pavimento va- 
lorizó o no el inmueble en medida equivalente-**- .su mon- 
to, sólo se trata de saber si tiene eso carácter una con- 
tribución de mejoras que sólo insume el -0 r /c del valor 
do la propiedad beneficiada, porque la sentencia recu- 
rrida reduce a ese importe la que estaría obligado a 
pagar el actor. Y como es doctrina reiterada do este 
Tribunal que no se puede considerar confisca torio una 
contribución que no excede ose límite, el recurso tam- 
poco puede prosperar en este punto. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo dio- 
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laminado por el señor Procurador General se confirma 
la sentencia de fs. 110 en lo que lia podido ser materia 
del recurso. 

llágase saber y devuélvanse, debiendo reponerse el 
papel en el jugado de origen. 

li. A. Xazah Anchorena — F. 
Hamos Mejía — T. D. Ca- 
SABES, 



A XA E. MARINO DE MOXDELM —su sucesión— v. 
I'IíOVIXCIA DE BÜEXOS Allí ES 

DAS08 Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado. Registro d¿ 
ht propiedad. 

Aun cuando el Estado os responsable por los daños que 
wataone ni acreedor ta venta del inmueble del deudor que 
éste pudo realizar merced a que en el respectivo informe 
expedido por el Iiejri.stro de la Propiedad no se mencionó 
el embargó trabado a pedido del primero, procede recha- 
zar la demanda sobre indemnización si, durante el trans- 
curso del pleito, aereedor y deudor celebraron un conve- 
nio por el cual se fijó la suma que esto último debía pa- 
irar y se dió una garantía a satisfacción de aquél para 
asegurar el deludo cumplí miento de lo pactado, con lo 
cual desapareció el daño invocado como fundamento de 
la acción ; no obstante lo cual corresponde imponer el pa- 
iro de las costas del juicio a la demandada que sostuvo su 
irresponsabilidad por la certificación equivocada. 



Dictamen del Puocuiunoit General 
Suprema Corte: 

Por providencia de fs. 12, se admitió que la infor- 
mación producida a fs. 11 y vt. acredita 
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mente tratarse de juicio civil entre vecinos de esta ca- 
pital y la Provincia de Buenos Aires, parto demandada. 
No habiéndose modificado tal situación, el caso cao bajo 
la jurisdicción originaria de Y. E. 

En cuanto a las cuestiones materia del litigio, lo 
son en su totalidad de derecho común, y ajenas a mi 
dictamen. Buenos Aires, setiembre 30 de 1042, — Jmn 
Alvarez. 

FA-LLO riE LA LülíTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de diciembre de 1!>44. 

Vistos los autos "Mondelli Elena Ana Marino do 
—su sucesión— rcHlni Hin-ims Aires l;i Provincia, so- 
bre danos y perjuicios*', ile los (pie resulta: 

Que a fu. 4 D. Edgardo Joliannetou, en representa- 
ción de la sucesión di- Ha. Elena Ana Marino de Mon- 
delli, demanda a la Provincia de lineaos Aires por in- 
demnización de daños y perjuicios fundado en los lie- 
dlos siguientes. 

En el juicio seguido por la causante contra Vidales 
Hilos, y Cía. y Lucio (.'orden ante el Juzgado de Comer- 
cio de la Capital Federal a cargo del Dr. Juan A. Gar- 
cía, Secretaría Carlos Castro AValker, se decretó contra 
el nombrado en segundo término inhibición preventiva 
de la que se tomó nota en el Registro de la Propiedad 
de la Provincia de Buenos Aires el ló de junio de 1940 
bajo el ntim. 51.115, archivándose el oficio bajo el 
núm. 5143. Kilo no obstante don Lucio Cor den vendió, 
real o simuladamente, a sn hermano José un inmueble 
tasado en $ 13T>.000 para la contribución territorial, por 
ante el escribano D. Pedro S. Sagarra el 27 de junio do 
1940, es decir doce días después de anotada la inhibí- 
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ción. Algún tiempo después con motivo de la substitu- 
ción de esa medida por un embargo preventivo sobre el 
inmueble ubicado en Mar del Plata, cuyo dominio figu- 
raba a nombre de D. Lucio y D. José Cordón, al fo- 
lio 923, año 11)37, de General Pueyrrcdón, los actores 
descubrieron que por error o malicia de los empleados 
encargados de certificar acerca del estado de los inmue- 
bles se había oxpodMo, a solicitud del escribano Saga- 
rra presentada el 2ü de junio de 1¡W0, un certificado en 
el que no se hacía referencia a la expresada inhibición 
mí m. 51.110. 

La responsabilidad del Jíogisiro surge, según la 
actora, de las manifestaciones que sus respectivas auto- 
ridades formularon al juez exhortado oxplicnndo cómo, 
por error, el empleado ipie realizó la búsqueda no ad- 
virtió en el Libro de Anotaciones Diarias la existencia 
de la inhibición de referencia, por lo cual se expidió 
como libre el certificado solicitado por el escribano Sa- 
garra, con el que se firmó la escritura traslativa del 
dominio, En nnisecuencin y ci m leí itiu- :i lo dispuesto en 
los a rls. 1100, 1112 y 11 del Código Civil, la Provincia 
de Buenos Aires, ( ¡ue percibe determinados derechos 
por la anotación de inhibiciones, es responsable del per- 
juicio ocasionad» ;¡ la aetora, <iíh* no obstante tener un 
crédito por $ 70.000 ni n. contra D. Lucio Cordeu sólo 
reclama como indemnización la suma de $ 18.000 por 
haber limitado a esta cantidad la inhibición trabada. 

Después de hacer referencia a los documentos que 
comprueban la exactitud de los hechos expuestos, la ae- 
tora termina solicitando que se condeno a la demandada 
al pago de $ 18.000 m n. s con intereses y costas y se 
tenga presente 411c en la misma fecha promueve pleito 
contra D. Lucio y T>. José Cordeu por simulación, frau- 
de y daños y perjuicios, de manera que si en él obtuviera 
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el resarcimiento pleno del ditño sufrido, reembolsa ría n 
la Provincia lo que ésta pagase en el presente juicio. 

Que a fs. 1!) D. Roberto A. Soló contesta la demanda 
en representación de la Provincia de lineaos Aires y 
manifiesta que niega los hechos en (pie aquélla se lumia, 
por no haber podido examinar los antecedentes admi- 
nistrativos y judiciales del asunto, y que coa arreglo a 
los arts. 35, 3<i, 4:í, 11 VI y 1113 del Código Civil no pro- 
cede responsabilizar a la Provincia por lo que no cons- 
tituye una talla del servicio sino una culpa personal del 
empleado que intervino en la expedición del certificado. 
Por ello solicita el rechazo de la demanda, con costas. 

Que abierto el juicio a prueba se produjo la indi- 
erala en el certificado de fs. óS. alegaron las partes, 
dictaminó el 8r. Procurador General y se dictó a fs. 71 
vts. la providencia do autos para definitiva. 

Considerando: 

Que se demanda a 3a Provincia de Buenos Aires 
por indemnización del daño que ha causado a la suce- 
sión acto ra la expedición de un certificado erróneo por 
parte tlel Registro de la Propiedad de la demandada. 

Que está probado haberse ordenado judicialmente 
y haberse efectuado la inscripción de la inhibición de- 
cretada contra I\ Lucio Cordcu a pedido de la adora, 
en los autos "Marino de Mondelli e ' Vidales linos, y 
Cía. y Lucio ('orden" y que a pesar de ello el Registro 
certificó estar libre de ese gravamen un inmueble del 
inhibido, como consecuencia de lo cual este transfirió su 
dominio ( fs. 33 a :I4, 43, 4(¡ a 47, y 4S a 50). 

Que también debe considerarse probado con las 
constancias del juicio que se acaba de citar y que ol Tri- 
bunal tiene a la vista, la existencia y el monto de la 
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deuda de Cordcu a favor de la aetora, para cuya ga- 
rantía se t raliú la inhibición. 

Que esta Corte lia sentado y reiterado la doctrina 
de la responsabilidad del Kstndo, como persona del de- 
recho público, por los daños que ocasione la culpa o 
negligencia de los empleados con los cuales atiende un 
servicio público por él tnonopíilizado y al que sea nece- 
sario recurrir para el ejercicio de determinados dere- 
chos, como en el caso de la compraventa de inmuebles 
cuya escrituración está supeditada a la certificación del 
Registro de la Propiedad sobre las condiciones del do- 
minio (Fallos: 5, ios allí citado* y 1íH>, 465). 

Que en esas decisiones se explicó las razones por 
las cuales, no obstante tratarse de actos realizados por 
el Estado como persona del derecho publico, lo conecr- 
niente a la indemnización del daño causado se rige por 
las normas del Código Civil en cuanto no lo estén por 
otras que se refieran a ello expresamente o que impidan 
de otra manera la aplicación de las indicadas {conside- 
rando ;V del fallo de la páií. "> del tomo 182). 

Que, por consiguiente, para resolver si esta deman- 
da debe o no prosperar y cu caso afirmativo en qué me- 
dida, es necesario considerar si, además de todo lo pre- 
cedentemente establecido, se lia probado la existencia 
efectiva de un da no susceptible de apreciación pecunia- 
ria que tenga su causa en el certificado erróneo (arts. 
!()o"8, 1100, 1112 y 1113 del Código Civil). 

Que según la demanda el daño habría consistido en 
que, al permitir el certificado erróneo la transferencia 
hecha por el inhibido de la porción indivisa de que era 
dueño en un inmueble sito en la provincia demandada, 
la aetora vio disipada la garantía que lo representaba 

Luego, habrá daño indcmnizable y por ende 
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ser para la condenación, en la medida en quo la efecti- 
vidad del crédito de la adora haya sido percudiendo 
por la transferencia que el certificado erróneo hizo po- 
sible. 

Quo a fs. 89 y siguientes está agregada una copia 
auténtica del escrito en que consta el convenio por el 
cual la sucesum aetora y los Sres. Lucio y José Cordeu 
dejaron finiquitadas todas las cuestiones pendientes en- 
tre ellos. Por dieho convenio los Sres. ('orden se ohtiga- 
ron a pairar a los herederos de la sucesión la suma de 
$ XlíKHUHI como cancelación total de todos los créditos 
que se ejecutan, enumera dos en el escrito del acuerdo y 
entre los cuales está el que determinó la inhibición de 
que aquí se trata, y a los Dres. Johai.ncton y Bereciar- 
tua la de $ 10.000,00 en concepto de todos los gastos 
judiciales y extrajudiciales y de todos los honorarios 
por la intervención de los mismos letrados en lodos los 
juicios en que los Sres. ('orden fueron parte. Del total 
de esas ih>< cantidades se convino en pagar ta mitad 
— $ -Jó.noo^O— en el acto de subscribirse el convenio y 
la otra mitad antes del *20 de enero de 1044. Si al vencer 
ese plazo no se hubiera pairado la segunda cuota los 
Sres. ('orden incurrirían en una multa de $ 0,000,00 y 
el saldo deudor devengará un interés del 8 % hasta su 
total cancelación, pudiendo la sucesión ejecutarlo. Por 
fin, en garantía de la obligación que quedaba pendiente 
el Sr. -losé < 'orden -se obliga a no enajenar ni gravar 
con deudas el Kavoy* Hotel con que se encuentra insta- 
lado en Mar del Plata, ni a enajenar el terreno ni edi- 
ficio, que posee el aquel lugar, calle Boulevard Marí- 
timo X* 170S entre las de Lnniadrid y Las lleras; y en 
virtud que dicha finca reconoce una hipoteca por la suma 
originaria de $ Cól.aDO m u.. podrán al cancelarla cons- 
tituir hipotecas en primer término a favor del Banco 
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Hipotecario Nacional y en segundo término n favor do 
un tercero, ambas por un monto total no mayor de 
$48(1,01)0 m n. Kn la parte final del punto IV deloserito 
aludido se dífic texl anímente: "Como consecuencia de 
este arreglo no se cobrará a la Provincia el importe que 
se té reclama, pudiendo prosean i rse el juicio hasta la 
oportunidad del vencimiento del plazo estipulado en el 
punto tercero del párrafo III u'O de «mero de 1044). Si 
no pairare por los Sres. ('orden el saldo establecido 
se podrí j proseguir el juicio contra dicha provincia, re- 
presentando así una garantía subsidiaria*'. 

(¿ue Ja actora dio noticia del convenio en el escrito 
de ¡& S-l el 11 de septiembre de líH.'i. MI .'10 de octubre 
del mismo año quedó acreditada cu estos autos, con la 
agregación del oficio de fs. 07, la autenticidad de la 
copia del convenio, corriente de fa, S7 a 04. Y desde esa 
fecha no hay hasta hoy presentación ninguna de la ac- 
tora. Vale decir que no se ha probado ni invocado si- 
quiera el incnnipliniiento de la obligación de pagar el 
saldo adeudado. Por lo cnal, do acuerdo con lo expre- 
sado por la actora en el convenio, esta demanda Tulliría 
dejado de tener razón de ser, pues al cobrar la totalidad 
ríe Id tpie, según lo convenido, le adeudaban los Sres. 
('orden, dejó de seguirse para ella daño alguno de la 
evasión de la garantía ocurrida con motivo del certifi- 
cado erróneo. 

Que aunque no se haya hecho el 20 de enero de este 
año el pago del saldo, tampoco cabría condenación por- 
que en el pasaje del convenio precedentemente trans- 
cripto se estableció para dicho saldo una garantía con- 
siderada satisfactoria por los acreedores, por lo cual el 
mero incumplimiento de la obligación de pagar el saldo 
en la fecha convenida no debía acarrear perjuicio a la 
adora, facultada para ejecutar dicho saldo y hacerlo 
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efectivo, con intereses del 6 en la mencionada gra- 
rantín. 



Que, en consecuencia, el pronunciamiento delve des- 

echar ln demanda conforme a lo manifestado por lü pro- 
pia neto ra n fs. íí vta., <lc no hacer recaer el cargo de la 
indemnización sobre la Provincia sino en el caso de no 
poder obtener por ningún otro camino el resarcimiento 
del daño que le cansara la certificación equivocada. 

(¿ue, dio no obstante, las cosías deben serle im- 
puestas a )a provincia demandada porgue la contesta- 
ción de t's. 1!) impaso la h iegrn substanciación del jui- 
eio. En efecto, la Provincia no se limitó allí a hacer 
cuestión de la existencia del dano y de la posibilidad de 
ana reparación de É de otro minio que a su cosía, sino 
que sostuvo no ser responsable de las consecuencias per- 
judiciales ijue hubiera podido acarrear la certificación 
equivocada. Y como la improcedencia de la condenación 
no proviene de que la acloca no tuviera derecho para 
demandar ní de que no haya probado la existencia de 
perjuicio cuando dedujo la acción, sino de un hecho, 
posterior a la total tramitación del juicio, por obra del 
cual ha dejado de existir el daño que justificó la pro- 
moción de la demanda, es di' justicia que los gastos de 
ella no ^"avilen sobre la adora sino sobre la demandada 
responsable de la irregularidad que privó a la adora de 
la garantía legítimamente obtenida. 

Por estas consideraciones no se hace luirar a la de- 
manda y se imponen las costas a la provincia deman- 
dada. Xníiffqaese, repóngase el papel y oportunamente 




archívese. 
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Hamos Mejía — T. T). Ca- 
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ELICIA FARIÑAS DE RIAL v. XACIOX ARGENTINA 
PliKSC ItIPCIOX ; Inter nt pción. 

La demanda intentad» contra In Universidad de Buenos 
Aires de Ja .pie m. degistió* para próniOTeiia contra la Na- 
f<va lio. internimpe la proseripeifin de iu ai «uóu „„,t ra 
vsux uliiNiu. -| debe dcdaraoc operada respeto de la 
viuda del eausante por h.ilirr transcurrido el plazo le- 

A&emmtm mt TiiMi.UO: Enferméis. 

Anvdiiado el contaido de la tuberculosis que causó la 
muerte a un sirviente del instituto de Anatomía de la 
Paeultad de t teneiaa Médicas de Buenos Aires eomo con- 
secuencia del írñ.ero de tareas propias de su copleo v de 
S i,, "" ,, ' rs (1,l .'íue debió realizarlas, corresponde ha- 
cer Imrar a la aenmi pnr indemui/ació„ de aeeidente del 
trabajo dedlleula por sus hijos meunres ron i ra la \a- 
eluri ( - 1 . 



KACÍOX ARíJEXTIXA v. AXDRADA 8 EL Y A 

tetum drfnittivtt, 

Haba-iulose ai-ruido y resultando del expediente que la 
declaraeián de la caducidad .le la [trímera instancia pone 
fm al pinto m ,,,¡de su continuación privando al recu- 
rrente de los medios legales para la tutela de su derecho 
corno ocurre en el e-ri^.i mi q„c el eíeelo de la perdición 
razmiablmuenlc conduce a admitir qué la acción inteti 
<;"Ia lia pivsrript... la sentencia « E ue deeide el artículo 
debe ser considerada definitiva a los efectos del art 3 
de la ley 4(K1. 



(*} Pollos: 187, Ú33; 4SÍ). 



S68 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Dictamen del Pkocl'raüoií Geneiul 
Suprema Corte : 

El Procurador (leneral, por la representación que 
me corresponde en Ion untos caratulados "Fisco Nacio- 
nal contra Selva A mirado» solire cobro do posos'*, ejer- 
cí ta mío la facultad conferida por el art. 8" do la ley 
4üóó n V. E. di fío: 

En la causa principal a que se refiere el presente 
recurso directo, se lia declarado a fs. 49 pon mida la 
instancia. Contra esa sentencia el represenlanle lcjíal 
do la Nación interpuso recurso ordinario de apelación, 
fundado expresamente cu hi circunstancia de ser defi- 
nitiva ta sentencia apelada, puesto que consentirla im- 
portaría admitir la prescripción de la acción. Invocó 
para ello el fallo de V. E. en 11*0:454 cuya doctrina re- 
sulta de ajusti'óa aplicación ¡il raso de autos. Permítame 
Y. E. recordar que en ese fallo, la Corté denegó i ] ve- 
curso porque el recurrente tío había invocado la impo- 
sibilidad legal de roinieiar el juicio. 

La Cámara Federal, omitiendo esa circunstancia 
que hace inaplicable al caso snh-jndicc lo resuelto en 
l!IO;4r>4, cita ese fallo para no hacer luirá r al recurso 
(fs. 51). Creo que bastará advierta Y. E. la diferencia 
existente entre ambos casos» para que sea abierto. 

Asi lo pido a V. F... a fin de que pueda dárseme ul- 
teriormente la participación correspondiente para ejer- 
citar la defensa de los derechos del Fisco en esta ins- 
tancia. Buenos Aires, diciembre 4 de lí'44. — Juan 
Afra tez. 
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Buenos Aires, 11 tic* diciembre de 1944. 

Y vista la precedente queja cara! ufada ''Recurso 
de hecho deducido por el Procurador Fiscal "tul hoc" 
de la Cámara Federal de la Capital en los autos Fisco 
Nacional e ' Selva Andrnde" para decidir sohro su pro- 
cedencia. 





Y considerando: 

Que la doctrina del precedente de Fallos lí)0 t 454 
debe ser entendida con el alcance de tpie en los 
tos que se arguyera — y resultara suficientemente 
los autos— que la declaración do la caducidad de la pri- 
mera instancia pone fin al pleito e impid 
eión, privando al recurrente de los medios 
ln tutela de su derecho, la sentencia que decido el ar- 
tículo reviste carácter de definitiva a los efectos del 
art. :? de la ley 400o. 

Que, desde luego, so lia lian en tal caso los juicios en 
que el efecto de la peronoión deba razonablemente con- 
a que se admita que la acción intentada lia pros- 
Este criterio justifica la admisión del recurso 
ordinario en el caso "Fisco Nacional v. Propietarios 
del diario "La Acción" fallado el 9 de octubre del co- 
rriente año. 

En su mérito se declara mal denegado el recurso 
ordinario interpuesto a fs. DO de los autos principales. 
En consecuencia, Autos y a la oficina a los efectos 
art. 8* do la ley 40óü. Seüalanse los lunes y jueves 



o el siguiente día ] u'il >1 1 ,s¡ alguno de aquéllos 110 lo fuere 
pura isolirirariout-s en Kcnvtaría. Hágase saber. 

B. A. X.vzau Axt intuKXA — F. 
Hamos Mkjj'a — T. D. Ca- 

SAIt J'".S>. 



SítC. DE liESP. LTDA. EMPRESA SAN VICENTE v. 
PROVINCIA DE PI ENOS AIRES 

IlECC 9( F\TftAOIiMXAltIO: Requisitos propios* Resolitaún 
contra te 

Es íroeodente el recurso extraordinario eonlra la ?on- 
tem-ia do la Suprema Corte de Justicia de la Prov, de 
IIh. Aires «pie rechaza la demanda cmitencioso-adminis- 
trutivn promovida ante ella, aun ruando haya omitido 
pnmuueiarse sobre tas euest iones federales planteadas, por 
ronsi dorarlas ajenas a su jurisdieeii'ui (*)■ 

COMERCIO ISTERPRO VIXCIAL. 

Con arreglo a los orts. 67. iue. 1*2, de la Constitución Na- 
eiotiAl y ít de la ley V2MG. las ro^amimtartonos provin- 
r taléis o miri pales que nn se refieran ni ejercicio del 
poder de policía local, mi son aplicables a las empresas que 
realizan el transporte ¡nterproviueiat de pasajeros {-). 



COMISION ADMINISTRADORA DE LA ESTANCIA 
DECIMA v. FE R RUCAR RILES DEL ESTADO 

EXPROPIACION: Expropiación indirecta. 

La falta de! decreto previsto en la ley que autorizo la 
'expropiación romo neecsario para la apruliaeióu de los 



(H H ilo .iH'i.'inlirp do IHi. Fallos; 10% SI. 
(2) Fnllus: 100, 32B, 
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planos y consiguiente determinación do los terrenos a 
ocuparse no puede impedir, una vez realizadas las obras 
tpie aquél debió preceder, la reclamación de la corres- 
pondiente ¡Mdeinnizai'ióji p'ir el prnpieiario desapoderado, 
desde fpie se lian llenado los recaudos necesarios para la 
procedencia de ta expropiación indirecta . 

Dicta:» kx i*kl Puocrk.UjOi; Gkxehal 
Suprema Corlo: 

Ante la justicia federa! do Santiago, cu diciembre 
de 1ÍKÍ7, la Comisión Admínisl radora de la Estancia 
Décima demandó a Ferrocarriles del Estado por cobro 
del precio de una extensión de tierra (pío, según dijo, 
lo habían ocupado i-stos últimos con sus vías del ramal 
Lenlos-Río Hondo. Kl Sr. Juez hizo lugar a la acción; 
pero en segunda instancia lia sido olla rechazada por 
la Cámara Federal de Tucunián en julio pptlo. (fs. 42G). 
A juicio de dicho tribunal, ¡atesto que no hay expropia- 
ción ni aparecen cumplidos los requisitos pertinentes 
de la ley (!7.*j7, debo aplicarse la jurisprudencia .sentada 
por V. E. cu lí»1:424. Contra esc fallo se trae ahora 
recurso extraordinario, por vía directa. 

Entiendo procede abrirlo, ya que la Cámara Fede- 
ral invoca na caso donde V. E. se pronunció, admitien- 
do el recurso. Xo cabe duda está aquí cu tela de litigio 
la interpretación a darse a las leyes do expropiación 
180 y Íi7i>7 sobre organización do los Ferrocarriles del 
Estado. Con arreglo a la primera tramitó oí pleito des- 
do un principio, y así lo reconoce In propia Cámara en 
su fallo; aparto tic cpie también resulta invocada tal ley 
en los escritos do ampliación a la demanda (fa, 27) y de 
contestación (fs. 214). 

Por lo que al fondo del asunto so refiero, pienso 
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que la Cámara no debió conceptuar cuestiones previas 
las de si hubo o no ley de expropiación y si aprobó o no 
los planos el P. E., planteadas ambas de oficio. Tanto 
en un caso como cu el otro, lo mismo hubiera tenido de- 
recho la actora a que Ferrocarriles del listado le paira- 
sen la tierra, si realmente hubiera sido aquélla propie- 
taria. Esto era lo fundamental: determinar si realmente 
hubo lesión al derecho de propiedad, y en su caso es- 
timar el monto de lo indenmiznble. Así lo entendió uno 
de los vocales de la Cámara Federal, al rechazar la de- 
manda por no haber probado la parte actora su carácter 
de propietaria. Xo tiene sentido, me parece, dejar para 
otro liliiri" esas cuestiones, después de cerca de siete 
años de trámite durante los cuales ambas parles enten- 
dieron haberla sometido a fallo. Trátase, visiblemente, 
de situación no equiparable a la que V. E. contempló en 
101 : 4J4. 

A ello ha de n^reiíarse, todavía» que si bien no se 
ha demostrado exista ley de expropiación de las tierras 
ocupadas por el ramal Leales-Río Hondo, In construc- 
ción del mismo fué autorizada por decreto del P. E. en 
17 de junio de 1**27 (fíol Ofic.. julio 25), y la línea que- 
dó habilitada al público comlieionalmente por decreto 
del 13 ile febrero de VSM ilh>l Ofir.. febrero 2S), Xo 
os posible, entonces, pensar en actividades de Ferroca- 
rriles del Kslado ajenas a toda intervención ¿ruber- 
nativn. 

Considero, en Consecuencia, que el tribunal apela- 
do interpretó erróncanicnlc las leyes 18!) y Í¡7ó7; y que 
correspondo revocar la sentencia de fs. 4-0, y ordenar 
vuelvan los autos al tribunal de origen para que se pro- 
nuncie sobre las cuestiones planteadas en la litU con- 
testatio. Buenos Aires, noviembre 1(¡ de lí>44. — Juan 
Alvares. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



373 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Tíñenos Aires, 11 do diciembre do 1ÍÍ44. 

Y vista la procedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por la adora en los autos Comisión 
Administradora de la Estancia Décima o. Ferrocarriles 
del Estado", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que de acuerdo con la doctrina de Fallos 101, 424, 
los actos do perturbación del dominio y aun el desapo- 
deramiento total del titular del mismo, no bastan para 
hacer viable la demanda de expropiación indirecta, 
cuando no media ley que la caiií'i'iue. En supuestos se- 
mejantes son las defensas comunes de la propiedad las 
que deben invocarse para In tutela del derecho agra- 
viado, pues de otra manera se prescindiría do la cláu- 
sula constitucional que reserva al Con gres o la atribu- 
ción de disponer las expropiaciones, y limita los casos 
cu que exista ley que la autorice, la facultad de los tri- 
bunales para imponerla por vía indi recia. 

Que esta restricción no debe sin embargo, hacerse 
extensiva al supuesto de autos, en que habiendo ley, 
falta el decreto que la misma prevé como necesario para 
la aprobación de los planos y In consiguiente determi- 
nación de las tierras a ocuparse. La inexistencia de este 
requisito, una vez realizadas las obras que debió pre- 
ceder, no puede impedir la reclamación de indemniza- 
ción por el propietario desapoderado, porque se han 
Untado los recaudos constitucionales necesarios para 
ia viabilidad do la expropiación; no puede desconocerse 
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mulos, ni que lu actuación de los FK. (V. del Rstado 
en la emcrjíenria liaya sido ignorada por el I\ 10.; y por 
último, porque se sancionaría de otro modo, la injusta 
demora y perturbación que la jurisprudencia de esta 
Corlo lia procurado evitar en los precedentes do Fallos 
97, 408; !">!>, i:07 entre otros. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el Sr. Procurador (íiiieral se declara mal denegado el 
recurso e\í nonli uai'iu i:¡¡ .i h ■ - U> a l's. 1-7 de ios au- 
tos principales. 

Y no siendo necesaria más substanciación, se re- 
voca la sentencia apelada de en lo que ha po- 
dido ser olí jet o de recurso extraordinario, es deeir. en 
cuanto rechaza la demanda por entender que la ocupa- 
ción de las tierras de los actores no puede generar la 
acción de expropiación indirecta, 

y devuélvanse los aillos at tribunal de su proce- 
dencia a los efectos del art. 1(¡, primera parte, de la ley 
lu'mi. 4S. Hágase saber y repóngase el papel en el trí- 
tiufia) de ¿rigen. \ XvZAÍ: Ax&mmm - P. 

Hamos MejÍa — T. 1). Ca- 

SAI ÍES, 



r AISLO VEKNHET (su sucesión* } 

RECTPSO KXTfíAOfífíiX.lRlO; Itctjumtos propios. Citesttún /e- 
Jrriil. C»estiune* ffd&ratiñ compleja*. Incomtituehtíaltdad HOfMett 
y actos proviticiatet. 

Pmeede **1 recurso extraordinario fundado en la ineons- 
tttucimialidad de la ley 4!íá0 de la l*rov. de Bs, Aires sobre 
impuesto a la i musmin-m gratuita, contra la sentencia 
que desestima dicha impugnación y aprueba la liquidación 
del gravamen practicado con arreglo a lo dispuesto por 
aquella ley. 
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COXSTITTCiOX XACWXAL: CoustiturionOim c inromtitucio- 
mhdad. Impartios ft voutrihuvionrs prnviinMca, Transmisión Gra- 
tuita. 9 

Ka mm do la Prov. do P.s Aire*, en cuanto establos 
un recargó del 1WI r ,' sobro ni impuesto a ],i transmisión 
gratuita respecto do los herederos, le-aiarins o donatarios 
domiciliados on el extrittiiero. m. es violatoria dd art. 16 
de la (nnst ilación Nacional. 

/M/'f '/.W 7Y> ■ Confiscación. 

rexr.lvi-i- m ,.¡ ¡iii|)iirsi () ¡, | ;] transmisión gratuita 
o m. ponflaentopio liiiy que deducir de su liquidación el 
importo do los intereses inoratnrins en «pie lm incurrido el 
eoatribuyente por un acto voluntario. 

COXST/Tf'CfoX tíACWNAL; ConstttwowUdad e i, ^mí Unció- 
mudad, Impuéstm >t eotttribwhnea provinciales. Trasmisión ara- 
tuüa. 

El iiiicn* del 1 r ,' mensual establecido por la ley 4350 
de la I'inv. de Rs. Aires para el easo de retardo en el 
payo del impuesto a tu transmisión gratuita no es eoiifís- 
catorfo, 

rnxsTircnnx xacioxal : rn^ntn r in„nima r ¡mtmtíteéfo, 

mlirifitl. fmpmsto» >/ routrUnu-innr* t >rnr¡>,r¡„!r>. Tnwfini"iún qra- 
tnita. 

Xo es i-mi Cisca torin el impuesto a la transmisión gratuita 
cobrado m arreglo a la ley -IS.Tíl de la Prov. de Us. Aires 
que absorbe el 28 % del monto de los bienes sucesorios. 

Suprema Corle: 

TCI recurso extraordinario procede en este en so por 
halarse puesto en tela do juicio la pousí ti tmdoiia Helad 
de disposieinm's do una ley provincial de impuestos, y 
ser el fallo definitiva contrario a los dercdios que in- 
vocara el recurren le. 

Dicha ley, — X' 4:¡r>0 de la Provincia de Buenos 
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tengan su domicilio cu el extranjero al tiempo de morir 
el causa ute. Sostiene 4*1 apela ale que tal recargo viola 
garantías constitucionales por dos conceptos: 



a) crea i- muñías de desigualdad sin otro funda- 
mento que el lugar donde se domicilien quienes deban 
pagar el gravamen ; 

b) importar confiscación del derecho do propiedad, 
el excesivo monto a que por la! eoncepto se llega. 

Respecto de lo primero, V. E. lia resuello reitora- 
damcute ijue la circunstancia de gravar con tasa más 
elevada a quienes tienen su domicilio fuera del país, no 
viola garantía constitucional alguna. 

En cuanto a lo segundo, y conforme lo tengo diclio 
en casos equipa rali! es, comporta cuestión de lieclio li- 
brada por completo al entono do V. E,, establecer si el 
monto de un impuesto llega a punto tal que deba repu- 
társelo confisca torio. Sólo he de permitirme hacer no- 
tar que la liquidación de fs. ITS vía. incluye intereses 
por el atraso en el pago del impuesto, recargo especial 
cayo cobro, ha derla raí lo Y. E., constituye sanción civil 
equiparable al reconocimiento de los daños y perjuicios 
emergentes del incumplimiento de una obligación (187: 

386). Buenos Aires, octubre 21 de 1943. — Juan Al- 
van :. 

FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de diciembre de 1944. 

V vistos los autos "Vernhct don Pablo, su suce- 
sión en los que se lia concedido el recurso extraordi- 
nario interpuesto a fs. 200 contra la sentencia dictada 
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a fs. 107 por la Cámara do Apelación tlcl Departamento 
de Cosía Sud do la Provincia de Buenos Aires. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario es procedente por- 
que conocida por el recurrente la liquidación del im- 
puesto, impugnó la eonstilueion.ilidad de las dísposi- 
ciones de ln ley respectiva que aumentan en un 100 % 
el gravamen a cargo de los sucesores radicados en el 
extranjero y el monto mismo de la contribución, que 
considera eonfiseatoria, y la sentencia definitiva de 
fs. 1D7 es contraria a la garantía invocada. 

Que es doctrina reiterada de esta Corte no ser vio- 
latorio del principio de igualdad el cobrar a los suceso- 
res residí-lites en el extranjero un impuesto mayor con 
motivo do la transmisión efectuada n su favor porque 
en ese redimen los iguales son tratados igualmente en 
iguales circunstancias i la desigualdad correspondo a 
una diversidad de circunstancias — la residencia fuera 
del pafs— que la justifica suficientemente. Fallos: 190, 
1"í9 y los allí citados. 

Que para resolver si esto gravamen es o no confis- 
catorio hay que deducir de su liquidación el importe do 
los intereses que, como lo tiene declarado esta Corte, 
no integran el impuesto propiamente dicho, "son una 
sanción establecida a la mora, sanción en que ha incu- 
rrido el recurrente por un acto voluntario" (Palios: 
186, 421). Y de una sanción idéntica a la que se liquida 
aquí (el 1 % mensual) so dijo en ese mismo fallo que 
con ser severa, no había razón bastante, dada su natu- 
ra loza, para considerarla con f i sea to ría. 

(¿no hecha osa deducción, el gravamen representa 
en este caso el 28 % del haber transmitido, lo cual no 
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impor' ■ una exacción, máxime existiendo un motivo 
justo de elevación del monto del impuesto, cual es el 
aludido recurrí» de! pin f ;í determinado por la residen- 



Por estas consideraciones y de acuerdo con lo ílie- 
tnminado por el Sr. Procurador General se confirma la 
sentencia apelada cu |n mío pudo se? materia del re- 
curso. Hádase salier y devuélvanse, debiendo reponerse 
el papel en el juzpid» de origen. 



JUSTINO FERNANDEZ v. ADUANA 

ADCAXA: I'cnaUthulfit. 

Lu pena de rninix) [Mvv^f a cu el art. !t!ls de Lis Orde- 
nanzas de Adttana y ai ] t^i 1 1 1 ¡i! caso de exportación de 
productos sin el correspondiente permiso de embarque, 

es susceptible de la ¿iteniuH-inn autorizada por el art. lo.'ió' 

de dichas ordenanzas fundada en la falta de perjuicio 
fiscal y en la circunstancia de tratarse de mercadería que 
no afectaba necesidades vilalcs de los habitantes del país 
(14 de diciembre de 1044). 



AXTOXIO FAKES v, DITiECriOX CEXE1ÍAL DEL 
IMPCESTO A LOS líEDITOS 



RECril^n l-:\Tn.\OniH\'.\IttO: KrtfuMtoM t-omit lie*, (traramtn. 

Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto pol- 
la parle a la (pie lia sido bien concedido el recurso ordina- 
rio de apelación que dedujo juntamente con aquél. 




Ii. A. Xazai; A xi nmuixA — L\ 
Hamos Mk.iia — T. I). Ca- 



sabes. 



>!iOR 
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PRESCRIPCION: P reste riparhi en materia penal. Comienzo. 

La infracción ou que incurrió o] contribuyente (pie omite 
indicar parte de sus réditos cu ln respectiva declaración 
jurada so perfecciona con la presentación tío ésta, a partir 
de la cual eomienza a correr la proscripción de la acción 
tendiente a reprimirla. 

PRESCRIPCION: Fté&;tlp0n en materia pautl luterraprión. 
Las nuevas infracciones ni art. ]S de la ley U.IÍ83 (t. o.) 
interrumpen la prescripción de la acción tendiente a re- 
primir las anteriores. 

IM PC ESTO A LOS REDITOS: Pravnlimitnta p mursos. 

La omisión del neta mencionada en el ari. de la ley 
ll.(ís:i (t. o.) así eoiiiu ol trancen i\m * del plazo fijado en el 
aift MI de la misma no ocasiona la nulidad do las aetua- 
eú ios administrativas seguidas contra el contribuyente 
ei ya defensa no resultó perjudicada por aquellas circuns- 
tancias. 

IM I 'CESTO A WS REDITOS: Infraeeiones y penas. 

Procede aplicar la sanción prevista en el art. 1S do la ley 
LLG83 (L o.) al contribuyente ipte mediante la omisión, 
en mis declaraciones juradas, do tuda referencia a la exis- 
tencía de ciertas mercaderías y bonificaciones pajró menos 
de la mitad del impuesto correspondiente y no ha pro- 
ducido pruebas que desvirtúen l:i presunción de dolo que 
resulta de las circunstancia* ao red i t atlas en los autos. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Hílenos Aires, 14 de diciembre do lí)44. 

Y vistos los autos: -'Faros Antonio v. Dirección 
Cono ral del Impuesto n los líéditos, demanda conten- 
cioso administrativa", venidos de la ( ''miara Federal 
do Apelación do Tura man. 

Considerando: 

Que ol recurso ordinario interpuesto por ol actor 
es procedente y lia sido 1 ion concedido a fs. 100 (Fa- 
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líos: 187, 230) razón por la cual no procede, en cambio, 
el recurso extraordinario que también fué acordado por 
la mencionada providencia. 

Que como lo lia resuelto esta Corte Suprema en Fa- 
llos: líU>, fJ.'ií*, la infracción en que incurre el contribu- 
yente que oculta parte de sus réditos se perfecciona 
con la presentación de la respectiva derla ración jurada 
y a partir de ese momento comienza a correr la pres- 
cripción ile la acción tendiente a reprimirla (Fallos: 
1 !>.-), 56; lim, 473). 

Es también jurisprudencia de esta Corte que tra- 



caráeter que revisten las establecidas en el art. 1S de la 
ley tI.(¡S.'{ de que aquí se trata (Fallos: 1!)3, üG), las 
nuevas infracciones de la misma índole que se cometie- 
ren interrumpen la prescripción de la acción tendiente 
a reprimir las anteriores (art. (17, 2" apartado del Có- 
digo Pemil; Fallo*: 1K4, 1<Í2; ISo, 251) Ií>2, 22í>; 1!>7, 
34(1; li)S, y W\ 301; y sentencias dictadas cu 
Villa. AníViclit y Cía. y Ve,<ra y líomán el 17 y el 2Í) de 
noviembre ppdo. i 

En el presente caso, por consiguiente, la prescrip- 
ción que rumen//) a irrer con la presentación de las 
declaraciones juradas correspondientes a líEíó, 1930 y 
1!C!7, no debe ser computada sino desde la fecha de esta 
última cu razón de las interrupciones producidas por 
las sucesivas infracciones cometidas en dichas declara- 
ciones, y es patente que desde la última de ellas hasta 
la fecha de la contestación a la demanda contenciosa 
por el Fiscal (Fallos: 1!>7, ^7<¡; ÍÍV 5 , 214) no alcanzó a 
transcurrir el plazo de cinco años fijado por el art. 23, 
inc. b), de la ley ll.(ís.T; debiendo, [mes. concluirse que 
la prescripción invocada no >c lia operado. 

Que también corresponde desestimar la nulidad de 
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las actuaciones administrativas fundadas en el incum- 
plimiento de lo dispuesto por los arts. 28 y 31 de la ley 
11,683 (t, o.). Pues, por una liarte, no se trata de una 
nulidad establecida por la ley, requisito indispensable 
para decía infla conforme a lo establecido por el art. 

cable en razón de lo dispuesto en el art. 54 de la ley 
11,683 (t. o.). V, por otra parte, el incumplimiento de 
las re-las contenidas en los nrts. 28 y 31 de la ley 11.683 
(t. o) no comporta en el presente caso violación alguna 
de las ¿rarantins do la acusación, defensa, prueba o sen- 
tencia, ní I a ocasionado ni recurrente per juicio alguno. 
V)n efecto; según resulta de las actuaciones administra- 
tivas, el actor suscribió el 31 de julio de 1940, de con- 
formidad con el empleado de la Dirección del Impuesto 
a Jos Réditos a cuyo cargo estuvo la respectiva inspec- 
ción, la planilla agregada a fs. 37 por la cual reconoció 
la exactitud de los dalos que como resultado de la ins- 
pección fueron consignados en ella, con arreglo a los 
cuates resultaba que había pagado por los años 1935, 
193l¡ y 1!>37, $ S.177,S9 ni n, menos que los que debió 
pagar en concepto de impuesto. Notificado oportuna- 
mente de la resolución del ó de octubre de 1940, por la 
cual se ordenó instruir sumario por haber denunciado 
montos do réditos inferiores a los obtenidos en 1935, 
1936 y 1937 (fs. 54), designó a las personas menciona- 
das en las notas de f- . 55 y 50 yin ra que tomaran cono- 
cimiento de las actuaciones respectivas y presentó po- 
cos días después, conjuntamente con su hermano y socio 
Jorge Ka res, la memoria de fs. 57, en In cual no sola- 
mente ninguna alusión hicieron a la falta del acta men- 
cionada on el art. 28 de la ley 11.ÍIS3 (t. o.) que ahora 
se invoca, sino que tampoco pretendieron que en mo- 
mento alguno hubieran encontrado dificultad para su 
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defensa proveniente de la omisión de referencia ni de 
ninguna otra circunstancia. Limitáronse, en cambio, a 
explicar por las circunstancias que refieren las diferen- 
cias encont rudas en el invuitario de las merca de rías 
así como la falta de cont a hil tención de las bonificacio- 
nes, reconociendo de tal manera la existencia de tales 
omisiones y consintiendo las actuaciones cuya utilidad 
arguyen sobre la base de la violación del art, 28 de la 
ley, hasta el extremo de que el escrito de fs. 57 con- 
cluye con un pedido de que, habiéndose pagado la dife- 
rencia señalada en la planilla de fs. 37, se da por ter- 
minado el sumario, Por lo demás ni el recurrente ha 
señalado qué perjuicio le lia ocasionado la falta del acta 
en cuestión ni tampoco ha producido en bis actuaciones 
administrativas ni en las judiciales prueba alguna ten- 
diente a desvirtuar los datas obtenidos mediante la ins- 
pección que dió origen al sumarlo, con los cuales expresó 
conformidad al firmar la planilla de fs. 37, al pairar el 
saldo deudor y al pedir a fs. 59 que se dé por terminado 
el sumario por haberse pagado dicho saldo. 

Que las omisiones en que incurrió el contribuyente, 
como consecuencia de las cuales pairó por los años 1035, 
1036 y 1937 menos de la mitad del impuesto que lo co- 
rrespondía según la liquidación que arroja la mencio- 
nada planilla de fs. 37; la falta de toda indicación por 
parte de aquél que pusiera a la Dirección del Impuesto 
a los Réditos al tanto de los defectos del inventario y 
de la existencia de tas bonificaciones omitidas, actitud 
reticente que no sólo se observa en las declaraciones 
juradas correspondientes a los años 1935. 1936 y 1937 
sino también con posterioridad a los mismos y a los 
ajustes generales de cuentas a que se refiere la memo- 
ria de fs. 57, hasta la inspección que perriiitió conocer 
de las omisiones ; la inconsistencia de las razones ale- 
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mm&m justificar dicho silencio, desde que ora ele- 
mental obligación del contribuyente poner dicha sitúa- 
non en conocimiento de la, respectivas autoridades y 
ta'" 1 « « o (oda prueba tendiente a destruir la presun- 
ción de dolo nue resulta de las circunstancias de refe- 
renna y « demostrar la buena fe invocada, conducen 
Hcesanamenfo a mantener Ja sanción aplicada por l a 
oso lucon de fs. GO con arreglo a lo establecido en el 
«rt. 18 de la ley 11 GS3 (t. o.). 

Por ello y fundamentos concordantes de la sentcn- 
" íl ape . la<1 ; 1 ' ** «"ifirnm, con costas. Kegulnnse cn 
esos cíenlo tremía y cinco moneda nacional los bono- 
anos del letrado del recurrente y en pesos cuarenta 
7 lg " al l "™ oda los ^ su procurador. Notifícese v 
devuélvase, debiendo reponerse el papel en el juzgado 
de origen. J feUUU 

B. A. Ííazar Anchorexa — F. 
Ramos Mejía — T. D. Ca~ 
sares 



YERBA SALÜS (MACKIXXON T COELIIO LTDA.) 
futida™ EXTliA01tmXA ^0: Requisitos co m ,. Tribunal * 

JnThí° "i r^^^.^^ianrio contra la resolución in- 
'í,/ 101 Co ?»*JJ &mm* fe Wio que impone 
una multa en virtud de lo dispuesto en una ley local cuya 

93m f t,aS ° *! "Wf P° r el cúrrente como 
HM i dC pref, . P tos dc la Constitución y de leyes na- 

SSe pi e aSa: iterpretflción dcpe,ide ia ^ d * * 
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CONSTITUCION NACIONAL; Constituciofialidad e inconstitucio- 

nalidad. Resoluciones administrativas. 

Es víolatoria de los arts. 18 y 19 de la Constitución Na- 
cional la resolución por la cual» aplicando arbitrariamente 
el art. 34 de la Vy 2*2S7 de la Prov. de Santa Fe, se impone 
multa por la publicación sin previa autorización del Con- 
sejo Deontolúguo de un aviso con el que no se trata de 
prestigiar un medicamento sino nu alimento que se vende 
en lns almacenes y respecto del cual no se pretende que 
eontenga sustancias peligrosas para el orgnnismo. 



Dictamen' del Phocuiudok Genekal 



Suprema Corte: 

El 13 de muyo del corriente año, la razón st 
Mackimion y Coeího Ltda. (Compañía Yerbatera S. A.), 
publicó en el diario La Capital de Rosario un anuncio 
concebido en estos términos (fs. 1): 

"Yerba Sal un riou en vitaminas, vigoriza el orga- 
nismo y ln predispone pora afrontar con salud y con- 
fianza la tarca de cada día**' 

Como no so hubiera podido previamente permiso 
ni Consejo Deontológieo de la -* Circunscripción Judi- 
cial de la Provincia de Santa Fe para publicar dicho 
aviso, el expresado cuerpo lécnieo instruyó sumario, y 
después de oír a M a ele i n non y Cocí h o Ltda., resolvió 
imponerles cien pesos de multa, y dar a publicidad sus 
nombres, así como la pena impuesta en concepto de in- 
fractores al art. 34 de la ley provincial '2'¿S7 (Código 
Bromatológico). Contra esa resolución se trac recurso 
extraordinario ante V. K, pues, se<yún el art. VJ8 de la 
ley citada, no cabe apelación alguna ante los tribunales 
locales; recurso admisible, a mi juicio, porque se lo fun- 
da en ser el art. :>4 citado, violatorio de disposiciones 
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de la Constitución Nacional, y tal cuestión fué introdu- 
cida oportunamente al debate. 

El artículo 34 previene: 

"Los anuncios, por cualquier medio, relacionados 
con el <uic de curar, serán previamente autorizados 
para su publicación por el Consejo Médico. La infrac- 
ción será penada con cien a doscientos pesos de multa." 

Creo que basta leer el anuncio de fs, 1, para llegar 
a la conclusión de que no se trata de prestigiar cou él 
medicamento alguno, sino simplemente un alimento sus- 
ceptible de uso diario y de expendio libre en almacenes 
y no en boticas. Tampoco se funda la resolución apelada 
en que sea inexacto que la yerba Salas posea vitami- 
nas en abundancia, o vigorice el organismo. En tales 
condiciones, pienso que los recurrentes están en lo 
cierto al sostener que se les ba castigado por el mero 
ejercicio de su derecho a ofrecer al consumo público la 
yerba Sahts. Kl permiso prcío para publicar anuncios, 
se explica tratándose de sustancias cuyo uso resulte pe- 
ligroso; mas no mediando peligro afgano, como aquí 
ocurre, esa censura previa resulta francamente incon- 
ciliable con el sistema de derechos y garantías estable- 
cido en la Constitución Nacional. Una cosa es velar por 
la salud pública, y otra muy distinta crear trabas inne- 
cesarias al libre ejercicio de actividades individuales 
lícitas. 

Corresponde, en consecuencia, dejar sin efecto la 
resolución apelada obrante a fs. 9-11. Buenos Aires, se- 
tiembre 30 de V.m. — Juan Alvares, 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de di& ubre de 1944. 

V vistos: Los < It-l recurso extraordinario concedido 
a fs. líl vía. en Jos autos Yerba Salus (Mackimion y 
Cocllio Ltda., S. A.) venidos del Consejo Dcontológico 
de la segunda circunscripción de Rosario. 

Considerando : 

1- Que el recurso es procedente por cuanto se lia 
impugnado por la apelante el art. 34 de la ley provin- 
cial miiiL 22N7 lia.jo la pretensión de ser repugnante a 
Ja Constitución Nacional {arts. 1¿, G7, inc. 12, y IOS), la 
decisión que le impone la inulta tiene carácter definitivo 
(ley 2287, art. 128) y ha sido en favoi* fie la validez de 
la ley local (art. 14, inc. 2", ]e\ 48 y Fallos; 155, 35fi; 
15ÍI, SI; 157, 38fi- 188, 304; 191, 85 y 514; 193, 408: 
194,506). 

2, Que el hecho en que se basa la condena de multa 
consiste en el anuncio aparecido en el diario "La Capí- 
tal", de Rosario, de fecha mayo 13 de 194.*í, que dice: 
"Verba Salus rica en vitaminas, vigoriza el organismo 
y lo predispone para afrontar con salud y confianza la 
tarea de cada día". La disposición legal en que se la 
funda es el art. ,14 de la ley 2287 que dice: "Los anun- 
cios, por cualquier medio relacionados con el arte de 
curar, serán \m nameufe autorizados para su publica- 
ción por el consejo médico —hoy Consejo Dcontoló- 
gico—. La infracción será penada con cien a doscientos 
pesos de multa". 

3. Sostiene con razón la apelante, que el Departa- 
mento Dcontológico carece de jurisdicción para casti- 
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gar el hecho en que se basa la condena» desde que ese 
hecho no está comprendido en las previsiones de la ley, 
que sólo se refiere a los anuncios relacionados con eí 
arto de curar, y no a los artículos alimenticios, como 
la yerba mate, que nada tienen que hacer, directa ni 
indirectamente con el citado arte, aunque se le atribu- 
yan virtudes vigorizantes que, desde luego, tienen todos 
los productos que se usan cu la alimentación, como la 
carne, los porotos, ote. Pues, como lo dictamina el Sr. 
Procurador General, basta leer el anuncio do fs. 1, para 
Hogar a la conclusión de que no se trata de prestigiar 
con él medicamento alguno, sino simplemente un ali- 
mento de uso diario y de expendio libre en almacenes 
y no en bciieas. Tampoco se funda la resolución ape- 
lada en que sea inexacto que la yerba Salus posea 
vitaminas en abundancia o vigorice el organismo. El 
permiso previo para publicar anuncios se explica tra- 
tándose de sustancias cuyo uso resulte peligroso; mas 
no mediando peligro alguno, como aquí ocurre, osa cen- 
sura previa resulta inconciliable con el sistema de de- 
rechos y garantías establecido en la Constitución Na- 
cional. Una cosa es velar por la salud pública y otra 
muy distinta crear trabas innecesarias ai libre ejercicio 
de actividades lícitas, 

4. De lo que antecede infiérese sin esfuerzo que 
la aplicación del art. 34 de la ley 2287 do Santa Pe, 
hecha por el Consejo Deontológico, en la resolución ape- 
lada, es arbitraria y violatoria de los arts, 18 y 19 de la 
Constitución Nacional en cuanto condena por un hecho 
que ninguna ley castiga y priva de hacer lo que la ley 
no prohibe — doctrina del Fallo: 158, 78 — . 

En su mérito, y de acuerdo a lo dictaminado y pe- 
dido por el Sr. Procurador General, se revoca la reso- 
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loción apelada en cuanto ha podido sor materia del 
recudo. 

Hágase sabor y devuélvanse al Consejo Deontoló- 
gico donde se repondrá el papel. 

B. A. Xazah Anchoiuíxa — P. 
Hamos Mejía — T. D. Ca- 
sahes. 



CIA, INm'STlílAL FARMACEUTICA v. 
XACIOX ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rr, IH Mt»* propias. Cuestión fe- 
deral Cursi ¡unes federales complejas, IneoMftituchnatidad de nor- 
mas y aclos nacionales. 

Procede el recurso extraordinario interpuesto por quien lia 
inipuífiirtilo_un r lee reto del P. K. de ser re pugnante a los 
arts, 14, 17 y llí de ln Constitución Xacional contra la 
sentencia contraria al derecho bayoeado y al privilegio 
fundado por el recurrente en la ley federal 3U75. 

CONSTITUCION NACIONAL; ComlUncion<M$& | mcoHttitUCÍO- 
n atid ádi Decreto» rmeionaics. Varios. 

El decreto del P, E. por el eunl se confirma una resolu- 
ción del Depto. Xacional de Higiene que se limita a negar 
autor izaeíén para vender un producto de tocador sin pro- 
nunciarse acerca de la validez o nulidad de la marea que 
lo ampara, fundándose tan sólo en que el nombre con el 
cual se lo distingue expresa una indicación terapéutica c 
implica un engaño, se ajusta a lo dispuesto por el art. 9 
de la ley 4(!87 y no viola derecho alguno amparado por 
la ley 3975. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de diciembre de 1044. 

Y vistos : los seguidos por la Cía, Industrial Far- 
macéutica contra la Nación sobro iiiconstitueionalidad 
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de tro decreto, venidos de la Cámara Federal de Apela- 
ción de la Capital por recurso extraordinario concedido 
a fs. 113 vía. 

Y considerando ; 

Que el recurso es procedente de acuerdo al art. 14, 
inc. 3\ de la ley 48 y ir de la ley 4035» por cuanto so lia 
impugnado por la apelante el decreto del P. E. núm. 
ÍK>.7S;i de ser repugnante a l« s nrts. 14, 17 y 1!) de la 
Constitución Nacional y ser la sentencia apelada con- 
traria al derecho invocado y al privilegio fundado en 
la ley federal do marcas núm, ,1975. 

Y en cnanto al fondo de Ja cuestión: 

1. (¿ne el decreto núm. <)0.78.*i, cuya copia corre a 
fs. 25, confirma Ja resolución núm. 20W dictada por el 
Departamento Nacional de Higiene con fecha 20 de ju- 
lio de I93§ (ver fs. 14 del expediente administrativo 
agregado) que no hace lugar a la autorización de venta 
del producto IVo-rri-eura líquido, solicitada por la 
apilante. 

Q l,tí Ia resolución de] Departamento Nacional 
de Higiene y el decreto del P. E. fúndanse en el Le- 
cho de que "el nombre "Pyo-rri-euru" no sólo expresa 
una indicación terapéutica, cosa que no corresponde a 
un producto de tocador, sino que implica también un 
engaño, pues aun cuando se tratara de una especialidad 

cura". 1 a Í1U ° 110 

Que la citada resolución se apoya en la ley 4687 
sobre ejercicio de la farmacia y en su decreto reglamen- 
ta rio, dictados con el propósito de salvaguardar Ja mo- 
ral profesional y la salud pública. 

4. Que, como lo decide la sentencia apelada, si 
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bien es verdad que las resoluciones impugnadas contie- 
nen observaciones respecto de la palabra que constituye 
la marca, cuestión «pie no estaba en tela de juicio, en 
definitiva lo que en ellas se decide es negar la autori- 
zación para la venta de los productos y no la anulación 
de la marca. La impugnación do la sentencia apelada 
contenida en la memoria do fs, 115 en cuanto sostíeu*' 
que en virtud de una ley local, la níim. 4ÜS7, se ba su- 
primido un título nacional otorgado por una ley federal, 
la 3975, carece do asidero en la sentencia, puesto que lo 
único resuelto por el Departamento de Higiene y por 
el P. E. es **no hacer lugar a la autorización de venta 
del producto denominado Pyo-ni-eurn líquido, solici- 
tada", sin pronunciarse acerca do la invalidez de la 
marea, no obst; uto el engaño que su nombro pueda in- 
ducir al consumidor acerca do las calidades del pro- 
ducto. 

5. Que el decreto del P. E, impugnado tiene su 
fundamento en el art. í> do la ley 4C87 que, con inter- 
vención del Departamento Nacional de Higiene, lo au- 
toriza a reglamentar 1 ! "estableciendo todo lo que se 
refiere al funcionamiento de las farmacias, a la elabo- 
ración y expendio de drogas, sueros, vacunas y domas 
agentes curativos, preventivos y de diagnóstico, dic- 
tando todas las medidas tendientes a salvaguardar la 
moral profesional y l¡t salud pública". 

tí. Que de los antecedentes administrativos que 
obran en autos, resulta patente que so color del derecho 
al uso de una marca do comercio registrada pnra dis- 
tinguir perfumería en general, extractos, esencias, ja- 
bones, dentífricos, afeites y demás artículos de tocador 
de la clase 1G (fs. 2), en realidad de verdad lo que la 
parte apelante pretende os obtener la autorización del 
Departamento Xacional de Higiene para expender el 
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producto Pyo-rri-cura líquido, el cual, del propio texto 
de su prospecto y del rótulo que coirón a fs, 1, resulta 
ser una especialidad medicinal, de la que se dice: "Este 
específico es el producto de la combinación perfecta y 
científica do medicamentos que obran como revulsivo, 
antiséptico, desinfectante, nntipiógeno, . . siendo su uso 
indicado no solamente 011 el tratamiento de la piorrea 
alveolar sino también en todos los casos do inflamación 
de la mucosa bucal", etc.... "usados en combinación 
con el Pyo-rn-cura polvo, es un verdadero específico 
para provenir y tratar la piorrea M . 

Si sólo se tratare del derecho al uso de la marca de 
^mercio como lo sostiene la apelante, y no do la auto- 
rización para poder expender una especialidad medi- 
cinal, la actora no se habría presentado al Departa- 
mento Xaeional de Higiene como lo La hecho, el que 
ha procedido como lo indican los arta. 75 y sietes del 
decreto reglamentario de la ley 4GS7. La comisión de 
especialidades creada por el art. SO lia dictaminado en 
el sentiilo de que el nombre del producto no sólo expresa 
una indicación terapéutica, cosa que no corresponde en 
un producto de tocador, sino que implica también un 
engaño, pues aun cuando se tratara de una especialidad 
medicinal promete curación de una enfermedad que no 
cura. No pudiondo revisarse en el recurso extraordi- 
nario los hechos referidos, cu que se fundamenta la 
sentencia, y habiéndose limitado el Departamento Na~ 
eioual de Higiene a usar de las facultades establecidas 
en la ley 4(»87 y su decreto reglamentario, cuya juris- 
dicción ha reconocido Ja parte apelante en su escrito de 
fs. ¿i en que solicita la autorización requerida para ex- 
pender el producto Pyo-rri~eura líquido, resulta mani- 
iiesta la legalidad del decreto impugnado —Palios- 
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151 j 5 — y t por lo tanto, hv improcedencia tic la demanda, 
como lo decide acertadamente la sentencia apelada. 

Por estos fundamentos, los de la sentencia recurri- 
da y de acuerdo a lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General a fs. 118, se con Tin na la sentencia de fs. 108 en 
cuanto ha podido ser materia del recurso. 

líegú lause cu trescientos finen en ta pesos moneda 
nacional los honorarios del Adolfo M calla por sas 
trabajos en esta instancia, llágase sabor y devuélvanse, 
debiendo reponerse el papel en el juzgado de origen. 

lí. A. Nassau Axciiouena — P. 
Ramos Mejía — T. D. Ca- 

ir* A 1 E K S_ 



GERONIMO MOUDEGLIA (su sucesión) v. PROVINCIA 

DE Bl-EXOS AIRES 

PAGO: Pago imhhUln. Protesta, Forma. 

A los efectos de la repetición de la suma pagada en con- 
cepto de contribución de mejoras es suficiente la reserva 
por la que se comunica a las autoridades respectivas que 
los pagos se hacen *'bajo protesta por considerar incons- 
titucional, ilegal y confisca torio" el .gravamen que afecta 
a la propiedad del reclamante. 

COXSTITUCTOX XACIOXAL: Ct>ntrt>l de consittueionaUdad. Inte- 
rés para impugnar la comtitucioiiaHdttd. 

El reconocimiento del importe total de la contribución 
para acogerse al beneficio del decreto que condonaba las 
multas debidas por los deudores morosos, efectuado por el 
contribuyente que en esa oportunidad formuló protesta 
fundada* en la invalidez constitucional del gravamen, no 
importa renuncia de su derecho de alegar la inconstitu- 
cional idad cu el juicio sobre repetición. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



a» 



CONSTITUCION NACIONAL: CnnstttttcionaUdad t inconstitucio- 
nulidad. Impuestos y contribuciones provinciales. Afirmados. 

La contribución cobrada en mérito de lo dispuesto por 
la ley 3900 de la Prov. de Buenos Aires que absorbe por 
completo la valorización producida por el pavimento y 
representa el quíntuplo de dicho beneficio es confiscatoria 
y contniria » los arta. 14 y 17 de la Constitución Nacional. 

Díctame» i>el Procuradoií General 
Suprema Corte: 

Acreditado en estos autos que la parte actora tiene 
su domicilio en la Capital Federal, demanda a una pro- 
vincia, y el litigio versa sobre inconstitucionalidad de 
un cobro fiscal, la jurisdicción originaria de V, E. re- 
sulta procedente, scuaín lo admitió implícitamente la 
providencia de fs. 22. 

Se discute si debe reputarse inconstitucional el pre- 
cio de pavimentos construidos en las cercanías de una 
finía perteneciente a la sucesión actora, y situada en el 
Partido de Quilines (Buenos Aires). La controversia 
gira alrededor de oslas dos cuestiones: 

a) si el deudor formuló, oportunamente, protesta 
válida; 

b) si dicho precio debe reputarse confiseatorio de 
la propiedad pavada, atenta la desproporción en que 
se baila con el mayor valor creado a favor del propie- 
tario, como consecuencia de la construcción de la nbra. 

La primera cuestión lo es de derecho común, y por 
ello me limitaré a expresar que no considero enervada 
la protesta por el mero hecho de que el deudor solici- 
tase liquidación de la deuda, a fin de no incurrir en 
sanciones administrativas. 

En cuanto a ja solución de la segunda cuestión 
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planteada, depende por completo del mérito que se atri- 
buya a la prueba rendida, materia ajena a mi dictamen. 
Haré notar, tan sólo, que si a juicio de V. 13 , el precio 
del pavimento no guardare proporción con el mayor 
valor producido por esa mejora, correspondería hacer 
lugar a la demanda por el excedente. Buenos Aires, 
agosto 3 de 1Ü43. — Juan Alvar ez. 
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Buenos Aires, 14 de diciembre de 1944. 

Y vistos los autos: "Mordoglin Gerónimo, sti suce- 
sión, contra Buenos Aires, la Provincia, sobre incons- 
titueiorialMad ley 3900", de los que resulta: 

Que a fs. 18 D. Domingo iíordeglia, como adminis- 
trador de los bienes de la sucesión de D. Gerónimo Mor- 
deglia, demanda a la Provincia de Buenos Aires para 
que se declare inconstitucional y confisca torio el cobro 
de $ :í4,334,lá m/n,, que según cuenta 4476, ley 30O0, 
persigue contra el inmueble '!e la sucesión nombrada 
situado eu el Partido de Quilines, de 1G8.740 mts, 2 do 
superficie, inscripto bajo el man. 44 en el Registro de 
dicho partido en enero de 1926", en concepto de contri- 
bución de afirmados, y a devolver la cantidad de pesos 
8.405,64 m/n,, pagada bajo protesta, así como toda otra 
suma que por ello se abone, con intereses y costas. 

Manifiesta que el terreno de referencia correspon- 
dió al causante por liabórsclc adjudicado en la sucesión 
de su esposa, D» Juana Gazzano do Mordeglia, en la 
^ hijuela respectiva debidamente protocolizada y agre- 
gada actualmente al juicio sucesorio de aquél, en trá- 
mite ante el Jungado en lo Civil mím. 4 de esta Capital, 
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Secretaría núm. 14 ; que en octubre de 1926 fué dictada 
la ley 39ÜQ, sobre construcción de] camino de Avella- 
neda a Quilines, en el art 10, inc. b) de la cunl so esta- 
bleció que quedan afectados al pago del pavimento los 
inmuebles que se hallen hasta una distancia do 600 mts. 
a cada lado del camino, por lo que el inmueble mencio- 
nado resultó gravado; que el causante no efectuó pago 
alguno por considerar inconstitucional y confiscatorio 
dicho gravamen, mas con posterioridad a su falleci- 
miento y con el fin de acogerse al decreto del 28 de abril 
de 1941 sobre suspensión de multas e intereses el admi- 
nistrador de la sucesión pagó, el 29 de mayo de 1941, la 
suma de f 560,42 rn/m, importe de la cuota niim. 21 de 
la cuenta corriente núm. 4476", si bien lo hizo con la re- 
serva contenida en el telegrama colacionado que acom- 
paña y en el escrito presentado en el expediente núm. 
15.821 de la Dirección do Rentas de la provincia deman- 
dada, que -transcribe; que el inmueble do referencia se 
hallaba tasado, tanto antes como después de la cons- 
trucción del camino, en la suma de $ 30.000 a los efectos 
de la contribución directa, y como la cuenta corriente 
4476 certifica la existencia de una deuda do $ 24.334,15 
in/n. por el pavimento que afecta a sólo 104,616,50 mts. 3 
del terreno, extensión r¡uo con arreglo a la citada tasa- 
ción fiscal valdría $ 18.517 m/n., es patento que se trata 
de un cobro confiscatorio y contrario al art. 17 de la 
Constitución Nacional, no habiendo existido en el pre- 
sente caso valorización del bien gravado, como resulta 
de la circunstancia de no haber variado la valuación a 
los efectos de la contribución territorial. Después de 
mencionar los documentos que acompaña para justifi- 
car su personería, el pago de los $ 8.405,64, entre los 
que incluye $ 153,20 por gastos causídicos, y la protesta 
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invocada, termina solicitando que se haga lugar a la 
demanda, previo los trámites correspondientes. 

Que a fs. 43 D. Salvador Corn linas, en representa^ 
ción de la Provincia de Buenos Aires, solicita el rechazo 
de la demanda, con costas. Después do referirse a la 
sorpresa que a su mandante lia producido la notifica- 
ción de la demanda referente a un gravamen cuyo mon- 
to había sido aceptado por la actora acogiéndose a los 
beneficios del decreto 2827, niega que dicha contribu- 
ción sea ilegal, eonfiseatoria o inconstitucional y espera 
la prueba que se produzca para expedirse al respecto 
e invocar entonces la doctrina y jurisprudencia aplica- 
ble; no obstante lo cual recuerda que quien abona un 
pavimento obtiene un beneficio inmediato proveniente 
de la incorporación del afirmado al fumín que compensa 
la retribución pagada, y que la constitucioualidad de la 
contribución de afirmados no puede depender del val oí- 
do los Inmuebles afectados porque en tal caso todos los 
sistemas tributarios serían inconstitucionales. Arguyo 
luego la insuficiencia de la protesta por no especificar 
cuáles son las garantías que se consideran vulneradas, 
y a continuación sostiene que la demanda carece de baso 
porque la actora, al acogerse al decreto nú . 2S27 reco- 
noció el importe total de la deuda por el pavimento en 
cuestión, no sólo porque así lo exige el art. 3* de aquél 
para que procedan sus beneficios, sino también porque 
ello resulta de la solicitud de actualización de la deuda 
formulada administrativamente por la actora casi siete 
Ineses después de haber depositado el importe que aho- 
ra reclama, y de la aceptación del perdón de las multas 
o intereses que no puede explicarse, conforme a lo dis- 
puesto cu los arts. 914, 010, 017» 018 y ÍU9 del Código 
Civil sino como un reconocimiento de la obligación de 
cancelar la deuda y una renuncia válida al derecho que 
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le había correspondido para impugnarla. Agrega, por 
fin, que no sería posible aceptar la tesis de la actora 
sin lesionar el principio del enriquecimiento sin causa. 

Que abierto el juicio a prueba, prodújose la que 
indica el certificado de fs. 92, alegaron tas partes a fs. 
94 y 101, dictaminó a fs. 106 el Sr. Procurador General 
y dictóse a fs. 10(1 vía. la providencia de autos para de* 
fiuitiva. 

Considerando : 

Que la demandada impugna la eficacia de la pro- 
testa formalizada mediante el tclcg ama cuya copia 
corre agregada a fs. 6* porque no especifica las garan- 
tías vulneradas. El texto del telegrama desvirtúa por 
sí sólo la impugnación. Se dice en él que los pagos se 
Uacen "bajo protesta por considerar inconstitucional, 
ilegal y confisca torio" el gravamen en lo que afecta a 
la propiedad del reclamante. Dada la naturaleza de la 
contribución impugnada —tasa de pa vi mentó — la sola 
mención de su carácter conftscatorio es determinación 
suficiente de la razón constitucional de la protesta. 

Que el liecbo de haber reconocido el contribuyente 
el importe total del gravamen al acogerse al beneficio 
del decreto 2827, que condonaba las multas debidas por 
los deudores morosos, no importa desdo ningún punto 
de vista renuncia al derecho de alegar la inconstitucio- 
nal i dad, hecho como fué el reconocimiento en la misma 
oportunidad de la protesta. Mientras la ineonstitucio- 
nalidad del gravamen no sea declarada por sentencia 
judicial en causa relativa a su caso es deudor y debe 
comportarse como tal. Por consiguiente, el pedido de 
que se le liquide su deuda o de que se le actualice una 
liquidación anterior no es otra cosa que el cumplimiento 
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de su obligación. Int apretarla como una renuncia ira- 
portaría hacer de ejercicio imposible el derecho a de- 
mandar la repetición estando de por medio, como está 
en este caso relativo a un gravamen fiscal, el principio 
de que se debe pagar primero para poder atacar la va- 
lidez de la contribución. 

■Que la precedente conclusión no se modifica en lo 
más mínimo porque el reconocimiento se haya hecho 
para acogerse a una condonación de multas. SÍ el con- 
tribuyente es deudor mientras no exista declaración 
judicial de que el Fisco no ha tenido derecho a cobrarlo 
el gravamen de que se trate, así como debe pagar, a 
pesar de los motivos que tenga para considerar que se 
le cobra sin derecho, también puede, correlativamente, 
acogerse a todas las facilidades o beneficios que para el 
pago de esa contribución acuerde el Fisco a sus deudo- 
res puesto que él es pura y simplemente uno de ellos. 
Considerarse con derecho a no pagar determinada con- 
tribución no es tenerlo. Esto último lo decidirán los 
jueces, y mientras no lo hayan decidido es razonable 
que el contribuyente ee conduzca del modo lícito que 
más lo favorezca. 

Que la contribución de pavimentos de que se trata 
en 1 este juicio importa $ 24.334,15 (fs. 7 vta.) y el in- 
mueble que determina su col o y que no da frente al 
camino pavimentada (ver plano de fs. 81) está valua- 
do por la contribución directa, después de la pavi- 
mentación, en $ 30.000 (fs. 72 vta.) y en el dictamen 
de fs. 83, sobre el cual la Provincia demandada no 
pidió explicaciones, limitándose a observarlo en el ale- 
gato de fs. 101 por considerar que la estimación no 
guarda relación con los valor** I comprobados por el 
mismo perito para otros inmuebles de la zona, en el 
citado dictamen de fs. 83 se lo valúa en $ 50.622. Pe- 
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ro como la taso incide sólo sobre una parte del inmue- 
ble — 104.<U6,50 metros cuadrados— el perito estima 
en $ 31.384,95 el valor de esa porción. Antes de la 
construcción del camino ] a contribución directa tenía 
valuado el inmueble en $ 27.900 y el perito estima 
qm valía diez centavos menos el metro cuadrado que 
ttliora. Lo que quiere decir que la fracción afectada 
por el grávame» antes de construirse el camino valía 
alrededor de § 21.000. hay que a^rc^ar que el 

aumento de diez centavos aludido Jo atribuye el perito 
por partes iguales al minino do que aquí se trata y a 
la pavimentación de la Avenida Culchuqm. Lo que 
quiere decir que el camino en cuestión ba traído un 
aumento de valor de más o monos $ 5.000, mientras 
que se cobra por él al propietario del inmueble que se 
considera beneficiado por la ulna pública, la cantidad 
de $ 24.;m,15. Es decir, que el costo de la obra no 
sób, insume por completo la valorización producida 
por ella sino que representa el quíntuplo de dicho be- 
nefieio. La confiscatoriedad y por consiguiente la in- 
ronstilncionalidad (arts. 14 y 17 de la Constitución 
Nacional) de la contribución de mejoras cuestionada 
es, pues, evidente, mí lia de estarse a las conclusiones 
de la pericia. 

Que la provincia demandada sostiene no deber 
estarse « eMus, porque mientras el perito estima en 
treinta centavos el valor del metro cuadrado del inmue- 
ble de la sucesión actuin, menciona transacciones sobre 
otros inmuebles de la zona, en las que so pagaron pre- 
cios de $ 0.43, 0,60, 1,45, 1,85 y 2,28 el metro. Pero 
ademas de indicar que en todos esos caros se trató de 
terrenos con frente al pavimento —y el de la sucesión 
queda en su punto más próximo a 400 metros de él— 
el perito explica satisfactoriamente que otros motivos 
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determinaron esos precios. Y el representante de la 
provincia demandada no rebate ninguna de esas ra- 
zones. 

Por estas consideraciones se Lace lugar a la de- 
manda y se condena a la Provincia de Buenos Aires a 
devolver a la sucesión actora en el plazo de treinta 
días el importe pagado por ella en concepto de con- 
tribución de afirmados correspondientes a la propie- 
dad a que se refieren las boletas de pago agregadas 
a los autos. Con costas. Téstense por Secretaría los 
pasajes subrayados a fs. 43 vta. y 4ü vta. y llámase la 
atención al firmante de los escritos que los contienen 
por no liaber guardado estilo. liegúlanse en dos mil 
ochocientos y en dos mil pesos moneda nacional res- 
pectivamente los honorarios de los Dres. Domingo Mor- 
deglia y Salvador Connivías por los trabajos realizados 
en el juicio. llágase saber, repóngase el papel y en su 
oportuuidad archívese. 

B. A. Xaz.wi Axciiohkn'a — F. 
Ramos Mkjía — T. D. Ca- 
sares. 



JOSE DORADO v, CAJA DE JUBILACIONES DE 
EMPLEADOS FERROVIARIOS 

CONSTITUÍ' 10 X XAClOXAL: Coustitucionalútad a inconstitucio- 
nalúlatl. Decretos pajonales. Jubilaciones y pensiones. 

El nrt. 27 «Vt decreto refrlamcntarin de la ley 11.110 no es 
contrario a esta ni cu violatorio del nrt. 8C, inc. 2*, de la 
Constitución Xacioual. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extrn ordinario procede, por haberse 
puesto en teía de juido la eonstitueionalidad del art 27 
de] decreto reglamentario de la ley 11.U0, y ser la sen- 
tencia definitiva favorable a la validez de dicho ar- 
ticulo. 

En cnanto al fondo del asunto, estriba en resolver 
si la mencionada disposición se aparta o no de la ley 
que reglamenta, al disponer que a "los empleados u 
obreros que hubiesen gozado de remuneración vliaria u 
boraria t se les computará el tiempo durante el cual hu- 
biesen per cibido sus salarios en ln forma expresada, a 
razón de un mes por cada 125 días o 200 horas de tra- 
bajo, pudiendo efectuarse compensaciones dentro del 
año, despreelóudose iodo lo que exceda, dentro del mis- 
uto, a los 300 días o 2400 horas 

Ks lo subrayado lo que motiva dificultades, pues el 
recurrente entiende deben sumarse todos los días en que 
percibió salario, y dividir el resultado por 300; proce- 
dimiento que conduce a computar más años de servi- 
cios que los eronolúineamente transcurridos cutre | :i ini- 
ciación de los servicios y el cierro del cómputo. 

(Jomo la ley 11.110 no contieno disposición expresa 
acerca do la forma en que se deban computar los ser- 
vicios a jornal, es necesario acudir a otras leves de ju- 
bilaciones en procura de al^ún texto aplicable" por ana- 
logia. La mm t había establecido originariamente en 
su art. 26: 

"Cuando la retribución del trabajo haya sido total 
o parcialmente por jornal, se computará un año de ser- 
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vicio por cada 250 días de trabajo efectivo, y si hubiese 
sido por llora, so dividirá por ocho el número de honis 
para establecer el numero de días de trabajo efectivo*'. 

Inter}) retándolo, la Corte Suprema tenía admitida 
la posibilidad de que el cómputo de sor vicios abarcase 
un número de años mayor que el cronológico (158:99 y 
159:194 entre otros); pero más tarde, mediante la san- 
ción de la ley 1-.8-5, el II. Congreso fijó claramente su 
criterio sobre la materia. Al efecto, agregó a continua- 
ción del art. lili, transcripto, el párrafo: 

"Xo podiendo computarse mayor cantidad de ser- 
vicios de la que resulte entre las fochas que se conside- 
ren (fe acuerdo til tiempo calendario". 

Merced a tal reforma, cuando en 194:452, V. K. tu- 
vo oportunidad do aplicar el nuevo texto, quedó modifi- 
cada su anterior jurisprudencia. Justamente oso es lo 
que ha hecho ol art. -T del decreto aluna impugnado. 
Llega a la misma finalidad, por iguales fundamentos, 
al no permitir excoda de un año el cómputo de los ser- 
vicios prestados durante ose ano. 

A mérito de lo expuesto, correspondo confirmar el 
fallo apelado obrante a fs. 7íi en enmato pudo ser ma- 
teria de recurso. — Buenos Aires, noviembre 23 do 
1944. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, lá de diciembre do 1ÍU4. 

Y vistos: los autos "José Dorado —solicita jubila- 
ción ordinaria, art. 14 ley 11.110", venidos por vía del 
recurso extraordinario. 

Por sus fundamentos; los del precedente dictamen 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



del Sr. Procurador General y la doctrina sustentada 
por esta Corte en cansa semejante: C. S 194-4D2, se con- 
firma la sentencia de fs. 76 en cuanto pudo ser materia 
de recurso. litígase saber y devuélvanse. 

M A, Xazar Anchobeka — P, 
Ramos Mejía — T. D. Ca- 
sa j:ks. 



S. A. DANTO DE OLAYA Ii DIA v. DIRECCION GENERAL 
DEB IMPUESTO A LOS REDITOS 

COSSTITUCIOX XACIOXAL: ConstUncianalidad e inconstitucio- 
nolidad. Decretos navionutes. Impuestos a los rédito» y a loa iran- 

El art. 18, 3er. apartado del Reglamento General del Im- 
puesto a los Réditos del 2 de enero de 193£>, en cuanto 
cambia la exención cabal del impuesto nuc establecen los 
arts. 5 y 6 de la ley UM2 (t, o.) en una imposición pro- 
porciona], altera el espíritu de dicha ley y es violatoria del 
art. Hit, ine. 2\ de la Constitución Nacional. 



Sextexcia del Juez Federal 

Buenos Aires, agosto 25 de 1942. 

Y vistos: Estos autos promovidos por el Banco de Olavá- 
rría S. A. Argentina contra el Gobierno de ]a Nación sobre 
repetición de impuesto a los réditos, de cuyo estudio resulta: 

1° Que a fs. 10 se presenta el Banco actor por apoderado 
demandando al Fisco Nacional, por repetición de la suma de 
novecientos cuarenta y nueve pesos con sesenta y cinco centa- 
vos moneda nacional, rpic dice ha satisfecho indebidamente a 
la Dirección General de Impuesto a los Réditos en mérito do 
los antecedentes que se expresan a continuación: 

Que el Raneo es poseedor de cédulas hipotecarias del 5 % 
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series B. y P. ( y títulos del Empréstito Argentino Interno 
1936, 4M> % y del Empréstito de Repatriación, todos los que 
están exentos del pago de impuesto a los réditos, conforme a 
lo dispuesto en los arts. 5 y 6 de la ley 11.682 (T, O.) y que al 
efectuar la declaración jurada correspondiente al ejercicio 
cerrado el 30 de junio de 1Ü40. la Dirección observó que fie 
habían incluido en el rubro 5 la venta de títulos, pero sin 
anotar en el rubro 4 la cantidad que resulta de aplicar los 
arts. 'S y 19 de la Reg. Gen, del Impuesto a los Réditos (Dee. 
del P. B. de fecha 2 de enero de 1939), Mediante tal exigencia 
le obligó a efectuar los pagos- que en conjunto suman la can- 
tidad reclamada en la demanda. 

Que esa interpretación dada por la Dirección, anula el 
beneficio de los arts. ¡5 y (i de la ley 11.682 y es equívoca, 
pues la función de los arts. 18 y 19 citados, es impedir que 
de venias gravadas por el impuesto puedan deducirse gastos 
y/o intereses originados por la administración y/o adquisi- 
ciones de bienes que produzcan renta neta. 

Que la obtención, mantenimiento y conservación de la 
reñía de tales títulos no lia ocasionado gasto alguno. Que para 
obtener esas rentas, el Banco no Contrajo detulas en concepto 
de préstamos, ya que los depósitos efectuado» por los clientes 
del Flaneo, y por bis que éste pa::n inter-'s no constituyen 
préstamos, pues los Bancos están considerados como institu- 
ciones de Mea público (ley 12.156) no pueden negarse a re- 
cibir depósitos, siendo a todas luces conveniente basta para el 
mismo Estado Nacional, que los fondos excedentes los Bancos 
lofi inviertan en fondos públicos. De ahí, que los intereses que 
el Banco abona no son motivados por deudas que puedan 
calificarse de préstamos y los intereses que graviten en el debe 
de la cuenta de fían nucías y Pérdidas no están com prendidos 
en el concepto de lleudas por préstamo, ni pueden calificarse 
como capitales requeridos por "necesidades del negocio". No 
son préstamos solicitados por el deudor sino depósitos traídos 
libremente por el ahorrista. Invoca los arts. 25, 5 y (i de la ley 
11.682. cita jurisprudencia y concluye sosteniendo que habien- 
do efectuado tos pagos cuya repetición persigue, ante las in- 
sistentes exigencias de la Dirección de Réditos y no habiendo 
dado resultado el recurso de repetición administrativo, pro- 
cede el redamo judicial deducido. Pifie intereses y costas. 

2' Declarada la compela ir i a del Tribunal a fs. 55 y 
corrido traslado de la demanda, fué contestada por el Procu- 
rador Fiscal Dr. Pnidueri Cornejo quien solicita su rechazo 
i eon costas. 
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Expresa que niega todo lo afirmado por la actora en 
cuanto no aparezca expresamente reconocido en la contes- 
tación. 

Que falta la base necesaria para la demanda, pues ni se ha 
justificado el pago del impuesto que se intenta repetir, ni que 
el pago se haya protostado, ni la existencia de los títulos na- 
cionales, ni el origen del dinero con qne tales títulos se ad- 
quirieron. 

Que la demanda intenta subvertir el orden jurídico, que 
el depósito constituye un crédito del depositante y una obli- 
gación o deuda del depositario, por concepto del capital y sus 
intereses. Lo indiscutible es, que la actora paga intereses por 
la suma que recibe y en consecuencia que los réditos activos 
que su colocación le produce, están disminuidos por el rédito 
pasivo, que debe pagar a los depositantes. 

Que el Estado acopió -la deducción de los intereses paga- 
dos con forme ni precepto del art, 2'i, jnc. n) de la ley citada, 
no siendo admisible lo rpie el actor pretende: que se le permita 
deducir de los réditos "gravados" las bajas de sus réditos 
"exentos". 

Que de los réditos gravados — conforme al art. 23 — sólo 
pueden deducirse las bajas que los son inherentes o sea los 
'"gastos necesarios para mantener, obtener y conservar dichos 
réditos". 

Que los réditos exentos y sus bajas forman un sistema 
aparte, no pudiendo vinculárselos n los gravados sea a favor 
o en erm i ni del contribuyente. De ahí que la Dirección ha 
aplicado con justeza lo dispuesto en el art. 18 y 19 del Dec. 
Reg. citado, no admitiendo que los intereses pagados por el 
dinero invertido en títulos nacionales, sean deducidos de loa 
otros réditos, que deben pagar impuesto. 

Toda deducción importa una exención y las exenciones 
sólo pueden acordarse, cuando resultan claramente autorizadas 
por hi ley, debiendo resolverse en contra del contribuyente 
cualquier duda. 

Considerando : 

V> Que lo alegado por la defensa sobre falta de com- 
probación de pago de los impuestos que se intenta repetir y 
de la existencia de los titulan nacionales exentos de gravamen, 
es improcedente, dado que, de las notas de la Dirección de 
Réditos corriente a fs, 24, 37, 44 y 4fi y resolución de fs. 53 
resultan suficientemente acreditadas tales extremos; constando 
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ademán que el actor interpuso en tiempo unte la Gerencia de 
Réditos lu reclamación previa sobre devolución de las sumas 
obladas a roque rim ion tos do (a Dirección de Réditos, con lo 
que lia quedado oxpedita lu vía judicial, sin que sea necesario 
cumplir ningún otro requisito (art. 41 y 42 T. O. ley 11.683)* 

2* La cuestión planteada on ctos autos, os clara y pre- 
cisa; el ltaiien aetor posee títulos de renta exentos de grava- 
men con arreglo a lo dispuesto on los arts. 5* ine. a) y G ? , inc. 
1) de la ley II. (¡82, no debiendo computarse cu la determi- 
nación de lu renta brtitii el producido de tales títulos (art. 25). 

El demandante entiende, (pie bajo ningún concepto pue- 
de gravarse la renta de tales títulos, mientras la Direc- 
ción de Réditos invocando lo dispuesto en los arts. 18 y 
1!) de la Reg. Gen. del Impuesto a los Réditos, estinta que los 
intereses pagarlos por el Rauco a los depon tantos do fondos, 
al igual que los gastos de Dirección, afectan en el caso al 
conjunto de réditos ¡ es decir tantn a las rentas gravadas, como 
a las exentas del pago del impuesto, lo que obliga a prorratear 
los intereses pagados pnr el Hunco, a los depositantes; única 
forma de autorizar lu deducción de tales intereses en las de- 
claraciones juradas. 

3» El art. 18 invocado por la Diroeeión de Réditos, dice 
en su parte pertinente lo siguiente: "Entiéndase por interés 
toda suma que sea ol producto del capital prestado, se pague 
bajo esa denominación, o en concepto do comisiones, indemni- 
zación, primas, etc. Los intereses por deudas privilegiadas o 
no, constituyen un gasto tlrducihlr de las entradas brutas". 

"Cuando el deudor posee distintos bienes, aunque parir 
de estos produzcan renfa cxnifa d<l impuesto la deducción de 
los intereses de sus deudas, se efectuarán de los beneficios 
brutos qnc producen cada uno de ellos, en la misma propor- 
ción en que se baile el valor do tules bienes con relación ni 
total". 

Y el art. 19 se refiere a "los gastos necesarios, para obte- 
ner, mantener, y conservar réditos, que afecten conjuntamente 
a distintos bienes o fuentes productoras de las mismas" y en 
tal caso dispone que "la deducción so efectuará en la forma 
dispuesta por el artículo anterior". 

4* No cuta en discusión en el caso, la validez legal de 
las disposiciones citadas, pero ol Hunco actor sostiene, que no 
corresponde la aplicación del art. 18, en cuanto se pretende 
que toa intereses pagados por el Hunrn a los depositantes deban 
• gravitar cu parte sobre tas rentas de los títulos exentos de 
gravamen y arguye al respecto, que no se trata de "capitales 
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prestados" (términos usados en el art. 18) sino que las sumas 
entregadas al Banco por los ahorristas, son depósitos hechos 
voluntariamente, por los dueños de los fondos, ajenos a toda 
solicitud del Raneo, quien ni siquiera puede negarse a recibir- 
los, con arreglo a la ley 12.1ÓG, no pudiendo equipararse su 
situación con jíi do las particulares, une obtienen préstamo de 
dinero, para hacerse de fondas adquiriendo títulos de renta, 
lucrando con las diferencias de intereses satisfechos y cobra- 
dos, en cuyo caso sería indiscutible —a inicio del actor— la 
aplicación de los arts. 18 y líí mencionados. 

Invoca particularmente el demandante lo resuelto por la 
jurisprudencia (Palios; Caín. Feo*, y S, Corte en la causa de 
la S A. Pereda contra el Gobierno de la Nación publicados 
en J. Arg. f t, 74, pág. 126 y t, 1942, I, p. 1930). 

Efectivamente, en dicha causa la Excma. Cámara en su 
Jallo (que la 8. Corte confirmó por sus fundamentos) declaró 
"que el hecho de que los intereses devengados por titulares 
exentos de impuesto a los red i tos se confundan con el fondo 
total de los beneficios a distribuir entre los accionistas, no 
es óbice, para que mediante una operación aritmética se prac- 
tique su discriminación y se les excluya"; y que "si bien el 
art. 17 de la ley 11, (¡82 dispone. qu¿ los dividendos de las 
acciones quedan sujetos a gravamen sin tener en cuenta la 
fuente de donde provienen los réditos de tales personas" ello 
no significa que deban tributar el impuesto, una renta que 
está expresamente exenta de todo tributo". 

A juicio del .suscripto ta jurisprudencia invocada no 
es de aplicación en el $u$4ité pues estima que las situaciones 
contempladas son fundamentalmente distintas, ya que en el 
caso Pereda no se alegó que mediara el pago de intereses para 
la obtención de! capital invertido en títulos de renta exentos 
de gravamen. 

Tampoco considera viable la argumentación del actor en 
cuanto sostiene que los depósitos a intereses efectuados por los 
clientes del Jíaneo, no deben considerarse comprendidos en los 
arts. 18 y I» que aluden "al capital prestado", ya que si bien 
es ¿vidente que un "depósito" no encuadra jurídicamente en 
el concepto de "préstamo" la verdad es. que el espíritu del 
art. 18 comprenda toda suma que por cualquier concepto se 
reciba con la obligación de pagar intereses sin perjuicio de la 
oportuna devolución del capital, lo que significa el reconoci- 
miento de la existencia de una deuda. 

En sus declaraciones juradas et ador dedujo de sus en- 
tradas brutas el importe de los intereses satisfechos a los de- 
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paitantes y tal deducción fué aceptada por la Dirección de 
Réditos conforme al art. 18. 

Pero por lo mismo que parte de los fondos provenientes 
de las sumas depositadas por los 1 * aborristas " fueron inver- 
tidos por el Banco en títulos de renta exentos de gravamen, 
nada parece más razonable y justo que aplicar lo ordenado 
en la 2» parte del art. 18 imputando a la renta producida por 
tales títulos, ht parte proporcional de loe intereses devengados 
contra el Banco, por los capitales en i picados en la adquisición 
do los títulos de renta exentos de gravamen. 

En una palabra : si por los fondos que sirvieron para 
adquirir los títulos exentos, el Banco debió pagar intereses, 
tales intereses no deben gravitar sobre la renta sujeta a im- 
puesto, sino que deben imputarse a la renta de los títulos 
exentos de gravamen, puesto rpie tales intereses pagados a los 
depositantes en ejercicio de la actividad comercial del Banco 
constituye un medio indispensable para poder disponer el ca* 
pitol productor deja renta exenta, 

Y lo que se dice de los intereses que forzosamente deben 
pngarsr a \m depositantes por el capital invertido en títulos, 
corresponde decirlo de li>s gastos de Dirección, que en realidad 
afectan a todos los réditos tanto los gravados como los exentos 
(art. 19) por lo mismo que se trata de actividades necesaria- 
mente vinculadas a la empresa banearia. 

De abí que para el criterio del proveyente el prorrateo de 
intereses señalado en la resolución administrativa de fs, ñ3 
(punto ií) resulta razonable y ajustado al espíritu de la ley 
11.G82 y reglamentación vigente y consiguientemente estima, 
qne la repetición perseguida no es procedente, 

Por estos fundamentos fallo desestimando la acción de- 
ducida por el Banco ( ] v Olavarría $. A. Argentina contra ol 
Pisco Xat-ional sobre ropetieión. sin costas, atento a que se 
trata de una ¡nterpretaeiÓH jurídica novedosa, y a que el actor 
lia podido enmaderarse con dcivelio para litigar. — Alfonso 
E, poctttnl. 

Sextentia pe la CXmara Federad 

Buenos Aires, 30 de julio de 1943. 

Y vistos f Considerando ; Que enn respecto a la articula- 
ción promovida por el procurador fkeal de cámara, es un 
principio general de nuestro dercebo procesal que los juicios 
se deciden en dos instancias, siendo evidentemente excepeio- 
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nales los casos en que la ley autoriza la reducción a una sola 
o el aumento a tres. El precepto del art. 50 de la ley 11.683, 
debe interpretarse, en consecuencia, restrictivamente, es decir, 
que la reducción del procedimiento a una sola instancia rige 
solamente para los juicios en que el monto que manda pagar 
la sentencia, importe una suma que no exceda de $ 500, que no 
es el caso de autos, en el cual se ha rechazado la demanda. 
Que lo resuelto en el caso de Naveira (marzo 23 de 1942), que 
se invoca, en modo alguno resulta aplicable al presente, pues 
allí se desechó la hipótesis sostenida por el procurador fiscal 
de que las multas o condenas judiciales hasta $ 500 son inape- 
lables para el contribuyente multado, pero no para el fisco, 
situación que no es precisamente la planteada en autos. 

Por ello -y fundamentos de la sentencia apelada, se la 
confirma, sin costafi. — Carlos del Campillo. — Juan A, Gon- 
zález Calderón. — Eduardo Sarmiento. — Carlos Herrera. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1.1 de diciembre de 1044. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario concedido 
n la paite actora en los autos "Banco de Clavar ría S. 
A. Artf. contra Gobierno de la Nación, sobre repetición 
de réditos". 

Considerando, en cuanto al recurso: 

Que ésto es procedente por cuanto se lia impugnado 
el decreto reglamentarlo de la ley 11.682 de ser contra- 
rio a lo dispuesto en los arts. 5 y Ü de ésta y, por lo 
tanto, de violatorios del nrt. 86, inc, 2*, de la Constitu- 
ción Nacional y ser la sentencia contraria al derecho 
invocado por la apelante (art. 14, ine. 3*, ley 48). 

Y cu cuanto al fondo do la cuestión: 

Que la sentencia de fs. 65, que confirma por sus 
fundamentos la Cámara Federal a fs. 77, ha reconocido 
la validez del art. 18 del decreto reglamentario de 2 de 
enero de 1Í130 que dispone: "Los intereses por deudas 
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privilegiadas o no, constituyen mi gasto deducible de las 
entradas brutas... Cumulo el deudor posen distintos 
bienes, aunque parte de ést ; produzcan renta exenta 
del impuesto, ta deducción de los intereses de sus deudas 
se efectuará de los beneficios brutos que produce cada 
lino de ellos, en la misma proporción en que se halle el 
valor de tales bienes con relación al total", en contra 
de lo dispuesto en los arts, 5* y 6* de la ley 11.682 que 
excluyen del impuesto a los réditos y de todo otro im- 
puesto nacional presente o futuro, a los réditos de los 
títulos exentos que se mencionan, entre los cuales se en- 
cuentran los ijne motivan este pleito, referidos en la de- 
manda de fs. 10. 

La ley 11.682 es clara al respecto: no sólo excluye 
del impuesto a los réditos a los intereses provenientes 
de los títulos exentos que enumera en los arts. y y G, 
sino que reitera ese concepto, en forma categórica el 
art. 2ó, al prohibir (pie en la determinación de la renta 
bruta se computen los réditos ya exentos por los arts. 
5 y 6, lo que pone de manifiesto que la fuente que los 
produce hállase exenta del gravamen y, por lo tanto, del 
alcance impositivo de la ley 11. (¡82, como lo tiene resuel- 
to esta Corte en las sentencias publicadas en Palios: 
191, 305 y 194, 408. 

La exención cabal del impuesto, tan claramente de- 
terminada en la ley, no ha podido cambiarse por el de- 
creto en una imposición proporcional, cualquiera sea la 
proporción en que éste la establezca. 

El art. IS del decreto altera, pues, el espíritu de la 
ley n.m-2 con la excepción reglamentaria que contieno; 
y t en consecuencia, viola el art. 8ü, inc. 2\ de la Consti- 
tución Nacional. 

En su mérito se revoca la sentencia de fs. 77 en 
cuanto ha podido ser materia del recurso. Regúlanse 
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en cincuenta y diecisiete pesos moneda nacional respec- 
tivamente, los honorarios del Dr. Félix Imeroni Campos 
y apoderado Antonino Lettiori por sus trabajos en esta 
instancia. XotiL'íquesc y devuélvanse, debiendo reponer- 
se el papel en el juzgado de origen. 

B. A. Nazar Anciiouena — F. 
Ramos Mejía — T. D. Ca- 
sares. 



ANGELA M. ORLANDO v. CARLOS LOPEZ 

CONSTMJCWX XACIOXAL: Derechos y garantías, Dertcho de 
propiedad. 

Los derechos declarados en una transacción son derechos 
adquiridos amparados por H :irt. 17 de la Constitución 
Nacional del mismo modo que los declarados por sentencia 
firme. 

CONSTITUCION XACIOXAL: Constituí tonalidad e inconstitucio- 
naltdad. Decretos nacionales. Varios. 

El art. 3 del decreto N* 15.51 G no puede ser retroactiva- 
mente aplicado, sin violar el art. 17 de la Constitución 
Nacional, ni caso en que el propietario y el inquilino 
demandado por desalojamiento han celebrado una tran- 
sacción por la cual el nombrado en último término se 
comprometió a abandonar el inmueble en una fecha de- 
terminada. 



Dictamen i>el Procurador General 
Suprema Corte i 



Da. Angela María Orlando demandó a D. Carlos Ló- 
pez por desalojo de un departamento situado en esta 
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ciudad, alegando tener que efectuar en el edificio re- 
formas destinadas a aumentar su valor locativo por 
suma superior a la que fija como mínimo la ley 11.156. 
Citado López, compareció a la audiencia do practica, y 
allí convino con la acto ra solucionar el litigio compro- 
metiéndose a desalojar dentro del termino de cuarenta 
días contados desde el 27 de abril del corriente año. La 
Sra. Oriundo se reservó el dercclio de pedir lo que co- 
rrespondiese, caso de no dar López cumplimiento a lo 
así convenido; y el Sr. Juez proveyó (fs. 7) : 

"De conformidad de partes, téngase presente el 
convenio celebrado, y oportunamente archívese". 

Así las cosas, el 10 de junio subsiguiente presentó- 
se López al mismo juez manifestando que se acogía a 
los beneficios del decreto mím. lo.oltí, dictado por el 
P. E. cuatro días antes (Bol, Ofic., junio 24/944), por 
cuanto ni el departamento interior materia de la litis 
se bailaba afectado por las mejoras en proyecto, ni las 
mismas le causarían molestias caso de llevárselas a ca- 
bo. La acto ra se opuso, fundada en lo resuelto por esta 
Corte en 19Í):4G6 (Ferrari v. Peiti); pero el Juez, en- 
tendiendo que lo proveído a fs. 7 no importaba sentencia 
definitiva, negóse a ordenar el desalojo. Con tal motivo, 
se trae a lio ra a V. E. este recurso extraordinario. Le 
sirvo de base la tnelm de incotisfitucionalidad opuesta 
contra el decreto X* 15516, en cuanto por su aplicación 
se desconozca valor a la cosa juzgada. Desde luego, bajo 
tal concepto el recurso es admisible. 

Por lo que bace a la cuestión de fondo, es exacio 
que el proveído de fs. 7 no contiene orden de desalojo; 
mas cabe recordar que, conforme al art. 884 del Código 
Civil las transacciones hecbas ante juez revisten para 
las partes autoridad de cosa juzgada. Como lo expresa 
el Codificador en mi nota a diebo artículo "se juzga que 
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Jas mismas parte hubiesen pronunciado sentencia". 
Partiendo de tal concepto creo que sería aplicable al 
casona jurisprudencia sentada en 199:466 y mantenida 
en Ferrari v. Marhto y Chppct v. Marino (setiembre I!¿ 
1>- Pdo.). ' 

v^ — t/" 1 " 1 ' 10 establec * *n el art. 3 del decreto 
"Quotlan sin efecto los juicios de desalojo por me- 

y V. E., en el primero de los fallos citados, dijo: 

"La interpretación dada al decreto, por la cual se 
desconocen los efectos de una causa concluida o fene- 
cida adolece de la misma invalidez que llevaría ínsita 
una ley del Congreso, un decreto del P. K de jure o un 
tallo judicial." 

.Aunque entonces trataban de la lev de arrenda- 
mientos agrícolas y aquí de locución de predios urbanos 
el argumento os cl mismo. * 1 

En consecuencia, y siempre que V. E. mantenga la 
doctnna aludida, corresponderá revocar el aufo apela- 
do. Buenos A i res, noviembre 10 de 1944. — Juan Al 
vares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 10 de diciembre de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada "Orlando 
Angola M. contra López Carlos sobre desalojo" en la 
que se La concedido el recurso extraordinario a fs 11 
vta. 
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Y considerando : 

Que estn Corte ha tenido oportunidad de declarar 
que si bien el principio de la irretroaetividad de la ley 
no es constitucional, la presciiuieacia del misino vulnera 
el art. 1 7 de la Constitución Nacional y la garantía de 
la propiedad que el mismo consagra cuando por medio 
de una norma retroactiva se menoscaban derechos ad- 
quiridos al amparo de la legislación anterior — v. Fa- 
llos: 180, 16; 188, 2D3; 100, 4íií> entre otros. 

Que en el precedente citado en último término aña- 
dió el Tribunal que los derechos declarados por sen- 
tencia firme se consideran adquiridos, y (pie las nuevas 
normas (pie se dicten no pueden desconocer la autoridad 
de la cosa juzgado, sin hacerse pasibles de impugnación 
como incompatibles con el citado art. 17 de la Constitu- 
ción Nacional. 

Que en presencia de lo dispuesto en el art. 850 del 
Código Civil, según el cual la transacción tiene para las 
partes *'la autoridad de la cosa juzgada'* y toda vez 
que no se han invocado razones de hecho ni de derecho 
común referentes a la eficacia de la concluida en autos, 
es legítimo admitir que son también derechos adquiri- 
dos los declarados por la misma, y que les alcanza por 
consiguiente la protección constitucional de que tratan 
los precedentes considerandos. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el Sr. Procurador General se revoca la sentencia de 
fs. 9 vta. Hágase saber; devuélvanse los autos al juz- 
gado de su procedencia donde se repondrá el papel. 

B. A. Nazar Anchor ex a — F. 
Ramos Mejía — T. D. Ca- 
SAHES. 
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GUILLERMO ÜMLANDT v. DIRECCION GENERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

PliESClHPCIOX: Prescripción en materia penal Comienzo, 

La prescripción de la acción tendiente a reprimir nna 
infracción consistente en una defraudación del impuesto 
a los réditos cometida mediante la presentación de de- 
c amelones juradas en las que ge omitió consignar en 
absoluto Jos ingresos provenientes de las actividades que 
eniistihnmi la principal fuente de recursos del contribu- 
yente, a raíz de lo eual se procedió a estimar Jos réditos 
de oficio y se oplü-ó la multa establecida en el art 18 
de Ja ley 11.683, emnienaa a correr desde Ja fecha en que 
las declaraciones fueron presentadas; por lo que care- 
ciendo de efecto interruptivo ta presentación del fhcal 
que se hmitn a sostener la improcedencia de la instancia 
respecto de la estimación de oficio, na habiéndose aere- 
, ¡! ,,,í, ° 111 "tocado en antes otras circunstancias que pu- 
dieran producirlo, y habiendo transcurrido el plazo ¿re- 
vis o en el art. 2.1. inc. b) de la lev 11.ÜS3 (t o ) en la 
leHia en que el fiscal contestó la demanda contenciosa 
solicitando la confirmación de la resolución administrativa 
que impuso multa, correspondo declarar preseripta la 
acción f 1 ). 



ROSA CORDOBA 

HOMICIDIO: Homicidio calificado. 

El delito cometido por la madre que da muerte a un hijo 
de un mes y días de edad es el de homicidio calificado 
previsto por el art. 80, ine. P, del C. Penal v probado 
¡pie Ja autora tenía Ií> años cumplidos cuando 'ocurrió el 
hecho corresponde aplicarle, en atención a la edad, buenos 
antecedentes de la procesada y a las circunstancias en que 
cometió e delito, la pena de prisión perpetua de las que 
establece la disposición mencionada, ya que tratándose de 
penas fijas no cabe otra individualización posible que la 
de calidad cuando son paralelas (18 de diciembre de 1944). 

m ( 2u ; J m^t^ ro de im Fall0!l: 195 ' 5G ' im > lfl7 * m 
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AETUKO GIARDINIERI v. DIRECCION GENERAL 
DEL» IMPUESTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO Á LOS liEDlTOS: Deducciones. Comercio e industria. 

El socio de dos sociedades, una colectiva y otra en coman- 
dita, que obtiene en la primera una ganancia y en la 
segunda una pérdida, tiene derecho a compensar esta úl- 
tima incluyendo en sus declaraciones juradas el monto 
respectivo como quebranto. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de diciembre de lí)44. 

Y vistos; los del recurso extraordinario cuya pro- 
cedencia se luí declarado por sentencia de esta Corte 
corriente a fs. 58, en los autos caratulados: "Giardi- 
nieri Arturo contra el Fisco Nacional, contencioso del 
nrt. 42, ley 11.G83." 

Considerando : 

Que las partes, en el escrito de fs. 42, manifiestan 
"que en estos autos se lian puesto de acuerdo en cuanto 
a los hechos, y consideran que la cuestión a resolver es 
la de saber si el socio do dos sociedades, una colectiva 
y otra en eomandiln, que obtienen en la prime ni una 
ganancia de $ 10.246, 96* y en la segunda una perdida de 
$ 8.432, 2~), puede compensar esta pérdida incluyendo en 
sus declaraciones juradas el monto respectivo como que- 
branto. Resuelta que sea la cuestión planteada, las par- 
tes están de acuerdo en que, según sea el criterio do la 
sentencia definitiva, cualquier suma que hubiera quo 
devolver al actor será fijada por liquidación a practi- 
carse con intervención de ambas parles y previas las 
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eomprobaeiones necesarias por la autoridad adminis- 
trativa". 

El actor funda su derecho en los arts. 3' y 24 t iiic. j) 
de la ley 11.G82 y l a p;ir te demandada sostiene que lo 
que el l art. 3< ha dicho es "se admitirá la compensación 
cíe réditos". "Quiere decir, agrega, que se compensarán 
millos con réditos y no réditos con eapiial, romo lo pre- 
tende el actor. " 

La sentencia apelada acopia la tesis del Fisco y 
tu ta ou su apoyo el fallo do esta Corte Suprema m re 
Urallaco Nenien S. A. v. Gobierno de la Nación (Fa- 
llos: 417). 

Que la cuestión a resolver, planteada en la demanda 
y contestación, y concretada luego por ambas partes, al 
punió que se indicr ; en el citado escrito de fs. 42 debe 
resolverse en sentido afirmativo; esto es, que el socio 
de dos sociedades, una colectiva y olía en comandita, 
que obtiene en la primer» una ganancia y en la segunda 
una perdida, tiene derecho a compensar esta última in- 
cluyendo en sus declaraciones juradas el monto respec- 
tivo como quebranto. En efecto, el art. ,T d<- la ley 11.ÜS2 
que dispone; "Cuando un contribuyente perciba réditos 
de vanas categorías, se admitirá la compensación do 
réditos con quebrantos dentro de la misma y entre las 
diversas categorías, sin perjuicio de las disposiciones 
especíales para las categorías, al establecerse el rédito 
neto en conjunto" dice con toda claridad que se admi- 
tirá Ja compensación de réditos con quebrantos dentro 
de la misma o de diversas categorías. No dice compen- 
sación do réditos con réditos, lo que carecería de sentido 
lógico, por referirse a cosas qne no pueden contrapo- 
nerse; sino a la única compensación posible en el caso: 
los réditos con los quebrantos. Puesto que compensar, 
"es igualar en opuesto sentido el efecto de una cosa con 
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el de otra; compensar la dilatación do un cuerpo con la 
contracción de otro; las pérdidas con las ganancias ; los 
males con los bienes". Y, además, acéptase la compen- 
sación en todas y en* **c todas las categorías establecidas 
en la ley. Lo cual permite a cada contribuyente "esta- 
blecer el rédito neto en conjunto", el (pie no podría 
obtenerse separando los réditos y quebrantos en rada 
categoría, negocio o fuente, prescindiendo de su titular. 

Puesto que sólo se grava el beneficio neto de cada 
individuo, el art. V del decreto del 1\ E, que aprueba la 
Kcglamentaeión General de las leyes 11,682 y 11J83 ele- 
vado por el Consejo de la Direceiém (Jeneral del Im- 
puesto a los Réditos dice: "Toda persona du existencia 
visible, domiciliada en el país, que perciba réditos... 
está obligada a presentar a la Dirección (¡eneral una 
declaración jurada r/*7 con ¡ñuto de sus réditos, que se 
establecerá sumando los ingresos y deduciendo los que- 
brantos de acuerdo con el art. 14 de este reglamento." 
Y el art. 11 del mismo, reglamenta la forma en que so 
liará "la compensación de los beneficios con los que- 
brantos entre las distintas categorías de réditos (art. ,T, 
ley ll.ÜHi')". En el ine. n} se dice: "Se compensará 
primero entre sí lus resultados netos de la segunda ca- 
tegoría y del comercio o industria. El saldo que resulte 
se compensará a su vez con el resultado neto de la pri- 
mera categoría y si aún resultara quebranto, éste po- 
drá aplicarse contra los réditos del trabajo personal, 
etc." Lo que pone de manifiesto el derecho a compensar 
los beneficios con las pérdidas, a fin de obtener el bene- 
ficio neto que la ley grava. De lo contrario el con tribu- 
vente sufriría una pérdida efectiva de capital en una de 
las fuentes, pérdida ésta que nada tiene que hacer con 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 419 

pu tablea, como lo disponen los arts. 24, inc. j) y 25, 
inc, a). El fallo de esta Corte in re Chali acó Neuqnén 
v. Gobioi-no do la Nacida del tomo 182, pág. 417, citado 
por la sentencia apelada, no tiene el sentido que esta 
le atribuye. Por ] contrario, aun cuando se refiere a 
un caso distinto, se inspira en los mismos principios de 
esta sentencia. 

Por estos fundamental* se revoca la sentencia de 
fs. 47 mi cuanto lia podido ser materia del recurso. En 
consecuencia, se declara que el Fisco Nacional debe de- 
volver a Arturo Oiardinieri la cantidad que resulte de 
la liquidación a practicarse, con sns intereses. llágase 
saber y devuélvanse al tribunal do su procedencia, re- 
poniéndose el papel en el juzgado de origen. 

B. A. Nazar Anciiorexa — F. 
Hamos Mejía — T. D. CA- 
SARES. 



DIEBEL Y SAPORITI Y DIRECCION GENERAL DE 
HOSPITALES DE SANTIAGO DEL ESTERO v. ADUANA 

PJiKSCfííPCIOX; Prescripción m materia penal. Tiempo. Aduana. 
El plazo de la prescripción de las acciones tendientes a la 
imposición de las multas establecidas por las Ordenanzas 
de Aduana, que aun siendo penales conservan cierto ca- 
rácter de indemnización, hállase regido por el art 433 de 
las mismas. 

ADUAXA: Penalidad fs. 

El principio establei ido por el art. 171 de las Ordenanzas 
de Aduana sólo tiende a facilitar y asegurar la percepción 
de los impuestos, mas no autoriza a concluir que cometida 
una defraudación aduanera no pueda aplicarse la sanción 
respectiva a todos los que participaron en la infracción 
de acuerdo con las realas de lo participación criminal. 
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ADUANA t Fenalidiides. 

La excepción, a la regla del srt, 43 del C. Civil establecida 
por ítíz arte. 1027 y 1028 de las Ordenanzas de Aduana, 
que autorizan a dirigir contra las personas jurídicas la 
sanción tendiente a imponer multas por infracciones a las 
disposiciones de aquéllas, no ri#e en cuanto a la Nación, 
las provincias o municipalidades o los órganos de la 
administración pública, pues l;i responsabilidad de los 
funcionarios respectivos por las infracciones que cometie- 
ran es sólo personal, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 do diciembre de 1044. 

Y vistos: Los recurso*! extraordinarios deducidos 
por José Carlos Kessler y Enrique Angel Vale t te y por 
Diebel y Saporiti contra la sentencia de la Cámara Fe- 
deral de Apelación de la Capital dictada en el juicio 
caratulado í¡ Diebel y Saporiti y Dirección fíen eral de 
Hospitales de Santiago del Estero, Aduana 488-P-1935". 

Considerando : 

Que en primera instancia, rechazando la prescrip- 
ción opuesta, se confirmó la resolución administrativa 
que impuso a la firma Diebel y Sapofttl una multa igual 
al valor de las mercaderías introducidas al país en los 
años 193.1 a 1Í>X> libres de derecho en virtud de venir 
destinadas a los hospitales de Santiago del Estero, 
cuando en realidad eran de su propiedad y no llegaron 
a los citados establecimientos, y el pago de los derechos 
correspondientes, y n la Dirección General de Hospita- 
les de Santiago del Estero el pago de una multa igual 
al valor de las partidas de gasa hidrófita introducidas 




f i i. 
i 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



en las mismas 
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derechos 



Que la sentencia recurrida de fs. 780 confirma la 
de primera instancia en cuanto a la condona impuesta 
a Diobel y Saporiti y la revoca respecto de la Dirección 
do Hospitales de Santiago del Estero, fundada en que 
ésta es una rama de la administración pública de la Pro- 
vincia y no puede ser equiparada a las personas priva- 
das aun cuando los funcionarios de aquélla hubieran 
realizado maniobras para defraudar la renta aduanara 
en beneficio propio de terceros, pues se trata de una 

una condena penal. 
Valette fundan el recurso extraordi- 
nario en los arts. 1027 y 102S de las Ordenanzas de 
Aduana, sosteniendo (pie lian derogado la disposición 
del art, 4o del Código Civil mi materia aduanera en 
cuanto a la exención de responsabilidad de las personas 
jurídicas por los hechos del carácter de los que motivan 
el juicio. Diebel y Saporiti lo fundan en que de acuerdo 
con los arts. 171, 26o y 1059 y concordantes de las orde- 
nanzas citadas, la Dirección General do Hospitales de 
Santiago del Estero es la verdadera dueña de las mer- 
caderías para todos los efectos legales y, por lo tanto, 
ellos no pueden ser responsabilizados por la infracción 
que se pretende cometida, y en que la prescripción apli- 
cable no es la del art. 4:í.'í de las Ordenanzas pues el 
citado artículo sólo se refiere al cobro de los derechos 
de aduana y a las reclamaciones a que los mismos den 
lugar, es decir, las acciones civiles y no las penales. Los 
recursos interpuestos resultan, así, procedentes pues se 
cuestiona la interpretación de una ley nacional —art. 14, 
ine. 3\ ley 48; Fallos: 184, 482. 

Que el art. 433 de las 00. A A. ha sido interpretado 
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de que rige la prescripción do las acciones de carácter 
penal para la imposición do las penas do mulla que las 
mismas ordenanzas establecen. Tal jurisprudencia vie- 
ne desde el caso del t. 26, pág. 440, y pueden verse nu- 
merosos casos que la ratifican en 70, 407; 99, 213; 126, 
163; 127, 322; 134, 3137; 180, 103; 181, 155 y 184, 417—. 
El carácter especial de esas infracciones que, como lo 
lia dicho la Coi to eti el último caso citado — consideran- 
do ID* — nace del propósito fiscal que las origina y les 
da, aun conservando su calillad de penas, un cierto ca- 
rácter de indemnización de daño, justifica se la incluya 
en los términos "cualquier otro género de reclamaciones 
de la Aduana contra un comerciante y viceversa" que 
emplea la citada disposición. 

Que el principio establecido por oí art. 171 de las 
OO. AA., de que se entenderá ser del deudor o del fiador 
todas las mercaderías que estuvieran en la Aduana a 
nombre de ellos, no tiene otro alcance ni propósito que 
el do facilitar, simplificar y asegurar la percepción de 
los impuestos, evitando cuestiones inútiles, pero no 
puede deducirse de sus términos que cometida una de- 
fraudación a la renta no pueda aplicarse la sanción pe- 
nal a todos los que participaron cu sas distintos grados 
en la infracción, de acuerdo con las reglas do la parti- 
cipación criminal — doctrina de Fallos: 184, 482, consi- 
derando 5*; 19(¡, 75; 197, 325 en nota, publicado en Ga- 
ceta del Foro 1ÜS, 241 ; 109, (J49. 

Que esta Corte lia declarado reiteradamente que los 
arts. 1027 y 1028 de las Ordenanzas de Aduana, poste- 
riores al Código Civil, establecen que para los fines de 
la penalidad especial de la materia no se aplican las 
reglas comunes relativas a la responsabilidad por actos 
delictuosos y que, por lo tanto, esa acción penal puede 
ejercerse contra las cor po raciones o personas Jurídicas 
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y éstas pueden ser condenadas a las penas pecuniarias 
que las mismas ordenanzas fijen — Fallos: Q9, 317; 126, 
103; 135, 197; 1S4, 417. 

Quc t sin embargo, siendo esta una excepción a la 
regla general de la irresponsabilidad penal de las per- 
sonas de existencia ideal, establecida por el art. 43 del 
Código Civil, debe interpretarse restrictivamente limi- 
tándola a aquellas personas jurídicas de existencia vo- 
luntaria, de interés privado, creadas con fines econó- 
micos. Tratándose de personas jurídicas de existencia 
necesaria, creadas con un fin político por excelencia 
como son el Estado, las provincias y cada uno de los 
municipios o de órganos de la administración pública 
la excepción es inaplicable y la regla general recobra 
todo su valor. Es inconcebible un órgano del Estado 
condenado por defraudación al mismo Estado; ana pro- 
vincia condenada por defraudación al Estado General. 
Si los gobernantes o los funcionarios cometieran actos 
de defraudación aduanera o participaran en las defrau- 
daciones cometidas por terceros la responsabilidad no 
puede ser, en tal caso, sino sólo personal. 

Por estos fundamentos, y de conformidad a lo dic- 
taminado por el Sr. Procurador General de la Nación, 
se confirma la sentencia apelada de i's. 780 en cuanto 
lia podido ser materia de ios recursos extraordinarios 
deducidos. Notifíquese y devuélvanse, repóngase el pa- 
pel en el juzgado de origen. 

Tí. A. Nazar Anchorbna — P. 
Hamos Mejía — T. D. Ca- 
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NUEVO BANCO ITALIANO v. MUNICIPALIDAD DE LA 
CIUDAD DE BUENOS AIRES 

CONSTITUCION NACIONAL: Consl nacionalidad e inconstititcio- 
mlittad. Ordenanzas municipales. 

Es contrario til principio de igualdad que enuncia el art. 
l(i tic la Consl itui-h'm Naeíonal, el ¡irt. 9 de las ordenanzas 
impositivas de ta Municipalidad de la Ciudad de Buenos 
Aires correspondientes a loa años 1031, 11)32 y 1933, en 
cuanto por el inmueble en que se realizó una construcción 
en reemplazo do la que existía so eobro la tasa de alumbra- 
do, barrido y limpieza durante la «lifiención, de acuerdo 
con una hnse más onerosa que la aplicada para el cálculo 
de la misma en ¡guales circunstancias cuando los terrenos 
donde se levantaban las construcciones eran baldíos. 

Dictamen del EÜROrrn vnoit Okxkrat. 
Suprema Corlo : 

Procede en este caso ol recurso extraordinario, por 
haberse puesto en tela do juicio la ennstituoionnlidnd de 
un artículo de la ordenanza do lm\nu 'sios do la Munici- 
palídad de Buenos Aires vigente durante los años 1031, 
1ÍKÍ2 y cuatro mesen de 1ÍI33, y ser el fallo de segunda 
instancia eor'ratio al derecho que oportunamente invo- 
cara el hoy recurrente. 

Con referencia al impuesto de alumbrado, barrido 
y limpieza — que es ol disentido en autos — ( he aquí el 
texto do esc artículo: 

*'íí. — Las obras en construcción seguirán pagando de 
acuerdo con la valuación que correspondía al ante- 
rior edificio, o al terreno no edificado en que se 
efectuaron. " 

El Nuevo Banco Italiano, tenía un edificio en la 
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esquina de las calles Rivadavia y Reconquista, y pagaba 
impuestos sobre el correspondiente valor locativo. Al 
derribar ese edificio para reemplazarlo por otro, la nue- 
va construcción insumió dos años y meses, durante los 
cuales el predio no produjo renta alguna. Empero la 
Municipalidad, ateniéndose a dicho artículo, siguió co- 
brando como antes, y de ahí ha nacido este pleito: el 
Banco, sostiene que avaluar como edificado al terreno 
que sólo tiene obras en construcción, es violatorio do 
la norma de igualdad, pues crea una categoría arbi- 
traria o injusta de contribuyentes. Alega que sólo pro- 
cedía cobrar impuesto sobre la avaluación del precio 
del bahlío; y en su sentencia de fs. 8G la Cámara Civil 
Segunda ha rechazado esa protensión, dando así baso 
al recurso que ahora se trae auto V. E. 

Desde luego, no existe dificultad de hecho para dis- 
criminar cuííl sea el valor del terreno sin edificio, pues 
debiendo ajustarse los avalúos al padrón de Obras Sa- 
nitarias de la Xación, esta informa a fs, 33 que, una vez 
derribadas las primitivas construcciones, o sea durante 
los años 10.31, 1932 y los cuatro primeros meses de 1933, 
el terreno fue avaluado en $ 1.638,000. Sobre tal suma, 
el Banco admite que debió pagar el 6 r /c, conforme lo 
exige para los baldíos el art. 5 de la misma ordenanza; 
y entre esta liquidación, y la que formuló la Municipa- 
lidad, existe una diferencia de $ S.624 m/n. t que es la 
suma cuya devolución reclama el Banco. 

V. E. tiene admitido que el precepto de igualdad 
ante el impuesto no sufro quebranto si las distinciones 
o clasificaciones de los bienes o las personas reposan 
sobre una base razonable (180:39, 181:399 y 188:464, 
entre otros). Creo que en este caso no puede conside- 
rarse razonable la base utilizada por la Municipalidad 
para establecer distingos entre lo que está baldío por 
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no haber tenido edificio durante los meses anteriores 
al cobro del impuesto; y lo que está baldío por demoli- 
ción seguida de construcción inmediata, aun cuando la 
nueva obra requiera, como en el caso sub judicc, más 
de dos anos. 

Alega la Municipalidad que, ante lo difícil de ir 
siguiendo paso a paso el valor de las construcciones 
hasta el momento de su terminación ha optado por una 
norma general: si el terreno estaba baldío desde antes, 
pagará como tal, hasta que lo edificado quede listo; si 
estaba edificado, seguirá, igualmente, pagando como 
antes. Sin embargo, la necesidad de tal norma desapa- 
rece, con sólo advertir que la propia Municipalidad 
adoptó voluntariamente para sus liquidaciones el avalúo 
de Obras ¡Sanitarias, o sea, el sistema que según el 
Banco ha debido aplicarse. 

En cuanto a si fué o no necesaria protesta previa 
para la procedencia del juicio de repetición de impues- 
tos, se trata de cuestión discutida y resuelta en autos, 
pero no invocada al fundar el recurso extraordinario 
(fojas í)4-!J.j), por la cual resulta ajena n Ja decisión 
de V. E. 

A mérito de lo expuesto, y de las consideraciones 
concordantes que sirven de base al fallo de primera 
instancia y al voto del Sr. Camarista Dr. Mascliwitz, 
llego a la conclusión de (pie debe revocarse el fallo 
apelado. Buenos Aires, octubre f> de 1943. — Juan Al- 
vares. 
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Buenos Aires, 20 tic diciembre de 1944. 

V vistos: Los nulos "Nuevo Banco Ttnliano e/ Mu~ 
nicipalidad de la Capital s/ repetición de pago", en los 
que se lia concedido al actor el recurso extraordinario 
interpuesto a fs. !>4 contra la sentencia de fs. 86 por la 
cual se revocó la de primera instancia que hacía lugar 
a la demanda. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario es procedente porque 
se lo articuló en su deluda oportunidad y cuestionada la 
inteligencia dv\ principio de igualdad que consagra el 
art. Iti do la Constitución la sentencia definitiva de la 
Excma. Cámara Civil l>» de esta Capital es contraria al 
derecho invocado. 

Que se impugna como contrario al citado art. 16 
de la Constitución el art. í) de la ordenanza impositiva 
de alumbrado, barrido y limpieza de la Municipalidad 
de la Capital, aplicada al recurrente durante los años 
1931, 1032 y algunos meses de 1933. Dice el texto ata- 
cado: "las obras en construcción seguirán pagando de 
acuerdo con la valuación que correspondía al anterior 
edificio o al terreno no edificado en nue se efectuaron". 

Que la recurrente, dueña del edificio sito en la es- 
quina de Reconquista y Iíivadavia lo demolió en 1930 
para levantar en ose sitio una nueva construcción, como 
en efecto lo hizo. Considera que al cobrarle la tasa de 
que se trata durante el tiempo de la nueva edificación 
sobre la base de la valuación que correspondía al ante- 
rior edificio se le aplicó un trato injustamente diferen- 
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cial con respecto a los propietarios que edifican en te- 
rrenos baldíos, pues una voz demolido el viejo edificio 
su propiedad era tan terreno baldío como cualquier otro 
que estuviera sin edificación de tiempo atrás. 

Que si bien el artículo transcripto de la ordenanza 
en cuestión puede considerarse que comprende tanto a 
las construcciones que reemplazan totalmente a las que 
existieron con anterioridad en el lugar, como a las re- 
construcciones, en el caso de este juicio se trata del pri- 
mer supuesto —suplantación total de la antigua cons- 
trucción por otra nueva— y sólo a la cuestión constitu- 
cional que esto plantea debe referirse la decisión. 

Que es innecesario repetir aquí las definiciones y 
explicaciones que del principio de igualdad lia dado esta 
Corto en sus fallos innumerables veces, interpretando 
el art. 1C de la Constitución. Igualdad ante la ley tanto 
quiere decir como deber ser igual la ley para los iguales 
en iguales circunstancias. El orden está heelio de des- 
igualdades; consiste precisamente en el reconocimiento 
y la armonización de cuantas están en la naturaleza de 
la cosas o provienen de las circunstancias en que se 
.desenvuelve la convivencia social, siempre que dichas 
circunstancias correspondan también ellas a las exigen- 
cias esenciales del orden natural. Be ahí que el estable- 
cimiento de clasificaciones y categorías para la percep- 
ción de los impuestos sea estrictamente compatible con 
el principio de igualdad, como esta Corte lo tiene decla- 
rado tan reiteradamente, pero no sólo a condición de 
que todos los que sean colocados en una clase o cate- 
goría reciban el mismo tratamiento, sino también — y 
es lo esencial — que la clasificación misma tenga razón 
de sor, esto es, que corresponda razonablemente a dis- 
tinciones reales. 

Que la clasificación de que se trata en este juicio 
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pone en un pie de igualdad a todos los que se hallan en 
la misma situación de construir edificios nuevos en re- 
emplazo de los existentes en los terrenos de su propie- 
dad ; pero, — y éste es el punto en que el principio de 
igualdad resulta vulnerado — trata a dichos propieta- 
rios durante el tiempo de la nueva construcción de un 
modo distinto a como trata a los propietarios de terre- 
nos baldíos mientras construyen en ellos, porque en ese 
lapso los primeros pagan la tasa sobre el valor locativo 
del edificio demolido y los segundos sobre el valor loca- 
tivo atribuido al baldío, siendo que durante ese tiempo 
la situación de unos y otros es la misma desde todo 
punto de vista, pues ninguno de los dos inmuebles puede 
producir renta y la situación de los dos era, al iniciarse 
la construcción, luego de demolido el edificio existente 
en el terreno de los primeros, idéntica. 

Que por eso no es válida la alegación de que lo 
único que lince la ordenanza en el artículo citado es 
prolongar durante el tiempo de la construcción la situa- 
ción impositiva anterior a él con la diferencia inobje- 
table que la misma ordenanza establero entre inmuebles 
edificados y baldíos. Precisamente, la desigualdad in- 
justa proviene de que la diferencia se mantenga cuando 
lia dejado de tener razón de ser, cuando ya no responde 
a una distinción real. Xo se trata de saber cuál sería el 
procedí miento más razonable para determinar el monto 
de la tasa durante el tiempo de la construcción, ya que 
mientras ésta se realiza no hay valor locativo propia- 
mente dieho; ésa es cuestión librada, dentro de lo equi- 
tativo, al criterio del poder administrador. De lo que 
se trata os de que el prolongar un modo diferencial de 
calcular la tasa que estaba justificado por la diferencia 
de las dos situaciones explicadas, la ordenanza grava 
desigualmente a quienes han dejado de estar en desigua- 
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lea condiciones. 8e alega que la aludida prolongación o 
subsistencia obedece a que, como no hay valor locativo 
mientras el edificio está eu construcción, deben tomarse 
otros puntos de referencia y el modo de tomarlos sin 
alterar las clasificaciones o categorías existentes fué 
adoptar los que se tenían en cada cuso antes de iniciarse 
la construcción. Pero como la diversidad de circunstan- 
cias que justificaba el diverso tratamiento desapareció 
con la demolición, la subsistencia del modo de calcular 
la tasa vino a quedar sin funda me uto, y lo que se invoca 
como demostración de que el principio de igualdad no 
está afectado: el tratarse de la prolongación de una 
clasificación diferencial inobjetable en sí misma, es pre- 
cisamente lo que lo vulnera, porque la distinción d*?jó 
de tener rasión de ser, esto es, fundamento en la reali- 
dad de las cosas. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo dic- 
taminado por el Sr. Procurador General, se declara que 
es contrario al principio de ignnldnd que enuncia el 
art. 16 de la Constitución Nacional el art. 9 de las orde- 
nanzas impositivas de la Municipalidad de Buenos Ai- 
res correspondientes a los años 1931, 1932 y 1933 en 
cuanto por el inmueble del actor cu el que se realizó 
una construcción substituyendo a la que existía se cobró 
la tasa de alumbrado, barrido y limpieza durante la edi- 
ficación de acuerdo con una base más onerosa que la 
aplicada para el cálculo de la misma eu las mismas cir- 
cunstancias cuando los terrenos donde se levantaban las 
construcciones erau baldíos y, en consecuencia se revo- 
ca la sentencia apelada en lo que ha sido materia del 
recurso. 

Repúlanse cu $ 240 y $ SO m n. respectivamente los 
honorarios del Dr. José María (¡nido y apoderado Félix 
M. Ballestcr; y en $ i'ÜO y $ 70 ni n. respectivamente los 
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del Dr. Jorge Joaquín LlamMns y Federico Patricio 
Acevedo por sus trabajos en esta instancia. 

Notítíquese y devuélvanse al tribunal de proeeden- 
cia donde se repondrá el papel. 

B. A. Xazai: Anoiouexa — F. 
Hamos MkjFa — T. D. Ca- 

SAIÍES. 



AXGEL SCREPIS 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales simples. Interpretación de otras normas y 
actos federales* 

Procede el recurso extraordinario contra lfi sentencia ad- 
versa a la interpretación de un decreto reglamentario de 
la ley federal 346 sustentada por el recurrente eu apoyo 
de su derecho. 

CIUDADANIA Y NATURALIZACION. 

El decreto 6005, sobre suspensión de otorgamiento de car- 
tas de ciudadanía, no obsta a la rectificación fie los errores 
de nombre eontemdos en una carta concedida con ante- 
rioridad a la fecha en que aquél fué dictado. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

He aquí lo que resulta del expediente N* 32.524, 
anexo. En 11 de agosto de 1943 la Cámara Federal de 
Paraná confirmo un auto del juez federal de esa sección 
por el que se concedía a Tí. Angel Sercpis carta de ciuda- 
danía argentina (fs. 4U) ; y dándole cumplimiento, dicho 
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juez entregó a Screpis la carta, previo el juramento de 
ley, en 2G del mismo mes y año (fs. 54 y 55). 

Al día siguiente —27— Screpis volvió al Juzgado 
pidiendo se corrigieran dos pequeños errores cometidos 
al llenarse el carnet respectivo: aparecer como Brumo 
su apellido materno, en vez do Bnnuo; y como Missorin 
en lugar de N insoria el pueblo de su nacimiento. Acce- 
dió a ello el juez (fs. 50), llenó la policía un nuevo car- 
net (fs. 57-58), y prestó su conformidad el procurador 
fiscal {fs. C0 vta.) ; pero a esa altura el mismo juez, de 
oficio, interpretando las disposiciones del decreto nú- 
moro C005 dictado por el P. E. en 27 de agosto del mis- 
mo año (Bol. Ofic., setiembre 2), no hizo lagar a lo que, 
en realidad, había concedido ya varias semanas antes 
(fs. 61). La Cámara Federal confirmó esa denegatoria 
(fs. y con tal motivo trae ahora Screpis un recurso 
extraordinario para ante V. E., por vía directa. Lo con- 
sidero admisible, pues se refiere a la interpretación del 
mencionado decreto. 

A mi .inicio, el recurrente está en lo cierto. Lo re- 
suello por el P. E. fué la suspensión del otorgamiento 
de cartas de ciudadanía para lo sucesivo, no la cancela- 
ción de las otorgadas. Acabo de expresar que Screpis 
recibió la suya el 20 de agosto de 1943, o sea, un día 
antes de dictarse el decreto X* G005. Bien o mal otor- 
gada —y sobre esto no se trajo recurso a V. E. — tenía 
con ella un derecho adquirido, del que no ba podido des- 
pojársele sino por alguna de las causales que las leyes 
y el propio decreto enumeran ; y con previa acusación 
y juicio en forma, que hasta esto momento no existen. 
Además, para corregir los errores cometidos en dos 
letras de la escritura del carnet primitivo ni siquiera 
hace fa'ta anularlo, o sustituirlo por otro de fecha pos- 
terior. 
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En su mérito — y sin perjuicio de las aeciones le- 
gales que puedan ejercitarse contra Scre^is si hubiere 
lugar a ello — , pienso que corresponde revocar la reso- 
lución apelada. Buenos Aires, diciembre 15 de 1944. — 
Juan Alvarez, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de diciembre de 1944. 

Autos y Vistos: la presente queja que por denega- 
ción del recurso extraordinario deduce Angel Scrcpis 
en los autos de su carta de ciudadanía, contra la senten- 
cia dictada por la Cámara Federal de Parama, y 

Considerando : 

En cuanto a la procedencia del recurso extraordi- 
nario: que en el caso se lia discutido el alcance a atri- 
buirse a un decreto del P. E. reglamentario de la ley 
X T 346 y la sentencia dictada lia sido adversa a la inter- 
pretación sustentada por el recurrente y en la que fun- 
daba su derecbo. Procede, en consecuencia, el recurso 
federal autorizado por el art. 14, inc. 3% de la ley N* 48 
y así se declara. 

En cuanto al fondo del asunto por ser innecesaria 
mayor substanciación: que como lo consigna el Sr. Pro- 
curador General en su dictamen, el decreto del P. E. 
X* G005 de agosto 27 de 1043 que dispuso suspender el 
otorgamiento de cartas de ciudadanía, se dictó con pos- 
terioridad a la fecba en que Screpis había obtenido la 
suya. Que en tales condiciones y disponiendo aquél para 
el futuro (art. V) siempre que no mediare alguna de las 
causales especificadas en el art. 2*, circunstancia ésta 
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que no parece planteada en el caso, no existe razón 
alguna que obste al pedido de rectificación formulado 
a fs. 36. 

Por t-llo y de acuerdo con el precedente dictamen 
del Sr. Procurador General, se revoca la sentencia de 
fs. í>4 en cuanto pudo ser materia de recurso. 

llágase saber, devolviéndose los nulos agregados. 

B. A. Xazak Asciiorenw — P. 
Hamos JÍejía — T. D. Ca- 

sahes. 



LUIS A, CASAXOVA Y OTROS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia peal Dditos 
en particular. Defraudación. 

Los tribunales del lugar donde el vendedor que se cons- 
tituyo tu depositario a nombre ( | t <l comprador leníu y dis- 
puso de bi mercadería cu combinaeióu eou un tercero que 
la ejecuta e liizo retnatnr ¡iquclbi y se enbró el importe de 
nu pagaré que se supone si nuil ¡ido, son bu competentes 
para conocer en la causa .sobre defraudación promovida 
contra el depositario y el ejecutante. 

Dictamen del Phocuradou Gen-eral 
Suprema Corte: 

A V. E. corresponde dirimir la presente contienda 
de competencia negativa trabada entre et Juez de Ins- 
trucción de Bell Ville (Córdoba) y uno de igual clase 
de liosa rio (Santa Fe), para conocer en la causa que 
se inicia contra Luis Casan ova y otros por defrauda- 
ción (urt. í>, Ley 4ft.V>). 



DE JUSTICIA DE LA. NACIÓN 



435 



Es doctrina reiterada do V. E. que la competencia 
en materia criminal se establece do acuerdo con lo dis- 
puesto por el art. de la Constitución Nacional, por 
el lucrar en que el delito resultó cometido o se intentó 
cometerlo; con prcseindoiicia del sitio en que se lleva- 
ron u cabo los actos preparatorios del misino (184:45 

Kn la presente causa, si bien el documento testimo- 
niado a fs. 112, que para el Juez de Bell Ville (fs. 111) 
resulta otorgado en jurisdícíón de la provincia de Santa 
Fe, pudiera constituir el acto preparatorio de un delito, 
este sólo habría podido cometerse al hacerlo servir ante 
la justicia civil de aquella ciudad para llegar al desapo- 
deramiento de bienes t uya propiedad se atribuye la so- 
ciedad denunciante de fs. '2 t los cuales bienes se encuen- 
tran depositados en la expresada ciudad. 

El delito, pues, se habría cometido, como bien lo 
afirma a fs. 117 el Juez de Rosario, cuando se presentó 
el documento cuya falsedad se denuncia, al juicio civil, 
como base del mismo y a objeto de que surtiera sus 
efectos legales; entre otros el ya producido, de embargo 
en dicho juicio de los efectos en disputa. 

Por lo expuesto, y fu a dame utos dados en la senten- 
cia de fs. 117, soy de opinión que corresponde dirimir 
la presente contienda en favor de la competencia del 
Juez de Tris tracción de Bell Vi lie. Buenos Aires, diciem- 
bre 4 de H>44. — Juan Alvarez, 
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Buenos Aires, 22 de diciembre de 1944. 
Autos y Vistos: Considerando: 

Que ante los tribunales de la Provincia de Cor- 
doba se ha iniciado proceso contra Luis Andrés y Juan 
Alberto Casanova como coautores del delito do defrau- 
dación previsto en el art. 17,3, ¡nc. 6\ del Código Penal, 
y Elias Arturo García como cómplice en el mismo de- 
lito, consistente en haber otorgado aquellos a favor de 
este, en jurisdicción de la Provincia de Santa Fe un 
pagare simulado con el cual el supuesto acreedor pro- 
movió ejecución contra los supuestos deudores ante los 
tribunales ordinarios de la Provincia de Córdoba obte- 
niendo, con la conformidad de los demandados, el am- 
argo 7 remate de una cantidad de maíz lístente en el 
campo que los mismos ocupaban como arrendatarios en 
jurisdicción de la Provincia de Córdoba, maíz que ante- 
riormente había sido vendido por Luis Casanovns a la 
firma Domm Cálvente y Cía.», constituyéndose en 
depositario de la mercadería cuyo precio le fué acredi- 
tado en la respectiva cuenta por la sociedad compra- 

Que el delito de defraudación habríase, mi0s> rome . 
tido al disponerse del cereal perteneciente a la firma 
Oom.zi Cálvente y Cía.» que se hadaba en nurisdie- 
eiou de la Provincia de Córdoba en poder de Luis A 
Casanova como depositario j viv/ / m , mr ¡a eimJ fe¿ ^ 
tunales de aquella so» los competentes para eonoc >r en 
esta causa aun cuando el documento haya sido suscripto 
en el territorio de otra provincia (Fallos: 16U 279- 173 
339; 176', 203; 184, 45). ' ' 
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Por ello, de acuerdo con lo dictaminado por el Se- 
ñor Procurador General, declárase que el conocimiento 
ff* Luis A. y Juan A. Casa- 

noy y JSlfas A. García por defraudaciones, compete al 
■euor Juez de Instrucción de Bell Villc, Provincia de 
Córdoba, a quien se remití nía los autos, haciéndose sa- 

de tfosuno, Provincia de Santa Fe. 

B. A. Xazar Anchouena — F. 
Ramos MejÍa — T. D. Ca- 



ORTEGA Y CIA. v. DIRECCION GENERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LOS KEDITOS: Procedimiento y recurso,. 

flmm del Mpmfr estimado de oficio por los autorida- 
des de la Dirección riel Impuesto a l us listos efectúa M 
-.n interioridad a la sentencia del juez ffi^^ 
>' improcedente la instancia judicial -ontra la cstimt 
f a o ( ) fíente ni autoriza a revocar dicho 
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JORGE E. VALLES v. DIRECCION GENERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

" ■ '" •»»l«*> «Pl¡™.1« con motivo ,ic la, denS 

(') 27 de dickml>ro do 10U: F.-illo: 10», 571; 18.1, 417. 
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efectuada* por los mismos eu cumplimiento de su obliga- 
Ciún, (■otislituven rédifOB sujetos al gravamen que establece 
el nrt, 29 de hi ley ll.<>82 (t. o.), doitrina que ii« resulta 
violatm-ia del principio de la igualdad por la cimuistan- 
eia du que esté exento de impuesto el denunciante 
par'iuiilar. 



Y vistos: Para resolver este* autos caratulados "ValK-e 
Jorge Enrique v. (hibierno de la Nación, sobre repetición", de 
los que resulta: 

1» Que a fs. 3 se presenta el actor deduciendo formal 
demanda contra el Superior (¡obienm de la Nación, por devo- 
lución de la suma de $ l.<¡t¡2.">5 m u., que se le ha retenido 
indebidamente en coneepto de impuesto a los réditos, en mentó 
de las siguientes cnuaíd erac iones : 

Dice que es empleado a sueldo de hi Aduana de la Capital. 
Que eotuo denunciante en unas ¡ufrte«ÍtillCf¡ » 1» ley N* 11,281, en 
los años 1939 v 1940, se le liquidaron las sumas de $ 14.11)4.59 
moneda nacional, y ile $ 41.495,511 m/n.. por la participación 
que en bis multas correspondientes le correspondió de «cuerdo 
con lo depuesto por el art. HK10 de las ordenanzas ile Aduana. 
Que en las oportunidades señaladas, la Aduana le retuvo las 
sumas de * 421.75 m/n* y de $ 1.240.7!» m'n., en concepto de 
impuesto a los rn titos (4' -at.). Se sostiene que dada la natu- 
raleza de bis entradas cursi ionai las, ningún impuesto ha podido 
eximírselo, desde el momento en t|iie de acuerdo a la ley (art. 
1030. lev'ftlO'). esas colladas un revisten el carácter de retri- 
bución ál-íunn y (pie ninguna razón ha mediado eu el caso el 
hecbn de prestar servicio cu la Aduana de la Capital como 
empleado a sueldo (suO. Se hace una serie de consideraciones 
más en «te mismo sentido y se pide eu definitiva que fie hatra 
lugar a la demanda eoti intereses y eostas. A fs. 39 se presenta 
nuevamente el actor ampliando la demanda por la suma de 
$ 576.45 que le ha exiirido la Dirección de li.'dilos en concepto 
de adicional, al habérsele computado a los efectos de la iqui- 
d ación del impuesto, lnn sainas que motivan la demanda de 
fs. 3. Pide en consecuencia, (pie se tenga por ampliada la 
aeción por la suma expresada, con intereso* y eostas, 

2* Declarada bi competencia del Juagado y corrido tras- 




Buenos Aires, mayo 24 de 11)43. 



DE JUSTiriA HE LA NACIÓN 439 

Jacio de la demanda al señor Procurador Fiscal, doctor Emilio 
0. Fernández, a fs. 44 se presenta con testa lulo y díee: 

Que la deniíinda es improcedente. Sostiene que por su na- 
turaleza liis ent radas cuestionadas en el juicio, un revisten el 
carácter aleatorio que se lc s atribuye c n la demanda. Por el 
contrario, afirma que ellas son entradas derivadas de Iu acti- 
vidad de] actor — emplear]" a sueldo de la Aduana— v que en 
ruv/m de su relación de dependencia, deben considerarse como 
liníi retribución normal c inherente a la Función desempeñada 
Agnan (pie niega y desconoce en ponrral todos loa hechos que 
no sean materia de su expreso reconocí miento. Y por último, 
afirma (pie la falta de protesta en el momento del pago enerva 
la acción cu su base. Pide el rechazo de Ta acción, con costas. 

o"' Abierta la causa a prueba pnr todo el término de ley, 
se produjo hi certificada por el actuario a fs. , r i2 vía., infor- 

que'" 1 í Uam? P t lHtS S ° b 7 1" m -' rl \ l> | R y fs - r>íi ' con lo 
Y considerando: 

1' Que la defensa de falta de aeeión opuesta entre otraa 
por la demandada en su escrito de responde (fs, 441. fundada 
en la falta de protesta en eí momento del papvo de la suma que 
mol iva la reclamación interpuesta, es para el easn ineficaz. 

^ Debe recordarse en primer lucrar (pie )a acción de repeti- 
ción en materia de impuesto a los réditos se halla expresamente 
«nimbada por la ley H.tm (art. 41. t. o.), por lo que resul- 
taría inoficioso exigir cu el paso el requisito ile la protesta, y 
pnr lo demás conviene también señalar (pie la jurisprudencia, 
así lo ha aceptado en casos nmllojios (ver C. F. "El Comercio", 
24-12-41 ) . 

^ El distingo hecho por Ta defensa en el «cutido de que la 
necio ii intentada no se basa en n hurí i no de los dos supuestos 
previstos pnr la ley (art. 24, ley 11.683, t, o.) para autorizar 
la repetición analizada, no puede i amonen modificar el crilerin 
aceptado. La cuestión relativa sobre si' en la hi|iútesis se discute 
o no (dirimo de le« supuestos TesraTes es precisamente lo que wrn 
materia de resolución en lo que hace al fondo de ln cuestión 
debatida; lo que decidirá en definitiva la suerte del pleito. 

Ello demuestra, en consecuencia, (pie ln cuestión formal 
de la protesta, inversamente a lo sostenido por la demandada, 
es la sujeta a la cuestión de fondo. Dé manera que para poder 
decidir si corresponde o no la exigencia del requisito señalado, 
fierín neecfiario decidir previamente si procede o no la acción 
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y en tal supuesto resultaría innocuo cualquier pronunc iamiento 
sobre el particular. 

2* La participación (pie acuerda el art. 1030 de las or- 
denanzas de xVduana, en los comisos y multas, a favor de los 
aprehensores y denunciantes, ya sean estos empleados de la 
Aduana, de otro ramo o particulares, tiene el carácter de uu 
premio o recompensa, no necesariamente el de una retribución 
por servicios prestados. 

Se justifica así, la distinción que hace la Dirección de 
Réditos, según (pie el denunciante haya sido un empleado de 
la Aduana o nn particular, porque aquél actúa en cumplimiento 
de sus funciones de tai, no así el particular, que ni siquiera 
está obligado a formular la denuncia (arts. 277, inc. 6', C. 
Tena! y ll¡4. C. Procds. Crim.). 

Cabe entonces también distinguir, si se trata de emplea- 
dos públicos ajenos a la Aduana, los casos en que las denuncias 
se hacen por virtud de lo dispuesto en el art. 164 del Cód. de 
Procds. Crim,. dada la obligación de denunciar que existe 
cuando el conocimiento fiel delito se adqrere por el empleado 
en el ejercicio de sus funcione.*, de arpietli a ^trüs casos en que el 
conocimiento del delito se obtiene fuera del ejercicio de esas 
funciones, 

En esta última hipótesis, el empleado público no puede 
ser reputado tal a h»s efectos de la ley de réditos, sino simple 
particular, y ello así, pon pie lo que fin el carácter tle rédito a 
esas recompensas o premios del art. lililí) (ordenanzas de Adua- 
na), es la circunstancia de que ellos surjan en t'irlud y como 
consecuencia del ejercicio de una función. 

En estos casos, en efecto, la fuente productora del premio 
o recompensa es la actividad o función habitual del contribu- 
yente, su trabajo personal; fuente ésa que no existe cuando la 
denuncia se hace por un particular, en que la entrada o acre- 
centamiento del patrimonio (el premio) es accidental o for- 
tuita, extraordinaria, no periódica, y ajena a toda fuente. 

El mlilo ex i se, para «pie exista, periodicidad, provenien- 
cia de una ftttntr dada ij explotación de isa fuente, rasgos éstos 
todos (pie encontramos cu el caso del empleado de Adimun, pues 
hay una fuente durable, el trabajo, y lógicamente, como eonse- 
enencia necesaria de ella, periodicidad, desde que su función le 
obliga a formular denuncias, y éstas, de comprobarse, dan lu- 
gar siempre a la participación en multn-s. oncoiilrúndosc el otro 
rasgo distintivo, o (¿en. la explotación de la fuente, en el hecho 
de haber dado en locación sus ser icios el empleado, precisa- 
mente para cumplir con sus deberes de tal, que comprenden 
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El premio que obtiene el empicado de Aduana, constituye 
un verdadero rédito, como ( jue no es otra cosa, que 
el producto periódico o susceptible de serlo, que fluye de una 
fuente durable, como consecuencia normal de un aclo destinado 
a producto esto es, que esc premio cae dentro del concepto 




de Cliallneó Xeuquén Ltda., S. A. v. Fisco Nacional"; P¿! 
manx, Estudios «obre el impuesto a los réditos, págs. 43 y 46. 

3» E„ su consecuencia, en la cuestión planteada en estos 
autos, sobre si las sumas percibidas por el actor en su carácter 
tic denunciante de infracciones ndmmcras. constituyen o no 
rédito dentro del concepto legal (ley 11.682), el suscrito se in- 
clina por la afirmativa, siendo por lo tanto pertinente la exi- 
gencia de la contri bu eión fiscal, cuya repetición se persigue 
y asi se declara. b 

Por las precedentes consideraciones, fallo recluitando la 
demanda mst ai irada por don Jorge Enrique Vall.'e contra el 
t-olnenm de I» Nación, con costas (art. 48 de la lev 11.Ü83). 
— Alfonso A. Poccard. * ' 

Sentencia de la CÁmaua PedebAl 

Buenos Aires, septiembre 20 de 1943. 
Y vistos: Considerando: 

Que no puede sostenerse, como lo liare el actor en esta 
instancia, (pie importo I]n a desigualdad contraria a preceptos 
eonstitiicmnales el hecho de (pie al percibir multas el empleado 
de bi Aduana, pagua el impuesto a los réditos y el particular 
no lo haga, porque ese trato diferencial se basa en que lo que 
para el empleado es un rédito, parad particular no lo os, como 
Jo demuestra el señor Juez a quo. 

Que tampoco ™ admisible el argumento sobre una supuesta 
superposición de pagos, basado en lo que dispone el art 21 de 
la reglamentación general. El comerciante que lia sido multado 
por defraudación al Fisco no puede deducir el importe de la 
multa de bus entradas brutas para determinar el beneficio 
neto, porque se considera que ese gasto no lia sido necesario 
para obtener, mantener o conservar sus réditos, que es la razón 
de ser de todas las deducciones autorizadas. De tal manera, 
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ese contribuyente paga el impuesto por los réditos provenien- 
te» de su explotación y el empleado de Aduana, a su vez, lo 
hace efectivo sobre los que provienen de su trabajo personal. 

Que lo que i*arai*t eriza a los réditos de la cuarta categoría 
(art. 2Í), ley ll.fiS'J. enlre los clin les luiti sido clasificados los 
que se discuten, es (pie éUoS hayan sido obtenidos por la pres- 
tación de servicios personales bajo órdenes directas del em- 
pleador y en una relación de dependencia, que en el caso del 
atítor. El origen de bis fondos con que el empleador realiza 
los pairo*, es indiferente al efecto de In imposición; de manera 
que habiendo sido obtenidos los réditos del recurrente ojo las 
condiciones preveías por el artículo citado de la ley. carece 
de trascendencia que ellos provengan de la Aduana o de san- 
ciones aplicadas a particulares. 

Que en cuanto a las costas, ta jurisprudencia ba estable- 
cido que no es de aplicación estricta la disposición del art. 4fl de 
la ley 1U¡h;í, por lo cual y atenta la naturaleza de las cuestiones 
debatidas, corresponde que t*e paguen en el orden causado. 

En su mérito y por los fundamentos de la sentencia ape- 
lada, se la con firma cu lo principal que decide y so la revoca, 
en cuanto a las costas, que deberán ser satisfechas por su or- 
den. — R. Villar PaldthK — Carina (Id Campillo. — J. A. 
González Calderón. — C itrio» Jlcrnra. 



FALLO DE LA COlíTK Sl-PHKMA 

Buenos Aires, 27 de diciembre de 1044. 

Y vista la precedente causa caratulada 4 'Ynllée 
Jorge Enrique contra Fisco Nacional (Ministerio de 
Hacienda de la Nación) (Dirección «enera! del Impues- 
to a los BédítOs) solnv Repetición" en la que se lia con- 
cedido el recurso extraordinario a fs. 71. 

Y considerando; 

Que la circunstancia de que los ingresos de que 
trata la causa so origine en mu(ta«, 00 lea priva del cu- 
ráob-r ile réditos n los efectos de la ley ll.<iS2, pues la 
participación en esas sanciones pnede integrar la retri- 
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unción de los servicio*! de un empleado público (Conf. 
FuIIok: 1í?1, Í2«:í>. 

Que esta Corte * *icuentra además que el propósito 
del art. 20 del T. O. — 2(¡ deja ley 11.682— es el de gra- 
var la totalidad de las entradas provenientes de la pres- 
tación de servicios bajó órdenes dírertas del empleador 
y en una relación de dependeneia — Paul y Maktens, 
Law ot" Federal lneome Tnxation, Vol. 1, núms, 5.02; 
7.1o y sietes. — de los (pie no cabe excluir el derecho a 
las mullas aplicadas a raíz de denuncias obligatorias do 
los funcionarios ríe aduana, que constituye un peaje fre- 
cuente de tales empleos y no puede considerarse a sn 
respecto un evento fortuito. Desde luego,, el argumento 
a base de una donación por un tercero — escrito de fs. 
GS — es extraño al caso, siendo de agregar que en la 
materia el criterio para admitir la existencia de libera- 
lidades debe ser restrictivo. 

(¿ue la garantía de la igualdad que consagra el 
art. Ití de la Constitución Nacional no sufre detrimento 
alguno con la doctrina del pronunciamiento apelado, 
pues el trato desigual que pueda existir en el supuesto 
de autos, 1iene por base diferencias suficientes en la 
condición de los interesados, como para apartar cual- 
quier idea de discriminación fundada en razones de odio 
o injusto privilegio. Conf. Fallos: lí>2, l.IÍ) y los allí 
Citados entre otros. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada do 
fs. üíi en lo que ba podido ser objeto de recurso extra- 
ordinario, llágase saber, devuélvanse los autos al tribu- 
nal de su procedencia ; repóngase el papel en el juzgado 
de on^cn. ^ ^ X.vaau Anchoreka — F. 

Ramos Mejía — T. D. Ca- 
sad es. 
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S. A. SIIELL-MEX ARGENTINA LTDA. v. POD 
EJECUTIVO DE MENDOZA 




RECURRÍ '-"A TRAORPiNARIO: Jtequmtoa propio». Cuestión fe- 
deral, Cw*t¡o*es federales complejas. Iticonstilncianalidad de nor- 
mas tf a tina provinciales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en la incom- 
patibilidad do una norma provincia], cuya aplicación 
efectuada por primera voz, cu la sentencia recurrida de- 
termina el rechazo ¡le la demanda, con disposiciones del 
( \'n\ i fío Civil y (le ta Constitución National. 

PROVINCIAS. 

Es facultad no ti clocada por las provincias la do organi- 
zar su régimen jurisdiccional tanto én ol orden judicial 
como en ol de lo contencioso administrativo. 

RECURSO EXTRA ORDINARIO: Requisitos propio». Cuestiones no 
federales. Interpretación di? normas ti actoi tácale» en general. 

La interpretación do las norman provincial os que ri £ou la 
jurisdicción contencioso administrativa os de orden local 
extraña al recurso extraordinario. 

PAGÓ: Patjo indehido. Repetición de lo pagado sin causa. i 

Cía acción civil do repetición y la acción contencioso ¡nl- 
tu ilustrativa .son do distinta naturaleza y la sentón cía que 
so dieta en esta última rechazando la demanda por haber 
sido interpuesta fuera del plazo fijado por la respectiva 
ley provincial no puede extender ol alcance do su fuerza 
do cosa juzgada a la noción de repetición cuyo término de 
proscripción se halla repitió por ol Cód. Civil. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constituciofíalidad e meonstitncio- 
nnlidad. Leyes provinciales. Mendosa, 

El art. 4' do la ley 728 do la Prov. de Mendoza aplicado 
por la sentencia definitiva recaída en una demanda con- 
tencioso administrativa sobro nulidad de un decreto y 
devolución de las sumas payadas indebidamente, de tal 
manera quo declara caduca no sólo la acción contenciosa 
sino tambii'n la do repetición legislada por ol Cód. Civil 
por no haberse deducido en ol plazo f i jado para la primera 
por la respectiva ley provincial, os violatorio de los arls. 
31, G7, ine. 11. y 108 de la Constitución Nacional. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

En 1928, el P. E, do Mendoza, al reglamentar la ley 
provincial W 933 que creaba un impuesto de dos cen- 
tavos sobre cada litro de nafta consumido, tropezó con 
una dificultad ; la nafta solía llegar en vagones de ferro- 
carril, aforada por kilogramos y no por litros. Para 
subsanarlo, el decreto reglamentario provino que, en 
casos tales, se admitirían equivaler a un litro setecien- 
tos cincuenta gramos de peso, deducción hecha de cierto 
porcentaje de mermas o roturas. 

Al cabo de varios años de regir tal sistema, advir- 
tió el P. E. que la compañía Shell Mex Argentina Limi- 
tada, recargaba el precio al público en dos centavos por 
litro, so color de impuesto, en tanto que ella pagaba 
menos al Fisco, pues el peso de cada litro era en reali- 
dad inferior a los setecientos cincuenta gramos fijados 
por el decreto. En consecuencia, mediante un nuevo de- 
creto el 31 de mayo de 1938 rebajó a 732 gramos la equi- 
valencia ; y entendiendo babor sido defraudado, condenó 
a Shell Mex Argentina Ltda. n devolverle los $ 14.025,69 
eon que por tal concepto se había beneficiado desde oí 
r de enero de lí>33, y pagar además una multa del 
duplo. 

Contra esa resolución, que aparece en copia a fs. 
541, y lleva focha del 29 de mayo de 1940, dedujo Shell 
Mex una demanda contencioso administrativa ante la 
Suprema Corte de Justicia Provincial (fs. 15) ; deman- 
da une hn sido rechazada el V2 de abril último (fallo de 
fs. .TO), por entender el tribunal que se la interpuso 
después de vencer los treinta días de notificada la reso- 
lución administrativa. Elk» no obstante, la Corte de 
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Mendoza concr-üó a fs. 329 un recurso extraordinario 
para ante V. E. 

Con arreglo a lo que resulta del escrito de fs. 316- 
324» sirve de base a dicho recurso la jurisprudencia sen- 
tada por V. E. en 193:231 (julio 20/942, Rogelio García 
v. Provincia de Entre Ríos). El recurrente sostiene que 
su reclamo ante la Corte provincial importaba una ver- 
dadera acción de repetición, regida por los arts. 794 y 
4023 deí Código Civil; de suerte que no pudo válida- 
mente reducirse, so color de disposición- j procesales 
de carácter local, el plazo para la prescripción de esa 
aceión, establecido en las leyes de fondo. 

Manteniendo el criterio que sustenté en el caso ci- 
tado, considero aplicable dicha doctrina al sub-jtulice. 
Por ello, pienso que corresponde revocar el fallo ape- 
lado, y devolver los autos al tribunal de su procedencia 
para que entre a pronunciarse sobre las demás cuestio- 
nes do fondo planteadas por las partes. Buenos Aires, 
agosto 31 de 1943. — Juan Alvares, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de diciembre de 1944. 

Y vistos los autos "Shell Mex Argentina Limitada 
vs. Poder Ejecutivo de la Provincia, demanda conten- 
cioso administrativa", en los que se ha concedido el 
recurso extraordinario interpuesto a fs. 316 por la ae- 
tora contra la sentencia dictada a fs. 300 por la Supre- 
ma Corte de «Justicia de Mendoza. 

Considerando, en cuanto a la procedencia del re- 
curso extraordinario: 

Que por fundarse el recurso en la incompatibilidad 
de la norma local, cuya aplicación determina en la sen- 
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! recurrida el rechazo ele la demanda (art. 4 de la 



ley 728), con disposiciones constitucionales y de legis- 
lación nacional en materia privativa de esta última, la 
procedencia del recurso debe juzgarse con el mismo cri- 
terio con que se decidió el punto ¡n re "Mihanovich c. 
Aduana de la Capital" (Fallos: 18Í», 16'!)) pues la nor- 
ma cuestionada se aplicó por vez primera en el pro- 
nunciamiento apelado y, por consiguiente, los interesa- 
dos no tuvieron oportunidad anterior de plantear el 
caso federal (Fallos: 188, 477 y 482). En consecuencia 
el recurso lia sido bien concedido. 

Considerando, en cuanto al fondo de la cuestión: 
Que la acto ra dedujo demanda contencioso admi- 
nistrativa contra el P. E. de la Provincia de Mendoza 
para que se dejara sin efecto su decreto del 29 de mayo 
de 1940, confirmatorio de lo resuelto por la Dirección de 
lientas el 8 de febrero de l&Ü), emplazándola a abonar 
la suma de $ 14.025,1)9 por concepto de impuesto a la 
nafta creado por el art. 12 de la ley 933, y condenándola 
al pairo de una multa del doble. La demanda procura, 
además, como consecuencia de la invalidación del de- 
creto aludido, la devolución de lo pagado en concepto 
de impuesto, lo mismo que el importe de la multa o de 
cualquier otra suma que la actora se viera obligada a 
desembolsar durante el juicio en razón del decreto im- 
pugnado. La demanda en cuestión está autorizada por 
el art. 144, inc. 5*, de la Constitución do la Provincia. 

Que es facultad no delegada por las provincias al 
Gobierno Nacional la de organizar su régimen jurisdic- 
cional, tanto en el orden de lo propiamente judicial 
como cu el de lo contencioso administrativo (nrts. 104, 
105 y IOS de la Constitución Nacional). Por consiguien- 
te, tanto la fijación de un plazo para deducir demanda 
contenciosa como la interpretación y aplicación de las 
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noraas lógales que lo rijan, es materia de derecho y de 
jurisdicción locales que escapa a la revisión del recurso 
extraordinario, salvo que dicho plazo sea en sí mismo 
o en la aplicación que de él se haga, incompatible con 
principios o garantías de la Constitución Nacional o 
con disposiciones de aquella legislación que es consti* 
tucionalmente privativa de la Nación (arts. 31, 67, inc. 
11, y 108 de la Constitución Nacional). 

Que en el recurso que se considera en este caso no 
se hace cuestión de la constitucionalidad del estableci- 
miento del plazo aludido, considerado en sí mismo, sino 
de la consecuencia de su aplicación en orden a la repe- 
tición que se demanda. No se desconoce la facultad de 
la Provincia para establecer como precepto del proce- 
dimiento contencioso administrativo dicho plazo. Y eu 
cuanto a lo que se reclama sobre el modo de contarlo, 
adoptado en la sentencia de fs. 300, no puede tomarse 
en consideración en el recurso extraordinario por tra- 
tarse de una interpretación de derecho común y de leyes 
locales, reservada a la justicia de la Provincia. Lo (pie 
se objeta oh que incluyendo en este caso la demanda una 
acción de repetición de lo pagado sin causa (art. 7!H 
del Código Civil), imponer para promoverla un plazo 
inferior al de la pertinente prescripción del Código Ci- 
vil Importa invadir ron el ivgmiei' legislativo local una 
materia exclusiva de la legislación nacional. 

Que aunque una de las finalidades específicas de la 
jurisdicción contencioso administrativa, — y de ella se 
trata en ta demanda de estos autos — , es el juicio del 
acto de la administración por el que quien reclama se 
considera lesionado para que se remedie la lesión de- 
jando el acto sin efecto, y la acción civil (pie se propone 
recuperar lo que se pagó sin causa, es, por su natura- 
leza, distinta y puede ser, en un determinado sentido, 
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independiente de la qne se ejercita con la demanda con- 
tencioso administrativa, si la sentencia que rechaza a 
esta última porque se la dedujo extemporáneamente tu- 
viere un tal alcance que so fuerza de cosa juzgada no 
dejase a salvo la acción del art. 794 del Código Civil, 
la aplicación del plazo aludido vulneraría en el caso la 
primacía de la legislación nacional (art. 31 de la Cons- 
titución). 

Que la sentencia apelada lia dejado establecido, 
como cuestiones de hecho y de interpretación de leyes 
provinciales, irrevísíblcs por vía del recurso extraor- 
dinario: a) que la acción deducida intenta so dejo sin 
efecto un decreto del P. E. de la Provincia y se la con- 
dene a ésta a devolver las cantidades pagadas en virtud 
de ese decreto ; b) que la acción contenciosa adminis- 
trativa deducida no es una instancia de las actuaciones 
administrativas, sino una demanda judicial en otra ju- 
risdicción; c) que la Suprema Corte de Justicia de la 
Provincia es competente para conocer en el juicio. 

Que de ello y del auto concediendo el recurso se 
sigue ser la apelada una sentencia definitiva que de- 
clara caduca la acción de repetición legislada en el Có- 
digo Civil — art. 704 — por aplicación de un término 
fijado en la ley provincial para deducir una acción con- 
tencioso administrativa, lo cual vulnera la supremacía 
de la legislación de fondo en cuanto a la prescripción de 
la acción de que se trata y viola por consiguiente, los 
arts. 31 1 67, inc. 11 y 108 de la Constitución Nacional 
—Fallos: 193, 231; doctrina de los Fallos: 189, 531 y 
190, 89, 120 y 124. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo 
dictaminado por el Sr. Procurador General de la Na- 
ción, se declara que el art. 4 de la lev núm. 728 de la 
Provincia de Mendoza, tal como lia sitio aplicado en el 
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caso con respecto a la demanda de repetición, es con- 
trario a los arts. 31, 67, ínc. 11 y 108 de la Constitución 
Nacional y, en consecuencia, se revoca la sentencia ape- 
lada en cuanto ba podido ser materia del recurso extra- 
ordinario y vuelvan los autos al tribunal de su proce- 
dencia para el pronunciamiento correspondiente. 

B. A, Nazah Anchorena — F. 
Ramos Mejía — T. D. Ca- 
sares. 



VICENTE MARTINI E HIJOS, SOC, DE BESP. LTDA. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resohtción. Límites d*l pronun- 
ciamiento. 

La decisión de la Corte Suprema en el recurso extraordi- 
nario debe limitarse a las cuestiones federales oportuna y 
correctamente planteadas en el juicio y mantenidas en el 
escrito en que se interpuso la apelación para ante aquélla. 

PRECIOS MAXIMOS. 

El art. 9 de la ley 12.591 —ley do emergencia cuyas dispo- 
siciones no caben en el marco del derecho común, dictada 
para suplir las deficiencias de este último — establece una 
infracción formal en el sentido de que la acción es sufi- 
ciente por b! sola para constituir la violación punible, sin 
que sean necesarios un resultado determinado ni la prueba 
de una ganancia injustificada, artificial, o de la obtención 
de un lucró desmedido. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y Garantías. Gfntrali- 
áades. 

El Estado puede reglamentar el ejercicio de las industrias 
y actividades de los particulares en cuanto lo requieran la 
defensa y el afianzamiento de la salud, la moral, el bien- 
estar general y aun el interés económico de la comunidad, 
en la medida que resulte de la necesidad de respetar su 
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substancia y de adecuar las restricciones que se impongan 
a loa fines público» que las justifican, de manera que no 
aparezcan como infundadas o arbitrarias sino que sean ra- 
zonables, es decir proporcionadas a laa circunstancias que 
las originan y a los fines que se procura alcanzar con ellas; 
facultad quo en los momentos excepcionales de perturba- 
ción social y económica o en otras situaciones semejantes 
de emergencia y urgencia en atender la solución de los 
problemas que crean, puede ser más enérgicamente ejer- 
cida que en los períodos de sosiego y normalidad, con tal 
que so trate de medidas razonables, justas y de carácter 
transitorio como la emergencia cuyos efectos que están des- 
tinados a atemperar. 

CONSTITUCION NACIONAL: Comtitucionalidad e wonstitttáo- 
mlidad. Lrtm nacionales. AdmimMrutivax. 

La limitación temporaria de los precios establecida por la 
ley 12.591 para haeer frente a la crisis producida por la 
guerra es, en principio, constitucionalmente válida, a lo 
cual no obsta la falta do un termino preciso de vigencia. 
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Buenos Aires, 27 de diciembre de 1944. 

T vista la precedente causa caratulada "Martini 
Vicente e hijos (S. R, Ltda.) Infrac. ley 12.591 - Exp. 
70.508/1943", en la quo se ha concedido el recurso ex- 
traordinario a fs. Íi5 vta. 



Que do acuerdo con lo decidido en numerosos pre- 
cedentes, la sentencia de esta Corte, cuando conoce 
como en el caso de autos, por la vía del recurso extra- 
ordinario, debe limitarse a las cuestiones mantenidas 
en el escrito en que se dedujo la apelación, de entre las 
que oportuna y correctamente se plantearon en los au- 
tos —Fallos: 189, 81; 197, 584 entre muchos otros. 
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Que conforme a lo expuesto y a lo expresado a 
fs. 65, c T pronunciamiento del Tribunal versará sobre 
la validez constitucional de la ley 12.501. aplicada en 
forma tal que obliga a vender con perdida — arts. 14 y 
17 de la Constitución Nacional—. V también sobre la 
interpretación del art. !> de la ley citada, que se lia sos- 
tenido tro sanciona las operaciones en que, aun supe- 
rados los precios legales, no ha mediado el propósito 
de obtener ganancias ilícitas ni operar un alza artifi- 
cial CS injustificada de precios. 

Que comenzando por la segunda cuestión, corres- 
ponde desde luego decidir que el legislador ha dispuesto 
categóricamente que será reprimido con multa de dos- 
cientos a cien mil pesos 
ción a los precios máximos que fije el 
a los productos o mercaderías de primera necesidad 
que la misma ley enuncia. Es una infracción formal cu 
el sentido de que la acción es suficiente por sí sola, para 
constituir la violación punible, sin que sea necesario un 
resultado determinado. Basta que la mercadería ven- 
dida tenga fijado un precio máximo y que haya sido 
vendida por un precio mayor. La ley es una ley de emer- 
gencia nue otorga a la administración las atribuciones 
que se han considerado necesarias para moderar la re- 
percusión de la guerra sol) re los precios de ciertos ar- 
tículos; es una legislación especial cuyas normas no 
caben en el mareo del derecho común, y el art. D* crea 
un medio de compulsión eficiente para imponer, en la 
práctica, la observación de sus disposiciones y de los 
decretos que la misma prevé — conf. Fallos: 192, 213—. 
Exigir como condición la prueba de una ganancia injus- 
tificada, artificial, o de la obtención de un lucro desme- 
dido, como lo pretende la recurrente, es desvirtuar la 
ley y hacer ilusorio el propósito del legislador, tm ley 
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de emergencia fué sancionada, precisamente, para su- 
plir la deficiencia de la ley común que exige la prueba 
de convenios, maniobras, combinaciones, noticias falsas 
o negociaciones fingidas para poder reprimir el alza 
inmoderada di.- los precios — art. .300 del Código Penal; 
ley Wm* 

Que por lo que lince a las cuestiones de constitucio- 
nal idad planteadas en autos, debe concluirse que tam- 
poco permiten modificar la sentencia apelada. 

Que en efecto, en una serie de precedentes recapi- 
tulados en dos sentencias recientes — Fallos: 199, 466 
y 483 — esta Corte lia sentado los principios que sus- 
tentan el pronunciamiento recurrido. Así ba decidido 
que nuestra Constitución no reconoce derechos absolu- 
tos de propiedad y libertad; que el ejercicio de las in- 
dustrias y actividades de los particulares puede ser 
reglamentado en la proporción que lo requiera la de- 
fensa y el afianzan liento de la salud, la moral, el bien- 
estar general y aun el interés económico de la comuni- 
dad; que la medida de la reglamentación de estos 
derechos debe buscarse, por un lado, en !a necesidad de 
respetar su sustancia, y por otra parte, en la adecua- 
ción de las restricciones que se les imponga, a las nece- 
sidades y fines públicos que los justifican, do manera 
que no aparezcan como infundadas o arbitrarias, sino 
que sean razonables, esto es proporcionadas a las cir- 
cunstancias que las originan y a los fines que se procura 
alcanzar con ellas. 

Que igualmente se ha declarado que el carácter 
excepcional de los momentos de perturbación social y 
económica, y de otras situaciones semejantes de emer- 
gencia y la urgencia en atender a la solución de los 
problemas que crean, autorizan el ejercicio del poder 
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que admiten loa períodos de sosiego y normalidad. Para 
aquellos supuestos esta Corte lia aceptado una inge- 
rencia muvor en el rSgiméri de los derechos del propie- 
tario, traducida en la reducción de los intereses y arren- 
damientos; en la prórroga de los contratos de alquiler 
y de mutuo. Se agregó entonces, solamente, a la exi- 
gencia común de que se trate de medidas razonables y 
justas, la de que se les tome con carácter temporal, 
como lo es la emergencia cuyos efectos están destinados 
a atemperar. Cumplidos esos requisitos el detrimento 
económico que ellas ocasionan no es obstáculo a su va- 
lidez. . 

Que por aplicación de la doctrina que sustentan los 
precedentes considerandos se concluye sin esfuerzo que 
la limitación legal y temporaria de los precios, desti- 
nada a haeer frente a la crisis producida por la guerra, 
es en principio, constitucionalmente válida. 

Que a esc efecto, y para el caso de autos conviene 
añadir que en la especie la multa se lia aplicado no so- 
lamente por haberse superado el precio legal, sino por- 
que el imputado, en calidad de intermediario, ha sobre- 
pasado el margen de utilidad reglamentariamente 
fijado. El recurrente no ha sido obligado a vender con 
perdidas, como pretendo. Ha adquirido la mercadería 
de que se trata voluntariamente, conociendo que la ley 
lo obligaba a revenderla a un precio máximo determi- 
nado. Si a ese precio le ocasionaba una pérdida pudo 
abstenerse de hacer la operación, tanto mas cuanto re- 
conoce que ella no era de las de su tráfico habitual, pero 
en vez de abstenerse eligió el camino de violar la ley 
para, descubierto, pretender ampararse en la Consti- 
tución Nacional. Cabe agregar, por último, que los pre- 
cios máximos fijados pueden ser variados por el P. K, 
la época y los casos, y pueden los productores y 
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comerciantes pedir esa modificación cuando resulten 
arbitrarios o de imposible cumplimiento, pero el juez 
ríe esas eireunstaiicius no es el interesado, sino el 
Estado, 

Que tampoco es óbice para la validez constitucional 
tfe la ley la falta de un término preciso de videncia. 
Esta, en efecto, se lia declarado de emergencia — ar- 
tículo 1!> — para encarar los problemas producidos por 
la guerra y sus inevitables secuelas, es decir con miras 
al alivio de una situación que no ha sido negada, ni 
podría serlo; subsiste en la actualidad y es por su natu- 
raleza, transitoria. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada de 
fs. 63 en lo que lia sido objeto de recurso extraordina- 
rio, llagase saber; devuélvanse al tribunal de su pro- 
cedencia donde se repondrá el papel. 



Discordia del Sr. Ministro Dr. D. Benito A. Naza* 

Anchores a 

Y vistos: Considerando, en cuanto al recurso: 

Que éste es procedente de acuerdo a lo dispuesto 
en el art. 14, inc. 3*, de la ley 48, puesto que se lia ira- 



Roberto Kepetto {Dejando a sal- 



vo su- oposición en cuanto a 




— B. A, Nazar Anchorena 
(En discordia). — F. Ra- 
mos Mejía. — T. D. Casares. 
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pugnado por la apelante la interpretación de la ley fe- 
deral 12.591 y el art. 8' del decreto reglamentario de la 
misma, de fecha septiembre 13 de 1939, en concepto de 
ser contrarios al derecho invocado por la apelante que 
funda en esas disposiciones; y, subsidiariamente, su 
inconstitucionnlidad, para el caso de que se considere 
que la ley se ajusta a la interpretación hecha en la sen- 
tencia. Pues, en tal hipótesis, dice, ella violaría la ga- 
rantía de la propiedad establecida en el art. 17 de la 
Constitución. 

V en cuanto al fondo de la cuestión: 
I. Que el hecho probado en autos, imputado a la 
apelante, a que se refieren las actuaciones administra- 
tivas y la sentencia apelada, consiste en haber vendido 
una l>olsa de cemento portland en $ 3,70, de una partida 
de 30 bolsas que ella compró en la fábrica Loma Negra, 
a razón de $ 3,15 cada una. Se le imputa haber infrin- 
gido el decreto núm. 118.<)15 que fija el precio máximo 
de venta en $ 3.05 y también de haber excedido el mar- 
gen de ganancia fijado cu $ 0,15 por bolsa. 

IT. Que de la investigación administrativa reali- 
zada por inspectores designados a fs. 15, en los libros 
de la apelante, resulta que el costo de venta que ésta 
declaró se elevaba a $ 3,97 por bolsa (con pérdida efec- 
tiva en su venta de í 0,27). Pero que éste en la realidad 
es superado en $ 0,08, pues su costo real de venta re- 
sulta tic $ 4,05. 1.a pérdida sufrida por la apelante sería 
pues de f 0,35 por bolsa. Los inspectores explican esa 
diferencia diciendo que "en la estimación seguida para 
obtener el precio del costo por la firma Mnrtmi e hijos 
se ha tomado cifras globales sin extremar cálculos al 
detalle". 

Que tales hechos ponen de manifiesto la proceden- 
cia de la defensa invocada por la apelante, esto es, que 
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había vendido a pérdida ; lo que explica por la circuns- 
tancia de no constituir la venta de cemento al menudeo 
el renglón principal do su negocio, que es la venta de 
maderas. Que el preeio del cemento pagado a la fábrica 
Loma Negra que lo produce, fué de $ 3,15. Y que el 
margen de ganancia de $ G,15 por bolsa, permitido al 
comerciante intermediario entre el fabricante y el com- 
prador, por el citado decreto, es inferior al monto de 
los gastos que ineludiblemente éste ha debido soportar, 
en los acarreos, peonaje, etc., todo lo cual se comprue- 
ba en la inspección administrativa de fs. 16 a 19. 

III. Que las disposiciones de la ley 12,591 y espe- 
cialmente la de su nrt. 9 que dice: "Toda infracción a 
los precios máximos que fije el Poder Ejecutivo a los 
productos o mercaderías, o todo acto que comporto des- 
truirlos o alterarlos, ya sea acaparando, restringiendo, 
ocultando, negándose a transportar o vender, y cual- 
quier otro hecho que concurra a producir una elevación 
artificiosa de aquellos precios, será reprimido con multa 
de doscientos a cien mil pesos moneda nacional, la que 
será aplicada por el Poder Ejecutivo, con apelación, al 
solo efecto devolutivo, por ante el juez que corresponda 
hn caso de reincidencia se cobrará la multa en los tér- 
minos del apartado anterior y se aplicará además pena 
de prisión de un mes a seis años por el procedimiento 
Qtmmnó del ¿nielo erhninal"; en que se funda la sen- 
tencia apelada, no puoiJc interpretarse en un sentido 
contrario a su espíritu y finalidad puestos de manifiesto 
por el P. E., y al fundársela en la Cámara de Diputados 
( ver año 1939, t, 111, pág. 950 y y en cl 8eim . 

do (ver año 1939, 1. 11, pág. 247 y sietes.) por los miem- 
bros informantes del proyecto de ley. 

En efecto, el Poder Ejecutivo que provecto la ley, 
dice en su mensaje: - Las perturbaciones que en la vida 
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de la Nación origina tan profunda alteración de la si- 
tuación económica mundial (se refiere a la guerra) se 
agrava por el desarrollo de actividades malsanas ten- 
diente* a provocar, sin fundamento o causa justificable, 
la elevación, o alza de los precios de las mercaderías 
especialmente de primera necesidad, movidas por cl 
afán de proporcionar ganancias desproporcionadas/* Y 
agrega, que las disposiciones de la ley 11.210 que prevé 
situaciones vinculadas al problema señalado, son insu- 
ficientes, lo mismo que lo es el art. 300 del Código Pe- 
nal. Que la ley tendrá un carácter excepcional y tem- 
porario v que se halla inspirada, exclusivamente, en el 
propósito de impedir, en beneficio del interés publico, 
el agio u la especulación, 

M miembro informante, diputado Fassi, después 
de relacionar los anteceden les considerados en el des- 
pacho de la comisión, refirió el propósito de la ley, con 
estas palabras: "La contienda bélica desarrollada en 
Europa ha tenido una lionda repercusión en la Repú- 
blica. La intervención legislativa no puede evitarlo : sólo 
puede ejercer una acción moderadora o reguladora. 
Pero además de los efectos naturales de aquel aconte- 
cimiento, hay otros que son productos de maniobras 
artificiales, \le maniobras que llamaría crimoiales. 
puesto que aprovechan ese conflicto que ensombrece el 
porvenir de nuestra civilización, para obtener ganancias 
ilegitimas que arrancan de ¡as necesidades de la masa 
consumidora del país." Y el miembro informante de la 
comisión del Senado, senador Landaburu, refino el 
mismo concepto al decir (pie ella tendía a castigar he- 
chos 1, maniobras demostrativos del propósito indudable 
de los especuladores g agiotistas de aprovecharse de ¡a 
conflagración europea para elevar inconsidcrablemente 
los precios de los artículos de primera necesidad, benc- 
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ficiúndofíe excl ftfef ra mente en desmedro de los intrreses 
futájtenWes de h WhÚméi t amenamioa por Ja ac- 
ción de los especuladores y agiotistas. 

De los términos empicados por el Poder Ejecutivo 
y por los miembros informantes, su pra transcriptos re- 
sulta patente c] espíritu y la finalidad de la ley: casti- 
gar la actividad mals.ua da la elevación de los precios, 
de agiotistas y especuladores, movidos por el afán de 
obtener ganancias desproporcionadas ; castigar manió- 
™ criminales para .btoncr ganancias ilegítimas - cas- 
tiKur a quienes elcvai iueon-idí rablemente los precios 
para beneficiarse ilegítimamente en desmedro de los 
intereses fundamentales de la masa consumidora. 

h\ art. 8 del decreto reglamentario, núm. 41 535 
dictado por el Poder Ejecutivo al que se confirió la 
ejecución y reglamentación de la lev, interpreta acer- 
tadamente su espírim y finalidad antes referidos al 
disponer que la Comisión Nacional de Control de Abas- 
tecimientos, al juzgar denuncias, promover inspecciones 
y efectuar H contralor de la ley. podrá considerar prima 
fuete en infracción a los industriales, mayoristas, mi- 
noristas productores o intermediarios qm m hayan 
respetado en sus actividades los precios corrientes del 
1 al W de agosto. . . cuando de esos actos se desprenda 
a entender de la Comisión, la intención de operar una 
alza artificial c injustificada del precio de dichos ar- 
tículos. 




ei, pues, que la Comisión de Control bava 
comprobado cj becho de que se baya vendido un a*r~ 
ticulo, como el cemento en el caso en examen, por unos 
- entavos más que el prc,io fijado por el decreto, para 
que se considere ipso facfo configurada una infracción 
de carácter formal, puesto que do Ja propia investida 
ción realizada por dicha Comisión aparece, con carac- 



«o 



FALLOS DB LA CORTE SUPBMMA, 



teres de evidencia, que el presunto infractor no sólo no 
ha efectuado maniobra alguna para elevar abusivamen- 
te el precio del artículo, sino que, por lo contrario, lo 
ha vendido con una pérdida efectiva de $ 0,35. 

La ley no autoriza al Poder Ejecutivo a fijar pre- 
cios arbitrarios, incompatibles con la realidad econó- 
mica, desprovistos de razón y justicia. Por lo contrario, 
el art. 3 f le autoriza para modificar periódicamente los 
precios máximos, a fin de ajusta ríos a la cambiante 
realidad económica, y permitir así al vendedor que ob- 
tenga una razonable utilidad de su capital y actividad, 
vedándole, eso sí, y por razones de interés público, que 
pueda abusar do la situación de emergencia producida 
por la guerra para elevar los precios justos y razona- 
bles que, sin esa restricción legal, habríanle producido 
"ganancias excesivas arrancadas de las necesidades de 
la masa consumidora del país" como se dijo por el 
miembro informante del Senado. Suprimida la nntnral 
regulación de los precios, por consecuencia del transi- 
torio desequilibrio producido por la guerra en, el libre 
juego de la ley económica de la oferta y la demanda, 
justifícase que el Congreso baya tratado de remediar 
hus efectos perniciosos para el consumidor; y que haya 
amparado a éste, pur ser el más débil en esa situación, 
mediante una razonable reglamentación de las utilida- 
des del vendedor, pero, como se lo dijo, sin violar con 
esa reglamentación los fundamentales derechos indivi- 
duales de trabajar y ejercer toda industria lícita, de 
comerciar y ib» propiedad, reconocidos en los arts. 14 
y 17 de la Constitución Nacional, 

IV. Que examinados los heHios imputados a la 
parte apelante a la luz de esta interpretación, parece 
claro que ellos no configuran el delito previsto en el 
art. 9 cu que so apoya la sentencia condenatoria, puesto 
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que, tanto la ley cuanto el art. 8 del decreto reglamen- 
tario, presuponen el dolo, revelado por hechos demos- 
trativos del propósito de obtener una ganancia excesiva 
mediante una alza injustificada del precio de venta. La 
operación acriminada, según resulta de la prueba de 
autos, no se halla pues configurada en ninguno de los 
casos abusivos qne el legislador se propuso castigar. 
Trátase de una operación equitativa, de buena fe en la 
que brilla de modo muy pntonte y claro la inocencia de 
la condenada que, lejos de obtener un beneficio excesivo 
ha sufrido una pérdida efectiva de 35 centavos, como 
lo han comprobado los inspectores del Ministerio de 
Agricultura que suscriben el informa de fs. 16 a 19. 

V. Que así interpretado el art. 9 de la ley, en el 
sentido de que no establece un delito formal, ni de que 
obliga a vender a pérdida, no corresponde pronunciarse 
acerca de la impugnación de inconstitueionnüdad, que 
la apelante subsidiariamente le atribuye. Puesto que, 
con esta interpretación, la ley 12.591 se compadece y 
concilia con los arts. 14, 17 y 67, ine. 28. de la Consti- 



po r estos fundamentos, y oído el Sr. Procurador 
General, se revoca la sentencia apelada en cuanto lia 
podido ser materia del recurso. Notifíqnese y devuél- 
vanse al tribunal de procedencia donde se repondrá el 
papel. 




B. A. Nazaji Anchóbena 
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PROVINCIA DE BUENOS AIRES v. GUTIERREZ 

Y ORDOÑEZ 

CONSTITUCION NACIONAL: ConstitucionnUdad e incomtilucio- 
nalidad. Im puentes y contribuciones provinciales. Consumo »t produc- 
ción, Buenos Aires. 

El impuesto a la introducción de las mercaderías cobrado 
por aplicación del decreto reglamentario de la ley ¿007 de 
ta Provincia de Buenos Aires y declarado inconstitucional 
por la Corte Suprema no es el mismo que el gravamen al 
étpeQdio de esa* mercaderías que, por aplicación de una 
nueva reglamentación de dicha ley, se intenta cobrar por 
la venta de aquéllas efectuada después que terminó su cir- 
culación territorial, sino que ambos difieren esencialmente 
por su razón de ser. de manera que la mencionada senten- 
cia de la Corto Suprema dictada en nn juicio entro las 
mismas partes y con motivo de las mismas mercaderías, no 
produce efecto de cwa juzgada respecto de la situación 
planteada con motivo del nuevo cobro y no resulta violada 
por el fallo del tribunal provincial que declara la validez 
del nuevo gravamen y la procedencia de su cobro. 



FALLO DE LA COfiTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de diciembre de 1944. 

V vistos: los del recurso extraordinario cu los autos 
Pisco de la Provincia de Buenos Aires contra Gutiérrez 
y Ordénes, venidos de ln ('nina ra de Apelación del de- 
partamento j udic i al del Norte (San Nicolás), de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, cuya procedencia se declaró a 
fs. 210 por sentencia de esta Corte Suprema. 

Y considerando : 

r Que ln parte demandada, condenada a pagar el 
impuesto ni consumo a que se refiere la planilla de fs- 1 
(leyes 3907 y sus modificatorias y ampliatorias) sostie- 
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no: r) que el cobro del gravamen que se intenta, fué 
decía rudo inconstitucional por una sentencia anterior 
ilo esta Corto; 2*) que la Cámara lia hecho lugar a un 
juicio que importa el desconocimiento de un derecho 
consagrado por un fallo de la Corte; 3') que siendo así, 
significa desconocer un acto nncional cuyo manteni- 
miento es indispensable; 4 V ) en el mismo supuesto, el 
imperio de ía Corte Suprema sufriría menoscabo ■ 5») 
existe cosa juzgada. ' 

2' Que los cinco puntos antes referidos pueden 
concretarse en la única cuestión federal á decidir, esto 
es, si el cobro del gravamen a que se refiere la senten- 
cia de fs. 174, ha sido declarado inconstitucional por 
esta Corte, existiendo por lo tanto cosa juzgada al res- 
pecto. 

3* Que en los autos Gi raudo, Aurelia no T. y otros 
(entro los que so encontraban los ejecutados en este 
juicio señores Gutiérrez y Ordóñcz) fallados oí 16 de 
agosto de lí>37, según resulta del testimonio de la sen- 
tencia que corre de fs. V29 a 131 de estos autos, so con- 
denó a la Provincia de Buenos Aires a devolver (entre 
otros) a los apelantes Gutiérrez y Ordóñcz la suma de 
$ 7.638,50, por las consideraciones aducidas in re Luis 
Tirasso (Fallos: 174, l!).'i) y en otros análogos en que 
osta Corte se ha referido a los mismos fundamentos 
aducidos en esa causa. 

4' Que planteada así la cuestión a decidir, corres- 
ponde oxaminnr los fundamentos de la citada sentencia 
en la causa Luis Tirasso, a fin de comprobar si, efec- 
tivamente, el gravamen que se intenta cobrar ahora en 
estos autos, mediante la planilla de fs. 1, es el mismo 
impuesto t¡uo fué declarado inconstitucional por una 
sentencia anterior de esta Corte. Puesto que, sj fuera 
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el mismo, habría cosa juzgada al i »specto y por lo tanto 
habría que revocar la sentencia. 

0' Que la planilla de fs. 1, se refiere a mercade- 
rías expendidas por los señores Gutiérrez y Ordóñez 
sujetas al pago del impuesto al consumo ( leyes 3907 sus 
modificatorias y ampliatorias). Se cobra pues por el 
consumo, expendio o venta. De autos resulta que se 
trata de la misma mercadería cuyo impuesto se cobró 
anteriormente al entrar esa mercadería a la Provincia, 
durante la circulación territorial, violándose así los 
arts. 9 de la Constitución Nacional, que dispone que en 
todo el territorio do la Xación no habrá más aduanas 
que las nacionales ; 10 y 11 que establecen la libre circu- 
lación territorial de los efectos de ■ ^educción o fabri- 
cación nacional, prohibiendo los de ^c ¿ns llamados de 
tránsito, y 67, inc. 12, que atrtbuy» * .elusivamente al 
Congreso Xaoional la facultad de reg" *r el comercio con 
las naciones extranjeras y do las provincias entre sí. 

Esas disposiciones tienden a mantener en toda su 
plenitud el sistema adoptado por la Constitución que, 
en materia de circulación territorial y de comercio in~ 
terprovinciul y exterior, consiste en hacer un solo te- 
rritorio para un solo pueblo (Fallos: 14!), 137 y 174, 
193, entre muchos otros). 

En el citado fallo do Tirasso, esta Corte ha distin- 
guido con tuda claridad lo que constituyo un impuesto 
a la introducción o a la circulación territorial, cuyo 
cobro está vedado a las provincias, de lo que constituye 
un impuesto al consumo, expendio o circulación eco- 
nómica, cuyo cobro les está permitido. Así en el C pá- 
rrafo dice: "Que el impuesto, como se ha dicho, gravita 
sobre el "expendio" y "existencia" de las bebidas y 
alcoholes que enumera, destinadas al consumo dentro 
del territorio de la Provincia. Expendio y existencia. 
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no son palabras equivalentes dentro de las caracterís- 
ticas de nuestro régimen institucional. El primero asu- 
me una generalidad de que la secunda puede carecer. 
Todo t„ que fic expenda dentro d<l territorio de la Pro- 
vincia es susceptible de impuestos indirectos; pero no 
todo lo que existe dentro de él se encuentra en el mismo 
caso, desde que los efectúa de producción o fabricación 
nacional, así como la do los géneros y mercancías de 
todas clases des pací indas en las aduanas exteriores que 
se hallen todavía circulo tufo en el territorio de una pro- 
vincia, escaparían al impuesto conformo al art. 10 de la 
Constitución Xacionnl. Igual afirmación corresponde 
formular acerca de los ganados que estén dentro del 
territorio de Ja Provincia, si se hallaren de tránsito en 
ella, de acuerdo con el art. 11 de aquélla. El mismo ra- 
ciocinio debe aplicarse a las mercaderías y efectos que 
aunque se encuentren dentro del territorio provincial, 
se hallan sometidos a la jurisdicción nacional sobre el 
comercio interprovinciai, hasta tanto ésta haya termi- 
nado con arreglo a lo dispuesto en el art. 67, inc. 12," 
Y en el 8 S párrafo y siguientes: "Que en la reali- 
zación de tal propósito", (referido en el 7\ de hacer 
un solo territorio para un solo pueblo), "la jurispru- 
dencia de esta Corte se ha concretado en los numerosos 
casos que le han sido sometidos, en la forma siguiente: 
a) que el poder tic reglar el comercio marítimo y te- 
rrestre con las naciones extranjeras y de las provincias 
entre sí del inc. 12 del art. 67 de la Constitución, as 
concordante con la cláusula tercera, sección octava, 
art. 1', do la Constitución de los Estados Unidos, bajo 
el imperio de la cual los tribunales de aquella nación, 
lian reconocido que ese poder fué conferido al Congreso 
para asegurar la uniformidad en la reglamentación co- 
mercial contra las diferencias que pudiera establecer Ja 
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legislación local y que ese poder protege la propiedad 
que es transportada de países extranjeros o de otros Es- 
tados contra toda ingerencia de la legislación local hasta 
que se haga incorporado a la propiedad general del país 
(Fallos : 1. 125, pág. 333; 1. 149, pág. 137 j 127 ü. & 640) ; 
b) que las provincias en ejercicio de sus poderes de 
legislación interna no están facultadas para dictar leyes 
o reglamentos de carácter general o municipal, que di- 
recta o indirectamente puedan perturbar o trabar de 
cualquier modo, i|ue no signifique el ejercicio de sus 
poderes de policía, la libre circulación territorial {Fa- 
llos: t. 149, pág. 137; t. 159, pág. 23) ¡ c) la determina- 
ción del momento en que la circulación territorial y el 
comercio interprovincial concluye, representa un prin- 
cipio complementario del sistema, toda vez que si aque- 
llos no tuvieran fin, no existiría instante alguno en que 
los bienes, mercaderías o productos de procedencia 
extranjera o de fabricación nacionales que constituyen 
su objeto, pudieran ser válidamente gravados." 

"Las provincias recobran entonces, su plena capa- 
cidad impositiva a partir del momento en que las merca- 
derías, géneros o productos introducidos a su territorio, 
llegan a confundirse g mezclarse con su masa general 
de bienes, porque ya no es posible afirmar que el im- 
puesto gravita sobre el mero hecho de la introducción- 
de los bienes (Fallos: t. 31, pág. 349; t. 125, pág. 333; 
1. 149, pág. 137; 100 U. S. 434; 103 U, S. 334; 116 U. S. 
44ÍÍ; 208 U. S. 113 ; 120 U. S. 489)". 

"Que nc es posible desconocer el derecho de la 
provincia de Buenos Aires para establecer dentro de 
SU territorio impuestos indirectos al consumo sobre las 
bebidas, naipes, tabacos, perfumes y demás efectos 
enumerados por la ley 3907, como tampoco la facultad 
concurrente de la Nación para organizar iguales gra~ 
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vamonos sobre la misma materia imponible (Fallos: t. 
14!>, pág. 2CÜ). Pero lo que no les está permitido hacer a 
las provincias ni a la Nación, es establecer impuestos al 
consumo interno, cuya percepción se realice mediante 
procedimientos que signifiquen la violación de los prin- 
cipios recordados en los anteriores considerandos". 

4 * Esto último es lo que sucede, si no explícitamente 
con la ley 3907 impugnada en esta causa, sí con su de- 
creto reglamentario, a que da pie, concebido y redac- 
tado para contener todas Jas disposiciones relativas a 
un sistema de percepción de impuestos, en franca opo- 
sición con los principios constitucionales y jurispru- 
dencia de que acaba de hacerse mención". 

"Que, desde luego, ese decreto viola la Constitu- 
ción, desde que, olvidando la atribución conferida al 
Congreso de la Nación por el inc. 12 del art. 67, regla- 
menta el comercio terrestre y marítimo de la Provincia 
de Buenos Aires, con todas las otras y con la Capital 
Federal. . . »\ 

"Que conocidos con la precisión posible en cuestiones 
de índole tan delicada, los momentos en que comienza 
y termina la circulación territorial y el comercio inter- 
provincial, la solución de esta causa se facilita, desde 
que toda el ¡a se reducirá a saber si las disposiciones del 
decreto reglamentario de la ley 3907 se aplican a los 
efectos enumerados por ella cuando todavía se hallan 
rn pleno comercio interprovincial y sujetos por consi- 
guiente a la jurisdicción nacional o, al contrario, des- 
pués de haber salido de ella por su incorporación a la 
ínasa general de valores de la Provincia*'. 

"Que en euanto el decreto reglamentario obliga a 
denunciar ante las autoridades administrativas del Es- 
tado el hecho de la introducción de los productos y los 
declara intervenidos hasta que tales productos vayan 
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a ser librado* al consumo (art. 2ti) ; cuando establece 
que las mercaderías sin cumplir aquellos requisitos no 
deberán ser retiradas de los puntos de entrada (esta- 
ciones ferroviarias, puertos, etc.), so pona de incurrir 
en una multa de 20 a iUHJO pesos (art. 17); ruando 
dispone que el comercio no matriculado como tal en la 
Provincia está obligado al pajm del impuesto en el 
acto de la introducción, pues, la intervención de las 
mercad rías sólo se acuerda a quien además de reunir 
aquel .'quisito, lia dado garantías de pa#o (art. 17); 
en tod I js estos casos y on muchos otros que sería ocioso 
enunciar la Provincia de Buenos Aires, legista sobre 
una materia que le está expresamente vedada por el 
art. €7, ine. 12 de la Constitución Nacional. Regla, en 
efecto, el comercio itUerprovindal desde que dicta' las 
susodichas medidas administrativas aplicándolas a mer- 
caderías en- tránsito que no han llegado todavía al tér¿ 
mino de la circulación qwritla y prevista por quienes 
trafican con ellas", 

"Que un análisis más minucioso del decreto regla- 
mentario y especialmente do los arts. 37, 38 y 13, ser- 
rina además para poner de manifiesto que en el fondo 
socolor de establecer un impuesto indirecto ai consumo, 
perfectamente legítimo en sí mismo, se habría en rea- 
lidad organizado un sistema o régimen de percepción 
que implica una verdadera aduana con todas sus carac- 
terísticas e inconvenientes *\ 

G* Que de los párrafos supra transcriptos, y espe- 
cialmente de las palabras en ellos subrayadas, resulta 
tan patente la ineonslitueionalidad del decreto reglamen- 
tario que se aplicó en el anterior cobro del impuesto a la 
importación so color de impuesto interno al consumo, 
como lo es la eonstituciotmlidnd del impuesto al consumo 
o expendio establecido en la ley 3907 a que se refieren 
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estos autos, puesto que el impuesto se lo cobra ahora, 
de terminada la circulación territorial, por mi 
efectivo de mercaderías, realizado en la Pn» 
vinein, a (|ue se refiere la boleta de fs. 1 ; y como lo con 
fiesa paladinamente el señor Gutiérrez, a fs. ÍJ7. al jurar 
que es cierto que las mercaderías cuyo impuesto se pre- 
tende col irar nuevamente lian sido vendidas en el local 
de la firma Gutiérrez y Ordóñcz, en Colón, Provincia de 
Buenos Aires, después de haber sido abonado el impues- 
to que le fue devuelto a raíz de su demanda. 

V Que, como lo decide la sentencia apelada, no 
existe eu el caso, como juzgada, puesto que sólo concu- 
rren dos de las tres identidades chisteas: ía de perso- 
nas y la de objeto. Pero no la identidad de causa, o sea, 
del hecho jurídico que constituye el fundamento del 
derecho que se hace valer como acción o como excep- 
ción. En efecto, la musa petendi, principio generador 
del derecho que se ejecuta, en este caso, es el expen- 
dio; mientras que la causa que sirvió de fundamento 
a la sentencia anterior fue la introducción de la merca- 
dería. Falta, pues, el tercer requisito o elemento indis- 
pensable para ipie la sentencia anterior configure la 
cosa juzgada que se pretende oponer como excepción 
en este juicio. Es de toda evidencia que el expendio se 
luí efectuado después de la introducción y de terminada 
la circulación territorial; esto es, en el momento en 
que nace el poder impositivo de la Provincia. 

Que los mismos apelantes reconocen en su memo- 
rial de fs. 22'), ni tratar de la cosa juzgada, en el ca- 
pítulo ¡V de ese escrito (v. fs. *22i) y 220 vta.) que sólo 
existen dos de los tres elementos que configuran la 
excepción de cosa juzgada al decir: "Cumpliéndose 
estos dos elementos, identidad de partes c identidad de 
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objeto, es suf ¡píente pura demostrar lu existencia de 
cosa j u z,t:a<la". 

8* Que, sil- nd o claro o indi sen ti ble o] dererbo do 
la Provincia a cobrar por el expendio, con que la lev 
3907 grava a las mercaderías incorporadas a su masa 
general de bienes, infiérese sin esfuerzo que el error 
cometido por el poder administrador provincial, —en 
virtud del decreto reglamentario — consistente en co- 
brarlo antes de poder hacerlo, interfiriendo así la im- 
portación, no puede tener otra consecuencia u otra 
sanción que la fijada en la sentencia del anterior juicio; 
o sea, ¡a condena de la Provincia a devolver, con sus 
intereses y las costas del juicio, todo lo cobrado como 
impuesto de importación, Pero de ningún modo puede 
tener díeba sentencia, el efecto de desconocer o invali- 
dar el de red io de la Provincia a cobrar el impuesto al 
consumo efectuado dentro de su territorio, después do 
babersc confundido las mercaderías importadas con las 
otras existentes en el mismo. Y esto es, precisamente, 
lo que la sentencia apelada resuelvo, al mandnr llevar 
adelante la ejecución por el impuesto ni consumo esta- 
blecido en la ley 3907. 

0* Las deficiencias en el sistema de percepción 
que anteriormente se aplicó, no han do purgarse sa- 
liendo y volviendo a entrar libremente las mercaderías 
a la Provincia. Ello no es necesario, ni hay por qué 
hacerlo, puesto que, para poder cobrarse el impuesto 
al consumo, basta comprobar que la mercadería se 
Jialla incorporada a la riqueza local. Desde ese momen- 
to impera, en toda su amplitud, la jurisdicción imposi- 
tiva provincial, que emana del art. 104 de la Constitu- 
ción, como lo ha resuelto esta Corte en reiterada juris- 
prudencia ( Fallos: 170, 95; 186, ±í; 187, 392; 1SS. 437 
y 4ÜÍ); 190, 499). 
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10* KI gravamen declarado i inconstitucional por 
esta Corte 110 lo ha sido por recaer sobre tal o cual 
mercadería .sino por el modo y oportunidad de recaer. 
La materia del impuesto era sin duda, en el caso de los 
demandados, el mismo vino de que se trata en esta 
ejecución, pero la forma, en el sentido de razón deter- 
miminte de él, es por completo distinta en uno y otro 
caso. Allí se gravaba en realidad la importación; aquí 
se grava el consumo. Y como fué en razón de su causa 
formal, no de su materia, que el impuesto fué declara- 
do inconstitucional, lo que se decidió sobre lo que era 
impuesto a la importación y el libre tránsito no hace 
cosa juzgada con respecto a un impuesto al consumo, 
por más que éste venga a recaer sobre la misma ma- 
teria y tenga exactamente el mismo monto. Aunque el 
impuesto que se cobra en este juicio tiene las mismas 
apariencias del anterior, no es el mismo. La razón de 
ser del uno y del otro no pueden confundirse. 

11. Por ello el argumento de que la Provincia 
intenta abo ra por otro camino una defensa de su dere- 
cho impositivo que debió ha ce r valer en el caso juzga - 
uo, no es admisible. Lo sería si tratara de defender 
con nuevos argumentos o con un nuevo régimen de 
contralor y percepción el mismo impuesto a la impor- 
tación declarado inconstitucional. Xo lo es porque el 
distinto concepto en virtud del cual so cobra aquí el 
impuesto hace que el cobrado sea esencialmente distin- 
to. No hay un nuevo argumento ni un nuevo punto de 
vista jurídico para considerar el impuesto alcanzado 
por la sanción de inconstihicionalidad; hay en estricta 
realidad y juzgando con todo rigor, un nuevo impuesto. 
Mal pudo la Provincia invocar el derecho que alega en 
esta causa puesto que aquí lo alega en razón de que 
cobra un impuesto al expendio y allí pretendía defender 
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un gravamen que so color de ser a Ja existencia cons- 
tituía un verdadero deroclio a ta importación. 

12. Que cabo hablar de un nuevo impuesto no 
obstante fundarse en las mismas leyes, recaer sobre el 
mismo objeto y tener el mismo monto, porque las leyes 
en cuestión incluyen en su art, 1' dos razones o causas 
formales del gravamen, bajo la apariencia de una sola: 
la existencia y el expendio, con la fórmula — imo suscita 
el equívoco— "el expendio o la existencia.,, etc.". 
siendo que, como lo puntualizó esta Corte en el pasaje 
del fallo de la causa "Tirasso", transcripto preceden- 
temente, gravar el expendio y/o la existencia, es gra- 
var por dos títulos sustaiicialmente diversos. La Pro- 
vincia reglamentó la ley de modo que el impuesto reca- 
yera aí mgreso de la mercadería a su territorio. A ello 
le daba pie la ley al referirse a la existencia sin las 
debidas previsiones y salvedades. Y ello fué lo que se 
declaró inconstitucional; la ley en cuanto dhba pie 
para gravar la existencia antes de la aludida incorpo- 
ración y el decreto reglamentario (pie hacía funcionar 
la percepción de modo que lo gravado farra la existen^ 
cia en esas oportunidades. Pero a esa inconstitucio- 
nalidad no se le puede asignar el alcance de afectar la 
ley in totum. Haya o no tenido el legislador la inten- 
ción de autorizar el impuesto a la existencia y el con- 
sumo como si se trotara de cosas distintas entre las 
que se podía optar, o de una misma cosa nombrada de 
dos modos, cierto es que la ley menciona dos causas 
formales del impuesto perfectamente separables. Ni 
del texto de la ley ni de la naturaleza de las cosas a que 
ella se refiere resulta ninguna especie de solidaridad 
entre las dos a cansa de la cual declarada la inconsti- 
tuciona Hilad de una de ella;; acarree neeesari amenté la 
de la otra, Kn el pasaje citado del fallo de esta Corte 
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en la causa " Timase-' » oí tribunal tuvo precisamente 
la precaución de distinguir respecto a la vulnerabilidad 
constitucional de una y otra especie de impuesto. Y es 
de la esencia del recurso de inconstitucionalídad que 
hayan de reducirse sus efectos a lo estrictamente in- 
dispensable para salvaguardar la supremacía de la 
Constitución. Lo que la afectaba en el caso de estas 
leyes era que el impuesto a la existencia tal como aquí 
se lo aplicaba contrariaba lo dispuesto y mandado por 
sus arts. 9% 10, 11, 12 y 67, inc. 12. No lo contraría, en 
cambio, el impuesto al expendio, esto es, al consumo. 
Luego, este último, perfectamente distinguible del otro, 
no fué ni pudo ser alcanzado por la sanción de incons- 
titucionalídad, 

13. Que fehacientemente probado que con una 
mercadería se ha hecho una operación que la Provincia 
está constitueionalmente autorizada a gravar, no pue- 
de oponerse al cobro de la contribución que recae so- 
bre un nuevo episodio del proceso económico, — el con- 
sumo — , Ja declaración do inconstitucional idad relativa 
al modo de gravar que recaía sobre otro momento o faz 
de ese proceso, —la existencia— sólo porque se trate 
de la misma mercadería cuyo ingreso a la Provincia 
determinó un impuesto que la sentencia de inconstitu- 
cional ídad mandó devolver. Xo hay por parte de la 
Provincia una nueva manera de presentar el régimen 
impositivo con respecto a un hecho imponible sobre el 
cual se juzgó que ese régimen no podía recaer. Lo que 
hay es mi nuevo hecho imponible, para gravar el cual 
la Provincia está constitucional mente facultada. La 
materia del nuevo hecho es la misma, pero el hecho es 
formalmente distinto. Probado el hecho — confesión de 
fs. P7 — y fundado el cobro en disposiciones legales, 
— establecimiento tfesl impuesto al expendio — , de cuya 



474 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



constitucional ¡dad no se lia hecho cuestión, la ejecución 
lio es objetable ni del punto de vista constitucional ni 
del punto de vista de la autoridad de la sentencia do 
esta Corte en la causa "Girando Aurcliano y otros 
contra Provincia de Buenos Aires" — Exp. tí. 50, VIH 
— donde so mandó devolver a los demandados de este 
juicio un impuesto de monto igual al que aquí se los 
cobra ¡joro que so les había cobrado anteriormente por 
un concepto distinto. 

14. Que se haya invocado el hecho de la venta en 
el juicio anterior y que, no obstante ello, se declarara 
la inconstitucional ¡dad, un quiero decir que ésta se 
refirió también al impuesto ni consumo. Es demasiado 
claro el pronunciamiento en la determinación de sus 
razones y de su alcance para que quepa a su respecto 
semejante equívoco. Es que la litis se había trabado 
sobre la inconstitucionalidad de un gravamen que so 
pretexto de ser a la existencia, era a la importación y 
el mero hecho de la vento ulterior no modificaba por 
sí solo la causa del cobro, lai demanda había puesto un 
discusión el derecho do la Provincia a cobrar un im- 
puesto en oportunidad y a causa del ingreso do la mer- 
cadería a su territorio, y sólo de eso tenía que tratarse 
hasta el pronunciamiento definitivo. 

15, Que carece de influencia o significado con res- 
pecto al fondo do la cuestión que se debate la improvi- 
sación que la Provincia haya hecho del régimen de 
contralor y percepción para cobrar el impuesto al ex- 
pendio sol) re mercaderías que antes había gravado con 
otro motivo. Ello podrá croar dificultados y problemas 
en otros casos, no en ésto, en el cual está acabadamen- 
te probado que los demandados vendieron en la Pro- 
vincin el número tic litros de vino por el cual se les 
cobra el gravamen. Puesto que no so discuto la existen- 
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cia de ley en virtud do la cual se lo reclama, ni que la 
Provincia osló constitneioiialmente facultada pura es- 
tablecer impuestos al consumo, ni se objeta el aquí 
cobrado por otra razón que por importar lo mismo y 
corresponder al mismo vino sobre el cual recayó el 
gravamen mandado devolver por ineonstitncionalidad, 
probado el expendio, esta ejecución queda, en razón 
de su causa, fuera de lo juzgado m re "Gi raudo Aure- 
lia no y otro^ contra Provincia de Buenos Aires" — 
Kxp. G. üb" VIH — y fuera de la objeción constitucio- 
nal liecba al gravamen de la existencia. NS la suprema- 
cía de la Constitución Nacional, ni la autoridad de las 
decisiones de esta Corte en el ejercicio de tan impor- 
tante atribución como es la de resguardar esa supre- 
macía están comprometidas en la emergencia desde 
ningún punto de vista. Lo estaría, en cambio, la justi- 
cia si un impuesto que puedo ser válidamente cobrado 
a todos los comerciantes de la Provincia por la opera- 
ción que loa demandados han realizado con el vino de 
que aquí se tratn, no le pudiera ser cobrado a ellos sólo 
porque sobre esa misma mercadería se hizo recaer en 
otra oportunidad un gravamen que tenía otra razón 
de ser y que a causa de su inconstitncionalidad le fué 
mandado devolver y se le devolvió. 

1G. La Provincia de Buenos Aires Ira cumplido 
pues, estrictamente, en este caso, con las pautas cons- 
titucionales indicadas por esta Corte (en la sentencia 
de 16 de agosto de 1937), a fin do que pudiera cobrarse 
legítimamente el impuesto do la ley 3907. Respetuosa 
de esa senteucia, liase apartado nltora do lo dispuesto 
en el inconstitucional decreto reglamentario do dicha 
ley —en virtud del cual cobró anteriormente un im- 
puesto aduanero — y base ceñido rigurosamente a la 
doctrina del fallo in re Tirasso (C. S. 174, 193). 
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Por estos fundamentos y los concordantes de la 
sentencia apelada de fs. 174, se la confirma en cuanto 
na podido ser materia del recurso extraordinario. No- 
tifíquese y devuélvanse, debiendo reponerse el papel 




Disidencia del Su. Presidente Da. D. Roberto Repetto 



Y vistos: La presente causa para pronunciarse so- 
bre el fondo del recurso extraordinario concedido por 
esta Corte a fs. 1*10 en el expediente seguido por el 
Fisco de la Provincia de Buenos Aires contra Gutiérrez 
y Gr dones; y 

Considerando: 

Que la cuestión federa! sometida al ecnoeimiento 
del tribu n;it se concreta en los hechos siguientes : a) una 
sentencia de esta Corte condenó al Fisco de In Provin- 
cia de Buenos Aires a restituir a los señores Gutiérrez 
y Ordóñez el importe de ciertos impuestos llamados al 
consumo, que éstos habían pagado bajo protesta y en 
concepto de ser contrarios a los arts, 10, 11, 12 y 67, 
inc. 1J, de la Constitución de la Xaeión; h) la provincia 
demandada dio cumplimiento a la son I encía que le im- 




Hobeiíto Repetto ( en disidencia ) 

— B. A. Mazar Anchorena 

— F. Ramos Mejía — Tomás 
D. Casares. 
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puso la restitución del impuesto, pero luego, por otro 
juicio, reclamó el cobro de una suma igual, consideran- 
do, como fuera expresado en la nota de 9 de setiembre 
de 1937 que su promoción "implicará el reintegro de los 
importes obtenidos en virtud de las sentencias conde- 
natorias atento a que el cobro del impuesto se hará fun- 
dado en otra oportunidad a la impugnada; empleando 
formas y normas ajustadas a los principios constitucio- 




nales" (Fallos: 180, 297). 

Que esta conducta díó motivo a que los ejecutados, 
litigantes que se bailaban en tal situación, se presenta- 
ran en los juieios concluidos ante la Corte afirmando 
que tal decreto significaba un alzamiento contra las 
decisiones ya pronunciadas por aquélla. Las sentencias 
del tomo 180, página 297, y 183, página 369, instruyen 
de la solución que se dio al incidente en aquella oportu- 
nidad. Si el impuesto cobrado ante los jueces de la ju- 
risdicción de la Provincia, se dijo, fuese realmente el 
mismo que esta Corte ordenó restituir, existirían siem- 
pre recursos para impedir cualquier inteligencia de la 
justicia local que importara en el lieclio anular la sen- 
tencia dictada por la Corte en este juicio. 

Que con arreglo a estos antecedentes, la principal 
cuestión a resolver se traduce en lo siguiente: a) en el 
supuesto de que se hubiera demostrado la existencia de 
un decreto dictado por el P. E. de la Provincia de Bue- 
nos Aires cambiando el sistema de percepción del im- 
puesto ¿habría podido legítimamente modificar la sen- 
tencia dictada por la Corte dejándola, directa o indi- 
rectamente, sin efecto?, b) ¡cuáles eran las nuevas cir- 
cunstancias a que aludía el señor Fiscal de Estado pa- 
ra reclamar otra vez el pago del impuesto que la Corte 
había condenado a restituir, declarándolo inconstitueio- 
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nal, y cuáles las normas y formas ajustadas a los prin- 

cipios legales f 

la incons titucionnlidad de la ley 3907, las posteriores 
reglamentarias y el tributo que por ellas se establecía 
fué dictada el 2 de diciembre de 1935 {Fallos: t. 174, 
pág. 193). El impuesto al vino abarcaba las sumas com- 
prendidas entre el 27 de febrero de 1931 y el 7 de no- 
viembre de 1934. El decreto de la Provincia antes alu- 
dido y por obra del cual se autorizaba al señor Fiscal 
de Estado a cobrar de nuevo el tributo, dictóse el D de 
setiembre de 1937 en Acuerdo de Ministros. Nótese que 
en esta fecha ya habíase ventilado el juicio por cobro 
del impuesto al vino comprendido entre las mismas fe- 
chas 1931 y 1934, y dictado la sentencia declarando la 
inconstifucioualidad del tributo el 17 de agos'í> de 1937. 

Que la ley 3907, al disponer que la percepción del 
impuesto al consumo creado por ella se haría mediante 
la reglamentación señalada al efecto por el P. E., sig- 
nifica una ex prosa delegación de facultades cuyo pri- 
mer efecto, tratándose de leyes impositivas, es conside- 
rar tal reglamentación como parte integrante de la 
ley. Si el reglamento crea un régimen de percepción 
que configure una aduana interior, si contraría la cir- 
culación territorial o desconoce de alguna manera el 
comercio i n te r provincial, en todos esos easos o en otros 
semejantes la validez o invalidez constitucional de la 
ley es inseparable de la que corresponde al decreto o 
reglamento en cuya virtud el tributo ha sido percibido. 
Si de otro modo fuera, podría eludirse la sanción de los 
arts. 9*, 10, 11, 12 y G7, ine. 12, de la Carta Fundamen- 
tal independizando del impuesto mismo el sistema adop- 
tado para percibirlo convirtiendo en ficticio el princi- 
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pió fundamental de que en aquella materia debe haber 
*'un solo territorio para un solo país". 

t L >ne el informe de fs. 150 del juicio ejecutivo mues- 
tra claramente que la suma de $ 7,í>3S,50 m/n. corres- 
pondo a 190.0Ü0 litros de vino y fracción, cuya intro- 
ducción al territorio de la Provincia de Buenos Aires 
so liabía producido antes de la fecha en quo se dedujo 
la demanda sobre devolución del impuesto y, por con- 
siguiente, aplicando a tal mercadería el sistema de 
percepción que la sentencia de 1937 declaró inconsti- 
tucional. El vino es el mismo y los importes devueltos 
son los que cor responden a las boletas recibos agrega- 
dos — fs, 14f>— . La similitud entre el juicio ya falla- 
di- y el nuevo que se intenta es completa; las tres iden- 
tidades clásicas de la cosa juzgada concurren, en la 
hipótesis. Sobre este particular debe tenerse presente 
que la sentencia del tomo 174, página 193, imputa co- 
mo causa de nulidad del decreto y de la ley 3907 quo 
se vale de él pnra percibir eí impuesto, todas las enun- 



i por los arts. 9', 10, 11 y G7, ine. 12, de la 



Quo las provincias en ejercicio de sus poderes do 
legislación interna carecen de facultados para dictar 
leyes o reglamentos de carácter general o municipal 
que, directa o indirectamente, pueden perturbar de 
cualquier modo la libre circulación territorial. La de- 
terminación del momento en que la circulación terri- 
torial y el comercio interprovincial comienza o conclu- 
ye, constituye el complemento del sistema adoptado 
por la Constitución frente al territorio de jurisdicción 
provincial, toda vez que si aquéllos no tuvieran fin los 
bienes, mercaderías o productos de procedencia extran- 
jera o de fabricación nacional objeto de la circulación 
territorial y del comercio en momento alguno podrían 
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ser válidamente gravados. Las provincias recobran su 
plena capacidad impositiva a partir del momento en 
que las mercaderías, géneros o productos se confun- 
den con la riqueza local incorporándose a la masa ge- 
neral de sus bienes. (Fallos: 174, 193 y los allí citados). 

Que por aplicación de estos principios generales 
se declaró en el fallo del t. 174, pág. 193, del 2 de di- 
ciembre de 1935, que el impuesto cobrado al actor en 
la feelia señalada era contrario a los arts. 9 ? , 10, 11, 12 
y 67, inc. 12, de la Constitución Nacional, pues el tri- 
buto gravita sobre la circulación territorial y asume las 
características de un régimen aduanero en cuanto a la 
manera de percibirlo. Y tal declaración fué hecha res- 
pecto del presente caso por la sentencia pronunciada 
el 7 de agosto de 1937. 

Que tal sentencia declarando inconstitucional el 
impuesto establecido por la ley de la Provincia do 
Buenos Aires 3907 sobre et vino produjo, desdo luego, 
el efecto de que nunca esa ley hubiera tenido existen- 
cia y como si ningún derecho pudiera basarse ^n ella. 
Y así eso pronunciamiento volvió las cosas en relación 
al presente litigio al mismo o igual estado en que se 
hallaban antes de existir la ley cuya invalidez se había 
declarado. Y lo que es verdad, dice Coolby {Limita- 
rinn.s Cui:sfÍiu<'ioiitttts t Sexta Edición, pág. 2G0) de 
un acto nulo ht toban es verdad también de cualquier 
park de un acto declarado inconstitucional y el cual 
debo ser mirado como si nunca hubiera tenido fuerza 
legal. 

Que después de dictada la sentencia, uno de cuyos 
efectos es el de retrotraer sus conclusiones al día de 
trabarse la litis, no es posible introducir ningún cam- 
bio de circunstancias o hechos o cuestiones nuevas por 
virtud de los cuales se viole o desconozca el principio 
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de la eosa juzgada ínsita en el fallo con el cual se pnso 
término a la contienda. 

Que cuando se dio autorización a la Fiscalía de 
Estado de la Provincia pnra deducir las nuevas deman- 
das hacía ya más de veinte días que la Corte había 
dictado su pronunciamiento declarando inconstitucional 
el impuesto cerrando, por consiguiente, la puerta a to- 
da discusión ulterior sobre las cuestiones comprendi- 
das en la litis. Fuera del vino a que aluden los recibos 
acompañados acreditando el pago del impuesto, no 
entró al comercio de los recurrentes un solo litro más 
en concepto de la ley 3907, sus modificaciones o am- 
pliatorias, f s. 145 y 146 ; es, pues, sólo ese vino el que 
ingresó a la Provincia y el que quedó sometido al ré- 
gimen aduanero de percepción declarado nulo en la 
sentencia. 

El art. 4* del Código Civil establece el principio 
de que las leyes que tengan por objeto aclarar o inter- 
pretar otras leyes no tienen efecto respecto de los ca- 
sos ya juzgados. Este principio se aplica también a 
las hipótesis en que las sentencias judiciales entren en 
conflicto con reglamentos o decretos de carácter admi- 
nistrativo. 

Y tal es la situación existente en esta causa. Cuan- 
do se dictó el decreto del P. E. autorizando al señor 
Fiscal de Estado a deducir nuevas demandas, habían 
transcurrido ya más de veinte días desde aquél en qne 
esta Corte se había pronunciado en la causa dictando 
la sentencia que ordenó la devolución del impuesto 
cobrado en razón de que el medio empleado para su 
percepción era prohibido por fundamentales prescrip- 
ciones constitucionales. El pronunciamiento qne así lo 
declaraba era definitivo y ninguna ley ni decreto podía 
dejarlo sin efecto o influir de alguna manera sobre él. 
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Había declarado la invalidez del impuesto urbi et orbe. 
Legalmente debe admitirse que los contendientes 
agotaron todas las razones que poseían en pro o en 
contra, ncerca de la cuestión comprometida en la litis. 
El decreto acordando la autorización para demandar 
de nuevo por otras razones, llegaba a destiempo, pues 
la causa no estaba pendiente; ora caso ya juzgado. 

Que de aplicarse tal decreto al juicio seguido en- 
tre Gi raudo A u rol ¡ano T. y otros (entre los cuales 
está incluido el recurrente) contra la Provincia de 
Buenos Aires, sobre impuesto al consumo, pronunciado 
por esta Corte el 16 de agosto de 1937, se violaría 
el principio de la división de los poderes establecido 
por los arts. 67, inc. 11, 86, inc. 5', y 94 y 05 de la Cons- 
titución Nací mal —Fallos: 184, 620; 185, 32; Secovta, 
Comentario al art. 4* del Código Civil; Wxlloughbt, 
1064 y 1058; Cooley, pág. 134 y sigtes. 

Que, por lo demás, apenas so concibe que sobre la 
declaración de ir i onstitucionalidad de una forma de~ 
terminada de percibir un impuesto, la propia Provin- 
cia que mandó cumplir la sentencia correspondiente 
solicite luego la devolución de lo que ella pagó como 
efecto de tal sentencia. No sólo se opone al progreso 
de esta segunda acción el principio de la cosa juzgada 
sino el efecto propio de la declaración de inconstitucio- 
nalidad. 

Que de aceptarse el procedimiento arbitrado de 
devolver con una mano lo que reclama con la otra incu- 
rriría la Provincia en una visible contradicción: los 
190.000 litros de vino y fracción sobre los cuales cobró 
los t 7.600 y fracción en concepto de tributo al consumo 
restituidos al actor por la sentencia de la Corte son 
exactamente los mismos que sirven de base abora, va- 
rios años después, para promover la presente ejecución. 
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Que al hacerlo asi no se toma en cuenta una cir- 
cunstancia capital que lo impide : los susodichos 190.000 
litros de vino, en total o fraccionados, entraran a Ja 
Provincia y, esta, desde su ingreso hasta el punto de 



destino los sometió, con fines tributarios, a una serie 
do requisitos y condiciones que importaban otras tan- 
tas violaciones y actos nulos que van desde la existen- 
cia de un régimen aduanero hasta la negación de la 
libertad del comercio interprovincial y también de la 
libre circulación de los efectos. En esas condiciones 
irregulares llegó a su destino, que en el caso era el de 
ser vendido en los almacenes del introductor. 

Que la Corte en relación a estos mismos 190.000 
litros (el fallo del t. 174, pág. 193 fue reproducido en 
el correspondiente a aquéllos) dijo lo siguiente, *'un 
análisis más minucioso del decreto reglamentario y 
especialmente de los arts. 37 r 38 y 13, serviría además 
para poner de manifiesto que en el fondo so color de es- 
tablecer un impuesto indirecto al consumo, perfectamen- 
te legítimo en sí mismo, se habría en realidad organi- 
zado un sistema o régimen de percepción que implica 
una verdadera aduana con todas sus características 
e inconvenientes. Las medidas de retorsión no tardarán 
en hacerse sentir por parte de otras provincias y se 
caerá en aquello que cabalmente los constituyentes con 
firme voluntad se propusieron hacer desaparecer de 
nuestro dereeho público fiscal ingratamente impresio- 
nados por la guerra aduanera interprovineial cuyos 
desastrosos resultados económicos ellos habían tenido 
oportunidad de comprobar personalmente'*. 

Que las mismas razones presentadas para ordenar 
la restitución del impuesto ai vino por la sentencia pro- 
nunciada el año 1937, de que se ha hecho mérito, es 
decir, las deficiencias de naturaleza constitucional de 
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que adolecía el sistema de percepción, subsisten para 
oponerlas como defensa en el juicio ejecutivo actual, 
desde que, los susodichos 190.000 litros de vino mantie- 
nen en cuanto a su ingreso a la Provincia y a su circu- 
lación dentro de ella los mismos vicios que no habían 
purgado mientras no se demuestre y, tal prueba no se 
ha traído a los autos, que salieron de la jurisdicción 
del Estado y volvieron a entrar a él sin nplieaeión de 
regímenes aduaneros y con plena libertad de circula- 
ción territorial 

Que con esta interpretación se habría dado justa 
satisfacción al sentido literal, histórieo ; económico y 
jurídico de loa arts. 9\ 10, 11 y 67, inc. 12, de la Cons- 
titución cuya estricta aplicación tan grande influencia 
ha tenido en el progreso de la República, en 1« consoli- 
dación de la unidad nacional y en el manten ir ñento de 
la paa interior. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia ape- 
lada en la parte que lia podido ser materia del recurso, 
declarándose que la solución dada al juicio ejecutivo 
por la sentencia de fs. 174 pugna con el contenido de 
la sentencia dictada por esta Corte entre las mis- 
mas partes el 16 de agosto de 1037. Xotifíquese y de- 
vuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juzgado 
de origen. 

Roberto Rkpetto. 
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S. A. CIA. DE ELECTRICIDAD DE LOS ANDES v. 
MUNICIPALIDAD DE MENDOZA 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Réditos formales. Introducción 
de la esesttén federal. Oportunidad. Introducción de la cuestión fede- 
ral por la sentencia. 

Habiendo surgido la cuestión federal con motivo de la 
sentencia apelada procede contra ella el recurso extra- 
ordinario fundado por el recurrente en que las dispo- 
sición e* do lus leyes procesales de la Prov. de Mendoza 
'jihí establecen pura la acción de inconstitucional idad que 
cifnn, mi plazo de caducidad menor que el establecido 
en el Código f'ivil para la prescripción de las acciones, 
son yioiatorias de éste y del art. 67, inc. 11, de la Cons- 
titución Nacional. 

CONSTITUCION NACIONAL: ConstUaconalidad e inconstHucio- 
nulidad. Leyes provinciales, Mendoza. 

La acción de inconstitucionalidad creada por las leyes 
de la Prov. do Mendoza para que se pueda requerir la 
declaración respectiva en amparo de derechos, exenciones 
y garantías que estén acordados por alguna cláusula de 
la constitución provincial sin esperar a que ocurra la 
aplicación del respectivo precepto o de la correspondien- 
te decisión administrativa es distinta do la defensa au- 
torizada por el art. 31 de la Constitución Nacional y 
susceptible de ser sometida a un régimen procesal inde- 
pendiente que incluya un plazo de caducidad para la 
promoción de la misma, sin que ello importo violación 
del Código Civil ni de la Constitución Nacional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Ley anterior y jueces naturales. 

La variación de la jurisprudencia en cuanto al modo 
de contar el plazo para la promoción de la acción de 
inconstitucionalidad creada por una ley provincial, no 
comporta la violación del derecho de defensa en juicio. 
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fallos de la corte suprema 

Dictamen i>el Procurado» General 



Suprema Corte: 

Así on lo relativo a la procedencia del recurso, co- 
mo en cuanto a la cuestión constitucional que le sirvo 
de base, resultan aplicables al caso actual los argumen- 
tos que se dictaron del 31 de aposto ppdo. (exp. Shell 
Mex Argentina Ltda. v. Poder Ejecutivo do Mendoza, 
S. 26iS, L. IX) me inclinaron a conceptuar justas las 
pretensiones de la parte recurrente. Aquí como allí, es 
aplicable la jurisprudencia sentada por V, E. en 193:231. 

Doy, pues, por reproducido, dicho dictamen ; o sea 
que conceptúo procedente revocar el fallo apelado de 
fs. 9.'U>Í>, y devolver los autos a la Suprema Corte de 
Justicia de Mendoza para que entre a pronunciarse 
sobre el fondo del litigio. — Buenos Aires, noviembre 
18 de 1ÍH3. - Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires; 27 de diciembre de 1944. 

Y vistos los autos: "Compañía de Electricidad de 
Los Andes S, A. v. Municipalidad de la Capital, de- 
manda contencioso administrativa e ineonstituciona- 
Hdad" en los que se ha concedido a la actora el recur- 
so extraordinario interpuesto a fs. 101 contra la sen- 
tencia de la Suprema Corte de Justicia de Mendoza de 
fs. 03 que desestima la demanda por haber sido inter- 
puesta fuera de término. 

Considerando, en cuanto a la procedencia del re- 
curso : 
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Que habiendo surgido la cuestión federal con mo- 
tivo de la sentencia el planteamiento de ella al interpo- 
ner el recurso a fs. 101 es oportuno. Y como el recu- 
rrente invoca garantías de la Constitución Nacional 
(arfs. 14, 17 y 19) y derechos consagrados por el Có- 
digo Civil y la decisión le es contraria el recurso es 
procedente y así se declara, de acuerdo con lo dictami- 
nado por el Sr. Procurador General. 

Considerando, en cuanto al fondo del recurso: 
Que el recurrente lia promovido acción de inconsti- 
tucionalídad y demanda contencioso administrativa por 
considerar que la resolución del Intendente Municipal 
de la ciudad de Mendoza que supedita la autorización 
para modificar la tensión do la corriente eléctrica a la 
instalación de calilos subterráneos es víolatoria de las 
garantías de inviolabilidad de la propiedad, libertad de 
industria y derecho de defensa, y le manda hacer aque- 
llo a que la ley —en este caso el contrato de concesión 
~- no lo obliga (nrts. 14, 17 y 19 de la Constitución Na- 
cional), y sostiene que dicha acción no puede quedar 
subordinada a ninguna limitación en el tiempo deriva- 
da de disposiciones de leyes provinciales, ya que la 
perdida de los derechos por el transcurso del tiempo es 
materia sobre la cual sólo puedo legislar el Congreso de 
la Nación (art. 67, ínc. 11, de la Constitución Nacional), 
y en este caso los invocados por ella nacen de un con- 
trato que no obstante ser de concesión de un servicio 
público, se rige, on lo que afecta a su patrimonio, por 
las leyes civiles y comerciales. A lo cual agrega que al 
modificar la Corte de Mendoza su anterior jurispru- 
dencia que sólo contaba los días hábiles para determinar 
el transcurso del plazo de treinta dentro del cual la de- 
manda contencioso administrativa debe sor deducida 
(art. 382 del Código de Procedimientos de esa Provin- 
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eia t 4 f de la ley 728 y 149 de la 1079 de la mismja) la 
recurrente, que dedujo su acción dentro de los treinta 
días hábiles, ha visto coartado su derecho de defensa y 
en realidad regida su demanda por norma posterior al 
hecho del proceso (art. 19 de la Constitución Nacional). 

Que la acción de inconstítucionalidad creada para 
que se pueda requerir la declaración respectiva en am- 
paro de "derechos, exenciones y garantías que estén 
acordados por alguna cláusula de la Constitución * r pro- 
vincial respectiva (art. 149, ine. 3*, de la Constitución 
de Mendoza y 381 del Código de Procedimientos de la 
misma Provincia), sin esperar a que ocurra la aplica- 
ción del precepto o de la decisión administrativa incons- 
titucionales y siempre que de ellos haya podido seguirse 
un menoscabo del derecho del demandante, es cosa dis- 
tinta de la defensa de inconstítucionalidad autorizada 
por el art. 31 de la Constitución Nacional, y susceptible, 
por consiguiente, de ser sometida a un régimen procesal 
independiente y propio que incluya como en el caso de 
que se trata, un plazo de caducidad para la promoción 
de ella —art. 382 del Código de Procedimientos de la 
provincia demandada—. Cualquiera sea la suerte de la 
demanda mencionada queda en pie la posibilidad de 
invocar el vicio de inconstitucionalidad al amparo de lo 
dispuesto en el citado art. 31 de la Constitución en los 
casos judiciales que se planteen con motivo de ¡a aplica- 
ción del precepto, o la ejecución de lo decidido por el 
poder administrador tanto más cuanto que de acuerdo 
con el texto citado de la Constitución provincial la de- 
manda en cuestión se refiere a la incompatibilidad de 
la norma o el acto administrativo impugnados, con de- 
rechos y garantías acordados por dicha Constitución 
provincial. 

Que en cuanto al rechazo de la demnnda conten- 
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cioso administrativa tendiente a que se declarase nula 
o se revocase la resolución del Concejo Deliberante so- 
bre la forma en que debía hacerse el cambio de tensión 
para el cual había pedido autorización la aetora, argu- 
menta esta última que la aplicación del plazo cuestio- 
nado importa en este caso una prescripción de derechos 
suyos que nacen del contrato de concesión, están regidos 
por el derecho civil y comercial y son, por ende, materia 
de legislación exclusiva de la Nación (art. 67, inc. 11, 
de la Constitución). Pero no hay tal, pues el objeto de 
esta demanda contencioso administrativa no era preci- 
samente el cumplimiento del contrato aludido sino la 
invalidación de un acto administrativo, relativo a la con- 
cesión que constituyo el objeto del contrato, lo que es 
distinto. Y es conforme a la naturaleza y finalidad de 
las demandas de esa especie, y no vulnera principios ni 
garantías de justicia consagrados por la Constitución 
Nacional la imposición de un plazo breve para su ínter- 
posición, a contar de la fecha en que el acto administra- 
tivo impugnado afectó el interés del demandante pues 
la jurisdicción de lo contencioso administrativo ofrece, 
con respecto a la actuación de la administración la opor- 
tunidad de poner ol remedio en ln causa a diferencia de 
la jurisdicción judicial común cuyas decisiones en tales 
casos ponen el remedio, si lia lugar, en el efecto, rea 
mandando devolver lo que se cobró sin causa, sea con- 
de na ndo al pago de daños y perjuicios (conf. el fallo 
de esta Corte en la causa "Shell-Mox c/ Prov. de Men- 
doza" de esta misma fecha). 

Que la variación de jurisprudencia respecto al mo- 
do de contar el plazo para la promoción de la demanda 
de inconstitucional idad no comporta aplicación de una 
ley posterior a la focha de la interposición de la deman- 
tla ni violación del derecho de defensa. No es lo primero 
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porque si la interpretación jurisprudencial tiene un 
valor análogo al de la ley, es precisamente porque inte- 
gra con Mía una realidad jurídica; es, no una nueva 
norma sino la norma interpretada cumpliendo su fun- 
ción r »ctora en el caso concreto que la sentencia decide. 
Las sentencias con las cuale3 la jurisprudencia se cons- 
tituye están con respecto a la ley en la relación de de- 
pendencia de lo fundado con su fundamento, puesto que 
la sentencia es la actuación concreta de la ley. Y si no 
hay violación de la garantía del art. 18 de la Constitu- 
ción no la hay de Ja defensa en juicio desde ningún otro 
punto de vista por el solo hecho de que en la sentencia 
recurrida se cuente de un modo distinto a como se haya 
contado en sentencias anteriores de casos análogos el 
plazo del art. 382 del Código de Procedimientos de la 
provincia demandada. Sólo hay en esto una cuestión de 
interpretación de una ley local ajena al recurso extra- 
ordinario. 

Por estas consideraciones, oído el Sr. Procurador 
General, se confirma la sentencia apelada en lo que ha 
podido ser materia del recurso. 

B. A. Nazah Anchores a — F. 
Ramos Mejía — T. D. Ca- 
sabes. 
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DELIA GHIRINGHELLI v. IMPUESTOS INTERNOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales simples. Interpretación de las leyes fede- 
rales. Leyes federales de carácter procesal. 

Procede el recurso extraordinario fundado en el art 17 
del T. O. de las leyes de impuestos internos contra la 
sentencia definitiva adversa al derecho sustentado por 
el apelante. 

IMPUESTOS INTERNOS: Procedimiento, Vía contenciosa. 

El contribuyente que en uso del derecho acordado por 
el art, 17 del T. O. de las leyes de impuestos internos 
ocurrió oportunamente ante la justicia federal contra 
la resolución del Administrador que le ii. puso multa, no 
tiene necesidad de ocurrir nuevamente ante aquélla con 
otra acción contenciosa por la circunstancia de que el 
Ministro de Hacienda haya aumentado dicha peoa a raíz 
del recurso interpuesto por el denunciante. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de diciembre de 1944. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por la actora en los autos Ghirin- 
gbelli Delia - Impuestos Internos" para decidir sobre su 
procedencia. 

Y cont lerando : 

Que según lo dispone el art. 27 de la ley 3764 —17 
del T. O. — "cuando la resolución de la Administra- 
ción" (de Impuestos Internos) "fuese condenatoria, loe 
dueños o consignatarios de los artículos podrán ocurrir 
por la vía contenciosa ante el juez federal o letrado res- 
pectivo, dentro del perentorio término de cinco días 
hábiles, pasados los cuales sin haberse hecho uso de tal 
derecho la resolución se tendrá por consentida y pasada 
en autoridad de cosa juzgada". 
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Que el art. 28 de la ley 3764 —18 del T. O,— agrega : 
"De las resoluciones condenatorias podrá además re- 
currí rae ante el Ministerio de Hacienda dentro del mis- 
mo plazo establecido en el artículo anterior/' "£1 Mi- 
nisterio resolverá oyendo previamente al Procurador 
del Tesoro." "La opción de los interesados por el re- 
curso administrativo, importará la renuncia del recurso 
judicial y vice-versa," 

Que interpretando estas disposiciones el Tribunal 
ha declarado que el recurso para ante la justicia se ejer- 
cita por vía de una acción contenciosa que debe inter- 
ponerse ante el juez de sección respectivo y no consti- 
tuye un recurso de apelación — Fallos 1 199, 2 y los allí 
citados. 

Que la doctrina aplicada a fs. 334 del principal — 
similar a la de Fallos : 193, 263 y 490 entre otros — no 
conviene así exactamente al caso de autos, en que no se 
trata de una apelación como en los precedentes citados. 
Median además en la especie circunstancias especiales 
análogas a las contempladas en Fallos 19S, 463; a lo 
que cabe agregar que existen antecedentes de una más 
ajustada similitud con el sab-judice, en los cuales el 
recurso extraordinario ha sido concedido — Fallos: 183, 
89; 199, 2 y los allí citados. 

En su mérito se declara mal denegado el recurso 
interpuesto a fs. 333, 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto por no 
ser necesaria más substanciación: 

Que doña Dolía Qhiringhclli ocurrió oportunamente 
ante la justicia federal, usando del derecho que le acuer- 
da el art. 27 de la ley 3764 arriba transcripto, a raíz de 
la decisión de la Administración C¡L'iK*rnl de Impuestos 
Internos que le impuso multa — fs. 287 — . 

Que la circunstancia de que el denunciante Gaba- 
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roni recurriera para ante el Ministerio de Hacienda de 
la misma decisión administrativa — fs. 217 — en uso de 
la facultad otorgada por los arts. 25 y sigtes. de la 
ley 11.252 — arts. 33 y sigtes. del T. O — no puede per- 
judicar a la apelante, ni constreñirla a ocurrir nueva- 
mente a la justicia, a raíz de la decisión ministerial, 
pues ni esa forma de caducidad, de su primera deman- 
da, ni la obligación de iniciar otra nueva han sido im- 
puestas por las leyes mencioradas en el curso del pro- 
nunciamiento. 

Que para ia conciliación de loa arts. 27 y 33 del 
T. O. basta con admitir que el recurso otorgado por el 
segundo paraliza la demanda prevista por el primero 
— como ha sucedido en la especie — sin que, desde luego, 
las modificaciones de la resolución del administrador 
de Impuestos Internos en la instancia administrativa 
provocada por el denunciante puedan privar al contri- 
buyente de la instancia judicial que, con el propósito de 
amparar su dereono constitucional a la defensa en jui- 
cio, le acuerda expresamente la ley de la materia. Doctr. 
de Fallos : 198, 463. Como argumento corroborante cabe 
agregar que dentro del sistema de la ley 3764 — art. 28, 
18 del T. O. — la opción por la vía judicial ha sido acor- 
dada al contribuyente, precisándose al efecto la opor- 
tunidad que ba sido precisamente la utilizada por la 
recurrente. 

En su mérito se revoca la sentencia de fs. 331 en lo 
que ha podido ser objeto de recurso extraordinario. Há- 
gase saber ; devuélvanse los autos al tribunal de su pro- 
cedencia; repóngase el papel en el juzgado de origen. 

B. A. Xazar Anchorena — F. 
Ramo,, Mejía — T. D. Ca- 
sares. 
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STOCKER T CIA. v. NACION ARGENTINA 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. 
Generalidades. 

El silencio observada por quien dedujo recurso ordina- 
rio para ante la Corte Suprema, no obstante la falta de 
pronunciamiento al respecto por el tribunal apelado que 
en cambio concedió el interpuesto por la parte contraria, 
priva a aquel de todo redamo una vez dictada la sen- 
tencia de la Corte que se limitó a decidir las cuestionea 
comprendidas en el recurso concedido. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de diciembre de 1944. 

Y vistos los autos "Stocker y Cía, v. la Nación, 
sobre repetición", venidos de la Cámara Federal de la 
Capital, por vía del recurso ordinario de apelación in- 
terpuesto a fs. 108 vta. y concedido a fs. 122, y 

Considerando : 

* 

Que en presencia de la sentencia dictada a fs. 108, 
ambas partes intentaron los recursos de apelación do 
que hacen mérito las constancias de fs, 108 vta. y 110, 
considerándose solo este último como resulta del auto 
de fs. 111 vta. y de la resolución de esta Corte Suprema 
corriente a fs. 119 vta. 

Que tales antecedentes y la actitud observada por 
el representante de la demandada a fs. 118 al dejar do 
reclamar por la omisión en que se había incurrido no 
considerando su recurso, impiden abrir nuevamente la 
jurisdicción de esta Corte, pues la situación apuntada 
aparece consentida por aquélla. 
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Por ello se declara que el recurso ordinario de ape- 
lación concedido a fs. 122 vta., no procede en el caso, 

Hágase saber y devuélvanse al tribunal de proce- 
dencia, donde se repondrá el papel. 

B. A. Nazar Anchoeena — P. 
Ramos Mejía — T. D. Ca- 
sabes. 



JORGE PARES v. DIRECCION GENERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 
Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia respecto de la cual lia sido bien concedido el re- 
curso ordinario de apelación. 

MULTAS. 

El fallecimiento del contribuyente infractor al art. 18 
de la ley 11.683 (T. O.) extingue la acción tendiente 
a imponerle la multa prevista en dicha disposición. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de diciembre de 1944. 

Y v'stos los autos: "Jorge Fares v. Fisco Nacional 
(Direcciun General del Impuesto a los Réditos) conten- 
cioso administrativo". 

Considerando : 

Que el recurso ordinario de apelación interpuesto 
a fs. 142 por el actor ha sido bien concedido a fs. 143, 
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por lo que es improcedente el recurso extraordinario 
acordado juntamente con aquél. 

Que según la jurisprudencia de esta Corte Supre- 
ma (Fallos: 192, 229; 195, 56 y otros) la multa esta- 
blecida por el urt. 18 de la ley 11.683 (T. O.) aplicada 
en el presente caso no tiene carácter reparador sino 
penal porque ha sido establecida en la ley para preve- 
nir y evitar la violación de sus disposiciones y no para 
reparar el daño. 

Que, en principio, las multas penales son, precisa- 
mente por su carácter, sanciones de aplicación personal 
(Fallos: 183, 216) salvo los contados casos en que las 
leyes casi siempre inspiradas en un propósito de mayor 
protección do los intereses fiscales en juego, dispusie- 
ran lo contrario (Fallos: 99, 213; 184, 417, conside- 
rando 19). 

Que en la presente causa corresponde aplicar la 
regla general precedentemente enunciada, pues la si- 
tuación planteada no se halla comprendida en los casos 
de excepción mencionados (arfs. 25 y 26 de la ley 11.683, 
T. O.). 

Que, por lo tanto, conforme a lo dispuesto en el 
art, 59, inc 1*, del Código Penal el fallecimiento del in- 
fractor, comprobado en autos con el testimonio de 
fs. 161/2, extingue la acción tendiente a imponerle la 
multa prevista en el art. 18 de la ley 11.683 (T. O.), a 
lo que no obsta lo dispuesto en el art. 70 de dicho Có- 
digo, invocado por el Sr. Procurador General a fs. 104, 
porque ese artículo sólo se refiere a las indemnizacio- 
nes pecuniarias, carácter que, como se ha dicho, no re- 
viste la multa en cuestión. 

Por ello declárase extinguida la acción tendiente a 
imponer la multa a que se refiere la sentencia apelada. 
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Regúlanse los honorarios del letrado de la parte actora 
en la suma de pesos ciento sesenta moneda nacional y 
en la de pesos cincuenta de igual moneda los del apode- 
rado de la misma. Notif íquese y devuélvanse al tribunal 
de su procedencia, donde se repondrá el papel. 



B. A. Nazab Anchobena — F. 
Ramos Hejía — T. D. Ca- 
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dado en que dicha institución excedió sus facultades legales 
al proceder de esa manera, la demanda con motivo del des- 
medro que ha sufrido como consecuencia de los interdictos 
que dichos terceros le promovieron con éxito, siendo cuestión 



(l) V«r también: Constitución Nacional, 25, 31; Ferrocarriles; Ja* 
rlsdieeldn y competencia, 6; Pago, 3; Becario extraordinario, 19, 27. 

(3) Ver también: Constitución Nacional, 12; Prueba, 1; 
extraordinario, 9, 11. 



COHKROIO INTEKPBOVIK. tAli 



511 
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COMERCIO IN TERPRO VINC1AL ( s ). 
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(i) Ver también: Recurso eitriordinario, 34. 
(3) Ver también; Constitución Nacional, 26. 



CONFESION 



COMISO, "»¿r: Aduana, 6, 7. 

COMPRA VENTA 
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cepción previa ta en el art. ine. 5' de la citada ley. desde 
que dicha circunstancia no significa que un hubiera podido 
adquirirse en plaza otros desnaturalizantes en condiciones 
de competir con aquél en calidad y precio. Página 310. 
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ministro por haberse celebrado con violación del art. 32 de 
ta ley 428, procede restituir al vendedor que demandó su 
rescisión por culpo del Estado la suma depositada por él 
como garantía que por disposición adoptada por el P. E. 
al declarar anteriormente la rescisión por culpa del pro- 
veedor había sido transferido al Fisco J cuya devolución debe 
efectuar-e con los intereses legales a partir de la fecha de 
la notificación de la demanda. Página 310. 

CONCAUSA. Ver: Daños y perjuicios, -I. 

CONCESION (?). 
Efectos. 

No habiéndose reservado el gobierno dcnvhn alguno a Iíir 
chinchilla* que cazase el titular de una concesión de crías 
de dicho* animales, sino tan sólo a un porci»nto de las 
crías que se obtuvieren, y no resultando otra ca^a de los 
antecedentes de la concesión y de los hechos subsiguientes, 
debe reconocerse el derecho del concesionario n Ioh animales 
(pie ha cazado, sin que obste a ello ta prohibición de nego- 
ciarlas contenida en el decreto de concesión. Página 51. 

CONFESION. Ver: Prueba, 1. 



<1) Ver tamílica: Banco Hipotecario Nacional, I; Prescripción, I. 
(2) Ver también: Daños r perjuirinf, 3; Prescripción, 8; Recurso 
extraordinario, 31. 
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CONFISCACION. Ver: A firmados, 1; Constitución Nacional, % 25, 
27, 29, 30; Impuesto, 2; Jurisdicción y competencia, 6- Recurso 
extraordinario, 19. 

CONSTITUCION NACIONAL (*). 

Control ríe constitttcioitaJidati. 

1. La presunción de constitucionalidnd tic 1 las leven alcanza 
también a las dictadas por las provincias cuando no se trata 
de un conflicto de atribuciones federales y locales sino de 
la manera como ha sido ejercida una facultad indudable- 
mente provincial. Pagina 128. 

2. Cuando la invalidez constitucional de una ley depende de 
circunstancias de hecho, como el caso de un gravamen al 
que se atribuyo carácter confiscatorio, corresponde ai im- 
pugnante probar dichas circunstancias. Página 128, 

ínteres pura impugnar la constitucional ¡dad. 

3. El reconocimiento del importe total de la contribución para 
acogerse ni beneficio del decreto que condonaba las multas 
debidas por los deudores morosos, efectuado por el contri- 
huyen te que en esa oportunidad formuló protesta fundada 
en la invalidez constitucional del gravamen, no importa re* 
nuncia de su dereclio de alegar la inconstitucionalidad en el 
juicio sobre repetición. Página 392, 

Derechos y garantías. 
Generalidades. 

4. El Estado puede reglamentar el ejercicio de las industrias 
y actividades de los particulares en cuanto lo requieran la 
defensa y el afianzamiento de la salud, la moral, el bien- 
estar genera] y aun el interés económico de la comunidad, 
en la medida que resulte de la necesidad de respetar su 
sustancia y de adecuar las restricciones que se impongan 
a los fines públicos que las justifican, de manera que no 
aparezcan como infundadas o arbitrarias sino que sean ra- 
zonables, es decir proporcionadas a las circunstancias que 
las originan y a los fines que se procura alcanzar con ellas; 
facultad que en los momentos excepcionales de perturba- 



(i) Ver también: Afirmados, 1; Comercio intcrprovincial ; Estado 
dn sitio; Impuesto a los réditos, 2; Poder Ejecutivo; Recurso extraordi- 
nario, 41; Retroactividad, J, 2. 
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ción social y económica o en otras situaciones semejantes 
de emergencia y urgencia en atender la solución de Jos pro- 
blemas que crean, puede ser nina enérgicamente ek-rcida 
que en loa períodos de sosiego y normnlícJnd, con tul que 
se trato de medidas razonables, justas y de carácter tran- 
sitorio como Ja emergencia cuyos efectos que están destina- 
dos a atemperar. Página 450. 

Defensa en juicio. 
Ley anterior y jueces naturales. 

5. La víí nación de la jurisprudencia en cuanto al modo de 
contar el plazo para la promoción de la acción de incons- 
titucionalidnd creada por una ley provincial no comporta la 
violación del derecho de defensa en juicio. Página 485. 

Derecho de entrar, permanecer, transitar y salir, 

6. El derecho de la Nación a regular y condicionar la admi- 
sión de extranjeros en la forma y medida que, con arreglo 
a loa preceptos constitucionales, lo requiera el hieu común 
en cada circunstancia, no es incompatible con los derechos 
individuales consagrados por la Constitución. Página 99. 

7. ha autoridad competente para verificar y exigir el cumpli- 
miento de ]an requisitos legales a que está sometido el in- 
greso de los extranjeros al país Jo es, también, para obtener 
lo reconducción de quifmes ingresando clandestinamente hi- 
cieron con eUo imposible dicho contralor; facultad distinta 
de la que la ley 4144 acuerda al Presidente do la Nación 
para expulsar al extranjero que, por haber ingresado al paía 
en forma regular, ha venido a ser habitante de derecho del 
misma. Página 99. 

8. Es improcedente la reconducción al país de origen dispuesta 
por la Dirección «ener- ' de Migraciones respecto del ex- 
tranjero que, si bien ingresó subrepticiamente a la Repú- 
blica dos años antes de ser descubierto, no tiene antecedentes 
policiales ni otros que permitan atribuirle actividades anti- 
sociales ni n la «iones comprobadas con personas o institu- 
ciones dedicadas o dichas actividades, y, en cambio, cuenta 
con an tecedentes no indiscutidos que lo presentan como hom- 
bre de bien y de trnhajo, lo mismo que su padre radicado 
en el país desde hace treinta años. Página 99. 

9. Si bien la ley no establece plazo después del *ual quien 
ingresó al país subrepticiamente se convierta en habitante 
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de derecho y, en principio, la condición irregular de quien 
Be halla en aquella situación sólo puede ser reparada me- 
diante la demostración de que no son objetables los antece- 
dentes cnya comprobación aludió, es justo y conforme a! 
derecho natural considerar en cada caso si la rectitud del 
comportamiento en el país durante un tiempo capaz de po- 
nerlo a prueba y demostrar que responde a ana leal volun- 
tad de honrado arraigo, constituye una comprobación equi- 
valente, para los finca de selección de la inmigración, a la 
que debió hacerse mediante la documentación aludida, su- 
ficiente para acreditar una subordinación ta] a los princi- 
pios rectores de la vida nacional que habilite para invocar 
ta garantía constitucional de permanecer en el territorio. 
Ello sin perjuicio de la facultad de expulsión que pudiera 
ejercer el P. E. si se comprobaran antecedentes de tal na* 
turaleza que fuera imprudente y riesgoso para el orden 
público tenerlos por redimidos con el cumplimiento de loa 
mismos requisitos que so juzgan suficientes para reparar la 
violación de las normas reglamentarias del ingreso al país. 
Página 00. 

Derecho de propiedad. 

10. Los derechos declarados en una transacción son derechos 
adquiridos amparados por el art. 17 de la Constitución 
Nacional del mismo modo que los declarados por sentencia 
firme. Página 411. 

ConstitiicionaUtfad e incoustiíuciottalitiad. 
Leyes nacionales. 
Comunes. 

Hi El art. 22 de la ley 0014 es constituciannlmentc válido. Pá- 
gina 303. 

Administrativas. 

12. La exención establecida por el nrt. 16 de la ley 8172. en 
favor del Banco Hipotecario Nacional no comporta des- 
igualdad injusta. Página 140. 

13. La limitación temporaria de los precios establecida por la 
ley 12.501 para hacer frente a la crisis producida por U 
guerra es, en principio, constitucionalmente válida, a lo cual 
no obsta la falta de un término preciso de vigencia. Pá- 
gina 450. 



Decreten nacionales. 
Aduna. 

14. £1 decreto del 18 de julio de 1925 en cnanto fija Jas ca- 
racterísticas del papel común para diario exonerado de de- 
recho» de importación, no «a violatorio de] art. 80, inciso 2» 
de la Constitución Nacional. Página 22. 

Ejercito y Armada. 

15. No « violatorio de los art*, 17, 18 y 80 inc. 2», de la Cons- 
titución Nacional, el decreto que, por haberse comprobado 
Ja cesación de la incapacidad temporaria sufrida por un 
soldado a consecuencia de un accidente en neto de servicio, 
resuelve privar al mismo de la pensión que por uno ante- 
rior lo fué concedida con la condición de someterse a un 
nuevo reconocimiento módico tendiente a establecer la sub- 
sistencia o desaparición de la incapacidad. Página 98. 

Impuesto ii los réditos y a las transacciones. 

16. El nrt. 18, :ler. apartado del Reglamento Qeneral del Im- 
puesto a Jos Réditos del 2 de enero de 1939, en cnanto 
vamhía Ja exención cabal del impuesto que establecen los 
nrts, 5 y 6 de la ley 11,682 (t. o.) en una imposición 
proporcional, altera el espíritu de dicha ley y es violatoria 
del nrt. 86, inc. 2*, de la Constitución Nacional. Página 403. 

Jubilaciones y pensiones. 

17. El art. 27 del decreto reglamentario de la ley 11.110 no es 
contrario a ésta ni es violatorio del art. 86, inc. 2*, de la 
Constitución Nacional. Página 400 

Varios. 

18. El art. 7», ap. V, del decreto 41.5'iá, del 13 de septiembre 
de 1939, no es violatorio de la ley 12.591 ni, por consi- 
guiente, del art. 86, inc. T, de la Constitución Nacional. 
Página 194. 

19. El decreto del P. E. por el cual se confirma una resolu- 
ción del Depto. Nacional de Higiene que se limita a negar 
autorización para vender un producto do tocador sin pro- 
nunciarse acerca de la valides o nulidad de la marca que 
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lo amp; ra, fundándose tan sólo en que el nombre con el 
coa! se lo distingue expresa una indicación terapéutica e 
implica un engaño, se ajusta a lo dispuesto por el art. 9 
de la ley 4087 y no viola derecho alguno amparado por la 
ley 3975, Página 388. 

20. El art. 3 del decreto N* 15.516 no puede ser retroactiva- 
mente aplicado, sin violar el art. 17 de la Constitución Na- 
cional, al caso en que el propietario y el inquilino deman- 
dado por desalojamiento lian celebrado una transacción por 
la ennl el nombrado en último término se comprometió a 
abandonar «l inmueble en una fecba determinada. Pági- 
na 411. 

Leyes provinciales. 
Mendoza. 

21. El art. 38 de la ley 1370 de la Prov. de Mendoza, en cuanto 
autoriza al Depto. del Trabajo de la misma para imponer 
multa o arresto por infracciones al art. 150 del C. de Co- 
mercio reformado por In ley 11.729, es violntorio del art. 07, 
inc. 11 de la Constitución Nacional. Pinina 336. 

22. El art. 4» de la ley 728 de la Prov. de Mendoza aplicado 
por la sentencia definitiva recaída en nna demanda con- 
tenciosa administrativa sobre ntilidnd de un decreto y de- 
volución de las sumas pagadas indebidamente, de tal manera 
que declara caduca no sólo la acción contenciosa sino tam- 
bién la de repetición legislada por el Cód. Civil por no ha- 
berse deducido en el plazo fijado pnra la primera por la 
respectiva ley provincial, es violatoria de loa orts. 31, 07, 
inc. 11, y IOS de la Constitución Nacional. Página 444. 

23. La acción de inconstitucinnalidad creada por lns leyes de 
la Prov. de Mendoza pnra que se pueda requerir la decla- 
ración respectiva en amparo de derechos, exenciones y ga- 
rantías que estén acordados por alguna cláusula de la cons- 
titución provincial &in esperar a que ocurra la aplicación 
del respectivo precepto o de la correspandiente decisión 
administrativa es distinta de la defensa autorizada por el 
art. 31 de la Constitución Naeionrl y susceptible de ser 
sometida a un régimen procesal independiente que incluya 
un plazo de caducidad para la promi». ión de la misma, sin 
t{ne ello importe violación del Código Civil ni de la Cons- 
titución Nacional. Página 485. 
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Tucumán. 

24, Los arta. 50 y 52, ioc, 3*, de la ley de Montepío Civil de 
Taoumán núm. 1(303, interpreto dos en el sentido de que la 
hija soltera mayor de edad de una afiliada fallecida do- 
rante la vigencia de diclia ley carece de derecho a pensión 
y a la devolución de los aportes efectuados por su madre 
aun cuando la ley anterior acordara pensión a la hija sol- 
tera cualquiera fuere su edad, no la privan de un derecho 
adquirido ni comportan violación del art. 17 de la Consti- 
tución Nacional. 

Impuestos y contribuciones provinciales. 
Afirmados. 

25, La contribución cobrada en mérito de lo dispuesto por la 
ley 3900 de la I'rov. de Buenos Aires que absorbe por com- 
pleto ]n valorización producida por el pavimento y repre- 
senta el quíntuplo de dicho beneficio es con f beatona y 
eontrnria a los arls. H y 17 de la Constitución Nacional, 
Página 392. 

Consumo y producción. 
Buenos Aires, 

2(k El impuesto a Ta introducción de fas mercaderías cobrado 
por aplicación de! decreto reglamentario de la ley 3907 de 
la Provincia de Buenos Aires y declarado inconstitucional 
por la Corte Suprema no es el mismo que el gravamen al 
expendio de esas mercader í as que, por aplicación de una 
nueva reglamentación de dicha ley, *e intenta cobrar por 
la venta de aquéllas efectuada después que terminó su cir- 
culación territorial, sino que ambos difieren esencialmente 
por su razón de ser, de manera que la mencionada senten- 
cia de la Corte Suprema dictada en un juicio entro T aa 
mismas parlen y con motivo de las mismas mercaderías, no 
produce efecto de cosa juzgada respecto de la situación 
planteada con motivo del nuevo cobro y no resulta violada 
por el fallo del tribunal provincial que declara la valides 
del nuevo gravamen y la procedencia de su cobro. Pági- 
na 402. 

Territorial. 

27. Corresponde rechazar la demanda sobre inconstitucionalí- 
dad y repetición del impuesto territorial establecido por la 
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ley 3787 di la Prov. de Córdoba fundada en el carácter 
confiscatono del gravamen, si las conclusiones de la pericU 
de contabilidad realizada sobre la base de loa libros del 
contribuyente, que carece por sí sola de valor probatorio, 
resultan contradichas inequívocamente por la pericia del 
ingeniero agrónomo, eoincideute ron las declaraciones de 
varios testigos no desvirtuadas por utros, W!?ún la cual Jos 
establecimientos de campo de la actora dejan un margen 
de rendimiento que impido toda objeción do conatitueiona- 

Trunsmisión gratuita. 

28. La lev 4;tT)fl de In Prov. de Bs. Aires, en cuanto establece 
un recargo del 300 % sobre el impuesto a la transmisión 
gratuita respecto de Ion herederos, legatarios o donatarios 
domiciliados en el extranjero, no es violntoria del art. 16 
de la Constitución Nacional. Página 374. 

29. El interés del 1 mensual establecido por la ley 4350 
de la Prov. de Bs. Aires para el caso de retardo en el pago 
del impuesto a la transmisión gratuita no es confiscatorío. 
Página 374. 

30. No es con! ¡sea torio el impuesto a la transmisión gratuita 
cobrado con arres;]» a la ley 4350 de la Prov. de Bs. Aires 
que absorbe el 28 % del monto de los bienes sucesorios. 
Página :!74. 

Ordenanzas municipales. 

31. La circunstancia de que la ordenan*» 2005 de la Munici- 
palidad de Córdoba establezca como régimen ordinario para 
el pago del pavimenta la amortización periódica en cuotas 
semestrales durante diez años y el pago al contado como 
una excepción a la que puede acogerse el propietario, no 
importa modificar para el primer supuesto el régimen de 
prescripción establecido por el C. Civil ni, por lo tanto, 
contrariar los arts. 31 y 07, inc. 11, de la Constitución Na- 
cional. Página 352. 

32. Es contrario ni principio de igualdad que enuncia el art. 
10 de la Constitución Nacional, el art. 9 de las ordenanzas 
impositivas de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos 
Aires correspondientes a los años 1931, 1932 y 1933, en 
«ruunto por el inmueble en que se realizó una construcción 
en reemplazo de la que existía se cobra la tasa de alumbra- 
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do, barrido y limpieza durante la edificación, de acuerdo 
con una base más onerosa que la aplicada para el calcólo 
de la misma en iguales circunstancias cuando los terrenos 
donde se levantaban las construcciones eran baldíos. Pá- 
gina 424. 

Resoluciones administra! ivim. 

33. Es violatoria de los arta. 18 y 19 de la Constitución Na- 
cional Ja resolución pnr la cual, aplicando arbitrariamente 
el art. 34 de Ja ley 22H7 de ] a Prov. de Santa Fe ( se impone 
multa por la publicación sin previa autorización del Con- 
sejo TVonlológico de un aviso con el que no se trata de 
prestigiar nn medicamento sino un alimento que se vende 
en los almacenes y respecto del cunl no se pretende que 
conten^ sustancias peligrosas para el organismo. Pági- 
na 333. 

CONSUL EXTRANJERO. Ver: Jurisdicción y competencia, 12. 

CONTRABANDO. Ver: Jurisdicción y competencia, 17. 

CONTRATO DE ORRAS PUBLICAS. Ver: Jurisdicción v compe- 
tencia, 9. 

COSA JUZGADA. Ver: Constitución Nacional, 22, 26; Pago, % 
COSTAS. Ver: Daños y perjuicios. 1; Recurso extraordinario, 29. 

D 

DAÑOS Y PERJUICIOS ('). 

Responsabilidad tirf Estada. 

Registro de la propiedad. 

1, Aun cuando el Esfinlo es responsable por los daños que 
ocasione al acreedor la venta del inmueble del deudor qne 
éste pudo roali/jir merced a que en el respectivo informe 
expedido por el Registro de 1» Propiedad no se mencionó 
el embargo trabado a pedido del primero, procede recba- 



(') Ver también: Accidentes de] trabajo, 1; Expropiación, 1: Ja- 
nmlicciAa $ competencia, 5. 
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la demanda sobre indemnización si, durante el trans- 
curso del pleito, acreedor y deudor celebraron un conve- 
nio por el cual se lijó la sunin que este ultimo debía pagar 
y se dio una garantía a satisfacción de aquél para asegurar 
el debido cumplimiento de lo pactado, con lo < nal desapa- 
reció <?! diiño invocado como fundamento de la acción; no 
obstante lo cual corresponde disponer el pago tic las costas 
del juicio a la demandada que sostuvo su irresponsabilidad 
por la certif icación eqnivoeadn. Página 359, 

aa03 varios. 

2. El Estad i que- después de liaber desposeído ul dtiefiti del in- 
mueble sujeto a expropiación desistió de ésta y restituyó 
arjtu'1, debe pagar como indemnización, el importe de los 
impuestos abonados por el propietario correspondientes al 
tiempo que duró la des posesión, usí como los intereses sobre 
el precio que el dueño habría obtenido en el remate proyec- 
tado y anunciado, suspendido coma consecuencia de la pri- 
vación de la posesión, a partir de la fecha en que ésta se 
produjo hasta aquélla en cinc, restituido el inmueble, pudo 
efectuarse ta subasta; mas no corresponde acordar indemni- 
zación alguna por los perjuicios invocados eomo consecuen- 
cia de la venia de otras propiedades y de la constitución de 
una hipoteca para solventar las deudas que lia loa determi- 
nado piignr con el producto del remate suspendido, si no lia 
probado que la restricción del crédito que originó mi situa- 
ción se Ituyn debido a la imposibilidad de efectuar dicho 
remate, ni que la venta de tas otras propiedades le baya 
producido pérdida. Página -71. 

3. La Nación debe indemnizar al concesionario de un criadero 
de chinchillas los daños que aquél ha sufrido a consecuencia 
del inadecuado procedimiento utilizado, no obstante ln opo- 
sición del mismo, por los empleados del Ministerio de Agri- 
cultura para el señalamiento a tatuaje de los animales. Pá- 
gina Til. 

terminan tiu d* h tnttemnkadón. 



4. No resultando de ln prueba reunid» en autos que bi muerto 
de todfls las chinchilla* pnr cuya indemnización demanda el 
concesionario a la Noción baya ocurrido como consecuencia 
del procedimiento seguido por los empleados 
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ra tatuarlas, ni siendo de sana crítica excluir por completo 
como causa o concausa de las muertes producidas «1 largo 
viaje realizado para trasladarlas a fin de curarlas y los po- 
sibles ciertos del cambio de clima > de ambiente así como la 
improvisada instalación cu un hotel para su tratamiento, 
debe concluirse que el resarcimiento no dchc comprender el 
valor de la totalidad de las chinchillas muertas, y no po- 
diendo determinarse el número de animnlca cuya muerte so 
pueda atribuir ton suficiente fundamento al acto culpable 
del tatuaje, corresponde diferir la fijación del monto de la 
indemnización al juramento cstimatorio del actor. Página 51. 

DEBEN TUR KS. Ver: Jurisdicción y competencia, 1L 

DECRETOS NACIONALES. Ver: Constitución Nacional, 14, 16, 
18; Expropiación, 24; Poder Ejecutivo. 

DEFENSA EN JUICIO. Ver: Constitución Nacional, 5, 15; Re- 
curso extraordinario, 2. 

DEFRAUDACION '. Ver: Aduana, 8; Impuestos internos, 1, 3, 4, 5, 
6-, Jurisdicción y competencia, 15; Prescripción, 9; Recurso 
extraordinario, 24. 

DELITOS. Ver: Jurisdicción y competencia, 12, 14. 

DEMANDA. Ver: Jurisdicción y competencia, 4; Sentencia. 

DEMANDA CONTENCIOSA. Ver: Constitución Nacional, 22; Im- 
puestos internos, 2; Papo, 1; Provincias; Recurso extraordi- 
nario, 22, 35. 

DEMANDAS CONTRA LA NACION. 

1. La competencia de los tribunales federales en las causas en 
que es parte la Nación responde a una concepción del orden 
público que comporta la institución de una jurisdicción es- 
pecial para esos casos en benefició del Estado y de los par- 
ticulares a la vez y debe ser distinguida de los requisitos a 
que — como el previo reclamo administrativo — pueda estar 
sometido en tales caaos el ejercicio de la jurisdicción. Pá- 
gina 196. 
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2. El requisito del reclamo administrativo previo es un privi- 
legio establecido a favor de la administración pública para 
substraer a la Nación a la instancia judicial en una medida 
compatible con la integridad de todos los derechos; no puede 
ser objeto de convención modificatoria, mas su incumpli- 
miento no puede ser invocado por el Estado después de la 
contestación a la demanda, Página 19G. 

3, Los empleados nacionales pneden demandar al Estado por 
cobro de sus haberes sin necesidad de venia o permiso alguno 
del P. E. ( previo cumplimiento de los requisitos que esta- 
blece la ley 3952. Página 114. 

DEMANDAS DE INCONSTITUCIONAL/DAD. Ver: Constitución 
Nacional, 23; Recurso extraordinario, 41. 

DENUNCIA. Ver: Impuesto a los réditos, 2. ' 

DEPARTAMENTO DEL T HABA JO DE LA PROVINCIA DE 
MENDOZA. Ver: Constitución Nacional, 21. 

DERECHO DE PROPIEDAD. Ver: Constitución Nacional, 15. 

DERECHO DE TRABAJAR. Ver: Constitución Nacional, 4, 13. 

DERECHOS ADQUIRIDOS. Ver: Constitución Nacional, 10, 20, 
24; Jubilación y pensión, 1; Retroactividad, 1, 2. 

DERECHOS DE ESTADISTICA. Ver: Aduana, 3. 

DERECHOS Y GARANTIAS. Ver: Constitución Nacional, 4, 5, 13» 

DESALOJAMIENTO. Ver: Constitución Nacional, 20. 

DESPIDO. Ver: Banco Provincial de Salta, 1. 

DEVOLUCION DE APORTES. Ver: Constitución Nacional, 24. 

DOMICILIO (O- 

I* mujer casada separada de su marido por convenio entro 
ambos sin intervención de las autoridades competentes, con- 
serva el domicilio de aquél mientras el mismo viva, como así 

(l) Ver también: Jurisdicción y competencia, 3, 10, 



■rV 



ESTADO »E SITIO 

también después de muerto mi entras no lo camhie mediante 
la constitución de otro 



B 



EJERCITO (")- 



1. Es facultad privativa del P. E. destituir, previo sumario y 
por razones do disciplina, a los militares que uo sean ofi- 
ciales superiores!.. Página 2ÍM. 

2. La ley 2377 no contempla In situación del personal nsimilado 
a los grados tic tropa de la Sanidad Militar sino solamente 
a los grados de oficial. Página 1&U. 

EMERGENCIA. Ver: CousÜtueion Nacional, 4. 13; Precios má- 
x irnos. 

EMOCION VIOLENTA. Ver: Homicidio, 1. 

EMPLEADOS BASCAR 10 8. Ver: Tía neo Provincial de Salta, 1. 

EMPLEADOS DE COMERCIO. Ver: Constitución Nacional, 21, 

EMPLEADOS PROVINCIALES. Ver: Hamo Provincial de Salta, 1. 

EMPLEADOS PC RUCOS. Ver: Demandas contra la Nación, 3; 
Prescripción, 3. 

EMPRESTITO. Ver: Locación de servicios, 2. 

ERROR. Ver: Aduana, 4, 11. 

ESTADO DE SITIO ("). 

El P. E. no está facultado para lijar lugar de residencia en 
el extranjero til detenido ijue, en ejercicio del derecho esta- 
hleridn en el art. 2:1 de la Cmislilución Nacional, formula 



(1) Ver tainlwén: t'inwtituíirtn Nacuma!, I">; Jurisdicción y compe- 
toncia, IR, 17; IVíiüioncs militares, l, '2, 4. ■", 7. 

(2) Ver laminen: Recurso extraordinario, (J. 



EXPROPIACION SSS 

ante aquél la correspondiente opción para salir del país, por 
lo que procede el habeaé cotptts deducido a favor de quien, 
no obstante baher cumplido este requisito, fiólo ha obtenido 
una resolución denegatoria de su solicitud. Páginas 253y 2ÜM. 

EXPORTACION. Ver: Aduana, 7. 

EXPRESION DE AGRAVIOS. Ver: Recurso ordinario de apela- 
ción, 1. 

EXPROPIACION i 1 ). 
ProeetUmituto. 

Procedimiento extrnjudieial. 

1. El propietario que en repetidas presentaciones unta las au- 
toridades administrativas provinciales consintió con su si- 
lencio el procedimiento de expropiación por el cual fué 
privado de la posesión de *¡u inmueble sin previo pago o con- 
signación del precio ofrecido, no puede luciro hacer cuestión 
de ello por vía judicial, si bien tal circunstancia, no perju- 
dica su derecho al resarcimiento de los daños y perjuicios 
provenientes de la desposean y del ulterior desistimiento 
de la expropiación. Página 271. 

Procedimiento judicial. 

2. Es im pro rede rite la oposición formulada por el dueño del 
bien expropiado, así eomo todo pronunciamiento sobre la 
inconstitucionatídnd del decreto 17.20(1 en que se funda, con 
respecto a medidas probatorias pedidas por la parte con- 
traria con posterioridad al comparendo respectivo de acuer- 
do con lo dispuesto en dicho decreto, consistente unas en la 
reiteración de lo solicitado anteriormente sin oposición, y la 
otra en informes referentes al precio por el cual se hizo la 
última vento, del bien y a los antecedentes utilizados para 
tasarlo a los efectos del impuesto territorial; dea de que 
ambas medidas habrían podido «er ordenadas bajo el régi- 
men de la ley 180 y en último término, para mejor proveer. 
Página 180, 



O) Ver también: Paños y perjuicios, 2; Recurso extraordinario, 
% 33, 40; Reivindicación, 4: Bctnmctividad, 1. 



EXTRADICION 



El trámite de las causas de expropiación es. por regla ge- 
neral, el sumario y verbal consistente en la realización de 
un comparendo en el cual se oye a las partes y estas ofre- 
cen la prueba de que quieren valerse, sin designación de un 
término probntorío concreto. Página 180. 

El decreto 17.290, de reformas a la ley 189 sobre expropia- 
ción, no puede ser invocado para prescindir de la prueba 
pericial ofrecida y decretada con anterioridad a su vigen- 
cia, si bien es aplicable a las cansas en trámite en la me- 
dida compatible con la estabilidad de loa actos procesales 
concluidos. Página 180. 

Expropiación indirecta. 

6- La falta del decreto previsto en la ley que autorizó la ex- 
propiación como necesario para la aprobación de los planos 
y consiguiente determinación de los terrenos a ocuparse no 
puede impedir, una vez realizadas las obras que aquél debió 
preceder, la reclamación de la correspondiente indemniza- 
ción por el propietario desapoderado, desde que se han lle- 
nado los recaudos necesarios para la procedencia de la ex- 
propiación indirecta. Pagina 370. 



3. 



4. 



EXPULSION DE EXTRANJEROS. Ver: Constitución Nacional, 
fi, 7, 8, 0. 

EXTINCION DE LA ACCION PENAL. Ver: Multas. 
EXTRADICION, 

Extradición con paisa extranjeros. 
Prescripción. 

La circunstancia de que los recaudos enviados no indiquen 
la fecha de comisión del delito y no sea, pues, posible esta- 
blecer si la acción penal está o no prescripta. no obsta a la 
extradición solicitada por un país signatario del Trntado de 
Montevideo en el caso en que no se alega que se baya ope- 
rado diclia prescripción y en el que la fecha posible de! 
delito aparece con suficiente clarídnd de la exposición for- 
mulada ante las autoridades argentinas por la persona re- 
clamada. Página 304. 



FERROCARRILES DEL ESTADO 



517 



F 

FACULTADES PRIVATIVAS. Ver: Jubilación de Empleados Na- 
cic nales, 3. 

FALTA DE ACCION (*). 

Eg improcedente la falto de neción opuesta contra la Nación 
en el juicio reivindicatorío de un terreno situado en el perí- 
metro que le cedió la Prov, de Bs. Aires con el puerto de La 
Plata y fundada en que el terreno de qne los demandados se 
consideran dueños estaba comprendido en una extensión ma- 
yor transferida por dicha provincia a la empresa Muelles 
y Depósitos, extraña al juicio, si esa transferencia fué de- 
clarada nula por sentencia definitiva de la Corte Suprema 
en la causa seguida por la Nación contra dicha empresa. 
Página 219. 

FERROCARRILES (*). 

Contribuciones, impuestos ¡f tasas. 
Contribución de mejoras. 

De acuerdo a lo dispuesto ea el art. V de ] n ley 10.657 el 
término "estación" sólo comprende el edificio para pasaje- 
ros y las dependencias necesarias e indispensables para lle- 
nar su objetivo mas inmediato, y el pago del afirmado por 
las empresas ferroviarias debe limitarse al correspondiente 
al edifieio de la estación en la extensión de su andén, con 
exclusión de los anexos y talleres. Página 15. 

FERROCARRILES DEL ESTADO ( 3 ). 

1. A los efectos de la inscripción del dominio de un inmueble 
adquirido por los Ferrocarriles del Estado en el Registro 
de la Propiedad de Mendoza es improcedente y contraria al 
art. 18 de la ley (¡757 la exigencia de una nueva certifica- 
ción de la que resulte que no sn adeudan impuestos desde la 
fecha en que se otorgó la respectiva escritura hasta aquella 
en que fué pedida la inscripción. Págiun 332. 

(1) Ver también: Banco Hipotecario Nacional, 1. 

(2) Ver también: Jurisdicción y competencia, 5. 
(') Ver también: Recurso extraordinario, 10. 



HOMICIDIO 



2. Los Ferrocarriles riel Estado no están exentos del pago del 
impuesto do sellado y de los derechos correspondientes por 
la inscripción del dominio sobre un inmueble en el Regis- 
tro de la Propiedad de Ln Rio.ja. Página 329, 

3. Es iraprot-edenle subordinar la inscripción del dominio del 
inmueble comprado por Ferrocarriles del Estado, al pago 
del impuesto n las transferencias quc, según !n interpreta- 
ción irrevisible de la sentencio upe.'ada, ha 'udo establecido 
por el art. ti, ine. í* de la ley 435 de la Prov. de Mendoza 
a cargo del tran*sterente. Página 332. 



G 

GASTOS DE JUSTICIA. Ver: Intereses. 
GOBIERNO DE FACTO. Ver: Expropiación, % 4.. 



BABEAS CORPUS. Ver: Constitución Nacional, í¡, 7, 8, 9; Estado 
de sitio; Recurso extraordinario, 5, 6. 

HABITANTE. Ver: Constitución Nacional, 7, 8, 0. 



HOMICIDIO. 

Homicidio simple. 

1. No corresponde aplicar ln pena prevista en el art. 81, ine. 1*, 
sub-ine. a) sino la que establece el art. 79 del Código Penal 
a quien mi actuó en uno de esos ímpetus emocionóles durante 
los cuales se pierde el dominio de los frenos inhibitorios, 
sinn que obró enfurecido y con cierta deliberación, coordi- 
nando sus actos hacia un Un de venganza. Página 111. 

HomicUlio calificado. 

2. El delito cometido por la madre nue da muerte a un hijo 
de un me.« y días de edad es el de homicidio erilifiendo pre- 
visto por el art. 80, ine, 1*, del C. Penal y probado que 1* 
autora tenía 19 años cumplidos cuando ocurrió el hecho 
corresponde, aplicarle, en atención a la edad, huenos antece- 
dentes de la procesada y a las circunstancias en que cometió 



IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA 59 

ei delito, la pena de prisión perpetua de las que establece la 

disposición mencionada, ya que tratándose de penas fijas 
no cabe oí ra individualiza* -ión pasible que la de calidad 
cuando snu paralelas. Página 415. 

HONORARIOS. Ver; Intereses. 



IDENTIFICACION DE MERCADERIAS. Ver: Prescripción, 13; 
Recurso extraordinario, 8. 

IGUALDAD. Ver: Constitución Nacional, 12, 28, 32; Impuesto a 
los red ¡las 2. 

IMPORTACION, Ver: Aduana, 1, 2; Constitución Nncionnl, M; 
Prescripción, 1G. 

IMPUESTO (*). 
Confiscación. 

1. Para resolver si el impuesto a la transmisión gratuita es o 
no con fiara torio hay fine dedurir de su liquidación el im- 
porte de los intereses monitorios en que fia incurrido el con- 
tribuyente por un arto voluntario. Página 374. 

2. En los casos de gravámenes que inciden sobre la producción 
agrícola impugnados como confisca torios, la proporción en- 
tre la renta y el impuesto dota ser establecida computando 
el rendimiento normal medio de una correcta explotación 
de! fundo afectado, sin tener en cuenta la disminución o 
supresión de las utilidades por circunstancias eventuales ni 
lo que proviene de la innpropiadn administración del con- 



IMPUESTO A LA INTRODUCCION. Ver: Constitución Nacio- 
nal, 26. 

IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA, Ver: Constitu- 
ción Nacional, 2S, 29, .10; Impuesto, 1; Recurso extraordina- 



rio, 17. 



(i) Ver también: Afirmados, lj Constitución Nacional, ÉL 25. 29; 
Prwcripción, 12; Kc curso extraordinario, 19, 



■i 



IMPUESTO A LOS REDITOS 



IMPUESTO AL CONSUMO. Ver; Constitución Nacional, 26. 

IMPUESTO A LOS FERROCA It RILES. Ver: Ferrocarriles; Fe- 
rrocarriles del Estado, X, 2, 3. 

IMPUESTO A LOS REDITOS í 1 ). 
Deducciones. 
Comercio e industria. 

1. El socio de (ios sociedades, una colectiva v otra eu coman- 
dita, que obtiene en la primera una ganancia y en la se- 
gunda una perdida, tiene derecho a compensar esta última 
incluyendo en sus declaraciones juradas el monto respectivo 
como quebranto. Página 416. 

Réditos del trabajo personal en una relación de dependencia, 

2. Las sumas cobradas por los empleados aduanero» conforme 
a lo dispuesto en el art. 1030 de las Ordenanzas de Aduana 
a raíz de la* multas aplicadas con motivo de la» denuncias 
efectuada., por los mismos en cumplimiento de su obliga- 
ción, constituyen réditos sujetos al gravamen que establece 
el art. 29 de la ley 11.Í382 (t. o.), doctrina que no resulta 
viuhitoria del principio de la igualdad por la circunstancia 
de que esté exento de ese impuesto el denunciante particular. 
Página 437. 

Infracciones y penas. 

3. Procede aplicar la sanción prevista eu el nrt. 18 de la ley 
11.683 (t. o.) al contribuyente que mediante la omisión, en 
sus declaraciones jurados, de toda referencia a Ja existencia 
de ciertas mercaderías y bonificaciones pngó menos de la 
mitad del impuesto correspondiente y no ha producido prue- 
ba* que desvirtúen Ja presunción de dolo que resulta de laa 
circunstancias acreditadas en los autos. Página 378. 

4. So corresponde aplicar otra sanción que la del interés puni- 
torio establecido por el art. 20 de la ley 11.683 (t o.) al 
contribuyente a quien sólo se imputa no haber satisfecho el 
impuesto en el plazo establecido cou carácter general para 
todos los contribuyentes ni en el que le fué fijado particu- 
larmente como prórroga. Página 350. 



O) Ver también: Constitución Nacional, 16; Multas: Pago. 2- Pres- 
cripción, 0, 10, U; Recuruo extraordinario, 26, 32. 



IMPUESTOS INTER tf 03 



Procedimiento y recursos. 

6. La omisión del neta mencionada en el art. 28 do la ley 
11.683 (t. o.) así como oí transcurso del plazo fijado en el 
art. 31 de la misma no ocasiona la nulidad de las actuacio- 
nes administrativas seguidas contra el contribuyente cuya 
defensa no resultó perjudicada por aquellas circunstancias. 
Pagina 378. 

6. El pago del impuesto estimndo de oficio por las autoridades 
de la Dirección del Impuesto a tos H ¿di tos. efectuado con 
posterioridad a la sentencia del jaez fedcrnl que declaró 
improcedente la instancia judicial contra la estimación, no 
la torna procedente ni autoriza a revocar dicho fallo. Pá- 
gina 437. 

IMPUESTO TERRITORIAL. Ver: Constitución Nacional, 27. 

IMPUESTOS INTERNOS ('}• 
Régimen represivo. 
Poseedores. 

1. El urt. 20 del texto ordenado de las leyes de impuestos in- 
ternos no impide la absolución del poseedor de efectos en 
infracción cuando éste demostrara fu desconocimiento e ino- 
cencia respecto de la maniobra tendiente a defraudar el im- 
puesto interno cuando las constancias de autos autorizaran 
a considerarlo aje a la misma. Página 346. 

Procedimiento, 
Vía contenciosa. 

2. El contribuyente que en uso del derecho acordado por el 
art. 17 del T. O. de las leyes de impuestos interno» ocurrió 
oportunamente ante Ja justicia federal contra !a resolución 
del Administrador que le impuso multa, no tiene necesidad 
de ocurrir nuevamente ante aquélla con otra acción conten- 
ciosa por la circunstancia de que el Ministro de Hacienda 
haya aumentado dicha pena a raíz del recurso interpuesto 
por el denunciante. Página 401. 

Vinos. 

3. La circunstancia de que el vino en infracción a las disposi-' 
eiones sobre impuestos internos sea inapto para el consumo 

(i) Ver también: Prescripción, 14; Becario extraordinario, 12, 



— circunstancia que a su vez puedo constituir un* infrac- 
ción— no impide el fraude ni aminora la responsabüidüd 
por el mismo. Página 189. 

4. La falta de anotación en ios libro» de la bodega del vino 
inapto para el consumo hallado sin valorea fiscales en un 
galpón contiguo a Ja bodega, bace incurrir al dueño en la 
sanción establecida en el art. 27 del T. O. de las leves de 
Un puestos ¡otarnos. Página 180. 

fi. Aun cuando el vino para el consumo hallado sin valores 
fiscales en un galpón contiguo a te bodega li tibiera estado 
destinado ni consumo personal del dueño fie clin, procede 
imponer a e*ste la pena establecida en c| nrt 27, T. O. de 
las leyes de impuesta internos por aplicación del nrt. 60, 
Tít. VII, de la Reglamentación General de Impuestos In- 
ternos, cuya constitucional ¡dad no bu sido cuestionada ni 
procede considerar de oficio. Página 180. 

6. La integridad de los recipientes del vino hallado en poder 
del imputado, unida a ta circunstancia de no ba berso podido 
practicar el análisis del producto en la bodega do origen, 
autorizan a admitir la inocencia del poseedor contra quien 
no existen indicios do culpabilidad. Página 1M. 

IMPUESTOS PRO V i NC I ALES. Ver: Bnnco Hipotecario Nacio- 
nal, 2. 

1NFORM ACtOX POSESORIA. Ver: Reivindicación, 1, 2. 

INMIGRACION. Ver: Constitución Nacional, G, 7, 8, 0. 

WMÜNWADES. Ver: Ley, 1. 

INTERDICTOS ('). 
D* reten«r. 

1. Prnhn^os la posesión invocada por el actor y los actos do 
turbación ron I izados 'mr sus auto ros en su rariícter de agen* 
íes del gobierno de la provincia demandada, procede el in- 
terdicto de retener, bnyun o no actuado dichos «gentes en loa 
límites de su ministerio. Página 78. 

2. No obelante el desconocimiento de los hechos por la deman- 
dada corresponde, tener por neredítadn la posesión invocada 

<») Ver también: Banco HipoU-cario Nacional, 1; PíoacripaiÚn, 8. 



JUBILACION T PBÍiülUw 



por el actor en el interdicto de retener si la contraria no 
In cuestionó despuía de producida ta prueba testimonial 
tendiente a demostrarla ni formuló objeciones respecto do 
esta liltima ni lia pretendido que desde In feclm de nn fallo 
anterior quo reconoció dicha posesión se haya modificado 
la situación de que allí m trató. Paígina 78. 

3. La circunstancia de que por resolución ministerial poste- 
rior a los actos de turbación de la posesión so haya orde- 
nado a los respectivas autoridades que se abstuviesen de 
realizarlos no impide la procedencia del interdicto deducido 
ton el oh jeto de obtener judicialmente un amparo que en 
loa hecho* el poder administrador no acuerda a los netores 
no obstante lo dispuesto en dicha resolución y ta de un de- 
creto anterior a la misma no cumplidos por los agentes del 
gobierno. Pagina 73. 

Procpííimíenío. 

4. A fnltn de disposición tegnl que establezca un termino de 
prueba para loa interdictos, se lia arbitrado el procedimiento 
de postergar In audiencia del art. 333 de In ley 50 en loa 
casos en que no es posible truer a ella, como en principio 
corresponde, los elementos de juicio necesarios para resol- 
verlos. Página 180. 

INTERESES i 1 ), 
lifilación jurídica entre la* partes. 
Casos varios. 

1^1 regla según la cual no procede cobrar intereses sobre las 
sumas adeudadas en concepto de gastos y honorarios deven- 
gados en juicio sufre excepción cuando lia mediado formal 
intimación judicial por vía de mandara tentó de pngo. Pá- 
gina 62. 

J 

JOIi ILACION Y PENSION. 

1. Las personas que según la respectiva ley de jubilaciones 
tendríau derecho a determinados beneficios por fallecimien- 
to del afiliado üólo tienen, mientras tnnto, un simple derecho 
en expectativa susceptible de ser válidamente suprimido por 
una ley posterior. Página 283. 



(i) Ver tnmbión: Compraventa, 2; Daño» y perjuicioi, 2. 



JOB ILACION DI EMPLEADOS NACIONALES 



2. Las leyca de jubilaciones y pensiones pueden ronstítucional- 
mente determinar loa beneficiarios y loa requisitos que de- 
fieran reunir para serio con prescinden Ha del régimen esta- 
blecido por el C, Civil pura el orden de tea sucesiones, pues 
el derecho a los beneficios acordados por aquéllas no se 
tiene por título hereditario. Página 1283. 

JUBILA (ION DE EMPLEADOS DE EMPRESAS PARTICU- 
LARES 

Bene fictos ra ríos. 

1. El n t il indo a la Caja de la ley 11.110 que teniendo derecho 
a te jubilación por invalidez prevista en dicha ley optó por 
te mayor que ya disfrutaba como afiliado de un montepío 
provincial, no tiene derecho a obtener los beneficios estable- 
cidos en el art. 18 de la ley 11.110. Pagina 12. 

2. Pura ] j l procedencia de los beneficios previstos en el art. 18 
de te ley 11.110 no hasta que no se ejerza o usufructúo el 
derecho a un beneficio mayor sinn que ps necesario que no 

tenga o haya tenido derecho a obtenerlo. Página 12. 

JUBILACION DE EMPLEADOS DE LA MARINA MERCANTE 
NACIONAL. 

1. El personal asalariado afeitado a la dirección y al cuidado 
de los yates de turismo está comprendido en los beneficios 
de la ley 12.01 1. Pagina 105. 

2. El art. 2% inc. a) de te ley 11.812 se refiere a te marina 
mercante nacional de un modo genérico y por oposición & 
la marina de guerra, para excluir a ésta del régimen que 
establece, y emplea te palabra "turismo" para referirse a 
los barcos destinados al mismo para deporte o afición, sin 
ánimo de lucro, pues los destinados a te explotación comer- 
cial de aquél están comprendidos entre los barcos de co- 
mercio. Página 105. 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES. 

Jubilaciones. 

Determinación del monto. 

1. Para determinar el monto de te jubilación del inspector de 
sucursales del Banco do te Nación Argentina, procede corn- 



il) Ver también: Conutituciúa Nacional, 17. 
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putar como parte integrante de su sueldo las remuneracio- 
nes que durante loa diez años anteriores a su cesación da 
servicios percibió anualmente en compensación de trabajos 
extraordinarios, no así las «mitídade» qtu» mensualmente co- 
bró en concepto de viáticos. Página 165. 

Ordinaria, 

2, El empleado <h> Corrcus y Telégrafos jubilado de oficio 
durante ln vigencia di» ln ley 4341 y mientras tramitaba su 
pedido do jubilación ordinaria, que continuó prestando ser- 
vicios bosta que, vidente ya la ley 11.023, otro decreto fun- 
dado en los arte. 1!) de la ley 4:140, I' de la ley 11.023 y Cl 
del decreto reglamentario de la mUmn estableció eme la 
jubilación a acordarse era la extraordinaria, no tiene dere- 
cho n exigir que se le acuerde la jubilación ordinaria que 
anteriormente había solicitado. Página (¡3. 

3. El decreto 109.233 del 21 de jimio de 1037 sólo contempla 
la situación de los empleados jubilados de oficio con ante- 
rioridad a la promulgación de ln ley 11.023 que, no obstante, 
continuaban en nctiridad en la fecha de ese decreto, que 
no autoriza a los tribunales por; rectificar el criterio do 
conveniencia conformo al cual debe acordarlo o denegarlo 
et P, E. Página Ü3. 

JUBILACION DE EMPLEADOS PROVINCIALES, Ver: Consti- 
tución Nacional, 24; Recurso extraordinario, 10. 

JUBILACION DE MAGISTRADOS Y DIPLOMATICOS ('). 

1. El art. 3' de la ley 12,579 no creo un beneficio distinto del 
previsto en su art. 1* sino riue establece las condiciones en 
que este último podrá ser obtenido. Página 138, 

2. El diplomático en condiciones de obtener jubilación ordi- 
naria que ha desempeñado funciones de aquel carácter du- 
rante un término que no alcanza a iitiinee años, no tiene de- 
recho al beneficio creado por la ley 12.579. Página 88. 

JUECES. Ver: Jubilación de empleados nacionales, 3; Medidas 
disciplinarias. 

JURAMENTO ESTIM ATORIO. Ver: Daños y perjuicios, 4. 
(1) Ver tambiín: hr>J, l. 



tm JÜR1SDIC0IOK Y COMPETENCIA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA <'). 
Cuestionen de competencia. 
Inhibitoria: planteamiento y trámite. 

1' pesewtimuda ln inhibitorin por el tribunal nnte el eua] la 
inició ta pnrte demandada y transcurrida entonce» la opor- 
tunidad para plantearla no puede aquélla promoverla nue- 
vamente ante los IrihunuJes de otro lugar. Página 

2, La comunicación por ln cual el .jaez ante quien se ha ini- 
ciado una cuestión de competencia po* inhibitoria hace sa- 
ber esta cireiinstamm al juez que entiende en la cansa que 
le da origen no hasta pañi suspender el trámite de ésta. 
Página '2*23. 

Competencitt territorial. 

Tenencia di 1 hijos. 

'i. El juez del hipar en donde el marido tenía SO. domicilio en 
la época de su muerte es el competente para conocer en el 
juicio sobre suspensión de patria potestad sobre las hijas 
menores que vivían con aquél, promovido contra la viuda 
que si bien se hallaha separada conservaba dicho domicilio 
sin habertó caminado en la fecha en que fué presentada U 
demanda. Página 228. 

Compt'trmia Federal. 
Principios generales. 

4. Tara determinar la competencia federal es necesario ate- 
nerse a lo pedido en la demanda y a los hechos en que m 
fonda, ion abstracción de la justicia que pueda o no ampa- 
rarla. Página 44. 

Por la materia. 
Causas regidas por normas federales. 

5. Compete a la justicia Federal conocer en los juicio» sobre 
responsabilidad de las empresas ferroviaria» derivada do 
sus obligaciones relativas a los equipajes de los pasajeros. 
Pagina 156. 

6. Compete a la justicia federal conocer en la causa sobre re- 
petición de lo pagado en concepto de contribución de afir- 



(i) Ver laintiii'n: Demandan remira la Nación, 1; Recurso 
dinario, 20, 38; Recurso ordinario de apelación, 4; Sentencia. 
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ruados fundada por el actor en que es confisentoria y con- 
truna u los arls. 1(1 y 17 de la Constitución Nacional, con 
prcscindcncia de toda otra cuestión, aunque los términos de 
la contestación a la demmida hagan necesario examinar las 
consecuencias cíe la actitud observada por el actor i rento a 
]¡i determinación del monto de su contri unción por las auto- 
ridades municipales. Pútíinn 

Por Jan personas. 

7. La sociedad anónima domiciliada en la Capital Federal con 
sucursal i'staldecidu en el territorio do una provincia, tiene 
derecho a exigir que? la causa civil promovida contra ella 
por una municipalidad de dicha provincia tramite ante la 
justicia federal. Pagina 35. 

8. La circunstancia de ijuc no a Indos los integrantes de la 
SOCÍG&uI que invocó el fuero federal raiione personae co- 
rresponda el lucro federal por la misma causa, sino n unos 
por ser argentinos vecinos de distinta provincia y a otros 
por ser extraii ¡eros, no obsta a la procedencia de dicho 
fuero. Páginas 28 y 35. 

9. El juicio que versa sobre el cumplimiento de una obligación 
impuesta convencional [tiente a la demandada —como la re- 
ferente al depósito de la .suma pactada como garantía de 
la Imena ejecución de los trabajos — requerido después de 
contratada la obra pública que lia dado origen ni pleito, 
es decir después de haber pasado la oportunidad del ejer- 
cicio de loa facultades de imperio de la entidad pública 
coneedente, es una causa civil. Página 35. 

Distinta vecindad. 

10. La circunstancia de que mía compañía ten^a una sucursal 
on un lugar distinto del domicilio (pie le corresponde con 
arreglo al art. 1)0, inc. 3», del Cód, Civil no la priva de 
invocar su en ni éter de vecina de este último lugar a fin de 
ser juzgada por la justicia federal correspondiente a la sec- 
ción donde se baila establecida la sucursal. Página 150. 

Nación. 

H. No compete a la justicia federal sino a la ordinaria de lo 
Capital conocer en la causa sobre repetición de la suma que 
se pretendo haber pagado de más en concepto de impuesto 
do papel sellado por la emisión de debeutures realizada en 
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aquella ciudad por ana sociedad domiciliada en la misma. 
Página 143. 

Causas pénale». 
Cónsules. 

12. A los efectos del fuero com préndense entre Ion juicios ajne 
versan Milire negocios particulares de los cónsules (mil o 
los criminales corno loa civiles originados en actos privados 
de aquéllos. líjenos al ojén-icio de las junciones propias de 
su enrgo, sin que sea óhicp ln circunstancia de que en las 
<íiitsa« penales pueda corresponde la privación de la liber- 
tad del inculpado, pues ni de esa mono ra se vulnerase algún 
privilegio, rxenuón o derecho propio de la función consu- 
lar pndrín someterse el punto a ln decisión de la Corte Su- 
prema iHir medio del recurso extraordinario. Página 311. 

Casos varios. 

13. Con arreglo a lo dispuesto en Ion decretos 1580, 2715, 12,234, 
40.080 y 47.527, no iinpugn: los como inconstitucionales, 
compete a la justicia federal conocer en el juicio de apre- 
mio tendiente a cobrar las multas aplicadas por las cámaras 
de alquileres. Página 63. 

Competencia penal. 

Prevención en la causa. 

14. En caso de duda acerca de la jurisdicción sobre el lugar 
en que fueron comrt idos los hechos delictuosos, provenien- 
tes de la imprecisión de los limites provinciales, corres- 
ponde atrilmir la competencia al juez que previno en la 
causa. Página 234. 

• - 

Delitos en particular. 

Dcf-audnción. 

15. I-ce tiibunaJen dt! lugar donde el vendedor que se consti- 
tuyó en deposi(ario a nombre del comprador tenía y dis- 
puso de la mercadería en combinación con un tercero que 
ln ejecutó e hizo rematar aquélla y se cobró el importe de 
un paga*'' 1 que so supone simulado, son los competentes para 
conocer en la causa sohre defraudación promovida contra 
el depositario y el ejecutante. Página 434. 
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Competencia militar. 

16. A loa efectos de la competencia de la justicia militar no 
pueden ser considerados actos del servicio aquellos que or- 
dinariamente corresponden a funciones civiles y no a fun- 
ciones inherentes a! servicio militar. Página 237. 

17. No com]K>te a la justicia militar conocer en las canana so- 
bre pnrtieipación en otras tantas tentativa» de contrabando, 
atribuidas a un sargento del Ejercito que no procedió en 
acto del servicio ni en lugar su jeto exclusiva mente a la au- 
toridad militnr, sino al juez federal a quien fas autoridad** 
aduaneras dieron la intervención correspondiente. Pági- 
na 237. 

Sucesión. 
Fuero de atracción. 

Acciones personales de los acreedores. 

18. No competo a ¡a justicia federal sino a hi ordinaria del 
último domicilio del rausanic el conocimiento de la deman- 
da promovida sin haberse iniciado ei respectivo juicio su- 
cesorio, por un argentino contra la cónyuge supóratite y 
sus hijos menores, como sucesores de aquél y extranjeros, 
por cobro de servicios médicos prestados al difunto. Pá- 
gina 75. 

JURISPRUDENCIA. Ver: Constitución Nacional, & 



L 

LEGALIZACION. Ver: Autenticación. 

LEGISLACION COMUN. Ver: Constitución Nacional, 21. 

LET. 

Interpretación \j aplicación. 

1. Los disposiciones legales, como las de la ley 12.579, que 
establecen beneficios o privilegios no inherentes a la esen- 
cia de las normas fundamentales de la Constitución deben 
ser interpretadas con criterio estricto. Página 88. 

2. Las leyes deben ser interpretadas de la manera que mejor 
con cuerdo con las normas constitucionales, salvo que la in- 



LOCACION DE SERVICIOS 

teligem*¡a opuesta sea palmaria y el texto discutido tío pue- 
da ser Jcalniente interpretado cu aquella forma. Página 180. 
3. El fin primordial del intérprete es dar pleno efecto a la 
voluntad del legislador y la primera fucute de interpreta- 
ción ile la ley son sus palabras, que deben entenderse em- 
pleadns en su verdadero sentido, en el que tienen en la vida 
diario, partiendo de la base de que no aqií su per tinas sino 
que lian .sido empleadas ion algún propósito, su-a de ampliar, 
limitar u corregir loa concepto*. Página ll>5. 



LEY DE SELLOS 
Sellado aplicable. 

1. Lu.s abogados y procurad o re* no están obligado* a firmar 
con la i stam pilla correspondiente al impuesto de sellos las 
actas relativas a lúa audiencias de prueba aunque en ellos 
hayan Ion» alado peticione* referente» a la misma. Pági- 
na 343, 

2. La ennmcra<-¡ón contenida en el decreto ¡1432 sobre impuesto 
de sellos, un tiende a ampliar los supuestos del art 88, sino 
a precisar los de aplicación del gravamen general que prevá 
el lít. IV, cap. I, de dicho decreto. Página 343. 

LEYES PltO V1NCIALES, Xvr ; Constitución Jim-fonal, 1; Recurro 
extraordinario, 21. 

LICITACION (»). 

La excepc ión previsto en el art. 33, inc. 5', de la ley 428 
supone la imposibilidad de adquirir de otras personas que 
las allí mencionadas los artículos que el Kst-ndo necesita 
pura cumplir los fine* que se lia propuesto. Página 310. 

LIMITES INTEfíPltOl'lSCIALES. Ver: Jurisdicción v compe- 
tencia, 14. 

LITIS CONTESTACION. Ver: Sentencio. 

LOCACION DE SE UVICIOS. 

1. Tío hnlirndn probado la provincia que el tanto por ciento 
de comisión que se había ion ven ido p;:-nr a) demandado 



<*) Ver tnmhifri: Jurifldtfción v competencia, 11. 
(2) Vur taiubieo: Compraventa", 1. >¿. 
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como remuneración por sur servicios en la conversión de 
un empréstito se refería solamente a la cantidad de títulos 
Que llegaran n emitirse y no a la cantidad autorizarla, ni 
tampoco que el demandado haya obrado de mata fe o que 
el pago se haya hecho sin causa, corresponde rechazar la 
acción sobre devolución de lo qnn pretende hal>cr pagado 
erróneamente de más al demandado por el expresado con- 
cepto. Página 316. 
2. A los efectos de resolver acerca del derecho al cobro de 
la referida retribución convenida por los servicios pres- 
tados a una provincia, es indiferente la circunstancia de que 
quien celebró ese contrato con tas autoridades provinciales 
fuer- diputado nacional por la misma y pariente del go- 
bertmdor de ella, desde que no hay di-posieinn legal que 
cree sobro el particular una incapacidad de derecho. Pá- 
gina 31C. 

M 

MARCAS DE FABRICA (*)■ 
Nulidad, 

La sociedad constituida para dar audiciones musicales y 
repartir entre sus componentes Ins utilidades así obtenidas, 
que según lo resuelto por Ja sentencia objeto de recurso 
extraordinario, no reviste carácter comercial, no está am- 
parada por los orts. 42 y siguientes de la ley .1975 aun 
cuando liava obtenido el registro del nombre como marca. 
Página 283. 

MARINA UEUCANTB NACIONAL. Ver: Jubilación de Emplea- 
dos do la Mnrína Mercante Nacional, 1. 2. 

HEDIDAS DISCIPLINARIAS 

Debe apercibirse al juez letrado de un territorio nacional 
que, no obstante sostener en su fallo (pie es competente 
para conocer en una causa criminal, resuelve inhibirse de 
continuar actuando en ella, porque el procurador fiscal que 
así lo solicitó "actúa por instrucciones del P. E. de la Na- 
eión y teniendo en cuenta qiio es ln Suprema Corte Nacional 



(i) Ver también: Constitución Nacional, 1£>; Recurso eitraordina- 
rio, 15, 34. 
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el Tribunal que debe interpretar en definitiva el texto de 
la ley y establecer la competencia". Página 311. 

MENSURA. Ver: Prescripción, 1. 

MOKA. Ver: Intereses. 

3IVJER CASADA. Ver: Domicilio. 

MULTAS (»)• 

El fallecimiento del contribuyente infr ^tf>r al art. 18 de 
la ley 11.683 (T. O.) extingue la acción tendiente a impo- 
nerlo la multa prevista en dieha disposición. Pagina 495. 

N 

NOMBRES. Ver; Ciudadanía y naturalización; Constitución Na- 
cional, ID; Murcas de fábrica; Recurso extraordinario, 34. 

NOTIFICACION. Ver: Perención de instancia, 2. 

NULIDAD DE ACTOS ADMINISTRATIVOS. Ver: Compraven- 
ta, 1, 2. 

NULIDAD PROCESAL. 

Si bien Iaü leyes de procedimiento son de orden público, 
bay exigencias procesales cuyo incumplimiento no acarrea 
la nulidad insanable de lo actuado porque no desvirtúa la 
garantía del recurso a la justicia ni altera sustaiicialmcnte 
la organización de ella. Página 1Üü\ 



ORDEN PUBLICO. Ver: I>cmnndas contra ta Nación, 1; Nulidad 
pnue-5.il; líctruaclívidad, 2. 



(i) Vi-r tamliii'n: Ailuriri;*, í, !>; OnstiliiiHi'n Xficionn], 3, í'l; Im- 
puesto ¡i tu» r»'<liti>*, 2: Implícalo» I» U' moa, 3; J uriadiecióii y co apeten- 
cia, 13; IVescripcii'm, 12, 13, 15, 16. 
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FAGO, 

Pago indebido. 

ltepctieíún do lo pagado nn ciíhmi. 

1. La acción civil de repetición y 1n acción contencioso admi- 
nistrativa son do distinta naturaleza y In sentencia que &e 
dicta en esta ñ 1 1 i mu recluitando la demanda por haber sido 
interpuesta fuera del plazo fijado por la respectiva ley 
provincial no puede extender el alcance de su fuerza de cosa 
juzgada a la acción de repetición cuyo término de prescrip- 
ción « halla regido por el Cód. Civil. Página 444. 

Protesta. 
Generalidades. 

13. El requisito de la protesta es innecesario para (pie proceda 
la repetición de lo indebidamente pagado en concepto de 
impuesto a los réditos. Página 350. 

Pormíl. 

3. A los efectos de la repetición de la suma papada en con- 
cepto de contribución de mejoras es suficiente ]b reserva 
por la (pie se comunica a las autoridades respectivas que 
los pagos so lineen "bajo protesta por considerar inconsti- 
tucional, ilegal y cont lavatorio" el gravamen que afecta n la 
propiedad del reclamante. Página ¡102. 

4. Es eficaz la protesta concebida en términos que excluyen 
la posibilidad del desconocimiento por la Administración 
de la disconformidad del contribuyente y de las razones 
en que se funda, siendo innecesario especificar el bien o 
acto concreto sobre qnr recae el i;ravatiieii protestado ni el 
monto del mi-mo. Página 128, 

Prueba, 

5. Debe considerarse probada la protesta hecha mediante tres 
telegramas semejantes, autenticados los dos últimos mas no 
el primero por haber destruido el Corren la respectiva do- 
cumentación respecto del cual existen, en cambio, constan- 
cias en un expediente administrativo que permiten estable- 
cer su recepción por las niitoridades provinciales. Página 128. 
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PAPEL. Ver. Aduana, 2; Constitución Nacional, 14; Prescripción, 16. 
PATRIA POTESTAD. Ver; Jurisdicción y competencia, íl. 
PEN AS. Ver: Aduana, 7; Domicilio, 2; Pensione* militares, (i. 

PENSIONES MtUTMtES (*), 
Pensión** a los militare». 
tmiKliMc foD para la carrera militar. 
Ejército. 

1. El suboficial ikdo de hn.jn a consecuencia dp I» tuberculosis 
pulmonar inquirida en netos del servicio que le inutilizó 
liara continuar su carrera, tiene derecho a) beneficio pro- 
visto en el art. 17, tít. Til, de k ley 4707. Página 100. 

2. El conscripto del ejército fjue a consecuencia tío In herida 
recibida en una mano n| escapar* le un tiro de pistola en 
una práctica de tiro, ha quedado totalmente i tu 'n paritario 
para la carrera de las arma-:, y en tm 110 *", para la vida 
civil tiene derecho al beneficio previsto en los nrl.s. 13, 14 
y 17, til. 111, de la ley 47i>7 que ha reclamado, inclusive el 
prest. Página íiíí. 

3. El prado superior inmediato a que se refiere el art. 18, 
tít. IV, de la ley 4707 es e] que corresponde con arreglo 
a la jerarquía establecida en el ar!. 1* de Ja ley í)í¡75 o sea, 
en el caso rie un sargento 1* de Sanidad Militar el de sar- 
gento ayudante, h tinque en dicha repartición no existiera 
este último carao en la fecha del accidente que origina el 
heneticio del citado art, 18. I*ágina 151). 

4. Ln circunstancia dp que el hpnrficio previsto en el art 1S, 
tít. IV, de la ley 4707, acordado por el P. E., sustituí tío 
Juego de oficio por el del art, 17 y res tablee ¡do mas lardo 
por dicho poder, hayn sido liquidado por la Contadnría, 
al ser otorgado la primera vez, sobre la base de un grado 
superior al qui' correspondía — el de subteniente en lugar 
de sargento ayudante— no es óbice para que al liquidár- 
sele otra vez con motivo de habérsele acordado nuevamente, 
rectifique el error en que había incurrido y efectúe la li- 
quidación <on arreglo al prado que corresponde tomar en 
cuenta desde que tiimruno de Jos decreto* que lo concedie- 
ron especificaba el prado en retiro. Página 150. 



(i) Ver •timbtfn: Constitución Nacional, 15; Prescripción, 6- 
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5. Loa beneficios previstos en el tít. III, Je la ley 4707 para 
el caso de inutilización para continuar la carrera militar 
producida por acto» del servicio, deben ser ncordudos con 
prescindencia de toda idea de t ulpa o negligencia de la víc- 
tima. Página 09. 

0. La pena de un año de prisión menor impuesta a un cons- 
cripto del ejército como autor del detito de homicidio por 
imprudencia cometido en un ejercicio de tiro al blanco no 
le priva de la pensión que pueda coi responderlo por su 
incapacidad sobrevenida a consecuencia de la herida que 
recibió en ese acto. Página 00. 

7. El conscripto del ejército <juc a consecuencia de un occi- 
dente sufrido en acto del servicio ha sido declarado apto 
tan sólo para servicios auxiliares, aunque no tenga, inca- 
pacidad para el trabajo en la vida civil, .se halla amparado 
por el art. 10 del tft. III de Ja ley 4707 y tiene derecho a 
la pensión que el mismo establece. Página 9S. 

PERENCION DE INSTANCIA Í 1 ) 

1 . La perención de la instancia se opera por el transcurso del 
plazo legal sin que se haya notificado la demanda, aunque 
medien pedidos del actor tendientes a averiguar el domi- 
cilio del demandado. Página 07. 

2. La diligencia realizada por un empleado notifíeador que 
no dejó )a cédula respectiva en el domicilio fíi quB debía 
practicar la notificación, por habérsele informado que allí 
no vivía Ja persona a quien debía notificarse, no interrumpo 
el plazo de la perención de Ja instancia. Página 07. 

PERITOS. Ver: Prueba, 2. 

PERSONALIDAD DE LA LEW Ver: Constitución Nacional, 4. 

PODER BE POLICIA, Ver: Comercio interprovincial; Constitu- 
ción Nacional, 4, 13; Precios máximos. 

PODER EJECUTIVO (=). 

En el ejercicio de su facultad reglamentaria el P. E. puedo 
apartarse de los términos de Ja ley siembre que las dispo- 



(1) Ver también: Recurso ordinario de apelación, 3. 

(2) Ver también: Ejército, l; Kstatlo de sitio. 
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fiicionts que adopte no sean incompatihos con las de nqué- 
lla, propendan ni mejor cumplimiento de los finos de la 
misma o constituyan medios razonables para evitar ib vio- 
lación y gean ajustadas a su espíritu. Página 104. 

POSESION (*); 

Comportnn intención de poseer los actos de turbación rea- 
lizados por los asente* del gobierno como ejercicio del de- 
recho d* dominio que atribuían a la provincia sobre las 
tierras neupadns por el poseedor, a quien por lo mismo 
desconocían dicha calidad, Página 78. 

PRECIOS MAXIMOS (*). 

El art. D de la ley V2MI —ley de emergencia cuyas dispo- 
siciones no caben en el marro del derecho común, dictado 
para suplir lus deficiencias d« este último— establece una 
infracción formal en el .sentido de que la «frión e? sufi- 
ciente pnir sí sola para constituir la violación punible, sin 
que sean necesarios un resultado determinado ni In prueba 
de mm ganancia injustificada, artificial, o de Ja obtención 
dd un lucro desmedido. Página 450. 

PRENDA A (i PAR/ A. Ver: Constitución Nacional, 11; Recurso ex- 
traordinario, :t7. 

PRESCRIPCION 
Comineo. 

1. La prescripción decenal de In acción dirigida contra el Fisco 
Nacional para obtener bt intejírarión de la superficie del 
iuniuebb' comprado por el actor a quien lo había adquirido 
del Fisco, comienza a correr desde la fecha del título por 
el cual éste lo transmitió al vendedor de referencia y no 
desde la fecha en que fué «probada la mensura por la que 
el actuul dueño estableció la i alta do superficie. Página 340. 

2. Inlemuupidn la prescripción por el decreto que reconoció 
el derecho del actor, el término de aquélla comienza a co- 



{') Ver también: Interdicto*, 1, 2. 

(-> Ver también: CtiiiHíüiicWu Xneiniinl. 13, 18. 

(•i) Ver también; Cntistituciiln Nacinnul, ~>, *J'_', 2:1, 25, 31; Extra- 
dieb'w: Patío, 1; ít^curno i'Stranrfliiiíirío, f<, 12. lli, 41; Iferurso «irdinuno 
do apelación, 3j Reivindícacíún, 1, 2. 
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rrer nuevamente desde la fecha de aquél, y no desde la del 
derroto posterior que dcscoaoció el derecho de referencia* 
Página 114. 

3. Lti prescripción de ln acción correspondiente a los emplea- 
dos nacionales para obtener el p¡itrn de sus haberes comienza 
a correr desde que nació su derecho n ellos y no se suspende 
por la relación de dependencia en que se hallan eon res- 
pecto al P. E. Pagina 114. 

Interrupción. 

4. La den anda intentada contra la Universidad de Buenos 
Aires (lt la que He desistió para promoverla contra la Na- 
ción no interrumpe lo prescripción de la acción contra esta 
última, que debo declararse operada respecto de la viuda 
del causante por haber transcurrido el plazo legal. Pági- 
na 367. 

fr. Las gestiones administrativas no interrumpen la prescrip- 
ción. Página 114. 

Tiempo de Ja prescripción. 

Leyes especiales. 
Presiones militares. 

C. Prescribe a los cinco años el derecho para cobrar las euota3 
atrasadas de pensiones militares. Página fíí) 

Prescripción adquisitiva. 

7. Si bien corresponde a quien invoca la prescripción adqui- 
sitiva prohar lo* hechos en que la funda, esta regla sufre 
excepción cuando la parte contra la cunl se opuso aquella 
defensa guardó, al contestarla, tola] silencio sobre esos he- 
chos y omitió luego toda prueba contradictoria de los mis- 
mos, pues ello importa un reconocimiento que hacia innece- 
saria su prueba por quien los invocó. Página 19fi. 

8. Las leyes que se limitan a acordar una concesión y las ór- 
denes y resoluciones administrativas, aunqne envuelvan una 
pretensión a la propiedad o a la posesión y una amenaza 
a su libre ejercicio, no importan una perturbación real y 
efectiva de la posesión, no justifican la promoción de un 
interdicto de retener ni pueden ser invocadas como comienzo 
de la posesión requerida para la prescripción adquisitiva. 
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Prescripción tn materia penah 
Comienzo. 

9. La prescripción de la acción tendiente a reprimir una in- 
fracción consistente en utin defraudación del impuesto a los 
réditos <>om>--tÍLla mediante in presentación de declaraciones 
juradas i>ti t.m que se omitió cnnsiinuir en absoluto los in- 
presos provenientes de las actividades que constituían la 
principal fuente de recursos del contribuyente, a raíz de 
lo cual se procedió a estimar los réditos do oficio y se aplicó 
la malta establecida en el nrt. 18 de Tn ley 11.083, comienza 
n correr desde la feelin en que Ins declaraciones fueron pre- 
sentadas; por lo que careciendo de efecto interruptivo la 
presentación del fiscal qitr so limita a sostener la improce- 
dencia de la instancia respecto do la cstiir .ción de oficio, 
no habiéndose acreditado ni invocado en ñutos otras cireuna- 
tnneias que pudieran producirlo*, y habiendo transcurrido 
el plazo previsto en el nrt. 23. inc. b) de la ley 11.083 ft. o.) 
en la fecfin on que el fiscal conté- tó la demanda contenciosa 
solicitando la confirmación de la resolución administrativa 
qiH' impuso multe, corresponde declarar proscripta la ac- 
ción. Página 415, 

lu. La infracción en que incurrió el eom -'invento ipio omite 
indicar parte de sus roYitos en In respectiva declaración 
jurada se perfecciona con In presentación de ésta, a partir 
do la cual comienza a correr la prescripción de la acción 
tendiente o reprimirla. Páirinn ,178, 

Interrupción. 

11. Las nuevas infracciones al nrt. 18 de la ley 11.G81 (t. o.) 
interrumpen la prescripción de la noción tendiente a repri- 
mir las anteriores. Pñirina 378. 

12. Loa actos procesales que con arretrlo a la ley 11.585 inte- 
rrumpen la prescripción fie la acción son los actos directos 
contra la persona del infractor para la represión de la 
infracción, como la cim testación a la demanda contenciosa 
deducida de acuerdo a lo dispuesto por el nrt. 17 de la 
ley 3704 (t. o.) por lo que el fiscal solicita «u rechazo y 
el mantenimiento do la multa impuesta. Pagina 268. 

13. Las multas que reprimen las infracciones a la ley 11.275 
revisten carácter penal y la noción tendiente a imponerlas 
es interrumpida por las nuevas infracciones, conforme a lo 
dispuesto por el arí, 07, 2» parto, del C. Penal. 
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14. La prescripción de la acción tendiente a reprimir la infrac- 
ción del nrt. 82 inc. h) del texto ordenado de las leyes do 
impuestos internos se interrumpe por la comisión de otras 
posteriores; por lo que procede revocar la sentencia qne 
declara operada la prescripción sin tener en cuenca si exis- 
ten o no las nuevas infracciones cuyo existencia alega el 
fiscal y devolver los autos para qne se dicte ti pronuncia- 
miento que corresponda, p ágina 208. 

Tiempo. 
Aduano. 

15. El plazo de la prescripción de la« arciones tendientes a la 
imposición de los multas establecíais por las Ordenanzas 
de Adiinna, que aun siendo penales conservan cierto ca- 
rácter de indemnización, hú liase regido por el nrt. 433 de 
las mismas. Página 419. 



lü, La prescripción de la acción tendiente a impimcr multa al 
importador de papel lilirr de dereilms que int'rin-rió las dis- 
posiciones legales y rei:lfitncnhirins referentes al destino 
de! mismo, no está regida por el nrt. V de la ley 11.585 
¡dno por el nrt. 433 de l¡is Ordenanzas di- Aduana y se opera 
a los diez años contados desde la fecho en que fué cometida 
la infracción. Página 310. 

PROCURADORES. Ver: Ley de Sellos, 1. 

PROTESTA. Ver: Pago. 2, 3, 4, 5; Recurso extraordinario, 28. 

PROVINCIAS. 

Es fneultnd no delegada por las provincias ]a de organizar 
su régimen jurisdiccional tanto en ol orden judicial como 
— «TTcI do lo contencioso administrativo. Purina 444. 

PRUEBA t 1 )- 
Confesión. 

1. El ort. Id de ta ley 8172 impone al Presidente del Banco 
Hipotecario Kacional el deber de informar en substitución 
de la obligación de absolver posiciones, eximiéndole ton sólo 



(i) Ver también: Afirmado», 2; Constitución Nacional, 2, 27; Ka- 
propíaciún, 2, 3, 4; Interdictos, 2, -4; Pago, 5; Precios mínimos; Pres- 
cripción, 7; Recurso extraordinario, 25. 
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de concurrir ni Tribunal para responder a las interrogacio- 
nes que la contraria se proponga hacerle y de responder a 
ellas bajo juramento. Dicho- informes pueden serle reque- 
rido* en todas las oportunidades procésale* en que las par- 
tes pueden ponerse paciones, salvo que, formulados des- 
pués ríe clausurado el período de prueba, importaran la 
obtención extemporánea de elementos probatorios que de- 
bieron y pudieron obtenerse por otras vías durante el tér- 
mino pertinente. Página I4fi. 

Perito*. 

2. La midiencia del art. 151 de la le.v 51) e>tá destinada a ob- 
tencr lus explicaciones que el Tribunal encuentre oportuno 
requerir al |»crlto, y no constituye oportunidad para el ofre- 
cimiento ni producción de prueba. Página 282. 

FUE UTO DE LA PLATA (»). 

La trnmmiMón del dominio efectuada por la Prov. de B.s. 
Aires a favor de la Nación el 29 de agosto de 19(14 en opor- 
tunidad de la adquisición del puerto de La Plata, no com- 
prendía ni podía comprender los inmueble» que hubiesen 
salido del dominio eminente de la Provincia y sobre los 
cuales tuviesen tos pnrt i calares título legítimo de propie- 
dad. Página 219. 

R 

RECONOCIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES. Ver: Prescrip- 
ción, 2. 

RECURSO DE MUDAD. 

Debe desestima rae el recurso de nulidad que no ha sido 
mejorado en tercera instancia y ?e funda en razone* suí- 
cepliblcs de ser consideradas por vía de la apelación con- 
cedida. Página 346. 

RECURSO EX TliA RDIX A RÍO ( 2) . 
Rrr¡trixitos comunes,. 

Tribuna] de justicia. 
1. Pniccde el recurso extraordinario contra la resolución ina- 
pelable del Consejo DoontolÓgico do Rosario que impone 

(i) Ver también: Itci vindicación, 1, 

(3) Wr también; Banco Hipotecario Nacional, 1; Prescripción, 14. 
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una muí tü en virtud de lo dispuesto en una ley local cuya 
apliración ni caso es impugnada por H recurrente como 
violntoria de preceptos de la Constitución y de leyes na- 
cionales, de cuya intcrprctnciñu depende la solución de la 
cuestión planteada. Piíjíina 383. 

Gravamen. 

2. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
ln rau«a lia sido substraída a sus jueces naturales si ello 
es la consecuencia de la propia actitud del recurrente por 
haber sido el misino quien sometió a la Cámara de alquile- 
res la cuestión de cuya solución se queja. Página 179, 

3. Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto por 
la parte a la que lia sido bien con cedido el recurio ordinario 
de apelación que dedujo jn «tatúente ron aquél. Página 378. 

4. Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia respecto de la cual lia nido bien concedido el recurso 
ordinario de apelación. Página 495. 

Subsistencia de los requisitos. 

5. H abicndr.se decretado por juez competente el procesamien- 
to y lo detención, por infracción al C. Penal, de la persona 
detenida por orden del P. E. que optó por salir del país y 
dedujo un recurso de babea» rorpus al que se hizo lugar 
por sentencia de 2í instancia contra la cual se concedió al 
fiscal el rceuiuo extraordinario fundado en el art. 23 de 
Ja Constitución Nacional, corresponde declurnr que el habtas 
corpus es improcedente y que por ello carece de objeto pro- 
nunciarse acerca de la cuestión en que se fundó el recurso 
concedida ai fiscal. Página 351. 

Requisitos propios. 
Cuestión federal. 
Cuestiones federales simples. 

Interpretación de la Constitución Nprionnl. 

6. Es procedente el recurso extraordinario interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, fundado en la interpretación del art. 23 
de la Constitución Nacional, contra la sentencia que hace 
lugar al habea* corpas deducido por una persona detenida 
a la orden del P. E. Nacional que formuló ante feto la co- 
rrespondiente opción para salir del país. Página 253. 
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7. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de- 
negatoria del derecho fundado por el recurrente en el art. 7 
do Ja Constitución Nacional y en las lores 44, 5133 y 6757. 
Página 332. J 

Interpretación de la-i leyes fedérale?. 

S. Es procedente el rei-nr-o extrnonliruirin t'imd»iío en la in- 
terpretación de la ley 11.275 contra el fallo que, por consi- 
derar que las infracciones a la misma no revisten carácter 
delictual, derla ni inaplicable respecto de ellas las disposi- 
ciones del art. 07, 2» parte, del C. Penal. Pásinn 340. 

9. Procedo el recurso extraordinario contra la sentencia que 
desconoce el privilegio fundado en el art. lf¡ dt* la lev fe- 
deral 81 72. Página 140. 

10. Procede oi recurso extraordinario contra la sentencia que 
desestima ln exención de impuestos y tas;is fundadas por 
el recurrente en la ley 0757. Página 329. 

11 . Procede el recurso extraordinario interpuesto por el Banco 
Hipotecario Nacional contra la sentencia que desestima la 
defensa do falta de acción l umia da por aquél en las dispo- 
siciones de las leyes 8172 y 10.070. Página ¿J3. 

12. Es procedente el recurso extraordinario fundado en que, 
con arreglo n la ley 11.585 y al art. (¡7 del C. Penal, las 
nuevas infracciones a Ls leyes de impuestos internos inte- 
rrumpen la prescripción de la acción tendiente a reprimir 
la cometida anteriormente y en que tamiuén ln interrumpen 
todos los netos de procedimiento, contra la sentencia que 
admite la solución opuesta y declara que el art. 07 no es 
aplicable a los hecho» de ln naturaleza del qne motiva la 
multa impuesta. Página 208. 

Leyes federales de carácter procesal. 

13. Procede el recurso extraordinario fundado en el art. 17 del 
T. O. de las leyes de impuestos internos contra la sentenc. t 
definitiva adversa al derecho sustentado por el apelante. 
Página 49T. 

Interpretación de otras normas y actos fedérale*. 

14. Procede el recurso extraordinario contrn la sentencia ad- 
versa, a la interpretación de un decreto reglamentario de 
la ley federal 340 sustentada por el recurrente en apoyo 
de su derecho. Página 431. 
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Cues! iones federales complejas. 

Inconstitucional ¡dad de- normas y actos nacionales. 

15. Procede el recurso extraordinario interpuesto por qnieñ lia 
impugnado un decreto del P. R, de ser repugnante a los 
arte, 14, 17 y 19 de Ja Constitución Nacional contra la sen- 
tencia contraria al derecho invocado y ni privilegio fundado 
por el recurrente en la ley fetieral .*íí>75. Página 3SS. 

Im-ODsUtUfioiiaiídnd de (¡Mi y actos; provinciales. 

16. Procedí 1 el recurso extraordinario contra la sentencia que 
admite la validez de los arts. 50 y 52, ine. de la ley de 
Montepío Civil N s lti03 «le la Prnv. de Tucumnn impugna- 
dos por la recurrente como violatorios del art. 17 de la Cons- 
ti loción Nacional y desestima el recinto cotilcnciosn admi- 
nistrativo interpuesto por aquella. Páginn 2S3. 

17. Procede rl recurso extraordinario fundado en la i o consti- 
tución;, lid»] de la ley 4350 de la Prnv. de Ph. Aires sobre 
impuesto a la transmisión irrntiiitn. contra la sentencia que 
desestima dicha impugnación y aprueba la liquidación del 
gravamen practicado con arreglo a lo dispuesto por nque- 
l'.i ley. Porrina 374. 

18. Procede el recurso extraordinario fundado en la incompa- 
tibilidad de una norma provincial, cuya aplicación efectuada 
por primera vez en la sentencia recurrida determina el re- 
cluí /o de la demanda, con disposiciones de) Código Civil y 
de la Cons! i Ilición Nacional. Página 444. 

IneonstitueionaJídad de normas y actos municipales y policiales. 

19. Es procedente el recurso extraordinario fundado en que el 
régimen del pago en cuotas establecido por una ordenanza 
municipal sobre pavimentación sin que medie acogimiento 
expreso del contribuyente, importa modificar el régimen de 
la prescripción establecido por el C. Civil v en que el cobro 
de una contribución d« i mejoras que no ha valorizado al in- 
mueble en la medida fie aquélla es violatorio de los arta, lfl 
y 17 de la Constitución Nacional. Página 35?. 

Cuestiones no federales. 

Interpretación de normas y netos comunes. 

20. No es cuestión federal la que versa sobre la interpretación 
de una cláusula contractual referente a prórroga de juris- 
dicción. Página 28. 
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Interpretación de normas y actos locales en general. 

21. La interpretación dada por el tribunal apeinda a las dis- 
posiciones de la ley de Montepío Civil de Tucnmán no 
puede .se- revisada por la Corte Suprema por medio del 
recurso extraordinario. Página 2S3. 

22. La interpretación de las normas provinciales que rigen la 
jurisdicción contencioso administrativa es de orden local 
extraño ni recurso extraordinario. Página 444. 

Interpretación de normas locales de procedimientos. 

2:¡. La cues! ir, n referente a la constitución de la Cámsra de 
alquileres contra cuya sentencia *e lia intentada el recur- 
so extraordinario reviste carácter procesal y no es suscep- 
tible de someterse a la Corte Suprema por esa vía ni aun 
so color de ¡«vocación de garantías constitucionales. Pág. 179. 

Exclusión de las cuestiones de bocho, 

24. La cuestión referente a la inexistencia de propósito de 
ocultación o de ánimo de defraudar es de bocho y no puede 
ser examinada por Jn Corte Suprema en ejercicio de su juris- 
dicción extrarirdinaria. Página ISÍ>. 

23. Xo procede revisar por medio del recurso exlraordinnrio las 
con ilusiones de la sentencia apelndn sobre la prueba de la 
na c i on al id ad y el domicilio de los litigantes. Pagina 28. 

Impuestos y tasas. 

26. Nn procede el recurro extraordinaria contra la sentencia que 
declara comprendida a una asociación en la exención prevista 
en el art. 5, inc. b) de la ley 11.IÍS2 por entender une no 
se advierte en la constitución de aquélla ningún motiva de 
lucro y sí, al contrario, propósitos de beneficio y mejora- 
miento social que la presentan informada de las earaeterís- 
ticas de beneficio púMícn dentro del concepto que a esa 
ex prisión acunan la ley y el Consejo fie Administración del 
Impuesto a los Réditos. Página 350. 

27. Lu sentencia apelada por recurso extraordinario es irre- 
vísihle en cuanto establece que e) pavimento construido ba 
beneficiado al inmueble afectado. Página 352. 

Varios. 

28. La cuestión relativa a la falta «le protesta que no se funda 
eu disposición alguna de carácter federal no puede dar lugar 
al recurso extraordinario. Página 350. 
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Relación directa. 

Normas extrañas ni juicio, 

20. Es improcedente, por falta de relación directa, el recurso 
extraordinario fundado en los nrts. 17 de la Constitu- 
ción Nacional y 3 y 2f>ll del C. Civil contra la sentencia 
que, aplicando el art. 18 de la ley 189 reformado por el 
decreto del 6 de julio de 1044, declara que las costas del 
juicio de expropiación r]ue falta deberán ser pagada-t en el 
orden cansado. Página 290. 

Sentencias con fundamentos no federales o federales consentidos. 

30. Para que una sentencia pueda ser considerada frustratoria 
del derecho federal invocado por el recurrente, es necesario 
que en lo que resuelve respecto de los aspectos no federales 
del pleito sen insostenible, tendenciosa o evidentemente insu- 
ficiente para sn^tentnr la decisión recurrido. Página 22. 

Fundamentos de orden común, 

31. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en cues- 
tiones que, sí bien lian sido propuestas por vía de la invo- 
cación de diversos principios constitucionales, se resuelven 
por interpretación de cláusulas de una concesión local otor- 
gada a la recurrente. Piígína 22. 

Fundamentos de hecho. 

32. Eb improcedente el recurso extraordinario contra la senten- 
cia que «i bien declara que la estimación de oficio que se 
hiciere sobre la base de un cálculo superior al duplo del 
alquiler n que se refiere el art. G, til tima parte, de la ley 
11.083 (T.O.) sólo prevalecerá sobre la declaración del con- 
tribuyente cuando aquélla se apoyare en pruebas suficientes 
para destruir las afirmaciones de aquél, también establece, 
fundada en circunstancias de hecho y prueba irrevisiblea por 
la Corte Suprema, la exactitud de la declaración de sus en- 
tradas presentada por el contribuyente ante las autoridades 
respectivas. Página 351. 

33. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el art. 
17 de In Constitución Nacional contrn la senteucm que Techaza 
ln demandu del recurrente solire expropiación indirecta por 
razones de hecho y de derecho local, como las referentes 
a la forma voluntaria en que el recurrente pidió la línea de 
edificnción, a la existencia de ordenanzas que dejaron sin 
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efecto latí expropiaciones y a la ausencia de actos concretos 
do desposesión. Página ICO. 

34. Ks improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que fundada en consideraciones de hecho suficientes 
parn sustentarla reí-liaza Ja demanda sobre uso indebido 
de nombre comercial deducida por una saciedad instalada 
en la Capital Federal contra otra de igual nombre insta- 
lada en Haliía Ufanea, Prov. de Buenos Aires. Página 283. 

Resolución contraria. 

35. Es procedente el recurso extraordinario c "itra la senten- 
cia de la Suprema Corte de .Justina de 3a Prov. de Bs. Aires 
que rechaza In demanda eontencinso-nd ministra ti va promo- 
vida ante ella, aun cuando haya omitido pronunciarse sobre 
las cuestiones federales planteadas, por considerarlas ajenas 
a su jurisdicción. Página 37*>. 

Sentencia definitiva. 

Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. 
Juicios de apremio y ejecutivo. 

36. Es improcedente el recurro extraordinario contra la sen- 
tencia que manda llevar adelante rl juicio de apremio por 
una suma que no alcanza a la mitad del crédito que la 
ejecutada afirma tener eonttn la adora, circunstancia que 
permitiría evitar una ejecución efectiva. Página 22. 

37. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
inconstitucional id nd del art. 22 de In ley 9G44 contra la 
sentencia que» admitiendo su validez, ordena proseguir la 
ejecución. Página 303. 

Cuestiones de competencia. 

38. Procede el recurso extraordinario fundado en los arta. 100 
de la Constitución y 2, ine, 2*, y 10 de la ley 48 contra la 
sentencia que, sobre la base de la ¡ntelifrenria que atribuye a 
esas disposiciones, deniega el fuero federa! por razón de 
lag personas invocado por el apelante. Página 28. 

Varias. 

30. Las resol uriones que deniegan una recusación no son de- 
finitivas a Jos efectos del art. 14 de la ley 48 y versan 
sobre materia regirla por leyes de naturaleza procesal y 
condicionada por cirrimstam ¡us de hecho, con la que- las 
disposiciones constitucionales) (pie al efecto se invocaran 
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sólo excepcionalmente podrían tener relación directa. Pá- 
gina 345. 

Requisitos formales 
Introducción de la cuestión federal. 

Oportunidad. 

Planteamiento en V instancia, 

40. Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto con- 
tra 1a sentencia que hace lugar a la expropiación indirecta, 
fundado en qoe la aplicación en tal caso del procedimien- 
to establecido por la ley 189, cuando la parte demandada 
desconoce la calidad de dueño invocada por la actora, es 
violatoria de ios arts. 17 y IB de la Constitución Nacio- 
nal, si esta cuestión no fui planteada en el momento en 
que se discutió la procedencia de dicho procedimiento 
sino con posterioridad a ta resolución afirmativa recaída 
en el respectivo incidente; rastón por la cual el tribunal 
apelado estimó, en forma irrevisible que no procedía su 
consideración. Página 5. 

Introducción de la cuestión federal por la sentencia. 

41. Habiendo surgido la cuestión federal con motivo de la 
sentencia apelada procede contra ella el recurso extra- 
ordinario fundado por el recurrente en que las disposi- 
ciones de las leyes procesales de la Prov. de Mendoza que 
establecen para la acción de inconstitncionalidad que crean, 
un plato de caducidad menor que el establecido en el 
Código Civil para la prescripción de las acciones, son 
violatorias de éste y del art. 67, inc 11, de la Constitución 
Nacional. Página 485. 

Trámite. 

42. Es procedente el recurso extraordinario correctamente in- 
terpuesto aunque por error el tribunal de la cansa haya 
concedido el ordinario. Página 1Ü5. 

Resolución. 
Límites del pronunciamiento. 

43. No corresponde examinar en la resolución a dictarse eo el 
recurso extraordinario la cuestión referente si derrame del 
vino inapto para el consumo ordenado por la Administra- 
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oión de Impuestos Internos, no planteada oportunamente 
en el juicio y e asentida en la demanda. Página 189. 
44, La decisión de la Corte Suprema en el recurso extraordi- 
nario debe limitarse a las cuestiones federales oportuna y 
neciamente planteadas en el juicio y mantenidas en el 
Mérito en que ee interpuso la apelación para ante aquélla. 
Pagina 450. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION (*). 

Segunda instancia, 

ti Constituye expresión de agravios válida que impide de- 
clarar desierto el recurso de apelación, el memorial pre- 
sentado oportunamente en segunda instancia por el ape- 
lante, en el cual se controvierte la interpretación legal o 
la apreciación de los hechos en que se funda el fallo recn- 
rrido, aunque para ello se invoque como fundamental ar- 
gumento un dfet*m*tt recaído en actuaciones administra- 
tivas ofrendas comí, p, >eba Página 88. 

Tercera instancia. 
Generalidades. 

2. El .silencio observado por quien dedujo recurso ordina- 
rio para ante Ja Corto Suprema, no obstante la falta de 
pronunciamiento al respecto por el tribunal apelado que 
en cambio concedió el interpuesto por la parte contraria, 
priva a atjuél de todo reclamo una vez dictada la sen- 
tencia de la Corte que se limitó a decidir jas cuestiones 
comprendidas en el recurso concedido. Página 494. 

Sentencia definitiva. 

3. Habiéndose argüido y resultando del expediente que la 
declaración de la caducidad de la primero instancia pone 
fin al pleito t* impide su continuación privando al recu- 
rrente de lo- medios legales pnrn la tutela de su derecho, 
como ocurre en el caso en que el efecto de la perencíjdn 
razonablemente conduce a admitir que la acción inten- 
tada ha prescripto, la sentencia que decide el artículo 
debe ser consídejradn definitiva a los efectos del art. 3 
de la ley 4055. Pagina 307. 



(') Ver también : Recurro extraordinario, 3, 4, 42. 
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i. La tercera instancia ordinaria funciona restrictivamente 
respecto de las sentencias definitiva*, o sean las que diri- 
men la controversia poniendo fin al pleito o haciendo 
imposible su continuación, a las que no cabe equiparar 



Juicios en «ue la Nación es parte. 
5. Es improcedente el recurso ordinnrio de apelación en ter- 
cera instancia interpuesto contra la sentencia que no impo- 
ne las costas al vencido si de autos no resulta que el monto 
de las misiona excede el límite fijado por el art. 3*, ine. 2, 
de la ley 4055. Página 294. 

RECUSACION. Ver: Recurso extraordinario, 39. 

REV/STRO DE LA PROPIEDAD. Ver: Daños y perjuicios, 1. 



1. A falta de prueban que destruyan !¡i- reunidas en la in- 
formación posesoria en que se funda el título de los de- 
mandados, corresponde rechazar la reivindicación deda- 
l-ida por la Nación con respecto a un inmueble dentro del 
perímetro que con posterioridad a aquella información le 
cedió la Prov. de Bs. Aires junto con el puerto de La 
Plato. Página 219. 

2. El título de propiedad obtenido mediante información trein- 
tañal es oponiblc a la provincia cuyos tribunales le presta- 
ron su aprobación con la intervención del agente fiscal 
que impide considerar al Estado como tercero extraño a 
dichas actuaciones; pero no es óbice para que este último, 
que no podría obtener su revisión y rectificación sobre la 
base de una ampie crítica de su valor, pueda en ciertos 
casos atacarlas en el juicio reivindicatorío mediante la pre- 
sentación de prueba tendiente n destruir ta producida en la 
información. Página 219. 

3. La ley de la Prov. de Bs. Aires del 11 de enero de 1867 
no puede ser válidamente invocada contra aquellos que con 
ínuebn anterioridad a su sanción eran poseedores de las 
tierras a que se refiere. Página 219. 

(i) Ver también: Falta de aeeiOn. 




REIVINDICACION (*), 



SCO 



SENTENCIA ARBITRARIA 



4. Aun cuando prwpere Ja demanda do reivindicación contra 
el Estado, no procede declarar lisa y llanamente que éste 
debe restituir el i mímenle ocupado por vías férreas y legal- 
mente afectado a un fin de utilidad pública, sino que debe 
acordármelo ol derecho de optar por el paga de su precio 
y el juste resarcimiento de los perj n icios que hayan existido, 
a determinarse conformo al procedimiento de la expropiación. 
Página 1W. 

RESCISION DEL CONTRATO, Ver: Compraventa, 2. 

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. Ver: Daños y perjuicios, l t 
2) 3- 

RETRO ACTIVIDAD (•). 
Principios genérale», 

1. La aplicación del nrt, 18 de la ley 189 reformada por el 
decreto del G de julio de 1944 a I03 juicios do expropiación 
no fallados ai'm no comporta violación de derechos adqui- 
ridos. Página 290. 

2. Las leyes sobre procedimiento y competencia son de orden 
público y Ins nuevas que se dicten pueden válidamente apli- 
carse a Ins causas pendientes, salvo que con ello se afecten 
actos concluidos o se deje sin efe, ío lo actuado de confor- 
midad a las leyes anteriores. Página ISO. 



s 

SENTENCIA < 2 ). 

No procede tomar en consideración en la sentencia las 
impugnaciones referentes a la inconstitucional ¡dad o ilega- 
lidad, desde el punto de vista de las norman locales, de un 
convenio celebrado por una provincia, no comprendidas en 
la litis contestación y que, además, no con forma rían la 
causa civil que sirvió de fundamento a la jurisdicción origi- 
naria de lo Corte Suprema. Página 310. 

SENTENCIA ARBITRARIA. Ver: Recurso extraordinario, 30. 



(i) Ver tnmbién; Constitución Nacional, 10, 2ÍI. 24; Jubilación J 
pensión, 1. 

(?) Ver tanilúún: Banco Hipctecario Nacional, 1. 



VINOB 5$1 

SERVICIO MILITAR. Ver: Jurisdicción y competencia, 16. 
SOCIEDAD. Ver: Jurisdicción y competencia 8, 10; Marcas de 

SOCIEDAD ANONIMA. Ver: Jurisdicción y competencia, 7. 
SUCESOR. Ver; Jurisdicción y rom peten lia, 18. 
SUELDO. Ver: Jubilación de Empleados Nacionales, 1. 
SUMINISTROS. Ver: Compraventa, 1, 2; Licitación, 

T 

TITULO DE PROPIEDAD. Ver: Reivindicación, 2. 
TRANSACCION. Ver: Constitución Nacional, 10, 20. 

V 

VINOS. Ver; Impuestos Internos, 3, 4, 5, 6. 
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